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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido
--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán
--Larraín Peña, Carlos
--Letelier Morel, Juan Pablo

--Longueira Montes, Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro
--Navarro Brain, Alejandro
--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedán, Eugenio
--Uriarte Herrera, Gonzalo
--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Felipe Larraín Bascuñán, y Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:15, en presencia de 23 señores Senadores.

El señor PIZARRO (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor PIZARRO (Presidente).- Las actas de las sesiones 92ª y 93ª, ambas ordinarias, en 8 y 9 de marzo del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor PIZARRO (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Nueve de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con los cuatro primeros da inicio a los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso, y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



2.- Proyecto de ley que excluye a los menores de edad de la legislación sobre conductas terroristas (boletín N° 7.529-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


3.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



4.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Con el quinto comunica que resolvió retirar de tramitación el proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.358-07).



--Se toma conocimiento y queda retirado el proyecto.



Con los tres siguientes hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de las iniciativas que se indican a continuación:


1.- Proyecto de reforma constitucional sobre voto de chilenos en el extranjero (boletín N° 7.335-07).



2.- Proyecto de ley que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (boletín N° 6.415-08).



3.- Proyecto que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (boletín N° 7.433-05).



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley en materia de duración del descanso de maternidad (boletín N° 7.526-13).



--Quedan presentadas las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto que extiende el plazo de vigencia de las franquicias contenidas en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, y en el artículo 35 de la ley N° 19.420 (boletín N° 7.433-05) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 5).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo comunica que resolvió, previo acuerdo del Senado, archivar el proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Ruiz-Esquide y de los entonces Senadores señores Arancibia y Ominami, que posterga la fecha para la calificación de los establecimientos de salud no calificados de autogestión en red (boletín N° 6.727-11).


--Se accede a lo solicitado.



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los tres primeros remite copia autorizada de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 38, inciso quinto, y 38 ter de la ley N° 18.933.



--Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con los dos últimos envía copia autorizada de las sentencias definitivas dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 12 de la ley N° 17.288; 38 y 38 ter de la ley N° 18.933; 2° de la ley N° 20.015, y 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2005.


--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual contesta un oficio enviado por acuerdo de la Sala, en el marco del debate presupuestario de 2010, con el que se pide información sobre la eliminación del trámite de toma de razón en caso de transferencias que financien proyectos con cargo al Programa 07 Fondo Social, de la Partida Ministerio del Interior.



Dos del señor Ministro de Defensa Nacional:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, relativo a la construcción, mantención y equipamiento de nuevas unidades policiales.



Con el segundo contesta una solicitud de antecedentes remitida en nombre del Senador señor Letelier, sobre procedimiento policial realizado en Isla de Pascua el 3 de diciembre de 2010.



Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, con el que responde una solicitud enviada en nombre del Senador señor Horvath para que se adopten medidas que aseguren el inicio de las obras del tramo faltante de la Carretera Austral.



De la señora Ministra del Medio Ambiente, con el que da respuesta a una petición de antecedentes en nombre del Senador señor Navarro, respecto de autorización a la empresa Muelles de Penco S. A. para el acopio de petcoke en terrenos colindantes con la playa de Penco. 



Dos del señor Subsecretario General de la Presidencia (S):



Con el primero acusa recibo de una solicitud despachada en nombre de los Senadores señor Zaldívar y señora Rincón con la que piden estudiar la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que condicione la autorización de endeudamiento otorgada al Presidente de la República en la Ley de Presupuestos.



Con el segundo acusa recibo de la petición remitida en nombre de los Senadores señores Bianchi, Horvath y Prokurica para que se estudie la posibilidad de enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que exima del impuesto al valor agregado las ventas de bienes y servicios cuyo destino sea el territorio antártico chileno.



Del señor Subsecretario de Minería, con el que atiende una solicitud de información expedida en nombre del Senador señor Navarro, sobre el número de extintores disponibles en dicho Ministerio y sus servicios dependientes.



Del señor Comandante en Jefe del Ejército, con el que contesta una consulta formulada en nombre del Senador señor Horvath, relativa a restitución de inmueble fiscal a sus propietarios originales.


Del señor Director de Compras y Contratación Pública, con el que responde diversas consultas enviadas en nombre del Senador señor Navarro, referentes al Convenio Marco, Inspección y Recarga de Extintores.


--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre otorgamiento y uso de licencias médicas (boletín N° 6.811-11) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).



Segundo informe de la Comisión de Minería y Energía e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula el cierre de faenas e instalaciones mineras (boletín N° 6.415-08) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).



Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea mecanismo transitorio de adopción de acuerdos de los copropietarios en los sectores medios (boletín N° 7.320-14) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).



Nuevo segundo informe de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor e informe complementario de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan cincuenta años de matrimonio (boletín N° 7.074-05) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 10 y 11).



De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales” (boletín N° 6.426-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Quedan para tabla.



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de acuerdo de los Senadores señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Frei, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Hernán Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar con el que solicitan el envío de un proyecto de ley sobre fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile (boletín N° S 1.323-12) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Moción



De los Senadores señores Gómez y Pizarro, con la que inician un proyecto de ley relativo al mecanismo para proveer el cargo vacante de alcalde (boletín N° 7.535-06) (Véase en los Anexos, documento 14).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señor Horvath, señora Allende y señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Espina, García, Navarro, Prokurica, Rossi y Ruiz Esquide, mediante el cual solicitan el envío de un proyecto de ley en materia de discapacidad auditiva (boletín Nº S 1.338-12) (Véase en los Anexos, documento 15).



--Pasa a la Comisión de Salud.



De los Senadores señor Horvath, señora Allende y señores Bianchi, Chahuán, Espina, Girardi, Navarro, Rossi y Ruiz Esquide, sobre medidas en materia de energía nuclear en Chile (boletín Nº S 1.339-12) (Véase en los Anexos, documento 16).



--Pasa a la Comisión de Minería y Energía.

Comunicaciones



De los Senadores señores Pizarro y Gómez, por medio de las cuales presentan su renuncia a los cargos de Presidente y Vicepresidente de la Corporación, respectivamente.



--Se toma conocimiento y quedan para ser votadas después de la Cuenta de la presente sesión.



Del Comité Partido Renovación Nacional, con la que informa que designó como su representante, junto con el Honorable señor Espina, al Honorable señor Chahuán.



De la Comisión de Hacienda, por medio de la cual comunica que eligió Presidente al Senador señor Frei.



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, con la que informa que eligió Presidente al Senador señor Tuma.



--Se toma conocimiento.

Permiso constitucional



Solicitud del Senador señor Longueira para ausentarse del territorio nacional entre los días 22 y 31 de marzo del año en curso.



--Se accede.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento ha llegado a la Mesa un certificado de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica (boletín N° 6.810-12) (Véase en los Anexos, documento 17).



--Queda para tabla.
El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la Cuenta.

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero pedirle al Gobierno, a través de usted, una explicación -creo que debe dárnosla- acerca del retiro de tramitación del proyecto de ley que regula los actos electorales de chilenos en el extranjero. 



Dicha iniciativa estuvo en tabla ayer en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, donde, como Presidenta, solicité que ella y los proyectos de reforma constitucional sobre voto de los chilenos en el exterior y sufragio voluntario se votaran en general ese día para traerlos a la Sala y acelerar su tramitación. Y hoy nos encontramos con la sorpresa -a pesar de que el Ministro Larroulet me lo señaló hace un rato- del retiro de que se acaba de dar cuenta.



Deseo saber si eso obedece a una decisión del Ejecutivo para evitar que los chilenos que viven en el extranjero voten.

El señor PIZARRO (Presidente).- Estoy recibiendo planteamientos sobre la Cuenta, señora Senadora.



Quedará consignada la interrogante de Su Señoría.



Si más adelante, en el transcurso de esta sesión, el Gobierno desea manifestar su opinión, podrá hacerlo.



En todo caso, no es obligatorio que la emita. Y él tendrá sus razones.



Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, sin intentar abrir discusión sobre el particular -porque no corresponde-, y teniendo derecho a referirme a un punto de la Cuenta, quiero abocarme a lo señalado por la Senadora señora Alvear.



El retiro por el Gobierno del proyecto en cuestión, que fue conversado con los parlamentarios de la Coalición por el Cambio que integran la Comisión de Constitución, obedece a que previo a su discusión es necesario aprobar una reforma constitucional.



A nuestro juicio, es fundamental dicha aprobación. Y, en tal sentido, existe la mayor y mejor voluntad para que se avance en un acuerdo que les permita a los chilenos votar en el extranjero. Pero, según nuestro leal saber y entender, para eso se requiere reformar la Carta. 



El proyecto que contiene dicha reforma está en la Comisión de Constitución. Se podría haber votado ayer, pero la señora Presidenta pidió segunda discusión.



Esa es la razón del retiro de tramitación y no otra. No se trata de que el Ejecutivo o los parlamentarios que lo apoyan hayan desistido de cumplir el compromiso gubernativo.

El señor PIZARRO (Presidente).- Más allá de la cuestión procedimental, señores Senadores, todos sabemos que detrás hay un asunto de orden político y de definición respecto a cómo se implementan las reformas que aprobamos hace algún tiempo.



Si el Ministro señor Larroulet quiere hacer alguna observación en cuanto a lo planteado por la Senadora señora Alvear, tiene la palabra.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, sobre la base de la decisión que tomó en la materia, el Gobierno quiere avanzar en sus reformas políticas para posibilitar que en el extranjero haya voto de los chilenos con vínculo y, también, que en nuestro país existan inscripción automática y voto voluntario.



Para eso, hemos trabajado durante muchos meses con la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. Y, dado lo ocurrido ayer y en las últimas semanas, el Ejecutivo resolvió avanzar con la reforma constitucional correspondiente.



De hecho, en la Cuenta de hoy se comunicó que el Gobierno puso “suma” urgencia al proyecto de reforma constitucional respectivo. Y lo mismo ha ocurrido con el atinente a la inscripción automática.



De esa manera, señor Presidente, se podrá avanzar con el orden correspondiente para concretar lo que se propuso y hacer realidad un deseo tan sentido por la mayoría de los chilenos.

El señor PIZARRO (Presidente).- Gracias, señor Ministro.

)---------(

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi para referirse a la Cuenta.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, le solicito a la Mesa que recabe la autorización de la Sala para que el proyecto sobre duración del descanso de maternidad sea visto por las Comisiones de Trabajo y de Salud unidas.



Ya conversé al respecto con la Presidenta de ese primer órgano técnico.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a tal solicitud?

El señor ESPINA.- No, señor Presidente.

El señor LARRAÍN.- No.

El señor PIZARRO (Presidente).- No hay acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, de acuerdo al artículo 79 del Reglamento, con la Senadora Allende, en nuestra calidad de Comités, pedimos que el proyecto en comento sea enviado a Comisiones unidas.



Como el Senador Espina no dio la unanimidad para acoger el planteamiento del colega Rossi, solicitamos que el punto sea sometido a la votación de la Sala.

El señor PIZARRO (Presidente).- No habiéndose registrado consenso, pondré en votación si se funciona en Comisiones unidas o si la iniciativa sigue la tramitación que se determinó en la Cuenta.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- No hagamos debate sobre el asunto procedimental.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, retiramos la objeción: que el proyecto vaya a Comisiones unidas.

El señor PIZARRO (Presidente).- Si hay acuerdo de todos, el proyecto que extiende el descanso de maternidad pasará a las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas.



--Así se resuelve.


--(Aplausos en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- ¡Vamos a ver si tenemos unanimidad más adelante...!
ACUERDOS DE COMITÉS

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre plaguicidas de elevada peligrosidad: hasta las 16 de mañana, miércoles 16 de marzo.



2.- Fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto sobre subvención escolar preferencial: hasta las 13 del lunes 4 de abril.



3.- Permitir que el proyecto que modifica la ley del Servicio Nacional del Adulto Mayor sea informado por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, en su caso.



4.- Incluir en el primer lugar del Orden del Día de esta sesión el proyecto que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica.



5.- Autorizar a la Comisión de Economía para discutir en general y particular con motivo de su primer informe el proyecto que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de sociedades comerciales.



Por otra parte, debo informar que el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre cinturones de seguridad en buses de transporte público no recibió indicaciones.

El señor PIZARRO (Presidente).- Corresponde darlo por aprobado en particular.

)---------(

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, no sé si los Comités hablaron del proyecto que crea el Ministerio de Desarrollo Social.



En todo caso, la Comisión de Gobierno acordó, por unanimidad, solicitar en esta sesión la autorización de la Sala para abrir un nuevo plazo para presentar indicaciones: hasta el martes 22 de marzo.

El señor PIZARRO (Presidente).- No se vio en Comités. Pero, si hubiera acuerdo de la Sala, podría accederse a lo planteado por Su Señoría.



¿Hasta qué hora?

El señor LONGUEIRA.- Hasta mediodía.

El señor PIZARRO (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



--Se fija el 22 de marzo, a las 12, como nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que crea el Ministerio de Desarrollo Social.
Exigencia de cinturones de seguridad y limitadores de velocidad en buses de transporte público
El señor PIZARRO (Presidente).- Como se expresó al darse cuenta de los acuerdos de Comités, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre exigencia de cinturón de seguridad y artefactos técnicos limitadores de velocidad en los buses de transporte público, transcurrido el plazo fijado al efecto, no recibió ninguna indicación.

--Los antecedentes sobre el proyecto (3800-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 1ª, en 13 de marzo de 2007.


Informe de Comisión:


Transportes y Telecomunicaciones: sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Discusión:



Sesión 89ª, en 19 de enero de 2011 (se aprueba en general).
El señor PIZARRO (Presidente).- Conforme al artículo 120 del Reglamento, corresponde dar por aprobada también en particular la iniciativa en comento.



--El proyecto queda reglamentariamente aprobado en particular y despachado en este trámite.

)---------(
El señor PIZARRO (Presidente).- La Mesa deja constancia del pareo existente entre los Honorables señores Patricio Walker y Gonzalo Uriarte, para la sesión de hoy.

RENUNCIA DE MESA DEL SENADO

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida, corresponde votar las renuncias a la Presidencia y a la Vicepresidencia del Senado.

El señor GARCÍA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, deseo hacer constar que durante la reunión de Comités solicitamos un pareo para la Senadora señora Lily Pérez, por razones de salud, y que la Honorable señora Allende tuvo la gentileza de acceder a él.

El señor PIZARRO (Presidente).- Dejamos constancia también del pareo entre ambas señoras Senadoras.



Si le parece a la Sala...

El señor LONGUEIRA.- Pido la palabra.

El señor PIZARRO (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, pido votación.

El señor PIZARRO (Presidente).- En votación la renuncia de la Mesa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la renuncia de la Mesa del Senado (26 votos por la afirmativa, 2 por la negativa, 3 abstenciones y 2 pareos).


Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Rincón y los señores Chadwick, Chahuán, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por la negativa los señores Longueira y Orpis.



Se abstuvieron los señores Coloma, Larraín (don Hernán) y Novoa.



No votaron, por estar pareados, la señora Allende y el señor Uriarte.
El señor PIZARRO (Presidente).- Antes de proceder a lo dispuesto en el artículo 21 del Reglamento: la elección de Presidente y de Vicepresidente, permítaseme primero tener la posibilidad de saludar, en forma breve, a José Antonio Gómez, Vicepresidente de la Corporación; a nuestros Honorables colegas Senadoras y Senadores; al ex Senador señor Carlos Ominami, quien también fue Vicepresidente de esta rama del Congreso; a los funcionarios; a los colaboradores; a todos los que nos acompañan esta tarde.



Agradezco al personal por la labor desarrollada en el último año; a los Senadores de Gobierno y de Oposición por haberse desempeñado con espíritu unitario, con capacidad de diálogo, pensando siempre en el bien del país; a mis colegas de bancada, quienes me dieron su confianza para ejercer este importante cargo; a José Antonio Gómez, en particular, con quien hemos formado de verdad un equipo de trabajo que nos permitió desplegar nuestros mejores esfuerzos para cumplir con la tarea encomendada por la Sala.



Sin duda, el año que hemos completado el día de hoy ha sido especial desde el punto de vista de la institución del Senado, pero igualmente desde el punto de vista político: tuvo lugar un cambio de Gobierno. Ello, habiéndose registrado, lamentablemente, una tragedia y un terremoto que nos han golpeado hasta ahora. También desde el punto de vista político, se verificó un cambio de roles: quienes estábamos en el Gobierno pasamos a la Oposición y aquellos que estaban en la Oposición pasaron al Gobierno.



Celebramos, asimismo, el Bicentenario de nuestra independencia con actividades del Congreso y con todo el mundo político, y, sobre todo, con la sociedad organizada, con los ciudadanos, tratando de llevar a la Corporación lo más cerca posible de la gente. Y hemos tenido, en verdad, un año con muchísimos actos de esa índole.



Creo que hoy nos encontramos con un Senado que ha avanzado mucho en el fortalecimiento de su institucionalidad; en la transparencia, al aplicar las nuevas leyes en la materia e implementarlas en términos de su funcionamiento, y, sin duda, hemos podido comprobar que es un organismo que se transforma en un pilar básico de nuestra democracia. Es una instancia de debate, de representación, de diálogo. Es una instancia donde se pueden generar acuerdos que reflejan la unidad del país y la comprensión de que debemos representarlos a todos y legislar en beneficio de las grandes mayorías ciudadanas.



Y quisiera, en ese espíritu, agradecer en primer lugar al Gobierno del Presidente Piñera, en la persona del Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet, porque la coordinación registrada el último año con la Mesa, con los Comités, con el trabajo legislativo, ha sido muy importante tanto para el cumplimiento de los objetivos de la actual Administración y de ese Secretario de Estado como para nuestras funciones propias.



Agradezco también a la gente de las Regiones que representamos en la Mesa, la Segunda y la Cuarta, que es la que nos ha elegido y permitido que cumplamos nuestras funciones de la mejor manera.



Aprovecho de desearles el mejor de los éxitos a quienes van a asumir estas nuevas responsabilidades y de expresarles que el Senado, durante el año, actuó con un verdadero espíritu de unidad nacional. Registramos hasta el 31 de diciembre recién pasado el despacho de 74 proyectos de ley. Hoy son más de 80, entre ellos todos los que tienen que ver con el proceso de reconstrucción, que han dotado tanto de recursos financieros como de facultades para una mejor gestión en el proceso de rehacer lo que destruyó el terremoto del 27 de febrero de 2010.



En otros asuntos también ha existido el mismo espíritu y hemos mantenido algunas diferencias. Tal como lo dijimos con José Antonio Gómez cuando asumimos hace un año, la forma como hemos encarado la situación ha sido con respeto, con pluralismo, con la mayor dignidad posible, pero, sobre todo, privilegiando el diálogo y los acuerdos entre nosotros.



Les reitero a los Comités, a los Senadores de Gobierno y de Oposición, el agradecimiento por la confianza entregada, por haber trabajado en conjunto, y ojalá podamos seguir haciendo de esta Corporación un punto de encuentro de los chilenos, de diálogo, de unidad verdadera a nivel nacional, y lo más representativo de nuestra gente, de modo de legislar para el bien de las grandes mayorías de nuestra patria.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ELECCIÓN DE MESA DEL SENADO
El señor PIZARRO (Presidente).- De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 21 del Reglamento, corresponde designar a la Mesa.



El señor Secretario tomará la votación nominal para elegir al nuevo Presidente.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Guido Girardi, 18 votos; por el Senador señor Francisco Chahuán, 15 votos, y 2 pareos.



Votaron por el Senador señor Girardi las señoras Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por el Senador señor Chahuán los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Larraín (don Hernán), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, la señora Allende y el señor Uriarte.
El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda elegido como Presidente de la Corporación el Honorable señor Guido Girardi Lavín.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- En seguida corresponde elegir al Vicepresidente.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente).- Terminada la votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Juan Pablo Letelier, 18 votos; por el Senador señor Víctor Pérez Varela, 15 votos, y 2 pareos.


Votaron por el Senador señor Letelier las señoras Alvear y Rincón y los señores Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por el Senador señor Pérez Varela los señores Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Larraín (don Hernán), Longueira, Novoa, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.



No votaron, por estar pareados, la señora Allende y el señor Uriarte.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- En consecuencia, queda elegido como Vicepresidente el Honorable señor Juan Pablo Letelier Morel.



Invito a los señores Presidente y Vicepresidente electos a tomar ubicación en la testera.



--Los Senadores señores Girardi y Letelier suben a la testera.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor PIZARRO (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente electo de la Corporación, Honorable señor Guido Girardi.

El señor GIRARDI (Presidente electo).- Primero, muchas gracias a todos por estar acá.



Quiero saludar especialmente a mi querido amigo el Vicepresidente, Juan Pablo Letelier; a las señoras Senadoras y señores Senadores; a las señoras Diputadas y señores Diputados que han venido a acompañarme; a la señora Embajadora de Francia, que se ha tomado unos minutos para hacer otro tanto; a los representantes de la Embajada de China y del Consulado General de Bolivia; a los rectores de universidad asistentes; a los presidentes de agrupaciones gremiales y de colegios profesionales que están aquí conmigo.



Deseo también saludar con mucho cariño a Carolina Tohá, Presidenta del Partido Por la Democracia.



Agradezco el apoyo de dirigentes de movimientos ciudadanos chilenos (varios de ellos nos acompañan desde las tribunas).



Quiero saludar asimismo al gran científico francés señor Michel Brunet, paleontólogo que descubrió los restos fósiles de Abel y Toumaï; a los vecinos y vecinas que vienen de Santiago Poniente; a los funcionarios y a las funcionarias del Senado; a mis amigas y amigos (no todos pudieron concurrir); y, especialmente, a mi familia: a mi padre, a mi madre, a Paula, quien tiene mucha paciencia; a mis hijos Luciano, Domenico, Elisa y Antonia, y a todos quienes se tomaron el tiempo para estar aquí con nosotros.



En primer lugar, quiero agradecer a los Senadores de la Concertación por el respaldo que me han brindado para asumir la Presidencia de la Cámara Alta. A mi partido, el Partido Por la Democracia, y a mis compañeros de bancada, por acompañarme y apoyarme.



Deseo también expresar mi reconocimiento a mi antecesor, el Senador Jorge Pizarro, quien se desempeñó de manera impecable en este cargo, que demanda un gran respeto por las distintas corrientes de pensamiento que se expresan en el Hemiciclo y que, en último término, representan también la pluralidad de ideas, de sensibilidades que, a mi juicio, siempre han enriquecido a Chile.



Agradezco asimismo a los ciudadanos que me eligieron, a los miles de hombres y mujeres de Santiago Poniente, ciudadanos progresistas que me brindaron su apoyo, y que -estoy seguro- quieren construir una sociedad mejor.



Hoy quiero reiterar mi compromiso con una larga tradición republicana, según la cual nuestra Institución, el Senado, ha sido y debe seguir siendo uno de los principales espacios para la articulación de la diversidad, que tanto hemos necesitado para pensar Chile desde la diferencia y hacer de esta una oportunidad para seguir avanzando.



Ese espíritu republicano -por lo menos el que yo valoro- ha hecho que el país crezca, y lo debemos fortalecer y cuidar.



Junto con el Senador Juan Pablo Letelier, en la Vicepresidencia, tendremos una relación de respeto mutuo y de cooperación con el Gobierno, pero siempre pensando en el interés de las mayorías.



Al mismo tiempo, esta Mesa será inclusiva de las opiniones de todos, y -lo señalo con mucha claridad- valoraremos los consensos en todas las materias fundamentales, porque ello fortalece nuestra democracia. 



Luego del golpe militar y de los 17 años de dictadura, durante los cuales muchos fuimos protagonistas, vino una transición ejemplar hacia la democracia, reconocida en el mundo entero. Durante este período los distintos presidentes del Senado, muchos de los cuales nos acompañan, desempeñaron un rol fundamental en el restablecimiento del diálogo político y social para la recuperación y consolidación de la democracia.



Estos últimos 20 años, sin duda, han sido de crecimiento y progreso. Seguramente, pasarán a la historia de Chile como uno de los mejores períodos del país.



La Concertación llevó adelante un profundo y ambicioso proceso democratizador de la sociedad chilena, con justicia social, avanzando en todos los ámbitos de la vida nacional.



En este tiempo hemos sido capaces de disminuir sustancialmente la pobreza, y el talento de nuestra gente nos ha permitido integrarnos plenamente al mundo en que vivimos. 



Todos hemos aprendido lo duro que es perder la democracia y hemos dado muestras de que deseamos vivir en una sociedad cada vez más abierta, más tolerante, y construir un país más justo, más igualitario, más participativo.



Sin lugar a dudas, estos logros han sido posibles por la voluntad y disposición de numerosos actores, tanto de Gobierno como de Oposición, del mundo político y de la sociedad civil, del mundo empresarial y del mundo sindical.



Pero es evidente que quedan desafíos pendientes. Contribuir a estrechar las brechas que hacen de Chile uno de los países más inequitativos de la región sigue siendo la principal tarea pendiente de nuestra sociedad.



Hay mucho aún respecto de lo cual indignarse, como las profundas desigualdades en riquezas y oportunidades. Si bien es importante la riqueza de un país, lo es mucho más que no sea desigual. Existen amplios sectores de nuestra sociedad que carecen de herramientas efectivas de movilidad social. Terminar con la desigualdad es una condición necesaria para dar un salto definitivo al desarrollo.



Estoy orgulloso de los resultados macroeconómicos que hemos logrado en Chile, pero creo que todos sentimos vergüenza de nuestros índices de equidad.



Por eso, nuestra nación requiere una nueva convicción meritocrática, y el principal instrumento para ello -lo hemos discutido acá- es la apuesta por la educación pública y de calidad.



Cada etapa y momento histórico tiene sus preocupaciones. Hoy es el momento de iniciar una verdadera revolución en materia educacional, con mayúsculas,...



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



...particularmente en el fortalecimiento de la educación pública.



Nuestro papel es enfrentar con decisión el debate sobre educación. Centrarnos en los puntos donde no hemos logrado acuerdo, hasta alcanzarlo. Darle prioridad a los proyectos en este ámbito y a su financiamiento, para que efectivamente se formen profesionales, técnicos, trabajadores y trabajadoras de clase mundial, que hagan la diferencia y encabecen los destinos de un país plenamente desarrollado.



Ello está todavía pendiente.



Por otra parte, todos los parlamentarios aquí presentes juramos respetar la Constitución. Pero eso no puede inhibir un debate obligatorio: Chile necesita una nueva Constitución.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Nuestro país ha cambiado. Es más complejo, ha crecido y se ha diversificado. La sociedad chilena también ha experimentado muchas transformaciones.



Entonces, es importante abrir esta discusión no solo por la necesidad, planteada reiteradamente, en cuanto a profundizar y perfeccionar nuestra democracia -lo cual comparto- y reconocer a los pueblos originarios, sino también para lograr, con mejores herramientas, el desarrollo social, cultural, científico y económico que el país requiere y merece.



Asimismo, hay un asunto prioritario que no puede seguir postergado: dar un gran salto en la modernización del Estado. ¿Para qué? Para liberar la fuerza y la capacidad creativas de nuestras Regiones, muchas veces maniatadas por procedimientos y visiones centralistas sencillamente no compatibles con el mundo en que vivimos.



Debemos avanzar ahora para darles más poder y autonomía a las Regiones, a fin de que los ciudadanos del país elijan a sus intendentes y a sus gobiernos regionales. 



¡Ese es un Chile moderno!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Pero nosotros también tenemos desafíos.



Frente al nuevo mundo que emerge, el Senado debe fortalecer la participación en los temas relevantes, en los grandes debates y en los desafíos pendientes.



Existe -todos lo sabemos- un creciente divorcio entre la política y la posibilidad de los ciudadanos de incidir y decidir en la solución de los problemas cada vez más complejos de la humanidad. No hacerse cargo de esto significaría perder una gran oportunidad para Chile y dejar que otros tomen estas decisiones. Con ello, se desvalorizaría aún más el rol de la política. Estoy seguro de que concordarán conmigo en que se trata de uno de nuestros más urgentes y principales desafíos.



Como parte de lo anterior, en estos días hemos sido testigos de un cambio maravilloso en otras latitudes. Vemos que emerge una nueva sociedad, al margen de los partidos políticos e instituciones. La globalización ha puesto ante nuestros ojos el sacrificio -algunos lo llaman “efecto mariposa”- de un joven de 26 años, un licenciado en informática cesante que vendía frutas y verduras en un perdido pueblo de Túnez. Este profesional se inmoló reclamando su derecho al trabajo y a una vida más dignos, y originó -tal vez sin saberlo- un proceso que no sabemos cómo, dónde ni cuándo terminará: una auténtica revolución, que echará abajo estructuras arcaicas que tendían a perpetuarse y reproducirse con la complicidad y silencio de muchos, sin que nadie en el mundo occidental dijera nada.



Hoy los vientos libertarios del Sahara soplan con fuerza y llevan esperanza a los jóvenes de otras naciones sometidas. Esperamos -Chile tiene que ayudar para que ello ocurra- que esta sea la impronta del siglo XXI: más libertad, más igualdad para los pueblos.



Estos cambios también tienen expresión en nuestro país. La rebelión de Punta Choros y la movilización social de Magallanes fueron manifestaciones de una ciudadanía que despierta y se organiza también al margen de los partidos políticos y de las instituciones tradicionales. 



Los chilenos se sienten cada vez más distantes de la política, de sus instituciones y de sus representantes. Si bien es un problema planetario, no hay justificación para dejar de enfrentarlo. La política debe asumir su responsabilidad.



Hemos presenciado un traspaso sistemático de las responsabilidades públicas al sector privado. Hemos visto la primacía de inversiones especulativas internacionales, desregulaciones generalizadas, grandes monopolios y la globalización de una economía planetaria sin freno ni control por los ciudadanos, lo cual los aleja de las decisiones y amplifica los aspectos negativos del desarrollo, como ocurrió en la crisis de 2008.



Una vez que dejamos de valorar lo público, se envía la señal de que lo único importante es la fuerza individual de cada cual y sus propias capacidades: se destruyen las solidaridades tradicionales sin crear otras nuevas; se siembran sentimientos de malestar y se multiplican las soledades individuales, a pesar de la situación de bienestar.



Todo ello nos obliga a repensar nuestra relación con la ciudadanía y la necesidad de buscar caminos para restablecer la sintonía entre la política y la gente; entre el Parlamento y la gente; entre nuestro Senado y la gente. Tenemos que ser socios con los movimientos sociales; tramitar proyectos de iniciativa popular y ciudadana;...



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



...llevar a nuestro Senado y sus Comisiones a los pueblos y Regiones; realizar seminarios junto con la sociedad civil y el sector privado en asuntos de interés colectivo o que se debatan en el Parlamento.



Debemos constituirnos en un Senado que dé una clara señal de compromiso con los intereses de los ciudadanos por sobre cualquier otra preocupación, sea corporativa, empresarial, sectorial o política; en un Senado cercano, que escuche a la gente: en un Senado que ponga en acción y permita concretar uno de los más importantes anhelos de la sociedad: los cambios para una vida mejor.



Pero la crisis a la que asistimos no es solo de participación. Las transformaciones que vivimos a nivel planetario no tienen equivalente en la historia de nuestra especie. Hoy el ser humano, a través de la biotecnología, está a las puertas de participar en la fabricación de la vida, de realizar un nuevo génesis artificial, de laboratorio, abriéndose incluso la posibilidad de crear una humanidad artificial.



El futuro de nuestra sociedad se halla inevitablemente ligado al desarrollo científico y tecnológico, y en relación con quienes tomarán las decisiones.



Por ello, nos preocupa la separación que hoy existe entre la ciudadanía, la política, la ciencia y el conocimiento. La discusión sobre quién controlará el acervo genético, cómo se lo gestionará, y si será patrimonio de la humanidad o propiedad privada, será fundamental en adelante. Renunciar a ser protagonistas de estos debates es renunciar al futuro, pero también, a nuestra responsabilidad de representar el interés de los ciudadanos.



¡Un Parlamento que no decide sobre los desafíos que cada época le plantea se hace cada vez más irrelevante!



Estas tecnologías podrán ser útiles para la humanidad o serán vehículos para profundizar las brechas de desigualdad existentes.



La tecnología digital, el conocimiento y la ciencia (con la biología de síntesis y la nanotecnología) tendrán en este tiempo un papel equivalente al del petróleo en el siglo XX: serán las bases de la nueva economía.



Por eso, le quiero proponer al Senado la construcción de una gran alianza con universidades y centros de investigación, con científicos chilenos e internacionales, que revise estas materias y nos sugiera y actualice en ellas. Para avanzar en esto, podemos consultar las mejores experiencias de colaboración entre Parlamentos y mundo científico, para discutir temas de gran complejidad e impacto social que son absolutamente insoslayables.



Una tarea ineludible de los Congresos en este siglo debe ser generar los instrumentos para que los ciudadanos accedan a la información y al conocimiento científicos que les permitan participar, tomar decisiones y, en definitiva, democratizar esta conversación.



Nuestro gran artista y pensador Roberto Matta, cuyo centenario de nacimiento celebraremos el próximo mes de noviembre -acabamos de rendirle un homenaje en España junto con el Presidente Piñera-, fue autor de uno de los primeros manifiestos ecologistas al señalar: “La Tierra, al igual que un hombre, se puede enfermar, y si se enferma, la Tierra puede morir.”. 



El cambio climático, junto con el calentamiento global, la desaparición de especies, la contaminación de los mares, los desechos industriales, la disminución de las reservas forestales nos deben hacer meditar respecto del modelo de desarrollo que seguimos. Este se funda en la concepción -a mi entender, equivocada- de que el crecimiento económico es ilimitado. No se asume que nuestros recursos naturales, nuestras vidas, nuestro planeta, nuestro ecosistema son frágiles y finitos.



En tal contexto, es urgente que el Parlamento colabore en el desarrollo de políticas sustentables, de energías renovables, limpias. 



Todas las civilizaciones se han destacado por el uso preferente de un tipo de energía. Nosotros lo hemos hecho con el petróleo. Quienes lo han controlado han ejercido un poder incontrarrestable en nuestra sociedad. Nunca en la historia de la humanidad existió una civilización donde el poder estuviera concentrado en tan pocas manos.



La era del petróleo está llegando a su fin, y se abre una puerta de esperanza para una nueva civilización energética, que disminuya la amenaza de destrucción del planeta, que aminore las desigualdades entre ricos y pobres y sea más respetuosa de la vida.



Hagamos, entonces, el mejor negocio de Chile: apostemos a ser líderes mundiales en energías limpias. 



Tenemos el desierto más irradiado del planeta. En momentos en que la energía solar se expande por todos los continentes y países desarrollados, ¿cuántas plantas solares hemos levantado en nuestro territorio? 



Disponemos de más de 4 mil kilómetros de Océano Pacífico, y cada día se avanza más en las tecnologías para producir energía sobre la base de olas y mareas. ¿Qué investigaciones estamos efectuando sobre estas materias?



Y podríamos agregar más preguntas: ¿Cuántos parques eólicos hemos construido en una geografía expuesta al viento? La Patagonia, uno de los mayores atractivos turísticos y patrimonios naturales del mundo, ¿debe ser alterada? 



Chile, uno de las naciones más sísmicas del planeta, donde se han registrado dos de los movimientos telúricos más grandes de la historia de la humanidad, ¿debe iniciar la construcción de centrales nucleares?

El señor NAVARRO.- ¡No!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- El terremoto que sacudió a Japón hace pocos días nos arrojó algunas lecciones dramáticas sobre el uso de la energía nuclear en un país sísmico. Pero, más allá del riesgo inherente a su uso, ¿vamos a legar a nuestros hijos y a los hijos de nuestros hijos depósitos de basura nuclear? 



Yo digo: por las futuras generaciones, debemos avanzar en un gran acuerdo nacional sobre política energética en Chile.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Otro de los cambios vertiginosos que por lo menos a mí me apasiona, que va a modificar nuestras vidas como parlamentarios y como personas, y en el que debemos involucrarnos activamente a fin de disponer de patrimonio en lo que viene, es la revolución digital.



Las comunicaciones inmediatas pasaron a ser de uso masivo. Se multiplican las vías para acceder a la información y se desarrollan mecanismos en la construcción del conocimiento que nunca imaginamos. 



Integrarnos a la sociedad del conocimiento es una gran tarea. Hay quienes creen que el mercado por sí solo lo puede hacer. Sin embargo, estamos ante la posibilidad de una segunda brecha en el uso de la tecnología digital. El camino de la equidad deberá, también acá, librar una batalla. 



Al igual que en otros ámbitos, necesitamos un Estado que asuma la tarea de llevarnos adelante hacia ese futuro digital. Debe ser un gran esfuerzo colectivo. Y este Senado, este Congreso, lo debe liderar.



Por último, la grandeza de la política se manifiesta en los compromisos y en el resultado de sus actos y decisiones. Nunca tenemos que olvidar que millones de chilenas y chilenos esperan de nosotros soluciones. 



Este año, el 4 de julio, celebraremos los 200 años transcurridos desde que se inauguró el primer Congreso Nacional. 



Hoy el Senado debe otorgarle un nuevo sentido y proyección a su quehacer, en pos de un Chile mejor para todos.



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- Antes de suspender la sesión, y de acuerdo con una tradición del Senado, solicito a los Honorables señores Pizarro y Gómez dirigirse al centro de la Sala para hacerles entrega de un presente en reconocimiento a la gestión que desarrollaron en la Mesa de la Corporación.



--Los Honorables señores Pizarro y Gómez reciben de parte de los señores Presidente y Vicepresidente del Senado, sendas Campanas Simbólicas del Senado.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor GIRARDI (Presidente).- Se suspende la sesión por 20 minutos.
)------------(



--Se suspendió a las 17:16.



--Se reanudó a las 17:32.

)----------(
El señor LETELIER (Vicepresidente).- Continúa la sesión.

V. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE PROGRAMA DE INTERVENCIÓN EN ZONAS CON PRESENCIA DE POLIMETALES DE COMUNA DE ARICA
El señor LETELIER (Vicepresidente).- De conformidad con lo acordado por los Comités, corresponde discutir en primer lugar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica, con informes de las Comisiones de Medio Ambiente y Bienes Nacionales y de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (6810-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 61ª, en 26 de octubre de 2010.


Informe de Comisión:


Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Hacienda: sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El presente proyecto, tal como fue aprobado por la Cámara de Diputados, tiene como objetivo facultar al Presidente de la República para establecer, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, un programa de intervención en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica.



La Comisión informante, luego de analizar las implicancias de la iniciativa y puesta en votación general, acordó rechazar la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Alvear y señores Horvath, Longueira, Navarro y Rossi.



En caso de que la Sala ratifique lo resuelto por el mencionado órgano técnico, el proyecto debería ser considerado por una Comisión mixta.

El señor LETELIER (Vicepresidente).- En discusión general.



Antes de ofrecer la palabra, solicito el asentimiento de la Sala para que el Honorable señor Muñoz Aburto dirija el debate.



Acordado.



--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Muñoz Aburto, en calidad de Presidente accidental.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, quiero dar cuenta de por qué la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales rechazó unánimemente el proyecto de la Cámara de Diputados sobre reparación integral a las víctimas de la contaminación por polimetales -plomo, entre otros- de la Región de Arica y Parinacota, en particular en la comuna de Arica.



La cuestión que nos ocupa es de larga data. Incluso motivó la creación de comisiones investigadoras a fin de evaluar cómo llegaron a depositarse esos acopios de sustancias tóxicas dañinas para la salud, y cómo, posteriormente, se construyeron miles de viviendas en distintas poblaciones de la comuna de Arica, con consecuencias nocivas indudables para la salud de su población. 



Desde el punto de vista médico, han quedado completamente acreditadas las secuelas que mucha gente ha sufrido como consecuencia de la exposición prolongada a metales pesados -como dije, el plomo, pero también el arsénico- mediante mediciones del primero de ellos en la sangre y en la orina del segundo y otro tipo de exámenes, entre los cuales se hallan los vinculados con alteraciones cognitivas y conductuales de menores de edad.



Después de mucho debate, se decidió proponer un proyecto de ley que reparara y subsanara un problema que lamentable y dolorosamente no entrega una solución definitiva -ni la habrá- en el corto plazo. El problema solo se palia o mitiga. 



En tal sentido, quien habla y el Senador señor Orpis estimamos en su minuto que era necesario que todas las medidas de reparación quedaran incluidas en una iniciativa legal. Porque, efectivamente, era la única forma de garantizar que ellas tuviesen continuidad en el tiempo, considerando la naturaleza del asunto.



Tal proyecto básicamente comprendía una delegación de facultades al Presidente de la República en distintos ámbitos (Bienes Nacionales, Salud, Educación, Vivienda) para poder tomar decisiones encaminadas a mitigar, remediar, brindar atenciones en Salud, otorgar beneficios en materia educacional para los niños afectados o beneficios habitacionales para aquellas familias que poseían una vivienda construida sobre terreno contaminado.



Tuvimos varias reuniones en el Senado y, finalmente -atendido el hecho de que la iniciativa no resolvía la situación que afecta hoy día a la gente como nosotros esperábamos-, pedimos al Gobierno el envío de una indicación sustitutiva. Esto fue el 30 de noviembre del año pasado. 



Señor Presidente, de igual manera quiero dar a conocer ahora mi juicio sobre el tema que nos ocupa. 



Hoy día, en materia de vivienda fundamentalmente -quizás sea el asunto más complejo, porque hablamos de cerca de dos mil familias-, se están entregando subsidios habitacionales que son parte de la política habitacional habitual del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, o sea, parte del Fondo Solidario de Vivienda, tipo I, lo que conlleva dos consecuencias. 



La primera, que la gente afectada estima que no es una reparación justa. Y tienen razón para pensarlo así. Efectivamente, se trata de familias que, a través de años de esfuerzo, han ido invirtiendo en sus inmuebles, que ahora tienen un valor muy distinto al asignado.



La segunda, que al costear estos subsidios con el Presupuesto destinado a la Región, muchos allegados y familias que se hallan postulando por primera vez a vivienda y que cumplen con los requisitos requeridos, ven disminuidas sus posibilidades de acceder a dichos recursos, pues estos se estarían asignando a las personas afectadas por el problema descrito.



Entonces, no están contentos ni los afectados por la contaminación ni tampoco quienes están a la espera de una solución habitacional mediante las políticas y programas habituales.



En ese contexto, se pidió al Gobierno una propuesta especial que contara con recursos adicionales, porque hablamos de una situación excepcional -eso es lo central-, que corresponde a un tema país y que no solo perjudica a la Región de Arica y Parinacota, ya que constituye  un problema de carácter nacional.



En consecuencia, ¿qué hicimos finalmente? Como la propuesta no llegó –todavía deseamos que así sea-, rechazamos la idea de legislar como modo de apresurar el trámite legislativo del proyecto. En ello hubo consenso en la Comisión de Medio Ambiente. Y valoramos la disposición del Presidente de ella, Senador señor Longueira, en el sentido de que la iniciativa en debate sea vista en la Comisión Mixta, donde esperamos que el Gobierno haga llegar su propuesta, a fin de terminar esta larga agonía de tantas familias. 



Pero sobre este particular -lo quiero decir- hay una cuestión política: que el problema no sea motivo de campaña en las próximas elecciones municipales. 



El anhelo de toda la población ariqueña es que resolvamos el problema de una vez por todas y para siempre. 



Acompañemos a las familias afectadas y hagamos una reparación justa, integral, en materia de vivienda, de salud, de educación y también en otros ámbitos. 



He dicho. 

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira. 

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, como Presidente de la Comisión de Medio Ambiente, informaré brevemente sobre el proyecto en debate. 



A los señores Senadores se les entregó un certificado de lo ocurrido hoy en la mañana en dicho órgano técnico, porque no se alcanzó a redactar el informe correspondiente.



El espíritu unánime de sus integrantes fue rechazar la iniciativa en general para que se constituya lo antes posible la respectiva Comisión Mixta. Por eso se solicitó tratar la materia hoy como si fuera de Fácil Despacho. También se acordó -al menos en la Comisión- que los Honorables señores Rossi y Orpis expongan las razones por las cuales decidimos rechazar la idea de legislar. 



Solo quiero señalar que este proyecto se presentó en la Administración anterior, pero se ha tramitado durante la actual. 



La Comisión se abocó a su estudio desde enero del presente año. 



Se le solicitó al Ejecutivo el reemplazo de la iniciativa que faculta al Presidente de la República para establecer, a través de uno o más decretos con fuerza de ley, un programa de intervención que resuelva el problema que afecta a zonas contaminadas con la presencia de polimetales en la comuna de Arica, sobre las cuales -como todos sabemos- se construyeron importantes poblaciones. 



Dado que la voluntad tanto de los Senadores de la Región como de los miembros del referido órgano técnico es que se explicite claramente en el proyecto los programas que se implementarán (en vivienda, en educación, en salud) para las familias afectadas por la instalación de sus casas en un lugar inapropiado, se acordó en forma unánime hoy rechazar la idea de legislar con el propósito de discutir con el Ejecutivo el asunto en una Comisión Mixta.



Ese fue el sentido de la votación realizada. 



Esperamos que el Ejecutivo proponga de manera clara y precisa en el texto de la iniciativa los programas que abordará sectorialmente para ir en ayuda de esas familias, que han sido dañadas de manera significativa, sobre todo en materia de salud.



Por lo tanto, el acuerdo de la Comisión es solicitar a la Sala el rechazo del proyecto en general y que se permita a los referidos Senadores de la Región exponer sus puntos de vista al respecto. 



Además, hago presente que en el órgano técnico recibimos hoy a todas las dirigentas que llegaron de Arica, pertenecientes a todos los sectores, a plantear sus opiniones. Y también compartieron la decisión de no aprobar la idea de legislar, con el objeto de ir lo antes posible a la Comisión Mixta. 

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, me parece fundamental constituir dicha Comisión Mixta, a fin de dejar establecido de manera explícita en el proyecto cuáles serán los programas que se implementarán y el contenido de ellos en las diversas áreas (vivienda, educación y, particularmente, salud) con relación a lo ocurrido en las zonas contaminadas por polimetales. 



El problema se arrastra desde hace mucho tiempo, y nos va a acompañar por bastantes años más. De hecho, superará largamente el período del actual Gobierno.



¿Cuál es la diferencia entre otorgar una facultad sin contenido ni financiamiento y dejar explícitamente determinado tal contenido en la ley? Que si este Gobierno o los que vienen no cumplen, los afectados podrán exigir judicialmente el cumplimiento de cada una de tales materias. 



Fundamentaré tal como lo hice hoy en la Comisión. 



Tengo en mi poder los exámenes que se tomaron el año 2000 a todos los contaminados, cuyos resultados muestran altísimos índices en plomo y en arsénico. También dispongo de los exámenes que se realizaron ahora. La diferencia entre unos y otros es que en los actuales solo el 0,38 por ciento aparece con niveles superiores en plomo y el 12 por ciento, en arsénico. 



Considerando esos dos parámetros, cualquiera llegaría a la simple conclusión de que no existe contaminación: que las personas no están contaminadas y superaron el problema. 



¡Pero no es así, señor Presidente! Porque lo único que indican esos exámenes -conversé con investigadores y, particularmente, con médicos especialistas en toxicología- es que en la sangre testeada no hay arsénico ni plomo, o hay en muy pequeñas cantidades.



Pese a ello, cuando una persona se halla expuesta de manera constante a polimetales, van quedando secuelas de carácter permanente. Por eso quiero destacar lo que hice en 2009: llevé a una persona contaminada a la Clínica Las Condes, en Santiago, para que el doctor Ismael Mena -un gran investigador- la chequeara y realizara un SPECT cerebral, examen que determinó a ese nivel que existían secuelas de naturaleza permanente.



Por lo tanto, debemos ir más al fondo del problema. En materia de salud, por ejemplo, cabe solicitar exámenes a especialistas para determinar, en definitiva, las secuelas provocadas por la contaminación con plomo, arsénico y otros metales pesados. 



Y resulta indispensable garantizar eso por ley. Ello significa que el contenido de cada uno de los programas contemplados debe ser explicitado en el texto del proyecto. 



Ello no se logró en la iniciativa original, presentada en noviembre del 2009. Y tampoco ha sido posible hasta ahora. 



La única tranquilidad que al final voy a tener respecto de este asunto, más allá de los esfuerzos que se realicen en los diversos ámbitos, es que, independiente del Gobierno que asuma más adelante -este problema nos acompañará por mucho tiempo-, el Parlamento permita, como única garantía a las personas contaminadas por los polimetales, que el día de mañana estas puedan exigir judicialmente el cumplimiento de lo dispuesto en los distintos niveles sectoriales (vivienda, salud, educación, medioambiente). Y para ello, los programas respectivos deben quedar especificados de manera clara en la ley. 



Esa es la mayor tranquilidad que les podemos dar a todas las familias que han sufrido este verdadero calvario por décadas, con efectos devastadores: muchos han perdido la vida por esta causa y otros se encuentran enfermos. 



En consecuencia, señor Presidente, ha sido tremendamente acertada la decisión tomada por la Comisión de Medio Ambiente: rechazar de manera unánime la idea de legislar, con el propósito de acelerar la tramitación del proyecto mediante la posibilidad de concordar con el Ejecutivo un texto definitivo que incluya todos los resguardos y el contenido de cada uno de los programas de intervención en las zonas con presencia de polimetales de la comuna de Arica. 



He dicho. 

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica. 

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, al analizar el proyecto, se observa la virtud de que toma conciencia de lo ocurrido en Arica con chilenos que sufren los mismos problemas que aquejan a algunos habitantes de Santiago y otros lugares. Y también se aprecia la intención de ayudar a resolverlos. 



Sin embargo, cuando se elaboran iniciativas destinadas a favorecer a una sola comuna por encontrarse contaminada por polimetales, se comete un grave error, porque existen otras en similares condiciones. Me refiero a la de Chañaral, cuya bahía presenta la peor de las contaminaciones del país. Allí ha habido durante 50 años vertimiento de metales pesados. La comunidad que se ubica detrás de los relaves resulta afectada por los contaminantes llevados por el viento y exhibe los mismos o mayores problemas que la gente de Arica. 



Hago presente -y apelo a la responsabilidad del Gobierno- que el causante de tal situación es una empresa del Estado. Aunque originalmente fue una compañía de capitales extranjeros, con posterioridad a su traspaso siguió vertiendo esos relaves a la bahía de Chañaral. 



¡Se trata de CODELCO, señor Presidente!



Entonces, con mayor razón el Estado de Chile tiene una deuda con los niños y la gente que vive esa realidad en Chañaral, que nunca se ha pagado.



Los tribunales fallaron un recurso de protección presentado en Chañaral por Julio Palma, el alcalde de la época, distintas organizaciones medioambientales, el Diputado Carlos Vilches y otras personas. En efecto, la Corte de Apelaciones respectiva en esa oportunidad les dio la razón. Y luego llegaron a la Corte Suprema, cuyo dictamen ordenó no seguir vertiendo esos minerales a la bahía.



Por ello, pido recabar el acuerdo de la Sala para que se oficie al Presidente de la República con la finalidad de que en el proyecto en análisis se incluya lo sucedido en la comuna de Chañaral. El problema ahí es tan o más grave que el de Arica.



En este último caso la situación fue causada por una empresa privada, que importó los minerales y los dejó en la zona, y por personeros que autorizaron construir sobre esos terrenos. Pero en Chañaral lo ocurrido es responsabilidad de una empresa del Estado. Fue esta la que contaminó la bahía, lo cual generó el drama y las enfermedades que afectan a la gente del sector.



Por lo anterior, aprovechando que la Comisión ha pedido rechazar el proyecto, pido oficiar, en nombre del Senado, al Primer Mandatario para que presente una indicación -esta materia es de su iniciativa exclusiva- tendiente a incluir en los programas de intervención a la comuna de Chañaral, cuyos habitantes sufren los mismos o más problemas que los de Arica.
El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Si le parece a la Sala, se remitirá el oficio solicitado por el señor Senador.



--Se acuerda.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, como miembro de la Comisión de Medio Ambiente, participé en la sesión de hoy, donde acordamos por unanimidad rechazar la idea de legislar. 


Creo que ello es importante, por tres razones fundamentales.



La primera es que claramente la iniciativa resulta insuficiente, dado que contempla medidas de carácter genérico y no especifica su contenido. No quiero repetir lo señalado por los Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, pero efectivamente es poco claro decir que se abordarán materias en el ámbito de la salud, de la educación. Por eso se le solicitó al Ejecutivo explicitar los programas de forma clara en el proyecto de ley: para que, independiente de la voluntad política del Gobierno de turno, tales medidas realmente se concreten.



El segundo motivo radica en que esta iniciativa sería una “ley vacía”. Porque, naturalmente, implementar un conjunto de normas requiere presupuesto. Y este proyecto no lo tiene. Podríamos despachar el día de mañana una estupenda normativa -esperamos que su texto no sea el que nos ocupa-, pero, si no cuenta con financiamiento, no habrá posibilidad alguna de concretarla. 


Debemos trabajar con la verdad: las leyes que implican recursos para implementar programas para las personas necesariamente han de ir acompañadas de presupuesto.



Lo tercero, señor Presidente, es que efectivamente se pidió al Ejecutivo que trajera una propuesta legislativa y, en particular, al Ministerio de Hacienda, que concurriera para clarificar la situación presupuestaria del proyecto.



Debo señalar que hubo malestar en la Comisión de Medio Ambiente, por cuanto dos Ministros de Estado no asistieron a la reunión, pese a que fueron invitados los primeros días de marzo. Uno de ellos envió una nota con su jefe de gabinete, en circunstancias de que estaba en el Congreso. No sé si el otro Secretario de Estado se encontraba acá en ese momento. 


En mi opinión, habiendo sido citados con tanta antelación y tratándose de un proyecto que requería del Gobierno la explicitación de las medidas por implementar y el presupuesto correspondiente, la no comparecencia de los Ministros convocados constituye una falta de respeto hacia el Parlamento.



En la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento -como su Presidenta, estoy en condiciones de afirmarlo-, siempre pedimos la presencia del Ministro o, si este no puede, del Subsecretario del ramo. En caso de que ninguno de ellos pudiera concurrir, por decisión de todos los miembros del órgano técnico, no se recibe a ningún asesor de la Cartera pertinente. Y debo manifestar, con satisfacción, que en dicha Comisión sí contamos con la asistencia de los Ministros.



En consecuencia, señor Presidente, no pueden existir Comisiones de primer y de segundo nivel. 


En la de Medio Ambiente -así como en todas las demás- es necesaria la presencia de los Secretarios de Estado para colegislar en forma rápida y eficiente. Porque hay que tomar decisiones. El asesor solo podrá transmitirle la información al Ministro, pero no estará en condiciones de resolver. Y la respuesta será: “Tengo que consultar a la autoridad”.



Muchas veces se nos reprocha que somos lentos en la tramitación de las iniciativas. Y a veces eso ocurre por la no presencia de las autoridades. 


No digo que todas hayan actuado así. Cito un ejemplo positivo: el Ministro de Justicia siempre concurre cuando se lo invita a una sesión de la Comisión. 


Me gustaría que el Ejecutivo tuviera claridad en cuanto a que le asiste la obligación, como colegislador, de concurrir a nuestras Comisiones.



Esa es la tercera razón, señor Presidente. 


Finalmente, nos parece importante destacar que hubo unanimidad en el rechazo a la idea de legislar.



He dicho.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, el proyecto que hoy examinamos es fruto de una larga historia, que se remonta a la década del ochenta y, luego, a la del noventa (años 1995, 1996).



Junto con el Senador señor Girardi, conformamos la denominada “bancada verde” y efectuamos las primeras visitas a Arica. Allí descubrimos una situación dramática: la presencia de 20 mil toneladas de los llamados “barros metálicos”, importados a Chile por Promel Limitada, que contenían arsénico, plomo, mercurio. Por cierto, se trataba de barros asesinos. 


Durante muchos años los niños de los sectores poblacionales aledaños jugaron en ese cerro sin saber que estaban consumiendo sustancias que les acortarían la vida, que los comprometerían por largo tiempo con problemas de salud, que se comienzan a conocer después de varias décadas. Son enfermedades que efectivamente están presentes hoy en la población.



Desde entonces, han pasado alrededor de cinco Ministros de Salud durante las Administraciones de la Concertación. Hoy el Gobierno de Derecha, del Presidente Piñera, señala que se trata de un problema heredado y que lo tiene que asumir.



¡Yo solo quiero decir que la gente no puede seguir esperando!


Las mitigaciones realizadas han sido parciales. Se ha intervenido. Se selló el sector y se trasladaron los barros metálicos a Quebrada Encantada. ¡Qué nombre más eufemístico: Quebrada Encantada...! ¡Y es una quebrada! Un régimen de lluvia podría desencadenar que todo ese lodo cayera sobre las mismas poblaciones. “Quebrada Endemoniada”, así la llamamos con los pobladores de Arica. 


Además, no fue objeto de ningún tipo de evaluación de impacto ambiental. Los barros metálicos se depositaron en el lugar más cercano: ¡una quebrada! Ello, como si no se supiera que a través de las quebradas en época de lluvia las aguas arrastran todo a su paso, lo que puede provocar epidemias y transformar esto en una crisis mucho mayor.



Señor Presidente, una Comisión Investigadora de la Cámara Baja se ocupó del problema (la presidió el Diputado Iván Paredes) en su oportunidad. 



También tuvimos ocasión de visitar Antofagasta y de ver lo que ocurría con el plomo y el arsénico enviados desde Bolivia a través de puertos chilenos. 



En definitiva, ha habido un descuido tremendo en este aspecto.



Fue el Estado el que instaló las viviendas sociales, sin plano regulador, en ese sector de Arica, y la mayoría de las casas no contaban con el certificado de recepción definitiva. Ello configuró un crecimiento absolutamente equivocado. 



Además, el Estado, si bien desconocía -entre comillas- la existencia del problema, tiene una enorme responsabilidad en lo ocurrido, porque las empresas actuaron con autorización del Ministerio de Salud, a través de la Dirección de Salud de Arica.



Y como el Estado fue el que autorizó el ingreso de los barros metálicos y el que construyó las viviendas sociales de un conjunto de poblaciones -Cerro Chuño; Los Industriales I, II y III-, debe entregar los aportes correspondientes y solucionar la situación descrita.



Lo que no es posible resolver es el daño permanente y crónico sobre la vida de las personas. Eso está comprobado. Porque, independientemente de que los niveles de plomo o arsénico bajen, pues con el tiempo tienden a desaparecer, lo cual es positivo, la incertidumbre subsiste, ya que hay secuelas.



Por eso, señor Presidente, este proyecto de ley se encuentra muy bien encaminado, en orden a determinar zonas geográficas, establecer programas de mitigación medioambientales y diversas acciones de salud destinados a procurar una evaluación y un diagnóstico de la población afectada, lo que es muy importante dado que las personas presentan daño no solo físico sino también psicológico al desconocer si se hallan enfermas o no.





Otro aspecto que reviste enorme relevancia es el de la vivienda. Claramente, uno debiera pensar en una reestructuración completa de los sectores habitacionales contaminados de Arica. Y para eso necesitamos una iniciativa legal que se encuentre financiada, a fin de conocer de cuántos recursos se dispone para invertir. 



El proyecto en debate carece de informe económico, financiero, por cuyo motivo lo rechazamos en la Comisión de Medio Ambiente y acordamos exigirle al Ejecutivo una propuesta más acabada.



Yo confío en que este Gobierno la hará. Porque ha abordado asuntos pendientes que, no obstante haberse generado en Administraciones anteriores y de que estas no los resolvieron, sí son de su responsabilidad y,  por tanto, constituyen un gran desafío.



Espero trabajar con los Senadores de la Primera Región, señores Orpis y Rossi, para apoyar las acciones tendientes a remediar las situaciones referidas. Porque alguien tiene que zanjarlas y ello es responsabilidad del  Congreso y del Gobierno, más allá del signo político que este tenga.

Voy a rechazar la iniciativa. Y, como dije, pido al Ejecutivo que envíe una nueva propuesta -para ser analizada ojalá en conjunto por las Comisiones de Medio Ambiente y de Salud-, con el objeto de que la gente de Arica: los pobladores, los niños, los ancianos, puedan dormir tranquilos y saber que sus demandas han sido escuchadas.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--(Aplausos en tribunas).
El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, por cierto, quiero expresar mi respaldo a la votación del proyecto que efectuamos en la Comisión de Medio Ambiente y, al mismo tiempo, solidarizar con las víctimas del vertedero que se instaló en Arica en el año 1984, con acopio de metales pesados provenientes de Suecia, fundamentalmente arsénico, plomo y otros, que han generado graves daños a las comunidades de la zona. En ese momento se estableció en el llamado “Sitio F”; pero, desgraciadamente, la ciudad creció hacia ese lugar sin que se produjeran las erradicaciones correspondientes.



Hoy día se observan las consecuencias: personas irreversiblemente dañadas; algunas incluso han fallecido. Sin embargo, no se conoce a los autores de tal iniciativa y, por ende, no se les ha juzgado ni están pagando las respectivas indemnizaciones.



En cuanto al proyecto que nos ocupa, fue presentado casi al final del mandato de la Presidenta Bachelet y tenía por objeto asegurar la continuidad de un programa maestro de intervención y de una serie de medidas que se contemplarían en la Ley de Presupuestos de cada año. Pero ello no se vio reflejado en el Presupuesto de 2010 ni en el de 2011.



Por lo tanto, la Comisión de Medio Ambiente planteó la siguiente fórmula: rechazar el texto propuesto, para posibilitar la formación de una Comisión Mixta, y obligar al Gobierno a respaldarlo, no solo desde el punto de vista financiero sino también en cuanto a implementar medidas que resuelvan el problema: casas nuevas, atención de salud, indemnizaciones a la comunidad, etcétera.



Esos son los fines que nosotros perseguimos.



Lo anterior no es ajeno a lo que sucede en otros vertederos que contienen elementos radiactivos, a raíz de lo cual hay ex conscriptos o familiares de ellos que han perdido la vida.  Es el caso de Chañaral -mencionado por el Senador Prokurica- y de otros depósitos de desechos y pasivos mineros que existen a lo largo y ancho del país.



En esta materia, la iniciativa que nos ocupa merece ser llevada adelante, por las razones humanitarias que involucra; pero debe ir acompañada de una secuencia que permita, de una vez por todas, contar con una suerte de planificación del territorio y no estar cargándole a la sociedad los vertederos, las denominadas “externalidades”, que finalmente terminan pagando todos y cada uno de los chilenos.



--(Aplausos en tribunas).
El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Cantero.

El señor CANTERO.- Señor Presidente, este proyecto recoge un sentir parlamentario y una gran inquietud ciudadana, pues en diversas zonas del país se da la situación que describe: en Arica, lugares contaminados con polimetales; en Antofagasta, contaminación por plomo, debido al traslado de este elemento desde Bolivia con la participación de una empresa privada de transportes y la acción de una compañía estatal: la Empresa Portuaria, que realizaba las operaciones de embarque de ese metal.



Yo he visto también dicha situación en Calama, fundamentalmente en el río Loa, donde se han detectado altas concentraciones de santato, lo que también impacta en la populosa población de dicha localidad.



En Tocopilla -¡ni hablar!- existe la contaminación por petcoke. Y en Mejillones, los medios de comunicación han dado cuenta - incluso hace pocos días- de la presencia de metales pesados flotando en la superficie del mar, por mala operación de instalaciones portuarias que en la actualidad operan servicios de transporte de estos tipos de productos.



Todo eso tiene un solo mínimo común denominador: daño grave a la salud; daño a la salud mental, como en los casos que se han descrito, o, en el caso de la Región de Antofagasta, los más altos índices de cáncer que se registran en Chile.



En otras palabras, lo expuesto es sinónimo de muerte, de daño grave a la salud.



En mi opinión, aquí queda en evidencia la debilidad de la actuación del Estado y de su institucionalidad.



Por otro lado, no ha habido la posibilidad de alcanzar acuerdos políticos amplios en torno a la materia. 



En tal sentido, los partidos políticos y los parlamentarios en general, aun cuando hemos tenido buena voluntad, no hemos logrado persuadir a los Gobiernos de turno para que se defina una política paliativa o de compensación o de mitigación, como quiera entenderse.



Las contaminaciones mencionadas no son espontáneas o naturales, sino acciones antrópicas; vale decir, efectuadas por el hombre, y, en este caso particular, por empresas que han lucrado con cargo a la vida de comunidades enteras.



Yo valoro mucho el proyecto en debate y formulo un llamado al Gobierno para que elabore otro en la misma línea, pero donde se definan políticas mucho más claras y tajantes respecto de los actos desquiciados de algunos, que buscan beneficiarse económicamente sin ninguna preocupación por la salud de las personas.



Todavía tenemos debilidades en esta línea. Y es preciso buscar una vía de financiamiento que permita mitigar la situación de las familias que viven un verdadero drama a causa de este tipo de situaciones.



Señor Presidente, he querido dar a conocer esos testimonios porque no solo existe el trágico caso de Arica, sino que -como se ha indicado- a lo largo del país tenemos múltiples ejemplos. Y señalé tres de la Segunda Región, que hoy se están viviendo con mucho dramatismo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, hace algunos días la opinión pública leyó acerca del examen de una muestra de suelo de la localidad de La Greda, en la comuna de Puchuncaví, mediante el cual se constató la contaminación por presencia de metales y metaloides, especialmente cobre y arsénico. 



Y -¡claro!- uno dice: la comuna de Puchuncaví y la bahía de Quintero han sido objeto de contaminación durante cincuenta, sesenta años, producto del funcionamiento de ENAMI-Ventanas (hoy Ventanas-CODELCO). Y, por supuesto, una especie de costra en el suelo da cuenta de esa historia de polución que afecta a esas localidades, causada por la refinería de cobre de Ventanas.



Eso, por cierto, produjo alarma pública.



Por otro lado, siguiendo con el ejemplo señalado y a propósito del tema que nos hallamos debatiendo, en los Gobiernos de los Presidentes Patricio Aylwin y Eduardo Frei Ruiz-Tagle se invirtieron 150 millones de dólares en un proceso de descontaminación de Ventanas-ENAMI en la bahía de Quintero, el cual culminó principalmente con el cierre del horno de reverbero que era la gran fuente de emisión bajo la Administración del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle.



Pues bien, ahora tenemos la realidad de las termoeléctricas. Cuatro de ellas han sido autorizadas, incluyendo la de Campiche -hubo un acuerdo sobre esta materia-, y siete más han pedido el permiso respectivo. Por lo tanto, llegaríamos a once plantas termoeléctricas en la bahía de Quintero, tres de las cuales ya están aprobadas y pertenecen a CODELCO.



Entonces, a pesar de los enormes esfuerzos realizados en aras de la descontaminación, la presencia histórica de la refinería, más el funcionamiento de las centrales termoeléctricas, han creado una situación de mucha alarma en la bahía de Quintero.



Quiero llamar la atención sobre este tema porque, a propósito del proyecto que nos ocupa y de un programa de intervención en las zonas o terrenos específicos que sufren la presencia de polimetales en la comuna de Arica, muchas localidades del país experimentan esta situación.



Hace siete u ocho meses, junto con la Senadora Lily Pérez visitamos al Ministro del Interior, don Rodrigo Hinzpeter, para hacerle ver la necesidad de implementar lo que denominamos un “Plan Maestro de Desarrollo Productivo y Medioambiental para la bahía de Quintero”. Hasta el día de hoy -y lo digo sin ningún afán de sacar provecho de esto- no hemos obtenido respuesta alguna.



Por lo tanto, deseo aprovechar esta ocasión para solicitar que se envíen tres oficios.



Primero, a la Ministra del Medio Ambiente para pedirle un estudio actualizado acerca de la contaminación de aire, agua y suelo en la bahía de Quintero. El intendente regional, don Raúl Celis, habló en estos días de la posibilidad de destinar 600 millones de pesos para paliar ese problema, por cuanto hay mucha información dispersa.



En segundo lugar, solicito oficiar también a la mencionada Secretaria de Estado, con el fin de requerir una actualización del Plan de Descontaminación Ventana Quintero de 1992-1993, el cual se ha llevado a cabo con muchos logros, por ejemplo, el monitoreo del aire.



Y, tercero, pido que se envíe un oficio al Ministro del Interior, señor Rodrigo Hinzpeter, para que responda a la solicitud que le hicimos en su momento con la Senadora Lily Pérez, relativa a la necesidad de contar con un financiamiento conducente a licitar entre las universidades de la Quinta Región el estudio de un Plan Maestro de Desarrollo Productivo y Medioambiental de la bahía comprendida entre las comunas de Quintero y Puchuncaví.



Hemos hablado durante estos días con los alcaldes de tales municipios -señores José Varas y Agustín Valencia, respectivamente-, pues creemos que llegó el momento de tomar el toro por las astas y tratar de solucionar un problema histórico de más de 50 años que afecta a la bahía de Quintero, en la Quinta Región, a fin de dar tranquilidad a esas comunidades a este respecto. Y, por supuesto, expresamos nuestro deseo de avanzar en lo que varios señoras y señores Senadores han mencionado con relación al proyecto en debate.





He dicho.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Solicito la anuencia de la Sala para enviar los oficios solicitados por el Honorable señor Ignacio Walker.



¿Habría acuerdo?



--Así se acuerda.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, abra la votación.

La señora ALVEAR.- Así es.

El señor PIZARRO.- Recuerde que la iniciativa se trataría como si fuera de Fácil Despacho, señor Presidente.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Me han pedido abrir la votación.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



Acordado.



--(Durante la votación).

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Honorable señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, celebro que la Comisión de Medio Ambiente decidiera unánimemente rechazar el proyecto, por las razones expuestas aquí.



Lo primero que quiero expresar son mis palabras de solidaridad, de comprensión ante los testimonios que me tocó escuchar de las dirigentas que concurrieron a dicho órgano técnico para dar a conocer su malestar, su frustración, su impotencia, sus preocupaciones frente a una situación que me parece lamentable.



Dicho lo anterior, espero que la Sala rechace unánimemente el proyecto en debate, porque se ha visto como un mecanismo posible el hecho de que la Comisión Mixta sea capaz de reparar aquellos aspectos deficientes. En efecto, si aquel no va acompañado de un presupuesto y no ataca el fondo del problema puede transformarse en medidas paliativas de menor alcance, que estarán muy lejos de satisfacer la legítima y enorme preocupación de las personas que sufren la presencia de estos polimetales en Arica.



Por consiguiente, al escuchar las intervenciones de varios colegas en la Sala, lo menos que uno puede hacer es darse cuenta de algo que hemos venido señalando reiteradamente: la gran debilidad legislativa en materia medioambiental existente en nuestro país.



Se trató de avanzar al respecto. Recientemente se cambió la Ley del Medio Ambiente. De una vez por todas, vamos a tener una Superintendencia dedicada al área medioambiental que como instrumento -suponemos- podrá fiscalizar, evaluar y realizar un seguimiento a los proyectos, lo que hoy día ninguna institucionalidad hace.



Asimismo, vamos a contar con tribunales ambientales que permitirán, por ejemplo, a las ciudadanas de Arica concurrir a ellos, con el objeto de que sean escuchadas. De ese modo tendremos una judicatura especializada que acoja sus quejas o requerimientos.



Y supuestamente ese es otro avance.



Sin embargo, no puedo dejar de manifestar algo que ya señalé con anterioridad.



Todavía experimentamos una enorme debilidad ambiental. Nuestro país aún no termina por resolver sus problemas.



El Senador Ignacio Walker, con razón, nos habla de lo que ocurre en la bahía de Quintero y en Puchuncaví. El Honorable señor Prokurica, con quien compartimos la representación de la Región de Atacama, alude a Chañaral. Y yo agregaría a Huasco que hace años espera ser declarado zona de latencia y, lejos de avanzar en ese proceso, últimamente hemos recibido un oficio a través del cual nos informan que nuevamente evaluarán la situación y, por ende, siguen dilatándola.



Pero eso no es todo.



Se continúan aprobando termoeléctricas a carbón -tal como sucedió en Magallanes- y todos sabemos el peligro que eso constituye.



Por consiguiente, veremos qué decisión toma este Gobierno que, de arriba a abajo, se ha preocupado de aprobar la instalación de centrales termoeléctricas con procedimientos, a mi juicio, irregulares. Ello, por ejemplo, me llevó a pedir una entrevista con el señor Contralor General de la República para que realice una auditoría externa, con el objeto de revisar la aprobación unilateral que el seremi regional de Salud de Atacama dio al megaproyecto Castilla, quien cambió la calificación de este de “contaminante” a “molesto”, sin el respaldo técnico suficiente y asumiendo absolutamente, por sí y ante sí, la gravedad de ello. Y con tal medida permitió la construcción de dicha termoeléctrica que evidentemente contaminará, una vez más, a la Región que represento, la cual ha entregado tantas veces su riqueza y lo único que ha recibido son los pasivos medioambientales.



Entonces, si estamos exponiendo la situación de Arica, seamos consecuentes y digamos lo que se está haciendo en Atacama con las termoeléctricas a carbón que no solo emiten gases, sino también metales como el mercurio, el vanadio.



Francamente, si seguimos en esta línea, la situación no resiste mayor análisis.



Por eso, les aconsejo a los señores Senadores ver el programa realizado por el periodista Amaro Gómez-Pablos, que se transmitió días atrás, donde precisamente en diez minutos retrata lo sucedido con la aprobación forzada y, a mi juicio, mediante procedimientos no correctos, de la termoeléctrica Castilla.



Se trata de un documental muy aleccionador para fundamentar aún más nuestra debilidad institucional. Hasta el propio Presidente de la Asociación Gremial de Trabajadores de la Seremía de Salud de Atacama, cuyos funcionarios dependen del Ministerio del ramo, reconoce que prácticamente recibieron una orden y que no fueron consultados en su calidad de técnicos.



En consecuencia, esta situación me parece muy preocupante y lleva a preguntarme hasta dónde es posible resistir este tipo de debilidad institucional en nuestro país.



Es más, en la Comisión de Minería y Energía citamos a una sesión especial para el próximo jueves, con la finalidad de analizar dos temas: por un lado, la capitalización de CODELCO y, por otro, un asunto nada menor como cuál debe ser la matriz energética del país y qué reflexión está haciendo Chile sobre la materia para los próximos treinta años.



Y la verdad es que hasta ahora no tengo claridad -al menos con el anterior Ministro nunca la tuve, pese a integrar la Comisión pertinente- sobre cuál es la matriz energética de nuestro país, cuáles son las apuestas que está efectuando Chile, qué se va a hacer.



Es más: me parece inadmisible que, como Senadores de la República, debamos enterarnos por el diario de que el Gobierno celebra acuerdos con Francia, con Estados Unidos. Se nos dice que son de cooperación y capacitación. Pero se refieren a capacitación en materia de energía nuclear. Y nunca se nos ha señalado con claridad qué implican exactamente tales instrumentos, hasta dónde llegará la capacitación; y si es una apuesta, jamás se nos ha expresado con qué fundamento se hace.



Después de lo que se está viviendo dramáticamente en Japón, señor Presidente, no cabe duda de que debiéramos analizar este asunto con bastante más rigor y cuidado.



Termino, pues, diciendo lo siguiente: solidarizamos con la gente de Arica; vamos a rechazar este proyecto; ojalá que la Comisión Mixta sirva; pero entendamos de una vez por todas que estas son cuestiones de país. 



Por lo tanto, conmino a tomar en serio los problemas energéticos y medioambientales que nuestro país está sufriendo en este momento.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¿votar “sí” significa aprobar el rechazo del proyecto?

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Así es, señor Senador.

El señor ROSSI.- Hay que acoger el informe para que la iniciativa sea rechazada.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, al escuchar los planteamientos de los distintos Senadores y Senadoras da la impresión de que estamos constatando la existencia de un verdadero mapa del descalabro ambiental en Chile.



El ejemplo que dio el Senador Ignacio Walker es muy certero en relación con lo que se acaba de conocer en Puchuncaví, en el sector La Greda, donde se debe trasladar a un conjunto de estudiantes, las víctimas del proceso, y no, como debería ser, a los agentes contaminantes.



Experiencias como esa observamos en el resto del país.



En el caso de La Araucanía, Región que represento en el Senado, no tenemos el problema de los polimetales que afecta a Arica, pero sí podemos constatar, por ejemplo la existencia en la parte sur, en la caleta Queule y otros sectores -como Mehuín, límite de la Región de Los Lagos-, de ductos que dan cuenta del permanente depósito de desechos forestales en ríos y en el mar.



Lo mismo ocurre en la comuna de Lautaro, donde se aprobó recientemente, sin mayor trámite, con una simple declaración de impacto ambiental, la instalación de una empresa que genera electricidad mediante biomasa. Esto se presenta como algo no contaminante, como energía no renovable, en circunstancia de que se emitirá CO2. Desechos forestales serán objeto de la combustión. Por lo tanto, se depositará en el ambiente una alta concentración de dióxido de carbono.



Creo que, a partir de la situación tan dramática que se ha descrito -el Senador Fulvio Rossi la ha planteado desde hace ya muchos años, desde que era Diputado-, ha llegado el momento de hacernos cargo del problema, que, como se ha dicho en varias oportunidades, fue originado durante el Gobierno militar, a mediados de los 80, cuando empresas públicas y privadas se coludieron -¡se coludieron!- para generar el profundo descalabro ambiental que nos afecta, sin conciencia alguna de lo que ya pensaba el mundo en ese tiempo. Todavía no llegábamos a la Primera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y Desarrollo. Había clara noción de que no podíamos seguir avanzando en la dirección elegida. Sin embargo, se vertieron desechos tóxicos que hoy tienen a miles de personas viviendo bajo las condiciones explicitadas.



Es absolutamente urgente establecer planes de evacuación, como los que hemos visto en los últimos días a propósito de lo ocurrido en Japón. Nos parece muy bien. Pero aquí también tenemos una situación de emergencia, por años. Y ni siquiera estamos radicando la responsabilidad en el actual Gobierno, porque durante las últimas Administraciones se cometieron errores, por cierto, y se permitió el poblamiento -según lo expresó el Senador Orpis- de esos lugares, donde nunca debió autorizarse la construcción de viviendas sociales y de ningún tipo.



Entonces, debemos ver cómo revertir una situación de contaminación aguda por plomo, arsénico, cadmio, máxime si, tras análisis muy rigurosos, se ha detectado que menores presentan daños neurológicos y de otra índole.



Por lo tanto, la intervención del Estado en el problema tiene que ser bastante profunda.



Yo comparto lo que señalaba recién el Senador Cantero. Creo que existe una gran debilidad, del Estado y de su institucionalidad. Y por eso pienso que aquí estamos dando un paso positivo en el sentido de que el Gobierno se hará cargo de la situación.



Sin embargo, en el aspecto ambiental, ni en esta ni en ninguna Administración caben los cheques en blanco. El Senado debe tomar decisiones, impulsar acciones en la línea señalada y acompañar este proceso. Por lo demás, cuenta en esta Sala con dos representantes de la Región de Arica y Parinacota. Entonces, tiene que velar por que dicho proceso no solo no sea entregado a decretos con fuerza de ley, sino además para que el levantamiento, la información, el diagnóstico se cuantifiquen, a fin de saber cuál será el costo efectivo.



O sea, no podemos pretender que, a través de planes regulares, el Ministerio de Vivienda resuelva la erradicación de las familias involucradas, o que el de Salud solucione los problemas sanitarios de la población, si se sabe que jóvenes y niños están con metales pesados en su cuerpo.



Esta cuestión es tremendamente sensible, señor Presidente. Es de los pasos más concretos que se nos pide dar. 



Por eso, estando de acuerdo con el espíritu de la iniciativa que nos ocupa, estimamos que lo mejor sería dejarla radicada en una Comisión Mixta y que sobre el particular no hubiera simplemente decretos con fuerza de ley, porque en los años 80 por esta vía se permitió la aberración ambiental que conocemos, cuyas consecuencias estamos constatando hoy día, tres décadas después.



Votaremos que sí, señor Presidente, pero ello significa rechazar el proyecto y permitir que vaya a una Comisión Mixta donde el Senado no solo sea un espectador, un observador, sino que además tenga protagonismo y capacidad resolutoria para la solución del problema.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Senador señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, a fin de que nadie se confunda en la votación -porque algunos colegas han entrado a la Sala y otros han salido-, conviene aclarar que para que la iniciativa vaya a Comisión Mixta hay que votar que sí, o sea, a favor del informe.



Es solo una precisión.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Reitero: ¿algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba el certificado de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales (25 votos afirmativos) y, por ende, el proyecto queda rechazado en general.


Votaron las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide y Walker (don Ignacio).



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Corresponde designar a los representantes del Senado ante la Comisión Mixta. 



En este caso serán los miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

BONO EXTRAORDINARIO POR 50 AÑOS DE MATRIMONIO

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- En seguida, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un bono a los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio, con segundo informe, nuevo segundo informe e informe complementario de la Comisión de Hacienda y segundo y nuevo segundo informes de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor. 

--Los antecedentes sobre el proyecto (7074-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 59ª, en 12 de octubre de 2010.


Informes de Comisión:


Hacienda, sesión 63ª, en 2 de noviembre de 2010.


Hacienda (segundo): sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Hacienda (nuevo segundo): sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.


Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor (segundo): sesión 87ª, en 18 de enero de 2011.

Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor (nuevo segundo): sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Hacienda (complementario del nuevo segundo): sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.

Discusión:



Sesión 64ª, en 3 de noviembre de 2010 (se aprueba en general).
El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario General.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto, que tiene “simple” urgencia, fue aprobado en general en sesión de 3 de noviembre de 2010.


Ambas Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los artículos 4°, 6°, 7° y 8° permanentes y tercero transitorio, disposiciones que conservan el mismo texto despachado en general y que deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor realizó cuatro enmiendas al texto aprobado en general, dos de las cuales fueron acordadas en forma unánime por sus miembros presentes (Senadores señores Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide), y las otras dos, por la unanimidad de sus integrantes (Honorables señores Bianchi, García, Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide).



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó en los mismos términos el proyecto despachado en particular por la mencionada Comisión Especial. Esta resolución la adoptó, en el nuevo segundo informe, de manera unánime por sus miembros presentes (Honorables señores Escalona, Frei y García y la entonces Senadora señora Matthei), y en el informe complementario, también por la unanimidad de sus integrantes presentes (Honorables señores Escalona, García y Lagos).



Las enmiendas, todas las cuales fueron aprobadas por unanimidad, deben ser puestas en votación sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión o que existan indicaciones renovadas.



Las modificaciones consisten en:



-Establecer como uno de los requisitos para ser beneficiario el de que los cónyuges integren un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social (artículo 1°, letra e)).



-Posibilitar que el viudo o la viuda solicite la parte del bono que le corresponda (artículo 3°, inciso segundo).



-Regular la situación de los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010 hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio pero aún no hubieran llegado a su aniversario número 60 (artículo primero transitorio).



-Reglar la situación de las personas que enviudaron después de cumplir 50 años de matrimonio (artículo segundo transitorio).

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Corresponde despachar en particular el proyecto.



Solicito la anuencia de la Sala para abrir la votación.



--Así se acuerda.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor -su funcionamiento fue prorrogado hasta el despacho del proyecto- discutió largamente esta iniciativa, que inició su tramitación legislativa en la Cámara de Diputados y luego pasó al Senado, en segundo trámite constitucional.



La idea original del Ejecutivo fue establecer un bono de 250 mil pesos para quienes cumplieran en el Año del Bicentenario y durante los cuatro años siguientes medio siglo de casados.



En la discusión habida en la Cámara de Diputados, el proyecto fue modificado mediante dos enmiendas relevantes.



Una, que se otorgara como incentivo, premio o señal de la sociedad a los matrimonios que cumplieran sus bodas de oro un bono permanente. Entonces, el texto de la Cámara Baja no quedó con la temporalidad de cuatro años, sino que determinó el beneficio para todos aquellos que el Año del Bicentenario -es decir, en 2010- cumplieran 60 o más años de casados.



Por consiguiente, a esta Corporación ingresó un proyecto que favorecía tanto a quienes el Año del Bicentenario cumplían medio siglo de matrimonio cuanto a todos aquellos que enteraban 60 años o más. Y los que tenían entre 51 y 59 años de casados debían esperar hasta cumplir los 60; de manera que se les entregaba el bono, no en las bodas de oro, sino en las de platino.



Luego de un largo debate, en la Comisión Especial se acogió una indicación que presenté y que fue compartida por dicho órgano. 



Me explico.



Para las personas que hubieran debido esperar hasta cumplir 60 años -plazo que todos los miembros de la Comisión consideramos excesivo-, teníamos que procurar hacer un esfuerzo como país para beneficiar en forma rápida a varios matrimonios que son verdadero ejemplo y a los que en justicia había que premiar antes.



Por otra parte, tratándose de los matrimonios con más de 50 años y que debiesen esperar hasta cumplir los 60, se estableció una excepción para el caso de que falleciese uno de los cónyuges -porque entre los requisitos para recibir el bono estaban los de ser matrimonio, vivir juntos, no estar divorciados ni separados y hallarse ambos vivos-, acordándose la concesión de medio bono al sobreviviente.



Afortunadamente, el Ejecutivo acogió un planteamiento de la Comisión -y entiendo que incluso de muchos Senadores que no la integran- en cuanto a reducir el plazo de 10 años que debían esperar quienes cumplían 51 años en el Año del Bicentenario. Así, como Sus Señorías pueden observar en el informe -no disponemos de mucho tiempo para explicar el articulado-, todos van a recibir el bono en cuatro años. Por lo tanto, la indicación del Gobierno bajó de 10 a 4 años el término para la entrega del beneficio.



En el informe respectivo -los señores Senadores lo tienen a la vista- hay un calendario donde se observa que en 2011, dado que no hemos despachado el proyecto, les corresponde recibir el bono a los matrimonios que este año hayan cumplido 50 y 51 años. Se trata de un total de 125 mil personas y 62 mil matrimonios.



Ahora bien, inicialmente, cuando se lanzó la idea -creo que constituye una señal muy buena y valiosa-, en la Comisión expresé que estaba redactando un proyecto de ley para que el Estado hiciera un esfuerzo y, cuando los matrimonios celebraran las bodas de plata -25 años- y las bodas de platino -60 años-, entregara a los cónyuges estímulos de esta naturaleza. Y va a ser suscrito por todos los miembros de la Comisión, para que en forma permanente se premie a quienes conservan el matrimonio y de ese modo dan una señal muy positiva a toda la sociedad.



En el informe de la Comisión se señala que entre 2011 y 2014 serán favorecidos cerca de 200 mil matrimonios. Y uno se sorprende al conocer esas cifras, que de verdad provocan alegría.



El esfuerzo económico que hace el Estado no es menor, señor Presidente.



Con la indicación que se aprobó, más la norma relativa a los viudos, se perfecciona la iniciativa.



En el calendario que figura en el informe se explicita claramente cuándo recibirán el bono los diversos matrimonios, según la fecha en que hayan cumplido los años allí determinados. Así, en 2014 concluirá la entrega del bono de 250 mil pesos a todos los que cumplan los requisitos establecidos.



Señor Presidente, la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor despachó por unanimidad el proyecto, aprobando la indicación que regula la situación de quien enviuda.



No deja de llamar la atención la cantidad de matrimonios que, cumplidos los 50 años, se enfrentan al fallecimiento de uno de los cónyuges. En 2010, de los quince mil matrimonios que cumplieron medio siglo, existieron decesos en más de mil. Porque -hay que considerar esto- son personas que bordean los 75 años, salvo algunas que se casaron siendo muy jóvenes.



Por lo tanto, señor Presidente, con mucho agrado vamos a votar a favor del proyecto, con las indicaciones introducidas a su texto.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, seré muy breve, porque el Honorable señor Longueira ya explicó con bastante extensión el proyecto.



Estimo interesante que se hayan introducido al articulado los cambios necesarios para no frustrar a muchas personas que han logrado la increíble proeza -entre comillas- de cumplir 50 o más años de matrimonio.



Me parece muy interesante que se haya podido incluir al universo de cónyuges con entre 51 y 60 años de casados, aunque se les otorgue el bono en forma diferida, conforme a una escala.



En tal sentido, valoro las modificaciones introducidas por nuestra Comisión, fundamentalmente -también por la Cámara de Diputados-, y felicito a sus miembros por haber sido capaces de lograr consenso para tal efecto.



Debo destacar que el beneficio que se concede constituye un estímulo, un premio, un reconocimiento al 80 por ciento de los matrimonios, a los cuatro primeros quintiles del estrato que se especifica.



En consecuencia, manifiesto mi satisfacción por las modificaciones introducidas a la iniciativa.



Lo otro habría sido bastante frustrante. Porque se había entendido mal. Ello, debido a que muchas veces el Gobierno hace anuncios por la prensa y el proyecto que envía después, donde hay letra chica, depara sorpresas pues no corresponde exactamente a lo dicho en un titular.



La verdad es que todos habíamos entendido que no se trataba solo de los matrimonios que habían cumplido medio siglo en el Año del Bicentenario. Pero surgió la frustración por la eventual marginación de quienes cumplieran 50 años con posterioridad.



Entonces, las enmiendas hechas son muy importantes, pues a partir de ahora estas personas también van a percibir el beneficio. Y no cabe ninguna duda de que se trata de un legítimo reconocimiento a los matrimonios más antiguos.



Así que, señor Presidente, expreso mi satisfacción por los cambios registrados, que considero positivos.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en un comienzo fue tal cual lo expresó mi Honorable colega Allende: se beneficiaba solo a un grupo bastante minoritario de adultos mayores que cumplían 50 años de matrimonio.



Luego llegó un texto producto de las indicaciones presentadas en la Cámara de Diputados, en virtud del cual aquellos matrimonios con más de 50 años de casados debían esperar hasta cumplir 60 años de vínculo conyugal para poder cobrar el beneficio de 250 mil pesos.



Y, como bien lo expresó el Honorable señor Longueira, estaban totalmente exceptuados los viudos, y no había concordancia con el Ejecutivo para que las parejas con 52 años o más de matrimonio pudieran “estrechar” los años para cobrar tan importante beneficio.



En tal sentido, fue relevante el trabajo efectuado en el Senado, durante un buen tiempo, por las Comisiones especializadas y el Ejecutivo. Probablemente, el bono demoró mucho más de lo que se deseaba o esperaba, pero estamos concluyendo con un muy buen proyecto, con un gran beneficio para 450 mil 286 personas de aquí a los próximos cinco años. Es una cantidad no menor, la cual se distribuye, en el año 2011, en 62 mil 357 matrimonios y mil 38 viudos; en el año 2012, en 43 mil 50 matrimonios y 3 mil 999 viudos; en el año 2013, en 41 mil 292 matrimonios y 4 mil 574 viudos; en el año 2014, en 55 mil 528 matrimonios y 6 mil 807 viudos, y en el año 2015, con el grupo superior a las 450 mil personas que mencioné.



Lo más importante es que, gracias al trabajo efectuado junto con el Ejecutivo, fundamentalmente en las últimas sesiones, a las que asistió el señor Ministro de Hacienda, este se allanó por completo a abordar una materia muy sensible, respecto de la cual nos reclamaba la gente, pues no teníamos cómo explicar que, cumplidos 51 ó 52 años de matrimonio, se debía esperar hasta el aniversario 60 para cobrar. Por fortuna, se pudo consensuar un enorme beneficio para cientos de miles de chilenos, lo cual, obviamente, nos pone muy contentos.



Me gustaría que en un tiempo posterior, señor Presidente, una vez que se concrete el Ministerio de Desarrollo Social, cuyo proyecto está llevando adelante el Ministro señor Kast, podamos definir qué pasará con la “bendita” Ficha de Protección Social, que mide la entrega del bono. Muchísima gente queda fuera de todas estas medidas que la favorecen por no existir claridad, sinceramente, en la forma en que se lleva adelante todo el proceso. El asunto es algo que nos preocupa y que le haremos ver al Ejecutivo en el momento que corresponda.



Así que bien por el beneficio y por las familias que van a obtener una gran premio al mérito de convivir por más de 50 años.



Gracias.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, seré breve.



Primero, deseo agradecerles a mis Honorables colegas de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, con quienes pudimos abordar el proyecto y cambiar el espíritu del presentado inicialmente por el Gobierno.



Para explicarlo en números, este último envió al Congreso Nacional una iniciativa que iba a beneficiar a 45 mil matrimonios. Esa era su propuesta. Con la iniciativa que estamos despachando, hacemos tres cosas: la ley entrará en régimen en el año 2015; constituye una política pública permanente, no un bono esporádico -eso significa que de aquí a 2015 se favorecerá, no a 45 mil, sino a 250 mil matrimonios, o sea, a medio millón de personas, y que en un proceso de cuatro años se permitirá ir incorporando gradualmente a todos al beneficio-, y el Senado logró incluir conceptos sumamente importantes que no se hallaban en el proyecto original. Uno de ellos es el de que tengan derecho a recibir el bono, en el período de transición, las personas que enviuden habiendo cumplido 50 años de matrimonio.



Adicionalmente, agradezco a la Unión Nacional de Pensionados de Chile (UNAP), así como a la Central Unitaria de Pensionados, Montepiados y Jubilados de Chile (CUPEMCHI), que destacaron la importancia de cambiar la redacción del proyecto a fin de que se entienda que no es para los más pobres, ni para los más vulnerables, sino para el 80 por ciento de los adultos mayores que llegan a 50 años de matrimonio. Solo queda excluido el 20 por ciento de estos pertenecientes al sector de mayores ingresos.



Aún no contamos con el instrumento que precise cuál es la línea de corte. Es un desafío que queda en manos del Ejecutivo. Hoy día, la Ficha de Protección Social se encuentra muy cuestionada por el aumento automático del puntaje, en ocasiones. Hemos presenciado incluso el absurdo -y aprovecho de planteárselo al señor Ministro de Hacienda, quien se encuentra presente- de que gente que se halla en campamentos por el terremoto, ya que sus casas fueron destruidas, ha registrado de alguna forma este año el incremento referido.



Hoy no se encuentra definido en el proyecto de ley -va a ser materia de un reglamento- cómo se precisa el 80 por ciento que será beneficiado, o sea, los primeros cuatro quintiles. El Ejecutivo tendrá que informarnos cuál será la línea de corte, sea por nivel de ingreso -se requeriría fijar un guarismo-, sea a través de un puntaje de la Ficha.



Insisto en que se trata de una cuestión pendiente y materia de reglamento.



Finalmente, el calendario que se fija permite a quienes lleven más años de matrimonio ser los primeros favorecidos a partir de 2012. Es un logro del Senado que ello se haya acogido.



Por su intermedio, señor Presidente, deseo agradecerle al señor Ministro de Hacienda su cambio de opinión durante el trámite legislativo. En un primer momento, la intención era mantener el texto tal como venía de la Cámara. Agradezco la voluntad de escuchar nuestros argumentos, de perfeccionar una política pública permanente. Y estoy seguro de que el señor Ministro, en representación del Ejecutivo, compartirá con nosotros que el proyecto está saliendo mejor, como política pública -por cierto, más caro de lo que presupuestaba-, que como fue ingresado.



Estamos muy contentos. Estoy convencido de que quienes más lo estarán son los adultos mayores, quienes creen en la institución del matrimonio, quienes persisten en la convivencia, que es una estructura básica de uno de los tipos de familias en nuestro país.



He dicho.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, me alegro mucho de que en el Senado se esté despachando finalmente el proyecto de ley anunciado en el mensaje del 21 de mayo recién pasado como un incentivo, como un bono, para quienes cumplieran 50 años de matrimonio.



Este es, tal vez, el mejor ejemplo de cómo una buena idea, una buena propuesta o algo muy bien percibido por la opinión pública se puede transformar después en un calvario o en un búmeran para el propio Primer Mandatario que envía la iniciativa.



Lo digo porque el texto que está siendo despachado por esta Corporación es muy distinto -por suerte, y gracias al trabajo de los colegas de ambas ramas del Congreso- del que ingresó.



Y me alegro de que en el proceso de discusión legislativa el Gobierno haya ido entendiendo que, cuando se hace un ofrecimiento, una promesa o un planteamiento de este tipo, es preciso tener mucho cuidado con las expectativas que se generan, porque, si no, se produce después un efecto extraordinariamente negativo.



Imagino que a todos mis Honorables colegas les ha pasado lo mismo en las Regiones que representan: en cada reunión social a la que uno asistía, primero se preguntaba cuándo salía el bono, y después, cuando se empezó a saber que se contemplaba una serie de limitaciones -era para unos pocos; se otorgaba solo por el Bicentenario-, nos reclamaban como si hubiéramos hecho nosotros el ofrecimiento.



Creo que este ejemplo -se encuentra presente el señor Ministro de Hacienda, a quien le corresponde estudiar el financiamiento y priorizar los recursos- debe hacernos reflexionar respecto de la forma como vamos adoptando decisiones cuando se establecen beneficios de este tipo o políticas de orden social focalizadas a determinados sectores.



Cuando el Presidente Piñera expuso la medida, la planteó como un incentivo, como un reconocimiento a quienes cumplieran 50 años de matrimonio. Y todos entendimos que era una señal importante respecto de la familia, del fortalecimiento de esa institución, básica para nuestra sociedad. Al igual que en otros proyectos, la pregunta pertinente, si constituye un reconocimiento a la familia, al matrimonio, es por qué se tiene que discriminar, favoreciéndose solo a unos y no a otros. Porque problemas tales como las disoluciones, los divorcios, las separaciones, las uniones de hecho se dan en todos los sectores sociales. Y en una sociedad como la nuestra, si queremos fortalecer e incentivar la estabilidad en el vínculo conyugal, es evidente que no se puede discriminar.



Me parece que el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, ha actuado bien al patrocinar y conseguir los recursos para que las indicaciones sugeridas de manera sucesiva por parte de los colegas pudieran contar con financiamiento y que el beneficio se fuera ampliando, tal como se ha expresado.



A mi juicio, este es un buen ejemplo para la discusión que ese Secretario de Estado pretende que tenga lugar mañana en nuestra Corporación con motivo del precio de los combustibles, porque en el Senado y la Cámara de Diputados se le ha manifestado hasta el cansancio -y así fue a propósito de la discusión sobre el SIPCO- que el instrumento que se estaba generando no iba a ir en beneficio, apoyo o ayuda de los usuarios, sobre todo de los sectores medios y medios bajos. Y sería bueno que el Gobierno se allanara a estudiar derechamente una rebaja de los impuestos a los combustibles o, al menos, a establecer mecanismos de transitoriedad, como se ha hecho anteriormente, que sean efectivos, por un lado, y que, por el otro, respondan a un clamor ciudadano.



Deseo felicitar a quienes trabajaron en el proyecto y por el esfuerzo que se está haciendo desde el punto de vista financiero. Se sabe que de aquí a 2015 será necesario invertir alrededor de 100 ó 110 millones de dólares. Ojalá que con ello podamos llevar tranquilidad a los miles y miles de adultos mayores que semana a semana nos preguntan, en cada una de nuestras circunscripciones, qué pasa con el bono.



La anterior es una buena noticia y es la razón por la cual voy a votar favorablemente la iniciativa.



Gracias.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, los Senadores de Renovación Nacional vamos a aprobar la normativa en estudio, por cuanto cumple los objetivos propuestos al momento de su presentación, o sea, premiar el cumplimiento de 50 años de matrimonio o más, conforme a un calendario que se inicia en el año en curso y se prolonga hasta 2014.



Dicho esto, deseo consignar que la intervención de mi Honorable colega Pizarro me lleva a sostener que no podemos pensar que la caja fiscal es un chicle capaz de estirarse sin cortarse nunca. No es posible solicitar beneficios y más beneficios para la población, por justos que sean, y, al mismo tiempo, la disminución de impuestos, porque entonces la pregunta es con qué recursos fiscales se puede pagar lo que al Ejecutivo le solicitamos reiteradamente disponer. No existe concordancia en pedir el aumento del gasto y, simultáneamente, el recorte de los ingresos fiscales mediante una rebaja tributaria.



La discusión referente al SIPCO, al mecanismo de regulación de los precios de los combustibles, la sostendremos mañana.



Lo que quiero subrayar acerca del proyecto que nos ocupa es que este ingresó con un costo de 7 millones de dólares, pues proponía pagar un bono a quienes cumplieran 50 años de matrimonio durante el año 2010, con ocasión del Bicentenario de la República. Hemos pasado a uno en que la suma del gasto para los años 2011 a 2014 es de 105 millones de dólares, y, en valor presente, de 207 millones de dólares, ya que el bono se seguirá pagando desde 2015 en adelante.



De ahí que, al igual que otros Honorables colegas, deseo destacar la disposición del Gobierno del Presidente Piñera, a través de su Ministro de Hacienda, para acoger los planteamientos y peticiones formulados por diversos señores Senadores y Diputados a fin de que en la iniciativa queden incluidos todos: tanto los que cumplen 50 años de matrimonio como quienes ya los han cumplido. Y, por eso, vamos a tener más de 450 mil personas beneficiadas en cuatro años y el desembolso fiscal de 207 millones de dólares a que he hecho referencia.



Por lo tanto, reitero que el proyecto ha sido notablemente mejorado aquí, en el Senado -primero lo fue en la Cámara-; pero tenemos que reconocer que de parte del señor Ministro de Hacienda y del Gobierno del Presidente Piñera ha habido una gran disposición a escuchar y acoger los planteamientos de los parlamentarios.



He dicho.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que esta es una excelente iniciativa, muy bien percibida por la ciudadanía y, especialmente, por los potenciales receptores del bono.



Anunciada por el Gobierno y promovida por los parlamentarios, fue presentada el 15 de julio de 2010. Ya estamos a mediados de marzo, transcurridos ocho meses, y lo primero que la gente pregunta en las reuniones es: “¿Y cuándo el bono? Tanto que lo anuncian y no llega”.



Por eso, creo que lo más justo es una aprobación rápida, para que se cumpla el siguiente trámite y, ojalá, se empiece a pagar lo antes posible.



Efectivamente, el proyecto ha sido mejorado de manera evidente. Cuando ingresó, su costo era de 14 mil 903 millones de pesos y favorecía a unos 45 mil matrimonios. Ahora, lo que estamos aprobando representa un gasto de 56 mil 185 millones de pesos y beneficia a más de 220 mil matrimonios, a alrededor de 450 mil personas.



Es preciso reconocer la voluntad del Gobierno para acoger las proposiciones tanto de los Diputados como de los Senadores. La cobertura del bono ha aumentado sustancialmente. Ello es meritorio, porque hoy, tal como vemos al mundo, se debe valorar el hecho de que haya quienes cumplen 50 años de matrimonio.



Creemos que el fortalecimiento de la democracia se halla en la familia. Esta es, precisamente, lo más grande dentro del Estado. Y aquí hablamos de las bien constituidas durante más de 50 años.



¡Qué merecido premio!



A lo mejor es poco, pero se trata de algo que el Gobierno y el Parlamento están aprobando con cariño, para decirles a los beneficiados: “Valoramos la larga vida en unión que ustedes han tenido”.



Por eso, creo que lo mejor es aprobar rápidamente el proyecto. Y, ojalá, miles de familias -algunas lo van a recibir el año 2015- puedan acceder al bono que legítimamente han ganado.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, le escuchamos decir al Gobierno que aquí hay una Oposición que obstruye, obstaculiza, frena todas las políticas públicas que intenta impulsar. Sin embargo, viendo la tramitación del proyecto que nos ocupa, uno se da cuenta de la total incoherencia e incongruencia de esas palabras.



Porque, como han dicho los propios Senadores oficialistas, originalmente esta iniciativa le significaba al país un gasto de 7 millones de dólares, con un impacto efectivo en cerca de 40 mil personas (20 mil parejas o un poco más). Y en la Oposición podríamos haber dicho: “Bueno, es un problema del Gobierno”. Este ganó las elecciones y legítimamente planteó en su discurso de campaña la entrega de este beneficio. Lo aprobamos, y nos quedamos sin más que lo propuesto.



Pero se produjo un reclamo, como muy bien expresó el Senador señor Sabag, y se dijo: “Bueno, y el bono ¿cuándo?”. Y todos los parlamentarios que trabajamos en terreno lo recogimos. Porque, efectivamente, en un comienzo no se planteó una política pública. En esto hay que ser claro. Lo que se presentó fue una construcción mediática, un anuncio, un titular (por cierto, popular, pues impacta cuando alguien dice: “Vamos a entregar el bono Bodas de Oro”). Y, gracias al esfuerzo del Senado y de la Cámara de Diputados, este anuncio, este titular, se transformó en una política pública -como aquí se ha dicho- de carácter permanente, la cual les significará en régimen a los fondos fiscales más de 200 millones de dólares.



Es lo que hay que destacar: el cambio. Lo que se había propuesto hasta agosto de 2010 era nada más que un anuncio.



En definitiva, señor Presidente, quiero relevar lo que aquí ha señalado, expresado y explicado muy bien el Senador Longueira -Su Señoría parece Ministro- en cuanto al antes y el después del proyecto. En verdad, esto nos hace fuerza, y más aún lo hace el trabajo de la Comisión de Hacienda como también el de la Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor.



Hace un rato discutimos en reunión de Comités acerca de la importancia, la necesidad de mantener en el tiempo a las Comisiones Especiales. Esto probablemente es objeto de debate. Sin embargo, no lo es el hecho de que la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor -así lo señaló el Senador Independiente don Carlos Bianchi- realizó una buena pega, que releva la acción de estos órganos.



Por lo tanto, señor Presidente, vamos a aprobar esta iniciativa. Porque, claramente, entre el antes y el después hay una enorme diferencia. Existe un impacto positivo que va a beneficiar a muchas personas.



No me complican demasiado los requisitos; porque, si bien se habla de la Ficha de Protección Social, hoy estamos en presencia de un beneficio de carácter permanente y universal. Aun más, cuando se toma la decisión, avalada por el Gobierno, de favorecer a los cuatro primeros quintiles de menores recursos de la población, lo concerniente a tal documento, con todas sus imperfecciones, pasa a segundo plano. Es numerosa la gente que efectivamente resultará beneficiada.



Había algunas dudas -se fueron corrigiendo- con relación al requisito de residencia común de los cónyuges, en cuanto a cuál se exige, cuestión que finalmente también aclaró el Senador señor Longueira.



Sin embargo, existe algo que me preocupa un poco. Y aquí echamos de menos al ex Senador señor Allamand, actual Ministro de Defensa, porque él presentó una iniciativa relativa a las uniones de hecho, a la vida en común, y el proyecto que nos ocupa solo opera para las parejas que poseen, además de los requisitos que se han planteado, la libreta de familia.



A mi juicio, de alguna forma ello discrimina y contradice lo que el propio Gobierno busca -por eso cito al ex Senador señor Allamand, quien mencionó dicho aspecto y espero que el Honorable señor Larraín nos ayude al respecto-, en el sentido de favorecer a un conjunto de parejas que hayan tenido una convivencia incluso superior a 50 años y que, por razones ajenas a su voluntad, lleven menos tiempo casados. Esta gente no va a obtener el beneficio en discusión, y nos parece que, en cierta forma, ello significa una discriminación.



Con todo, vamos a aprobar con entusiasmo la iniciativa, porque va en la lógica de entregar una ayuda a los adultos mayores, lo cual se va a complementar con el proyecto sobre eliminación de una parte de la cotización previsional.



Nos preocupa, desde luego, el que se haya señalado que esto será focalizado y gradual. Pero, como sea, hay un conjunto de anuncios en la línea de beneficiar a los adultos mayores, a diferencia de lo que ocurría en el pasado, cuando se les descontaban las pensiones.



En mi opinión, este es un paso muy importante y lo vamos a respaldar.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, en primer término, quiero señalar que voy a concurrir con mi voto favorable a esta iniciativa.



Sin embargo, quiero recoger algunos puntos que surgieron durante la discusión, y otros respecto al origen del proyecto.



Esta iniciativa proviene de la campaña presidencial del actual Presidente de la República, don Sebastián Piñera, cuando él sostuvo que les daría un bono a las parejas casadas por 50 años, como un reconocimiento a su vida en común y, al mismo tiempo, para que pudieran tener una segunda luna de miel.



El proyecto nació mal, señor Presidente, porque era excluyente. Solamente los matrimonios que cumplieran 50 años durante el Bicentenario tendrían derecho a recibir el bono. Por eso, el costo financiero inicial era solamente de 7 millones de dólares.



Hoy, como consecuencia del trabajo realizado en el Senado, todos los chilenos que cumplan 50 o más años de matrimonio, desde el 1° de enero de 2010, percibirán este reconocimiento.



Lo que no se entiende en esta iniciativa -al gestarse al calor de la campaña, corresponde a una propuesta improvisada, como varias que hemos visto- es que sostiene que el reconocimiento a la vida en común se hace a partir de un corte por nivel de ingresos. Esto es, el 80 por ciento de los chilenos de menores ingresos -es una gran mayoría, hay que admitirlo-, tendrán acceso al bono al cumplir 50 años de matrimonio. Pero quienes, cumpliendo este requisito, no estén dentro del 80 por ciento de menores ingresos, no lo recibirán.



Entonces, la pregunta es: ¿se trata o no de un bono en reconocimiento a la vida en común? ¿Quiere decir que quienes tienen mejores ingresos no son merecedores de reconocimiento por haber sobrellevado una vida en pareja durante 50 años?



¿Por qué lo digo? Porque el Gobierno tuvo que introducir un elemento de corte, dado que el beneficio escapaba a su financiamiento. Y aquí recojo las palabras de quien me antecedió, el Senador señor García, de Renovación Nacional, en cuanto a que no es fácil solicitar mayores ingresos para fines sociales si al mismo tiempo se piden reducciones de impuestos. Pues resulta caro. Más adelante volveré sobre este punto.



Pero, entonces, la inconsistencia de este proyecto, que apoyo y votaré favorablemente, es que establece un sistema de corte para un reconocimiento a un esfuerzo en común, no asociado a los niveles de ingresos. ¿Cuántas parejas con un buen nivel de entradas terminan malavenidas o separadas? ¿Acaso la convivencia es más fácil cuando se tiene un mejor nivel de ingresos?



Creo que quienes se encuentran en el tope del 80 por ciento de mejores ingresos tienen una situación no muy distinta de los que se hallan en el 20 por ciento restante, respecto a lo que significa su vida diaria.



En consecuencia, no comparto tal corte.



Aún más, tal como señaló el Senador señor Quintana -lo discutimos a fondo con el Ministro de Hacienda en la Comisión del ramo- el bono es profundamente discriminatorio, porque solo apunta a quienes están casados con libreta. Sin embargo, un número creciente de chilenos, ¡tres veces creciente! -aunque a algunos no les guste-, viven juntos sin estar casados. Hay parlamentarios que convivimos y no estamos casados.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Yo estoy casado.

El señor LAGOS.- Efectivamente, hay otros, como el Senador señor Carlos Larraín, que están casados y tienen muchos hijos. Pero otros no lo están y también los tienen.



Entonces, me pregunto: ¿cuál es el bien jurídico que se protege? ¿Qué queremos reconocer? ¿Solamente a los que se casan o también a quienes hacen un esfuerzo por mantener una vida en común?



Yo entendía que se trataba de un reconocimiento a la vida en común y no de un bono para solventar ingresos.



En consecuencia, como se propone establecer una ley permanente, que a partir de 2015 implicará un costo financiero infinitamente menor que durante los próximos cinco años (3 mil y tantos millones de pesos anuales), aspiro a que también se incorpore a las parejas de hecho cuando legislemos sobre la materia.



Y a eso hacía referencia el Honorable señor Quintana: a que ojalá tengamos la fuerza y la mayoría en el Senado para regular de una buena vez lo que afecta a gran parte de los chilenos y chilenas: vivir en uniones de hecho sin estar casados, en particular los más jóvenes.



Termino con una disquisición sobre el tema tributario. No se trata de decir, de un lado: “Quiero que les demos un beneficio con recursos de todos los chilenos a quienes cumplan 50 años de matrimonio”, y de otra: “Quiero que se reduzcan los impuestos a los combustibles”. Eso sería inconsistente, porque la caja fiscal no cuadraría.



Hay que mirar lo tributario de manera más amplia. Este Gobierno podrá afirmar cuando termine, si todo sigue su curso, que achicó el Estado, que la caja fiscal va a recibir menos fondos que cuando el Presidente Piñera asumió. ¿Por qué? Porque la rebaja de impuestos que ha realizado es ejemplar. El Estado va a recaudar menos. Es decir, a partir del año 2014 habrá menos recursos para salas cuna, menos recursos para seguridad social y menos recursos para el bono de 50 años de matrimonio.



He dicho.

El señor MUÑOZ ABURTO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, considero que este proyecto es extraordinariamente importante, más que por su monto económico -ello se podrá discutir-, por su simbología. 



Voy a aprovecharme de la intervención del señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra para hacer una comparación y establecer legítimas discrepancias respecto de cómo se enfrentan las políticas públicas.



En primer lugar, es simbólico que la iniciativa haya nacido al calor de una campaña electoral. Estas son justamente para marcar las diferencias, los énfasis, lo que importa realmente de un planteamiento con relación a los ciudadanos. Y, si esto no había surgido antes en ninguna campaña electoral, quiere decir que aquí existe una dosis muy valiosa de imaginación y de capacidad para ir al fondo de la institución del matrimonio.



Cuando algo se plantea en una campaña y se cumple con posterioridad es doblemente valioso. Porque también hay muchas cosas que se anuncian en esas instancias y que luego no se materializan. Aquí tenemos exactamente el ejemplo inverso: algo que se planteó se está cumpliendo, al igual que en el caso del millón de empleos, que muchos creyeron utópico, pero ya llevamos 420 mil solo en un año. Y eso me parece extraordinariamente meritorio, como símbolo de ejercicio del servicio público.



En segundo término, también es importante reflexionar -y aquí podemos tener espacio para otra diferencia- respecto de la necesidad de focalizar las políticas públicas. Porque, al final, esto es una política pública, y me parece sano que se pueda focalizar y no usar necesariamente los recursos del Estado en el quintil que muchas veces se coloca como símbolo de los que tienen más. Es posible hacer un esfuerzo y centrarse en los que poseen menos. No veo que sea una política pública errada ni que desconozca alguna institución. Porque la gracia reside justamente en usar con la mayor eficiencia los recursos fiscales.



Como es obvio, quizá el día de mañana, cuando Chile sea un país más desarrollado y siga siendo relevante la institución matrimonial, se podrá extender el beneficio. Pero no me parece digno de crítica que el 20 por ciento más rico -no digamos que posea fortunas, pero sí platas importantes- no tenga derecho a aquel. Eso no disminuye el tremendo valor del proyecto.



Señor Presidente, soy firme partidario de la focalización. Esa es la gracia de enfrentar la pobreza de manera eficiente. Y en muchas políticas públicas hemos visto su conveniencia. Por ejemplo, en el pasado no se focalizaba en vivienda, y eso permitía que existiera una cantidad muy relevante de sectores sociales de menores ingresos que no podían aspirar a obtener un subsidio y, por lo tanto, a construir su casa, porque este al final era coaptado por la capacidad de influencia, de conocimiento, de sectores más pudientes que tenían acceso al beneficio.



Así que en esa materia también es sano focalizar.



Un tercer punto de discrepancia, señor Presidente, radica en que me parece muy sabio premiar una institución que ha existido a lo largo de nuestra historia -y espero que lo siga haciendo-: el matrimonio. ¡Si el matrimonio no es algo prohibido, mal visto o grave! El hecho de que se le pueda dar un beneficio a una pareja comprometida conforme a la ley, siguiendo una institución arraigada en lo más profundo de nuestras tradiciones, que constituye la base de la familia y que influye mucho en la sociedad, nunca podrá ser mirado en menos en función de la necesidad de concederles a otros algo semejante. 



Uno podrá equivocarse en la vida, pero creo que es importante fortalecer el matrimonio. Al final, este da más estabilidad en la familia -como muchas veces se ha comprobado- y ayuda a enfrentar mejor los problemas de la pobreza, los más dramáticos que encaramos. Por eso, me parece válido, importante, reconocerlo a través de beneficios de esta naturaleza. 



Aquí nadie tiene la suma de la verdad. Pero creo que parte de la triple gracia del proyecto es la mezcla de imaginación, de cumplimiento y, por último, de mejora en el Parlamento. Y esto hay que subrayarlo. No estuve en la Comisión, pero hablé muchas veces con el Ministro de Hacienda y con el Presidente de la República para modificar la forma en que se planteó este articulado.



En definitiva, bien por el Congreso, bien por la capacidad de oír. Pero, a la vez, bien porque se refuerza una institución importante.



Para terminar, señor Presidente, deseo señalar que una de las cifras que más me sorprendieron en la Encuesta Bicentenario, de la empresa ADIMARK, fue precisamente la que dio cuenta de cómo -esto fue motivo de reflexión común- había disminuido el número de matrimonios.



Sin embargo, ello no necesariamente supone que las parejas en condiciones equivalentes sean igualmente relevantes desde el punto de vista institucional. Creo que es valioso fortalecer precisamente lo que ha hecho grande a la familia, a Chile. El matrimonio ha tenido problemas, y los va a seguir teniendo. Pero, a través de este reconocimiento, entre todos los Senadores presentes -parece que la votación va a ser unánime- podremos darle una mano. Y eso nunca será negativo; al contrario, siempre será positivo.



He dicho.

El señor GIRARDI (Presidente).-  Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en mi opinión, el matrimonio no garantiza ni felicidad ni seguridad. Solo el amor lo hace posible.



Por eso, estoy convencido de que las parejas de hecho en Chile -tengamos presente que hoy 51 por ciento de los hijos nacen fuera del matrimonio- en algún momento van a necesitar este reconocimiento a la fortaleza de estar juntos por un largo período, de haber compartido una vida. Porque los fundamentos son los mismos; la única diferencia es la “libreta”. Y la libreta no garantizó ni garantiza ni garantizará estabilidad, felicidad, seguridad.



En seguida, quiero agradecer al Presidente de la República. Hay una promesa de campaña cumplida, y esto es destacable. Que los políticos, los mandatarios, cumplan sus promesas es bueno para el país, para la política y para la gente. Y eso sucedió exactamente. Esa promesa del Presidente Piñera se ha concretado en un proyecto, y el Senado, masiva y unánimemente, concurre a aprobarlo.



Por cierto, su texto fue mejorado. Ya se ha dicho: el beneficio será permanente. En un comienzo era para el reducido grupo de personas que cumplían 50 años de matrimonio el año del Bicentenario. Hoy día se ha incorporado a perpetuidad, como un elemento de reconocimiento a lo aquí señalado.



El Gobierno había dicho que deseaba premiar a quienes cumplían 50 a 60 años de matrimonio. Y a mí me pareció bien. Cuando se pidió la ampliación, se dijo: “La verdad es que es más caro”. Por cierto que lo es. Pero también constituye un mecanismo de redistribución del ingreso. ¡Quienes cumplen ese tiempo de matrimonio han pagado IVA durante muchísimo tiempo...! Y, por cierto, como todos lo sabemos, ese impuesto lo pagan los más pobres, los ciudadanos de a pie, no los poderosos, los ricos o los grandes empresarios.



Por tanto, también es una manera de redistribuir el ingreso, lo recaudado por el Estado fundamentalmente a costa de los más pobres.



En consecuencia, lo que aquí se ha efectuado, con la mejoría introducida en la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor es muy importante. Ya no solo quienes hayan cumplido 50 o 60 años de matrimonio (Bodas de Oro; Bodas de Diamante), sino también aquellas parejas que completen 50 años de unión en el 2010 o el 2011 -o sea, en los años anteriores a la publicación de la ley- cobrarán el bono.



Los cónyuges que cumplan 58, 59 o 60 años de matrimonio el 2012 (hoy con 57, 58 o 59 años de vínculo legal), lo recibirán el 2012, dentro de los doce meses siguientes a su aniversario de boda.



Los que cumplan 57 o 58 años el 2013 (hoy con 55 o 56 años de matrimonio) lo percibirán el 2013, también dentro de aquel plazo.



Y quienes cumplan 55, 56 y 57 años de su casamiento el 2014 (hoy con 52, 53 o 54 años de matrimonio) obtendrán el beneficio el año 2014, según el mismo procedimiento.



Señor Presidente, está claro que, desde la fecha de la publicación de esta ley hasta el año 2015, el sistema beneficiará a más de 450 mil personas. Ciertamente, es muy importante señalar que a partir del 2015 todos quienes vayan cumpliendo los requisitos señalados tendrán el bono de reconocimiento.



Es bueno que las exigencias estén claras: cumplir 50 años de matrimonio, según se ha establecido en el calendario propuesto; que el matrimonio no haya terminado por cualquier causa legal; que los cónyuges no estén separados de conformidad a lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil; que los cónyuges no se hayan divorciado conforme a la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884; que integren un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles de la Ficha de Protección Social, y que acrediten residencia en el territorio de la República de Chile.



Además, el bono se entregará por partes iguales; esto es, se dividirá: entonces, cada pareja tendrá que acreditar la convivencia. Porque a cada cónyuge le corresponderá la mitad: 125 mil pesos, si quieren utilizarlo de manera individual.



El proyecto original -como se mencionó- contenía menores beneficios. Sin embargo, fue mejorado de manera sustancial por la Cámara de Diputados y el Senado.



Ojalá que rápidamente comience a funcionar el sistema ideado. Hay mucho interés en ello.



Señor Presidente, en realidad, más allá del dinero -que se caracteriza siempre por ser poco-, existe también la sensación de que al menos a estas parejas se les va a reconocer el esfuerzo de unión mantenido por largo tiempo, lo que es positivo.



Creo que el Gobierno del Presidente Piñera percibió en su momento tal necesidad. Y el beneficio que era solo para el Bicentenario se ha transformado en algo permanente, a perpetuidad, gracias a ambas Cámaras del Congreso Nacional.



Espero que haya hidalguía suficiente en la Oposición para reconocer este mérito al actual Presidente de la República. Se comprometió y cumplió la palabra empeñada. Y eso es bueno para el Primer Mandatario, para el Parlamento y, lo que es mucho más importante, para los ciudadanos.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, el proyecto en debate ciertamente beneficia a un grupo de personas que lo necesita, como son los adultos mayores, quienes se encuentran entre los más postergados y sufren dificultades económicas. De manera que es apreciable lo que se nos propone.



Se mencionó que en la iniciativa hubo un interesante acuerdo entre el Congreso y el Ministro de Hacienda. Lo digo con mucha claridad. Tengo la impresión de que hubo más bien una participación personal de esa autoridad y que no fue el producto de una política del Gobierno. Ojalá en otras materias hubiera igualmente esa capacidad de entenderse con los parlamentarios, máxime cuando hay un Parlamento con mayoría opositora.



Señor Presidente, algunos proyectos se están proponiendo con demasiada arrogancia por parte del Ejecutivo. Creo que eso es lo que más limita su tramitación.



Para demostrar lo que señalo, traigo a colación el hecho de que un parlamentario de la esfera oficialista dijo  en su momento que esta era una gran idea y un pésimo proyecto. Pero el Senado colaboró para despachar una iniciativa como esta. Y es lo que debemos apoyar.



Ahora, existen dos asuntos que quiero mencionar, tal vez uno con mayor insistencia.



El primero dice relación a que un señor Senador de la Alianza dijo que éramos inconsecuentes, pues pedíamos más beneficios y, al mismo tiempo, que disminuyan los impuestos. Con ello -señalo- la caja fiscal no da. Pero, señor Presidente, es necesario decir que daría si enfrentamos de una vez por todas la realidad objetiva de la distribución de la riqueza en el país. En Chile, algunas personas en un año ganan -lo he dicho hasta la saciedad- lo que a otras les costaría trabajar dos mil o dos mil cuatrocientos años. Las cifras se conocen en todos los círculos. Es lo que se requeriría para equiparar lo que percibe alguien que posee unos dos mil o dos mil quinientos millones de dólares. Y todos lo sabemos, porque los diarios especializados en asuntos económicos muestran casi a diario el grado de crecimiento de nuestra economía.



Si aplicáramos los impuestos como corresponde; si se implantara nada más que el criterio del Papa -que no es revolucionario-, conforme al cual la sola tenencia de esa riqueza es una bofetada a los principios cristianos, entonces, en esas condiciones, sería perfectamente posible conjugar aquellas dos cuestiones.



Pero estamos en un sistema plutocrático, donde lo que importa es la riqueza, y no la suerte de los trabajadores ni de los empresarios de nuestro país.



En la riqueza financiera, el que trabaja con dinero obtiene hasta 30 por ciento de utilidad, mientras que quien lo hace con la tierra no alcanza a más de 4 o 5 por ciento.



Por eso, mientras no logremos superar esa diferencia, no es admisible sostener que Chile carezca de una carga tributaria a fin de entregar lo que requieren  las personas de menores ingresos.



Señor Presidente, creo factible sacar algún provecho de la experiencia habida en esta materia.



Por último, quiero referirme a lo planteado durante los últimos minutos en la Sala, lo que nunca se había hecho antes.



¿Por qué la diferencia entre los que viven en matrimonio y quienes, se supone, se hallan en una situación distinta?



Yo creo en la institución del matrimonio. Me parece que el Congreso ha asumido como tarea nacional aumentar la fuerza de la familia. Pero elaboramos una ley según la cual, de no existir la capacidad de un acuerdo mínimo para permitir que los hijos crezcan adecuadamente, podía terminarse con el matrimonio.



Entonces, tratándose de eso, concedo que en una materia como la que nos ocupa -la cual de alguna forma significa felicitar o dar una suerte de apoyo a quienes han vivido juntos muchísimos años-, debimos haber tenido también la misma capacidad para entregar el beneficio a quienes, no estando unidos en matrimonio pero mantienen una relación estable, cumplen las exigencias establecidas para los cónyuges, siempre que no haya problemas de mayor gravedad entre ellos o que incluso tengan hijos.



En mi opinión, pudimos haberlo considerado. Pero se trataba de mejorar lo que había, sin posibilidad de introducir otros casos.



Por eso, votaremos que sí.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, solo quiero detallar los datos que aparecen en el estado financiero sustitutivo que acompaña el informe complementario del nuevo segundo informe de la Comisión de Hacienda, con el objeto de que la opinión pública, tomando en cuenta, además, que muchos adultos mayores ven con asiduidad el canal de TV del Senado, no se forme una idea equivocada sobre el particular.



Según el proyecto en debate, de trata de un desembolso fiscal para el primer año (2011), de 15 mil 625 millones de pesos; para el segundo (2012), de 11 mil 232; en el 2013, de 10 mil 920; para el 2014, de 14 mil 716, y, a partir de 2015, en régimen, de 3 mil 692 millones, con un total de 56 mil 185 millones de pesos. Dicho de otra manera, no se trata acá de que la caja fiscal pudiera verse desequilibrada macroeconómicamente  por un gasto excesivo.



De hecho, el propio estado financiero de la actual Dirección de Presupuestos señala como conclusión: “En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país”.



Considero que el bono de 250 mil pesos para los matrimonios que cumplan cincuenta años desde la realización de la boda no puede considerarse al mismo nivel de otro tipo de políticas sociales que sí implican un desembolso cuantioso o significativo de recursos para el país.



Repito: a partir del año 2015 la iniciativa legal que nos ocupa devengará un gasto anual de aproximadamente 4 mil millones de pesos.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Carlos Larraín.

El señor LARRAÍN (don Carlos).- Señor Presidente, por su intermedio deseo referirme a ciertas aseveraciones de algunos de los Senadores que me han antecedido en el uso de la palabra. 



En particular, llama la atención que un proyecto de tanto beneficio social como es este que entrega un bono por cincuenta o más años de vida matrimonial sea objeto de una crítica indirecta, o no tanto. 



He oído decir que la iniciativa estaría devaluada por el hecho de corresponder a una promesa de campaña que se cumple. Bueno, lo lamentable sería que tuviéramos promesas de campaña incumplidas.



En seguida, valdría la pena señalar que hablamos de una promesa de campaña que se satisface en circunstancias extraordinarias, porque 2010 fue cualquier cosa menos el año de la holgura presupuestaria, sobre todo, si se tiene en cuenta que el Gobierno anterior, entre los meses de enero y febrero de ese año, había incurrido en un déficit presupuestario del 2,2 por ciento del producto interno bruto, ¡en sesenta días!



Pienso asimismo que, en cierto modo, se ha puesto en tela de juicio la fundamentación del proyecto: el estímulo y reconocimiento a las personas que perseveran en la mantención del matrimonio, que es, al fin y al cabo, el gran recurso de la sociedad. 



Efectivamente, nos encontramos ante una iniciativa cuya finalidad es subrayar una noción que es buena para el conjunto de la sociedad.



Es una nítida idea de bien común  el que la familia de base matrimonial debe ser protegida. Eso no excluye que haya otras formas de organizar la vida en pareja. Desde luego. Pero de la que se habla en la Constitución y en todas las leyes es la principal manera para constituir la vida social en su conjunto.



Hay también que detenerse un minuto en decir que el proyecto fue mejorado y ampliado en el transcurso de su discusión. Pero, sobre todo, lo fue por el Gobierno. 



Esta es una Administración que cumple. 



Además, la iniciativa crea un gasto público que, de no haber sido patrocinado por el Gobierno, no existiría. 



Por supuesto, el proyecto se ha mejorado en el transcurso de su análisis y discusión. Así ocurrió. Pero, para eso están afortunadamente las Cámaras legislativas. 



Además, la demanda por gasto público del año pasado era muy fuerte. Aun así, el Gobierno presentó el proyecto. Eso hay que dejarlo establecido y repetirlo, a fin de que nadie pueda venir acá a vestirse con ropa ajena, como en cierto modo pudiera estar ocurriendo.



En otro sentido, un Senador que me antecedió en el uso de la palabra hizo una afirmación que me parece imprecisa. Los impuestos no han bajado sino por el contrario. El de Primera Categoría y el royalty han sido aumentados a iniciativa del Ejecutivo -creo que con toda justicia-, para afrontar las consecuencias del terremoto. Y esa medida fue también respaldada por la mayoría política que apoya al Gobierno. Y, desde luego, se halla sustentada.



Por lo tanto, me parece que no hace falta persistir en la justificación de la bondad de la iniciativa en análisis; pero es bueno despejar dudas, como he tratado de hacerlo en mi intervención.



¿Se trata de una promesa de campaña? Sí. Una que se cumple en circunstancias extraordinarias. 



¿Tiene un costo sustancial? Efectivamente. Pero el Gobierno ha hecho frente a tal requerimiento de gasto adicional.



Por lo tanto, los Senadores de Renovación Nacional estamos muy orgullosos de haber podido participar en la discusión y mejora del proyecto, razón por la cual votaremos todos a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (32 votos a favor y un pareo), y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, Frei (don Eduardo), García, Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Zaldívar (don Andrés).



No votó, por estar pareado, el señor Uriarte.






)--------------(
El señor LABBÉ (Secretario General).- En estos momentos no hay quórum para adoptar acuerdos.
El señor GIRARDI (Presidente).- Vamos a tocar los timbres por cinco minutos, a fin de reunir el quórum necesario para entrar al Tiempo de Votaciones.



Señores Senadores, ya transcurrió el tiempo que dispone el Reglamento y todavía no hay quórum en la Sala. 



Por lo tanto, corresponde levantar la sesión. 



En todo caso, se dará curso reglamentario a diversas peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría. 

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 



Del señor CANTERO:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, recabando información sobre INMIGRACIÓN EXTRANJERA A CHILE, solicitándole MAYOR PERSONAL PARA OFICINA DE EXTRANJERÍA DE ANTOFAGASTA y planteándole COMISIÓN DE ESTUDIO PARA REFORMA DE LEY DE EXTRANJERÍA; además, pidiéndole PRIORIDAD PARA CREACIÓN DE COMUNA ALTO EL LOA, y requiriéndole PRONUNCIAMIENTO PRESIDENCIAL SOBRE PROPUESTA DE ORGANIZACIÓN MAKENU RE’O RAPA NUI; al señor Secretario Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de Antofagasta, para que emita PRONUNCIAMIENTO SOBRE INSTALACIÓN DE ANTENA DE CELULARES EN VILLA PANORAMA, ANTOFAGASTA, e informe sobre DIFICULTADES DE TRANSPORTE EN TOCOPILLA, y al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Antofagasta, con la finalidad de que informe sobre PROBLEMAS EN PLANTAS DE TRATAMIENTO DE AGUAS SERVIDAS Y BOTADEROS EN COMUNA DE SIERRA GORDA.



Del señor HORVATH:



Al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a la señora Directora del Servicio Nacional del Adulto Mayor, pidiéndoles  FONDOS PARA CONTINUACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE HOGAR DE OBRA DON GUANELLA EN COYHAIQUE.


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, solicitándole informar sobre RESULTADOS DE MONITOREOS DE CALIDAD DE AGUA EN BAHÍA DE QUINTERO DURANTE ÚLTIMOS 5 AÑOS; al señor Ministro de Educación, pidiéndole remitir antecedentes acerca de CONTINUIDAD DE ESCUELA LA GREDA, COMUNA DE PUCHUNCAVÍ, LUEGO DE ESTUDIOS SOBRE ALTAS CONCENTRACIONES DE COBRE Y ARSÉNICO EN RECINTO EDUCACIONAL; al señor Ministro de Salud, para que informe respecto de POSIBLE ERRADICACIÓN DE ESCUELA LA GREDA POR CONTAMINACIÓN O MEDIDAS DE MITIGACIÓN CONTEMPLADAS PARA LIMPIEZA DE SUELO, y requiriéndole NUEVOS ESTUDIOS DE AIRE Y NAPAS SUBTERRÁNEAS EN PUCHUNCAVÍ, VENTANAS Y ZONAS ALEDAÑAS; a los señores General Director de Carabineros y Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, solicitándoles antecedentes sobre PERMANENCIA Y AUMENTO DE VEHÍCULOS ESTACIONADOS FUERA DE UNIDADES POLICIALES; a la señora Alcaldesa de Isla de Pascua, para que remita información acerca de PROYECTO “LIMPIEMOS RAPA NUI”, y al señor Director Ejecutivo de CONAF, pidiéndole hacer llegar COPIA DE CONVENIO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA TÉCNICA SUSCRITO CON OFFICE NATIONAL DE FOREST INTERNATIONAL PARA MANEJO SUSTENTABLE DE PATRIMONIO NATURAL DE ISLA DE PASCUA, e indicar PROYECTOS CONTEMPLADOS PARA ISLA DE PASCUA CON APORTES DE COMPAÑÍA AIRBUS, A TRAVÉS DE ONFI.


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, pidiéndole antecedentes sobre SITUACIÓN DE EX FUNCIONARIO DE CARABINEROS DON RODOLFO ROJAS BUGUEÑO; al señor Ministro de Hacienda, solicitándole información acerca de APLICACIÓN DE ARTÍCULO 8° BIS DE CÓDIGO TRIBUTARIO, EN MATERIA DE DERECHO DE CONTRIBUYENTES; al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole antecedentes relativos a FALTA DE COBRO A EMPRESAS ELÉCTRICAS Y DE TELECOMUNICACIONES POR INSTALACIÓN DE POSTES EN CAMINOS PÚBLICOS, y al señor Contralor General de la República, pidiéndole información concerniente a ENAJENACIÓN A SOCIEDAD MINERA AUSTRALIANA DE PARTICIPACIÓN DE CODELCO EN YACIMIENTO INCA DE ORO y sobre PRESENTACIÓN DE ASOCIACIÓN GREMIAL DE PESCADORES Y BUZOS MARISCADORES DE CALDERA POR IRREGULARIDADES EN REGISTRO PESQUERO ARTESANAL (ambos de la Región de Atacama).


De la señora RINCÓN:



A los señores Ministros de Educación y de Obras Públicas, pidiéndoles que informen sobre REPARACIÓN O RECONSTRUCCIÓN DE LICEO B-30 “FEDERICO HEISE MARTI”, COMUNA DE PARRAL (Región del Maule).
)----------(

El señor GIRARDI (Presidente).- Se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 19:40









Manuel Ocaña Vergara, 
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PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA RELATIVO A LA DURACIÓN DEL DESCANSO DE MATERNIDAD

(7526-13)

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto extender el postnatal a seis meses, mediante la creación del permiso postnatal parental, y modificar el Código del Trabajo y otros cuerpos legales en las materias que indica, dando así cumplimiento a una de las promesas que asumí con el pueblo de Chile durante la última campaña presidencial.

Con el fin de hacer las modificaciones legales necesarias a las normas del Código del Trabajo, para permitir el mejor cuidado de nuestros hijos e hijas y de la madre, convoqué, en conjunto con el Servicio Nacional de la Mujer, a una comisión interdisciplinaria de 14 expertos con alta excelencia profesional y técnica, de la cual se obtuvieron valiosos antecedentes y conclusiones, que sirven de base a este proyecto de ley que nos permite, como país, hacer un importante avance.

Porque en Chile, ser madre no debe ser un impedimento para tener trabajo, y tener trabajo no debe ser un impedimento para ser madre.

I.
ANTECEDENTES
El reconocimiento del valor de la maternidad, la familia y la infancia, hace que sea conveniente que el  Estado establezca las herramientas necesarias para proteger el embarazo y cuidado de los niños, particularmente de los más vulnerables.

Nuestras mujeres quieren ser madres, pero muchas veces se les dificulta poder hacerlo por el costo que ello implica y por las barreras existentes hoy, que impiden a la mayor parte de ellas poder trabajar y cuidar de buena manera a sus hijos.
Es fundamental para el desarrollo de Chile que tengamos niños sanos, felices y capaces de enfrentar los desafíos que se les vienen por delante. Ello solo será posible si enfocamos nuestros esfuerzos en darles un cuidado de calidad, particularmente en la primera infancia ya que, como sabemos, nadie cuida mejor a sus hijos que sus propios padres.

Nuestra Constitución señala que el Estado protege y reconoce a la familia como el núcleo fundamental de la sociedad. Son justamente esas familias a las que debemos entregarles las máximas herramientas para el pleno desarrollo tanto físico como humano de los niños, permitiéndoles así a todos sus integrantes alcanzar el cumplimiento de sus aspiraciones y metas.

Una situación que nos preocupa como país es la disminución de nuestra tasa de natalidad: hoy, las mujeres están teniendo 1,9 hijos, bastante por debajo de los 2,1 que son necesarios para renovar la población actual.

Chile se hace viejo y las familias están optando por tener menos niños. Por esto, debemos entregarles a las madres y padres de nuestro país el mayor apoyo.

II.
LA IMPORTANCIA DE LA PROTECCION A LA MATERNIDAD

La protección a la maternidad trae beneficios para toda la sociedad y es eso lo que la ley debe reconocer y proteger.
Para todas las mujeres es necesario contar con un periodo de recuperación posterior al parto.  De acuerdo a antecedentes médicos, en promedio las mujeres necesitan de nueve semanas de reposo y cuidados, lo que incluye lograr la recuperación física de los órganos reproductivos, la adecuación psicosocial a su nueva condición de madre, y la identificación precoz de complicaciones derivadas del embarazo y parto.
Por otra parte, los requerimientos  del recién nacido  hacen que  necesite de un tiempo junto a su madre, tiempo necesario tanto para su mayor desarrollo psicosocial como desde un punto de vista nutricional y físico.
Existe consenso entre los médicos respecto de la importancia que tiene el apego y la lactancia materna tanto para el desarrollo  físico como intelectual del menor. La leche materna es la principal fuente de nutrientes que necesitan los niños para un mejor desarrollo.  Los niños alimentados con leche materna son más sanos, ya que están más protegidos contra enfermedades como diarrea, neumonía, sobrepeso y diabetes, entre otras, y tienen mayores niveles de inteligencia.

Además de la lactancia, el apego que se genera desde el nacimiento y durante los primeros meses entre la madre y el niño, es fundamental para su desarrollo futuro.

Últimamente, se ha destacado también la importancia de la figura paterna en el desarrollo infantil temprano y existen estudios que muestran que el apego seguro materno y paterno se influyen mutuamente y de manera interdependiente. Adicionalmente, la participación del padre en el período perinatal se asocia con un mayor nivel de desarrollo cognitivo y social del niño, una menor tasa de depresión materna, menor estrés parental y una mayor participación del padre en la crianza del hijo durante su vida.

Por otra parte, la protección a la maternidad trae beneficios a la sociedad completa.  Efectivamente, la sociedad reconoce que es necesario para su desarrollo y permanencia el compensar a las mujeres el hecho de tener que dejar de trabajar por tener hijos.  La maternidad se considera un bien social y el Estado se hace cargo de apoyar a los padres en este proceso, en la medida de sus posibilidades.
El reconocimiento de todo lo anterior se hace, en la práctica, a través de la concesión de un periodo de descanso y del subsidio maternal.

La importancia que tiene para el Estado de Chile la protección de la maternidad para las madres y de los niños, nos ha llevado a que tengamos una de las legislaciones de protección a la maternidad más avanzadas y extensas de Latinoamérica.

En nuestro país, toda trabajadora embarazada tiene derecho a un permiso y subsidio por maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de éste, sin perjuicio de la posibilidad de que alguno de estos periodos se extienda en razón de su estado de salud (en caso que la madre presente alguna enfermedad o complicación asociada al embarazo o parto, su prenatal comenzará antes o su postnatal se prolongará). Durante todo ese tiempo, a la trabajadora le queda prohibido el trabajo y goza de un subsidio fiscal equivalente a la totalidad de sus remuneraciones, con un límite legal en relación a sus cotizaciones previsionales y de salud.
El total del permiso maternal financiado por el Estado, en Chile, es de dieciocho semanas.

Este permiso es uno de los más largos de toda Latinoamérica.  En general, el resto de los países de la región contemplan permisos por maternidad más breves, tanto en lo relativo al permiso prenatal como al postnatal, que se extiende mayoritariamente solo entre seis y ocho semanas.

Así también, si como consecuencia del alumbramiento se produce una enfermedad comprobada con certificado médico, que impida el regreso al trabajo por un plazo superior al postnatal, éste se prolonga por el tiempo que determine el médico o matrona encargado, mediante un postnatal suplementario.
A los padres adoptantes también se les reconoce el derecho de tener un periodo postnatal de doce semanas, pero solo cuando el niño es menor de seis meses.
En caso de enfermedad grave del hijo menor de un año, la madre tiene derecho a un permiso y subsidio de su remuneración, por el periodo que dure el permiso. Este derecho también lo puede ejercer el padre cuando la madre así lo prefiere si ambos trabajan o cuando el padre ejerce la tuición del menor.
Se trata de un permiso y un subsidio que no contemplan el resto de las legislaciones a nivel mundial y se trata, además, de una licencia única en su tipo, completamente financiada por el Estado.

Las trabajadoras de nuestro país gozan además de fuero maternal, que consiste en el derecho de toda mujer embarazada a no ser despedida por motivo de su maternidad, garantizándole la permanencia en su puesto de trabajo desde el momento del embarazo hasta un año después de expirado el descanso de maternidad. En caso de las trabajadoras adoptantes, el año se cuenta desde la fecha de la sentencia que confía el cuidado personal del menor.
El fuero maternal chileno es el más largo del mundo, alcanzando en total los 2 años. Muchos países no contemplan fuero y aquéllos que si lo tienen lo limitan a la vuelta de la mujer al trabajo después de su postnatal.
Las trabajadoras con hijos menores de 2 años en Chile gozan también de un permiso de una hora al día para dar alimento a su hijo menor de dos años, con cargo al empleador. Dicho período se considera como trabajado efectivamente para efectos del pago de las remuneraciones. El empleador, adicionalmente, está obligado a pagar los costos de movilización que la madre deba emplear para concurrir a dar alimento a su hijo.
Finalmente, se reconoce al padre el derecho a un permiso pagado por el empleador de 5 días desde el nacimiento del hijo, que puede utilizar desde el momento del parto y hasta un mes después de éste. En caso de trabajador adoptante, los cinco días se cuentan desde la fecha de la sentencia que entrega el cuidado personal del menor.
III.
PROBLEMAS DE NUESTRO SISTEMA ACTUAL
Sin perjuicio de la extensa protección antes referida, nuestro sistema actual tiene carencias de las cuales debemos hacernos cargo.

La duración actual del permiso maternal impide que madre e hijo puedan aprovechar los beneficios que tiene, para ambos, el estar juntos los primeros meses. Hoy, una madre vuelve a trabajar cuando su hijo tiene 12 semanas de vida y muchas veces tiene que salir a trabajar con él, exponiéndolo a una temperatura y ambientes que no son los más adecuados para la salud de un menor de esa edad.

De acuerdo a estudios médicos, una condición necesaria para una salud óptima de los menores es que tengan lactancia materna durante sus primeros seis meses de vida. Con el actual periodo de postnatal, esto es muy difícil para la gran mayoría de las madres, que deben volver a sus trabajos en largas jornadas, lo que les impide prolongar la lactancia más allá de las 12 semanas de postnatal.

Efectivamente, solo un 14% de las madres que trabajan fuera del hogar mantienen la lactancia exclusiva de los niños hasta los 6 meses, versus el 55% de las que se quedan en la casa, quienes si la mantienen.

Esta es una señal de que, si queremos niños más sanos, debemos entregar todas las herramientas que estén a nuestro alcance para que reciban un mayor periodo de lactancia materna.

La distribución rígida del tiempo del pre y postnatal actuales es otro de los inconvenientes de la legislación. Cada mujer vive sus embarazos de forma distinta, y para una mujer un embarazo es muy distinto de otro, y esa realidad no es reconocida por la legislación. Mientras algunas necesitan de las seis semanas de descanso prenatal para terminar de buena forma su embarazo, otras mantienen su ritmo de vida sin mayores cambios.

Además, existe evidencia científica y médica que el descanso previo al parto necesario es de al menos 2 a 3 semanas e idealmente de 3 a 4 semanas. La Organización Internacional del Trabajo no recomienda un periodo específico para el prenatal, sino solo un periodo total entre pre y postnatal de doce semanas.

La rigidez de los periodos de descanso actuales imposibilita a las mujeres chilenas y sus familias poder adaptar el tiempo del permiso de la manera que mejor satisfaga sus necesidades y las de sus hijos.

El sistema laboral actual dificulta el poder conciliar trabajo y familia y generar una mayor corresponsabilidad entre padres y madres.

Con el ingreso de la mujer al mundo del trabajo y su participación en el sustento económico del hogar, se debiera esperar un apoyo más sistemático de los hombres en las labores domésticas, especialmente aquellas asociadas al cuidado de los niños. Chile no alcanzará el verdadero desarrollo social y económico  si hombres y  mujeres no pueden participar activamente del mundo laboral y compartir más equitativamente las tareas del hogar y crianza de los hijos.
Los 5 días actuales de postnatal de los padres son solo una pequeña señal, pero sin duda no son suficientes.

Otro de los problemas que se ha presentado en la puesta en práctica de la legislación, dice relación con el permiso y subsidio por enfermedad grave del hijo menor de un año. Dicho permiso se ha prestado para mal uso, ya que muchas mujeres, utilizan este mecanismo con el objeto de aumentar artificialmente su periodo postnatal, con financiamiento del Estado.

Las cifras dan cuenta que este permiso es usado mayoritariamente por mujeres pertenecientes a los mayores niveles de ingreso, que son las que tienen los contactos necesarios para poder obtenerlo, lo que incrementa aún más los niveles de desigualdad con las madres y niños más vulnerables.

Hoy, en promedio, las mujeres agregan diez semanas y cinco días adicionales a su postnatal mediante este permiso. Esto hace que hoy en Chile tengamos un postnatal efectivo de 5 meses y medio.

Sobre las causas que dan origen a las licencias por enfermedad grave del hijo menor de un año, el 57% corresponde a reflujo gastroesofágico. La evidencia internacional, sin embargo, nos muestra que la incidencia de esta enfermedad es de sólo un 0,3% de los niños.

Los incentivos a usar de forma incorrecta este beneficio se deben a varias razones. En primer lugar, los médicos consideran que extender el postnatal a 6 meses a través de este mecanismo es por el bien de los niños, ya que reconocen la importancia de que la madre esté con su hijo durante los primeros 6 meses y lo pueda amamantar. En cuanto a las madres, ellas usan artificialmente este subsidio sin que haya ningún costo asociado a su  mala utilización: permanecen más tiempo con sus hijos, prolongan la lactancia y mantienen íntegramente su remuneración.

A pesar de todos los esfuerzos que se han puesto en tratar de disminuir este abuso, ello no ha sido posible.

Otro derecho que se debe perfeccionar es el fuero maternal. Su objetivo es asegurar que las mujeres no sean despedidas a causa de su embarazo o su condición de madres.

Siendo absolutamente relevante proteger el fuero, debemos igualmente perfeccionar la forma en la que está estipulada la ley para que ésta cumpla con su objetivo, y no se transforme en una traba que impida la contratación de mujeres para trabajos que, por su naturaleza, se extinguen, tales como los contratos a plazo fijo o por obra o faena determinada. Actualmente, en estos casos, si la mujer se embaraza, aunque termine la obra que dio origen al contrato, se necesita de un procedimiento de desafuero para poder poner fin a la relación laboral. En más del 95% de los casos el desafuero se concede, con todos los costos que el procedimiento conlleva: la mujer debe asumir los costos legales de su representación judicial y el empleador no quiere volver a contratar mujeres para este tipo de labores.

Esta realidad afecta fuertemente las oportunidades de acceso de las mujeres en este tipo de trabajos, particularmente en industrias intensivas en mano de obra como la construcción, donde se prefiere evitar contratar una mujer que deban mantener artificialmente, hasta por dos años adicionales al término del plazo u obra que dio origen a su contratación. Lo anterior, lejos de favorecer la inserción laboral de la mujer, la excluye de trabajos por esencia temporales.

En cuanto a la cobertura del sistema de protección a las madres trabajadoras, de acuerdo a las estadísticas del año 2009, de los 235.365 niños que nacieron, solo 83.997 madres gozaron del permiso y subsidio por maternidad.  Es decir, solo un tercio de los niños que nacen en nuestro país tienen derecho a que sus madres cuenten con la protección legal, lo que refuerza una mayor desigualdad entre ellos.

La baja tasa de participación laboral de la mujer y la precariedad, temporalidad e informalidad de su trabajo hace que menos de un tercio de los niños nacidos hoy en Chile tengan madres con algún tipo de protección a la maternidad.
Esta realidad se hace más dramática al conocer que los sectores con menor participación laboral  corresponden  a los quintiles de más bajos ingresos, y que son justamente estas madres las que tienen mayores dificultades para poder trabajar y cuidar de sus hijos. Estudios internacionales demuestran que permisos maternales más largos incrementan la participación laboral, especialmente de las madres más vulnerables.
Tenemos un desafío como país de permitir el acceso de más mujeres a la fuerza de trabajo y, con esto, al sistema de protección de la maternidad, permitiendo no solo que cuenten con los recursos necesarios para la satisfacción de las necesidades mínimas de sus familias y el mejor cuidado de sus hijos, que permita a las madres ser parte del desarrollo del país y que les  sentirse orgullosas de sí mismas, rompiendo el círculo de la pobreza.
El actual sistema de protección a la maternidad contempla el subsidio más regresivo que tiene el Estado chileno.  Del total de recursos gastados en el subsidio maternal, solo cinco por ciento se destina al quintil más pobre de nuestro país y más del cincuenta y dos por ciento a las madres del primer quintil de mayores ingresos de Chile.

Con el fin de cumplir el objetivo de proteger a los niños más vulnerables, necesitamos ampliar la cobertura de nuestras normas de protección, alcanzando a mujeres que hoy, por no cumplir con los requisitos, no se ven favorecidas por el subsidio y focalizar de mejor forma los recursos limitados del Estado en ellas haciendo un esfuerzo por revertir esta regresividad.

VI.
Objetivos del proyecto

Como candidato presidencial me comprometí con todas las mujeres de Chile a reconocer el valor de la maternidad y apoyarla; facilitar el acceso de la mujer al mundo del trabajo; y, al mismo tiempo, fortalecer la familia y encontrar una ecuación más justa y más inteligente en cómo distribuimos las labores y alegrías dentro de la familia. La modernización a la legislación laboral de protección de la maternidad debe permitir alcanzar tres grandes objetivos:
1. Garantizar el mejor cuidado de nuestros hijos
Quien mejor cuida de sus hijos son los padres, especialmente durante sus primeros meses, cuando más necesitan de su protección, cuidado y cariño.

Necesitamos garantizarles a las familias trabajadoras chilenas el apoyo necesario para el mejor cuidado de sus hijos, especialmente de los más vulnerables.

Debemos tener claro que la extensión del posnatal no solo corresponde a un beneficio para la madre sino que se vela para que el futuro de nuestro país, nuestros hijos, tengan una mejor salud y desarrollo y establezcan lazos de mayor apego con sus padres.

2. Permitir que más madres se beneficien con la protección a la maternidad

Mejoraremos la regresión que existe en la actual distribución del subsidio por pre y postnatal, focalizándolo en las madres más vulnerables. De este modo, se consigue un reparto más justo de los recursos estatales, llegando a las madres y niños que más los necesitan.

Queremos beneficiar también a aquellas mujeres trabajadoras más pobres que, por su condición de tener contratos temporales, muchas veces no acceden a los beneficios de la protección a la maternidad, por no estar trabajando en el momento de su prenatal. Así, con las normas introducidas en este proyecto, ellas recibirán el subsidio cuando se compruebe su historial de trabajadora.

Con mayores beneficios a la maternidad queremos incentivar la cotización previsional de las mujeres, ya que ello será necesario para que puedan gozar de su protección y subsidio.

3. Aumentar la corresponsabilidad de padre y madre en el cuidado de los hijos y facilitar una mayor conciliación entre familia y trabajo para los hombres y mujeres en nuestro país
La familia es el núcleo en el cual los niños desarrollan y forjan sus competencias y habilidades. Dicho contexto está nutrido esencialmente por las relaciones que se desarrollan entre los distintos integrantes de la familia, siendo los vínculos primordiales los de padre y madre con sus hijos.

Para el buen desarrollo y crianza de los niños no solo es necesario que tengan una relación directa frecuente con la madre, sino que también se reconoce la importancia del padre en la crianza. La legislación, de a poco, ha dado reconocimiento a esto, a través del permiso paternal por el nacimiento de un hijo o la posibilidad que el padre sea quien ejerza el permiso por enfermedad grave del hijo menor de un año, entre otros. Sin embargo, consideramos que la modificación de  nuestra actual legislación es  la oportunidad de dar una señal muy clara al país sobre la importancia de una mayor participación de los padres en la crianza y abrir espacios para ella.

Si bien existe un acuerdo sobre la importancia de la familia como núcleo principal de la sociedad, desgraciadamente cada vez entregamos menos atribuciones a las familias para decidir sobre el cuidado y crianza de sus hijos.

De este modo, proponemos que la ampliación del postnatal se haga a través de la implementación de un permiso postnatal parental, que se ejerza una vez terminado el postnatal actual, entregándole a la familia el derecho a un permiso y subsidio, que puede ser ejercido por el padre o la madre, a determinación de esta.

Con esto, no solo damos un fuerte señal sobre la relevancia de que la corresponsabilidad de ambos padres en el cuidado de los hijos y del hogar sea promovido desde la legislación, sino que ponemos énfasis en la relevancia de entregarle mayores atribuciones a la familia en la implementación de políticas públicas.

En definitiva, el proyecto que hoy presentamos reconoce que es necesario modernizar nuestra actual legislación de protección a la maternidad para dar un gran salto que nos permita proyectarnos hacia futuro, mediante el fortalecimiento de estos derechos, el incremento de su cobertura, la mejora en sus plazos, la superación de sus rigideces, el incentivo a la corresponsabilidad, la disminución de las discriminaciones contra la mujer y la focalización de los recursos del Estado en las familias y niños más vulnerables de nuestro país.
VII.
Contenido del proyecto
a)
Descanso de maternidad

El proyecto contempla dejar sin modificaciones el actual régimen de pre y posnatal en cuanto a su duración y subsidio. Esto es, descanso de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él y un subsidio pagado por el Estado. Se trata de derechos laborales adquiridos, que respetamos y protegemos.

b)
Adopciones

Reconociendo que el periodo postnatal no solo se otorga en beneficio de la madre que se recupera del parto, sino que también en beneficio de los niños y el vínculo que generan con sus padres en los primeros meses, los padres de hijos adoptados menores de 6 meses gozarán tanto del periodo de postnatal como del nuevo periodo de postnatal parental, de acuerdo a las normas generales.

Sin embargo, hoy en Chile el 77% de los niños adoptados tienen más de seis meses al momento de la adopción (SENAME, 2010). Se trata de menores que, sin ser recién nacidos, por la especial situación en la cual se encuentran, es necesario que pasen un periodo de adaptación junto a sus nuevos padres, construyendo lazos de apego y cuidado. Por este motivo, se propone conceder al adoptante el periodo de permiso postnatal parental, con el correspondiente subsidio.

c)
Nuevo permiso postnatal parental

El proyecto de ley cumple con la promesa presidencial de ampliación del postnatal, a través de la creación del permiso postnatal parental, consistente en un tiempo de descanso inmediato al periodo postnatal, del cual puede hacer uso la madre o el padre, a elección de la primera. De este modo, se reconoce la importancia que sea cada una de las familias las que elijan la forma de cuidar a sus hijos que mejor se adapte a sus necesidades y realidad, incorporando el concepto de corresponsabilidad: padre o madre pueden usar el permiso.

El permiso postnatal parental es de doce semanas, seis de las cuales la madre puede traspasar al padre.

Este permiso constituye un derecho irrenunciable para todas las madres trabajadoras.

Durante este periodo la madre recibirá un subsidio equivalente a su remuneración, con un tope de 30 UF.  Si bien el ideal es que este nuevo  subsidio financie completamente las remuneraciones de todas las mujeres trabajadoras, en la práctica ello no es posible. Hay recursos escasos y que deben ser distribuidos de la mejor forma posible, evitando que la entrega de este nuevo subsidio incremente aún más la regresividad de los subsidios maternales. Debemos utilizar los recursos de todos los chilenos de la mejor forma posible, focalizándolos en aquellos que más lo necesitan.

Todas las madres trabajadoras con derecho a postnatal también tendrán el derecho de trabajar parcialmente desde el tercer mes para completar la remuneración no cubierta por el subsidio, si así ellas lo quisieran, y sin perder el subsidio.

El permiso parental podrá ser ejercido completo por la madre  o fraccionado en 6 semanas para la madre y 6 semanas para el padre, siempre a elección de la madre, con goce del subsidio que le corresponde a ella. En caso de que lo tome el padre, deberán ser las últimas 6 semanas de este permiso.
d)
Enfermedad grave hijo menor de un año
Otro de los temas de los cuales se hace cargo la presente iniciativa es solucionar el mal uso que se ha dado de los permisos por enfermedad grave del hijo menor de un año.

El permiso se mantiene de la misma forma que el que existe en la actualidad, rigiendo solo una vez que hayan sido ejercidos los derechos a pre, postnatal y permiso postnatal parental.

Sin embargo, reconociendo que existen diferentes tipos de enfermedades que afectan a los recién nacidos, se distingue entre enfermedades graves y gravísimas, que serán determinadas mediante un decreto supremo, expedido por el Ministerio de Salud.

Para las enfermedades que sean consideradas gravísimas se mantiene el actual sistema de subsidio y para las graves se establece un permiso y subsidio equivalente a la remuneración de la madre, con tope de 30 unidades de fomento y con copago escalonado de acuerdo al tramo del ingreso de la madre.

Otro mecanismo que se introduce para evitar el fraude en este tipo de licencias consiste en que el médico, al concederla, debe hacer un informe detallado y fundado en el cual conste la necesidad de su otorgamiento.

Con estas medidas, habrá certidumbre en la fecha en que las madres vuelven a sus trabajos.

e)
Fuero
Reconociendo la importancia que tiene el fuero en la protección de la maternidad, a fin de favorecer el ingreso de las mujeres al mercado remunerado formal, se propone mantener el fuero, pero modificando algunos aspectos del actual sistema.

Así, el presente proyecto de ley se hace cargo no seguir prolongando el fuero maternal con la extensión del post natal, haciendo que se mantenga su inicio junto con el embarazo y hasta un año después del nacimiento del niño.

La principal innovación, a fin de acabar con la discriminación de la mujer en los contratos a plazo fijo o por obra, se encuentra en hacer coincidir la duración del fuero en con el término de la obra o plazo que dio origen al contrato.

f)
Aumento de cobertura

Uno de los objetivos que se deben ir logrando en cuanto a la protección de la maternidad de las mujeres trabajadoras es ir ampliando su cobertura, con el objeto de ir abarcando a la mayor cantidad de mujeres posible.

Una situación particular se da en aquellas mujeres que, teniendo un trabajo formal, tienen contratos a plazo fijo o por obra o faena, como las trabajadoras agrícolas de temporada. En estos casos, la mujer que trabaja a través de alguna de estas modalidades, no es contratada cuando está embarazada, no teniendo entonces cotización el mes previo de comenzar su prenatal, por lo que no tiene derecho a las normas de protección de maternidad. Esta situación afecta particularmente a las mujeres de menores ingresos.

Por lo anterior, se extiende la aplicación del permiso y subsidio de pre y postnatal a aquellas mujeres cumplan con los siguientes requisitos:

· Integrar un hogar perteneciente al 20% más pobre de la población;

· Tener doce meses de afiliación previsional antes del embarazo;

· Tener 8 o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en los 24 meses anteriores al embarazo;

· Que su última cotización haya sido en virtud de un contrato a plazo fijo, o por obra o faena, dentro de los cuales se entienden incorporadas las trabajadoras agrícolas de temporada.

Con estas modificaciones, quedan cubiertas con las normas de protección a la maternidad de mujeres trabajadoras todas aquellas madres que tienen un contrato indefinido; aquellas con contrato a plazo fijo o por obra o faena; y, las trabajadoras independientes.
En mérito de las consideraciones expuestas, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2002, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social:
1) Reemplázase los artículos 195 a 199 y 200 a 201, por los siguientes:

“Art. 195.- Las trabajadoras tendrán derecho a un descanso de maternidad de seis semanas antes del parto y doce semanas después de él. Con todo, hasta dos semanas del reposo prenatal podrán ser traspasadas por la trabajadora a su periodo de descanso postnatal, en caso de contar con expresa autorización del médico tratante. En cualquier caso, si se presentaren cuadros que ameriten reposo, a juicio del profesional tratante, se iniciará inmediatamente el reposo prenatal, quedando sin efecto el traspaso del tiempo restante al descanso postnatal.
El padre tendrá derecho a un permiso pagado de cinco días en caso de nacimiento de un hijo, el que podrá utilizar a su elección desde el momento del parto, y en este caso será de forma continua, excluyendo el descanso semanal, o distribuirlo dentro del primer mes desde la fecha del nacimiento. Este permiso también se otorgará al padre que se encuentre en proceso de adopción, y se contará a partir de la notificación de la resolución que otorgue el cuidado personal o acoja la adopción del menor, en conformidad a los artículos 19 y 24 de la ley N° 19.620. Este derecho es irrenunciable.
Si la madre muriera en el parto o durante el periodo de permiso posterior a éste, dicho permiso o el resto de él que sea destinado al cuidado del hijo, corresponderá al padre o a quien le fuere otorgada la custodia del menor, quien gozará del fuero establecido en el artículo 201 de este Código y tendrá derecho al subsidio a que se refiere el artículo 198.

El padre que sea privado por sentencia judicial del cuidado personal del menor, perderá el derecho a fuero y subsidio establecidos en el inciso anterior.

Los derechos referidos en el inciso primero no podrán renunciarse y durante los períodos de descanso queda prohibido el trabajo de las mujeres embarazadas y puérperas.
Asimismo, no obstante cualquiera estipulación en contrario, deberán conservárseles sus empleos o puestos durante dichos períodos, incluido el periodo establecido en el artículo 197 bis.
Art. 196.- Si durante el embarazo se produjere enfermedad como consecuencia de éste, comprobada con una licencia médica, la trabajadora tendrá derecho a un descanso prenatal suplementario. En estos casos, no se podrá optar por el traspaso de semanas de descanso a que alude el inciso primero del artículo 195.

Si el parto se produjere después de las seis semanas siguientes a la fecha en que la mujer hubiere comenzado el descanso de maternidad, el descanso prenatal se entenderá prorrogado hasta el alumbramiento y desde la fecha de éste se contará el descanso puerperal, lo que deberá ser comprobado, antes de expirar el plazo, con la correspondiente licencia médica.
Si como consecuencia del alumbramiento se produjere enfermedad comprobada por una licencia médica, que impidiere regresar al trabajo por un plazo superior al descanso postnatal, el descanso puerperal será prolongado.
Art. 197.- Para hacer uso del descanso de maternidad, señalado en el artículo 195, deberá presentarse al jefe del establecimiento, empresa, servicio o empleador un certificado médico o de matrona que acredite que el estado de embarazo ha llegado al período fijado para obtenerlo. Para hacer uso del derecho a trasladar dos semanas del prenatal establecido en el artículo 195, se deberá presentar junto a este certificado, la autorización por escrito del médico o matrona tratante, diez días antes del inicio de dicho período.
El descanso se concederá de acuerdo con las formalidades que especifique el reglamento.

Art. 197 bis.- Durante las doce semanas siguientes inmediatas al término del periodo postnatal, existirá un permiso postnatal parental a favor de la madre; no obstante, a elección de aquélla, el padre trabajador podrá hacer uso de dicho permiso a partir de la sexta semana del mismo. La mujer o el padre trabajador que se encuentre haciendo uso de este permiso recibirá el subsidio mencionado en el artículo 198. La base de cálculo del subsidio que origine el permiso postnatal parental, no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 unidades de fomento, al valor que tenga ésta al último día de cada mes anterior al pago, y en la determinación de su monto se considerarán siempre las remuneraciones de la madre, independiente de quien haga uso del permiso. Este tope será también aplicable a las remuneraciones que deban enterarse a los funcionarios de la administración del Estado cuando hagan uso del permiso postnatal parental. Este subsidio se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

Con todo, cuando la madre hubiere fallecido o el padre tuviere el cuidado personal del menor por sentencia judicial, le corresponderá el permiso establecido en el inciso anterior, a este último.
La madre o padre cuya remuneración imponible no sea cubierta completamente por el subsidio, podrá trabajar a jornada reducida durante el período correspondiente al permiso postnatal parental. Durante este periodo, la remuneración que se obtenga por la jornada respectiva, sumada al subsidio, en ningún caso podrá superar al promedio de las tres últimas remuneraciones anteriores  al inicio de su descanso prenatal, en el caso de la madre, o al inicio del permiso postnatal parental en el caso del padre.
En caso que el derecho establecido en el inciso anterior, se ejerciere ante el empleador, la madre deberá comunicarle mediante carta certifica, enviada al domicilio del empleador 45 días antes del término del periodo postnatal, si decide hacer uso de este derecho.

En caso que el padre haga uso del permiso establecido los incisos anteriores, deberá comunicarlo por escrito a su empleador, mediante carta certificada enviada al domicilio de este con a lo menos diez días de anticipación al  comienzo del uso del permiso. Copia de dicha comunicación deberá ser remitida, dentro del mismo plazo, al empleador de la mujer y a la Inspección del Trabajo.

El empleador que obstaculice o impida el uso del permiso establecido en los incisos precedentes, será sancionado con multa a beneficio fiscal de 14 a 150 unidades tributarias mensuales. Cualquier infracción a lo dispuesto en este inciso, podrá ser denunciada a la Inspección del Trabajo, entidad que también podrá proceder de oficio a este respecto.
Art. 198.- La mujer que se encuentre en el periodo de descanso de maternidad a que se refiere el artículo 195, de descansos suplementarios y de plazo ampliado señalados en el artículo 196; como también los trabajadores que hagan uso del permiso postnatal parental, recibirán un subsidio calculado conforme a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en el artículo 197 bis, del cual sólo se deducirán las imposiciones de previsión y descuentos legales que correspondan.

Art. 199.- Cuando la salud de un niño menor de un año requiera de atención en el hogar, centro hospitalario u otro donde se le proporcionen los cuidados necesarios, con motivo de enfermedad grave o gravísima, la madre trabajadora tendrá derecho al permiso y subsidio mencionado en el artículo anterior. En el caso de las enfermedades graves, la base de cálculo del referido subsidio no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 unidades de fomento, considerando el valor de ésta al último día de cada mes anterior al pago, y se determinará de conformidad al artículo 8 bis del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Respecto de las enfermedades graves, sólo podrá ejercerse el derecho establecido en este artículo una vez vencido el descanso postnatal y extinguido el plazo señalado en el inciso primero del artículo 197 bis.

En el caso que ambos padres sean trabajadores, cualquiera de ellos y a elección de la madre, podrá gozar del permiso y subsidio referido en el inciso anterior. Tratándose de las enfermedades graves o gravísimas del hijo, para la determinación de la base de cálculo del subsidio, se considerarán siempre las remuneraciones de la madre, independiente de quien haga uso del permiso. Con todo, gozará de los beneficios antes señalados el padre, cuando la madre hubiere fallecido o a él le hubiese sido otorgado el cuidado personal del menor por sentencia judicial.
El carácter de enfermedad grave o gravísima deberá ser acreditado mediante una licencia médica otorgada por el profesional tratante. Dicho profesional, al otorgar la respectiva licencia médica, precisará el diagnóstico del menor; el carácter de grave o gravísima de la enfermedad, y acompañar un informe fundado que detalle los procedimientos utilizados para determinar la patología y que justifique la necesidad de cuidado permanente.
Las enfermedades que se considerarán como graves o gravísimas para acceder a esta licencia, serán determinadas, por un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Salud y suscrito también por el Ministro de Hacienda, el que será actualizado, a lo menos, cada tres años. Para la determinación de dichas patologías se estará al procedimiento establecido en un reglamento dictado por el Ministerio de Salud, el que también deberá ser suscrito por los Ministros de Hacienda y del Trabajo y Previsión Social.
Tendrá también derecho a este permiso y subsidio, la trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad inferior a un año, respecto de quien se le haya otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección. Este derecho se extenderá al cónyuge, en los mismos términos señalados en los incisos anteriores.

Si los beneficios precedentes fueren obtenidos en forma indebida, los profesionales o trabajadores involucrados serán solidariamente responsables con los beneficiarios de los subsidios de la restitución de las prestaciones pecuniarias percibidas.
Sin perjuicio de lo establecido en el inciso anterior, las personas que incurran en falsedad en la solicitud, obtención, otorgamiento y tramitación de licencias médicas o permisos regulados en este título, o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, o en uso malicioso de ellos, serán sancionadas con las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal. Se entenderá que incurre en falsedad, el que ejecutare cualquiera de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del artículo 193 del Código Penal.

Desde la formalización de la investigación, el tribunal, a petición del fiscal o del querellante, podrá disponer, respecto del profesional que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo  inferior que fije el tribunal fundadamente.
Art. 200.- La trabajadora o el trabajador que tenga a su cuidado un menor de edad, por habérsele otorgado judicialmente la tuición o el cuidado personal como medida de protección, tendrá derecho al permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis. Además, cuando el menor tuviere menos de seis meses, le será aplicable el permiso postnatal establecido en el artículo 195.

A la correspondiente solicitud de permiso, el trabajador o la trabajadora, según corresponda, deberá acompañar necesariamente una declaración jurada suya de tener bajo su tuición o cuidado personal al causante del beneficio y un certificado del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor como medida de protección.
Art. 201.- Durante el período de embarazo y hasta un año después del nacimiento del niño la trabajadora gozará de fuero laboral y estará sujeta a lo dispuesto en el artículo 174. En caso que el padre haga uso del permiso postnatal parental del artículo 197 bis, también gozará de fuero laboral por un periodo equivalente al doble de la duración de su permiso, a contar de los diez días anteriores al comienzo del uso del mismo. En este caso, la duración del fuero de la madre señalado en el inciso anterior, se reducirá en el equivalente al período de fuero ejercido por el padre.

Tratándose de mujeres o de hombres solteros o viudos que manifiesten al tribunal su voluntad de adoptar un hijo en conformidad a las disposiciones de la Ley de Adopción, el plazo de un año establecido en el inciso primero se contará desde la fecha en que el juez, mediante  resolución dictada al efecto, confíe a estos trabajadores el cuidado personal del menor en conformidad al artículo 19 de la Ley de Adopción o bien le otorgue la tuición en los términos del inciso tercero del artículo 24 de la misma ley.

Sin perjuicio de lo antes indicado, cesará de pleno derecho el fuero establecido en el inciso precedente desde que se encuentre ejecutoriada la resolución del juez que decide poner término al cuidado personal del menor o bien aquella que deniegue la solicitud de adopción. Cesará también el fuero en el caso de que la sentencia que acoja la adopción sea dejada sin efecto en virtud de otra resolución judicial.
Si por ignorancia del estado de embarazo o del cuidado personal o tuición de un menor en el plazo y condiciones indicados en el inciso tercero precedente, se hubiere dispuesto el término del contrato en contravención a lo dispuesto en el artículo 174, la medida quedará sin efecto, y la trabajadora volverá a su trabajo, para lo cual bastará la sola presentación del correspondiente certificado médico o de matrona, o bien de una copia autorizada de la resolución del tribunal que haya otorgado la tuición o cuidado personal del menor, en los términos del inciso tercero, según sea el caso, sin perjuicio del derecho a remuneración por el tiempo en que haya permanecido indebidamente fuera del trabajo, si durante ese tiempo no tuviere derecho a subsidio. La afectada deberá hacer efectivo este derecho dentro del plazo de 60 días hábiles contados desde el despido.

No obstante lo dispuesto en el inciso primero, si el término del fuero se produjere mientras la mujer estuviere gozando del descanso maternal o permiso parental a que aluden los artículos 195, 196 y 197 bis, aquélla continuará percibiendo el subsidio mencionado en el artículo 198 hasta la conclusión del período de descanso o permiso. Para los efectos del subsidio de cesantía, si hubiere lugar a él, se entenderá que el contrato de trabajo expira en el momento en que dejó de percibir el subsidio maternal.
Con todo, tratándose de trabajadores o trabajadoras cuyos contratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra, servicio o faena determinada, el fuero establecido en este artículo los amparará sólo durante la vigencia del respectivo contrato, sin que se requiera solicitar su desafuero al término de ellos.”.

2) Introdúcese el siguiente inciso final, nuevo, al artículo 206:

“No gozarán del derecho establecido en este artículo las trabajadoras cuya jornada de trabajo sea parcial, o reducida de conformidad al artículo 197 bis.”
Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, que establece normas comunes para subsidios por incapacidad laboral de los trabajadores dependientes del sector privado:

1) Modifícase el artículo 8° del siguiente modo:
a) Reemplázase en su inciso segundo la oración “y del inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “del inciso segundo del artículo 196 y del artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo.”

b) Intercálese el siguiente inciso tercero nuevo:

“La base de cálculo del subsidio que origine el permiso postnatal parental del artículo 197 bis del Código del Trabajo, no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 Unidades de Fomento, al valor que tenga esta al último día de cada mes al pago, y en la determinación de su monto se consideraran siempre las remuneraciones de la madre independiente de quien haga uso del permiso.”

c) Reemplázase en su inciso cuarto la oración “y el inciso segundo del artículo 196, ambos del Código del Trabajo” por la siguiente “el inciso segundo del artículo 196 y el artículo 197 bis, todos del Código del Trabajo”.

2) Introdúcese el siguiente artículo 8 bis, nuevo:

“Artículo 8 bis.- El subsidio establecido en el artículo 199 del Código del Trabajo para aquellas enfermedades consideradas como graves, será calculado de acuerdo a la siguiente regla:

a) Si la base de cálculo determinada de conformidad al inciso primero del artículo 8°, fuere inferior o igual a 16 unidades de fomento, el subsidio se determinará de acuerdo a las reglas generales;
b) Si la base de cálculo determinada de conformidad al inciso primero del artículo 8°, fuere superior a 16 unidades de fomento e inferior o igual a 25, el subsidio será igual a un 100% de 16 unidades de fomento; más un 85% del monto de la base de cálculo que exceda las 16 unidades de fomento;

c) Si la base de cálculo determinada de conformidad al inciso primero del artículo 8°, fuere superior a 25 unidades de fomento, el subsidio será igual al 100% de 16 unidades de fomento, más el 85% de 9 unidades de fomento, y además se le sumará el 75% de la parte de la base de cálculo que exceda 25 unidades de fomento.

Con todo, la base de cálculo del referido subsidio no podrá exceder a la cantidad equivalente a 30 unidades de fomento. Para todos los casos, el valor de la unidad de fomento corresponderá al que tenga al último día de cada mes anterior al pago.

El monto diario del subsidio establecido en el inciso primero de este artículo, será una cantidad equivalente a la trigésima parte del monto total del subsidio determinado de conformidad a las letras anteriores.

El subsidio derivado de este permiso por enfermedad grave, se calculará sobre la remuneración o renta imponible de la madre, independiente de quien haga uso del mismo.
Para aquellas enfermedades consideradas como gravísimas, según lo dispuesto en el artículo 199 del Código del Trabajo, el cálculo del subsidio se realizará conforme a las normas generales, no siendo aplicable lo establecido en los incisos anteriores.”
3) Introdúcese el siguiente artículo 9°, nuevo:

“Artículo 9°.- Las mujeres que integren un hogar perteneciente al veinte por ciento más pobre de la población de Chile conforme al instrumento de focalización que se fije en el reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda, que a la sexta semana anterior al parto, no tenga un contrato de trabajo vigente, tendrán derecho al subsidio establecido en este artículo siempre que cumplan con los siguientes requisitos copulativos:

a) registren doce o más meses de afiliación, con anterioridad al inicio del embarazo.

b) registren ocho o más cotizaciones, continuas o discontinuas, en calidad de trabajadora dependiente, dentro de los últimos veinticuatro meses calendario inmediatamente anteriores al inicio del embarazo.
c) que la última cotización más cercana al mes anterior al embarazo se haya registrado en virtud de cualquier tipo de contrato de trabajo a plazo fijo, o por obra, servicio o faena determinada.
El subsidio establecido en este artículo se financiará con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares del decreto con fuerza de ley N° 150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. En este caso, la base de cálculo para la determinación del monto del subsidio será una cantidad equivalente al promedio de la remuneración mensual neta, del subsidio, o de ambos, devengados por la mujer en los veinticuatro meses calendarios, inmediatamente anteriores al inicio del embarazo, dividido por veinticuatro. En todo caso, a contar de la decimonovena semana de subsidio, la base de cálculo no podrá exceder de 30 unidades de fomento, considerando el valor de esta al último día de cada mes anterior al pago. El monto diario del subsidio de este artículo será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo.

Para efectos del cálculo de este promedio, cada remuneración mensual neta, subsidio, o ambos, se reajustarán conforme a la variación experimentada por el Índice de Precios al Consumidor entre el último día del mes anterior al del devengamiento de la remuneración, subsidio, o ambos, y el último día del mes anterior al del pago del subsidio establecido en este artículo.
El subsidio se otorgará hasta por un máximo de treinta semanas y comenzará a devengarse a partir de la sexta semana anterior al parto. Si el parto ocurriere en una fecha anterior a la sexta semana, la duración del subsidio se reducirá en el número de días y/o semanas en que se haya adelantado el parto.

Sobre el monto del subsidio, las beneficiarias deberán cotizar el 7% para salud. Además, sobre ese mismo monto, las beneficiarias afiliadas al sistema de pensiones del decreto ley N° 3.500, de 1980, deberán efectuar, además, las cotizaciones a que se refiere el artículo 17 del citado decreto ley.
Las normas que rigen para los trabajadores independientes referidas a licencias médicas serán aplicables a la tramitación, autorización y pago del subsidio de este artículo.

Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, la supervigilancia y fiscalización del subsidio establecido en este artículo. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y la presente ley. La Superintendencia dictará las normas necesarias, las que serán obligatorias para todas las instituciones o entidades que intervienen en el mencionado subsidio.
4) Agrégase en el inciso segundo del artículo 22, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido lo siguiente: “Para efectos del inciso primero, la remuneración tendrá un límite máximo imponible de treinta unidades de fomento, al valor que tenga ésta al último día de cada mes anterior al pago, respecto de los trabajadores que trabajen a jornada reducida, en virtud de lo dispuesto en el inciso 3° del artículo 197 bis del Código del Trabajo y mientras hagan uso de esta jornada reducida.”.

Artículo 3°.- La presente ley entrará en vigencia al momento de su publicación en el Diario Oficial.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo Primero Transitorio.- Aquellas mujeres que se encontraren haciendo uso de su periodo pre o postnatal a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán hacer uso del permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis del Código de Trabajo. La madre cuya remuneración o renta imponible sea superior a 30 unidades de fomento deberá comunicar a su  empleador si va a hacer uso este derecho en jornada parcial o completa, antes del término de su periodo postnatal.

Las mujeres que hayan terminado su descanso postnatal de conformidad a las reglas vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la referida fecha, podrán utilizar el permiso parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.

Artículo Segundo Transitorio.- Las mujeres que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren gozando de fuero maternal, se regirán por la legislación vigente al momento de originarse el fuero.
Artículo Tercero Transitorio.- Aquellas personas que a la fecha de entrada en vigencia de la ley, se encontraren haciendo uso de licencia por enfermedad grave del niño menor de un año, y este tenga menos de 6 meses, podrán seguir haciendo uso de ésta hasta su término o hasta que cumpla los 6 meses de edad, caso en el que pasará a regirse por esta ley.
Asimismo, quienes se encontraren haciendo uso de licencia por enfermedad grave del niño menor de un año, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, y el causante tenga más de 6 meses de edad, seguirán recibiendo el subsidio en los términos establecidos con anterioridad a esta ley hasta el término de la licencia.

La renovación de la licencia o el otorgamiento de una nueva con posterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se regirán por este cuerpo legal.

Artículo Cuarto Transitorio.- Los padres adoptivos que hayan terminado su descanso postnatal, sin que su hijo hubiese cumplido 6 meses de edad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán utilizar el permiso postnatal parental establecido en el artículo 197 bis, hasta la fecha en que el menor cumpla 6 meses, dando aviso de ello a su empleador con un plazo mínimo de 15 días de anticipación.
Artículo Quinto Transitorio.- Para los efectos del artículo 9 nuevo del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el subsidio establecido en dicho artículo, será aplicable respecto de aquellas mujeres cuya sexta semana anterior al parto se verifique con posterioridad a los ocho meses de entrada en vigencia de la presente ley.
Artículo Sexto Transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente esta ley, durante el año 2011, se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Sebastián PiñeraEchenique, Presidente de la República.- Felipe Larraín Bascuñán, Ministro de Hacienda.- Evelyn Matthei Fornet, Ministra del Trabajo y Previsión Social.- Jaime Mañalich Muxi, Ministro de Salud.- Carolina Schmidt Zaldívar, Ministra Directora Servicio Nacional de la Mujer
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PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL VICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE EXCLUYE A LOS MENORES DE EDAD DE LA LEGISLACIÓN SOBRE CONDUCTAS TERRORISTAS
(7529-07)
Honorable Senado:
En uso de mis facultades constitucionales, someto a vuestra consideración un proyecto de ley destinado a modificar la Ley Nº 18.314, que determina conductas terroristas y fija su penalidad, a fin de excluir la aplicación de la citada ley a las acciones ejecutadas por personas menores de 18 años.

Fundamentos del Proyecto
El 5 de octubre del año 2010, se promulgó la Ley Nº 20.467, que modifica disposiciones de la Ley Nº 18.314, que Determina Conductas Terroristas y Fija su Penalidad, la cual tuvo su origen en una iniciativa legal que buscaba perfeccionar nuestra legislación en materia de delitos terroristas, adecuándola a los estándares internacionales existentes en la materia.

Durante la tramitación del proyecto que dio origen a la Ley Nº 20.467, se propuso establecer expresamente que a los menores de dieciocho años que incurrieran en conductas tipificadas como terroristas se les aplicaría sólo la Ley Nº 20.084, que Establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal, y no la Ley Sobre Conductas Terroristas, en atención a lo dispuesto en la Convención Sobre los Derechos del Niño, excluyendo de manera total a los adolescentes de la aplicación de la citada ley.

Del estudio de la Historia Fidedigna de la Ley Nº 20.467, queda de manifiesto que el objetivo, tanto del Poder Legislativo como del Ejecutivo, fue excluir totalmente a los adolescentes de la aplicación de la legislación Sobre Conductas Terroristas, en virtud de la existencia de una normativa penal especial aplicable a ellos, cual es la Ley Nº 20.084 y las disposiciones del Derecho Internacional de los Derechos del Niño.

La Ley Nº 20.084 creó un régimen penal especial y diferenciado, tanto en sus aspectos sustantivos como procesales, atendida la calidad especial del sujeto a quien se dirige, lo que significó de parte del Estado de Chile el cumplimiento de los compromisos contraídos en esta materia, al ratificar la Convención Internacional Sobre los Derechos del Niño. A mayor abundamiento, cabe recordar que la Ley Nº 20.084 modificó el artículo 10 del Código Penal quedando a su actual redacción de la siguiente manera: “Art.10.- Están exentos de responsabilidad criminal: 2º El menor de dieciocho años. La responsabilidad de los menores de dieciocho años y mayores de catorce se regulará por lo dispuesto en la ley de responsabilidad penal juvenil”.

Asimismo y tal como lo ha señalado el Comité de los Derechos del Niño, a través de su Observación general Nº 10 del año 2007, la que establece “Los Derechos del Niño en la Justicia Penal de Menores”, uno de los principios rectores del derecho penal adolescente es el de la no discriminación, consagrado en el artículo segundo de la Convención, el que dispone: Los estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna independiente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus representantes legales”. Es decir, prescribe la obligación de los Estados Partes de adoptar todas las medidas necesarias para garantizar la igualdad de trato de todos los niños que tengan conflictos con la justicia, prestando especial atención a los niños que pertenecen a minorías raciales, étnicas, religiosas o lingüísticas, los niños indígenas, las niñas, los niños con discapacidad, entre otros.

En virtud de lo anterior, la Ley Nº 20.467, establece en el inciso primero del artículo tercero que “Si las conductas tipificadas en la Ley Nº 18.314 o en otras leyes fueren ejecutadas por menores de dieciocho años, por aplicación del principio de especialidad se aplicará siempre el procedimiento y las rebajas de penas contempladas en la Ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad penal adolescente”.

Sin embargo, luego de su entrada en vigencia, en la práctica, no ha existido un cambio sustancial en materia justicia juvenil y lay antiterrorista, ya que producto de interpretaciones que no van en línea con la modificación que en este sentido se quiso impulsar, ésta última legislación se ha seguido invocando en casos en que se les imputa responsabilidad a los adolescentes por esta clase de conductas.

Actualmente, si bien no existen condenas contra menores de edad que se funden en la tipificación de los delitos contenidos en la Ley Nº 18.314, en la investigación y el procedimiento penal seguido contra adolescentes, se ha invocado y utilizado el citado cuerpo normativo, llegando a formalizarse a estos últimos por delitos terroristas, Con ello, se ha permitido en la práctica hacer uso de las especiales atribuciones investigativas y las particulares medidas cautelares en contra de menores de edad que la calificación de un delito como terrorista permite decretar. Este tipo de actuaciones procesales se ha materializado, por vía ejemplar, en la mantención de la prisión preventiva en contra de un menor formalizado por delito terrorista, no obstante contar con aprobación mayoritaria de la Corte de Alzada respectiva para revocar la medida, puesto que por disposición constitucional, tratándose de delitos terroristas, se requiere de la unanimidad de los miembros de la Corte para la revocación. Esto pone de manifiesto que el uso procesal del tipo penal terrorista no resulta inocuo contra adolescentes, aún cuando la sentencia definitiva no se condene al menor por dicho ilícito, al abrir un abanico de herramientas ajenas a un  sistema penal especial que tienda a proteger y reeducar a los adolescentes, llegando a permitir la aplicación de restricciones que rompen el principio de proporcionalidad de las medidas cautelares, consagrado expresamente en el artículo 33 de la Ley Nº 20.084.

Es por ello que para el Gobierno que presido es de suma importancia plasmar de manera indudable aquello que se persiguió con la promulgación de la Ley Nº 20.467 ya referida, y concretar así la adecuación de la legislación Sobre Conductas Terroristas, a los principios del derecho penal especial de adolescentes, a la Convención Sobre los derechos del Niño y a las normas contenidas en los Tratados Internacionales ratificados por Chile sobre Infancia que se encuentran vigentes.

Cabe señalar que la exclusión de la aplicación de la legislación antiterrorista contra los adolescentes que propugna la presente iniciativa, no implicará en caso alguno la impunidad de conductas ilícitas cometidas por dichos sujetos, sino sólo su penalización conforme a los tipos penales generales de nuestro ordenamiento en concordancia con el sistema especial consagrado por la Ley Nº 20.084.

En este sentido, el proyecto que someto hoy a vuestra consideración establece un nuevo artículo a la Ley Nº 18.314, para explicitar fuera de toda posibilidad de duda que lo dispuesto en la citada ley no se aplicará en caso alguno a los menores de 18 años.

En consecuencia, tengo el honor cíe someter a vuestra consideración, el siguiente:
Proyecto de Ley
“Articulo 1°.- Introdúcese un nuevo inciso segundo, al artículo primero de la Ley Nº 13.314, que “Determina Conductas Terroristas y Fija su Penalidad”:

“La presente ley no se aplicará a las conductas ejecutadas por personas menores de 18 años.

Articulo 2°.- Suprímese el inciso primero del artículo 3° de la Ley Nº 20.467.” 
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Vicepresidente de la República.- Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia.
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PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA SOBRE INDULTO GENERAL
(7533-07)
Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto otorgar un indulto conmutativo general a quienes cumplan determinadas condiciones que se individualizan.

I.
ANTECEDENTES
Responsabilidad permanente del Estado es velar por las condiciones en que las personas privadas de libertad cumplen sus condenas. Dada la particular relevancia que tiene para este Gobierno la tarea antes mencionada, es que nos encontramos desarrollando distintos esfuerzos destinados  a mejorar la infraestructura, equipamiento y dotación de nuestro sistema penitenciario.

No obstante la dedicación con que hemos estado trabajando en estos cambios, es un hecho de público conocimiento el alto nivel de hacinamiento que se vive en nuestros recintos penales desde hace décadas, y cuya superación es imposible de alcanzar en el corto plazo.

Para este Gobierno, abordar la crisis penitenciaria que enfrenta nuestro país resulta un imperativo, no sólo en razón del deber de garantía de los derechos fundamentales de las personas condenadas, sino también por motivaciones de seguridad pública.
En la medida que mejoremos las condiciones de habitabilidad, de rehabilitación y de reinserción, comienza a ser verdaderamente posible la generación de condiciones aptas para disminuir los niveles de reincidencia.
En dicho contexto, este Gobierno estima esencial propiciar un conjunto de medidas tendientes a mejorar las actuales condiciones de los establecimientos penitenciarios, con miras a brindar un trato digno y humanitario a quienes se encuentran cumpliendo penas privativas o restrictivas de libertad; y con el objeto también de reducir el elevado y generalizado nivel de hacinamiento e inhabitabilidad que se vive en nuestras cárceles y centros de detención, en los que se registra cerca de un 60% de sobrepoblación penal.

Un punto crítico para el favorecimiento de las condiciones de ejecución de condenas, lo constituye la descongestión de nuestro sistema penitenciario. La consecución de este objetivo supone naturalmente la construcción, ampliación y mejora de nuestra infraestructura carcelaria, tarea a la cual por cierto estamos abocados. Pero junto con ello, y considerando los tiempos que dichos esfuerzos suponen, también puede fomentarse la referida descongestión, mediante la aplicación racional del instituto del indulto. Ello, respecto de cierto tipo de condenados, en cuanto  hayan cumplido parte significativa de sus condenas y en la medida que su liberación no implique un compromiso para la seguridad pública.

II.
Objetivos y contenido del proyecto

El presente proyecto de ley tiene por finalidad otorgar un indulto conmutativo general que beneficie a las mujeres que actualmente se encuentren condenadas y privadas de libertad; a los condenados que actualmente se encuentran cumpliendo una condena bajo la modalidad del beneficio penitenciario de permiso de salida controlada al medio libre; y a los condenados que actualmente se encuentran cumpliendo una condena mediante el beneficio de la reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile.
Respecto del indulto general conmutativo aplicable a las mujeres condenadas que se encuentren privadas de libertad, sólo será procedente para aquellas que hubieren cumplido dos tercios de la pena, salvo el caso de aquellas que fueren madres de hijos menores de dos años, en que se reduce por consideraciones humanitarias dicho requisito, bastándoles que resten seis meses para que cumplan los dos tercios de su condena; y en ambos casos, sujeto siempre a que hayan observado conducta sobresaliente durante los tres últimos bimestres.

Tratándose de condenados que se encuentren bajo un régimen de permiso de salida controlada al medio libre, la concesión del indulto se ha fundado en que dichos condenados ya han dado pruebas fehacientes de rehabilitación y reinserción, al punto que actualmente  se encuentran sometidos a un sistema de control en que sólo concurren a  pernoctar al establecimiento penitenciario. Dicha circunstancia, por lo demás, da cuenta que el indulto no supone riesgo adicional a la seguridad pública.

La última modalidad de indulto que se contempla en este Proyecto corresponde a los condenados que estuvieren cumpliendo pena de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile. Las características de los integrantes de este grupo corresponden a condenados por delitos menores y que, atendido que su reclusión se realiza entre las 22:00 horas hasta las 6:00 horas del día siguiente, se encuentran libres durante todo el día, por lo que cualquier medida que se tome en relación con ellos no representa un verdadero riesgo para la seguridad ciudadana.
Adicionalmente, el proyecto dispone que tratándose de aquellos condenados por el artículo 196 de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito, el indulto no se hace extensivo a las penas accesorias de multa, cancelación o suspensión de la licencia para conducir a que hubiere sido condenado el interesado.
En las tres modalidades de indulto, será requisito para su procedencia que el condenado o la condenada que quiera acogerse al mismo, se someta a dos obligaciones: a) Suscribir un compromiso de no volver a delinquir. La trasgresión de dicho compromiso durante los 5 años siguientes a la concesión del indulto pondrá al individuo en el deber de cumplir, de manera efectiva, el saldo de pena que le hubiere sido indultada, sin perjuicio de la aplicación de la pena que le corresponda cumplir por el nuevo crimen o simple delito; y b) Someterse a un período de control y observación a través de Gendarmería de Chile, por un período de cinco años.

Finalmente, la presente iniciativa fija las excepciones al indulto propuesto, estableciendo un catálogo de delitos a los que no se hará extensivo el referido beneficio, tales como delitos de secuestro, parricidios, homicidios calificados, delitos sexuales cometidos contra menores, entre otros.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Concédese un indulto general, consistente en la conmutación del saldo de las penas privativas de libertad que le restan por cumplir, por el cumplimiento de la misma pena en libertad, a las mujeres que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, se encuentren privadas de libertad en virtud de una condena por sentencia ejecutoriada y satisfagan las siguientes condiciones copulativas:

a) Que tengan cumplida dos tercios de la pena.

Tratándose de mujeres con hijos cuya edad no supere los dos años, se concederá si le faltaren hasta seis meses para el cumplimiento de los dos tercios de la pena; 

b) Que durante los tres últimos bimestres, hubiesen observado una conducta sobresaliente, de acuerdo a lo dispuesto en la ley Nº 19.586, sobre rebaja de condena; y

c) Que suscriban un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.
Artículo 2º.- Si la condenada hubiere obtenido, con anterioridad a la vigencia de esta ley, reducción de su condena por indulto particular u otra causa, el cómputo de los plazos previstos en la letra a) del artículo anterior operará respecto de la pena ya reducida.
Artículo 3°.- Concédese, asimismo, un indulto general a los condenados por sentencia ejecutoriada que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estuvieren beneficiados con el permiso de salida controlada al medio libre.
Adicionalmente, para acceder a este indulto el condenado deberá suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.
Artículo 4°.- Concédese un indulto general a las personas que, por sentencia ejecutoriada, a la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, estuvieren cumpliendo condena de reclusión nocturna en establecimientos de Gendarmería de Chile.

En todo caso, para acceder a este indulto, los condenados deberán suscribir un compromiso de no volver a cometer un crimen o simple delito.

Artículo 5º.- Los condenados a los que se les hubiere conmutado la pena, en conformidad a los artículos 1°, 3° y 4° de la presente ley, quedarán sujetos a las siguientes condiciones:

a) Sujeción a un período de control y observación, a través de firmas mensuales, por el lapso de los cinco años siguientes a la concesión del indulto conmutativo, ante el Patronato de Reos más cercano a su domicilio o, en su defecto, ante el establecimiento de Gendarmería de Chile más cercano al domicilio que registre el condenado. La determinación del lugar en que se realice este control y observación deberá ser precisado por el Jefe de Control Penitenciario de Gendarmería de Chile, en la oportunidad señalada en el artículo 8° de la presente ley.
b) En caso de ser condenados por crimen o simple delito dentro de los cinco años siguientes a la conmutación de la pena, deberán cumplir de manera efectiva el saldo de pena que se les hubiere conmutado, sin perjuicio de la aplicación de la pena que corresponda por el nuevo crimen o simple delito.
Artículo 6º.- Respecto a los condenados por alguno de los delitos previstos y sancionados en el artículo 196 de la Ley N° 18.290, el indulto conmutativo que se concede no afectará el cumplimiento de las penas accesorias de multa, de cancelación y de suspensión de licencia para conducir vehículos motorizados; las que deberán ejecutarse siempre en los términos y plazos que fueron impuestas por la sentencia condenatoria respectiva.

Artículo 7°.- No procederán los indultos contemplados en la presente ley, respecto de los condenados como autores por los delitos consumados previstos en los artículos 141 incisos 3, 4 y 5; 142; 361; 362; 372 bis; 390 y 391 N°1 del Código Penal; en los Párrafos 5°, 6°, 7° y 8° del Título VII del Libro II del Código Penal, cuando las víctimas fuesen menores de edad; en los artículos 433, 436 y 440 del Código Penal ni respecto de los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas.
Artículo 8°.- Corresponderá al Jefe de la Sección Control Penitenciario verificar la procedencia de los indultos que establece esta ley, previa constatación de los requisitos pertinentes de cada caso. Para tal efecto, cada interesado deberá firmar ante el Alcaide del establecimiento en que esté cumpliendo su condena o ante el Director Regional de Gendarmería de Chile, según se tratare de una pena privativa o restrictiva de libertad, la respectiva solicitud, la que irá acompañada del compromiso de no volver a cometer crimen o simple delito establecidos en la presente ley.

La procedencia del indulto respectivo deberá ser comunicada por Gendarmería de Chile al Tribunal de Ejecución que corresponda dentro del plazo de cinco días.”.

Dios guarde a V.E.
(FDO.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia 
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PROYECTO DE LEY INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA QUE MODIFICA EL RÉGIMEN DE LIBERTAD CONDICIONAL Y ESTABLECE, EN CASO DE MULTA, LA PENA ALTERNATIVA DE TRABAJOS COMUNITARIOS
(7534-07)

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por objeto, por una parte, introducir algunas modificaciones al actual régimen de la libertad condicional y por la otra, establecer la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad como pena alternativa a la pena de prisión para el caso de incumplimiento de la pena de multa.
I.
ANTECEDENTES
Durante los últimos años, ha sido preocupación del Estado el mejoramiento de las condiciones en que las personas privadas de libertad cumplen sus condenas. Para este Gobierno, esta tarea constituye un eje fundamental de su gestión y es por ello que no sólo hemos impulsado un significativo aumento de la dotación de personal en los centros penitenciarios, sino que también hemos desplegado esfuerzos para mejorar la infraestructura penitenciaria existente y su equipamiento.

No obstante la dedicación con que hemos asumido estos objetivos, el alto nivel de hacinamiento y sobrepoblación que existe en nuestros recintos penales constituye una realidad que compromete severamente los derechos fundamentales de las personas privadas de libertad. Resulta evidente que estas carencias y déficits son imposibles de solucionar en el corto plazo, considerando los tiempos involucrados en la construcción de nuevos establecimientos carcelarios.

Si bien la superación de nuestra crítica situación penitenciaria es una tarea de largo aliento, ella resulta imperativa no sólo en razón del deber estatal de garantía de los derechos fundamentales de las personas condenadas, sino también en función del correcto resguardo de la seguridad pública.
En la medida que mejoremos las condiciones de habitabilidad, de rehabilitación y de reinserción de la población privada de libertad, comienza a ser verdaderamente posible la generación de condiciones propicias para que aquellas personas que egresan de los establecimientos penitenciarios no vuelvan a delinquir.
En dicho contexto, este Gobierno estima esencial impulsar un conjunto de medidas tendientes a mejorar las actuales condiciones de los establecimientos penitenciarios, con miras a brindar un trato digno y humanitario a quienes se encuentran cumpliendo penas privativas o restrictivas de libertad, y con el objeto también de reducir el elevado y generalizado nivel de hacinamiento e inhabitabilidad que se vive en nuestras cárceles y centros de detención, en los que se registra un promedio aproximado de 60% de sobrepoblación penal.

Con el fin de reducir la congestión de nuestros recintos penitenciarios es necesario potenciar los instrumentos jurídicos que ya prevé nuestro ordenamiento y que no se aplican en la actualidad  con la extensión que razonablemente cabría esperar, sea por motivos de índole administrativo, sea por razones de carácter político-criminal. En este contexto, hemos constatado, por una parte, la importancia de introducir modificaciones al marco jurídico que reglamenta la Libertad Condicional, y por otra, la de establecer en nuestro ordenamiento jurídico punitivo una sanción que constituya una respuesta racional y proporcionada frente al incumplimiento de las penas de multa.

II.
Objetivos y contenido del proyecto

El primer eje del presente proyecto de ley se orienta a reformar el actual régimen jurídico de la libertad condicional contenido en el decreto ley Nº 321 de 12 de marzo de 1925, modificando el órgano llamado a decidir la concesión de la libertad condicional. Se busca con ello otorgar un mayor grado de objetividad al proceso.
Cabe señalar que en la legislación actualmente vigente se regula la intervención inicial de una Comisión de Libertad Condicional, integrada por miembros del Poder Judicial. Dicha Comisión, luego de analizar los antecedentes del postulante y valorando la conveniencia o no de otorgar la libertad condicional, propone al respectivo Secretario Ministerial de Justicia, conceder o denegar este beneficio. En consecuencia es esta última autoridad quien finalmente resuelve sobre el otorgamiento de la libertad.

Esta intervención unilateral y decisoria de los Secretarios Ministeriales de Justicia en la concreción de este derecho, se ha traducido con el tiempo en una reducción considerable del número de condenados que finalmente acceden a este tratamiento penal especial; y viene arrojando desde hace largo tiempo dudas acerca de la objetividad que guía un proceso que resulta clave para propiciar un buen comportamiento intrapenitenciario y fomentar la rehabilitación y reinserción de los condenados.
En efecto, el otorgamiento de la libertad condicional se funda en la realización de conductas que revelan, de parte del condenado, indicios ciertos de resocialización y rehabilitación. De este modo, resulta fundamental que la decisión sobre su concesión se guíe por criterios eminentemente técnicos vinculados con la pertinencia de un tratamiento extramuros para el condenado. De ahí, que resulte del todo apropiado que esa decisión quede radicada en las Comisiones de Libertad Condicional, dada su composición y criterios que las rigen, prescindiéndose de la intervención ulterior discrecional de los Secretarios Ministeriales de Justicia.

El segundo eje en que se basa el presente proyecto de ley dice relación con la modificación del sistema de conversión de penas para el caso que no se cumpla con la pena de multa,  actualmente regulado en el artículo 49 del Código Penal. Como es sabido, nuestra legislación contempla para el caso de no pago de una pena de multa, la conversión de esta sanción por una pena que supone privación de libertad.
Esta situación implica que un número significativo de personas ingrese a los establecimientos penales por haber sido condenados al pago de multas cuyos montos no han podido enterar en arcas fiscales. Una cifra reveladora es la siguiente: al 29 de diciembre de 2010, 2.648 personas se encontraban privadas de libertad por esta causa. Se produce así un efecto acusadamente desocializador y criminógeno respecto de personas que cometen ilícitos sancionados con penas pecuniarias y que, a virtud del sistema de conversión existente y en razón de su carencia de medios económicos, deben cumplir tales penas con privación de libertad.

Por lo expuesto, resulta imperioso considerar un nuevo mecanismo de conversión de la pena de multa que responda de modo actualizado y estratégico a las necesidades de prevención especial y prevención general de la sanción. Al respecto proponemos la instauración de la Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad como alternativa punitiva al no pago de la multa.

Finalmente, y como complemento de la medida anterior, en el presente proyecto se amplían las facultades jurisdiccionales relativas a la oportunidad procesal en que los sentenciadores pueden eximir, reducir o facilitar el pago de las multas, ampliación de facultades que también se hace aplicable al cumplimiento de la pena de Prestación de Servicios a favor de la comunidad, cuando concurran motivos calificados para ello.

En mérito a lo expuesto, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley N° 321, que establece la libertad condicional para los penados:

1) En el artículo 4°:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:
La libertad condicional se concederá por resolución de una Comisión de Libertad Condicional que funcionará en la Corte de Apelaciones respectiva, durante los meses de abril y octubre de cada año, previo informe del Jefe del establecimiento en que esté el condenado.

b) Reemplácese en el inciso final del mismo artículo la expresión “pedir” por “conceder”.

2) En el artículo 5°, introdúcense las siguientes modificaciones:
a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:
La libertad condicional se concederá por resolución de la Comisión de Libertad Condicional indicada en el artículo anterior, previos los trámites correspondientes y se revocará del mismo modo.

b).Reemplázase en el inciso final, la expresión “al Ministerio de Justicia” por “a la Comisión respectiva”.

3) En el artículo 6°, en su inciso primero, reemplázase la expresión “del Ministerio de Justicia” por “del presidente de la Comisión respectiva”.
4) En el artículo 8, sustitúyese la expresión “decreto supremo” por “resolución de la respectiva Comisión”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones al Código Penal:
1) Incorpórase la siguiente frase al final del artículo 21 del Código Penal:

“Penas sustitutivas por vía de conversión de la multa.

- Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.
2) En el artículo 49:

a) Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:

“Si el sentenciado no tuviere bienes para satisfacer la multa, podrá el tribunal imponer por vía de sustitución, la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.

b) Intercálase, como nuevo inciso segundo, el siguiente:

“Para proceder a esta sustitución, se requerirá del acuerdo del condenado. En caso contrario, el tribunal impondrá, por vía de sustitución y apremio de la multa, la pena de reclusión, regulándose un día por cada quinto de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda nunca exceder de seis meses.”.

c) En el actual inciso segundo, que ha pasado a ser el tercero, intercálase entre la expresión “grave” y el punto final “.” la frase: “, que deba cumplir efectivamente”.
3) Agréganse, a continuación del art. 49, los siguientes artículos 49 bis, ter, quáter, quinquies y sexties al Código Penal:
“Art. 49 bis. La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.
El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados.

Gendarmería de Chile y sus delegados, y los organismos públicos y privados que en virtud de los convenios a que se refiere el inciso anterior, intervengan en la ejecución de esta sanción, deberán velar porque no se atente contra la dignidad del penado en la ejecución de estos servicios.
Art. 49 ter. La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se regulará en 8 horas por cada 1/5 UTM, sin perjuicio de la conversión establecida en leyes especiales.
Su duración diaria no podrá exceder de ocho horas.
Art. 49 quáter. En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar el cumplimiento informará al tribunal que dictó la sentencia, quien a su vez notificará al Ministerio Público y al defensor, el tipo de servicio, el lugar donde deba realizarse y el calendario de su ejecución, dentro de los 30 días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada.

Art. 49 quinquies.  En caso de incumplimiento de la pena de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.

El tribunal citará a una audiencia para resolver la mantención o la revocación de la pena.

Art. 49 sexties. El juez podrá revocar la pena de servicios en beneficio de la comunidad, cuando el condenado:
a) Se ausentare del trabajo durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.

b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.
c) Se opusiere o incumpliere de forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro del trabajo.
En caso de revocar la pena de servicios en beneficio de la comunidad, el tribunal impondrá al condenado, por vía de sustitución y apremio de la multa originalmente impuesta, la pena de reclusión, regulándose un día por cada quinto de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda nunca exceder de seis meses.

Habiéndose decretado la revocación, se abonará al tiempo de reclusión, un día por cada 8 hrs. efectivamente trabajadas en beneficio de la comunidad.
Si el tribunal no revocare la pena de servicios en beneficio de la comunidad, podrá ordenar que el cumplimiento de la misma se ejecute en un lugar distinto al que originalmente se encontraba desarrollando; todo lo anterior, sin perjuicio de la facultad prevista en el inciso tercero del artículo 70 del Código de Penas.”.”.

4) Incorpórase el siguiente inciso tercero al artículo 70:

“En las oportunidades procesales descritas en el inciso anterior, el Tribunal competente, previa solicitud fundada del condenado, podrá decidir la exoneración del pago de la multa o de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad impuestos cuando, de los antecedentes expuestos por el condenado, apareciere la imposibilidad de cumplir la pena o su cumplimiento fuere, de acuerdo al concepto del Tribunal, en extremo gravoso para el condenado.”.

Artículo 3°.- Sustitúyase el actual texto del artículo 52 de la ley 20.000, por el siguiente:

“Art. 52. Si el sentenciado no pagare la multa impuesta, el tribunal podrá imponer por vía de sustitución, la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

Para proceder a esta sustitución, se requerirá del acuerdo del condenado. En caso contrario, el tribunal impondrá, por vía de sustitución y apremio de la multa, la pena de reclusión, regulándose un día por cada media de unidad tributaria mensual, sin que ella pueda nunca exceder de seis meses.
En cuanto a la regulación y revocación de la pena de servicios en favor de la comunidad, salvo la regla de conversión de días de reclusión por cada media unidad tributaria mensual impuesta a título de multa, regirán las disposiciones contenidas en los artículos 49 a 49 sexties del Código Penal.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, en casos debidamente calificados, el Tribunal podrá eximir al condenado del pago de la multa o imponerle una inferior al mínimo establecido en la ley, debiendo dejar constancia en la sentencia o en la resolución posterior a esta, de las razones que motivaron la decisión.”.”.

Dios guarde a V.E.
(FDO.): Sebastián Piñera Echenique, Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública.- Felipe Bulnes Serrano, Ministro de Justicia 
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PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE EXTIENDE EL PLAZO DE VIGENCIA DE LAS FRANQUICIAS CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28 DEL DECRETO CON FUERZA DE LEY N° 341, DE 1977, Y EN EL ARTÍCULO 35 DE LA LEY N° 19.420
(7433-05)

Con motivo del Mensaje, certificado y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


"Artículo 1°.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 341, de 1977, del Ministerio de Hacienda -cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°2, de 2001, del Ministerio de Hacienda- el guarismo "2010" por "2011".

Artículo 2°.- Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 35 de la ley N° 19.420     -cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2001, del Ministerio de Hacienda- el guarismo "2010" por "2011".

Artículo único transitorio.- La presente ley entrará en vigencia a contar del primero de enero de 2011.".
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Alejandra Sepúlveda Orbenes, Presidenta de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General Accidental de la Cámara de Diputados.
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SEGUNDO INFORME DE LAS COMISIONES DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y DE SALUD, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, SOBRE  OTORGAMIENTO Y USO DE LICENCIAS MÉDICAS

(6811-11)

HONORABLE SENADO:


Vuestras Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Salud, unidas, tienen el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.

A una o más de las sesiones en que las Comisiones unidas consideraron esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, acompañado por el Subsecretario de Salud, señor Jorge Díaz, por la Jefa de la Asesoría Jurídica de dicho Ministerio, señora Adriana Maturana, y por los asesores, señores Juan Cataldo y Alejandro Müller.


Asimismo, concurrieron, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la actual Ministra, señora Evelyn Matthei, el Subsecretario del Trabajo, señor Bruno Baranda, el Subsecretario de Previsión Social, señor Augusto Iglesias, el Jefe de la Asesoría Legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, señor Pedro Contador, y los asesores legislativos de dicho Ministerio, señora Paulina Lobos y señores Francisco Del Río y Fernando Villalobos. De la Superintendencia de Seguridad Social, asistieron la Superintendenta, señora María José Zaldívar, y la Fiscal de dicha entidad, señora Lucy Marabolí. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, asistió la abogada de la División Jurídica, señora María José Lezana.
- - -


Cabe señalar que, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala del Senado en su oportunidad, el presente proyecto de ley fue discutido, con motivo del segundo informe, por las Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Salud, unidas.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El inciso cuarto del artículo 6° (que pasa a ser artículo 7°) de este proyecto de ley, de aprobarse, debe serlo con el quórum de ley orgánica constitucional, pues modifica normas de ese rango consignadas en la ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales de justicia. Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República, y 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto 


de indicaciones ni modificaciones: 1°.

2.-
Indicaciones aprobadas 


sin modificaciones: números 1 Bis, letra b); 4; 4 Ter; 6; 7; 15; 15 Bis, letra a); 15 Bis, letra d); 15 Bis, letra e); 22; 23; 25; 28; 29 B; 31, primera parte; 33, primera parte; 34; 36, parte final; 37 Bis, letras a) y b) y 40.

3.-
Indicaciones aprobadas 

con modificaciones: números 1; 1 Bis, letra a); 3; 4 Bis; 8; 11; 12; 13; 14; 15 Bis, letra b); 15 Bis, letra c); 17; 18 A; 19; 20; 26 Bis; 27 A; 29 A; 32; 32 A, y 37 Bis, letra c).
4.-
Indicaciones rechazadas: números 9; 10; 16; 18; 21; 24; 27; 29; 30; 31, segunda parte; 33, segunda parte; 35; 36, primera y segunda parte, y 39.

5.-
Indicaciones retiradas: números 15 A; 16 A; 17 A; 26; 37, y 38 A.

6.-
Indicaciones declaradas 


inadmisibles: números 2; 5, y 38.

- - -


Previo al estudio pormenorizado de las indicaciones presentadas al proyecto de ley, el señor Ministro de Salud destacó que el objetivo primordial de esta iniciativa legal es asegurar el correcto otorgamiento y uso de las licencias médicas, mediante normas que pretenden desincentivar o evitar el fraude, y sancionarlo cuando éste se produzca. Agregó que, en la actualidad, se trata de un tema extraordinariamente complejo, que afecta en forma más severa al sector público, ya que en el ámbito de los aseguradores privados existen sistemas contralores que han permitido mantener la tasa de licencias médicas en un rango más o menos estable en el tiempo. Subrayó que, de acuerdo a las estimaciones oficiales, para el sector público, el mal uso de licencias médicas tiene un costo aproximado de 150 millones de dólares al año, lo que es equivalente a la construcción y habilitación de un Hospital de Talca, nuevo, cada año. Recordó que los antecedentes que avalan tal afirmación fueron expuestos latamente durante la discusión en general de este proyecto de ley y, por consiguiente, se remitió a ellos.


Por otra parte, continuó, la denominada Comisión de Expertos para Reformar la Salud, recientemente ha entregado su informe y uno de los temas más complejos y relevantes estudiados por dicha Comisión dice relación con el sistema de licencias médicas que rige en nuestro país. En base a las conclusiones formuladas a este respecto, anunció, se enviará próximamente al Congreso Nacional un proyecto de ley en que se aborde una reforma estructural de este beneficio.


En lo que respecta a las indicaciones presentadas a la iniciativa legal en estudio, señaló que las formuladas por el Ejecutivo buscan perfeccionar el texto de la ley. En cuanto a las indicaciones parlamentarias, expresó que ellas contienen planteamientos atendibles, pero que deben ser analizadas en detalle a fin de no apartarse del objetivo y espíritu del proyecto de ley. Así, por ejemplo, las indicaciones sustitutivas formuladas respecto de los artículos 2° y 4°, concentran la función fiscalizadora en la Superintendencia de Seguridad Social, en circunstancias que, en opinión del Ejecutivo, el rol que en dicho sentido cumplen las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez es imprescindible. Incluso más, señaló, de acuerdo al informe de la mencionada Comisión de Expertos, esta tarea contralora debería radicarse en la Superintendencia de Salud, lo que representa un nuevo punto de vista sobre el particular.


Finalmente, señaló que el presente proyecto de ley contiene una propuesta más simple, que no intenta reestructurar todo el sistema de las licencias médicas, sino sólo evitar y sancionar el mal uso y el fraude en torno a tal beneficio. 


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que lo expresado por el señor Ministro conduce a una discusión elemental en cuanto a la perspectiva bajo la cual se analizará el beneficio de que se trata. En efecto, explicó, éste puede ser visto como un beneficio de carácter eminentemente médico, o bien, como un beneficio de seguridad social. Dilucidar previamente esta cuestión, advirtió, resulta fundamental en este debate, toda vez que ello permitirá definir si esta materia debe quedar radicada en las autoridades reguladoras del campo de la salud o en aquellas competentes en el ámbito de la seguridad social. Ahora bien, añadió, en el primer caso, el asunto sale del régimen del seguro de salud, que es uno de los pilares fundamentales del régimen de seguridad social que rigen en nuestro país. Recalcó que, en verdad, el tema que se analiza dice relación con el subsidio por incapacidad laboral (SIL) y, bajo ese entendido, ya no se trata sólo de revisar la licencia en su carácter de permiso médico que da lugar al reposo, ni tampoco se vincula exclusivamente con los derechos del paciente o enfermo en cuanto tal. Aquí se trata, subrayó, de los trabajadores y del seguro de salud propiamente dicho, en la medida que el fraude en la emisión y en el uso de una licencia médica afecta el financiamiento del sistema de seguridad social y, más precisamente, del referido seguro de salud. Las indicaciones parlamentarias, apuntó, se orientarían en esa dirección. En tal sentido, agregó, es necesario dar una mirada integral al beneficio de la licencia médica, a fin de arribar a las conclusiones que más se acerquen a los objetivos que persigue el presente proyecto de ley.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado -que se transcribe-, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestras Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Salud, unidas.
Artículo 2°


Este precepto contempla la facultad de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez para citar y solicitar antecedentes a los profesionales que emiten licencias médicas. Asimismo, considera la atribución de dichas entidades para disponer, respecto de tales profesionales, la suspensión temporal de la venta de formularios y de la facultad de otorgar las referidas licencias, en los casos que al efecto se señalan. La norma establece literalmente lo siguiente:


“Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán citar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su evaluación, y solicitarles la entrega de los antecedentes o informes complementarios que las respalden. 


La no presentación injustificada a las citaciones o la dilación pertinaz en la entrega de los antecedentes solicitados, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, suspenda temporalmente tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad del profesional para emitir licencias médicas. Dicha resolución se notificará al profesional respectivo mediante carta certificada, y podrá reclamarse de ella dentro de cinco días hábiles, contados desde su notificación, ante la Superintendencia de Seguridad Social.


Una vez que el profesional acuda a la citación o remita los antecedentes solicitados, la Comisión de oficio o a petición de parte dictará una resolución que deje sin efecto la suspensión temporal indicada.”.

Fueron presentadas las siguientes indicaciones en relación al artículo 2° en comento.


La indicación número 1, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, propone reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- De conformidad al reglamento, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Dichos requerimientos se realizarán bajo apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.


La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 20 Unidades de Fomento. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por quince días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones respectivas se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.


En contra de lo resuelto en conformidad al inciso anterior, podrá reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro de cinco días hábiles, contados desde la respectiva notificación.


Una vez que el profesional proporcione los antecedentes requeridos o acuda a la citación, la Comisión, de oficio o a petición de parte, dictará una resolución que ponga término a la suspensión indicada. Asimismo, en caso que el reclamo señalado en el inciso tercero sea resuelto a favor del profesional, se dejarán sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación respectiva. Al efecto, las copias de las resoluciones de la Comisión tendrán mérito ejecutivo. Con todo, las multas no serán exigibles mientras no esté vencido el término para interponer la reclamación ante la Superintendencia, o ésta no haya sido resuelta.”.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Larraín, es para sustituir el referido artículo 2°, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Los funcionarios de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez que tengan presunciones fundadas respecto de la falsedad de las declaraciones contenidas en las licencias médicas que deban revisar en el cumplimiento de sus funciones, deberán, de inmediato, informar sus sospechas a la Superintendencia de Seguridad Social y entregar a la misma toda la información relacionada y complementaria que pueda servir a esta última para determinar si el profesional de la salud ha incurrido en infracción a la presente ley y aplicar las sanciones que correspondan. 


En caso que la Superintendencia de Seguridad Social determine, en virtud de dicha información, que el profesional de la salud además pudiere haber incurrido en la conducta tipificada en el inciso segundo del artículo 202 del Código Penal, deberá, a su vez, remitir de inmediato los antecedentes al Ministerio Público.”.

Inciso segundo


La indicación número 3, de la Honorable Senadora señora Rincón, propone reemplazar el inciso segundo de la norma, por el siguiente: 


“La citación señalada en el inciso anterior, se deberá hacer mediante carta certificada al domicilio del profesional. Luego de notificada dicha solicitud de antecedentes o informes, el profesional tendrá un plazo de treinta días hábiles, para evacuar dicha información a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez correspondiente, que solicitó la información. La no presentación de los antecedentes e informes, dentro del plazo señalado anteriormente, suspenderá de forma inmediata la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad del profesional para emitir licencias médicas. Dicha resolución se notificará al profesional respectivo mediante carta certificada, y podrá reclamarse de ella dentro de diez días hábiles, contados desde su notificación, ante la Superintendencia de Seguridad Social.”.

Las Comisiones unidas analizaron, conjuntamente, las indicaciones números 1, 2 y 3, recaídas en el artículo 2°.


La Honorable Senadora señora Matthei destacó, en primer término, que las normas propuestas por las indicaciones números 1 y 2 reflejan dos modos distintos de abordar la materia, debido a que cada una de ellas asigna un rol diverso a las Comisiones de Medicina Preventivas e Invalidez y a la Superintendencia de Seguridad Social.


La primera, indicó, entrega a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez la función de recabar los antecedentes e informes que respalden las licencias médicas en los términos que indica, a diferencia de la segunda de las indicaciones mencionadas, que asigna a las mismas Comisiones sólo la función de informar a la Superintendencia de Seguridad Social sus sospechas sobre la falsedad de las declaraciones contenidas en las licencias, reservando a ésta última las facultades de determinar si el profesional que la emitió infringió la ley, y de sancionarlo.


Consideró que sería más razonable que a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez les corresponda reunir los antecedentes y adoptar las resoluciones del caso, ya que eso permitirá que el proceso sea más rápido y se resuelva en el menor plazo posible, ya que mientras ello no ocurra, el beneficiario no recibirá el subsidio que, la mayor parte de las veces, será su única fuente de sustento. Por otra parte, señaló, podría justificarse la existencia de una Comisión Central a la que se deriven los casos más complejos o disputados y en que podría estar presente la Superintendencia de Seguridad Social, como un símil de la Comisión Médica Central del sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones, que resuelve las controversias que se suscitan sobre los dictámenes de invalidez.


Estimó que, aunque la indicación número 2 sea inadmisible, es pertinente discutir si se mantendrá el papel que el artículo aprobado en general da a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, o si se decidirá centrar las funciones en esta materia en la Superintendencia de Seguridad Social. Sin embargo, agregó, después de decidir en torno a dichos criterios, deberá analizarse la correspondiente regulación en detalle, donde se establezca, por ejemplo, un procedimiento ágil y expedito para la revisión de estos casos, o se definan las causas de demora en la entrega de los antecedentes por parte del profesional que no originarán sanción -como su ausencia o enfermedad-, entre otras importantes materias.


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente su coincidencia respecto a que una alternativa es entregar las facultades de solicitar información adicional y de sancionar a la Superintendencia de Seguridad Social. Sin embargo, expresó, como en la actualidad se apela ante dicha entidad, en contra de las resoluciones de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, no sería necesario innovar en esta materia y, por eso, apuntó, no se formuló una propuesta semejante en la indicación número 3.


Acotó que, aunque estime que es apropiado hacer una revisión integral del sistema, ello no es materia de la presente iniciativa, la que tiene el propósito de sancionar el fraude que se comete con las licencias médicas.


La indicación de que es autora, concluyó, busca establecer la forma en que se notifica la solicitud de mayores antecedentes al profesional que extendió la licencia, así como también fijar en la ley un plazo para que los proporcione a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, aspectos no considerados en la norma aprobada en general, y que es conveniente precisar para evitar posteriores impugnaciones sobre el particular, que sólo dilatarán la resolución definitiva.


El Honorable Senador señor Rossi expresó que comparte la noción de que el proyecto no pretende realizar una modificación radical en la institucionalidad de los subsidios por incapacidad laboral temporal y el sistema de licencias médicas. Si así fuera, agregó, habría que considerar una entidad distinta a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez para evaluar dichas licencias, la que debería ser común para el sistema público y el privado, ya que este último cuenta con una instancia adicional de apelación constituida por la Contraloría Médica de las Instituciones de Salud Previsional, que se suma a la posibilidad de recurrir a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y a la Superintendencia de Seguridad Social, únicas a las que también se puede acceder desde el sistema público.


Sin embargo, señaló, y bajo el supuesto de que no se trata de una modificación global del sistema de licencias médicas, expresó compartir la opinión en cuanto a que es necesario fijar un plazo para que el profesional remita los antecedentes solicitados respecto de la licencia que ha emitido. Por otra parte, indicó, el plazo de treinta días que al efecto sugiere la indicación número 3 parece excesivo, sobre todo si se considera que mientras no se resuelva en torno a la licencia médica revisada, tras ella hay una persona enferma, que está esperando que le paguen el subsidio, y que debiera estar en reposo y no ocupada en resolver un problema económico.


De acuerdo a lo expuesto, solicitó que el Ejecutivo precise un término adecuado, que bien podría ser más breve si se exime al paciente de tener que concurrir nuevamente ante el profesional que le extendió la licencia médica para que adicione la información o proporcione los mayores antecedentes requeridos. Si se consulta directamente al médico, agregó, utilizando las tecnologías derivadas de Internet, el plazo de una semana es perfectamente razonable.


Enseguida, la Honorable Senadora señora Matthei manifestó que, conforme a lo expresado por los integrantes de las Comisiones unidas, habría cierto acuerdo en cuanto a no innovar respecto del rol que actualmente cumplen en esta materia las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. 


En tal consideración, agregó, es necesario minimizar los casos en que será necesario recurrir al profesional que otorga la licencia médica para obtener antecedentes adicionales y, asimismo, cuando ello resulte indispensable, generar una respuesta rápida con un sistema expedito.


Para el primer propósito, añadió, podría analizarse la posibilidad de entregar al reglamento la especificación de los antecedentes que será necesario acompañar a las licencias médicas, de acuerdo a la naturaleza de la dolencia que la justifica, señalando qué exámenes o historial médico, por ejemplo, resultan indispensables o suficientes para evitar dudas sobre la licencia emitida. 


En cuanto a la agilización del proceso, sin perjuicio de la carta certificada que proceda de acuerdo a las formalidades del procedimiento regular, manifestó que el profesional de la salud que otorga la licencia, debería contar con una casilla o correo electrónico, un teléfono que reciba mensajes de texto o un centro de mensajes al cual se pueda remitir la solicitud de antecedentes, con los resguardos necesarios para que ello constituya una notificación válida. Esta alternativa, subrayó, disminuiría sustancialmente el plazo de treinta días que considera la indicación número 3, lo que no deja de ser relevante, pues cada día de espera puede resultar muy angustioso, especialmente para quienes viven con el ingreso mínimo, que no les permite contar con ahorros para afrontar una espera en el pago de su licencia.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que la indicación número 3, de su autoría, tiene dos sentidos. Por una parte, resguardar al médico, estableciendo un sistema de notificación que dé certeza del hecho de haber sido requerido y, por la otra, proteger al paciente, definiendo un plazo máximo para que se proporcionen los antecedentes justificativos de la licencia, cuando sea procedente.


Señaló compartir la opinión de acortar el plazo propuesto, así como también coincidió con las restantes inquietudes expuestas. En tal sentido, agregó, mediante la indicación número 38A -de la que también es autora-, ha propuesto incorporar dos nuevas disposiciones al proyecto de ley y que se relacionan directamente con estas materias. La primera de ellas plantea que, en el plazo de un año, el Ministerio de Salud ponga en práctica el sistema de licencias médicas electrónicas para los trabajadores afiliados al Fondo Nacional de Salud o a las Instituciones de Salud Previsional, que ya lo tienen implementado, pues la incorporación del sistema público permitirá contar con un sistema común, moderno y certero, que ofrezca tranquilidad al médico, al trabajador y a los organismos aseguradores. La segunda, considera la creación de protocolos médicos referenciales mediante los cuales se establezcan criterios comunes de evaluación.


Señaló que, debido a su propia experiencia laboral en la Superintendencia de Seguridad Social, le resulta claro que el concepto médico es que existen enfermos y no enfermedades pero, agregó, ello no es obstáculo para el establecimiento de procedimientos y protocolos conforme a los cuales una licencia motivada en una enfermedad dada, sea acompañada de determinados exámenes, lo que no significa en modo alguno desconocer que cada persona presenta particularidades individuales. Este sistema, acotó, permitiría al Ministerio de Salud establecer criterios que den certeza de los exámenes o procedimientos que deben acompañarse, evitando que esa definición siga entregada al arbitrio de una Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez, de un médico, de un empleador o de un administrador del seguro, homogeneizando así los criterios para todos los involucrados.


Por último, solicitó conocer los motivos tenidos en consideración por el Ejecutivo para incorporar la sanción de multa para el profesional que no concurre o no entrega los antecedentes solicitados dentro de plazo, antes de aplicar la suspensión de la venta de formularios de licencia médica y de su facultad de emitirlas. En su opinión, destacó, la referida suspensión tendría mayor efecto disuasivo que la multa.


El Honorable Senador señor Girardi expresó que la iniciativa en estudio descansa sobre el supuesto de la existencia de una plataforma tecnológica y digital, destacando que disminuir la burocracia y las pérdidas de tiempo derivadas del papeleo que es posible eliminar, constituye una verdadera prioridad, ya que ello sin duda beneficiaría en definitiva a los usuarios del sistema. Un primer avance sería hacer obligatorio para el profesional que desea emitir licencias médicas, el fijar una dirección electrónica o digital, lo cual supone, a su vez, que la entidad que debe tramitar tal licencia cuente con la misma tecnología en forma permanente y segura.


En cuanto a los protocolos, advirtió que es posible establecerlos para algunas enfermedades, pero que existen otras cuyo diagnóstico es fundamentalmente clínico. Así, por ejemplo, añadió, si se trata de las patologías de mayor incidencia en los niños, es posible fijar un protocolo para determinar los exámenes que las acreditan. Sin embargo, señaló, debe evitarse el encarecimiento innecesario de los procedimientos, lo que podría ocurrir si se generaliza la solicitud de exámenes para respaldar el diagnóstico clínico de pacientes que no generan licencias médicas.  


Agregó que hay patologías cuyo diagnóstico se realiza fundamentalmente por exámenes de laboratorio, pero que existen otras en que los propios exámenes generan controversia médica, así como también hay algunas con diagnóstico clínico, como los cuadros ansiosos o depresivos, que son muy difíciles de establecer con el criterio de exámenes. Además, consideró necesario tener presente que hay otras enfermedades, como la neumonía, que se puede detectar en cualquier Consultorio con un examen clínico concluyente, aunque el protocolo podría exigir acreditarla mediante una radiografía, que muchas veces no es posible obtener en el mismo Consultorio. 


Con estas precauciones, continuó, es posible considerar los protocolos como un complemento al diagnóstico de ciertas enfermedades para superar dudas en quien controla la efectividad de la patología que origina una licencia, evitando que esto se transforme en mayores inconvenientes para el trabajador, particularmente si se considera que esta iniciativa precisamente debería desincentivar la emisión de licencias falsas.


En otro orden de ideas, la Honorable Senadora señora Rincón planteó su preocupación en torno a las sanciones contempladas en la indicación número 1. Explicó que, de acuerdo a dicha indicación, el incumplimiento por parte del profesional de la salud ante los requerimientos de la COMPIN, daría lugar, primero, a la aplicación de una multa y, posteriormente, a la suspensión tanto de la facultad de emitir licencias médicas como de la venta de los formularios correspondientes. Lo anterior, añadió, en circunstancias que el texto aprobado en general sólo consideraba para tal evento la aplicación de la mencionada suspensión, sin referirse a multa alguna en este ámbito. Consultó, entonces, cuál es la razón para proponer ahora este mecanismo sancionatorio diferente.


El señor Ministro de Salud manifestó que, para un acabado análisis de esta materia, es necesario recordar el objetivo que persigue la iniciativa en estudio y que tuvo en vista la anterior Administración al presentarla a tramitación legislativa, cual es, sancionar el otorgamiento y uso fraudulento de las licencias médicas.


A este respecto explicó que, de acuerdo a un estudio reciente de la Superintendencia de Seguridad Social, en nuestro país no existe un problema generalizado en esta materia, que haga desconfiar de todo médico como garante o testigo de la enfermedad de una persona. En consecuencia, subrayó, no resulta necesario abocarse a solucionar un problema que no existe. Sin embargo, indicó, lo que se encuentra establecido y se trata de resolver mediante esta iniciativa, es que unos pocos médicos han convertido la emisión de licencias médicas en una verdadera industria destinada a generar un fraude fiscal significativo, que se traduce en un grave perjuicio para todos los usuarios del sistema, pues afecta a un fondo único del cual se obtienen los recursos para el pago tanto de las licencias médicas como de las atenciones de salud destinadas a la población. Ante esa realidad, el proyecto busca identificar con precisión a quienes cometen esa irregularidad y establecer una figura legal específica para tal ilícito, pues la actual penalización por falsificación de instrumento público no ha resultado un disuasivo eficaz para evitar tales fraudes. 


Agregó que, paralelamente, la Comisión de Expertos para la Reforma de la Salud ha elaborado una propuesta muy ambiciosa respecto de las licencias médicas, que deberá traducirse en futuras modificaciones legales. Allí se plantea la creación de fondos independientes, destinados para licencias médicas y para prestaciones de salud, se aborda el tema de la licencia médica electrónica, y de la contribución de los empleadores al fondo de licencias, entre otras materias, que se analizarán cada una en su mérito, en forma separada a la presente iniciativa legal.


Señaló que las preocupaciones en torno a las licencias médicas se han centrado en dos situaciones. Una, es que ella se ha transformado en un mecanismo sistemático y socialmente aceptado para extender el permiso post natal, mediante el uso de la licencia por enfermedad grave del hijo menor de un año, tema que deberá abordarse en una iniciativa de ley que regule específicamente el beneficio del permiso pre y post natal. La segunda, dice relación con el mal uso o uso fraudulento de la licencia médica por enfermedad común, asunto respecto del cual se espera que la aprobación de este proyecto sea un aporte mediante la respectiva penalización. 


El Honorable Senador señor Girardi señaló que, sin perjuicio de coincidir con lo señalado anteriormente, es preciso tener presente que, para alcanzar una regulación equilibrada para todos los involucrados en la materia, resulta necesario sancionar también a las Contralorías Médicas de las Instituciones de Salud Previsional cuando rechazan o disminuyen las licencias de asegurados que realmente están enfermos, y cuya prestación legal es desconocida o disminuida sin justificación médica.


La Honorable Senadora señora Rincón reiteró su preocupación en torno a las sanciones que se contemplan en la indicación número 1 en análisis, la cual hace primero aplicable una multa y, luego, la suspensión de la facultad para emitir licencias médicas y la venta de formularios, lo cual parece contrariar el texto original del proyecto y el espíritu que lo inspiraba.


Por otra parte, manifestó que también se han presentado indicaciones para sancionar el rechazo injustificado de licencias médicas, a fin que reciban un trato similar tanto quien usufructúa de un derecho que no tiene, como el que desconoce un derecho que existe.


El Honorable Senador señor Bianchi expresó que los planteamientos del señor Ministro de Salud y de los miembros de las Comisiones unidas sugieren la necesidad de recapitular sobre la iniciativa en informe, a fin que el Ejecutivo determine qué proposiciones, de las contenidas en las indicaciones, estima posible respaldar desde la óptica de avanzar rápidamente en su tramitación, y cuáles otras son propias de la discusión que habrá de realizarse cuando se presenten las iniciativas en estudio a las que ha hecho referencia, dando a conocer su propuesta sobre el particular en la próxima sesión.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto hizo presente que el proyecto de ley en informe, tras haber sido aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, debido a las observaciones que en la Sala fueron realizadas por los integrantes de la Comisión de Salud, se le dio trámite ante ambas Comisiones, unidas. Agregó que las indicaciones presentadas no parecen guardar relación con el proyecto despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como tampoco con la observación central de la Comisión de Salud, que decía relación con los tres días de carencia que afecta a las licencias médicas inferiores a diez días de duración.


El Honorable Senador señor Girardi estimó que se han planteado temas sustantivos que exceden del ámbito de la presente iniciativa legal y que, de acuerdo a lo expresado por el señor Ministro de Salud, serán discutidos en otros proyectos de ley. Entre tales temas, apuntó, será discutido en su propio mérito el problema de los días de carencia de las licencias médicas a que se ha hecho alusión. Conforme a ello, destacó la relevancia de abocarse al estudio y despacho de este proyecto de ley en función de su sentido y objetivo original, el cual es bastante acotado ya que, como se ha dicho, las reformas legales que aborden otros aspectos vinculados al ámbito de la salud -como el mencionado período de carencia-, serán materia de un debate posterior.


- Finalmente, el Presidente de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorable Senador señor Muñoz Aburto, declaró inadmisible la indicación número 2, por contemplar materias cuya iniciativa legal exclusiva corresponde al Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N° 2°, de la Carta Fundamental.

Las indicaciones números 1 y 3, en tanto, quedaron pendientes de resolución, a la espera de las próximas propuestas que formularía el Ejecutivo respecto de las mismas, a la luz de las observaciones planteadas precedentemente, en orden a mejorar las normas en estudio.


De acuerdo a lo anterior, en la sesión siguiente, el señor Ministro de Salud presentó un conjunto de propuestas que recogerían las observaciones plantadas durante este debate, en orden a mejorar las normas en análisis. Dichas propuestas, explicó, tras ser revisadas en el marco de estas Comisiones unidas para arribar a una redacción consensuada, serían formuladas como indicaciones propiamente tales, en la oportunidad correspondiente.


La primera de dichas propuestas, acotó, dice relación con la indicación número 1 -presentada respecto del artículo 2° del proyecto-, y es para especificar, en el inciso primero, que los requerimientos de la COMPIN para obtener antecedentes o informes complementarios por parte de los profesionales que emitan licencias médicas, que estén siendo revisadas, se realizarán “mediante medios electrónicos, telefónicos u otros”.


Las Comisiones unidas analizaron la pertinencia de que tales requerimientos se efectúen por las vías antedichas, a la luz de las normas procesales contenidas en la ley N° 19.880 -que establece bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado-, y que contemplan la notificación mediante carta certificada.


La Honorable Senador señor Rincón señaló que, en este caso, se trata de los requerimientos de las COMPIN para pedir los antecedentes que les permitirán resolver en torno a las licencias médicas que revisan. En ese entendido, nada obsta que tales solicitudes se realicen por medios electrónicos, telefónicos u otros. El procedimiento en sí mismo y las respectivas notificaciones por carta certificada que éste contempla, no son alterados por esta disposición. En efecto, añadió, las notificaciones de las resoluciones pronunciadas en dicho procedimiento para aplicar las correspondientes sanciones, seguirían siendo practicadas por carta certificada ya que aquí, lo único que se estaría incorporando, es la posibilidad de requerir antecedentes por medios más modernos y más rápidos, como son, por ejemplo, los electrónicos.


Debe recordarse, continuó, que en este caso estamos frente a un procedimiento especial en el cual también se podrían considerar medios alternativos que permitan agilizarlo. En la actualidad, señaló, si se solicitan antecedentes a los profesionales para aclarar una licencia médica en revisión, no se expide carta certificada, sino que, a lo más, se envía una carta por correo regular y, por tanto, lo que aquí se propone constituye un avance en esta materia. Más aún, advirtió, hoy en día cualquier antecedente adicional respecto de una licencia médica objetada, es requerido en verdad al paciente propiamente tal, quien, a su vez, debe pedir a su médico tratante que le proporcione la respectiva información. En consecuencia, aquí se está propiciando la celeridad del procedimiento, ofreciendo la posibilidad de ocupar medios electrónicos para requerir la información que la COMPIN necesita para resolver. Lo que dicha entidad posteriormente decida, se notificará por carta certificada, tal como contempla el procedimiento general. Se trata, pues, de dos asuntos distintos, y uno no interfiere en el otro; una cosa es requerir antecedentes para resolver, y otra, es notificar lo resuelto.


Asimismo, recordó que durante el año 2000, tuvo la oportunidad de visitar España, donde pudo conocer la forma como trabajaban el organismo regulador y las mutualidades que administran el seguro de accidentes del trabajo. Ya en esa época, apuntó, en ese país se utilizaban sistemas electrónicos para el envío de antecedentes tales como los exámenes médicos y los resultados de los mismos; de igual modo, las auditorías y controles del organismo regulador se efectuaban por dichas vías. Nuestro país, en cambio, se encuentra muy atrasado en este orden de materias, a pesar de lo avanzado que está en el campo informático y computacional. Prueba de ello es que los procedimientos de este tipo no contemplan mecanismos de esta naturaleza que permitan agilizar los trámites, en circunstancias que estamos en condiciones de hacerlo. Reiteró que, en su opinión, consagrar esta posibilidad en la ley, representaría un gran avance. Hoy en día los trabajadores muchas veces ven mermados sus derechos por las demoras en los trámites que deben ejecutarse y, por consiguiente, la modalidad que aquí se analiza, más acorde con la modernidad, será un valioso aporte y no va a entorpecer ni afectar al procedimiento y las notificaciones regulares que se practican en el mismo, las que siguen contempladas como tales y suficientemente resguardadas al efecto.


El Honorable Senador señor Chahuán expresó que, independientemente del hecho de que la carta certificada es el acto de notificación ordinario de los procedimientos administrativos, obviamente la ley puede establecer al efecto una modalidad distinta y, en ese entendido, lo cierto es que, en la actualidad, resulta perfectamente factible establecer un sistema de notificación mediante, por ejemplo, correo electrónico, sobre todo si se consideran las adecuaciones informáticas que tienen hoy en día los diversos servicios públicos. Por consiguiente, sugirió analizar la posibilidad de incorporar, con los resguardos correspondientes, la notificación por vías más modernas, como es el correo electrónico. Sin embargo, agregó, no le parecen igualmente seguros los medios telefónicos, porque en tal caso es más difícil dejar constancia de que la notificación efectivamente fue practicada. No obstante, medios más modernos que permitan certificar que una resolución o requerimiento fue notificado adecuadamente, son realmente susceptibles de ser considerados para estos efectos. 


Como argumento adicional, Su Señoría recordó que un reclamo constante por parte de los usuarios del sistema de salud, dice relación con la demora en que incurren las COMPIN en el despacho de las licencias médicas que son sometidas a su conocimiento. De hecho, destacó, hace un par de años dicha situación motivó la presentación de un requerimiento en razón de diez mil licencias médicas que no estaban siendo pagadas por el retraso en las respectivas tramitaciones. Toda esta burocratización y exigencia de antecedentes adicionales, sin duda generan un retraso en la posibilidad de que el beneficio se haga oportunamente efectivo. De este modo, subrayó, todo lo que permita acortar los tiempos de espera y que las resoluciones se emitan más rápidamente, parece adecuado. En la actualidad, todos estos procesos son muy lentos y ello también ha sido materia de análisis por parte de la Comisión de Expertos para la Reforma de la Salud. En ese escenario, concluyó, es necesario estudiar la posibilidad de que los correos electrónicos sean una modalidad viable en tal sentido. 


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que, para salvar las observaciones planteadas, la fórmula más apropiada parece ser establecer en la ley que las notificaciones en referencia se efectuarán por carta certificada, por medios electrónicos u otras vías. Ello dejaría abierta las distintas alternativas. Sin embargo, manifestó, el medio telefónico no le parece adecuado para estos efectos, toda vez que no ofrece seguridad en cuanto a si el requerimiento o la notificación realmente ha sido efectuada. Desde esa perspectiva, sugirió excluir de la norma esa modalidad.


La Honorable Senador señor Rincón opinó que, de acuerdo a lo anterior, sería pertinente consignar en la ley que estas diligencias se realizarán por medios electrónicos, como, por ejemplo, correo electrónico o fax, ya que aquélla es una expresión genérica que incluye a estas dos últimas. Lo importante, recalcó, es que quede constancia de que el requerimiento se efectuó y, por tanto, deben considerarse solamente medios que ofrezcan ese resguardo. En tal sentido, sugirió eliminar de la norma no sólo la referencia a las vías telefónicas, sino que también suprimir la mención a “otros medios”.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide destacó como elemento positivo de la nueva redacción que se propone para la norma en análisis, la circunstancia de que ahora se contempla, como primera medida, la de requerir en forma previa los antecedentes correspondientes al profesional que emitió la licencia médica, en lugar de citarlo derechamente, como se consideró en el texto aprobado en general. 


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social sugirió establecer que los requerimientos en cuestión “se podrán efectuar” por alguno de los medios señalados, en lugar de disponer que éstos “se efectuarán” de una determinada manera. Lo anterior, explicó, por cuanto una redacción facultativa permitiría agregar una alternativa para los efectos pretendidos, en cambio un texto imperativo, no sólo sería más restrictivo, sino que incluso podría dar lugar a posteriores reclamos de nulidad en razón de no haberse empleado el mecanismo expresamente ordenado por la ley para practicar el requerimiento. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide advirtió el especial cuidado que implica incorporar una enumeración en la ley, toda vez que fácilmente ello puede ser, con posterioridad, fuente de conflicto. En efecto, añadió, existen dos modalidades para tal propósito: por una parte, se puede hacer una nómina completa con los diversos medios con que la ley desea que se practiquen, en este caso, los requerimientos o las notificaciones, o bien, se puede hacer solamente una mención genérica a los mismos. Lo importante, agregó, es no dar lugar a la posibilidad de recurrir posteriormente a un resquicio que permita eludir el cumplimiento de las obligaciones correspondientes, bajo el argumento de no haberse utilizado un medio legal de notificación.


La Honorable Senador señor Rincón señaló que, a la luz de los planteamientos realizados, sería atinente establecer en la ley que dichos requerimientos “se efectuarán por carta certificada o por medios electrónicos”, entendiendo que estos últimos incluyen el correo electrónico y el fax. De esta forma, la disposición admitiría las diversas modalidades que resultan más apropiadas para estos efectos y que es preciso consignar de manera expresa en la ley.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron la referida propuesta y, conforme a ello, solicitaron al Ejecutivo que formule en tales términos la indicación respectiva. 


Enseguida, los integrantes presentes de las Comisiones unidas revisaron las dos enmiendas propuestas por el Ejecutivo para el inciso segundo de la norma en estudio. La primera de ellas, define en un máximo de siete días, el plazo que podrá ser fijado para entregar los antecedentes requeridos o asistir a las citaciones cursadas, tras lo cual la respectiva COMPIN quedaría habilitada para aplicar las sanciones -multa o suspensión-, que la ley contempla al efecto. La segunda modificación, especifica que las resoluciones que apliquen las referidas sanciones, se notificarán por carta certificada.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron con las propuestas reseñadas, en la medida que ellas recogen las observaciones formuladas durante el debate de las materias señaladas. 


Asimismo, y para los efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley, dejaron constancia de que las expresiones “repetida” y “reiterada” que utiliza el inciso segundo propuesto por la indicación número 1, significan que dos o más reticencias al cumplimiento de lo ordenado, darán lugar a la repetición o reiteración de que trata la ley.


En sesión posterior, revisando la remisión a la vía reglamentaria que considera este artículo, el Ejecutivo propuso eliminar dicha referencia, toda vez que ello sería innecesario en la medida que las normas de procedimiento quedarán todas expresamente establecidas en la propia ley y, en consecuencia, dicha materia no necesita quedar entregada a la regulación de reglamento alguno. 


De esta forma, precisó el señor Jefe de la Asesoría Legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social, la norma del artículo 4°, comenzaría con la frase inicial “Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez …”, eliminando la expresión “De conformidad al reglamento,” que actualmente ella consigna.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron la referida propuesta y encomendaron al Ejecutivo incorporar tal enmienda en la indicación que posteriormente debería presentarse respecto de la disposición en análisis.

Con posterioridad, abierto un nuevo plazo para formular indicaciones, y al tenor de lo señalado precedentemente, el Ejecutivo presentó la indicación número 1 Bis, para modificar la propuesta de la indicación número 1, también de su autoría, del siguiente modo:
Inciso primero


a) Intercalar, en el inciso primero que se reemplaza, entre los vocablos “realizarán” y “bajo”, la oración “por carta certificada o medios electrónicos tales como correos o fax”, seguida por una coma (,).

Inciso segundo


b) Sustituir, el inciso segundo que se reemplaza, por el siguiente:


“La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas  a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.”.


Las Comisiones unidas analizaron la indicación número 1 Bis, pudiendo constatar que ésta recoge las distintas enmiendas consensuadas en las sesiones anteriores, entre ellas, la notificación por carta certificada o medios electrónicos de los requerimientos que haga la COMPIN a los profesionales para solicitar antecedentes respecto de las licencias médicas que revise, el plazo de hasta siete días corridos para presentar tales antecedentes, la conversión a unidades tributarias mensuales de la multa a aplicar y la notificación por carta certificada de las resoluciones que apliquen las respectivas sanciones. 


Respecto de los medios electrónicos para notificar los señalados requerimientos de la COMPIN, los miembros presentes de las Comisiones unidas estimaron innecesario incluir una ejemplificación de los mismos, como lo propone la indicación en estudio, al señalar “tales como correos o fax”, por cuanto, si bien no es una enumeración taxativa, ello limita las alternativas aplicables al efecto y, más aún, podría inducir a confusión. En razón de lo anterior, desestimaron la indicación en esa parte.


Además, advirtieron, la indicación en estudio no consigna la modificación del inciso primero de la norma aprobada en general, en cuanto a eliminar la referencia a un reglamento. Por consiguiente, los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en enmendar la disposición en el sentido señalado y, para ello, eliminar la frase inicial “De conformidad al reglamento,” y comenzar el inciso con la expresión “Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”. Lo anterior, al tenor de los fundamentos que sobre la materia fueron consignados en su oportunidad y a los cuales ahora se remitieron en integridad.


Concurrieron al acuerdo antedicho, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Chahuán (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.


Conforme a lo resuelto, la norma del artículo 2° quedaría conformada por los incisos primero -con las modificaciones reseñadas-, tercero, cuarto y quinto al tenor de las indicaciones números 1 y 1 Bis, letra a), en tanto que el inciso segundo correspondería al propuesto por la indicación número 1 Bis, letra b). Por consiguiente, el texto de la disposición en análisis sería el siguiente:


“Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Dichos requerimientos se realizarán por carta certificada o medios electrónicos, bajo apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.


La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.

En contra de lo resuelto en conformidad al inciso anterior, podrá reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro de cinco días hábiles, contados desde la respectiva notificación.

Una vez que el profesional proporcione los antecedentes requeridos o acuda a la citación, la Comisión, de oficio o a petición de parte, dictará una resolución que ponga término a la suspensión indicada. Asimismo, en caso que el reclamo señalado en el inciso tercero sea resuelto a favor del profesional, se dejarán sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación respectiva. Al efecto, las copias de las resoluciones de la Comisión tendrán mérito ejecutivo. Con todo, las multas no serán exigibles mientras no esté vencido el término para interponer la reclamación ante la Superintendencia, o ésta no haya sido resuelta.”.

- Por consiguiente, puesta en votación la indicación número 1, respecto de su inciso primero, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Chahuán (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide. En relación a su inciso segundo, la indicación fue aprobada, con modificaciones, por mayoría de votos, con cinco votos a favor de los Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como miembro de ambas Comisiones), y un voto en contra, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide. Con idéntica votación fue aprobada la indicación, respecto de sus incisos tercero, cuarto y quinto.


- Sometida a votación la indicación número 1 Bis, letra a), fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Chahuán (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.


- La indicación número 1 Bis, letra b), fue aprobada por cinco votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como miembro de ambas Comisiones); votó por la negativa, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

- Con la misma votación consignada precedentemente, fue aprobada, con modificaciones, la indicación número 3.

Artículo 3°


Este artículo considera la facultad del Ministerio de Salud para centralizar la tramitación de las licencias médicas o, en su caso, de los reclamos correspondientes, en una o más Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. El tenor literal de la norma en estudio es el siguiente:


“Artículo 3°.- El Ministerio de Salud, mediante resolución publicada en el Diario Oficial, y fundada en razones de buen servicio, podrá concentrar la tramitación de las licencias médicas o los reclamos en su caso, en una o más Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, independiente de la competencia territorial que correspondería seguir según las reglas generales. Esta Comisión tendrá respecto de ellas las mismas facultades que si correspondiere a su territorio.”.

La indicación número 4, del Honorable Senador señor Larraín, propone suprimir el artículo 3° del proyecto de ley.


El señor Ministro de Salud, en fundamento del texto aprobado en general -en su artículo 3°-, el cual contempla la posibilidad de concentrar la tramitación de las licencias médicas, o sus reclamos, en una o más Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, explicó que en algunas ciudades de nuestro país se produce una duplicidad innecesaria de funciones en la administración y tramitación de las licencias médicas, lo que burocratiza el sistema e incrementa las posibilidades de error y, peor aún, aumenta los riesgos de fraude. Señaló que un claro ejemplo de ello es la Región Metropolitana, donde operan al efecto una excesiva cantidad de personas, lo que deviene en problemas de falta de profesionalismo y una extrema complejidad en la gestión de las licencias médicas. Es por ello, añadió, que resulta pertinente contar con la posibilidad de concentrar la tramitación de este beneficio en una o dos oficinas, a fin de evitar esta multiplicidad de diligencias y de participantes en las mismas, simplificando los procedimientos, no sólo en aras de su celeridad, sino que también -y principalmente- con el objeto de profesionalizar su gestión y, consecuencialmente, resguardar una tramitación exenta de todo fraude o ilegalidad.


La Honorable Senadora señora Rincón manifestó tener dos inquietudes en torno a esta norma. Por una parte, señaló que no parecería ser necesaria una disposición de tal naturaleza, toda vez que, en la actualidad, esta concentración en la gestión de las licencias médicas se lleva a efecto en forma administrativa, de modo que es una modalidad que hoy en día ya existe para la tramitación del beneficio. Ejemplificó con el caso de la ciudad de Santiago, donde funcionan diversas COMPIN y, sin embargo, las licencias médicas se tramitan en una sola de ellas. Por otra parte, añadió, es preocupante lo que ocurrirá desde el punto de vista práctico, particularmente en aquellas regiones donde las localidades y ciudades más pequeñas se encuentran ubicadas a una considerable distancia de las ciudades más grandes o de la capital regional, donde, en virtud de esta norma, se podría centralizar la administración y gestión de estas licencias. Por consiguiente, el artículo en comento podría generar más problemas que soluciones -sobre todo de índole práctico- en la tramitación que se espera simplificar.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, al tenor de la información proporcionada, en Chile existe una COMPIN por cada región del país y, además, operan subcomisiones u oficinas dependientes de aquéllas, las que, en la actualidad, sumarían un total de 125. En ese contexto, añadió, parece razonable concentrar la tramitación del beneficio, en la medida que ello permitiría no sólo maximizar la utilización de los recursos públicos destinados a estos fines, sino que también contribuiría a implementar adecuadamente el sistema en lugares donde no existe infraestructura alguna para estos efectos, tal como acontece, por ejemplo, en algunos sectores de la Región a la que representa. En consecuencia, se manifestó partidaria de la concentración de la gestión que contempla el artículo 3° del proyecto de ley, la cual, a mayor abundamiento, ya funcionaría en forma administrativa en algunas ciudades del país. No obstante lo anterior, consultó si, en opinión del Ejecutivo, dicha concentración es efectivamente necesaria y, en la afirmativa, si es posible realizarla por la vía administrativa o si, por el contrario, se requiere en verdad una previa facultad legal que así lo autorice.


El Honorable Senador señor Bianchi señaló que, en la misma línea anterior, su inquietud apunta a si efectivamente se requiere una norma legal que permita concentrar en sólo algunas oficinas la tramitación de las licencias médicas o sus eventuales reclamaciones, o si basta al efecto una medida administrativa. Asimismo, consultó cuál es el costo que involucraría tal concentración y, más precisamente, cuál es el ahorro real que significaría para el Estado de Chile implementar tal forma de gestión del beneficio.


El señor Ministro de Salud explicó que, a juicio del Ejecutivo, hoy en día existen demasiadas oficinas -entre comisiones y subcomisiones- encargadas de este tema, lo cual representa una exposición indebida al fraude, cuyo riesgo se incrementa en tales circunstancias. En ese sentido, y atendido el objetivo que persigue el presente proyecto de ley -esto es, evitar y sancionar el fraude-, resulta pertinente que exista la posibilidad legal para que, mediante una resolución publicada en el Diario Oficial y fundada en razones de buen servicio, se pueda centralizar la tramitación de las licencias médicas, simplificando esta gestión y minimizando las posibilidades de su otorgamiento y uso fraudulento. Añadió que no se trata sólo disminuir la carga de trabajo, ni de reducir el presupuesto que éste implica, sino que más bien se trata de mejorar la administración del beneficio. 


En ese mismo orden de ideas, reiteró la preocupación del Ministerio que encabeza, por poner fin a la tramitación inicial de las licencias médicas por parte de la Cajas de Compensación de Asignación Familiar. Informó que, en la actualidad, el 70% de las licencias médicas que se cursan en nuestro país, son inicialmente tramitadas por intermedio de las referidas entidades, lo que constituye una anomalía del sistema que es necesario corregir, ya que no es posible que tan sensible labor se ejecute vía delegación, ni menos que se traduzca en una fuente de financiamiento. Destacó que éste ha sido un planteamiento permanente sostenido por la Cartera de Salud y al cual ha abocado grandes esfuerzos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto consultó por la situación de las localidades que se encuentran ubicadas a gran distancia de las capitales regionales, que es donde, probablemente, se concentraría la gestión de las licencias médicas en razón de esta norma. Preguntó si ello significará que las personas deberán concurrir a tales ciudades para tramitar las licencias médicas que les sean otorgadas, con todas las dificultades que tal traslado podría implicar, no sólo en tiempo, sino que también desde una perspectiva económica, sobre todo tratándose de una persona que está enferma.


El señor Ministro de Salud reiteró que el objetivo fundamental de este proyecto de ley es poner fin al fraude en el otorgamiento y uso de las licencias médicas y, en ese contexto, debe encuadrarse la norma en análisis. Sin perjuicio de ello, añadió, en aquellas regiones donde las distancias entre una ciudad y otra sean muy extensas, es lógico que en cada una de ellas se mantengan oficinas donde presentar y tramitar las licencias médicas. Sin embargo, resulta igualmente razonable que en las grandes ciudades, donde opera una multiplicidad de oficinas y se desempeña un numeroso personal en estas tareas, sea posible concentrar estas funciones en una o dos Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, y profesionalizar o especializar en esta materia a los funcionarios de las mismas.


La Honorable Senadora señora Rincón reiteró su preocupación por las dificultades de carácter práctico que una norma como la propuesta podría implicar. Para graficarlo, recordó que, de acuerdo a la ley, el empleador tiene un plazo de dos días hábiles desde que le es presentada una licencia médica por parte de un trabajador, para ponerla a disposición de la entidad de salud respectiva. Con ese breve plazo, añadió, no se advierte cómo cumplirá tal obligación, por ejemplo, un empleador cuya empresa esté ubicada en la ciudad de San Antonio, si tiene que presentar una licencia médica de uno de sus trabajadores, en una institución de Valparaíso. Sin duda que se trata de una complicación adicional que deberá enfrentar el empleador y, peor aún, a riesgo de tener que asumir el costo de los días no trabajados si no logra presentar la respectiva licencia en tiempo y forma. Por consiguiente, ante la posibilidad de concentrar la ejecución de esta función, surgen importantes interrogantes que es preciso resolver en forma previa, como por ejemplo, dónde se va a concentrar esta labor, qué pasará en los casos en que enormes distancias dificulten los trámites, cómo se cumplirán las diversas diligencias dentro de los respectivos plazos legales, etcétera. Este análisis, agregó, sin duda que es muy relevante toda vez que, sin resolver estos cuestionamientos previos, la normativa podría finalmente perjudicar tanto a trabajadores como a empleadores, en lugar de facilitar o agilizar los procedimientos administrativos pertinentes en esta materia.


Por otra parte, en relación a la tarea que cumplen las Cajas de Compensación de Asignación Familiar respecto de las licencias médicas, aclaró que dichas entidades son sólo receptoras de las mismas, ya que la función de visarlas es efectuada por las respectivas COMPIN. Además, señaló, por dicha labor estas entidades reciben en pago una suma muy baja. De este modo, apuntó, para tales Cajas de Compensación representaría un gran avance ser liberadas de esta función y de la responsabilidad que ésta conlleva.


Finalmente, Su Señoría destacó que el proyecto de ley en análisis persigue evitar el fraude en el otorgamiento y uso de las licencias médicas y sancionarlo cuando éste se produzca. En ese entendido, recalcó, la norma en estudio no constituiría un mayor aporte, toda vez que no se orientaría precisamente en dicho sentido, ni contribuiría necesariamente a dicho fin. Desde esa perspectiva, concluyó, se manifestó partidaria de aprobar la indicación N° 4, en cuanto propone suprimir la disposición en cuestión. 


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que para analizar esta materia sería de gran utilidad tener a la vista una gráfica que reseñe el flujo de tramitación que involucra la gestión de una licencia médica, indicándose, por ejemplo, los plazos que demora cada diligencia, desde que el documento respectivo es emitido por el médico tratante, hasta que es presentado en la institución de salud correspondiente, explicando los diversos trámites que deben cumplir al efecto tanto el trabajador como el empleador. Asimismo, sería útil que en dicho gráfico se señalaran todas las entidades que intervienen en este proceso, distinguiendo las oficinas que son receptoras de aquellas que son tramitadoras y autorizantes, e identificando también las instancias de reclamación. Este tipo de antecedentes, subrayó, permitiría dilucidar en torno a estas materias, las que, de suyo, son altamente complejas. Agregó que es probable que, tras este análisis, se concluya, por ejemplo, que es pertinente mantener las oficinas que operan actualmente para efectos de recibir las licencias médicas presentadas, y que la concentración se reserve sólo para la tramitación y resolución de las mismas, debiendo en tal caso disponer de una oficina que cuente con los recursos suficientes, tanto materiales como humanos, para cumplir cabalmente con esta labor, entre ellos, profesionales especializados, medios computacionales e informáticos, o información pormenorizada respecto de los pacientes, como su historial clínico. Lo anterior, acotó, sobre todo en aquellas regiones del país donde existen localidades donde no se dispone de infraestructura alguna para estos efectos, como ocurre, por ejemplo, en la Región a la que representa. 


- Finalmente, puesta en votación la indicación número 4, fue aprobada, sin enmiendas, por siete votos a favor y dos abstenciones. Votaron por la afirmativa la Honorable Senadora señora Rincón y los Honorables Senadores señores Bianchi, Girardi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi, y se abstuvo la Honorable Senadora señora Matthei (como integrante de ambas Comisiones).
o o o

Artículo 3°, nuevo


Durante el debate, las Comisiones unidas analizaron una propuesta del Ejecutivo para incorporar, como artículo 3°, nuevo, una norma que contemplaría la posibilidad de que las Instituciones de Salud Previsional soliciten a los profesionales, antecedentes complementarios que respalden las licencias médicas que éstos emitan. Asimismo, regula las consecuencias derivadas de no proporcionar la información requerida.


Al tenor de la señalada propuesta del Ejecutivo, el artículo en comento consideraría el siguiente texto:


“Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5°, las Instituciones de Salud Previsional podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden.


En caso que los profesionales no proporcionen los antecedentes requeridos, la Institución de Salud Previsional podrá solicitar a la Comisión de Medicina Preventiva que aplique, en lo pertinente, el procedimiento del artículo 2°.”.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que parece razonable que las ISAPRES puedan solicitar antecedentes que justifiquen las licencias médicas otorgadas por los respectivos profesionales. Sin embargo, añadió, dichas instituciones no pueden contar con las mismas facultades que un contralor público y, en ese sentido, señaló compartir también la sugerencia de que, ante la negativa del profesional a entregar la información solicitada, el caso sea remitido a la entidad competente, esto es, la respectiva Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez y que, tras ello, se dé lugar a la aplicación del procedimiento que se contempla en el artículo 2° del proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide apuntó que tal vez sería pertinente contemplar un plazo dentro del cual los antecedentes deban ser remitidos. 


Sin embargo, atendido que el procedimiento consignado en el artículo 2° -al cual se remite la norma en comento-, ya considera un plazo para los señalados efectos, se estimó innecesario replicar en esta disposición un nuevo término legal.


Finalmente, los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en la pertinencia de la norma propuesta y encomendaron al Ejecutivo la presentación de la indicación respectiva en la oportunidad correspondiente.


Conforme a lo anterior, abierto un nuevo plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo formuló la indicación número 4 Bis, mediante la cual propone incorporar como artículo 3°, nuevo, una norma del siguiente tenor:

“Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5°, las Instituciones de Salud Previsional podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden.


En caso que los profesionales no proporcionen los antecedentes requeridos, la Institución de Salud Previsional podrá solicitar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que aplique, en lo pertinente, el procedimiento del artículo 2°.”.

Sobre el particular, las Comisiones unidas se remitieron al debate desarrollado en la sesión anterior y, constatando que la indicación en estudio reproduce el texto concordado en dicha oportunidad, la mayoría de sus miembros presentes compartió la norma ahora propuesta para ser incorporada como artículo 3°, nuevo, y cuyo tenor literal se consigna más adelante, en el capítulo de modificaciones correspondiente.


- De conformidad a lo señalado, puesta en votación la indicación número 4 Bis, fue aprobada, con enmiendas meramente formales, por cinco votos a favor y uno en contra. Votaron afirmativamente los Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como integrante de ambas Comisiones), y votó negativamente el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
o o o

Artículo 4°, nuevo


Con posterioridad, el Ejecutivo presentó una propuesta para agregar un artículo 4°, nuevo, en los siguientes términos:


“Artículo 4°.- El reglamento regulará el procedimiento mediante el cual el Ministerio de Salud podrá establecer, respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.”.


La Honorable Senadora señora Rincón consultó la razón para ubicar esta norma como artículo 4° del proyecto, toda vez que las disposiciones previas no están referidas a la misma materia.


El señor Ministro de Salud explicó que, sin perjuicio de la ubicación final que se otorgue a la norma, lo relevante es que con esta disposición se recoge una de las conclusiones a las que arribó la Comisión de Expertos para Reformar la Salud, en cuanto a la pertinencia de que existan ciertas pautas generales dentro de las cuales el órgano contralor pueda supervisar y decidir en torno al recto otorgamiento de una licencia médica. Destacó que, de esta forma, se establecerían parámetros o criterios comunes de evaluación. Hay que considerar, además, que entre los artículos 2° y 4°, la ley se estaría ocupando de los fundamentos técnicos en que se sustenta una licencia médica y, desde esa perspectiva, las normas efectivamente resultarían relacionadas.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, al incorporar la disposición como artículo 4°, la ley revela un orden lógico en su estructura, toda vez que los artículos anteriores se refieren al requerimiento de los antecedentes e informes que, en justificación de las licencias médicas emitidas, podrán efectuar a los profesionales tanto las COMPIN como las ISAPRES y, dentro de ese contexto, la norma siguiente dispone la existencia de protocolos referenciales relativos, precisamente, a los antecedentes e informes que servirán de respaldo a las mismas.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo presente que, más allá de toda consideración, no hay que olvidar que la licencia médica es, en esencia, un acto médico, que genera una relación en la que intervienen directamente el médico y el enfermo. Otra cosa distinta, añadió, son las repercusiones económicas que derivan de este beneficio, las que están vinculadas al denominado Subsidio por Incapacidad Laboral. Ahora bien, prosiguió, el problema que nos ocupa dice relación con el mal uso y abuso en que se ha incurrido en esta materia, lo cual impone el desafío de definir la solución con la cual se pretenderá resolver esta situación. Subrayó que, a su juicio, la forma de hacer frente a este dilema es mediante la aplicación de severas sanciones que no sólo castiguen a los infractores, sino que, además, logren desincentivar la realización de estas malas prácticas. Para tales efectos, continuó, no basta con suspender la facultad de emitir licencias médicas o suspender la venta de los formularios respectivos. Ello, más bien, afecta a los pacientes y no a los profesionales. La sanción, por tanto, ha de ser más drástica aún, y bien podría considerar, por ejemplo, la prohibición del ejercicio profesional, ya que quienes incurren en este tipo de ilícitos merecen ser excluidos de la práctica médica. Sin embargo, advirtió, una sanción de esta naturaleza conlleva un análisis de mayor envergadura, que involucra, entre otras cosas, revisar el rol que cumplen los colegios profesionales.


En segundo término, agregó, si bien resulta razonable que las ISAPRES puedan requerir algunos antecedentes en respaldo de las licencias médicas que cursan, dichos requerimientos, en su opinión, deberían efectuarse por intermedio de la institucionalidad pública correspondiente, y no en forma directa por parte de tales entidades privadas, como lo contempla la norma en estudio.


En tercer lugar, se manifestó contrario a la idea de establecer protocolos referenciales, como lo propone la norma en análisis. Señaló que, en el ámbito de las licencias médicas, no resulta atinente contemplar protocolos que, en definitiva, dispongan cómo debe procederse, ni aún tratándose sólo de los exámenes, informes y antecedentes que han de solicitarse en respaldo de las licencias emitidas.


El señor Ministro de Salud explicó que la norma en comento intenta evitar la arbitrariedad en el análisis y resolución de las licencias médicas en revisión. Así, por ejemplo, si la entidad contralora decide abreviar el tiempo de reposo inicialmente dispuesto por una licencia, deberá hacerlo dentro de los parámetros que previamente se contemplen en los protocolos en referencia. Éstos, además, permitirán estandarizar los criterios bajo los cuales se resuelva en torno a estas materias. Ello, por tanto, representará un resguardo de los derechos del trabajador y paciente, quien no estará expuesto a un rechazo o a una reducción injustificada de la licencia médica que legítimamente le haya sido otorgada. Se trata, pues, de generar un marco referencial de responsabilidad pública, toda vez que el otorgamiento de una licencia médica, no obstante ser un acto médico y privado, acarrea una responsabilidad social por el buen uso de los recursos públicos y que, como tales, corresponden a todos los chilenos. Por consiguiente, es importante crear conciencia de ello, no sólo en los profesionales y en los usuarios, sino que también en los contralores médicos que operan en el sistema, los que deberán ajustar su acción a estos parámetros previamente definidos. Así, su gestión deberá estar siempre justificada. Más aún, destacó, ello guarda armonía con la disposición que se propone más adelante para un nuevo artículo 9°, en el cual se contemplan las consecuencias que derivarán del rechazo o modificación arbitraria o sin expresión de causa de una licencia médica.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló compartir el asunto de fondo que contempla el nuevo artículo 4° propuesto, es decir, la existencia de protocolos referenciales respecto de los exámenes, informes y antecedentes que sirvan para respaldar las licencias médicas emitidas. Sin embargo, añadió, esta norma hace remisión a un reglamento que regulará el procedimiento mediante el cual se establecerán tales protocolos. Lo propio acontece, apuntó, en el artículo 2° propuesto por el Ejecutivo, donde también se dice que “De conformidad al reglamento”, las COMPIN podrán solicitar antecedentes a los profesionales respecto de las licencias médicas sometidas a su conocimiento. Por consiguiente, es preciso aclarar de qué reglamentos se trata en cada caso, los cuales, además, deberían quedar en el ámbito de control de la autoridad pública. 


En segundo lugar, reiteró su disconformidad con la ubicación que se está proponiendo para la norma en comento, ya que, en su opinión, no resulta claro que consignarla como artículo 4° sea lo más apropiado en el orden interno de la ley. Por tanto, insistió, sería necesario revisar dónde debería ser incluida la disposición en cuestión, lo cual, subrayó, es sin perjuicio de compartir plenamente el establecimiento de los mencionados protocolos referenciales. 


Por otra parte, continuó, es necesario tener presente que en esta materia estamos frente a dos actos: uno, el acto médico propiamente tal, que es equivalente a una certificación y, el otro, el subsidio por incapacidad laboral a que aquél da lugar. Ambos se encuentran estrechamente vinculados y, justamente en razón de ello, existe el problema que hoy se intenta solucionar. De no ser así, advirtió, no se presentaría esta permanente posibilidad de fraude, en el cual participan tanto un trabajador que no está enfermo, como un profesional que diagnostica una enfermedad que no existe y proporciona una licencia médica sin fundamento. Sin embargo, añadió, debe recordarse que esta conducta no corresponde a la generalidad del cuerpo médico de nuestro país, sino que tan sólo a un reducido número de personas dentro del gran universo de los profesionales de la salud, al interior del cual la inmensa mayoría observa un correcto comportamiento en su ejercicio profesional. 


Recordó que, durante su desempeño en la Superintendencia de Seguridad Social, uno de los problemas más recurrentes en este orden, se presentaba precisamente por la multiplicidad de criterios para resolver en torno a las licencias médicas revisadas. En efecto, explicó, atendida la falta de protocolos que dieran uniformidad a las pautas aplicables, las COMPIN fallaban los asuntos sometidos a su conocimiento con una total disparidad de criterios, ya que no había un marco normativo que definiera ciertos límites dentro de los cuales adoptar las decisiones respectivas. Desde esa perspectiva, entonces, es necesaria la existencia de protocolos referenciales, no para restringir el ejercicio médico, sino que para determinar los parámetros conforme a los cuales los contralores deberán enmarcar sus resoluciones. Así, destacó, las decisiones estarán respaldadas por criterios uniformes y predeterminados y, por ejemplo, si una licencia médica es reducida en cuanto al tiempo de reposo prescrito inicialmente, esa medida deberá estar justificada y acorde con los protocolos correspondientes. Esto permitirá, además, agilizar los trámites respectivos, toda vez que, en la actualidad, es tal la demora en el despacho de los casos que se presentan, que ello sin duda también conduce a la emisión de resoluciones sin mayor fundamento médico o, simplemente, arbitrarias. Se trata, pues, de una estandarización que es necesaria, según lo demuestra la propia realidad registrada en esta materia.


La Honorable Senadora señora Matthei indicó que el artículo 4° propuesto por el Ejecutivo, sólo se estaría refiriendo a protocolos respecto de los exámenes, informes y antecedentes que sustentan las licencias médicas y, por tanto, no incide en los procedimientos médicos. Ni siquiera, agregó, se hace mención a una estandarización respecto del número de días por los cuales deberán extenderse las licencias médicas según las distintas enfermedades de que se trate. La norma sólo se limita a contemplar protocolos en cuanto a los antecedentes que justificarán la licencia.


Coincidió en que la existencia de estos protocolos referenciales contribuirán a eliminar la arbitrariedad en estas materias. Así, todos los casos deberán ser resueltos dentro de unos mismos márgenes, y se evitará que, frente a un mismo diagnóstico, en un caso se aplique un criterio más amplio y, en otro, se dé lugar a uno más restringido, generando que, por esta disparidad, en el primer evento se acceda al beneficio y, en el segundo, en cambio, se deniegue o modifique, a pesar de tratarse de una misma enfermedad.


De esta forma, señaló, quedará esclarecido con anterioridad qué exámenes será necesario requerir para fundamentar una licencia médica, así como también resultará claro qué antecedentes no serán pertinentes de exigir, con lo cual se evitarán procedimientos y trámites innecesarios, cuyo único efecto real es postergar el legítimo ejercicio de los derechos por parte de los usuarios afectados. No hay que olvidar, destacó, que cada día que demora en cursarse una licencia médica, es un día más que se retrasa el pago del subsidio correlativo y, para muchas personas, ello puede constituir un grave problema, por cuanto dicho pago representa su único sustento económico. Dentro de dicho contexto, apuntó, resulta imperioso reducir lo más posible los trámites que han de cumplirse para el otorgamiento y goce de estos beneficios, evitando procedimientos extras, para cursar las licencias y los subsidios de manera ágil y expedita. Por consiguiente, en lugar de que se estén exigiendo más y nuevos exámenes y antecedentes para justificar la licencia médica emitida, parece razonable que existan protocolos que señalen desde ya los exámenes que será necesario acompañar a la misma. Además, advirtió, tales protocolos referenciales están concebidos sólo respecto de ciertas patologías, por lo tanto, no se trata de una restricción al ejercicio de la profesión médica, sino que más bien consiste en definir las exigencias mínimas que procederán para respaldar el beneficio. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Kuschel manifestó su preocupación ante la posibilidad de que esta normativa dé lugar a la generación de una multiplicidad de reglamentos que regulen, finalmente, esta materia en sus diversos aspectos. De ser necesario recurrir a la vía reglamentaria, acotó, sería pertinente que, a lo sumo, se trate de uno o dos cuerpos normativos reglamentarios y, además, que sean lo suficientemente sencillos y operativos para dar fluidez al sistema, a fin de que no se transformen, a la postre, en un elemento que más bien entorpezca el trabajo de las entidades contraloras, en lugar de facilitarlo.


El señor Ministro de Salud compartió las aprensiones manifestadas en cuanto al tema reglamentario, coincidiendo en que es importante precisar en la ley, las remisiones que ésta haga a la vía reglamentaria. 


En otro orden de ideas, señaló que el artículo 4° en estudio, representa un valor adicional que es atinente considerar, cual es que, mediante los protocolos referenciales que contempla, se reduce ostensiblemente el riesgo del uso indebido de información confidencial y no relevante respecto de los casos en revisión. Explicó que, en la actualidad, es de ordinaria ocurrencia que, por ejemplo, las compañías aseguradoras solicitan para mejor resolver, la ficha completa del paciente y, así, acceden a información privada -relativa, por ejemplo, a enfermedades graves o ciertas adicciones- que, en verdad, no es necesario exponer para decidir en torno a la procedencia de un beneficio específico. 


En ese sentido, subrayó, contar con un marco claro que delimite la acción, sin duda que será un aporte en la gestión de los beneficios en mención. 


Enseguida, el señor Jefe de la Asesoría Legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social presentó la siguiente propuesta para precisar las remisiones a los reglamentos que contemplará la ley. Puntualizó que tales menciones se consignarían solamente en los artículos 4° y 13, nuevos, sugeridos por el Ejecutivo, en tanto que tal referencia sería eliminada del artículo 2°.


En lo que aquí respecta, continuó, el artículo 4°, nuevo, sería redactado al efecto en los siguientes términos:


“Artículo 4°.- Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud, con la firma del Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.”.


De esta forma, se especifica la materia de que tratará el respectivo reglamento, el Ministerio que lo expedirá y la Secretaría de Estado que concurrirá a ello con la firma de su titular. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en tanto, reiteró su oposición al establecimiento de protocolos en esta materia. Indicó que la ley es de aplicación general, y el ejercicio profesional, en cambio, es esencialmente casuístico. Para conciliar ambas cosas, añadió, la fórmula propuesta no sería, a su juicio, la más adecuada. 


La Honorable Senadora señora Rincón consultó a Su Señoría cuál sería la razón para no proporcionar los antecedentes del caso ante una licencia médica que está siendo revisada. Si un médico, por ejemplo, otorga una licencia médica dictaminando un reposo por un determinado número de días con motivo de una fractura ósea, y la COMPIN posteriormente solicita que se acompañe la radiografía que previamente fue tomada al paciente, no parece haber motivo para negar tal información. Reiteró, entonces, su pregunta en cuanto a por qué habría de negarse tales antecedentes, sobre todo si efectivamente corresponden a la realidad y los procedimientos han sido debida y correctamente efectuados.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que nada impide que se requieran los antecedentes correspondientes, pero ello no debería ser en función de protocolos previamente establecidos. Además, en su opinión, de la norma en análisis no se desprende necesariamente que se trate sólo de protocolos referidos a los exámenes y antecedentes que sustentan la licencia.


Agregó que, cuando un médico otorga una licencia médica, eso está entregado a tres parámetros de comportamiento. Primero, el conocimiento y sabiduría del profesional para hacer un diagnóstico correcto y, conforme a ello, para pedir los exámenes y disponer los tratamientos correspondientes. Segundo, la ética del médico, que lo obliga a requerir sólo exámenes atinentes y a efectuar los procedimientos estrictamente necesarios. Este tema ético, añadió, está relacionado con la situación actual que permite y favorece que todo el mundo de la salud esté vinculado, incluyendo laboratorios y centros de procedimientos, sin embargo, apuntó, ello derivaría en una discusión aún mayor. En tercer término, concluyó, el punto es cómo enfrentar la problemática que aquí nos ocupa y, con la solución propuesta en este proyecto de ley, sólo se estaría abordando tangencialmente el asunto, ya que una respuesta más eficiente sería la de sancionar drásticamente el fraude con la exclusión del ejercicio profesional.


La Honorable Senadora señora Rincón reiteró que los protocolos a que se hace mención, sólo están concebidos respecto de determinadas patologías o enfermedades y, además, están referidos a los exámenes, informes y antecedentes que puedan respaldar la diagnosis. Ello, incluso, haría más ordenado el trabajo en las COMPIN, las que están colapsadas en su labor en esta materia. 


Sin perjuicio de lo anterior y, para fines ilustrativos y de historia de la ley, Su Señoría citó el concepto de “protocolo” contemplado en el Diccionario de la Lengua Española, de la Real Academia Española, el cual, en su cuarta acepción, señala “Plan escrito y detallado de un experimento científico, un ensayo clínico o una actuación médica.”.


La Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que el denominado plan AUGE se estructuró, precisamente, sobre la base de sendos protocolos que, si bien están referidos a los procedimientos y tratamientos médicos, han servido de base a todo dicho sistema, de modo tal que lo que no está comprendido en dichos protocolos, no queda comprendido bajo la cobertura del señalado régimen de garantías en salud.


Finalmente, las Comisiones unidas encomendaron al Ejecutivo la redacción definitiva de la norma y su presentación mediante la indicación respectiva.


De acuerdo a lo anterior, y abierto un nuevo plazo, el Ejecutivo formuló la indicación número 4 Ter, proponiendo incorporar el siguiente artículo 4°, nuevo: 

“Artículo 4°.- Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud y suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.”.

Las Comisiones unidas coincidieron en remitirse al debate ya desarrollado en torno a esta materia, en el cual se analizaron detenidamente aspectos tales como la ubicación de la norma al interior del proyecto de ley, la procedencia de protocolos referenciales referidos a los exámenes, informes y antecedentes que respaldarán las licencias médicas, y la definición de un reglamento conforme al cual se establecerán tales protocolos.


Tras verificar que la indicación en estudio recoge los planteamientos formulados durante dicho debate, la mayoría de los integrantes presentes de las Comisiones unidas, aceptó el texto propuesto por dicha indicación, para ser incorporado como artículo 4°, nuevo. La norma resultante se consigna más adelante, en el respectivo capítulo de modificaciones.


- Conforme a lo señalado, sometida a votación la indicación número 4 Ter, fue aprobada, por cinco votos a favor, de los Honorables Senadores señora Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como integrante de ambas Comisiones), y un voto en contra, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.
o o o
Artículo 4°

(Pasa a ser artículo 5°)


Este precepto establece la facultad de la Superintendencia de Seguridad Social para iniciar una investigación en el caso de licencias médicas emitidas sin fundamento. Del mismo modo, se consignan las sanciones a aplicar tras la constatación de los hechos denunciados. Asimismo, la norma castiga la reincidencia. Al efecto, dispone literalmente lo que sigue:


“Artículo 4°.- En caso que el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, emita licencias sin fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o de la COMPIN respectiva, del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación.


Si la investigación acredita los hechos denunciados podrá aplicar las siguientes sanciones:


1) Multa a beneficio fiscal de hasta 10 Unidades de Fomento. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.


2) Suspensión por 30 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 25 Unidades de Fomento, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por 90 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 50 Unidades de Fomento, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 100 Unidades de Fomento, en caso de tercera reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


La resolución que aplique alguna de las sanciones señaladas deberá ser fundada, y dictada previo informe del profesional involucrado.


El profesional tendrá diez días hábiles desde la notificación de la resolución que aplica la sanción para remitir a la Superintendencia su informe, pudiendo solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos, a la que podrán asistir los organismos administradores que correspondieren, el Colegio Profesional y las Sociedades Científicas respectivos, previa citación.


Transcurrido el plazo de 10 días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano la procedencia de la sanción.


La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución deberán ser notificadas por carta certificada.”.

En relación al artículo 4°, fueron formuladas las siguientes indicaciones:


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Larraín, plantea reemplazar este precepto por el siguiente:


“Artículo 4°.- Sin perjuicio de las acciones civiles y penales que correspondan, si la Superintendencia de Seguridad Social determina mediante investigación interna, sea de oficio, en virtud de la información que le entreguen las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o a petición de un tercero, que un profesional de la salud ha otorgado licencias médicas sin fundamento médico, podrá aplicar una multa a beneficio fiscal de hasta 10 Unidades de Fomento por cada licencia otorgada de esta forma.


La resolución que aplique la multa deberá ser fundada y dictada previo informe del profesional de la salud involucrado, en el que podrá efectuar sus descargos. El procedimiento aplicable para que el facultativo pueda efectuar sus descargos será el contemplado en la ley N° 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.


En caso que la Superintendencia haya aplicado una o más sanciones a un profesional de la salud por haber emitido más de veinte licencias médicas sin fundamento médico, y dichas sanciones se encuentran ejecutoriadas por haberse resuelto todos los recursos interpuesto en su contra o haber transcurrido el plazo para presentarlos, podrá decretar la inhabilitación temporal del profesional de la salud para emitir licencias médicas por un plazo de hasta un año, por resolución fundada, la que también será reclamable en conformidad al inciso anterior.


Los funcionarios de la Superintendencia de Seguridad Social que teniendo la obligación de iniciar la investigación establecida en el artículo 3°, y habiéndose acreditado que han tomado conocimiento de posibles conductas fraudulentas, ilegales o abusivas relacionadas con licencias médicas, no hayan iniciado la investigación correspondiente, serán sancionados con alguna de las medidas disciplinarias del artículo 116 del Estatuto Administrativo, atendido el mérito de los antecedentes que se reúnan en el sumario correspondiente.”.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que esta indicación contempla la aplicación de sanciones por parte de la Superintendencia de Seguridad Social, ante el otorgamiento de licencias médicas sin fundamento médico, tras haberse verificado la respectiva investigación interna. Tales sanciones consisten en la aplicación de multas y en la inhabilitación temporal del profesional para emitir licencias médicas. Agregó que, en este caso, la aplicación de sanciones por la Superintendencia de Seguridad Social parece explicarse en razón de la investigación previa desarrollada y que deriva en constatar el otorgamiento, sin fundamento, de una licencia médica. Añadió que, si bien no es partidaria de la sola aplicación de multas para castigar este tipo de ilícitos, en este caso parece justificado contemplar tal sanción, en la medida que su aplicación procederá tras la constatación de los hechos previamente investigados por parte de la Superintendencia. En ese sentido, sugirió que el Ejecutivo estudie la materia para los efectos de presentar la indicación de rigor, ya que la norma involucraría materias de su iniciativa exclusiva.


El Honorable Senador señor Bianchi apuntó que, de acuerdo a lo manifestado por el Ejecutivo con anterioridad, este tema sería objeto de un análisis posterior y, por lo tanto, no sería necesario debatirlo en esta oportunidad con motivo del presente proyecto de ley, sin perjuicio de que, efectivamente, se trata de un asunto de iniciativa presidencial exclusiva.


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que, en todo caso, el texto aprobado en general ya contempla una investigación a cargo de la Superintendencia de Seguridad Social y, tras acreditarse los hechos denunciados, dispone la aplicación de sanciones consistentes tanto en multas como en la suspensión de la facultad para otorgar licencias médicas. La indicación en estudio, por su parte, propone reemplazar el artículo 4° del proyecto y, a su juicio, para los señalados efectos, parece pertinente mantener la norma aprobada en general.


- Finalmente, el Presidente de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorable Senador señor Muñoz Aburto, declaró inadmisible la indicación número 5, por contemplar materias cuya iniciativa legal exclusiva corresponde al Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N° 2°, de la Carta Fundamental.
Inciso primero


La indicación número 6, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, es para reemplazar la sigla “COMPIN” por “Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez”.


- Puesta en votación la indicación en referencia, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi.

La indicación número 7, de la Honorable Senadora señora Rincón, es para intercalar, luego de “Institución de Salud Previsional”, la frase “o de cualquier particular”.


La Honorable Senadora señora Rincón explicó la propuesta de la indicación en comento, señalando que el objetivo de la misma es contemplar que el propio empleador también pueda accionar para dar inicio a una investigación cuando esté en conocimiento de un posible fraude en el otorgamiento y uso de una licencia médica. De este modo, agregó, se entrega a “cualquier particular” la posibilidad de incoar la investigación correspondiente.


- Sometida a votación la indicación número 7, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi.
Inciso segundo


La indicación número 8, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, propone sustituir la expresión “la investigación acredita” por “de conformidad al procedimiento establecido en este artículo, se acreditan”.


- Las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi, aprobaron la indicación número 8, sin enmiendas.
Número 1)


La indicación número 9, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sugiere eliminar la segunda oración.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que la norma aprobada en general, contempla, en su numeral 1, una multa para el caso de acreditarse el otorgamiento de una licencia médica sin fundamento médico y, si dicho ilícito se comete en forma reiterada, se dispone que la multa se elevará al doble. El numeral 2 del mismo artículo, considera, además de la multa, la suspensión de la facultad para otorgar licencias médicas en el evento de reincidencia acaecida dentro de los tres años siguientes a la fecha de notificación de la resolución que impuso la primera sanción. Los numerales siguientes del precepto, incrementan la multa y el tiempo de suspensión, en la medida que las reincidencias se multipliquen. En ese contexto, apuntó, resulta razonable eliminar la segunda oración del numeral 1, tal como lo propone la indicación en estudio, toda vez que la actual redacción de la norma parece permitir que, en caso de reiteración, se eleve la multa al doble y, además, se aplique la respectiva suspensión y las nuevas multas consignadas en los numerales posteriores. Ello, subrayó, sería excesivo y, por tanto, ameritaría la modificación de la disposición en el sentido propuesto por la indicación.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que el punto central de la norma en análisis, parece estar en la circunstancia de que la reincidencia que motiva la suspensión de la facultad para otorgar licencias médicas y una nueva multa, debe producirse dentro del término de tres años desde que se aplicó la primera sanción. Sin embargo, advirtió, no queda claro qué sucederá en el evento que tal reincidencia se produzca fuera de dicho plazo y, en consecuencia, la segunda oración del numeral 1 se explicaría para el caso en que la reiteración se verifique después de los señalados tres años posteriores a la primera sanción, situación en la cual la multa, simplemente, se elevaría al doble. 


Por último, los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en que la materia en referencia necesita una nueva revisión, a fin de mejorar la redacción de la norma, de acuerdo a su recto sentido y alcance. Atendido lo anterior, solicitaron al Ejecutivo estudiar nuevamente los temas planteados en este orden. 

Número 4)


La indicación número 10, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, es para reemplazar la expresión “tercera reincidencia” por “tres o más reincidencias”.


La Honorable Senadora señora Matthei planteó su preocupación en cuanto a que, en algunos casos, puede resultar meridianamente fácil acreditar que una licencia médica es falsa o que no se sustenta en fundamento médico alguno. Sin embargo, añadió, también puede haber situaciones en las cuales no se trate de un problema de falsedad de la licencia o de fraude en su otorgamiento, sino que más bien se produzca una disparidad de criterios en torno a la procedencia de la misma. En efecto, explicó, puede darse el caso de una enfermedad que, de acuerdo al médico tratante, requiere cierto período de reposo en el proceso de sanación, no obstante, la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez podría estimar que dicho reposo es innecesario. En tal evento, la licencia otorgada podría ser rechazada, a pesar de que no se trata de un fraude ni de falsedad, sino, simplemente, que los criterios bajo los cuales se califica la situación del paciente y su tratamiento médico, son distintos, generando una discrepancia en torno al otorgamiento de la respectiva licencia médica. Añadió que un caso recurrente de esta disparidad de juicios se registra con las licencias psiquiátricas por depresión, las que reciben reparos, por ejemplo, en cuanto a su extensión. Por consiguiente, advirtió, resulta preocupante que pueda sancionarse a un profesional de la salud con una suspensión de 30 días, por haber extendido, por única vez, una licencia médica que fue objetada en razón de haber aplicado un criterio médico diverso del que sostiene el organismo fiscalizador. Lo anterior, recalcó, podría devenir en un efecto inhibitorio no deseado, toda vez que los médicos, ante la sola posibilidad de que las licencias que emitan sean rechazadas y ellos sean sancionados, evitarán prescribir el reposo, lo que, a la postre, sólo perjudicará a los trabajadores que efectivamente padezcan alguna enfermedad de la que deban recuperarse y necesiten una licencia médica que justifique su ausencia laboral.


El señor Ministro de Salud indicó que las sanciones que contempla el proyecto de ley están concebidas para castigar el fraude, la falsedad, el otorgamiento indebido y el mal uso de las licencias médicas, es decir, se trata de sancionar las conductas ilícitas o reñidas con la legalidad que, además, resulten acreditadas. No se trata, pues, de aplicar sanciones por el solo hecho de que los criterios médicos no sean coincidentes. Es por ello, acotó, que la norma señala expresamente que la Superintendencia de Seguridad Social podrá aplicar ciertas sanciones -multa y suspensión-, cuando determine, mediante investigación interna, que un profesional de la salud ha otorgado licencias médicas “sin fundamento médico”. Ello resguarda la situación antes descrita y orienta la ley hacia el objetivo que la inspira.


- Sometida a votación la indicación número 10, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi.
Inciso tercero


La indicación número 11, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, propone sustituir el inciso tercero del artículo 4° en estudio, por el siguiente:


“Sin perjuicio de la aplicación de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 100 Unidades de Fomento.”.


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que la indicación en estudio propone una norma que no se vincula precisamente con el inciso que pretende sustituir. En efecto, añadió, mientras la indicación contempla una sanción para el profesional que otorga una o más licencias médicas encontrándose previamente suspendida su facultad para hacerlo, el inciso tercero del artículo 4° del proyecto de ley, dispone que la resolución que imponga las sanciones, deberá ser fundada y dictada previo informe del profesional involucrado.


Por consiguiente, añadió, siendo ambas normas atinentes a los objetivos del proyecto en análisis, una no debe reemplazar a la otra y, más bien, ambas deberían quedar consignadas en el texto legal y, por tanto, debería readecuarse el orden de los incisos correspondientes. En ese entendido, anunció, sin perjuicio de aprobar la indicación en referencia, sería necesario modificar la ubicación del inciso que ella propone, agregándolo al artículo 4° en análisis, en lugar de sustituir una de sus partes. 


La Honorable Senadora señora Matthei coincidió en que, más que de reemplazar, se trata de agregar un inciso al artículo 4° del proyecto de ley, mediante el cual se contemple esta sanción para quien infrinja la suspensión de la facultad para otorgar licencias médicas. Conforme a ello y, de aprobarse la disposición propuesta, sugirió incorporarla como inciso final del artículo en comento.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron la norma de fondo propuesta por la indicación, así como también coincidieron en que es necesario reubicarla al interior del artículo 4° del proyecto, según resulte más acorde con la debida correspondencia y armonía de sus disposiciones y con su verdadero sentido y alcance.


- De acuerdo a lo anterior, las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi, aprobaron la indicación número 11, con la modificación reseñada precedentemente.
Inciso cuarto


La indicación número 12, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, plantea reemplazar en este inciso la frase “El profesional tendrá diez días hábiles desde la notificación de la resolución que aplica la sanción” por “El profesional deberá ser citado al procedimiento seguido en su contra. Al efecto, tendrá diez días hábiles desde la notificación de la resolución respectiva”.


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que la redacción propuesta por la indicación en estudio, no resulta del todo clara, razón por la cual sería pertinente revisarla. Así por ejemplo, acotó, el texto sugerido podría interpretarse en el sentido de que excluye del respectivo procedimiento de investigación a la Superintendencia de Seguridad Social, toda vez que la nueva redacción no hace ninguna referencia a dicha entidad, como sí lo hace expresamente la norma aprobada en general, la cual precisamente se propone reemplazar en lo pertinente. Del mismo modo, el texto de reemplazo no se ajustaría exactamente al actual tenor literal de la disposición en comento. Por consiguiente, insistió, es preciso revisar la redacción de esta norma.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei hizo presente que todo el artículo 4° parece necesitar una reestructuración, toda vez que, en sus actuales términos, la norma establecería que la Superintendencia de Seguridad Social, primero, aplicará las sanciones y, tras ello, recién recibiría los descargos que formule el profesional en su defensa. Ello, subrayó, no resulta lógico, por cuanto lo regular es que la entidad respectiva -en este caso la Superintendencia de Seguridad Social-, en forma previa a la resolución del asunto, investigue los hechos -para lo cual es imprescindible escuchar al afectado y analizar los antecedentes que pueda aportar- y, luego, aplique las sanciones a que haya lugar, una vez constatados los hechos denunciados. Sin embargo, ese orden lógico aquí se ve alterado al tenor de lo dispuesto por el artículo 4° en estudio. En tales circunstancias, añadió, sería pertinente que, además de revisar la redacción, se analice una posible adecuación de la norma en su conjunto, reubicando sus diversos incisos a fin de darles una continuidad lógica que resulte más acorde con su verdadero sentido.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron dicha opinión, así como también coincidieron en la necesidad de mejorar la redacción de la norma, particularmente en lo que respecta al texto propuesto por la indicación en comento. De acuerdo a lo anterior, solicitaron al Ejecutivo efectuar el análisis correspondiente, a fin de adecuar el tenor literal del precepto en los sentidos antes planteados.

Inciso quinto


La indicación número 13, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, es para intercalar, luego de “de plano”, la expresión “y fundadamente”.


- Puesta en votación la indicación número 13, fue aprobada, sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), y Rossi.
Inciso sexto


La indicación número 14, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, plantea sustituir la frase “deberán ser notificadas por carta certificada” por “que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada en el plazo señalado en el inciso segundo del artículo 2°”.


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que la propuesta de esta indicación está vinculada a lo que finalmente se establezca respecto del artículo 2° del proyecto de ley, cuyo estudio aun se encuentra pendiente. En ese sentido, solicitó al Ejecutivo revisar también esta norma a la luz de lo que se proponga para el citado artículo 2°. Sin perjuicio de lo anterior, sugirió que, en lugar de hacer una referencia al artículo 2°, la disposición establezca expresamente desde cuando se entenderán practicadas las notificaciones tras el envío de la respectiva carta certificada. Con ello, apuntó, el precepto sería más claro, se bastaría a sí mismo y se evitaría la remisión normativa.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron con lo señalado por Su Señoría.


La indicación número 15, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, propone incorporar al artículo 4° en análisis, el siguiente inciso final, nuevo:


“Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.”.

- Puesta en votación la indicación número 15, fue aprobada, sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorables Senadoras señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y Honorables Senadores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones), Muñoz Aburto y Rossi.

Con posterioridad, y al tenor de los planteamientos formulados durante el estudio del señalado artículo 4°, el Ejecutivo presentó una nueva propuesta de redacción para dicha norma.


Su inciso primero y el encabezado del inciso segundo corresponden a los que aprobara en general el Senado, incorporando las modificaciones contempladas por las indicaciones números 6, 7 y 8, ya antes aceptadas por parte de las Comisiones unidas.


Por su parte, en lo relativo a los números 1) a 4) del inciso segundo, el Ejecutivo propuso el siguiente texto:


“1) Multa a beneficio fiscal de hasta 10 Unidades de Fomento.


2) Suspensión por 30 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 25 Unidades de Fomento.


3) Suspensión por 90 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 50 Unidades de Fomento, en caso de segunda reincidencia.


4) Suspensión por un año de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 100 Unidades de Fomento, en caso de tres o más reincidencias.”.

El señor Jefe de la Asesoría Legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social señaló que en el numeral 2) del artículo en estudio, se precise que la suspensión y la multa que allí se contemplan, se aplicarán en caso de “primera reincidencia”. Lo anterior, explicó, para hacer armónica la redacción de este numeral en relación a los restantes numerales de la norma, los cuales se refieren, respectivamente, a “segunda” y “tres o más reincidencias”.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas estimaron innecesaria la señalada enmienda, toda vez que el término “reincidencia” indica, por sí mismo, que se trata de una reiteración de la conducta. 


Enseguida, las Comisiones unidas debatieron en torno a la pertinencia de eliminar la segunda oración del numeral 1), según lo propuesto por la indicación número 9.


El señor Ministro de Salud explicó que el nuevo número 1) propuesto, es similar al que resultaría de aprobarse la indicación número 9, y que respecto de los tres restantes numerales aprobados en general se propone eliminar sus palabras finales “dentro del período de tres años contados desde la fecha de la resolución que impone la primera sanción.”.


Respecto de esta propuesta, en primer lugar se planteó la conveniencia de sustituir la expresión de las multas desde unidades de fomento a unidades tributarias mensuales. En favor de mantenerlas, reducidas a unidades de fomento, se argumentó que esa es la fórmula que utiliza la ley orgánica de la Superintendencia de Seguridad Social respecto de todas las multas, y que su cálculo no presenta problemas para dicha entidad. En sentido contrario, se indicó que ello hace más difícil conocer el monto exacto en pesos que debe pagar el infractor, pues el valor de dicha unidad monetaria se modifica diariamente conforme a la variación del Índice de Precios al Consumidor en un período mensual previo, lo que no ocurre con la unidad tributaria mensual, cuyo monto se mantiene estable durante un mes. 


Finalmente, entre los miembros presentes de las Comisiones unidas primó la opinión de sustituir en el proyecto las menciones a unidades de fomento por otras a unidades tributarias mensuales, calculado en su valor equivalente. Asimismo, coincidieron en solicitar al Ejecutivo que formalice la indicación respectiva para tales efectos.


En relación al numero 1), la Honorable Senadora señor Rincón expresó su acuerdo con la supresión de su segunda oración, debido a que en el texto aprobado en general las reincidencias ya se encontrarían consagradas en los numerales siguientes. Sin embargo, advirtió, en esta última propuesta del Ejecutivo se habla de una segunda reincidencia, en el número 3), sin que se considere la situación de la simple reincidencia.


Respecto a la observación planteada, el señor Ministro de Salud manifestó que el caso de reincidencia se encontraría tratado en el numeral 2), para lo cual, no obstante, sería necesario incluir en la modificación propuesta, la expresión “en caso de reincidencia”, que sí consiga el texto aprobado en general.


Respecto de los numerales 2) a 4), el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se declaró contrario a que junto a las multas allí contempladas, se agregue como sanción la suspensión de la facultad de emitir licencias médicas, ya que tal medida generaría perniciosas consecuencias sanitarias a los pacientes, que acuden en busca de la atención de un médico, que les atienda, les diagnostique y les informe que para superar su dolencia es necesario un reposo que requiere de licencia médica, que él no puede emitir. Expresó que es partidario de sancionar drásticamente al médico que no actúa correctamente, y que el reproche por tal falta ética le hace merecedor, incluso, de ser suspendido del ejercicio de la profesión. Sin embargo, reiteró, la suspensión de la facultad de emitir licencia terminará afectando a los enfermos y no a quien la emite irregularmente, lo que estimó necesario corregir para que no resulten perjudicando a los enfermos.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón indicó que, de acuerdo a su experiencia en la Superintendencia de Seguridad Social, la generalidad de los médicos demuestra un comportamiento ejemplar, siendo un número muy reducido de ellos los que cometen las irregularidades que se busca castigar. Tan escaso es, subrayó, que no existe riesgo de crear un problema para la población, pues la suspensión de la facultad de emitir licencia es una forma de sancionar a los infractores que hará que esos médicos dejen de ser consultados por quienes, conociendo su forma de actuar, concurren con el expreso propósito de obtener una licencia injustificada de quienes se dedican a ese negocio ilícito más que a la práctica de la medicina.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que las sanciones propuestas no están reservadas únicamente para aquellos profesionales que sistemáticamente emiten licencias infundadas, pues las disposiciones en estudio son de aplicación general y, por tanto, afectarán el ejercicio de la profesión de todos los médicos que incurran en tal falta, con independencia de la probidad o ética con que se hayan comportado con anterioridad.


Conforme a las opiniones vertidas, la Honorable Senadora señora Matthei resaltó lo complejo que resulta regular adecuadamente la materia. Expresó que la suspensión del ejercicio de la profesión siempre genera dudas, ya que es posible, por ejemplo, que el sancionado por la emisión de una licencia sin justificación médica, cumpla funciones en el servicio de urgencia de un hospital, sin que parezca apropiado que se le inhabilite para realizar tal cometido, que no guarda relación con la conducta que se busca sancionar. Señaló que, desde otro punto de vista, también es posible que un enfermo, de buena fe, concurra ante un facultativo sin saber que se encuentra inhabilitado para emitir licencias, resultando finalmente perjudicado porque, a pesar de necesitar efectivamente una licencia médica de acuerdo a la enfermedad de que padece, el profesional no se la podrá otorgar. Manifestó que una forma de conciliar tales posturas podría ser permitir el ejercicio al médico bajo la condición de advertir a sus pacientes que no se encuentra habilitado para emitir licencias, incluso mediante una nota escrita y firmada por quien solicita la atención, lo que por sí sólo constituiría una sanción moral.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide coincidió en que se trata de una situación difícil de resolver y en que existen distintas maneras de abordar el problema, haciendo presente que cada una de ellas debe ser analizada. En su opinión, agregó, la fórmula más adecuada de sanción pareciera ser la multa, siempre que ella sea de tal entidad como para resultar disuasiva, reiterando que, a su juicio, los médicos que cometen tales irregularidades deben ser drásticamente sancionados, para lo cual estima preferible incrementar sustancialmente las multas a montos que, si bien para algunos pudieran ser muy elevados, evitarían crear nuevos y complejos trámites para los pacientes, tales como la lectura o firma de documentos que den cuenta de la inhabilidad de emitir licencia del médico al cual acuden. 


El Honorable Senador señor Kuschel expresó que, al tenor de la información proporcionada durante este debate, la conducta generalizada de la mayoría del cuerpo médico que ejerce en nuestro país no merece reparos, y que las infracciones son cometidas por un reducido número de personas. De acuerdo a lo anterior, apuntó, parece preferible concentrar los esfuerzos en revisar la forma de sancionar a tales infractores, que actúan regular y habitualmente de manera ilícita, evitando generar complejos procedimientos para una actividad que funciona adecuadamente, ya que ello sería una innecesaria complicación para la mayor parte de los profesionales, en el intento de detener la acción ilícita de unos pocos.


Enseguida, la Honorable Senadora señora Rincón manifestó que, si bien el no pago de la multa dentro de plazo motiva que el respectivo título ejecutivo sea presentado a cobro, con independencia de los actos administrativos y gestiones judiciales que esto genera, lo más relevante es que el médico sancionado, no obstante lo anterior, podría continuar emitiendo licencias sin restricción alguna.


El señor Ministro de Salud indicó que, para decidir en torno a las sanciones aplicables, es atinente considerar que se trata de regular el ejercicio de una profesión, la medicina, que es una actividad muy noble, en cuya práctica se entrega al profesional la posibilidad de actuar como un verdadero testigo de fe, toda vez que se le habilita para ejecutar algunas acciones que tienen gran repercusión sobre la comunidad, de las cuales, señaló, mencionaría dos, a vía ejemplar. 


La primera es la facultad entregada a los médicos de emitir recetas para prescribir drogas estupefacientes. Sin embargo, como puede que por un mal uso del permiso que en tal sentido les ha dado la sociedad se llegue al tráfico de estupefacientes, es el mismo legislador el que ha previsto la posibilidad de sancionarlo dejando sin efecto tal autorización, es decir, impidiéndole adquirir más recetas de estupefacientes por haber hecho un mal uso de un bien público. La segunda manifestación de la confianza que entrega la sociedad al médico, dice relación con su facultad de comprar formularios de licencias médicas y de emitirlas lo que, con independencia de que el ideal sería el mundo de la ética perfecta, ha originado que muchas veces los enfermos sean atendidos en el sector público para ser después derivados a un centro médico o una consulta particular, ubicada incluso en las inmediaciones del hospital público, con el único propósito de comprar una licencia médica, lo que también importa un mal uso de un bien público por parte del respectivo facultativo.


Agregó que, en su opinión, sancionar sólo con multa la emisión de licencias sin fundamento, no resulta suficientemente disuasivo como para generar un temor que impida hacer mal uso de ese bien público, estimando legítima la suspensión del permiso para emitir licencias por un determinado plazo, que pueden ser de 30, 60, 90 días o más, según el caso, con independencia del hecho que se le imponga o no el deber de poner un cartel de aviso en su consulta que señale que ya no tiene la facultad de extender licencias, o que ello se consigne en un registro público u otra alternativa similar, que indique a los pacientes que requieren licencia que deben concurrir ante otro profesional.


Coincidió con la dificultad que representa encontrar una solución adecuada pero, manifestó, no debe actuarse bajo el supuesto que el cien por ciento de los médicos no necesita una voz de alerta que desincentive el mal uso de sus facultades y la generación de recetas de estupefacientes o licencias médicas improcedentes, cuya emisión genera un fraude de enormes dimensiones que, según las estimaciones oficiales, alcanza cien millones de dólares al año, lo que en términos sanitarios significa que se pierden anualmente los recursos suficientes como para poner en funcionamiento un hospital completo, todo ello como consecuencia del mal uso de este beneficio o como resultado de la vulneración de la confianza pública que se entrega a los médicos.


La Honorable Senadora señora Matthei coincidió con la propuesta presentada por el Ejecutivo, incorporando en el número 2) la referencia al caso de reincidencia. Sin embargo, estimó apropiado limitar el tiempo durante el cual una licencia que se declara sin fundamento médico deba ser considerada como una reincidencia, pues la situación es notoriamente distinta cuando ello ocurre con intervalos de semanas o meses, a que si sucede con años de diferencia entre una y otra licencia objetada, lo que podría estar más próximo a un error que a una conducta fraudulenta. En tal sentido, propuso que la reiteración se considere reincidencia sólo cuando ella tiene lugar dentro del plazo de uno o dos años y, en tal evento, sugirió, considerar además la posibilidad de suspender del ejercicio profesional y no solamente limitar la facultad de emitir licencias médicas.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide hizo presente que, en la actualidad, él ya no ejerce la profesión médica, lo cual le permite abordar el tema sin impedimento alguno y con total objetividad e imparcialidad. Añadió que la revisión de las observaciones expuestas, hará posible una regulación adecuada sobre la materia. Así, por ejemplo, estimó pertinente la idea de limitar la reincidencia a períodos de tiempo determinados que permitan apreciar que se trata de una conducta permanente y no de errores aislados. Desde otra perspectiva, manifestó, inhabilitar a un médico para ejercer la profesión es propio de una decisión judicial, la cual podría compartir en casos excepcionales, pese a lo cual estimó que una solución más apropiada y un mecanismo más simple es entregar esa facultad a los colegios profesionales, posibilidad por la que ha instado durante ya veinte años.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que la situación que se busca evitar es la conducta habitual y reiterada de emitir licencias sin fundamento médico, la que no guarda relación con un error que se comete cada dos o seis meses y que, incluso, puede ser motivado por la actuación del propio paciente que simula síntomas inexistentes, pues para cometer el fraude, se requiere que actúen en forma inescrupulosa tanto el trabajador como el médico. 


No se trata, agregó, de crear un mecanismo que sancione una equivocación por el sólo hecho de repetirse en un cierto tiempo, pues ello podría generar una sanción injusta e inconveniente, siendo necesario precisar qué se entiende por reincidencia, qué la configura, y el lapso de tiempo que debe darse entre un y otro caso, a fin de establecer la habitualidad en la conducta que se busca sancionar.


Por su parte, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto consultó respecto a la forma en es posible probar el fraude o la falta de sustento médico tratándose de una licencia siquiátrica.


El señor Ministro de Salud expresó que ello resulta difícil de probar, y que el fraude en tal caso sólo se puede determinar mediante la opinión de expertos en la materia. Agregó que la complejidad del tema deriva en que la práctica de la psiquiatría se encuentre más protegida que otras especialidades médicas, en las que sí es posible contrastar el diagnóstico con datos objetivos que lo sustentan, situación que, en caso de fraude, obra en beneficio del malhechor. 


A continuación, la Honorable Senadora señora Rincón hizo presente la necesidad de considerar otros aspectos relacionados con la emisión de licencias, como el costo de las mismas, en el cual influye no sólo el valor del papel y su impresión, sino que además el de los resguardos necesarios para evitar la falsificación de los propios formularios, entre otros, lo que incluso llevó en su momento a considerar el transformarla en una especie valorada.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó que el debate en torno a las sanciones, ha permitido establecer algunos criterios respecto de los cuales parece existir coincidencia en lo medular, sugiriendo al Ejecutivo -que tiene iniciativa legal sobre la materia-, que elabore una propuesta que concuerde los tres criterios básicos que se han planteado. El primero, es sancionar en forma drástica la conducta habitual de emitir licencias sin fundamento médico, con multas proporcionadas a la gravedad de tan perjudicial actuación. El segundo, establecer parámetros que permitan configurar la habitualidad, considerando la relación entre el número de atenciones, su naturaleza y la reiteración, dentro de un procedimiento racional y justo que permita la legítima contradicción y, el tercero, fijar una sanción razonablemente progresiva y muy severa, pues esa es la contrapartida necesaria para poder sostener que la licencia es un tema eminentemente médico y que la relación médico paciente debe ser siempre resguardada.


Solicitó, entonces, al señor Ministro de Salud considerar alguna fórmula que permita, paralelamente, resguardar la privacidad de las licencias médicas, pues cada vez es más frecuente que la licencia y el diagnóstico de que da cuenta, sean utilizados con propósitos totalmente ajenos a sus fines, incluso en el ámbito comercial o bancario, donde suele ocurrir que antecedentes privados y de índole estrictamente personal y reservada, son divulgados en perjuicio de los pacientes a quienes se busca proteger con su emisión.


Finalmente, Su Señoría señaló que, en su opinión, este es otro de los asuntos cuyo estudio debería ser encargado al Ejecutivo, para que presente una propuesta sobre el particular.


En similar sentido, el Honorable Senador señor Muñoz Aburto expresó ser partidario de las multas progresivas, de la suspensión en los casos de habitualidad en la conducta, de la determinación de parámetros objetivos para establecerla, y de la elevación de las sanciones que se han propuesto durante esta discusión.


Por último, apuntó que, entonces, habría consenso entre los integrantes de las Comisiones unidas en cuanto a la aplicación de sanciones tales como la suspensión y la multa para castigar los ilícitos de que aquí se trata. Asimismo, coincidieron en encomendar al Ejecutivo la revisión del sistema sancionatorio en general y la posibilidad de incrementar las sanciones actualmente contempladas, al tenor de los planteamientos formulados por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


Enseguida, el Ejecutivo se refirió a su nueva propuesta de redacción para los incisos tercero y siguientes del artículo en análisis, al tenor de las inquietudes expresadas en este debate para un reordenamiento de la norma en cuestión. De acuerdo a dicha propuesta, el texto de tales incisos sería el siguiente:


“La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos, a la que podrán ser citados los organismos administradores que correspondieren, las Sociedades Científicas y el Colegio Profesional respectivos.


Transcurrido el plazo de 10 días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano y fundadamente la procedencia de la sanción. 


La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. 


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 100 Unidades de Fomento. Al efecto, se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo.


Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.”.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló no advertir la razón por la cual estas materias quedan entregadas a la Superintendencia de Seguridad Social, en circunstancias que se trata de asuntos propios del ámbito de la salud y, por tanto, la resolución en torno a estos temas debería estar radicada en la Superintendencia del ramo.


En segundo lugar, indicó que a la audiencia a la que puede convocarse para que el profesional formule sus descargos, podrán ser citados los organismos administradores, las Sociedades Científicas y el Colegio Profesional. Se manifestó contrario a esta posibilidad, toda vez que se trata de entidades cuyo aporte será limitado. En el caso de los Colegios Profesionales, por ejemplo, recordó que el papel de estos gremios ha quedado reducido al mínimo y, por tanto, poco o nada podrían hacer en estas materias. En cuanto a las Sociedades Científicas, señaló que éstas podrían actuar sólo como un elemento de apoyo y, en lo referente a los organismos administradores, la situación es peor aún, ya que esta participación en este proceso de investigación los convertiría en juez y parte a la vez. Por consiguiente, acotó, sería preferible eliminar de la norma la mención a estas entidades.


La Honorable Senadora señora Rincón sostuvo que la intervención directa de la Superintendencia de Seguridad Social en estas materias, se explica porque el beneficio de que se trata -la licencia médica-, se encuentra vinculado al subsidio por incapacidad laboral, es decir, está relacionado con un beneficio propio del ámbito de la seguridad social y, en ese entendido, estos temas quedan bajo la tuición y supervigilancia de la referida Superintendencia, lo cual, añadió, tuvo su origen en la ley N° 16.744, sobre el seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales. Dicha Superintendencia, además, cuenta con un Departamento Médico que es el ente especializado y encargado de conocer y resolver en torno a estos asuntos.


En cuanto a la sugerencia de eliminar la referencia a los organismos administradores, a las Sociedades Científicas y a los Colegios Profesionales, señaló compartir dicha propuesta. No obstante, expresó parecerle adecuado escuchar la opinión especializada de entidades tales como las Sociedades Científicas o, incluso, apuntó, podría ser una forma de restituir un rol más preponderante a los Colegios Profesionales. Sin perjuicio de lo anterior, aclaró, aún sin esta norma, la Superintendencia de Seguridad Social cuenta con las facultades necesarias para requerir los informes de peritos que estime pertinentes para resolver.


En lo relativo a los organismos administradores respectivos, coincidió en que debería suprimirse su mención en esta norma, sin perjuicio de ser referidos a propósito del rechazo o modificación injustificada de una licencia médica. Es decir -y según se ha expresado con anterioridad en este debate-, así como se pretende castigar a los profesionales que emitan licencias falsas o fraudulentas, también deberán ser sancionados los organismos administradores que, sin mediar justificación médica, rechazan o restringen el reposo médico prescrito por medio de una licencia. En tal caso, estos organismos también tendrían que justificar su acción y, de ser necesario, deberían ser citados para que expliquen lo resuelto.


Conforme a lo señalado, concluyó, la norma en estudio sólo consignaría que el profesional “Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos”, suprimiendo la frase final del respectivo inciso.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que, en el cuadro sancionatorio, no puede quedar excluido tampoco el trabajador que, no estando realmente enfermo, hace uso de una licencia médica que obtuvo, por ejemplo, de un médico que ya estaba suspendido para tales efectos. En tal caso, añadió, la norma señala que se sanciona al profesional, pero no resulta igualmente claro respecto del paciente. Por lo tanto, subrayó, es necesario revisar la normativa en este punto también.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que, muchos de los problemas que se han ido planteando, podrían quedar superados mediante la implementación de la licencia médica electrónica. Ahora bien, agregó, es importante que en esta nueva modalidad electrónica queden registrados, además, todos los antecedentes que sean pertinentes, como por ejemplo, las patologías que afecten al enfermo, los tratamientos aplicados, los reposos prescritos, los subsidios pagados, entre otros datos, a fin de evitar que por falta de información se distorsione el sistema. Lo anterior, además, sin olvidar el debido resguardo de los derechos que empecen al trabajador que, efectivamente, puede estar afectado por una enfermedad y requiera licencia médica y el pago del subsidio correlativo.


El señor Ministro de Salud explicó que, si un profesional suspendido para otorgar licencias médicas, emite una o más de ellas, será sancionado con una multa -entre 10 y 100 unidades de fomento- y, además, será solidariamente responsable con el trabajador a quien le extendió la licencia, de la devolución de las prestaciones pecuniarias que éste haya percibido en razón de ello. Esta solidaridad, apuntó, significa que al profesional se le podría exigir el pago total de lo adeudado por el señalado concepto.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que esa responsabilidad solidaria representa un severo castigo y puede generar un importante efecto disuasivo, toda vez que ya no se trata sólo de enfrentar una determinada multa, sino que, además, incluye el pago del propio subsidio por incapacidad laboral que se hubiese cursado con motivo de una licencia médica improcedente pero que ha sido indebidamente otorgada.


El señor Jefe de la Asesoría Legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social advirtió que, no obstante que las inquietudes expresadas son razonables, la nueva regulación podría derivar en normas de difícil aplicación, toda vez que la licencia médica sigue siendo un acto privado entre dos partes -médico y enfermo- que, peor aún, podrían estar coludidos para defraudar el sistema. De ahí, entonces, que todo el sistema sancionatorio en este orden requiere de una exhaustiva revisión para no incurrir en una regulación impracticable.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró que, por consiguiente, resulta atinente encargar al Ejecutivo el análisis de todo el mecanismo de sanciones a aplicar en este campo, tras lo cual, se presente una propuesta integral sobre la materia. Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron dicha sugerencia.


Con posterioridad, abierto un nuevo plazo de indicaciones, el Ejecutivo presentó la indicación número 15 Bis, para sustituir, mediante cinco literales, la indicación número 6, también de su autoría, por otra del siguiente tenor:

“a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “COMPIN” por “Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez”.


b) Reemplázase sus incisos segundo, tercero y cuarto por los siguientes:


“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo, se acreditan los hechos denunciados, podrá aplicar las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin fundamento médico y la extensión del reposo prescrito:


1) Multa a beneficio fiscal de 10 hasta 80 unidades tributarias mensuales. En casos calificados también podrá aplicar la suspensión por treinta días de la facultad para otorgar licencias médicas.


2) En caso de reincidencia dentro del período de tres años contado desde la fecha en que haya quedado a firme la resolución que aplicó una sanción de conformidad a este artículo, aplicará las multas señaladas en el número anterior aumentadas al doble. Además, suspenderá la facultad del profesional para emitir licencias médicas desde noventa días hasta por un año.


El profesional sancionado con la suspensión de la facultad de emitir licencias, en forma previa a la realización de una atención de salud, deberá comunicar dicha circunstancia a la persona que requiera sus servicios.


La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos.”.


c) Intercálase en su inciso quinto, entre los vocablos “plano” y “la”, la frase “y fundadamente”.


d) Reemplázase en su inciso sexto la oración “deberán ser notificadas por carta certificada” por “que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda”.


e) Agréganse los siguientes incisos séptimo y octavos, nuevos:

“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 80 unidades tributarias mensuales. Al efecto, se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo. Asimismo, deberá reembolsar al organismo administrador que corresponda el equivalente al subsidio por incapacidad laboral que se genere en el evento que se resuelva, por vía de reclamación, la procedencia del reposo prescrito.


Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.”.”.


En sesión posterior y, atendida la nueva indicación presentada, las Comisiones unidas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Chahuán (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide, acordaron la reapertura del debate en relación a todo el artículo 4° del proyecto de ley y de las indicaciones presentadas a su respecto.


En primer término, las Comisiones unidas reiteraron su conformidad con las enmiendas propuestas para el inciso primero de la norma en estudio, tanto para reemplazar la sigla COMPIN, por la denominación completa de dicha entidad -Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez-, como para incluir a cualquier particular entre quienes podrán solicitar a la Superintendencia de Seguridad Social que inicie una investigación con motivo de licencias emitidas sin fundamento médico.


- Conforme a lo anterior, puestas en votación las indicaciones números 6, 7 y 15 Bis, letra a), fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Chahuán (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

Enseguida, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó su preocupación en cuanto a que, al tenor del inciso segundo propuesto por la indicación número 15 Bis, letra b), la decisión en torno a los casos investigados, quedaría del todo entregada a la autoridad administrativa, sin establecer resguardos o parámetros dentro de los cuales ésta deba enmarcar sus resoluciones.


Argumentó que es importante precisar la norma en dicho aspecto, toda vez que la evaluación de estas situaciones es una tarea compleja, en la que es necesario considerar diversos factores, entre ellos, por ejemplo, el contexto geográfico-social en el que se verifica el caso, ya que no es lo mismo que la emisión de licencias falsas se produzca en una zona urbana, densamente poblada, que si ello ocurre en una zona rural donde la población es más escasa. Asimismo, la especialidad médica también influye en esta materia, ya que el reposo prescrito por un problema dermatológico no tendrá la misma duración que el previsto para un caso psiquiátrico. No se trata, entonces, de revisar sólo el número de licencias emitidas o la extensión del respectivo reposo, porque esos elementos se relacionan con otros factores que también pueden ser determinantes al resolver. Reiteró que la ley es de aplicación general, mientras que el ejercicio profesional es esencialmente particular, donde cada caso presenta características que son únicas e irrepetibles. 


La Honorable Senadora señora Matthei aclaró que, en todo caso, en este proyecto de ley se está abordando la problemática relativa a las licencias médicas falsas u otorgadas fraudulentamente, es decir, se trata de situaciones irregulares o al margen de la ley, tales como, que la persona no se encuentre realmente enferma, o que se prescriban más días de reposo en lugar de los estrictamente necesarios, o que el diagnóstico se respalde con exámenes que no corresponden al paciente. No se trata de los casos donde sólo se ha producido un error, sino de aquéllos en los que ha mediado el fraude.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide destacó la importancia de la distinción anterior, enfatizando que en el texto legal debe quedar explícito y claro que aquí se está atacando el fraude propiamente tal, es decir, la licencia médica que se emite con vulneración de la ley y de la ética y, por tanto, la normativa no se refiere al acto médico regular, ejecutado con sujeción a la legalidad y en el marco del ejercicio profesional serio y responsable. En su opinión, subrayó, la sanción para el ilícito en cuestión debe ser máxima y, de una severidad tal, que realmente importe un castigo para el infractor. Sin embargo, advirtió, previo a ello, efectivamente debe tratarse de un hecho ilícito y no de situaciones regulares y en regla. Esto, reiteró, debe estar claramente establecido en la norma, a fin de evitar interpretaciones equívocas, que se alejen del espíritu o del verdadero sentido y alcance de la ley.


El Honorable Senador señor Chahuán apuntó que, en ese sentido, será muy útil la norma que se ha incorporado como nuevo artículo 4° del proyecto de ley, toda vez que allí se contempla la existencia de protocolos referidos a los exámenes, informes y antecedentes que sustentarán las licencias médicas emitidas. Sin duda, añadió, que ello dará un margen de acción que será referencial al resolver en torno a estas materias. Ahora bien, prosiguió, es necesario tener en vista que las irregularidades podrían presentarse tanto porque se otorgó una licencia médica sin que la persona se encuentre realmente enferma, como porque se prescribió un reposo más extenso del que efectivamente era necesario.


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que, si bien es efectivo lo anterior, no hay que olvidar que la norma del artículo 4° citado, sólo dice relación con los exámenes, informes y antecedentes que han de respaldar las licencias médicas y, por tanto, los señalados protocolos no abordarán, por ejemplo, el número de días que debería contemplar el reposo respecto de cada enfermedad en particular. Mucho se ha debatido en torno a esta materia, recordó, sin embargo, la normativa no ha considerado esta última posibilidad todavía.


Sin perjuicio de lo anterior, compartió la opinión de que sería pertinente esclarecer la disposición en estudio para los efectos de establecer indubitadamente que el proyecto de ley aborda sólo los casos de fraude y no las situaciones que se enmarcan en la legalidad. Para ello, sugirió enfatizar el texto propuesto, señalando que las sanciones se aplicarán, teniendo en vista el mérito de la investigación y, especialmente, la extensión del reposo y la cantidad de licencias médicas emitidas “sin existir fundamento médico”. Esta última expresión, indicó, destaca que, tras una licencia otorgada indebidamente, no existe una justificación médica que la respalde y, por tanto, no amerita ser cursada ni pagada.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron la referida propuesta.


En el mismo orden de ideas, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que, de acuerdo al texto de la indicación, las sanciones se aplicarán teniendo en vista “el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias médicas emitidas sin fundamento médico y la extensión del reposo prescrito”. Consultó, entonces, si sólo se consignarán tales factores para tener en consideración al resolver o si, por el contrario, sería necesario incluir otros criterios de evaluación. 


La Honorable Senadora señora Rincón opinó que las menciones que hace la norma parecen ser suficientes, toda vez que, primero, se hace referencia al mérito de la investigación, esto es, que se haya escuchado a las partes, que se hayan rendido las pruebas, que se hayan requerido los informes necesarios, etcétera; luego, se considera la cantidad de licencias médicas emitidas sin fundamento médico y, finalmente, se atiende a la extensión del reposo prescrito. Es decir, se han considerado diversos elementos que han de ilustrar a la autoridad para resolver los asuntos sometidos a su conocimiento.


Enseguida, los integrantes presentes de las Comisiones unidas estimaron pertinente precisar en el inciso en estudio, que la Superintendencia de Seguridad Social será la encargada de imponer las sanciones a que haya lugar. Lo anterior, a fin de esclarecer el texto legal en ese punto. Por otra parte, consideraron necesario reemplazar la expresión “podrá aplicar las siguientes sanciones” por “aplicará las siguientes sanciones”, toda vez que, si se acreditan los hechos denunciados, procederá el castigo y, por tanto, resultaría más atinente una redacción en términos imperativos para tal efecto.


Finalmente y, de conformidad a lo señalado, las Comisiones unidas coincidieron en enmendar el inciso segundo propuesto por la indicación en análisis, a fin de especificar en el texto legal que será la Superintendencia de Seguridad Social la que resolverá en estas materias y que, acreditados los hechos denunciados, ésta “aplicará” las sanciones que contempla la ley. Asimismo, estuvieron contestes en precisar que, para resolver, se tendrá en consideración la cantidad de licencias médicas emitidas sin “existir” fundamento médico, junto a la extensión del reposo prescrito. Por último, concordaron en reubicar este inciso en la norma, de acuerdo al orden final que se asigne a cada una de las disposiciones que la conforman.


- Atendido lo anterior, puesta en votación la indicación número 8, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Chahuán (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.


- Con la misma unanimidad antes consignada, fue aprobada la indicación número 15 Bis, letra b), en lo relativo al encabezamiento del inciso segundo que propone, con las modificaciones reseñadas precedentemente. 


A continuación, las Comisiones unidas revisaron las sanciones propuestas por la indicación en comento.


La Honorable Senadora señora Matthei apuntó que el numeral 1) de la letra b) de la indicación en estudio, contempla una multa a beneficio fiscal de 10 hasta 80 unidades tributarias mensuales, sin siquiera referirse al tema de la reincidencia, lo cual, a su juicio, parece excesivo.


Al respecto, la Honorable Senadora señora Rincón señaló que, el texto aprobado en general, considera, en cuatro numerales, una escala sancionatoria gradual, estableciendo una multa cuyo monto parte desde un mínimo y, luego, se incrementa progresivamente en función tanto de la reiteración como de la reincidencia de la conducta ilícita. La indicación en estudio, en cambio, altera ese esquema y, en tan sólo dos numerales, considera multas que se extienden en un sólo rango, el cual, además, es mayor que el original, y que, en caso de reincidencia, podría aumentarse al doble. Consultó, entonces, al Ejecutivo, la razón para este cambio en la estructura de sanciones.


La señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social explicó que la disposición propuesta por esta indicación, fue concebida al tenor de los planteamientos formulados durante el debate desarrollado en las sesiones anteriores, y así, lo que se intenta hacer es simplificar el procedimiento sancionatorio y, al efecto, se propone un sistema de multas más sencillo, con un amplio rango dentro del cual la autoridad podrá adoptar sus resoluciones sobre la materia. De ahí, entonces, que los cuatro numerales inicialmente contemplados se reducen a sólo dos, y se deja oscilante la determinación de la multa a aplicar, según la gravedad de los hechos investigados y constatados. En todo caso, agregó, la decisión del asunto no quedaría del todo entregada al mero arbitrio de la autoridad, toda vez que la norma establece expresamente que la sanción se aplicará “teniendo en vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin fundamento médico y la extensión del reposo prescrito”. Sin perjuicio de lo anterior, acotó, el monto de la multa podría ser reconsiderado si es que se estima que el rango propuesto es muy amplio.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que esta norma, más que simplificar el sistema de sanciones, lo hace más complejo, toda vez que, efectivamente el rango de multas es muy amplio entre el mínimo y el máximo y, además, la decisión para definir el monto específico a imponer como multa al infractor, aparecía, en principio, entregada al total arbitrio de la autoridad llamada a resolver.


El señor asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social explicó que en todo sistema de sanciones, siempre se considera un margen que se entrega al criterio del sancionador, y esa es la lógica que impera, por ejemplo, en la estructura de sanciones que se contempla en el Código del Trabajo, donde las multas generales fluctúan dentro de un rango de entre 3 y 60 unidades tributarias mensuales por infracciones laborales, y cuya determinación depende de diversos factores, entre ellos, claro está, las particularidades de cada caso, la colaboración prestada por el investigado, las posibilidades de que se trate de un simple error, etcétera, es decir, la subjetividad propia de cada situación. Indicó que para la ley es imposible escalonar a priori todos los supuestos que, finalmente, se registrarán en la realidad.


La Honorable Senadora señora Matthei sugirió que, en el numeral 1) se establezca una multa a beneficio fiscal de 10 unidades de fomento -que es el mínimo ahora propuesto- y, luego, en el numeral 2) se disponga que, si en mérito de la investigación, se observa que la cantidad de licencias médicas emitidas sin fundamento y la extensión de los reposos prescritos, superan los límites determinados por un reglamento, la multa podrá ser aumentada hasta 80 unidades de fomento, que es el máximo considerado por la indicación en comento. Del mismo modo, añadió, podrían sancionarse las reincidencias, toda vez que no es lo mismo un caso aislado en el que se detecta una irregularidad o, incluso, un simple error, que una conducta fraudulenta habitual. De esta forma, anotó, se podría establecer una cierta tipología en función de la cual imponer la sanción, sin quedar libremente entregada al mero arbitrio de quien resuelva. Agregó que, tal tipología, bien podría fijarse vía reglamentaria.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que, en su opinión, el texto aprobado en general, en materia de sanciones, parece ser más adecuado a los fines del proyecto de ley. En esa parte, apuntó, la literalidad de la norma ya aprobada en general es más ordenada y clara que la disposición propuesta por la indicación en análisis.


La Honorable Senadora señora Matthei coincidió en que, efectivamente, el texto aprobado en general contempla numerales más ordenados en cuanto a la sanción a aplicar. Sin embargo, de ser ésta recogida por la discusión en particular, sería pertinente hacer la conversión de los montos consignados en unidades de fomento a unidades tributarias mensuales, al tenor de lo señalado con anterioridad en este mismo debate. Insistió en que la reincidencia debe ser castigada más severamente, por cuanto es diferente que un profesional haya emitido sólo una licencia irregular a descubrir que existe toda una industria dedicada al otorgamiento de licencias fraudulentas.


El Honorable Senador señor Chahuán consultó al Ejecutivo su opinión en torno a este punto, porque, de acuerdo a las expresiones vertidas, podría optarse por el sistema sancionatorio que contempla el texto aprobado en general, desestimando en esta parte la indicación en estudio.


La señora Jefa de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud señaló que, suele ocurrir que, con motivo de la investigación de un caso, surjan muchos otros de la misma índole, y se termine detectando que la conducta ilícita es habitual. Ahora bien, agregó, todos esos casos pasan a ser investigados en una causa única, pues procede la acumulación procesal de los mismos.


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que una cosa es la reiteración de la conducta ilícita y otra es la reincidencia, toda vez que esta última implica que, previamente, el sujeto ya ha sido objeto de sanción. La norma aprobada en general, añadió, contempla ambas situaciones.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó cómo, en la actualidad y de acuerdo a la legislación vigente, sería posible aplicar como sanción la suspensión del ejercicio profesional.


La señora Jefa de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud apuntó que ello sólo es factible mediante una sentencia judicial.


El Honorable Senador señor Chahuán añadió que, sin perjuicio de lo anterior, con una modificación legal, podría tipificarse la conducta ilícita y establecer como sanción penal la suspensión del ejercicio profesional.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que, en su opinión, la solución a este problema no pasa por la sola aplicación de multas o la suspensión de la facultad para emitir licencias médicas, sino que va más allá de eso. La respuesta más eficiente, agregó, dice relación con castigar estos hechos con la suspensión del ejercicio profesional, pero, para ello, se necesitaría una modificación de índole mayor, ya que sería preciso restituir de algún modo el rol tutelar que antes cabía a los Colegios Profesionales. Recordó que cuando estas entidades tenían esa facultad, efectivamente operaba un sistema contralor y, a pesar de que la crítica era que los médicos sancionaban a sus propios pares, era un régimen que funcionaba a cabalidad. Se manifestó partidario de los procedimientos sancionatorios vía colegios profesionales, en lugar del que aquí se propone, el cual, reiteró, no comparte. Insistió en que una sanción drástica como la señalada es la más eficaz para enfrentar estas conductas, las que no sólo están al margen de la legalidad, sino que también son del todo reñidas con la ética profesional.


La Honorable Senadora señora Rincón consultó al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide por qué, si está de acuerdo con suspender el ejercicio profesional a una persona que incurre en esta infracción, no está conforme con aplicar, por ejemplo, una elevada multa a quien comete el ilícito por primera vez.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide respondió que una multa es un costo que para muchos médicos puede ser fácil de solventar y, por tanto, no representará una verdadera sanción. Insistió en la importancia de sancionar severamente a los profesionales que emiten licencias sin fundamento, incluso prohibiéndoles la práctica médica, porque se trata de una situación muy grave que, peor aún, no es más que uno de los tantos aspectos que involucra una problemática mayor que afecta al ámbito de la salud, en el cual la ruptura con la ética tiene otras muchas manifestaciones que también es necesario atacar y erradicar, pero que, reiteró, importan un análisis de mayor envergadura que el actual.


La Honorable Senadora señora Matthei acotó que, al tenor del artículo 5° del proyecto aprobado en general, el profesional que emitió la licencia médica, es solidariamente responsable, junto al trabajador beneficiado con la misma, del pago de todas las prestaciones pecuniarias que éste haya recibido con motivo de la referida licencia. Esta sanción, subrayó, pasa a ser el principal castigo para el profesional, toda vez que sin duda será el más oneroso. Ahora bien, agregó, esta sanción podría incluso ser elevada, por ejemplo, al doble en caso de reincidencia, pues el castigo tiene que ser superior a lo que se recibió en beneficio, ya que es la única forma de, por un lado, sancionar el hecho y, por el otro, disuadir futuras conductas de este tipo.


Sin perjuicio de lo anterior, continuó, en su opinión debe aplicarse primeramente una sanción de carácter pecuniario, como es la multa o la devolución de los dineros percibidos indebidamente. La suspensión del ejercicio profesional podría ser una sanción de mayor entidad, que requeriría una tipificación penal y que, además, ya no podría ser aplicada por la Superintendencia de Seguridad Social, sino que tendría que ser resuelta en sede judicial.


La señora abogada de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia indicó que, de acuerdo a las observaciones planteadas en las sesiones anteriores, el Ejecutivo reestructuró el artículo en comento en la forma en que consigna la indicación número 15 Bis, particularmente en cuanto a simplificar el esquema de sanciones y a endurecer las multas aplicables. De ahí que, recalcó, los numerales respectivos fueran reducidos sólo a dos, en los cuales se contemplan multas que pueden fluctuar en un amplio rango y que, en caso de reincidencia, podrían ser incrementadas al doble. Ello, sumado a la devolución de las prestaciones económicas y a la responsabilidad solidaria del profesional con el beneficiado por la licencia infundada, generaría un marco de severas sanciones para castigar la conducta ilegal, y daría respuesta a las inquietudes manifestadas durante el debate parlamentario.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que, en la actualidad, simplemente no existe sanción para enfrentar estas situaciones. Así, por ejemplo, no hay posibilidad alguna de obtener la devolución de los montos recibidos indebidamente por concepto de subsidio por incapacidad laboral. Peor aún, añadió, en estas materias es muy difícil que los tribunales de justicia adquieran la convicción de que se trata de una verdadera defraudación que afecta al campo de la seguridad social. Coincidió en que todo este problema involucra un profundo tema ético y de vulneración de la fe pública. Esto, agregó, justificaría que se contemple como sanción, no sólo la aplicación de una multa, sino que, además, el reintegro de lo percibido por el subsidio y una responsabilidad solidaria para ello. Compartió la opinión de que esta última sanción representa el castigo más severo que enfrentará el profesional, por el alto costo económico que sin duda implicará.


La señora Jefa de la Asesoría Jurídica del Ministerio de Salud planteó que la ley debe ser clara en cuanto a establecer tanto la titularidad de la acción para exigir el referido reintegro como el mérito ejecutivo del instrumento que permitirá dicho cobro. Ello, además, debe quedar establecido tanto respecto de las multas a imponer como en relación al reintegro de las prestaciones pecuniarias que se hubieren percibido con ocasión de una licencia médica fraudulenta, situación en la cual el proyecto de ley considera como solidariamente responsables tanto al profesional que emitió el documento como al trabajador que se benefició con el mismo.


Sobre el particular, la señora abogada de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia explicó que el inciso final del artículo en comento, hace una remisión a las normas de la ley N° 16.395, relativa a la Superintendencia de Seguridad Social, las cuales contemplan el respectivo procedimiento de cobro de las multas impuestas, con una tramitación ágil y expedita al efecto. En razón de ello, sería innecesario reiterar acá el carácter ejecutivo del título y el sistema de cobro aplicable.


El Honorable Senador señor Chahuán advirtió que el mecanismo que se consagre debe obedecer también a ciertos criterios de racionalidad. Para ello, no hay que olvidar que, dentro del universo del cuerpo médico que ejerce en nuestro país, sólo un reducido número de profesionales es el que incurre en este tipo de conducta y, por tanto, la señal que se quiere dar estaría bien orientada si se enmarca en un cuadro sancionatorio que castiga, progresivamente, la emisión de licencias médicas falsas o fraudulentas, ya sea como conducta aislada, reiterada o reincidente. 


Finalmente, de acuerdo al análisis desarrollado, la mayoría de los miembros presentes de las Comisiones unidas, estimó pertinente recoger, en materia de multas, el texto aprobado en general, es decir, los cuatro numerales contemplados en el artículo 4° de la iniciativa -que pasa a ser artículo 5°-, en lugar de los números 1) y 2) que propone la indicación número 15 Bis, letra b). Ello, por considerar que la norma aprobada en general, en este aspecto, resulta más acorde con los objetivos del proyecto, es más ordenada y contempla una escala sancionatoria progresiva que abarca tanto los casos aislados de fraude, como las conductas ilegales habituales o reiteradas y, finalmente, la reincidencia, entendiendo que, en el evento de esta última, ya existe una condena anterior.


Sin embargo, la misma mayoría consideró igualmente adecuado reemplazar los montos de las multas contempladas, para consignarlos en unidades tributarias mensuales en lugar de unidades de fomento, guardando la debida equivalencia entre las respectivas cifras. Así, se contemplarían: en el número 1), 7,5 unidades tributarias mensuales, en reemplazo de las 10 unidades de fomento establecidas; en el numeral 2), 15 unidades tributarias mensuales, en lugar de 25 unidades de fomento; en el número 3), 30 unidades tributarias mensuales, sustituyendo las 50 unidades de fomento señaladas, y, en el numeral 4), 60 unidades tributarias mensuales, reemplazando las 100 unidades de fomento referidas por la norma. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Chahuán propuso extender el número años dentro de los cuales se considerará la reincidencia, por lo menos en lo que al último numeral se refiere. Lo anterior, explicó, por cuanto ello importaría hacer aún más severa la sanción en la medida que será mayor el período de tiempo dentro del cual la reincidencia podrá configurarse, dando lugar a la aplicación de la máxima sanción pecuniaria que contempla la ley. En ese entendido, sugirió reemplazar, en el citado numeral 4), la palabra “tres” por “seis”, elevando así al doble la cantidad de años que serán considerados para tales efectos desde la época en que se aplicó la primera sanción.


La mayoría de los miembros presentes de las Comisiones unidas compartió la referida propuesta.


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Chahuán destacó la importancia del aviso que el profesional, tras ser suspendido de su facultad para otorgar licencias médicas, deberá dar al enfermo que requiera sus servicios, toda vez que la normativa en estudio también contempla sanciones respecto del trabajador que se beneficia de una licencia médica falsa o fraudulenta. Desde esa perspectiva, añadió, la norma propuesta resulta del todo atinente, por cuanto, si el trabajador no es debidamente informado de dicha circunstancia, podría ser eximido de responsabilidad en estos hechos.


Por último, y dentro de este régimen de sanciones, las Comisiones unidas revisaron la posibilidad de castigar estos hechos con la suspensión del ejercicio profesional, remitiendo los antecedentes al Ministerio Público.


Sobre el particular, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide indicó que, en el esquema sancionatorio propuesto, están las multas y la suspensión para emitir licencias y la venta de los respectivos formularios. A ello, podría sumarse una sanción penal referida a la suspensión del ejercicio profesional, lo cual se orientaría en la línea de lo que ha sido su planteamiento permanente. Sin embargo, de no prosperar esta última opción, añadió, podría también considerarse la alternativa de incrementar las multas, a fin de hacer más severo el castigo. Ello, señaló, atendido que la suspensión de la facultad para emitir licencias médicas, más que perjudicar al infractor, afectará a los enfermos, toda vez que son ellos los que, finalmente, no accederán a un beneficio que necesitan. 


La Honorable Senadora señora Matthei se mostró partidaria de mantener la suspensión de la facultad de otorgar licencias médicas, toda vez que si ello representa un verdadero negocio para el profesional, es esa atribución la que debe serle denegada, ya que la sola multa podría pagarla sin mayor inconveniente y, no obstante haber sido multado, continuar emitiendo licencias al margen de la legalidad. 


En cuanto a la suspensión del ejercicio profesional propiamente tal, reiteró que, para ello, sería pertinente modificar el Código Penal a fin de establecer el tipo penal específico referido a este ilícito. Sin embargo, manifestó su aprensión ante esa alternativa por cuanto privar a una persona de ejercer su profesión, impidiéndole, por tanto, desempeñarse en los diversos ámbitos en que la práctica médica se desarrolla podría resultar un despropósito. Así, por ejemplo, si bien un profesional puede estar suspendido para otorgar licencias médicas, ello no necesariamente habría de impedir que preste servicios en un hospital, en un consultorio médico o en un servicio de urgencia, donde podrá cumplir funciones que no involucren la prescripción de licencias. En ese sentido, concluyó, la pronta implementación del sistema de licencia médica electrónica, sin duda que constituirá un valioso aporte que permitirá superar muchos de los problemas que en este ámbito se registran en la actualidad, ya que dicho sistema contempla, simplemente, el bloqueo de las licencias del profesional.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón señaló que la suspensión del ejercicio profesional parece ser una sanción que tal vez podría considerarse para los casos más extremos y, como tal, podría ser incorporada como la pena máxima. En todo caso, advirtió, ello además obligaría a definir la oportunidad en que los antecedentes deberían ser remitidos al Ministerio Público para dar curso a la respectiva persecución penal. Ahora bien, añadió, si bien parece ser una sanción que se justifica, su aplicación por parte de la justicia requerirá cierto tiempo y, entretanto, el profesional podrá continuar ejerciendo. Coincidió en que, dadas estas circunstancias, resulta más evidente e importante aún la necesidad implementar a la brevedad el sistema de licencia médica electrónica, especialmente en el ámbito público, ya que con este mecanismo se bloqueará la gestión del profesional en este aspecto.


Sobre el particular, la señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social explicó que el proyecto en estudio considera dos instancias para la revisión de estos casos. Por una parte, está todo el procedimiento que ha de efectuarse ante la autoridad administrativa y respecto del cual la regulación pertinente está consignada en el artículo 4° del proyecto aprobado en general. Por otra parte, está el proceso a que podría haber lugar con motivo de estos hechos, en sede penal. En efecto, explicó, el artículo 8° de la iniciativa legal considera el caso de quien incurra en falsedad en el otorgamiento de licencias médicas, sancionándolo con las penas del artículo 202 del Código Penal -reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales-, y con la inhabilitación temporal para emitir tales licencias. Las mismas sanciones del citado artículo 202 se contemplan respecto de quien haga uso malicioso del documento falso. La reincidencia, en tanto, se castiga aumentando en un grado las referidas penas y con la inhabilitación perpetua de la señalada facultad.


Por último, las Comisiones unidas tuvieron en vista las disposiciones generales del Código Penal relativas a las penas, especialmente los artículos 28 y 29, al tenor de los cuales la reclusión menor -establecida como sanción en el mencionado artículo 202 de dicho Código-, no lleva aparejada la pena accesoria de inhabilitación absoluta perpetua para profesiones titulares, que sí está prevista respecto de la reclusión mayor.


Finalmente, las Comisiones unidas desestimaron establecer como sanción la suspensión del ejercicio profesional, manteniendo el régimen sancionatorio contemplado en el proyecto de ley, incluyendo las enmiendas concordadas y reseñadas con anterioridad.


- Al tenor de lo señalado, puestas en votación las indicaciones números 9 y 10, fueron rechazadas por cinco votos en contra, de los Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como miembro de ambas Comisiones), y un voto a favor, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


- Enseguida, sometida a votación la indicación número 15 Bis, letra b), en lo relativo a los numerales 1) y 2) del inciso segundo que propone, fue aprobada con modificaciones, por cinco votos a favor y uno en contra. Votaron por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como miembro de ambas Comisiones), y votó por la negativa, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.

Posteriormente, en relación a la resolución que habrá de emitir la Superintendencia de Seguridad Social una vez concluida la investigación, las Comisiones unidas estimaron pertinente establecer que dicho pronunciamiento deberá ser fundado, tal como lo proponen las indicaciones números 13 y 15 Bis, letra c), formuladas respecto del inciso quinto del artículo en análisis. Por la razón antedicha, las Comisiones unidas decidieron acoger las referidas indicaciones. Asimismo, concordaron en eliminar la frase final del señalado inciso -que reza “la procedencia de la sanción”-, por ser innecesaria al tenor de las modificaciones introducidas a la norma en estudio. Por último, coincidieron en reubicar el inciso en comento, según el orden final que se atribuya a las diversas disposiciones que conforman el artículo 4° -actual 5°- del proyecto.


- De conformidad a lo señalado, puestas en votación las indicaciones números 13 y 15 Bis, letra c), fueron aprobadas, con las modificaciones descritas, por cinco votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como miembro de ambas Comisiones), y un voto en contra, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


A continuación, las Comisiones unidas estimaron pertinente efectuar un reordenamiento de los distintos incisos que conforman el artículo 4° en estudio, a fin de dar un orden lógico a sus diversas disposiciones, conforme al cual se establezcan, sucesivamente: la autoridad administrativa que podrá efectuar una investigación ante el otorgamiento de licencias médicas sin fundamento médico, los titulares de la acción para requerir tal investigación, la notificación al profesional involucrado, un plazo para que éste efectúe sus descargos y rinda la prueba pertinente, un plazo para que la autoridad resuelva y, tras ello, las sanciones que ésta deberá aplicar en caso que se acrediten los hechos denunciados. Asimismo, se regularían otros importantes aspectos, algunos procesales -como la forma de notificar la solicitud de informes, la citación a audiencia o la resolución que aplique la sanción, y la modalidad de cobro de las multas impuestas-, y otros asuntos de fondo, como la obligación del profesional de informar a quien requiera sus servicios, que se encuentra suspendido de la facultad para otorgar licencias médicas, así como también la sanción para quien emita dichas licencias estando suspendido para ello.


Para tales efectos, entonces, la mayoría de los miembros presentes de las Comisiones unidas, coincidió en reubicar los incisos segundo, tercero, cuarto y quinto de la norma, modificar su inciso sexto y agregar dos incisos nuevos -séptimo y octavo-, todo ello al tenor de las indicaciones presentadas y de las modificaciones incorporadas y consignadas en cada oportunidad.


- Conforme a lo anterior, puestas en votación las indicaciones números 11, 12, 14 y 15 Bis, letra b), en lo relativo a los incisos tercero y cuarto que propone, fueron aprobadas, con modificaciones, por cinco votos a favor, de los Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señor Chahuán (como miembro de ambas Comisiones), y un voto en contra, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


- Las indicaciones números 15 y 15 Bis, letras d) y e), fueron aprobadas con la misma votación consignada precedentemente.

Por consiguiente, recogiendo las diferentes enmiendas que las Comisiones unidas concordaron durante el transcurso de este debate, el artículo 4° en comento -que pasaría a ser artículo 5°-, resultaría del siguiente tenor:


“Artículo 5°.- En caso que el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, emita licencias sin fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional o de cualquier particular, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación.


La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos.


Transcurrido el plazo de 10 días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano y fundadamente.


Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo, se acreditan los hechos denunciados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin existir fundamento médico y la extensión del reposo prescrito:


1) Multa a beneficio fiscal de hasta 7,5 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.


2) Suspensión por 30 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 15 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por 90 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 30 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 60 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de seis años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


El profesional sancionado con la suspensión de la facultad de emitir licencias, en forma previa a la realización de una atención de salud, deberá comunicar dicha circunstancia a la persona que requiera sus servicios.


La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 80 unidades tributarias mensuales. Al efecto, se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo. Asimismo, deberá reembolsar al organismo administrador que corresponda el equivalente al subsidio por incapacidad laboral que se genere en el evento que se resuelva, por vía de reclamación, la procedencia del reposo prescrito.


Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.”.
o o o


La indicación número 15A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone intercalar el siguiente artículo 5°, nuevo:


“Artículo 5°.- En caso que el profesional médico o enfermera universitaria, que ejerza como contralor médico u otro cargo similar en una institución de salud previsional (ISAPRE), cuya función sea la autorización, modificación o rechazo de las licencias médicas que presenten los afiliados a dicha ISAPRE, ordene bajo su firma o la de su delegado, postergar su resolución, rechazar o modificar una licencia médica, sin justificación médica apropiada al caso o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afiliado afectado por la medida o su representante, ante la Superintendencia de Seguridad Social, a fin que ésta realice una investigación de los hechos denunciados.

En caso que de la investigación realizada se concluya que el profesional médico o enfermera universitaria, que ejerza como contralor médico u otro cargo similar en una institución de salud previsional (ISAPRE), ha postergado injustificadamente su resolución, ha rechazado o ha modificado una licencia médica injustificadamente o sin expresión de causa, la Superintendencia de Seguridad Social podrá imponer a dicho profesional alguna o algunas de las siguientes sanciones:

1) Multa a beneficio fiscal de hasta 10 Unidades de Fomento. La multa podrá elevarse al doble, en caso de constatarse que la postergación de la resolución, el rechazo o la modificación de la licencia médica sin fundamento médico ha sido reiterada.


2) Suspensión por treinta días de la facultad para revisar el otorgamiento de licencias médicas en el sistema ISAPRE y una multa a beneficio fiscal de hasta 25 Unidades de Fomento, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por noventa días de la facultad para revisar el otorgamiento de licencias médicas en el sistema ISAPRE y una multa a beneficio fiscal de hasta 50 Unidades de Fomento, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para revisar el otorgamiento de licencias médicas en el sistema ISAPRE y una multa a beneficio fiscal de hasta 100 Unidades de Fomento, en caso de tercera reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.

La resolución que aplique alguna de las sanciones señaladas, deberá ser fundada y dictada previo informe del profesional involucrado.

Por su parte, la Superintendencia de Seguridad Social, junto con sancionar al profesional responsable de la contraloría médica de la ISAPRE, ordenará a esta institución de salud el pago inmediato del subsidio por incapacidad laboral respectivo o la parte de éste que dejó de ser pagado injustificadamente.

Del mismo modo, la ISAPRE a la que represente el profesional sancionado, será solidariamente responsable del pago de la multa que se le imponga como sanción.

El profesional sancionado o la ISAPRE respectiva tendrán diez días hábiles, desde la notificación de la resolución que aplica la sanción, para remitir a la Superintendencia su informe, pudiendo solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos, a la que podrán asistir los organismos administradores que correspondieren, el colegio profesional y las sociedades científicas respectivos, previa citación.

Transcurrido el plazo de diez días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano la procedencia de la sanción.

La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución, deberán ser notificadas por carta certificada.”.

La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que, en su opinión, sin perjuicio de estimar que la indicación resulta inadmisible en cuanto aborda materias propias de la iniciativa legal exclusiva del Ejecutivo, el espíritu que se trasunta de su texto, ha sido parte del debate general sostenido con el señor Ministro de Salud en torno a los problemas que se desea resolver en relación al otorgamiento de licencias médicas.


Es por ello, agregó, que solicita al Ejecutivo que analice esta indicación, que aprecie su sentido, y que considere la posibilidad de presentar una propuesta semejante, en atención a que parece de la mayor conveniencia establecer reglas claras y equitativas para todas las partes involucradas en el problema, equilibrando la regulación legal a que quedarán sujetos los trabajadores, los médicos y las Instituciones de Salud Previsional, en cuanto organismo administrador del seguro.


Expresó que su preocupación arranca del hecho que, analizando la globalidad del proyecto, a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez se les reconoce la facultad de sancionar por la emisión de licencias fraudulentas, pero no se ha regulado acabadamente la forma en que ha de proceder la contraloría médica de una ISAPRE frente a un caso similar. En tal sentido, agregó, parece necesario considerar una instancia ante la cual la ISAPRE pueda proporcionar los antecedentes de una licencia que estima irregular -como podría ser la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez-, para que se pronuncie sobre la misma.


Indicó que, de acuerdo a los actuales términos del proyecto de ley, la Institución de Salud Previsional sólo podría aceptar o rechazar una licencia médica y, como no le es posible declarar fraudulenta la licencia, debería entonces regularse la forma en que esta entidad habrá de proceder cuando su contraloría médica detecte lo que estima una licencia de tal índole.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Matthei hizo presente su opinión en cuanto a que en la indicación en estudio se debería contemplar un procedimiento que permita a la Institución de Salud Previsional recabar algunos antecedentes previos a su decisión, como el que se ha establecido para las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez.


Agregó que en el caso de las COMPIN, expresamente se les permite solicitar antecedentes o informes complementarios a los profesionales que emitan licencias médicas y, a su juicio, parece conveniente establecer un sistema semejante para las ISAPRE, fijando plazos para que el médico proporcione los respectivos antecedentes justificativos. Indicó que, de otra forma, en la práctica, estas instituciones se verán siempre compelidas a aceptar toda licencia que se les presente, aunque les merezcan dudas a su contraloría médica, debido a que, si no puede reunir mayores antecedentes, no las podrán rechazar con justificación médica, la que se exige para modificarla o rechazarla sin verse expuestas a sanción.  


Señaló que, si bien comparte la opinión de sancionar con multa a la ISAPRE que posterga la resolución o que modifica o rechaza la licencia sin justificación médica, para ser congruentes con tal regulación, es necesario permitirle también, tal como a las COMPIN, que mediante un procedimiento reglado obtengan los antecedentes necesarios para justificar su decisión de postergar, modificar o rechazar una licencia.


Respecto a las preocupaciones expuestas, el señor Ministro de Salud recordó que en el artículo 4° del proyecto de ley se considera la posibilidad de que las Instituciones de Salud Previsional, al igual que las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez y el Fondo Nacional de Salud, soliciten a la Superintendencia de Seguridad Social iniciar una investigación cuando se ha otorgado una licencia sin fundamento médico, lo cual, de acreditarse, dará lugar a las sanciones que al efecto la misma norma indica. 


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Rincón explicó que su planteamiento dice relación con una situación previa, pues la norma a que se hace referencia se refiere a una licencia médica que ya se sabe carente de fundamento. En cambio, manifestó, el supuesto que aquí plantea es diferente, pues su preocupación dice relación con la forma en que puede proceder una ISAPRE cuando en la tramitación de una licencia médica detecta la existencia o la posibilidad de un fraude. Las disposiciones analizadas, en tanto, contemplan sanciones para un fraude ya detectado, sin considerar la posibilidad de que la ISAPRE que descubre dicho engaño, remita los antecedentes a una entidad facultada para establecerlo o desecharlo, dejándola obligada a cursar la licencia. En tal caso, subrayó, debería estar habilitada para denunciar la situación ante la Superintendencia de Seguridad Social.


En el mismo orden de ideas, la Honorable Senadora Matthei manifestó coincidir con las aprensiones expuestas, pues de acuerdo a las normas del proyecto de ley, la Institución de Salud Previsional se ve expuesta a sanción si su profesional médico ordena postergar la resolución, modificar o rechazar una licencia, sin contemplar la posibilidad de realizar previamente una investigación ante la sospecha de una licencia falsa. Tan impedida se encuentra de hacerlo, agregó, que incluso si posterga la decisión para aclarar sus dudas y, finalmente, paga la licencia, resultaría sancionada por la postergación que ello habría originado, ya que aparecería como injustificada ante la misma decisión de pagarla.


Por los motivos señalados, manifestó coincidir en que resulta adecuado permitir que la ISAPRE, ante una duda razonable, comunique su preocupación a alguna entidad -como, por ejemplo, la COMPIN u otra-, informando las razones que la justifican y los mayores antecedentes solicitados, como una forma de precaver ser sancionada por postergar la decisión en espera de mayor información. Esto, además, permitiría conocer mejor la política y comportamiento de las distintas ISAPRES, toda vez que se distinguirían claramente los casos en los que la postergación es infundada, de aquellos en los que ésta efectivamente resulta justificada.


Por último, la Honorable Senadora señora Rincón expresó que, en la actualidad, las ISAPRES solicitan mayores antecedentes, piden exámenes o segundos informes, postergan, tramitan y también rechazan licencias médicas. Expresó que el sentido del proyecto de ley es sancionar a quienes cometen fraude con las licencias, sea trabajador o médico, pero ello no obsta a que también se deba sancionar a la Institución que rechaza licencias sin fundamento médico. En razón de lo anterior, solicitó que la indicación sea considerada por el Ejecutivo, haciendo presente que, gran parte de los problemas planteados, pueden ser superados mediante la utilización del sistema de licencia médica electrónica, el cual permitirá ir registrando los antecedentes y las actuaciones de todos los involucrados en este orden de materias.


Posteriormente, el señor Ministro de Salud señaló que la disposición que contiene la indicación número 15A, se encuentra recogida en la norma que el Ejecutivo propone como artículo 9° -artículo 10, en su numeración definitiva-. El análisis respectivo, se consigna, por tanto, más adelante, con motivo de la discusión y votación del artículo en referencia.

En la sesión siguiente, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su calidad de autor de la indicación en comento, expresó que el propósito de la misma es que el profesional que, actuando como contralor médico de una Isapre, modifica la licencia, ya sea rechazándola o modificándola arbitrariamente, quede sujeto a un régimen de control y sanción por parte de la Superintendencia de Seguridad Social, similar a la que el proyecto considera respecto del médico que otorga licencias sin fundamento médico. 


Ello, apuntó, sin perjuicio de mantener su objeción respecto de la existencia de una contraloría médica en las Instituciones de Salud Previsional, la que dice relación con el papel de juez y parte que dichos contralores asumen al actuar en calidad de funcionarios del ente que deberá soportar el pago de la respectiva licencia, salvo cuando ella es de cargo del Fisco. Dicha situación, advirtió, la ha planteado permanentemente ante el Ejecutivo, solicitándole que éste aborde dicho problema y proponga una institucionalidad distinta, de manera que la revisión de las licencias sea considerada por un organismo independiente de las partes involucradas.


Manifestó que la solución a este problema, así como de tantos otros derivados del actual régimen de salud, en general, y del sistema de licencias médicas, en particular, que operan en nuestro país, se vincula con una carencia previa, cual es la falta de control ético en el ejercicio de la profesión por parte de un colegio profesional u otra entidad similar, así como también dice relación con el disminuido papel de la enseñanza de la ética en la malla curricular de las universidades que imparten las carreras profesionales en el campo de la salud, tema en el cual aseveró, ha insistido por años, aún sin éxito.


- Finalmente, y en atención a que se trata de una materia de la iniciativa legal exclusiva del Ejecutivo, la que, además, ha sido recogida por la indicación número 26 Bis, Su Señoría retiró la indicación número 15A, de su autoría.
Artículo 5°

(Pasa a ser artículo 6°)


Establece la responsabilidad solidaria del profesional sancionado con motivo de la emisión de una licencia médica carente de fundamento, respecto de las prestaciones pecuniarias percibidas por el trabajador beneficiado por la misma. Señala, textualmente, lo siguiente:


“Artículo 5°.- El profesional habilitado que haya sido sancionado conforme a lo establecido en el artículo anterior será responsable solidariamente de la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que el trabajador beneficiado hubiere percibido por la respectiva licencia médica.”.

Las siguientes indicaciones fueron presentadas respecto al artículo 5° en comento.


La indicación número 16, del Honorable Senador señor Larraín, propone suprimir este artículo.


La indicación número 16A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, es para reemplazar la palabra “anterior” por “4°”.

La indicación número 17, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, es para intercalar, luego de “solidariamente”, la frase “con el trabajador a quien se le extendió la licencia”, y reemplazar “el trabajador beneficiado” por “éste”.

La indicación número 17A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, sugiere incorporar en el artículo 5° en comento, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Asimismo, el profesional que sea sancionado según lo dispuesto en el artículo 5°, será solidariamente responsable, en conjunto con la ISAPRE a la que representa, de los montos por concepto de subsidio por incapacidad laboral que el afiliado haya dejado de percibir como consecuencia del rechazo o modificación injustificada de su licencia médica.”.

En relación a la norma del artículo 5° y de las indicaciones presentadas a su respecto, las Comisiones unidas estimaron pertinente encomendar su análisis al Ejecutivo, en conjunto con la revisión de la indicación número 15A y del artículo 9°, nuevo, propuesto por éste, en razón de abordar materias que están estrechamente vinculadas, referidas al sistema sancionatorio y a la responsabilidad de quienes participen en hechos constitutivos de los ilícitos de que trata esta ley. 

En sesión posterior, las Comisiones unidas revisaron cada una de las indicaciones formuladas al artículo en comento.


Respecto de la indicación número 16, en el seno de las Comisiones unidas se tuvo en especial consideración que la supresión es coherente con las modificaciones que al Código Penal propone su autor, para establecer tipos penales específicos que sancionen la emisión de más de cuarenta licencias sin justificación médica, con el propósito que el paciente obtenga algún beneficio previsional o de seguridad social. Sin embargo, de acuerdo a lo resuelto durante este debate, se desestimó la indicación en comento.

- De conformidad a lo anterior, sometida a votación la indicación número 16, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

En relación a la indicación número 16A, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, como autor de la misma, explicó que ésta tenía sentido bajo el supuesto de la aprobación de un artículo nuevo, previo, que proponía en su indicación número 15A, pero que, habiéndola retirado precedentemente, haría lo propio con ésta, ya que contempla una modificación formal que sólo habría sido necesaria ante la eventual aceptación de aquélla.

- Conforme a lo anterior, la indicación número 16A, fue retirada por su autor.

En cuanto a la indicación número 17, las Comisiones unidas estimaron que la modificación propuesta, apunta a que el profesional que emite una licencia, sin fundamento médico, y el trabajador a quien se le extiende, sean solidariamente responsables de la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que el último hubiere percibido en razón de ella.


La Honorable Senadora señora Matthei manifestó que coincide con la indicación, en cuanto ella busca hacer responsable también al trabajador de la devolución de los recursos que hubiere percibido a consecuencia de la obtención de una licencia sin fundamento, ya que no parece posible que la actuación del profesional que la emite no cuente al menos con la aquiescencia del propio trabajador. Con igual propósito, señaló, debería incluirse entre los posibles beneficiados por la percepción indebida de los recursos destinados al pago de licencias médicas, a los propios empleadores, ya que, eventualmente, también podrían ser partícipes de tal engaño. Así, por ejemplo, podría darse el caso de un empleador que presente como dependientes suyos, a personas que en realidad no trabajan para él, y para quienes obtiene una licencia médica irregular a fin de apropiarse del todo o parte de las prestaciones pecuniarias que ella genere.


A continuación, el Honorable Senador señor Kuschel consultó a los representantes del Ejecutivo, sobre la existencia de antecedentes estadísticos que permitan determinar la estructura de las pérdidas que las licencias sin fundamento generan y diferenciar entre sus diversas causas.  


Indicó que, tal como se ha hecho presente en esta discusión, tras detectarse que un pequeño número de profesionales emiten una cantidad anormalmente elevada de licencias, se ha dado lugar a la investigación en torno a las mismas. Agregó que también se ha señalado que en algunos servicios públicos, los funcionarios presentan licencias médicas en una proporción muy superior al promedio. Preguntó, entonces, si, de acuerdo a la información de que se dispone, existen datos sobre empresas cuyos trabajadores permanezcan con licencia médica por mayor tiempo del que trabajan.


La señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social señaló que en los primeros años de la década pasada en su Servicio se implementó el Registro Nacional de Licencias Médicas, cuyo objeto es reunir información sobre las licencias emitidas desde las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, Mutualidades de Empleadores, Servicios de Salud, Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez e Instituciones de Salud Previsional, que corresponden a licencias de afiliados a Isapres y Fonasa, todos éstos, antecedentes que permiten determinar a quiénes se da licencia y qué médicos las emiten, pero que no reflejan las causas de las licencias indebidamente otorgadas.


Indicó que la información que consigna el Registro, permite orientar la adopción de políticas públicas de salud y, al mismo tiempo, conocer, por ejemplo, el promedio de licencias que emiten los médicos y orientar las fiscalizaciones. De esa forma, agregó, durante el año 2010 se analizó el registro del año 2009, centrando la investigación en aquellos profesionales que habían emitido más de 1.600 licencias en el año, lo que excede largamente el promedio general.


Expresó que no es fácil detectar el fraude en esta materia, y que el proyecto en estudio propone nuevas regulaciones y las disposiciones necesarias para avanzar hacia un mejor control y manejo de la información contenida en el Registro sobre las licencias médicas. 


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que al implementarse el señalado Registro, en la Superintendencia de Seguridad Social, se dio un paso de gran importancia que requiere complementarse con la plena operatividad de la licencia médica electrónica. Sin embargo, agregó, pese a la información que contiene el Registro, si éste no se actualiza en forma automática y no opera en línea, no es posible realizar el cruce de antecedentes, tal como permitiría el sistema de licencia médica electrónica, si Fonasa se incorporara al mismo.


El Honorable Senador señor Kuschel hizo presente que en las diversas discusiones presupuestarias en que ha participado, resulta habitual que se soliciten cuantiosos recursos para Fonasa, para el sector salud y, en general, para los diversos Ministerios, con el propósito de dotarles de sistemas computarizados y mejorar la informática de tales reparticiones, lo que, por causas desconocidas, pareciera no reflejarse en la operación del Registro de Licencias Médicas.


Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Rincón manifestó que llevar este Registro a un funcionamiento óptimo, ha resultado un proceso muy complejo, ya que ha sido necesario dotar a los operadores de diversas herramientas que resultan esenciales, tales como sistemas lectores de huellas, terminales computacionales para el ingreso de la información por el respectivo profesional mediante un software adecuado, todo lo cual, además, debe funcionar en línea mediante Internet. Asimismo, es preciso contar con la voluntad de Fonasa para incorporarse al sistema, voluntad que, por un motivo u otro, según recuerda, no fue posible obtener mientras se desempeñó en la Superintendencia de Seguridad Social. 


La señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social informó que se encuentran considerados en el presupuesto de la entidad a la que representa, los recursos necesarios para establecer una aplicación informática que permita pesquisar situaciones anómalas, como parte de un proceso iniciado el año 2009 y que espera completar el año en curso, y que haría posible detectar la existencia de empleadores que cuenten con una proporción inusual de trabajadores haciendo uso de licencias médicas.


En relación a la posibilidad de que el empleador participe en el otorgamiento de una licencia fraudulenta, la Honorable Senadora señora Rincón expresó que, por ejemplo, es muy frecuente la celebración de contratos simulados con mujeres embarazadas, sea que ellos los celebren con el marido, un pariente o una amistad, con el único propósito de hacerlas aparecer como empleadas y así obtener los beneficios que el Estado reserva para el pre y post natal de las trabajadoras, permiso que luego extienden para aprovechar el beneficio que se reserva a la trabajadora cuyo hijo menor de un año presenta una enfermedad grave, fraude que, por sí solo, le hace compartir la conveniencia de incorporar al empleador entre los sujetos responsables de la devolución del subsidio por incapacidad laboral indebidamente pagado, ya que, una situación como la descrita, demuestra que en este tipo de engaño, efectivamente podrían coparticipar tanto el médico, como el trabajador y el empleador.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que tanto las razones expuestas como la frecuencia con que se producirían tales simulaciones, que buscan la obtención de ingresos ilícitos y probablemente atención de salud gratuita por parte de quien dice ser trabajadora sin serlo, le convencen de la necesidad de incorporar al empleador entre los sujetos que podrían estar obligados a la devolución de los beneficios irregularmente obtenidos con una licencia improcedente, en cuya génesis, entonces, también éste podría ser partícipe.


En mérito del consenso surgido sobre la materia, los miembros presentes de las Comisiones unidas, acordaron acoger la indicación en estudio, modificándola para establecer que el profesional sancionado será solidariamente responsable con el trabajador beneficiado y, en su caso, con el empleador de éste, de la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que se hubiesen percibido con motivo de la licencia irregular. Con ello, apuntaron, se considerarían como eventuales deudores solidarios de la obligación en cuestión al profesional, al trabajador y al empleador, concurriendo la circunstancia que al efecto señala la ley.


- Conforme a lo anterior, sometida a votación la indicación número 17, fue aprobada, con la modificación antes reseñada, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

Respecto a la indicación número 17A, en las Comisiones unidas se hizo presente que, de acuerdo a las disposiciones previamente aprobadas, el profesional que rechaza o modifica injustificadamente una licencia médica se encuentra sujeto a las mismas sanciones que quien emite una licencia sin fundamento médico. Asimismo, se recordó que el trabajador no deja de percibir el subsidio por incapacidad laboral cuando la enmienda o rechazo de su licencia ha resultado injustificada.


- En mérito de las consideraciones señaladas, la indicación número 17A, fue retirada por su autor.
Artículo 6°

(Pasa a ser artículo 7°)


Esta norma contempla los recursos que podrá impetrar el profesional sancionado de conformidad a los artículos precedentes. Tales recursos son la reposición y la acción de nulidad por infracción de ley. Al efecto, se dispone literalmente lo siguiente:


“Artículo 6°.- El profesional habilitado para otorgar licencias médicas podrá recurrir de reposición de las sanciones aplicadas conforme al artículo cuarto, en un plazo de 5 días hábiles, contados desde su notificación.


Para que el recurso sea acogido a tramitación, el profesional deberá acompañar los antecedentes justificantes de dicho recurso.


La Superintendencia de Seguridad Social, conociendo de la reposición, podrá requerir todos los antecedentes respectivos al órgano administrador.


En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá interponer acción de nulidad, por infracción de ley, ante la Corte de Apelaciones respectiva, en los términos señalados en el artículo 58 de la Ley N° 16.395. Asimismo, las multas aplicadas y que se encuentren a firme podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 del referido texto legal.”.

Para este artículo, las indicaciones presentadas, fueron las siguientes.


La indicación número 18, del Honorable Senador señor Larraín, plantea suprimir el artículo 6° del proyecto de ley.


Los integrantes presentes de las Comisiones unidas coincidieron en que esta indicación es coherente con la propuesta de su autor de tipificar y sancionar en el Código Penal la emisión de licencias sin fundamento médico, tal como ha acontecido con otras indicaciones que ha formulado en el mismo sentido. No obstante, y de conformidad a lo resuelto en el transcurso de este debate, las Comisiones unidas concordaron en desestimar la indicación en comento.

- Puesta en votación la indicación número 18, fue rechazada, unánimemente, por los integrantes presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.
Inciso primero


La indicación número 18A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, es para reemplazar la frase “El profesional habilitado para otorgar licencias médicas podrá” por “Tanto el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, como aquel que realice el control y supervisión de su otorgamiento en representación de una ISAPRE, podrán”, y para sustituir el vocablo “cuarto” por “4° ó 5°, según corresponda”.

En relación a esta indicación, su autor, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, explicó que su proposición permite recurrir de reposición a todos los eventuales sancionados, lo que coincide con las modificaciones antes acordadas, conforme a las cuales las sanciones no se limitan sólo al profesional que otorga la licencia sin fundamento médico, sino que también alcanzan, por ejemplo, a quienes se han beneficiado de ella o han intervenido en su otorgamiento. Ello, apuntó, ofrece equilibrio a la regulación que se establece.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en que esta indicación resulta coherente con las modificaciones ya aprobadas, y acordaron acogerla, pero sólo en cuanto propone reemplazar la frase inicial del artículo en comento, dando la titularidad de la reposición tanto al profesional que emite la licencia, como a aquél que la controla en representación de una Institución de Salud Previsional. 


- De acuerdo a lo anterior, puesta en votación la indicación número 18A, fue aprobada, con la modificación antes señalada, por la unanimidad de los integrantes presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

La indicación número 19, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, es para reemplazar, en el inciso primero, el término “cuarto” por “4°”.


En las Comisiones unidas se hizo presente que el artículo 4°, con motivo de las enmiendas introducidas al proyecto, ha pasado a ser artículo 5°, acordando corregir en tal sentido la referencia normativa que se consigna en la actual disposición en estudio.


- Atendido lo señalado, sometida a votación la indicación número 19, fue aprobada, con la modificación descrita, por la unanimidad de los integrantes presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como miembro de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como integrante de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.
Inciso cuarto


La indicación número 20, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, propone sustituir el inciso cuarto por el siguiente:


“En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá recurrir ante la Corte de Apelaciones respectiva, en los términos señalados en los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395.”.

Sobre esta materia, las Comisiones unidas tuvieron a la vista el oficio remitido por la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual dicho Máximo Tribunal emitió su opinión en torno a la disposición del artículo 6° del proyecto de ley en estudio. Al respecto, señaló que “Sobre este punto, esta Corte Suprema estima que resultaría conveniente que el tribunal competente para conocer del procedimiento de reclamo fuera el Juzgado de Letras con competencia en lo civil del domicilio del sancionado, a fin de facilitar el acceso a la justicia a los afectados de todo el territorio de la República.”.


Asimismo, Las Comisiones unidas estimaron pertinente analizar la necesidad de esclarecer si la expresión “Corte de Apelaciones respectiva” que utiliza la norma, se refiere a la Corte de Apelaciones de Santiago o al Tribunal de Alzada correspondiente al domicilio del afectado. 


La señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social señaló que, de acuerdo a la ley orgánica de dicha Superintendencia, la Corte de Apelaciones de Santiago es el tribunal competente para resolver en torno a las reclamaciones que se formulen en contra de lo resuelto por tal entidad, la que, conforme a la misma ley, tiene su domicilio en la ciudad de Santiago.


En la sesión siguiente, las Comisiones unidas tuvieron en vista, en primer término, que la indicación, al referirse únicamente a los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395, evita un eventual asunto de constitucionalidad, en atención a que el inciso segundo, ahora excluido, exigía la consignación previa de parte de la multa para interponer el recurso ante la instancia de apelación, lo que contraría el criterio adoptado por el Tribunal Constitucional al estimar que tal exigencia vulnera derechos de las personas cuya protección garantiza la Carta Fundamental.


Asimismo, se tuvo nuevamente presente que la Excelentísima Corte Suprema, al remitir su opinión sobre la iniciativa, fue del parecer de entregar el conocimiento de la materia a los Juzgados de Letras y no a las Cortes de Apelaciones, y que estimó que “la Corte de Apelaciones respectiva” a que se refiere la norma, sería la de Santiago, pues a ella se remite la ley N° 16.395.


Los integrantes presentes de las Comisiones unidas manifestaron que el inciso propuesto por el Ejecutivo corrige la disposición aprobada en general, sin perjuicio de lo cual reafirmaron su criterio en el sentido de que las Cortes de Apelaciones correspondientes a los domicilios de los recurrentes, deberían ser las llamadas a pronunciarse en torno a esta reclamación. De esta forma, coincidieron en sustituir la mención a “la Corte de Apelaciones respectiva”, por “la Corte de Apelaciones correspondiente al territorio jurisdiccional de su domicilio”. Asimismo, estimaron pertinente reemplazar la expresión “recurrir” por “reclamar”, por ser ésta, una terminología más apropiada sobre el particular.


- Puesta en votación la indicación número 20, fue aprobada, con las modificaciones antes descritas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.
Artículo 7°

(Pasa a ser artículo 8°)


Conforme a esta disposición, si el profesional que incurre en el otorgamiento de licencias médicas sin fundamento, está sujeto a un régimen jurídico que haga aplicable el Estatuto Administrativo, tal hecho constituirá una vulneración al principio de probidad administrativa. Literalmente, la norma establece lo que sigue:


“Artículo 7°.- En caso de que el profesional otorgante estuviere afecto al Estatuto Administrativo, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales, y el Estatuto para los medico-cirujanos, farmacéuticos o químico-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas u otra norma estatutaria que haga aplicable el Estatuto Administrativo, la emisión de licencias sin fundamento médico en el ámbito de su práctica profesional tanto pública como privada, se considerará una vulneración al principio de la Probidad Administrativa.”.

En relación a esta norma, fueron formuladas tres indicaciones. 


La indicación número 21, del Honorable Senador señor Larraín, es para intercalar, a continuación de “el profesional”, la expresión “de la salud”.


Respecto de la propuesta de la indicación número 21, la Honorable Senadora señora Rincón se manifestó contraria a incorporar en la ley una mención específica a los profesionales “de la salud”. Lo anterior, explicó, por cuanto, en la actualidad, de acuerdo a la ley, sólo los médicos, dentistas y matronas tienen la facultad de emitir licencias médicas, de modo que no es cualquier profesional de la salud el habilitado al efecto y, por tanto, al utilizar la expresión “profesionales de la salud”, en términos genéricos, podría entenderse que se amplía la referencia a quienes, si bien se desempeñan en el ámbito de la salud, no están facultados por ley para emitir licencias médicas, lo cual, incluso, podría inducir a una confusión innecesaria en torno a quienes cuentan con tal facultad, a pesar de que dicha circunstancia no es alterada en modo alguno por el presente proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide advirtió que hoy en día existe una presión muy fuerte por parte de algunos profesionales de la salud para ser facultados por ley para otorgar licencias médicas, sin embargo, añadió, efectivamente continúan siendo sólo tres -médicos, dentistas y matronas-, los que cuentan con esa atribución.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en la pertinencia de no incorporar la mención “de la salud” en el texto legal, a fin de no alterar la referencia a los profesionales facultados para otorgar licencias médicas, los cuales sólo corresponden a los actualmente habilitados por la ley al efecto.

Por consiguiente, las Comisiones unidas decidieron desestimar la indicación en estudio, por cuanto, de acuerdo a la normativa vigente, los profesionales otorgantes de licencias médicas sólo pueden ser médicos, matronas y dentistas, y el concepto de profesional de la salud, que se propone, comprende, por ejemplo, a kinesiólogos y enfermeras, sin que sea el sentido ni el objetivo de la presente iniciativa, ampliar la facultad de emitir licencias médicas a profesionales distintos de los actualmente autorizados.


- Sometida a votación la indicación número 21, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

La indicación número 22, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, propone intercalar, a continuación de “Administrativa”, las frases “y dará origen a la responsabilidad funcionaria que corresponda, previa instrucción del procedimiento pertinente conforme al respectivo estatuto”.


La Honorable Senadora señora Rincón manifestó que la indicación constituye un perfeccionamiento de la norma aprobada en general, evitando dudas interpretativas sobre la forma de hacer efectiva la responsabilidad que la norma establece.


- Puesta en votación la indicación número 22, fue aprobada, en forma unánime, por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

La indicación número 23, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, plantea incorporar en el artículo 7° en análisis, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Lo señalado en el inciso anterior será aplicable al funcionario que, a sabiendas, participe en el otorgamiento y tramitación de licencias médicas sin fundamento o adultere los documentos que les sirven de base.”.

Las Comisiones unidas estimaron que la norma propuesta por esta indicación, resulta concordante con lo ya resuelto y un corolario lógico de la disposición antes aprobada.


- Conforme a ello, puesta en votación la indicación número 23, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.
Artículo 8°

(Pasa a ser artículo 9°)


Esta norma establece sanciones de carácter penal para quienes incurran en falsedad en la emisión de licencias médicas o de declaraciones de invalidez, señalando, al efecto, lo que se entenderá por tal falsedad. Del mismo modo, se contemplan sanciones respecto de quienes hagan uso malicioso de tales documentos falsos. Asimismo, el precepto castiga la reincidencia. Su texto es el siguiente: 


“Artículo 8°.- El que incurra en falsedad en el otorgamiento de licencias médicas, de declaraciones de invalidez, o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, será sancionado con las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal. Además, se deberá aplicar la inhabilitación temporal para emitir licencias médicas durante el tiempo de la condena o por el lapso menor que se determine prudencialmente.


Para efectos del inciso precedente, se entenderá que incurre en falsedad, el que ejecutare cualquiera de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del artículo 193 del Código Penal, y se considerará igualmente que comete la falsedad del numeral 4° del citado artículo, el profesional que falte a la verdad en la certificación de el o los diagnósticos.


Incurrirá también en la sanción establecida en el inciso primero de este artículo el que haga uso malicioso de los documentos falsos indicados.


En caso de reincidencia, se deberán aplicar las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal aumentadas en un grado, y la sanción de inhabilitación perpetua para emitir licencias médicas.


Desde la formalización de la investigación, el tribunal, a petición del fiscal o del querellante, podrá disponer, respecto del profesional que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo inferior que fije el tribunal fundadamente.”.

Este artículo recibió las siguientes indicaciones:


La indicación número 24, del Honorable Senador señor Larraín, propone suprimir el artículo 8° en comento. 
Inciso primero


La indicación número 25, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sugiere intercalar, luego de “otorgamiento”, la frase “, obtención o tramitación”.


La indicación número 26, de la Honorable Senadora señora Rincón, es para agregar la siguiente oración final: “Con la misma pena señalada en este inciso será sancionada la persona en favor de quien se emite la licencia médica, declarada falsa en virtud de lo establecido en esta ley.”.

Las Comisiones unidas analizaron estas indicaciones en conjunto.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide señaló que las normas de los artículos 8°, 9° y 10 del proyecto de ley -de acuerdo a la numeración del texto aprobado en general-, también deberían ser analizados por el Ejecutivo para presentar su nueva propuesta en materia de sanciones, ya que todas estas normas están vinculadas con dicho tema. 


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón consultó si el Ejecutivo ha recogido la inquietud manifestada en este debate, en torno a sancionar a todos quienes intervienen en la emisión de una licencia médica falsa. Destacó que, sin perjuicio que se analizará la readecuación del régimen de sanciones que proponga el Ejecutivo, es importante considerar en dicho régimen, un sistema sancionatorio que recaiga tanto sobre el profesional, como sobre el trabajador y el respectivo organismo administrador, en la medida que ellos incurran en un ilícito en esta materia. Es decir, recalcó, el castigo debe estar orientado a todos quienes resulten involucrados. 


La señora abogada de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia respondió que, efectivamente, haciendo eco de dicha sugerencia, el Ejecutivo, mediante la indicación número 25, de su autoría, propone señalar en la norma que “el que incurra en falsedad en el otorgamiento, obtención o tramitación de licencias médicas”. De esta forma, apuntó, se sancionaría a los diferentes partícipes de este hecho, incluyendo, por tanto, también al paciente. 


En otro orden de ideas, las Comisiones unidas consideraron que la norma del artículo 8° del proyecto -que dispone la aplicación de las penas contempladas en el artículo 202 del Código Penal respecto de quien incurra en falsedad en el otorgamiento de licencias médicas-, dice relación también con la indicación número 39, la cual introduce una modificación en el mismo sentido en el propio artículo 202 ya citado.


La Honorable Senadora señora Rincón apuntó que, la indicación en referencia exige una cierta periodicidad en la emisión de licencias médicas sin fundamento, toda vez que establece que las penas del artículo 202 del Código Penal, se aplicarán al profesional de la salud que otorgue más de cuarenta licencias médicas con el objeto de que el paciente obtenga un beneficio previsional o de seguridad social, sin justificación médica.


La Honorable Senadora señora Matthei señaló que, si bien la indicación en comento se orienta en el sentido correcto, en cuanto a sancionar penalmente la falsedad en la emisión de licencias médicas, no es menos cierto que su redacción resulta poco clara, y así, por ejemplo, habla de “más de cuarenta licencias médicas”, sin especificar si ello deberá ocurrir en un determinado lapso de tiempo o durante todo el ejercicio profesional del otorgante, o si tales licencias deberán referirse todas a un mismo paciente. Es decir, la norma propuesta al efecto, requeriría un mayor análisis y un mejoramiento de su tenor literal. 


Sin embargo, destacó, lo que sí resulta plenamente rescatable, es que propone introducir la modificación respectiva en el propio Código Penal, en forma expresa, con lo cual se tipifica la conducta a sancionar, lo que sin duda representaría una potente señal en orden a castigar estas conductas. No obstante ello, advirtió, dicha modificación debería ser materia de un proyecto de ley diverso al que aquí se analiza, el cual apunta a desincentivar el fraude con sanciones como las multas y la suspensión de la facultad para emitir licencias médicas. Subrayó que, en esta materia, es importante distinguir lo que es urgente de lo que puede esperar, y en ese contexto, es impostergable el despacho de esta iniciativa legal, dejando para un debate posterior una eventual modificación al Código Penal. Señaló que este proyecto de ley, sin duda, producirá un efecto disuasivo no menor, toda vez que contempla medidas, hasta ahora inexistentes, que representan una alerta inhibitoria de las conductas fraudulentas. Sin perjuicio de lo anterior, concluyó, no hay que abandonar la tarea que sigue, cual es la de analizar una posible sanción penal a aplicar en este campo.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en que, tras la aplicación de esta nueva normativa, será necesario analizar la pertinencia de introducir una nueva modificación legal para generar un tipo penal específico que sanciones la falsedad y el fraude en el ámbito de las licencias médicas. No obstante, dicha enmienda legal debería ser objeto de un debate posterior, con un proyecto de ley que sea estudiado en su propio mérito.

En la sesión, siguiente, las Comisiones unidas se pronunciaron en torno a las indicaciones en estudio, en los siguientes términos.


Respecto de la indicación número 24, las Comisiones unidas hicieron presente que la supresión propuesta por dicha indicación, guarda relación con la intención de su autor de modificar el Código Penal para introducir tipos penales específicos sobre la materia, eliminando las sanciones que el proyecto contempla en forma particular. Sin embargo, en concordancia con lo resuelto con anterioridad, las Comisiones unidas desestimaron esta indicación.


- Por consiguiente, sometida a votación la indicación número 24, fue rechazada, unánimemente, por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

En relación a la indicación número 25, los miembros presentes de las Comisione unidas tuvieron presente que esta modificación busca sancionar no sólo al que incurra en falsedad en el otorgamiento de las licencias, declaraciones de invalidez o de los antecedentes esenciales que las justifiquen, sino que también persigue castigar a quienes participen en la obtención o en la tramitación de las mismas. Ello, acotaron, recogería los planteamientos formulados durante la discusión desarrollada sobre el particular.


- Atendido lo anterior, puesta en votación la indicción número 25, fue aprobada, en forma unánime, por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

Respecto de la indicación número 26, y considerando que la indicación anterior incorpora entre las personas sujetas a sanción, a quienes obtienen o tramitan una licencia médica irregular, la Honorable Senadora señora Rincón, en su calidad de autora de la indicación en estudio, la retiró. 
o o o

Artículo 10, nuevo


Durante el debate, el Ejecutivo presentó una propuesta para incorporar un artículo 9°, nuevo -artículo 10, en su numeración definitiva), mediante el cual se aborda la situación del contralor médico de una ISAPRE que rechaza o modifica, sin fundamento, una licencia médica. Literalmente, la norma sugerida es del siguiente tenor:


“Artículo 9°.- El profesional que ejerza como contralor médico en una Institución de Salud Previsional que resuelva, bajo su firma, rechazar o modificar una licencia médica arbitrariamente o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afectado ante la Superintendencia de Seguridad Social; sin perjuicio de las demás reclamaciones que procedan.


Al efecto, la Superintendencia podrá imponer a dicho profesional una multa a beneficio fiscal de hasta 10 Unidades de Fomento. No obstante, la multa podrá elevarse hasta 25 Unidades de Fomento, en caso de constatarse que el rechazo o modificación de licencias médicas ha sido reiterado.


En lo pertinente, la Superintendencia de Seguridad Social aplicará el procedimiento establecido en el artículo 5°.


El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o Unidad de Licencias Médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso primero, podrá ser sancionado conforme a las normas estatutarias respectivas.”.


El señor Ministro de Salud explicó que esta norma haría suya la propuesta formulada por la indicación número 15A, toda vez que, tal como ésta, se ocupa de sancionar al contralor médico que rechaza o modifica arbitrariamente o sin expresión de causa, una licencia médica.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que las indicaciones números 15A, 17 y 17A -estas últimas recaen sobre el artículo 5° del proyecto de ley-, resultan atinentes en esta materia, porque así como se sancionará al profesional que otorgue fraudulentamente una licencia médica, y al trabajador que se beneficie de ella, también se deberá castigar al contralor médico que, injustificadamente, rechace o modifique una licencia médica. Desde esa perspectiva, anotó, es importante considerar las indicaciones señaladas y lo dispuesto por el artículo 5° del proyecto, en conjunto con la norma del artículo 9° que ahora sugiere el Ejecutivo, ya que todas ellas apuntarían al objetivo señalado.


Los miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron en encomendar al Ejecutivo la revisión de este nuevo artículo 9° propuesto, a la luz de lo señalado en las indicaciones números 15A, 17 y 17A, toda vez que ellas abordarían la materia aquí en análisis. Estas normas, subrayaron, darían equilibrio al mecanismo sancionatorio que se contemplaría en esta ley para castigar el mal uso y abuso en torno a las licencias médicas, ya que intentan alcanzar a todos quienes, de una u otra manera, intervengan en estas conductas al margen de la legalidad.

Posteriormente, abierto un nuevo plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo formuló la indicación número 26 Bis, para incorporar el siguiente artículo 9°, nuevo -cuya numeración definitiva correspondería al artículo 10-, con el texto que sigue:

“Artículo 9°.- El profesional que ejerza como contralor médico en una Institución de Salud Previsional que resuelva, bajo su firma, rechazar o modificar una licencia médica arbitrariamente o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afectado ante la Superintendencia de Seguridad Social; sin perjuicio de las demás reclamaciones que procedan.


Al efecto, la Superintendencia podrá imponer a dicho profesional una multa a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. No obstante, la multa podrá elevarse hasta 80 unidades tributarias mensuales, en caso de constatarse que el rechazo o modificación de licencias médicas ha sido reiterado. La Institución de Salud Previsional que corresponda será solidariamente responsable, junto al profesional, del pago de estas multas.


En lo pertinente, la Superintendencia de Seguridad Social aplicará el procedimiento establecido en el artículo 5°.


El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o Unidad de Licencias Médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso primero, podrá ser sancionado conforme a las normas estatutarias respectivas.”.

En primer término, las Comisiones unidas coincidieron en que la norma propuesta por esta indicación, recogería los planteamientos formulados por la indicación número 15A, motivo por el cual, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su calidad de autor de la misma, la retiró, según se consignó en su oportunidad.


A continuación, en relación a la disposición ahora en análisis, la Honorable Senadora señora Matthei señaló que durante la discusión de esta iniciativa se ha reiterado lo difícil que resulta demostrar la existencia de un fraude con motivo de la extensión con que se otorga una licencia médica. 


En similar forma, y como contrapartida, la disposición propuesta pretende sancionar el rechazo o la modificación arbitraria o injustificada de la licencia, materia que también será difícil de acreditar en la medida que no exista un plazo estándar predeterminado que defina el número de días de reposo procedente de acuerdo a la enfermedad de que se trate, con independencia de las prolongaciones normales que genera la evolución propia de cada enfermo.


Indicó que la carencia de tal instrumento puede llegar a impedir que la licencia sea modificada, aunque haya sido emitida por un plazo que no parezca razonable, ya que si no se reciben los antecedentes requeridos a raíz de la revisión y, por ello, no se cursa el beneficio a tiempo, su eventual modificación podría traducirse en una sanción. Ello demuestra, apuntó, la conveniencia de que la Institución de Salud Previsional pueda recabar mayores antecedentes, con las mismas posibilidades que se otorgan a las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, cuando se sospeche en torno a la real procedencia de una licencia, sin verse expuesta dicha entidad a una multa que, en ese contexto, podría resultar injusta.


Una forma de solucionar tal problema, señaló, sería la existencia de una autoridad central e independiente que evite que sea la propia ISAPRE -que debe pagar la licencia-, la que se pronuncie sobre su procedencia o extensión, reservando a la Institución de la cual sea afiliado el cotizante, el pronunciamiento respecto de aquellas que son de cargo fiscal.


La Honorable Senadora señora Rincón estimó que el rechazo de una licencia es más fácil de justificar, pues opera cuando se establece que no existe la enfermedad que la sustenta, lo que no ocurre respecto de la modificación, ya que normalmente cuando la contraloría médica estima que realmente no se justifica extenderla por el número de días que la licencia contempla, surge una discusión sobre un tema médico, que es muy compleja.


El asunto de fondo -que, incluso, planteó reiteradamente cuando ejerció en la Superintendencia de Seguridad Social-, es la necesidad de establecer un ente independiente y distinto a los actualmente existentes para controlar las licencias. Recalcó que ya hay un compromiso por parte del Ejecutivo sobre este particular, para considerar este tema cuando se revise la generalidad del sistema de procedimiento y tramitación de las licencias médicas.

En cuanto a la norma propuesta, indicó compartir la necesidad de establecer que la Superintendencia podrá perseguir las responsabilidades y aplicar multas al contralor médico que rechaza o modifica una licencia en forma arbitraria.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró que en esta materia el tema esencial es otro y que aquí se estaría abordando sólo un aspecto del asunto principal. Insistió en que hay un problema que involucra la ética profesional y la gestión tutelar de los colegios profesionales. Asimismo, añadió, esto se vincula con la existencia de los denominados contralores médicos que operan al interior de las Instituciones de Salud Previsional. Al respecto, recordó haber tratado este tema con el Ejecutivo, instando por la eliminación de esta figura y la creación de una nueva institucionalidad, independiente, que intervenga en la resolución de estos casos, pero sin incurrir en el doble papel de juez y parte que hoy toca desempeñar a los señalados contralores. Recordó que también hizo presente a la autoridad que, si lo anterior no fuera factible, al menos se contemplara en la ley un mismo régimen de sanciones tanto para el profesional que emite una licencia médica sin fundamento, como para aquel que, en su calidad de contralor, la rechaza o modifica sin justificación médica que así lo amerite. Ello, subrayó, significaría imponer las mismas condiciones para los distintos actores que intervienen en estos hechos y daría un racional equilibrio al sistema.


Ahora bien, continuó, de acuerdo a lo anterior y para dar lugar a un mismo mecanismo de sanciones tanto respecto del médico que emite licencia sin fundamento como respecto de quien la rechaza o modifica de igual forma, sería pertinente enmendar el inciso segundo de la norma en estudio, a fin de reemplazar la expresión “la Superintendencia podrá imponer a dicho profesional” por otra que señale que “la Superintendencia aplicará a dicho profesional” las sanciones que al efecto contemple ley. Ello, reiteró, daría proporcionalidad al sistema sancionatorio que esta normativa consagra.


En similar sentido, la Honorable Senadora señora Matthei propuso modificar las multas que la indicación considera, a fin de que sus montos coincidan plenamente con los acordados respecto de los numerales 1) a 4) del artículo 4° del proyecto (artículo 5°, en su numeración actual), concebidos respecto del profesional que emitió una licencia sin fundamento médico. Para tales efectos, sugirió efectuar en esta disposición, una remisión expresa a los referidos números 1) a 4) del artículo citado, de modo que no quede duda que su escala de sanciones será aplicada también en los casos de que trata la presente disposición, esto es, el rechazo o modificación de la licencia por parte del contralor, sin justificación médica.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas coincidieron con la fórmula propuesta, por cuanto esa remisión normativa al artículo 4° del proyecto -actual artículo 5°-, dejaría en claro que el esquema de sanciones que tal precepto contempla, también será aplicable en los casos a que se refiere esta disposición.


- Al tenor de lo anterior, puesta en votación la indicación número 26 Bis, fue aprobada, con las modificaciones antes reseñadas y otra de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señoras Matthei (como integrante de ambas Comisiones) y Rincón, y señores Girardi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Ruiz-Esquide.

Artículo 9°

(Pasa a ser artículo 11)


Esta disposición trata de la suspensión y de la cancelación, respecto del profesional sancionado, de su inscripción en el Registro de Prestadores de la Superintendencia de Salud. Establece, literalmente, lo siguiente:


“Artículo 9°.- Las sanciones que aplique la Superintendencia de Seguridad Social en virtud del artículo 4° de esta ley, deberán ser comunicadas a la Superintendencia de Salud para que ésta proceda a suspender del Registro de Prestadores al profesional sancionado, por el mismo tiempo que la Superintendencia de Seguridad Social haya suspendido la posibilidad de otorgar licencias médicas.


Asimismo, si el profesional de la salud fuese condenado por sentencia ejecutoriada, por alguna de las conductas señaladas en el artículo 8º, se le cancelará la inscripción en el Registro de Prestadores de la Superintendencia de Salud.”.

Respecto de esta disposición, fueron presentadas las siguientes indicaciones.

Inciso primero


La indicación número 27, del Honorable Senador señor Larraín, es para sustituir la referencia al “artículo 4°” por otra al “artículo 3°”.


Respecto de esta indicación, las Comisiones unidas tuvieron en vista que su propuesta es consecuencial a la indicación número 4, del mismo autor, la cual sugería suprimir el artículo 4° del proyecto de ley. Conforme a ello, habría correspondido ajustar la denominación numérica del articulado de la iniciativa, tal como lo propone la indicación en estudio. Sin embargo, recordaron, la referida supresión fue desestimada y, a mayor abundamiento, otras normas han sido incorporadas al proyecto -específicamente, los artículos 3°, 4° y 10, nuevos-, de modo que la adecuación numérica de las disposiciones que integran la iniciativa ha procedido en función de tales modificaciones.


- De conformidad a lo anterior, la indicación número 27, fue rechazada, unánimemente, por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Kuschel (como integrante de ambas Comisiones), Muñoz Aburto, Rossi y Ruiz-Esquide.

La indicación número 27A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, es para intercalar, a continuación de “artículo 4°”, la expresión “ó 5°”, y, luego de “posibilidad de otorgar”, la frase “o de revisar el otorgamiento de una”.

La indicación número 28, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sugiere reemplazar el vocablo “posibilidad”, por “facultad”.


Estas dos indicaciones fueron analizadas en forma conjunta.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, en su calidad de autor de la indicación en comento, explicó que ella contiene dos propuestas. La primera, dice relación con una adecuación numérica que habría derivado de acogerse la indicación número 15 A, también de su autoría, y que consideraba la incorporación de un artículo 5°, nuevo. Tal indicación, finalmente, la retiró, tras ser recogida su propuesta mediante el nuevo artículo 10 agregado al proyecto.


La segunda modificación que contempla la indicación en análisis, añadió, persigue establecer que, tras la aplicación de las sanciones respectivas, la Superintendencia de Seguridad Social comunique dicha circunstancia a la Superintendencia de Salud, para que ésta proceda a suspender del Registro de Prestadores, tanto al profesional que emite una licencia médica irregular, como al contralor médico que la rechaza o modifica sin fundamento médico. Lo anterior, explicó, por cuanto la norma aprobada en general sólo se refiere al profesional otorgante de la licencia, pero nada dice respecto del profesional contralor, no obstante que, al tenor de los acuerdos alcanzados con el Ejecutivo durante este debate, ambos profesionales serían objeto de sanción, el primero, cuando emita una licencia médica al margen de la legalidad y, el segundo, cuando la rechace o altere en forma arbitraria o infundada.


La Honorable Senadora señora Rincón coincidió con lo señalado, toda vez que ello resulta acorde con diversas modificaciones que han sido introducidas a la iniciativa legal, las cuales, precisamente, se orientarían en el sentido indicado para dar equilibrio al sistema sancionatorio que contemple la ley.


La señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social advirtió que, sin perjuicio de analizar la pertinencia de la sanción de suspensión respecto del contralor médico, es dable tener presente que el artículo en estudio sólo está referido a los profesionales que han sido sancionados por la Superintendencia de Seguridad Social con motivo de la emisión de licencias médicas sin fundamento médico y que, al efecto, han sido suspendidos de su facultad para otorgar tal documento. La norma, por tanto, no se ocupa de los contralores médicos, ya que éstos no emiten las licencias, sino que revisan su otorgamiento y pertinencia, razón por la cual no parece acorde incorporar en esta disposición la suspensión de la facultad de revisar licencias médicas, tal como lo propone la indicación en estudio. Más aún, agregó, respecto del contralor médico, la iniciativa legal sólo contempla como sanción la aplicación de multas, pero no considera la posibilidad de suspenderlo de sus funciones en cuanto tal, con motivo del rechazo arbitrario o caprichoso de una licencia médica.


La Honorable Senadora señora Rincón expresó que, si bien es cierto lo anterior, en cuanto a que esta norma podría no ser la más apropiada para contemplar la suspensión del contralor médico, no es menos cierto que dicha sanción debería quedar consignada en esta ley, toda vez que ello estaría en concordancia con las otras modificaciones que ya se han incorporado en este proyecto de ley y que, precisamente, apuntan a generar un régimen de sanciones equilibrado, que castigue tanto la emisión irregular como el rechazo injustificado del beneficio. Agregó que, si se está exigiendo un correcto comportamiento por parte de los profesionales cuando emiten una licencia, es lógico que también se haga la misma exigencia respecto de las instituciones encargadas de revisar su otorgamiento y de proceder a su pago, de modo que también exista un castigo cuando el rechazo o la modificación del beneficio sea injustificado. Recalcó que, donde existe la misma razón, debe existir la misma disposición, por consiguiente, la norma sancionatoria debería ser equivalente para ambas situaciones, es decir, tanto respecto del otorgamiento infundado como del rechazo o modificación sin fundamento. Finalmente, recordó que, sobre este punto, había consenso con el Ejecutivo para resolver la materia, precisamente, en el sentido señalado.


En la misma línea, el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide manifestó que, efectivamente, estos asuntos fueron tratados con el Ministerio de Salud, oportunidad en la cual se abordaron dos inquietudes de importancia. Por una parte, acotó, se planteó la posibilidad de poner fin a la figura del contralor médico, tanto porque no siempre son médicos quienes ejercen como tales, como porque no se advierte razón alguna para que las Instituciones de Salud Previsional puedan actuar como juez y parte a la vez. Sin embargo, continuó, esta sugerencia no prosperó ante el Ejecutivo y, en subsidio, se analizó la posibilidad de establecer un mismo régimen de sanciones tanto respecto de los profesionales otorgantes de licencias médicas, como respecto de los médicos contralores de las mismas. En este punto, subrayó, sí hubo consenso con el Ejecutivo, el cual estuvo de acuerdo en generar un sistema sancionatorio en igualdad de condiciones para ambas situaciones.


Sin embargo, agregó, al tenor de lo recientemente señalado durante esta discusión, no se estaría cumpliendo ese compromiso, ya que, si bien se contemplan multas para castigar al médico contralor que rechaza o modifica sin fundamento médico una licencia, no se consigna aún en el proyecto de ley la suspensión de este profesional a título de sanción. En ese contexto, enfatizó, cobra especial importancia que las autoridades del Ministerio de Salud, con las facultades necesarias para revisar y decidir en torno a estas materias, asistan a las sesiones que celebren las Comisiones unidas, toda vez que ello es la única vía posible para entablar un diálogo directo, arribar a soluciones concordadas y avanzar en este campo. En caso contrario, apuntó, el trabajo legislativo necesariamente se verá entorpecido, máxime si se considera que, en estos temas, prima la iniciativa legal exclusiva del Presidente de la República. 


La Honorable Senadora señora Rincón recordó que se ha avanzado mucho en torno a este proyecto de ley y, sin duda, añadió, la presencia de los representantes del Ministerio de Salud ha sido un valioso y oportuno aporte en dicho esfuerzo. Desde esa perspectiva, coincidió con lo señalado por el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide y destacó la importancia y necesidad de contar con la asistencia de los personeros del Ejecutivo, toda vez que en estos asuntos su participación es insoslayable, dada la iniciativa legal exclusiva que a éste le asiste.


Enseguida, subrayó que el acuerdo a que se ha hecho mención, fue alcanzado en el seno de estas Comisiones unidas, junto al señor Ministro de Salud, oportunidad en la cual, el consenso fue unánime en cuanto a que, tanto los profesionales otorgantes como aquellos que ejercen como contralores, deberían ser sancionados y en equivalencia de condiciones, en la medida que las licencias sean emitidas o rechazadas, según corresponda, sin fundamento médico. De hecho, recordó, a propósito del estudio del nuevo artículo 10 incorporado al proyecto, se acordó replicar el régimen de multas contemplado respecto de los profesionales otorgantes de licencias médicas, para ser aplicado también a los contralores médicos, y para cuyo efecto, se consignó una remisión expresa a la norma del artículo 5°, que es la que establece la respectiva escala gradual de multas. Por consiguiente, concluyó, si bien parece pertinente revisar una mejor ubicación para la norma respectiva, es indudable que ésta debe ser incorporada a la iniciativa legal, porque dará simetría al sistema sancionatorio que se pretende consagrar.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide reiteró no ser partidario de la existencia de los contralores médicos en las Instituciones de Salud Previsional, particularmente en razón de que es impropio ser juez y parte a la vez. Sin embargo, añadió, esa es una lucha que, no obstante sostenerla desde hace ya varios años, no ha logrado vencerla, ni siquiera cuando la coalición de partidos a la que adhiere fue Gobierno. Consultado el tema con el actual señor Ministro de Salud, recordó, éste manifestó las dificultades de implementar una modificación de tal naturaleza, sin perjuicio de que el tema podría se analizado, posteriormente, con motivo de una revisión completa del sistema de licencias médicas en general. Dado lo anterior, prosiguió, se dio lugar al establecimiento de sanciones equivalentes tanto para el profesional que emite una licencia carente de fundamento médico, como para el contralor que la rechaza o modifica de la misma manera y, bajo ese entendido, se han introducido al proyecto de ley en trámite, diversas modificaciones en dicho sentido, una de las cuales es la ya mencionada equiparación de las multas a aplicar.


El Honorable Senador señor Bianchi expresó que, atendido que el proyecto de ley en estudio tiene asignada una urgencia calificada de suma, la que, además, se encuentra próxima vencer, parece pertinente consultar al Ejecutivo su disponibilidad para tratar este asunto y formular la indicación que resulte de rigor, dada la iniciativa legal exclusiva que le cabe en torno al mismo. Lo anterior, recalcó, para avanzar en estas materias y evitar que la tramitación de la iniciativa se vea entorpecida, sobre todo si se considera que, efectivamente, se alcanzó consenso en el tema, pero las indicaciones presentadas por el Ejecutivo no contemplaron el punto en cuestión.


El Honorable Senador señor Larraín consultó la opinión de los representantes del Ejecutivo sobre el particular.


El señor Jefe de la Asesoría Legislativa de la Subsecretaría de Previsión Social expresó que en el evento que las Comisiones unidas estimaran la procedencia de la suspensión de los contralores médicos en cuanto a su facultad de revisar licencias médicas, sería necesario reconsiderar disposiciones previamente aprobadas, como la del nuevo artículo 10 que se ha incorporado al proyecto, el cual consigna las sanciones respecto de tales contralores. Ahora bien, advirtió, en virtud de dicha norma sólo sería posible aplicar a los contralores una sanción pecuniaria -multa-, y no la referida suspensión, ya que ésta no se encuentra considerada al efecto.


No existiendo tal sanción de suspensión de la facultad de revisar licencias por parte de los contralores médicos, argumentó, no es posible que la Superintendencia de Seguridad Social comunique la aplicación de una sanción inexistente y, por consiguiente, no tendría sentido modificar la obligación de la Superintendencia de Salud de suspenderlo del Registro de Prestadores, facultad de que carece, tanto porque no existe la sanción como porque los contralores médicos no forman parte de tal Registro. Sin perjuicio de lo anterior, anunció la disposición del Ejecutivo para analizar tal posibilidad, si las Comisiones unidas estimaren indispensable incorporar la señalada sanción y, por tanto, fuera necesario presentar la respectiva indicación.


A continuación, la señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social informó que en el Registro de Prestadores se incorpora a los profesionales de acuerdo a las especialidades médicas, odontológicas, farmacéuticas o bioquímicas que se encuentran reconocidas y, por consiguiente, en él no se consigna el ejercicio de actividades tales como la de contralor médico de una Institución de Salud Previsional. Dada esa premisa, acotó, resultaría más bien improcedente suspender a dichos contralores de un Registro del cual no forman parte. Estimó que, en todo caso, si se acogiera la idea de establecer la suspensión de la facultad de visar licencias, el artículo 10, nuevo, debería expresar que serán procedentes todas las “sanciones” que contempla el artículo 5°, haciendo así una referencia genérica que incluya tanto las multas como las suspensiones, y no sólo a aquéllas como lo señala la disposición en comento en sus actuales términos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín hizo presente que sólo sería necesaria la voluntad del Ejecutivo -expresada mediante una indicación-, para establecer nuevas atribuciones respecto de las Superintendencias de que se trata, no así, en cambio, para determinar las sanciones aplicables o su entidad, materia que bien puede ser objeto de iniciativa parlamentaria. Para ejemplificarlo, citó el caso de las sanciones penales, para cuyo establecimiento o modificación, la iniciativa legal es amplia y no exclusiva del Ejecutivo.


La Honorable Senadora señora Rincón señaló que el artículo 9° que se revisa -y que pasaría a ser artículo 11-, establece que la Superintendencia de Seguridad Social comunicará a la Superintendencia de Salud la sanción que haya aplicado al profesional que emitió una licencia médica sin fundamento, a fin de que se suspenda su inscripción en el Registro de Prestadores. Ahora bien, continuó, lo que además se ha planteado es que la sanción de suspensión también se contemple respecto del contralor médico de una ISAPRE que rechace o modifique una licencia sin justificación médica. Asimismo, deberá analizarse en qué norma del proyecto se consagrará tal sanción, de ser aprobada como tal. Por consiguiente, se trata de dos temas distintos, no obstante estar vinculados. Por una parte, la incorporación de la sanción de suspensión respecto del contralor médico y, por la otra, la ubicación que se daría a la norma que la establezca.


Al respecto, prosiguió, la norma que parece atinente sería la del artículo 10, nuevo, ya que allí se sanciona el rechazo o modificación de licencias médicas por parte de los contralores, sin mediar fundamento médico. En ese artículo, de acuerdo a la modificación introducida al mismo, se contempla una multa a beneficio fiscal, cuya determinación y monto se regulará al tenor de lo dispuesto por el artículo 5°, al cual, entonces, el artículo 10 hace expresa remisión. Guardando la debida correspondencia, por tanto, este artículo 5°, a su turno, debería considerar también la sanción de suspensión para el contralor médico que incurra en la conducta descrita. En consecuencia, ambas normas requerirían revisión para generar las enmiendas de rigor.


Sin perjuicio de lo anterior, agregó, la indicación número 27A que aquí se analiza, plantea, además, que la Superintendencia de Seguridad Social comunique a la Superintendencia de Salud que ha suspendido a un contralor de su facultad para revisar licencias médicas, a fin de que ésta última, a su vez, lo suspenda del Registro de Prestadores. Sin embargo, advirtió, este punto ameritaría un mayor análisis, toda vez que no parece igualmente clara la procedencia de esta medida, tanto en cuanto dichos contralores no figuran en el mencionado Registro. 


Finalmente, las Comisiones unidas tuvieron en consideración que, con ocasión de la discusión de las distintas indicaciones y de las diversas modificaciones ya acordadas, se ha buscado establecer un régimen de sanciones que sea similar tanto para el profesional que emite licencias sin justificación médica, como para el contralor médico que las rechaza o modifica de la misma manera, y que ese es el sentido bajo el cual debe analizarse la indicación ahora en estudio y las normas ya aprobadas, de ser reconsideradas.


Desde esa perspectiva, coincidieron en que, de aprobarse la sanción de suspensión de la facultad de visar las licencias por parte del contralor médico, ella debería incluirse en el artículo 5° del proyecto, para luego modificar también el artículo 10, nuevo, en el mismo sentido. De igual modo, si se estima procedente, habría que enmendar las funciones que para las respectivas Superintendencias considera el artículo 9° -que pasa a ser artículo 11-, en relación al contenido del Registro de Prestadores. Para los señalados efectos, las Comisiones unidas solicitaron a los representantes del Ejecutivo que consideren las diversas alternativas factibles, a fin de presentar una proposición sobre la materia, que contemple un tratamiento similar tanto para los emisores de licencias como para los contralores, guardando entre ambos la mayor equivalencia posible de acuerdo a sus respectivas funciones.


En sesión posterior, la señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social indicó que, al tenor de lo encomendado, el tema de las sanciones a aplicar al contralor médico de una ISAPRE que rechace o modifique una licencia médica sin justificación o sin expresión de causa, fue analizado en forma conjunta con los personeros de los Ministerios de Salud, del Trabajo y Previsión Social, y Secretaría General de la Presidencia y, tras dicho análisis, se concluyó que resulta pertinente contemplar para tales efectos sólo la aplicación de multas, no así la suspensión a que hace referencia el artículo 5° del proyecto de ley, toda vez que, en la actualidad, los contralores médicos no figuran en registro alguno del cual puedan ser suspendidos. En efecto, explicó, se trata de trabajadores que cumplen una función de control al interior de una institución de salud previsional, y respecto de los cuales no existe un registro en el que aparezcan consignados como tales. Lo único que opera hoy en día sobre el particular, añadió, es un directorio o nómina que mantiene la Superintendencia de Salud respecto de los contralores que cada ISAPRE comunica a aquélla. Es decir, es una función que se ejecuta hoy día en estas entidades, pero quienes la cumplen no figuran en un registro oficial, como sí ocurre, por ejemplo, respecto de los prestadores de servicios médicos, los cuales están inscritos en el denominado Registro de Prestadores.

Lo anterior, advirtió, es sin considerar además que, en el caso de los mencionados contralores, se trata de empleados dependientes que prestan sus servicios en el ámbito de la empresa privada y, en ese contexto, no parece tan clara la posibilidad de que les sea aplicable una sanción, en razón de su desempeño laboral, por parte de quien no es su empleador.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide recordó que el planteamiento básico que en esta materia se formuló durante este debate, es que debe existir una equivalencia o correlación entre la sanción a aplicar al médico que otorga sin fundamento una licencia médica y la sanción que se contemple respecto del médico contralor que la rechaza o modifica en forma arbitraria o injustificada. Ambas situaciones, al tenor de lo analizado, serían objeto del reproche legal y, en ese entendido, se consignarían en esta ley las normas correspondientes a ambos casos.


Sin embargo, añadió, tras lo recientemente señalado por el Ejecutivo, queda en duda la posibilidad de sancionar al contralor médico, el cual no sólo es un trabajador de una empresa del sector privado, sino que, más aún, su existencia como tal no consta en ningún registro institucional, lo que dificultaría su castigo.


Manifestó su sorpresa y preocupación en cuanto a la inexistencia de un registro de contralores médicos, toda vez que parece pertinente que la autoridad cuente con una nómina oficial de los mismos, tal como ocurre con los prestadores de servicios médicos.


Sin perjuicio de lo anterior, reiteró ser contrario a la existencia propiamente tal de dichos contralores, ya que representan el único caso en nuestro país donde es permitido ser juez y parte a la vez. Ese es, subrayó, el elemento esencial de su rechazo en torno a este tema. La ISAPRE no puede, por intermedio de sus empleados, denegar un beneficio de cuyo pago está a cargo, en mérito de sus propios cuestionamientos. Eso es actuar como juez y parte al mismo tiempo, anomalía que no se reproduce en ninguna otra institucionalidad que opere en nuestro país. Incluso más, añadió, muchas veces este contralor ni siquiera corresponde a un profesional de la medicina y, por tanto, se produce la insólita incongruencia de que esta supervisión realizada por quien no es un facultativo, deja sin efecto lo resuelto por un especialista, lo que desde ya refleja lo irregular de la situación.


El señor Ministro de Salud expresó que la licencia médica constituye una preocupación central del Ejecutivo, en la medida que es un beneficio legal que estructuralmente presenta serias deficiencias porque está mal diseñado, generando un exceso de gasto que, a la postre, desvía importantes recursos que, en lugar de estar disponibles para acciones sanitarias y de ser destinados a solventar las necesidades reales que existen en el ámbito de la salud pública, están siendo aplicados a cubrir licencias médicas mal habidas o indebidamente otorgadas. Enfatizó que, atendida la significativa cuantía de los recursos involucrados en este tema, resulta urgente y de extraordinaria importancia la pronta aprobación de la normativa en estudio, a fin de poder enfrentar esta problemática con un nuevo instrumento legal. Precisó que, en un universo total aproximado de mil millones de dólares anuales que en nuestro país se pagan por concepto de licencias médicas, una cifra que fluctúa entre los doscientos y doscientos cincuenta millones de dólares al año, aproximadamente, corresponden a licencias emitidas sin fundamento médico, es decir, el equivalente a instalar e implementar completamente un hospital nuevo y de última generación cada año, posibilidad que simplemente se pierde en razón de esta fuga de recursos. Agregó que, durante ya varios meses, se ha desarrollado una sistemática labor de fiscalización en esta materia, dando lugar a diversas denuncias a fin de sancionar a quienes han incurrido en estas malas prácticas. 


Sin perjuicio de lo anterior, añadió, paralelamente a este severo daño patrimonial, también existe otro problema, cual es que, en mérito de las revisiones de que son objeto las licencias médicas, muchas de ellas resultan indebidamente rechazadas o modificadas, denegándose un beneficio al cual las personas podrían tener legítimo derecho. Ante esta situación, igualmente reprochable, se genera la necesidad de encontrar una solución que permita corregir esta anomalía y castigar a los responsables. Sin embargo, advirtió, la preocupación nuevamente se presenta en cuanto a que ello no derive en una postergación en el despacho del proyecto de ley, el cual, reiteró, requiere imperiosamente ser aprobado con celeridad. 


En ese contexto, agregó, entre las diversas alternativas que surgen al efecto, está la de implementar un registro de contralores y, asimismo, establecer sanciones legales. En tal sentido, apuntó, la figura que parece más adecuada, es la aplicación de una sanción pecuniaria a la institución de salud previsional que, por medio de sus trabajadores, deniegue o modifique una licencia médica correctamente otorgada. Dicha sanción económica comprendería tanto la restitución de los fondos que no fueron percibidos por el beneficiario y, además, el pago de una significativa multa que, realmente y no en forma meramente simbólica, castigue esta situación irregular. 


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide insistió en que, hoy en día, la problemática que nos ocupa tiene dos aristas; por una parte, están las licencias médicas mal otorgadas y, por la otra, están aquéllas indebidamente denegadas. En ese esquema, tanto el profesional que emite en forma indebida una licencia, como aquél que la rechaza arbitrariamente, son igualmente responsables y deben ser sancionados en equivalencia de condiciones. 


Un tercer elemento que aquí juega un rol relevante, prosiguió, es el período de tres días de carencia que actualmente la ley contempla para el pago del subsidio por incapacidad laboral a que da lugar la licencia médica. Este es, recalcó, un verdadero efecto perverso de la ley.


Finalmente, apuntó, detrás de todo esto, existe un problema muy severo de falta de ética que afecta a nuestra sociedad, donde este valor es menospreciado y mal visto; de hecho, acotó, las propias universidades ya no imparten enseñanza en este orden durante la formación profesional.


Es por ello que, a su juicio, es necesario promover una modificación de mayor envergadura que considere las diversas aristas de la problemática global. Indicó que, asuntos tales como la eliminación del período de carencia en el pago del subsidio por incapacidad laboral, el restablecimiento de la tuición ética sancionatoria de los colegios profesionales, la incorporación de clases de ética en la malla curricular de las universidades, entre otros importantes temas, requieren ser analizados para dar lugar a una real reestructuración en materia de salud. Recordó que así lo ha hecho saber al señor Ministro de Salud y que, si bien se le ha manifestado que en estos momentos el acento está puesto en la presente iniciativa legal, confía en que estos temas serán abordados a la brevedad posible, toda vez que su pronta solución es una tarea ineludible. En el marco de dicho compromiso del Ejecutivo, Su Señoría expresó su disposición para avanzar en el proyecto de ley en informe, evitando retrasar su despacho, en tanto se asume el desafío mayor que involucre los diversos planteamientos que en este debate se han formulado.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que sería oportuno y conveniente para los efectos de esta misma ley, instaurar un sistema de registro de quienes se desempeñan como contralores médicos, ya que ello permitirá una mejor operatividad de la normativa y del régimen de sanciones que ésta contemple. En la actualidad, enfatizó, estas personas son desconocidas, pero sus resoluciones desfavorables afectan a muchos beneficiarios que se ven impedidos de ejercer sus derechos en razón de las arbitrariedades en que aquéllos incurren. Indicó compartir la propuesta de sancionar a la institución de salud previsional a la cual dichos contralores pertenezcan, toda vez que ello representa un castigo, al menos, para la entidad para la cual presta servicios el contralor y en cuya representación éste emite sus pronunciamientos. Ya eso, subrayó, no dejaría completamente impune esta situación.


La Honorable Senadora señora Rincón coincidió en cuanto a que lo planteado en este análisis fue la importancia de contemplar en la ley un sistema sancionatorio tanto respecto del profesional que emite una licencia sin fundamento médico, como del contralor que la rechaza o modifica de la misma manera. Asimismo, añadió, se estimó necesario que existiera cierta reciprocidad entre las sanciones aplicables en uno y otro caso. En ese contexto, apuntó, no le parece razonable que la circunstancia de que los contralores médicos no figuren en un registro, impida que éstos puedan ser sancionados en razón de las arbitrariedades que cometan en su desempeño como tales. De hecho, agregó, para salvar dicho inconveniente, bastaría con crear el señalado registro, lo cual no debiera ser una tarea difícil.


Por otra parte, señaló que, efectivamente, se ha cuestionado la pertinencia del período de carencia actualmente vigente para el pago del subsidio por incapacidad laboral. Sin embargo, advirtió, es importante aclarar que, de acuerdo a estudios que se han desarrollado a partir de la información que proporciona el sistema de licencia médica electrónica que opera en el ámbito de la salud privada, este lapso de carencia no incide necesariamente en el número de licencias médicas que se otorgan o en su extensión, al contrario de lo que es la creencia generalizada. Reiteró que ya hay datos suficientes que permiten corroborar este antecedente, conforme al promedio de licencias médicas emitidas vía on line en la actualidad. Dado lo anterior, añadió, sería interesante conocer las cifras específicas sobre los recursos que estas prácticas irregulares comprometen tanto en el ámbito de la salud pública como en el de la privada, toda vez que las sumas hasta ahora mencionadas corresponden a cifras totales.


Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó, ya se ha instalado en la discusión la preocupación en torno al tema de los tres días de carencia en el pago del SIL, el cual, sin embargo, aún se encuentra pendiente de resolución. Solicitó, entonces, que se retome prontamente el análisis de este asunto, en virtud de los compromisos asumidos por el Ejecutivo al respecto. Recordó que al comenzar el estudio de este proyecto de ley, existió la voluntad para tramitarlo con la celeridad necesaria, en el entendido que una posterior iniciativa legal abordaría las materias que, como la señalada, requerirían de una reformulación legislativa. Destacó que, hasta la fecha, ello no ha acontecido. 


En ese escenario, expresó, de aprobarse el texto en estudio, en sus actuales términos, sin contemplar una sanción para el contralor médico que deniega arbitraria o injustificadamente una licencia correctamente otorgada, éste continuará ejecutando esa mala práctica y ello no acarreará ninguna consecuencia para él, al no poder ser sancionado, en tanto que todo el costo lo asumirá la empresa para la cual trabaja. No obstante, en su opinión, es un acto médico del contralor mediante el cual se rechaza o modifica una licencia médica, con la consiguiente responsabilidad que ello implica y, por tanto, ésta debería hacerse efectiva en el evento de mediar una arbitrariedad.


Finalmente, se mostró de acuerdo con la importancia que reviste el presente proyecto de ley en el esfuerzo por mejorar el funcionamiento del sistema de licencias médicas que rige en nuestro país, sin embargo, otros tantos temas que en este debate se han planteado son igualmente relevantes y deben ser abordados para tales efectos.


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto señaló que la creación e implementación de un registro en el que se consigne la nómina de los médicos contralores en ejercicio en las ISAPRES, no parece ser una tarea muy difícil o compleja de ejecutar, para lo cual, incluso, podría resultar suficiente la vía reglamentaria, sin necesidad de recurrir a un instrumento legal.


Ahora bien, añadió, atendido este nuevo antecedente surgido en la discusión, se hace necesario revisar la pertinencia de continuar avanzando en este proyecto de ley, en tanto aún se encuentren pendientes las observaciones planteadas en estas materias. Consultó, entonces, el parecer de los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas sobre el particular.


El Honorable Senador señor Bianchi indicó que, al tenor de lo señalado precedentemente, es dable esperar que el Ejecutivo recoja las diversas inquietudes que acá se han expuesto y, sin duda, es factible confiar en que los compromisos asumidos se cumplirán oportunamente. Recordó que la actual señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, integró estas Comisiones unidas y que, durante este mismo debate, ella manifestó su preocupación en similar línea de las observaciones que aquí se han expresado. Lo propio acontece respecto del señor Ministro de Salud, quien también ha manifestado la preocupación del Gobierno en torno a iguales temas. Así, por ejemplo, en relación al período de carencia, ha habido coincidencia en cuanto a que es un asunto que hay que revisar y reformular, pero que no forma parte de la materia que ahora aquí se analiza y que, por tanto, debe ser objeto de una discusión parlamentaria diversa y posterior a ésta. Dentro de dicho contexto, apuntó, resulta pertinente avanzar en la tramitación del presente proyecto de ley y sancionar a la brevedad la normativa que éste propone.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide se manifestó de acuerdo con avanzar en la tramitación del presente proyecto de ley, bajo el entendido de que existe un compromiso del Ejecutivo para analizar y resolver los diversos asuntos que en materia de salud se han explicitado durante este debate. 


Sin perjuicio de lo anterior, insistió en que el tema de la falta de un registro de contralores médicos, es un problema que debería ser resuelto en esta oportunidad a propósito del estudio de la presente iniciativa legal, toda vez que, en su opinión, es un asunto cuya solución no admite dilación. Enfatizó que, si bien una solución es sancionar a la respectiva ISAPRE, no es una alternativa óptima. No obstante, reiteró, ello al menos evita que las arbitrariedades queden impunes. 


Ahora bien, continuó, en esta materia hay tres elementos complejos que revelan la gravedad de la situación: en primer término, como ya ha dicho, suele ocurrir que estos contralores ni siquiera son médicos y, por tanto, se produce la irregularidad de que el diagnóstico y prescripción médica dispuesta por un profesional, son revertidos por quien no es tal facultativo. En segundo lugar, más allá de la responsabilidad contractual que media entre el contralor y la ISAPRE, existe una responsabilidad personal y profesional que pesa sobre aquél, y que debería hacerse efectiva tras incurrir en una arbitrariedad en el ejercicio de su función de supervisión. Y finalmente, señaló, es necesario crear un registro de los contralores que operan en las ISAPRES, por cuanto es insostenible continuar con esta situación irregular que deriva de no existir una nómina oficial de quienes cumplen esta labor. Por consiguiente, solicitó al Ejecutivo revisar este problema a fin de procurar una pronta solución al mismo, implementando el registro en cuestión.


El señor Ministro de Salud informó que, junto con el señor Superintendente de Salud, han estudiado la forma en que sería posible crear un registro de las personas que ejercen las funciones de contralores médicos en las Instituciones de Salud Previsional y que, considerando que en un primer análisis ello parece posible dentro del ejercicio de su potestad reglamentaria, solicitó a dicho Superintendente revisar detalladamente la materia e informar sobre la manera en que se podría proceder para lograr tal propósito, especialmente dictando las instrucciones que resulten pertinentes al efecto y generar, vía administrativa, este registro cuya existencia ha sido reclamada durante la tramitación de esta iniciativa.


Expresó que, sin perjuicio de compartir opinión en cuanto a la conveniencia de solucionar tal carencia -tema en el cual, reiteró, se está trabajando-, es preciso subrayar la importancia de no demorar el despacho del proyecto en estudio, toda vez que, por cada día que transcurre sin este nuevo instrumento legal, se incrementa la pérdida de recursos del sector y, particularmente, disminuye la caja de FONASA, que contiene los fondos del seguro público, situación objetable y que debe ser corregida a la brevedad, porque contraría la regulación del sector, debido a que del 7% que se recauda por concepto de cotizaciones de salud, se destina al pago de licencias médicas más de los dos puntos porcentuales que la normativa establece como tope al efecto. 


En cuanto a los compromisos adquiridos, recordó que la Comisión de Expertos en Salud, que convocara el Presidente de la República, se pronunció unánimemente respecto de la conveniencia de reestructurar el beneficio de las licencias médicas, para lo cual además realizó diversas proposiciones, entre ellas, la de establecer dos fondos independientes, uno, para prestaciones de salud y, el otro, para licencias médicas, conformado este último con el equivalente a 1.8 puntos de la actual cotización de salud, y que sería aportado en partes iguales por el empleador y por el trabajador, por un monto correspondiente a 0.9 puntos de la referida cotización, recursos que serían administrados por instituciones públicas o privadas. Explicó que, después de analizar dicha propuesta en sus diversos aspectos, el Ejecutivo no ha estimado adecuado avanzar en un cambio tan drástico para el sector, como por ejemplo, el que significaría dividir el fondo actual que cumple un rol mixto, en cuanto contempla los recursos para solventar las prestaciones de salud y para colaborar en la recuperación de la salud, como se hace mediante las licencias médicas. Ello, además, redundaría en una doble administración que por sí sola tornaría aún más complejo el uso y control de los recursos del sector. Señaló que, a tales objeciones, se agregan las derivadas de los efectos que en el mercado laboral podría generar la creación de un fondo al cual debe contribuir el empleador, con el 0,9% de la remuneración de sus trabajadores, materia respecto del cual el Ministerio del Trabajo y Previsión Social emitió un pronunciamiento desfavorable, precisamente debido a las dificultades que ello podría ocasionar en el empleo, todo lo cual llevó al Ejecutivo a buscar otra forma de abordar el problema.


Con tal propósito, continuó, recientemente los Ministros de Hacienda, del Trabajo y Previsión Social, y de Salud, reunidos con el Presidente de la República, han coincidido en preparar un proyecto de ley para ser presentado a la discusión parlamentaria y cumplir los compromisos adquiridos, buscando equilibrar dos elementos. Primero, la disminución del período de carencia, es decir, de los días cuyo pago no es cubierto por el subsidio por incapacidad laboral a que da lugar la licencia médica y, eventualmente, eliminar dicho período. Segundo, la disminución de la tasa de sustitución de la remuneración, en la medida que la licencia se prolongue por meses. Señaló que, si bien aún no es posible adelantar cuál sería la proposición exacta en cuanto a la disminución de la tasa de sustitución, podía anunciar que con ella se buscará alcanzar un punto de equilibrio que permita el financiamiento de la carencia que se elimina.


Expresó que la supresión del referido período de carencia no ha resultado un tema sencillo desde distintos puntos de vista, incluido el jurídico, donde se presentan aspectos legales y constitucionales que deben ser conciliados. En tal sentido, recordó que, actualmente, los días no cubiertos por el subsidio derivado de la licencia son completamente de costo del empleador en el caso de los funcionarios públicos, a quienes se les paga desde el primer día de permiso, lo que también ocurre respecto de los trabajadores de empresas privadas que en procesos de negociación colectiva han obtenido tal beneficio, acordando con su empleador que éste asuma el costo de los días no cubiertos por el subsidio respectivo. En esta última situación se encuentra casi el 30% de los trabajadores del sector privado de nuestro país, quienes han alcanzado este beneficio en el marco de las negociaciones colectivas que han desarrollado, lo cual normalmente ocurre en las empresas de mayor tamaño, no siendo razonable que mediante una ley se modifiquen tales acuerdos y se introduzca un subsidio al empleador, como sucedería si la eliminación de la carencia le liberara de un pago voluntariamente convenido respecto de sus trabajadores. 


Para evitar esos efectos no deseados, agregó, se incorporó en este análisis al señor Ministro de Economía, a fin de buscar una fórmula que permita extender tal beneficio a las PYMES, a las pequeñas y medianas empresas que no han negociado colectivamente este beneficio con sus trabajadores, como una manera de focalizar adecuadamente el subsidio.


El señor Ministro de Salud señaló que, con esta breve síntesis del trabajo que se está realizando, deseaba hacer presente que el Ejecutivo está buscando la manera de resolver la problemática que nos ocupa y que se están desplegando serios esfuerzos para alcanzar la mejor propuesta posible que permita solucionarla y, asimismo, cumplir los compromisos del Gobierno sobre la materia.

La Honorable Senadora señora Rincón indicó compartir la opinión de que es necesario instaurar el registro de contralores a que se ha hecho mención. Más aún, ello no debería ser una tarea de mayor complejidad, máxime cuando, al tenor de lo señalado por el Ejecutivo, se podría ejecutar por la vía reglamentaria. Desde esa perspectiva, añadió, no se vislumbraría razón alguna para no contemplar en esta ley un sistema de sanciones aplicables al contralor médico que rechaza o modifica una licencia sin fundamento médico que justifique su decisión.


A partir de lo anterior, agregó, la idea sería establecer un régimen sancionatorio que sea equivalente tanto para el facultativo que emite una licencia sin que exista un fundamento médico o antecedente real que la respalde, como para el contralor que la rechaza o modifica de la misma manera. Para ambos casos, recordó, se planteó la pertinencia de aplicar multas y la suspensión de la facultad para emitir o revisar licencias médicas, según corresponda. 


En otro orden de ideas, Su Señoría recordó que, cuando se estableció el Subsidio por Incapacidad Laboral (SIL), se hizo una estimación para efectos del cálculo de dicho beneficio y, en esa oportunidad, se consideró que entre 0,6 y 0,9 puntos del 7% correspondiente a la cotización de salud, se destinaría al pago del señalado subsidio. Sin embargo, reiteró, ello obedeció a un cálculo estimativo de los recursos que habrían de ser aplicados al beneficio en mención y de la parte de la cotización de salud con cargo al cual éstos serían financiados.


El señor Subsecretario del Trabajo hizo presente que el proyecto de ley ya contempla un sistema de sanción respecto del contralor médico que resuelva rechazar o modificar una licencia médica arbitrariamente o sin expresión de causa. Para tal evento, apuntó, el nuevo artículo 10 de la iniciativa en estudio, incorporado mediante la indicación número 26 Bis, ya aprobada, consigna un régimen de multas equivalente al que contempla el artículo 5° del mismo proyecto, y al cual, precisamente, se remite al efecto. Esta última norma, anotó, está referida al profesional que otorga una licencia médica sin fundamento o justificación médica. Es decir, se ha procurado cierta reciprocidad entre ambos sancionados, al menos por la vía económica. Asimismo, el citado artículo 10, nuevo, establece la responsabilidad solidaria de la institución de salud previsional para la cual el contralor presta servicios, respecto de las multas aplicadas a este último por el señalado motivo.


El señor Ministro de Salud señaló que la intención del Ejecutivo es contar a la brevedad posible con los nuevos instrumentos legales que el proyecto contempla, ya que la experiencia de la Secretaría de Estado a su cargo, incluida la obtenida durante las Administraciones anteriores, es que con la actual regulación, pese a los esfuerzos por fiscalizar adecuadamente, no se obtiene el resultado perseguido, ya que incluso las denuncias que periódica y sistemáticamente se realizan, lejos de terminar con la emisión de licencias fraudulentas, se tornan en un mecanismo de marketing y propaganda de quienes inescrupulosamente han transformado el otorgamiento de licencias médicas en una verdadera empresa que, claro está, no guarda relación alguna con el ejercicio de la actividad médica.


Enseguida, el señor Secretario de Estado manifestó su acuerdo en cuanto a sancionar tanto al profesional que emite licencias sin fundamento, como al contralor médico que las rechaza o modifica sin justificación. Sin perjuicio de lo anterior, y en el caso de una eventual sanción de suspensión desde un registro de contralores, propuso considerar la posibilidad de establecer en la ley una vigencia diferida para la aplicación de tal medida, a fin de permitir que en un plazo prudente se pueda crear e implementar dicho registro y regular acabadamente la materia, conciliando el interés en agilizar el despacho de esta iniciativa con el de sancionar al contralor que injustificadamente afecta el ejercicio del derecho a las prestaciones derivadas de una licencia médica.


Desde esa perspectiva, comprometió la presentación de una indicación mediante la cual se contemple en esta ley, por una parte, la instauración de un registro de contralores médicos de las ISAPRES y, por la otra, vía disposición transitoria, se postergue la entrada en vigencia de la ley específicamente en esta materia, a fin de contar con un lapso de tiempo suficiente que permita implementar el señalado registro.


En relación al máximo de la cotización de salud que es posible destinar al pago de licencias médicas, el señor Ministro de Salud acotó que, de acuerdo al artículo 16 del decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, “el monto diario de los subsidios será una cantidad equivalente a la trigésima parte de su base de cálculo. Este monto podrá ser reducido hasta en una décima parte mediante decreto supremo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, cuando se estime presupuestariamente que el costo de los subsidios excederá el 2% de las remuneraciones imponibles.”. En la práctica, explicó, actualmente el costo de las licencias médicas representa 2,7 puntos de los 7 que se recaudan por concepto de cotización de salud, lo que corresponde al 2,23% de la remuneración imponible, norma cuya aplicación estricta podría llevar a que el Ministerio del Trabajo y Previsión Social dicte un decreto que, considerando que se ha sobrepasado el marco presupuestario, disminuya la tasa de sustitución, fijándola en aproximadamente un 90%, disminuyendo así el porcentaje de la remuneración que se paga mediante el subsidio por incapacidad laboral con motivo de una licencia médica.

Finalmente, los miembros de las Comisiones unidas estuvieron contestes en pronunciarse en torno a las indicaciones números 27 A y 28, bajo el entendido de existir un compromiso del Ejecutivo para presentar una nueva indicación que dé lugar a la pronta implementación de un registro de contralores médicos, de manera tal que, para cuando este proyecto de ley entre en vigencia, al menos en lo que respecta a la sanción de suspensión de tales contralores, dicho registro se encuentre en completa operación, permitiendo la plena aplicación de las normas sancionatorias que esta iniciativa contempla.


- De conformidad a lo anterior, puesta en votación la indicación número 27 A, fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

- Con la misma unanimidad consignada precedentemente, fue aprobada la indicación número 28.
Inciso segundo


La indicación número 29, del Honorable Senador señor Larraín, plantea reemplazar la frase “por sentencia ejecutoriada, por alguna de las conductas señaladas en el artículo 8°”, por “en conformidad al inciso segundo del artículo 202 del Código Penal”.

Las Comisiones unidas tuvieron presente que esta indicación está relacionada con la indicación número 39 -del mismo autor-, la cual propone modificar el Código Penal para establecer una figura penal específica respecto de quien otorga más de cuarenta licencias médicas sin justificación. La indicación número 29, en correlación a ello, hace la respectiva remisión a la norma que dicha indicación número 39 sugiere incorporar a la ley penal. 


Sin embargo, los miembros presentes de las Comisiones unidas recordaron que, según lo acordado durante el debate, este proyecto de ley no incursionaría en una modificación de carácter penal y, por lo tanto, estimaron pertinente desestimar las dos propuestas a las que se ha hecho mención. 


- Conforme a lo anterior, la indicación número 29 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 29A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, propone sustituir la referencia al “artículo 8°” por otra al “artículo 9°”.

Por tratarse de una enmienda a la referencia al artículo 8° aprobado en general, el cual, de conformidad a los acuerdos adoptados, efectivamente pasaría a ser artículo 9°, las Comisiones unidas estuvieron contestes en aprobar la propuesta de la indicación número 29 A.


- Por consiguiente, puesta en votación la indicación número 29 A, fue aprobada con una enmienda meramente formal, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

Finalmente, los miembros presentes de las Comisiones unidas, estuvieron contestes en eliminar de la oración inicial del inciso segundo del artículo en estudio, la expresión “de la salud”, a fin de no emplear tal denominación para referirse a los profesionales destinatarios de la norma. Ello, en concordancia con lo resuelto anteriormente respecto de las restantes disposiciones del proyecto.


- Dicho acuerdo fue adoptado por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Muñoz Aburto, Prokurica (como integrante de ambas Comisiones), Rossi, Ruiz-Esquide y Uriarte (como miembro de ambas Comisiones).
o o o


Con posterioridad, abierto un nuevo plazo para presentar indicaciones, el Ejecutivo formuló dos nuevas indicaciones relacionadas con el artículo 9° del proyecto de ley -que pasa a ser artículo 11-, las que fueron individualizadas con los números 29 B y 40.


La indicación número 29 B, propone intercalar en la señalada disposición, un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“Para efectos de la presente ley, la Superintendencia de Salud llevará un registro público de los profesionales que ejerzan las funciones de contraloría médica de las Instituciones de Salud Previsional. Las Instituciones aludidas deberán remitir la información necesaria en los plazos y forma que disponga esa Superintendencia, de conformidad a las instrucciones generales que imparta.”.

La indicación número 40, sugiere agregar la siguiente disposición transitoria:


“Artículo transitorio.- Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 


No obstante, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 11 de esta ley entrará en vigencia el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación.”.

Ambas indicaciones fueron analizadas en forma conjunta por las Comisiones unidas.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide consultó a los personeros del Ejecutivo la razón por la cual las nuevas indicaciones presentadas no consignan la sanción de suspensión para los contralores de las instituciones de salud previsional, tal como se planteó en la sesión anterior. Recordó que, durante el debate hubo coincidencia en la necesidad de establecer en la ley un sistema de sanciones equivalentes tanto respecto del profesional que emite una licencia sin fundamento médico como respecto del contralor que la rechaza o modifica de igual manera. En ese contexto, además, se instauraría un registro oficial de tales contralores, en el que constaría una nómina de quienes ejercen dicha función. Sin embargo, advirtió, las indicaciones formuladas, si bien contemplan la creación del referido registro, nada dicen en cuanto a sancionar en iguales condiciones al contralor que incurre en la conducta señalada y, por tanto, no consignan la sanción suspensión en comento respecto de tales contralores. Preguntó, entonces, los motivos de dicha omisión.


La señora Ministra del Trabajo y Previsión Social señaló que, analizado nuevamente el tema, pudo advertirse que existe una dificultad para establecer sanciones equivalentes para ambos casos estudiados, toda vez que se trata de situaciones diferentes. Una, dice relación con el profesional que emite una licencia sin existir fundamento médico para ello, y la otra, se vincula al contralor médico que, revisando una licencia, la rechaza o modifica. En el primer caso, se trata de un hecho irregular y al margen de la ley, en el segundo, en cambio, más que una irregularidad, podría tratarse de una opinión diversa a la del médico que otorgó la licencia revisada. Siendo ambas situaciones así de dispares, no parece lógico que reciban el mismo tratamiento legal. Por un lado, hablamos de una licencia falsa, por el otro, de una eventual divergencia de opiniones. No es lo mismo, enfatizó, certificar que una persona se encuentra enferma cuando en realidad no es así, que estimar que el reposo prescrito es demasiado extenso. Además, agregó, debe considerarse que, cuando una licencia médica es rechazada o alterada, el afectado puede reclamar de ello ante la autoridad administrativa correspondiente y es ésta la que finalmente resuelve en torno al tema. Vale decir, subrayó, existe una instancia superior donde es posible recurrir contra una resolución adversa y así revertir la decisión del contralor. Por consiguiente, añadió, se trata de un tema complejo, cuya solución no se encamina necesariamente hacia la paridad del régimen sancionatorio. La voz del contralor, recalcó, no es la última, por cuanto es la Superintendencia de Seguridad Social la entidad llamada a resolver en definitiva. Más aún, agregó, bien podría darse el caso que dicha Superintendencia confirme lo resuelto por el contralor y, en tal evento, no parece razonable aplicar a este último una sanción por haber rechazado la licencia médica sometida a su conocimiento. Es decir, una situación corresponde a un engaño, mientras la otra, si bien podría tratarse de una arbitrariedad, también podría ser sólo una opinión discrepante, la cual, a mayor abundamiento, puede ser revisada y revertida.


En consecuencia, apuntó, si bien comparte la opinión en el sentido de que es necesario contar con un registro en el que conste quienes cumplen funciones de contraloría médica, no sucede lo mismo en cuanto a establecer en la ley sanciones equivalentes para otorgantes y contralores de licencias médicas. Lo que hay que hacer, subrayó, es instaurar un mecanismo eficiente que permita no sólo agilizar el funcionamiento del sistema de licencias médicas que opera en nuestro país, sino que también resguardarlo. Así, por ejemplo, es necesario contar con normas protocolares más explícitas en cuanto a los antecedentes y exámenes que deben respaldar las licencias emitidas. El objetivo final es mejorar dicho sistema, el cual ha revelado severas falencias, generando mecanismos de resguardo que hoy no existen.


A continuación, el señor Ministro de Salud hizo presente que, desde hace algún tiempo ya, se encuentra en discusión parlamentaria la presente iniciativa legal, originada en un Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, el cual, entre sus considerandos expresa que, como nación, enfrentamos un gravísimo problema que define como un fraude sistemático a la fe pública, por la falta de fiscalización y el mal otorgamiento del beneficio de la licencia médica.


Para ilustrar la situación actual, reiteró que este fraude importa una pérdida fiscal de, aproximadamente, doscientos cincuenta millones de dólares al año, circunstancia que cada día merma los recursos públicos que deberían estar destinados a la atención de salud. Acotó que ello motivó que se haya otorgado prioridad y urgencia al despacho del proyecto de ley en estudio. Indicó que, ante la proximidad de la presentación de una iniciativa legal relativa a la prolongación del descanso postnatal, resulta útil recordar que el monto del gasto fiscal por licencias emitidas por enfermedad grave del hijo menor de un año -que es el expediente que se ha utilizado para prolongar el período de permiso postnatal hasta un tiempo efectivo de cinco meses y medio-, es de ciento ochenta millones de dólares. Todos estos antecedentes, subrayó, hacen estimar que no existe actualmente un fraude más grave para el Estado chileno y en contra del bienestar general de la población, que el que se origina a partir del sistema de licencias médicas.


En ese contexto, añadió, durante la sesión anterior se discutió y convino en la creación de un registro de contralores, lo que se ha materializado mediante la presentación de las indicaciones en comento. Anunció que, sin perjuicio de ello y, adelantándose a su aprobación, se ofició a la Superintendencia de Salud para que, con independencia de lo que demore el despacho de este proyecto de ley, desde ya se prepare la generación del referido registro. 


Informó también que, sin embargo, en una reunión celebrada recientemente con todos los Secretarios Regionales Ministeriales de Salud de nuestro país -quienes de alguna manera controlan las respectivas Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez-, al tratar este tema, éstos hicieron presente una preocupación hasta ahora inadvertida, cual es que, al establecer sanciones para quienes actúan como contralores médicos, necesaria y automáticamente éstas resultarán aplicables a todos quienes actúan como tales contralores, tanto en las instituciones de salud previsional, como en las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, efecto en el que coincidieron todas las opiniones. Teniendo en consideración esta inadvertida consecuencia, los SEREMI manifestaron que, no obstante que se les ha solicitado realizar todos los esfuerzos posibles para controlar el fraude referido a las licencias médicas, si los contralores quedan sujetos a las sanciones que se proponen, será finalmente imposible cumplir con esas instrucciones, las que, con gran trabajo, permitieron el año pasado disminuir el número de licencias médicas en el sector público, donde, pese a los efectos del terremoto, se logró reducir tales licencias entre 0,3 y 0,4 días. Esta labor, entonces, no sería factible bajo las nuevas condiciones de la regulación en estudio.


Agregó que las observaciones antes reseñadas, sin duda, agregan una enorme complejidad a la regulación de la materia, lo que se traduciría en una demora adicional para la aprobación del proyecto, pues ahora surgiría la necesidad de generar una regulación extraña y de dudosa legitimidad, conforme a la cual los que actúan como contralores médicos en un ámbito, tendrían una sanción distinta a quienes cumplan iguales funciones en otro. Ante la inviabilidad de dicha propuesta, explicó, se decidió no persistir en las sanciones a los contralores que, como se ha dicho, serían aplicables a todos quienes ejerzan tal función, ya sea en una Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o en una institución de salud previsional. Lo anterior, aseveró, por cuanto no es racional sostener o presumir que si el contralor actúa en una ISAPRE lo hace de mala fe y, en cambio, si pertenece a una COMPIN, se desempeña de buena fe, particularmente si se considera que los integrantes de dichas Comisiones también se ven expuestos a la influencia de sus pares, con quienes interactúan diariamente para la aprobación de las licencias.


Por las razones expuestas y en atención a la urgencia requerida para el despacho de esta iniciativa de ley, señaló que el Ejecutivo estima que cumple con lo solicitado mediante la indicación que ha presentado, haciendo presente que el establecimiento de sanciones para lo contralores médicos, es un tema que requiere de un estudio muy acucioso para que resulte equitativo y no genere mayores problemas que los que se busca solucionar. En tal sentido, añadió, y al igual que lo ha expresado la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, considera que hacer responsable solidario de la multa aplicada al empleador del contralor -esto es, la ISAPRE-, representa un avance significativo en esta materia, pues incentivará un control interno por parte de la propia institución de salud previsional. Además, recalcó, el proyecto de ley en su conjunto, con las sanciones que contempla para el profesional que emite licencias fraudulentas o sin fundamento médico, es un instrumento extraordinariamente eficaz -aunque pudiera no ser el ideal u óptimo-, que permitirá controlar un problema que deriva en una importante pérdida de recursos públicos, lo cual, a su vez, se traduce en la imposibilidad de contratar más médicos y enfermeras, o de construir más hospitales o de mejorar la dotación de los ya existentes. Recordó que estos fondos que se pierden, permitirían implementar anualmente dos hospitales de primera categoría en cualquier Región del país, como los de Punta Arenas o Talca, que significaron una inversión de ciento veinte y ciento cincuenta millones de dólares, respectivamente. Reiteró, asimismo, que el presupuesto de salud está constituido por un solo fondo, del cual actualmente se destinan 2,7 puntos porcentuales de la cotización de salud, al pago de licencias médicas.


Expresó, finalmente, que el Ejecutivo entiende haber cumplido la tarea encomendada con las últimas indicaciones presentadas, y que instalar ahora el tema de los contralores, escaparía del problema central que afecta a una gran mayoría de personas que ven perjudicada su atención de salud por la fuga de recursos públicos que se registra en este ámbito, situación que debe ser resuelta con urgencia, lo cual no sería posible si en esta iniciativa se pretendiese resolver, además, el problema de quienes ven negada o rechazada una licencia en el sistema de ISAPRES, pero que cuentan con diversos mecanismos para reclamar y defender sus derechos.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide expresó su preocupación ante lo señalado por el Ejecutivo. Indicó no compartir la opinión en cuanto a que no es posible contemplar las mismas sanciones a quienes otorgan licencias médicas sin fundamento y a quienes las rechazan o cambian arbitrariamente, en razón de que sólo el primer caso representaría un ilícito y no así el segundo, donde podría no ser más que una opinión médica divergente. Agregó que el sólo hecho de que exista una gran cantidad de licencias médicas rechazadas y controvertidas posteriormente ante la autoridad administrativa, revela que también en este aspecto hay un exceso que atender y corregir. Insistió que, a su juicio, la sola existencia de contralores médicos en las instituciones de salud previsional le parece improcedente, por cuanto significa aceptar, como no sucede en ninguna otra institucionalidad chilena, la posibilidad de ser juez y parte a la vez.


Asimismo, reiteró que los cambios en esta materia deben ser globales, así como también es partidario de aplicar severas sanciones a los profesionales que incurren en este tipo de prácticas. Recordó haber conversado el tema con el señor Ministro de Salud y, en el entendido de que estos asuntos serían abordados a la brevedad, se consideró pertinente no retrasar la tramitación de la presente iniciativa legal. Sin embargo, añadió, un asunto de innegable importancia -y que sería definido durante el debate de este proyecto de ley-, es el de establecer sanciones equivalentes respecto de las dos situaciones anómalas que se han señalado, no obstante lo cual, las nuevas indicaciones no recogieron el planteamiento formulado en tal sentido. Con ello, acotó, las sanciones se estarían contemplando para un caso y no para el otro, o al menos no en las mismas condiciones. No es raro, añadió, que cuando se trata de imponer sanciones a las empresas surgen diversos problemas o dificultades que, a la postre, las dejan a salvo del castigo esperado. Expresó sentirse decepcionado con lo acontecido, toda vez que se han desplegado serios esfuerzos para despachar el proyecto bajo el entendido que, al menos, se recogerían los planteamientos antes señalados, dejando para una iniciativa posterior el tratamiento de otros temas cuyo análisis, siendo igualmente relevante, sería pospuesto en pro del avance de esta iniciativa legal. Manifestó creer en el valor de los compromisos asumidos y, por ello, añadió, prestó su mejor disposición para avanzar en este debate. Sin embargo, los acuerdos alcanzados, finalmente, no se estarían cumpliendo a cabalidad.


La Honorable Senadora señora Rincón hizo presente que el régimen de sanciones que contemplará este proyecto de ley ya se encuentra aprobado por estas Comisiones unidas, recordando que, al tenor del debate desarrollado durante la sesión anterior, el Ejecutivo presentaría nuevas indicaciones para incorporar en esta ley la instauración de un registro de contralores médicos que, precisamente, sería el complemento que faltaba para la plena operatividad del señalado régimen sancionatorio.


Recordó, asimismo, que cuando se analizó y aprobó el nuevo artículo 10, incorporado al proyecto mediante la indicación número 26 Bis, los integrantes de las Comisiones unidas plantearon insistentemente que se estableciera igual sanción para quien emite licencias médicas sin fundamento y para quien las rechaza de la misma manera, y ese fue el espíritu a la luz del cual se aprobó dicha norma. En ese contexto, solicitó al Ejecutivo que presente la indicación que sea necesaria para salvar cualquier omisión y completar la normativa al tenor de los compromisos asumidos.


Por su parte, el Honorable Senador señor Bianchi destacó la importancia de alcanzar un acuerdo en estas materias. Se trata, señaló, de un proyecto de enorme trascendencia, cuyas normas han sido debatidas en el espíritu de conciliar las diversas preocupaciones que se suscitan en el ámbito de la salud.


En ese contexto, instó a los miembros presentes de las Comisiones unidas y a los personeros del Ejecutivo, a analizar nuevamente el tema en discusión, en aras de alcanzar un acuerdo que zanje las inquietudes formuladas.


El señor Ministro de Salud reiteró la opinión jurídica de la Secretaría de Estado a su cargo, en el sentido de que no es posible, porque resultaría discriminatorio, establecer una figura legal que sancione a los contralores médicos de las instituciones de salud previsional y no haga lo mismo con los contralores médicos de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez. Indicó que el Ejecutivo no comparte la idea de atrasar esta iniciativa para subsanar un problema que afectaría a los sectores más pudientes del país, que cuentan con posibilidades de defensa frente ante una eventual arbitrariedad de su ISAPRE o un contralor, en perjuicio de casi el 80% de la población más vulnerable de nuestro país, que se vería afectada por las consecuencias negativas que se podrían generar ante la posibilidad de que esta normativa se convierta en una herramienta de persecución contra los contralores médicos de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, las que se encuentran realizando un enorme esfuerzo para disminuir el fraude vinculado a las licencias médicas, labor que se tornaría en imposible con las nuevas regulaciones. Finalmente, expresó que, para dimensionar la gravedad del problema, basta mencionar que, sólo en el sector salud, se registran 30,7 días de licencia por trabajador al año, cifra que, en un universo de 80.000 trabajadores, importa una reducción de la dotación de personal en un 10%.


Finalmente, la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social expresó que el objetivo que se persigue es implementar una fórmula que permita resguardar el correcto otorgamiento y uso de las licencias médicas. Es cierto, añadió, que la mayoría del cuerpo médico de nuestro país emplea rectamente este instrumento, pero también es efectivo que hay personas inescrupulosas que operan una verdadera industria del fraude en torno a la emisión de las licencias médicas. Ante esa situación, recalcó, es necesario contar con una contraparte que pueda detener este fraude, y esa figura es la del contralor médico, ya que su función es, precisamente, la de revisar las licencias médicas presentadas a tramitación.


Reiteró que, tras el pronunciamiento del contralor, si es desfavorable, el afectado puede reclamar ante la Superintendencia de Seguridad Social, y ésta resolverá en torno al tema en cuestión. Es decir, existe una instancia posterior a la cual recurrir en caso de que la licencia médica sea rechazada. 


Ahora bien, si la Superintendencia advierte que un contralor frecuentemente rechaza licencias médicas que, finalmente, se comprueba que fueron correctamente otorgadas, sancionará a dicho contralor mediante la aplicación de una multa, de la que también será solidariamente responsable la institución de salud previsional para la cual aquél presta servicios. Lo que resulta de gran complejidad, destacó, es sancionar a este contralor con la suspensión del ejercicio de su función como tal, toda vez que ello disminuiría las posibilidades de control en esta materia, en circunstancias que, justamente, lo que más se necesita en estos momentos para frenar el fraude, es incrementar la fiscalización. Indicó que si hay un elemento que favorece el fraude médico es, precisamente, la falta de un control exhaustivo que detecte oportunamente las situaciones irregulares o ilegales. No se trata, pues, de que las licencias médicas sean rechazadas en forma indiscriminada con motivo de su control, sino que, muy por el contrario, se trata de resguardar que su otorgamiento, revisión y uso se ajusten efectivamente a la ley.


En la sesión siguiente, las Comisiones unidas se pronunciaron respecto de las nuevas indicaciones formuladas por el Ejecutivo al proyecto de ley.


Previamente, la Honorable Senadora señora Rincón expresó que los parlamentarios pertenecientes a la Concertación de Partidos por la Democracia -su coalición de partidos políticos-, no se encuentran satisfechos con la forma en que ha concluido la discusión de este proyecto de ley. Destacó que ellos han realizado un gran esfuerzo para apoyar el avance de esta iniciativa del Ejecutivo, comprendiendo que se trata de un proyecto de innegable trascendencia para el sistema de seguridad social que rige en nuestro país. Dado ese espíritu, añadió, se hicieron importantes concesiones durante el debate, a fin de alcanzar los acuerdos necesarios para dar lugar a una normativa legal que efectivamente permita mejorar el régimen de licencias médicas imperante. Sin embargo, agregó, uno de los planteamientos más importantes que fuera formulado, no fue recogido por el Ejecutivo, pese a haber sido ampliamente analizado, cual es, como ya se ha dicho, la necesidad de establecer en la ley sanciones equivalentes tanto para el profesional que emite una licencia médica sin existir fundamento médico para ello, como para el contralor que la rechaza o modifica de la misma forma. Atendido lo anterior, anunció que, si bien prestarían su aprobación a las normas propuestas mediante las últimas indicaciones formuladas, no podría asegurarse lo mismo respecto al debate en la Sala del Senado, y expresó su esperanza en que el tema sea evaluado nuevamente, a fin de arribar a una solución que permita salvar los inconvenientes surgidos y las aprensiones formuladas.


Finalmente, las Comisiones unidas resolvieron en torno a las indicaciones en comento.


- Conforme a lo anterior, puestas en votación las indicaciones números 29 B y 40, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón, y señores Bianchi, Muñoz Aburto, Prokurica (como integrante de ambas Comisiones), Rossi, Ruiz-Esquide, y Uriarte (como miembro de ambas Comisiones).

o o o

Artículo 10

(Pasa a ser artículo 12)

Mediante esta norma se crea el Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, el cual estará a cargo de la Superintendencia de Seguridad Social. Para tales efectos, se establece lo siguiente:


“Artículo 10°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social establecer, administrar y mantener un Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, en el cual se deberán registrar, a lo menos, las menciones contenidas en las licencias médicas, el contenido de las resoluciones de los organismos encargados de su evaluación y revisión, el otorgamiento, cuando corresponda según los requisitos legales y reglamentarios, del subsidio por incapacidad laboral, las resoluciones de la COMPIN dictadas conforme al artículo 2° de la Ley, y las sanciones que aplique la SUSESO de acuerdo al artículo 4° de este texto legal. Asimismo, se anotarán en este registro las penas, inhabilitaciones y suspensiones que se impongan a los profesionales en virtud del artículo 8° de esta ley, para lo cual el tribunal respectivo informará a la Superintendencia de Seguridad Social, acerca de las resoluciones ejecutoriadas que se pronuncien sobre estas sanciones.


La Superintendencia realizará el tratamiento de dicha información, para lo cual el Fondo Nacional de Salud, las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, las COMPIN, los Servicios de Salud, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, el Instituto de Seguridad Laboral, las Instituciones de Salud Previsional, las Mutualidades de Empleadores y las entidades pagadoras de pensiones  estarán obligadas a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir de otras entidades públicas y privadas la información que éstas tengan en su poder y resulte necesaria para el cumplimiento de estas funciones.”.

En relación al artículo en estudio, fueron presentadas las siguientes indicaciones.


La indicación número 30, del Honorable Senador señor Larraín, propone suprimir esta norma.


Atendido que se dará lugar a la creación de un Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, las Comisiones unidas coincidieron en rechazar la propuesta de suprimir la norma que consagra dicho registro.


- Conforme a lo anterior, la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones), rechazó la indicación número 30.
Inciso primero


La indicación número 31, del Honorable Senador señor Larraín, en subsidio de la anterior, sustituye las expresiones “la COMPIN” por “las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez” y “SUSESO” por “Superintendencia de Seguridad Social”, e intercala, a continuación de “los profesionales”, la frase “de la salud”.


Esta indicación, en su primera parte, propone reemplazar las siglas “COMPIN” y “SUSESO”, para individualizar a tales entidades según su completa denominación legal. Por estar ello conforme a lo resuelto con anterioridad al respecto, las Comisiones unidas aceptaron lo propuesto.


Sin embargo, la misma indicación, en su segunda parte, sugiere referirse a los “profesionales de la salud”, mención que estas Comisiones unidas desestimaron emplear en el texto legal, en razón de los mismos fundamentos expresados a propósito del estudio de la indicación número 21.


- Conforme a lo señalado, la indicación número 31, en su primera parte, fue aprobada, unánimemente, por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

- Enseguida, la indicación en estudio, en su segunda parte, fue rechazada por la misma unanimidad consignada precedentemente.

La indicación número 32, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, considera sustituir las siglas “COMPIN” y “SUSESO” por “Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez” y “Superintendencia de Seguridad Social”, respectivamente.


- Atendido lo resuelto respecto de la indicación anterior, la indicación número 32, fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

La indicación número 32A, del Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, es para intercalar, a continuación de “artículo 4°”, la expresión “ó 5°”, y sustituir la referencia al “artículo 8°” por otra al “artículo 9°”.

Esta indicación propone enmendar las referencias a los artículos 4° y 8° aprobados en general, los cuales, efectivamente, han pasado a ser los artículos 5° y 9°, respectivamente.


- Atendido lo anterior, la indicación número 32A fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).
Inciso segundo


La indicación número 33, del Honorable Senador señor Larraín, en subsidio de la número 30, propone reemplazar la sigla “COMPIN” por “Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”, y eliminar la expresión “y privadas”.


La indicación número 34, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, es para reemplazar la sigla “COMPIN” por “Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”.

Estas indicaciones fueron revisadas conjuntamente.


La indicación número 33, en su primera parte, hace igual propuesta que la indicación número 34 y, acorde con lo resuelto con anterioridad en cuanto a identificar las distintas entidades mencionadas en la ley por su denominación completa y no sólo por sus siglas, la indicación en estudio, en esta parte, y la indicación número 34, fueron acogidas.


No obstante, la misma indicación número 33, en su segunda parte, en cuanto sugiere eliminar a las entidades privadas de entre las cuales la Superintendencia de Seguridad Social podrá solicitar la información que resulte necesaria para el cumplimiento de sus funciones, fue desestimada por los integrantes presentes de las Comisiones unidas.


La Honorable Senadora señora Rincón explicó que la primera parte de la referida indicación número 33, es concordante con lo ya aprobado para todo el texto del proyecto de ley. Sin embargo, la segunda sugerencia de dicha indicación no sería igualmente pertinente, toda vez estamos tratando un beneficio de seguridad social y no existe razón para que la Superintendencia de Seguridad Social, en el ejercicio de las funciones que le son propias, no pueda acceder a la información correspondiente y requerirla, si fuere necesario, tanto de entidades públicas como privadas.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron lo señalado por Su Señoría.


- De acuerdo a lo anterior, la indicación número 33, en su primera parte, y la indicación número 34, fueron aprobadas, por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

- Enseguida, por la misma votación consignada precedentemente, fue rechazada la indicación número 33, en su segunda parte.
Artículo 11

(Pasa a ser artículo 13)

De acuerdo a esta disposición, corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social proporcionar, a entidades públicas y privadas, el acceso a información contenida en el Registro Nacional de Licencias Medicas y Subsidios por Incapacidad Laboral. Lo anterior, al tenor de la siguiente norma:


“Artículo 11°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, conforme al reglamento y a las instrucciones que dicte al efecto, proporcionar acceso al Registro Nacional de Licencias Medicas y Subsidios a las entidades públicas y privadas que justifiquen los motivos para requerir una determinada información, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles que pueda contener.


Será aplicable al personal de las instituciones públicas indicadas en el inciso segundo del artículo anterior lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la Ley N° 20.255.”.

El artículo en estudio fue objeto de las siguientes indicaciones.


La indicación número 35, del Honorable Senador señor Larraín, es para suprimir el artículo 11.

Inciso primero


La indicación número 36, del Honorable Senador señor Larraín, en subsidio de la anterior, propone suprimir la expresión “y privadas”, y reemplazar las frases “que justifiquen los motivos para requerir una determinada información, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles que pueda contener”, por “que justifiquen que los motivos para requerir dicha información se encuentran dentro de su competencia. La Superintendencia de Seguridad Social será responsable de la privacidad de los datos personales que pudiere contener el Registro y de la entrega no justificada de éstos”.


La indicación número 37, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sugiere reemplazar la expresión “acceso al” por “acceso a la información que conste en el”, e intercalar, luego de “privadas que”, la frase “dentro de sus competencias”.


Con motivo del análisis sobre la remisión que esta norma hace al reglamento, el Ejecutivo propuso precisar esta mención, señalando que corresponderá a un reglamento emitido por el Ministerio de salud, suscrito además por el señor Ministro el Trabajo y Previsión Social, en el cual se regule el acceso a la información que conste en el Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios.


Así, la disposición señalará expresamente que el reglamento abordará determinada materia y, asimismo, indicará tanto el Ministerio que lo expedirá como aquél que concurrirá, con la firma de su titular, a dicha emisión.

Posteriormente, abierto un nuevo plazo de indicaciones, el Ejecutivo formuló la indicación número 37 Bis, reemplazando la indicación número 37 -también de su autoría-, para modificar el inciso primero del artículo 11 del proyecto de ley, del siguiente modo:

a) Sustituir la oración “conforme al reglamento y a las instrucciones que dicte al efecto”, por la siguiente “conforme a un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social suscrito además por el Ministro de Salud”.


b) Reemplazar la frase “acceso al” por la oración “acceso a la información que conste en el”.


c) Intercalar, entre los términos “que” y “justifiquen”, la frase “dentro de sus competencias”.

Las indicaciones presentadas al artículo en comento fueron analizadas conjuntamente por las Comisiones unidas.


En primer lugar, y al tenor de lo resuelto respecto de la indicación número 30, la indicación número 35 fue desestimada, en la medida que se dio lugar a la creación del Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral.


- Por consiguiente, puesta en votación la indicación número 35, fue rechazada, en forma unánime, por los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

En cuanto a la indicación número 37, se tuvo presente que mediante el Mensaje presidencial por el cual el Ejecutivo presentó sus nuevas indicaciones, sustituyó la indicación en estudio por la que se consigna como indicación número 37 Bis.


- De acuerdo a lo anterior, la indicación número 37 se dio por retirada por su autor.


A continuación, respecto de las indicaciones números 36 y 37 Bis, el análisis fue el siguiente.


En primer término, se planteó la inquietud en cuanto a eliminar la expresión “y privadas” como lo sugiere la indicación número 36. Ello, porque tal supresión impediría que los particulares tengan acceso a la información contenida en el Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, lo cual podría obedecer a la necesidad de proteger la confidencialidad propia de los datos personales y sensibles que dicho registro pueda consignar.


La señora Fiscal de la Superintendencia de Seguridad Social explicó que el texto aprobado en general hace referencia a las entidades privadas que podrían solicitar información del mencionado registro, en alusión, por ejemplo, a las instituciones de salud previsional, las cuales podrían requerir tal información en el desempeño de sus funciones. Es por ello, aclaró, que la indicación número 37 Bis, en su letra b), se encarga de circunscribir dicha petición de información a aquella que las entidades privadas sólo necesiten conocer “dentro de sus competencias”. No se trata, entonces, de instaurar un acceso libre a información confidencial o sensible. 


Recordó que la Superintendencia de Seguridad Social mantiene también otros registros, como por ejemplo, el referido a las prestaciones familiares, y respecto de los cuales el acceso es permitido tanto a entidades públicas como privadas, pero no en forma libre, sino que siempre en el ámbito de sus competencias, lo cual facilita la administración y control del sistema. 


La Honorable Senadora señora Rincón advirtió que, de aprobarse las propuestas de las letras b) y c) de la indicación número 37 Bis, podría ser innecesario lo sugerido por la indicación número 36. Lo anterior, por cuanto el citado literal b) precisa que se podrá acceder a la información que contiene el registro, pero no al registro propiamente tal, en tanto que la letra c) limita dicho acceso a la información vinculada a las competencias de las entidades requirentes. Es decir, efectivamente, no es un acceso libre o amplio y, en ese entendido, los resguardos que contempla la indicación número 36, en este aspecto, serían innecesarios.


No acontecería lo mismo, agregó, respecto de la propuesta de la oración final de la señalada indicación número 36, la que resultaría atinente en la medida que establece la responsabilidad de la Superintendencia de Seguridad Social en el manejo de los datos o información privada o sensible que contenga el registro.


Los restantes miembros presentes de las Comisiones unidas compartieron lo planteado por Su Señoría.


Finalmente, en relación a la letra a) de la indicación número 37 Bis, los integrantes presentes de las Comisiones unidas coincidieron en que esta propuesta obedece a una petición surgida en este debate, en el sentido de regular mediante un reglamento, el acceso a la información contenida en el Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, y que dicho reglamento sea emitido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, suscrito, además, por el Ministro de Salud.


- De conformidad a lo señalado, la indicación número 36, en su primera y segunda parte, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).

- Enseguida, la indicación número 36, en su parte final, y la indicación número 37 Bis, letras a) y b), fueron aprobadas por la misma unanimidad consignada con anterioridad.


- Por último, la indicación número 37 Bis, letra c), fue aprobada con enmiendas formales, con igual votación unánime.
o o o


La indicación número 38, de los Honorables Senadores señores Ruiz-Esquide y Girardi, propone incorporar los siguientes artículos 12 y 13, nuevos:


“Artículo 12.- Sustitúyese, en el artículo 14 del decreto con fuerza de ley N° 44, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1978, la frase “si ésta fuere superior a diez días o desde el cuarto día, si ella fuere igual o inferior a dicho plazo” por “cualquiera sea el plazo por la que ésta haya sido otorgada”.


Artículo 13.- Incorpóranse los siguientes incisos finales, nuevos, en el artículo 149 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, de 2006:


“Para todos los efectos legales, se entenderá que este subsidio es un beneficio del Fondo Nacional de Salud para todos sus cotizantes y beneficiarios que cumplan con los requisitos previsionales que la ley o el reglamento determinen.


La ISAPRE estará obligada a pagar al trabajador los subsidios estipulados contractualmente, para el caso de reposo preventivo o de incapacidad laboral temporal. Estos subsidios, en todo caso, no podrán ser inferiores a los establecidos para un beneficiario de la ley N° 6.174 o a los contemplados en el decreto con fuerza de ley N° 44, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 1978. En el caso a que se refiere el artículo 12 de la ley N° 18.196, deberá proceder a reintegrar a la Institución empleadora el monto del subsidio que le habría correspondido percibir al trabajador, sin perjuicio de las excepciones legales previstas en el artículo 3° transitorio de dicha ley.


Las licencias que dan origen al pago de subsidios o remuneraciones por otras instituciones que no fueren ISAPRE, serán devueltas al empleador para su pago o remisión a la entidad que corresponda.


Las licencias médicas que correspondan a enfermedad o accidente, prórroga de medicina preventiva, maternal o por enfermedad grave del niño menor de un año, de los trabajadores afiliados a una ISAPRE, darán origen al pago de subsidios por esta entidad. Los subsidios correspondientes a licencias por accidentes del trabajo o enfermedad profesional serán pagados por la caja de previsión, según corresponda, salvo que el trabajador esté afiliado a una mutual de empleadores constituida de acuerdo a la ley N° 16.744.


La certificación médica falsa que expida un profesional, con ocasión del otorgamiento de una licencia médica, determinará su rechazo o invalidación, sin perjuicio de la denuncia de los hechos, de conformidad con lo establecido en el artículo 4° del decreto ley N° 3.621, de 1981, además de la denuncia directa a la justicia del crimen, si ello fuere procedente, y comunicación al empleador para la adopción de las medidas laborales y estatutarias que correspondan.”.”.

El Presidente de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Salud, unidas, Honorable Senador señor Muñoz Aburto, declaró inadmisible la indicación número 38, por contemplar materias cuya iniciativa legal exclusiva corresponde al Presidente de la República, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 65, inciso cuarto, N°s 4° y 6°, de la Carta Fundamental.
o o o


La indicación número 38A, de la Honorable Senadora señora Rincón, propone incorporar los siguientes artículos 12 y 13, nuevos:


“Artículo 12.- Sin perjuicio de lo señalado en los artículos 3° y 10, el Ministerio de Salud en el plazo de un año deberá implementar el sistema de emisión de licencias médicas electrónicas para los trabajadores afiliados al Fondo Nacional de Salud y las instituciones de salud previsional.


Artículo 13.- El Ministerio de Salud, en conjunto con la Superintendencia de Seguridad Social, deberán definir protocolos médicos referenciales, destinados a orientar la emisión y visación de las licencias médicas, en relación con las diferentes patologías y los períodos de reposo correspondientes, con el objeto de homogeneizar los criterios utilizados para otorgar o rechazar el pago de las licencias médicas por parte de las instituciones respectivas. La dictación de dichos protocolos, serán materias que deberán ser reguladas mediante reglamentos que se dictarán en forma conjunta.”.

La Honorable Senadora señora Rincón anunció el retiro de esta indicación, dejando previamente constancia del compromiso asumido por el Ejecutivo en el sentido de abordar las materias que ella contempla, especialmente en cuanto a dar lugar a la pronta implementación del sistema de licencia médica electrónica, en particular en el ámbito de la salud pública. Bajo el entendido de dicho compromiso, subrayó, retiraría la indicación en comento.


- De acuerdo a lo anterior, la indicación número 38 A fue retirada por la Honorable Senadora señora Rincón, en su calidad de autora de la misma.
o o o


La indicación número 39, del Honorable Senador señor Larraín, contempla incorporar el siguiente artículo segundo, nuevo:


“Artículo segundo.- Modifícase el Código Penal, en el siguiente sentido:


1) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, en el artículo 202:


“La misma pena del inciso anterior se aplicará al profesional de la salud que otorgue más de cuarenta licencias médicas con el objeto de que el paciente obtenga algún beneficio previsional o de seguridad social sin justificación médica, además de una multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales, que será determinada por el juez en proporción a la gravedad de la conducta.


Desde el momento de la formalización, el juez de garantía que esté conociendo de la causa podrá disponer, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o de la Superintendencia de Seguridad Social, respecto del profesional de la salud que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo inferior que fije el tribunal fundadamente.”.


2) Incorpórase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 234:


“El empleado público que, por abandono o negligencia inexcusable, diere ocasión a que se cursen licencias médicas comprendidas en el inciso segundo del artículo 202, será sancionado con la pena indicada en el inciso anterior, más una multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.”.”.

Cabe señalar que los artículos 202 y 234 del Código Penal, a los cuales se refiere la indicación en estudio, sancionan, el primero, la certificación falsa de enfermedad o lesión para eximir a una persona de un servicio público, y, el segundo, la substracción de caudales o efectos públicos o de particulares con motivo del abandono o negligencia inexcusables por parte de un empleado público. Sus textos, respectivamente, disponen lo siguiente:


“Artículo 202. El facultativo que librare certificación falsa de enfermedad o lesión con el fin de eximir a una persona de algún servicio público, será castigado con reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.”.


“Artículo 234. El empleado público que, por abandono o negligencia inexcusables, diere ocasión a que se efectúe por otra persona la substracción de caudales o efectos públicos o de particulares de que se trata en los tres números del artículo anterior, incurrirá en la pena de suspensión en cualquiera de sus grados, quedando además obligado a la devolución de la cantidad o efectos substraídos.”.

Las Comisiones unidas señalaron que, sobre esta materia -y a propósito del estudio del artículo 8° de la iniciativa, que pasa a ser artículo 9°-, se analizó la pertinencia de una modificación al Código Penal, concluyendo que, una enmienda a dicho cuerpo legal, debería ser objeto de análisis en un proyecto de ley que sea presentado con ese preciso fin, y que sea revisado en su propio mérito. El análisis de este tema, fue consignado con motivo de la discusión en torno al citado artículo 8° del proyecto, al cual nos remitimos íntegramente.

En sesión posterior, las Comisiones unidas recordaron que, tal como se consignó con anterioridad, este proyecto de ley no contendría modificaciones al Código Penal. Así, y en concordancia asimismo con lo resuelto para la indicación número 29, esta indicación también fue desestimada.

- Conforme a lo señalado, la indicación número 39 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de las Comisiones unidas, Honorables Senadores señora Rincón (como integrante de ambas Comisiones), y señores Bianchi, Kuschel (como miembro de ambas Comisiones) y Muñoz Aburto (como integrante de ambas Comisiones).
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestras Comisiones de Trabajo y Previsión Social, y de Salud, unidas, tienen el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 2°

Inciso primero


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a una entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Dichos requerimientos se realizarán por carta certificada o medios electrónicos, bajo apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.”.

(Unanimidad 6x0. Indicaciones números 1, 1 Bis, letra a), y artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)
Inciso segundo


Sustituirlo por el que sigue:

“La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.”.

(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicaciones números 1, 1 Bis, letra b), y 3)

Inciso tercero


Reemplazarlo por el siguiente:


“En contra de lo resuelto en conformidad al inciso anterior, podrá reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro de cinco días hábiles, contados desde la respectiva notificación.”.
(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 1)
Incisos cuarto y quinto, nuevos

Agregar como tales los siguientes:


“Una vez que el profesional proporcione los antecedentes requeridos o acuda a la citación, la Comisión, de oficio o a petición de parte, dictará una resolución que ponga término a la suspensión indicada. Asimismo, en caso que el reclamo señalado en el inciso tercero sea resuelto a favor del profesional, se dejarán sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación respectiva. Al efecto, las copias de las resoluciones de la Comisión tendrán mérito ejecutivo. Con todo, las multas no serán exigibles mientras no esté vencido el término para interponer la reclamación ante la Superintendencia, o ésta no haya sido resuelta.”.
(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 1)
Artículo 3°


Suprimirlo.

(Mayoría de votos, 7 votos a favor y 2 abstenciones. Indicación número 4)

Artículo 3°, nuevo


Incorporar como tal el que sigue:


“Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, las Instituciones de Salud Previsional podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden.


En caso que los profesionales no proporcionen los antecedentes requeridos, la Institución de Salud Previsional podrá solicitar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que aplique, en lo pertinente, el procedimiento del artículo 2° de la presente ley.”.
(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 4 Bis)

Artículo 4°, nuevo


Considerar como tal el siguiente:


“Artículo 4°.- Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud y suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.”.
(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 4 Ter)
Artículo 4°


Pasa a ser artículo 5°, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


- Reemplazar la sigla “COMPIN” por la expresión “Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez”.

(Unanimidad 6x0. Indicaciones números 6 y 15 Bis, letra a))


- Intercalar, entre la frase “Institución de Salud Previsional” y la coma (,) que le sigue, los términos “o de cualquier particular”.

(Unanimidad 6x0. Indicación número 7)

Inciso segundo 

Contemplar como tal, el inciso cuarto aprobado en general, reemplazado por el que sigue, pasando el actual inciso segundo a ser cuarto, con el texto que se consignará más adelante:


“La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos.”.
(Mayoría de votos, 5 votos por la afirmativa y 1 por la negativa. Indicaciones números 12 y 15 Bis, letra b)) 
Inciso tercero


- Reemplazarlo, consultando como tal el texto del inciso quinto aprobado en general, con las siguientes enmiendas:


- Agregar, a continuación de la palabra “plano”, los términos “y fundadamente”.


- Eliminar la frase final “la procedencia de la sanción”.

(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicaciones números 13 y 15 Bis, letra c))
o o o

Inciso cuarto

A continuación, contemplar como inciso cuarto, el texto del inciso segundo aprobado en general, con las siguientes modificaciones:


Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


“Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo, se acreditan los hechos denunciados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin existir fundamento médico y la extensión del reposo prescrito:”.
(Unanimidad 6x0. Indicaciones números 8 y 15 Bis, letra b), sólo respecto del inciso segundo que propone)

Número 1)

Sustituir la expresión “10 Unidades de Fomento” por la frase “7,5 unidades tributarias mensuales”.

(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 15 Bis, letra b), en lo relativo a sus numerales)

Número 2)

Reemplazar la frase “25 Unidades de Fomento” por la siguiente “15 unidades tributarias mensuales”.

(Mayoría de votos, 5 votos por la afirmativa y 1 por la negativa. Indicación número 15 Bis, letra b), en lo relativo a sus numerales)

Número 3)

Sustituir los términos “50 Unidades de Fomento” por la frase “30 unidades tributarias mensuales”.

(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 15 Bis, letra b), en lo relativo a sus numerales)

Número 4)

Reemplazar la expresión “100 Unidades de Fomento” por “60 unidades tributarias mensuales”, y sustituir la palabra “tres” por “seis”.

(Mayoría de votos, 5 votos por la afirmativa y 1 por la negativa. Indicación número 15 Bis, letra b), en lo relativo a sus numerales)
o o o

Inciso quinto


(Su texto se contempló, modificado en la forma que se consignó oportunamente, como inciso tercero de este mismo artículo).

o o o


Seguidamente, consultar como inciso quinto, nuevo, el que sigue:


“El profesional sancionado con la suspensión de la facultad de emitir licencias, en forma previa a la realización de una atención de salud, deberá comunicar dicha circunstancia a la persona que requiera sus servicios.”.
(Mayoría de votos, 5 votos a favor y 1 en contra. Indicación número 15 Bis, letra b))
o o o

Inciso sexto


Sustituir la frase “deberán ser notificadas por carta certificada”, por la siguiente: “que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda”.
(Mayoría de votos, 5 votos por la afirmativa y 1 por la negativa. Indicaciones números 14 y 15 Bis, letra d))

Inciso séptimo, nuevo


Agregar como tal el que sigue:


“Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 80 unidades tributarias mensuales. Al efecto, se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo. Asimismo, deberá reembolsar al organismo administrador que corresponda el equivalente al subsidio por incapacidad laboral que se genere en el evento que se resuelva, por vía de reclamación, la procedencia del reposo prescrito.”.

(Mayoría de votos. 5 votos a favor y 1 en contra. Indicaciones números 11 y 15 Bis, letra e))

Inciso octavo, nuevo

Incorporar como tal el siguiente:


“Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.”.
(Mayoría de votos. 5 votos a favor y 1 en contra. Indicaciones números 15 y 15 Bis, letra e))

Artículo 5°


Pasa a ser artículo 6°, con las siguientes enmiendas:


Intercalar, entre las palabras “solidariamente” y “de”, la frase “con el trabajador a quien se le extendió la licencia y, en su caso, con el empleador de éste,”, y reemplazar la expresión “el trabajador beneficiado hubiere percibido” por los términos “se hubieren percibido”.
(Unanimidad 6x0. Indicación número 17)

Artículo 6°


Pasa a ser artículo 7°, con las modificaciones que siguen:

Inciso primero


- Reemplazar la oración inicial “El profesional habilitado para otorgar licencias médicas podrá” por la siguiente “Tanto el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, como aquel que realice el control y supervisión de su otorgamiento en representación de una Institución de Salud Previsional, podrán”.
(Unanimidad 6x0. Indicación número 18A)

- Sustituir la palabra “cuarto” por “5°”.

(Unanimidad 6x0. Indicación número 19)
Inciso cuarto


Reemplazarlo por el siguiente: 


“En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente al territorio jurisdiccional de su domicilio, en los términos señalados en los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395.”.
(Unanimidad 6x0. Indicación número 20)
Artículo 7°


Pasa a ser artículo 8°, con las siguientes modificaciones:


- Intercalar, en su inciso único, que pasa a ser inciso primero, entre la palabra “Administrativa” y el punto aparte (.), la siguiente frase final “y dará origen a la responsabilidad funcionaria que corresponda, previa instrucción del procedimiento pertinente conforme al respectivo estatuto”.
(Unanimidad 6x0. Indicación número 22)


- Incorporar, como inciso segundo, nuevo, el siguiente:


“Lo señalado en el inciso anterior será aplicable al funcionario que, a sabiendas, participe en el otorgamiento y tramitación de licencias médicas sin fundamento o adultere los documentos que les sirven de base.”.
(Unanimidad 6x0. Indicación número 23)

Artículo 8°


Pasa a ser artículo 9°, con la siguiente enmienda:


Intercalar, en su inciso primero, entre las palabras “otorgamiento” y “de”, la expresión “, obtención o tramitación”.

(Unanimidad 6x0. Indicación número 25)

Artículo 10, nuevo

Incorporar como tal, el que sigue:


“Artículo 10.- El profesional que ejerza como contralor médico en una Institución de Salud Previsional que resuelva, bajo su firma, rechazar o modificar una licencia médica arbitrariamente o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afectado ante la Superintendencia de Seguridad Social; sin perjuicio de las demás reclamaciones que procedan.


Al efecto, la Superintendencia aplicará a dicho profesional una multa a beneficio fiscal, en los mismos términos contemplados en los números 1) a 4) del inciso cuarto del artículo 5° de esta ley. La Institución de Salud Previsional que corresponda será solidariamente responsable, junto al profesional, del pago de estas multas.


En lo pertinente, la Superintendencia de Seguridad Social aplicará el procedimiento establecido en el artículo 5° de la presente ley.


El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o Unidad de Licencias Médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso primero, podrá ser sancionado conforme a las normas estatutarias respectivas.”.
(Unanimidad 7x0. Indicación número 26 Bis)

Artículo 9°


Pasa a ser artículo 11, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


- Reemplazar el número ordinal “4°”, por “5°”.


- Sustituir la frase “la posibilidad de otorgar licencias médicas”, por la siguiente: “la facultad de otorgar o de revisar el otorgamiento de licencias médicas”.

(Unanimidad 7x0. Indicaciones números 27 A y 28)

Inciso segundo


- Eliminar, en su oración inicial, la expresión “de la salud”.

(Unanimidad 9x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)


- Reemplazar el número ordinal “8°”, por la frase “9° de esta ley”.

(Unanimidad 7x0. Indicación número 29 A) 
Inciso tercero, nuevo

Incorporar como tal, el que sigue:


“Para efectos de la presente ley, la Superintendencia de Salud llevará un registro público de los profesionales que ejerzan las funciones de contraloría médica de las Instituciones de Salud Previsional. Las Instituciones aludidas deberán remitir la información necesaria en los plazos y forma que disponga esa Superintendencia, de conformidad a las instrucciones generales que imparta.”.
(Unanimidad 9x0. Indicación número 29 B)

Artículo 10


Pasa a ser artículo 12, enmendado como sigue:

Inciso primero


- Sustituir la expresión “la COMPIN”, por “las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”, y reemplazar la sigla “SUSESO”, por la denominación “Superintendencia de Seguridad Social”.

(Unanimidad 7x0. Indicaciones números 31, primera parte, y 32)


- Reemplazar los términos “de la Ley” por la frase “de la presente ley”.

(Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)


- Sustituir los números ordinales “4°” y “8°”, por “5°” y “9°”, respectivamente.

(Unanimidad 7x0. Indicación número 32 A)
Inciso segundo


Reemplazar la sigla “COMPIN”, por la denominación “Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez”.

(Unanimidad 7x0. Indicaciones números 33, primera parte, y 34)

Artículo 11


Pasa a ser artículo 13, con las siguientes modificaciones:

Inciso primero


- Reemplazar la oración “conforme al reglamento y a las instrucciones que dicte al efecto”, por la siguiente: “conforme a un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social suscrito además por el Ministro de Salud”.
(Unanimidad 7x0. Indicación número 37 Bis, letra a))


- Sustituir los términos “acceso al”, por la frase “acceso a la información que conste en el”.

(Unanimidad 7x0. Indicación número 37 Bis, letra b))


- Intercalar, entre las palabras “Subsidios” y “a”, la frase “por Incapacidad Laboral”.

(Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

- Intercalar, entre las palabras “que” y “justifiquen”, la expresión “, dentro de sus competencias,”.

(Unanimidad 7x0. Indicación número 37 Bis, letra c))


- Agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración final: “La Superintendencia de Seguridad Social será responsable de la privacidad de los datos personales que pudiere contener el Registro y de la entrega no justificada de éstos.”.
(Unanimidad 7x0. Indicación número 36, parte final)
Inciso segundo


- Consultar con minúscula la palabra “Ley”.

(Unanimidad 7x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

- Suprimir el punto final (.) y las comillas que lo anteceden.

(Unanimidad 9x0. Como consecuencia que ya no será la última disposición del proyecto)
Artículo transitorio, nuevo


Agregar como tal, el siguiente:


“Artículo transitorio.- Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 


No obstante, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 11 de esta ley entrará en vigencia el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación.”.”.

(Unanimidad 9x0. Indicación número 40)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- La presente ley tiene por objeto establecer regulaciones que permitan asegurar el otorgamiento y uso correcto de la licencia médica, mediante la aplicación de medidas de control y fiscalización, y de sanciones respecto de las conductas fraudulentas, ilegales o abusivas relacionadas con dicho instrumento.


Artículo 2°.- Las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas que se encuentren sometidas a su conocimiento, la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden y, en casos excepcionales y por razones fundadas, los citará a una entrevista para aclarar aspectos de su otorgamiento. Dichos requerimientos se realizarán por carta certificada o medios electrónicos, bajo apercibimiento de aplicar las multas y suspensiones señaladas en el siguiente inciso.

La inasistencia injustificada y repetida a las citaciones, como también la negativa reiterada a la entrega o la no remisión de los antecedentes solicitados, en los plazos fijados al efecto, los que no podrán exceder de siete días corridos, habilitarán a la Comisión para que, mediante resolución fundada, sancione al profesional con multas a beneficio fiscal de hasta 10 unidades tributarias mensuales. Además, en casos calificados, podrá suspenderse tanto la venta de formularios de licencias médicas, como la facultad para emitirlas, hasta por 15 días. Dicha suspensión podrá renovarse mientras persista la conducta del profesional. Las notificaciones de las resoluciones que apliquen las referidas sanciones se realizarán mediante carta certificada, entendiéndose practicadas a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda. A este procedimiento se aplicarán supletoriamente las normas de la ley Nº 19.880.


En contra de lo resuelto en conformidad al inciso anterior, podrá reclamarse ante la Superintendencia de Seguridad Social, dentro de cinco días hábiles, contados desde la respectiva notificación.


Una vez que el profesional proporcione los antecedentes requeridos o acuda a la citación, la Comisión, de oficio o a petición de parte, dictará una resolución que ponga término a la suspensión indicada. Asimismo, en caso que el reclamo señalado en el inciso tercero sea resuelto a favor del profesional, se dejarán sin efecto las multas cursadas y cesará la suspensión aplicada.


Las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República, dentro del plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación respectiva. Al efecto, las copias de las resoluciones de la Comisión tendrán mérito ejecutivo. Con todo, las multas no serán exigibles mientras no esté vencido el término para interponer la reclamación ante la Superintendencia, o ésta no haya sido resuelta.

Artículo 3°.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, las Instituciones de Salud Previsional podrán solicitar a los profesionales que emitan licencias médicas la entrega o remisión de los antecedentes o informes complementarios que las respalden.


En caso que los profesionales no proporcionen los antecedentes requeridos, la Institución de Salud Previsional podrá solicitar a la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez que aplique, en lo pertinente, el procedimiento del artículo 2° de la presente ley.

Artículo 4°.- Un reglamento dictado a través del Ministerio de Salud y suscrito además por el Ministro del Trabajo y Previsión Social, establecerá respecto de determinadas patologías, protocolos referenciales relativos a los exámenes, informes y antecedentes que deberán respaldar la emisión de licencias médicas.


Artículo 5°.- En caso que el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, emita licencias sin fundamento médico, la Superintendencia de Seguridad Social, de oficio o a petición de la Secretaría Regional Ministerial de Salud o de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez respectiva, del Fondo Nacional de Salud o de una Institución de Salud Previsional o de cualquier particular, podrá, si existe mérito para ello, iniciar una investigación.


La Superintendencia notificará al profesional del procedimiento seguido en su contra y le requerirá informe sobre los hechos investigados. Dicho profesional deberá presentar su informe dentro del plazo de diez días hábiles desde la notificación de la resolución. Además, podrá solicitar que se le otorgue una audiencia para realizar descargos.


Transcurrido el plazo de 10 días señalado o realizada la audiencia indicada, la Superintendencia resolverá de plano y fundadamente.


Si de conformidad al procedimiento establecido en este artículo, se acreditan los hechos denunciados, la Superintendencia aplicará las siguientes sanciones, teniendo a la vista el mérito de la investigación, en especial, la cantidad de licencias emitidas sin existir fundamento médico y la extensión del reposo prescrito:

1) Multa a beneficio fiscal de hasta 7,5 unidades tributarias mensuales. La multa podrá elevarse al doble en caso de constatarse que la emisión de licencias sin fundamento médico ha sido reiterada.


2) Suspensión por 30 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 15 unidades tributarias mensuales, en caso de reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


3) Suspensión por 90 días de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 30 unidades tributarias mensuales, en caso de segunda reincidencia dentro del período de tres años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


4) Suspensión por un año de la facultad para otorgar licencias médicas y una multa a beneficio fiscal de hasta 60 unidades tributarias mensuales, en caso de tercera reincidencia dentro del período de seis años contados desde la fecha de la notificación de la resolución que impone la primera sanción.


El profesional sancionado con la suspensión de la facultad de emitir licencias, en forma previa a la realización de una atención de salud, deberá comunicar dicha circunstancia a la persona que requiera sus servicios.


La solicitud de informe, la citación a la audiencia de descargos y la resolución que aplique una sanción deberán ser notificadas por carta certificada, gestión que se entenderá practicada a contar del tercer día hábil siguiente a su recepción en la oficina de correos que corresponda.


Sin perjuicio de lo establecido precedentemente, si el profesional otorga una o más licencias médicas, encontrándose previamente suspendida su facultad para emitirlas, será sancionado con una multa a beneficio fiscal de entre 10 y hasta 80 unidades tributarias mensuales. Al efecto, se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento contemplado en este artículo. Asimismo, deberá reembolsar al organismo administrador que corresponda el equivalente al subsidio por incapacidad laboral que se genere en el evento que se resuelva, por vía de reclamación, la procedencia del reposo prescrito.


Las multas aplicadas y que se encuentren a firme, podrán ser cobradas en los términos indicados en el artículo 60 de la ley N° 16.395.


Artículo 6°.- El profesional habilitado que haya sido sancionado conforme a lo establecido en el artículo anterior será responsable solidariamente con el trabajador a quien se le extendió la licencia y, en su caso, con el empleador de éste, de la devolución de todas las prestaciones pecuniarias que se hubieren percibido por la respectiva licencia médica.


Artículo 7°.- Tanto el profesional habilitado para otorgar licencias médicas, como aquel que realice el control y supervisión de su otorgamiento en representación de una Institución de Salud Previsional, podrán recurrir de reposición de las sanciones aplicadas conforme al artículo 5°, en un plazo de 5 días hábiles, contados desde su notificación.


Para que el recurso sea acogido a tramitación, el profesional deberá acompañar los antecedentes justificantes de dicho recurso.


La Superintendencia de Seguridad Social, conociendo de la reposición, podrá requerir todos los antecedentes respectivos al órgano administrador.


En contra de la resolución que deniegue la reposición, el profesional afectado podrá reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente al territorio jurisdiccional de su domicilio, en los términos señalados en los incisos primero y tercero del artículo 58 de la ley N° 16.395.


Artículo 8°.- En caso de que el profesional otorgante estuviere afecto al Estatuto Administrativo, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas, Estatuto del Personal de Carabineros de Chile, Estatuto Administrativo de Funcionarios Municipales, y el Estatuto para los medico-cirujanos, farmacéuticos o químico-farmacéuticos, bioquímicos y cirujanos dentistas u otra norma estatutaria que haga aplicable el Estatuto Administrativo, la  emisión de licencias sin fundamento médico en el ámbito de su práctica profesional tanto pública como privada, se considerará una vulneración al principio de la Probidad Administrativa y dará origen a la responsabilidad funcionaria que corresponda, previa instrucción del procedimiento pertinente conforme al respectivo estatuto.


Lo señalado en el inciso anterior será aplicable al funcionario que, a sabiendas, participe en el otorgamiento y tramitación de licencias médicas sin fundamento o adultere los documentos que les sirven de base.

Artículo 9°.- El que incurra en falsedad en el otorgamiento, obtención o tramitación de licencias médicas, de declaraciones de invalidez, o de cualquier antecedente esencial que las justifiquen, será sancionado con las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal. Además, se deberá aplicar la inhabilitación temporal para emitir licencias médicas durante el tiempo de la condena o por el lapso menor que se determine prudencialmente.


Para efectos del inciso precedente, se entenderá que incurre en falsedad, el que ejecutare cualquiera de las conductas descritas en los numerales 1° a 7° del artículo 193 del Código Penal, y se considerará igualmente que comete la falsedad del numeral 4° del citado artículo, el profesional que falte a la verdad en la certificación de el o los diagnósticos.


Incurrirá también en la sanción establecida en el inciso primero de este artículo el que haga uso malicioso de los documentos falsos indicados.


En caso de reincidencia, se deberán aplicar las penas previstas en el artículo 202 del Código Penal aumentadas en un grado, y la sanción de inhabilitación perpetua para emitir licencias médicas.


Desde la formalización de la investigación, el tribunal, a petición del fiscal o del querellante, podrá disponer, respecto del profesional que apareciere involucrado en los hechos, la suspensión de su facultad de emitir licencias médicas mientras dure la investigación o por el plazo  inferior que fije el tribunal fundadamente.


Artículo 10.- El profesional que ejerza como contralor médico en una Institución de Salud Previsional que resuelva, bajo su firma, rechazar o modificar una licencia médica arbitrariamente o sin expresión de causa, podrá ser denunciado por el afectado ante la Superintendencia de Seguridad Social; sin perjuicio de las demás reclamaciones que procedan.


Al efecto, la Superintendencia aplicará a dicho profesional una multa a beneficio fiscal, en los mismos términos contemplados en los números 1) a 4) del inciso cuarto del artículo 5° de esta ley. La Institución de Salud Previsional que corresponda será solidariamente responsable, junto al profesional, del pago de estas multas.


En lo pertinente, la Superintendencia de Seguridad Social aplicará el procedimiento establecido en el artículo 5° de la presente ley.


El profesional de la Comisión de Medicina Preventiva e Invalidez o Unidad de Licencias Médicas que incurra en la conducta descrita en el inciso primero, podrá ser sancionado conforme a las normas estatutarias respectivas.

Artículo 11.- Las sanciones que aplique la Superintendencia de Seguridad Social en virtud del artículo 5° de esta ley, deberán ser comunicadas a la Superintendencia de Salud para que ésta proceda a suspender del Registro de Prestadores al profesional sancionado, por el mismo tiempo que la Superintendencia de Seguridad Social haya suspendido la facultad de otorgar o de revisar el otorgamiento de licencias médicas.


Asimismo, si el profesional fuese condenado por sentencia ejecutoriada, por alguna de las conductas señaladas en el artículo 9º de esta ley, se le cancelará la inscripción en el Registro de Prestadores de la Superintendencia de Salud.


Para efectos de la presente ley, la Superintendencia de Salud llevará un registro público de los profesionales que ejerzan las funciones de contraloría médica de las Instituciones de Salud Previsional. Las Instituciones aludidas deberán remitir la información necesaria en los plazos y forma que disponga esa Superintendencia, de conformidad a las instrucciones generales que imparta.

Artículo 12.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social establecer, administrar y mantener un Registro Nacional de Licencias Médicas y Subsidios por Incapacidad Laboral, en el cual se deberán registrar, a lo menos, las menciones contenidas en las licencias médicas, el contenido de las resoluciones de los organismos encargados de su evaluación y revisión, el otorgamiento, cuando corresponda según los requisitos legales y reglamentarios, del subsidio por incapacidad laboral, las resoluciones de las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez dictadas conforme al artículo 2° de la presente ley, y las sanciones que aplique la Superintendencia de Seguridad Social de acuerdo al artículo 5° de este texto legal. Asimismo, se anotarán en este registro las penas, inhabilitaciones y suspensiones que se impongan a los profesionales en virtud del artículo 9° de esta ley, para lo cual el tribunal respectivo informará a la Superintendencia de Seguridad Social, acerca de las resoluciones ejecutoriadas que se pronuncien sobre estas sanciones.


La Superintendencia realizará el tratamiento de dicha información, para lo cual el Fondo Nacional de Salud, las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, las Comisiones de Medicina Preventiva e Invalidez, los Servicios de Salud, las Cajas de Compensación de Asignación Familiar, el Instituto de Seguridad Laboral, las Instituciones de Salud Previsional, las Mutualidades de Empleadores y las entidades pagadoras de pensiones estarán obligadas a proporcionar los datos personales y antecedentes necesarios para dicho efecto. Adicionalmente, la Superintendencia podrá requerir de otras entidades públicas y privadas la información que éstas tengan en su poder y resulte necesaria para el cumplimiento de estas funciones.


Artículo 13.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social, conforme a un reglamento expedido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social suscrito además por el Ministro de Salud, proporcionar acceso a la información que conste en el Registro Nacional de Licencias Medicas y Subsidios por Incapacidad Laboral a las entidades públicas y privadas que, dentro de sus competencias, justifiquen los motivos para requerir una determinada información, asegurando la privacidad de los datos personales y sensibles que pueda contener. La Superintendencia de Seguridad Social será responsable de la privacidad de los datos personales que pudiere contener el Registro y de la entrega no justificada de éstos.

Será aplicable al personal de las instituciones públicas indicadas en el inciso segundo del artículo anterior lo dispuesto en el inciso final del artículo 56 de la ley N° 20.255.

Artículo transitorio.- Las disposiciones de la presente ley entrarán en vigencia a contar de su publicación en el Diario Oficial. 


No obstante, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 11 de esta ley entrará en vigencia el primer día del tercer mes siguiente al de su publicación.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 13 y 15 de diciembre de 2010; 5 y 12 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señoras Evelyn Matthei Fornet y Ximena Rincón González (Presidenta Accidental), y señores Carlos Bianchi Chelech, Francisco Chahuán Chahuán (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Guido Girardi Lavín, Carlos Ignacio Kuschel Silva (Francisco Chahuán Chahuán), Fulvio Rossi Ciocca (Pedro Muñoz Aburto) y Mariano Ruiz-Esquide Jara; y en sesiones celebradas los días 19 de enero, 2, 8 y 9 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente), señora Ximena Rincón González (Mariano Ruiz-Esquide Jara) y señores Carlos Bianchi Chelech, Francisco Chahuán Chahuán (Carlos Ignacio Kuschel Silva, Baldo Prokurica Prokurica), Carlos Ignacio Kuschel Silva (Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Gonzalo Uriarte Herrera), Fulvio Rossi Ciocca (Pedro Muñoz Aburto), Mariano Ruiz-Esquide Jara (Ximena Rincón González) y Gonzalo Uriarte Herrera.

Sala de las Comisiones Unidas, a 14 de marzo de 2011.



(Fdo.): Mario Labbé Araneda,



 Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA EL CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS

(6415-08)
HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Minería y Energía, tiene el honor de informaros en particular, acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, de fecha 29 de enero de 2009.




A alguna de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, especialmente invitados: Del Ministerio de Minería: el Ministro señor Laurence Golborne, el Subsecretario señor Pablo Wagner, el Jefe de la División Jurídica, señor Franco Devillaine; la Jefe de Gabinete del Ministro, señora Luz Granier, y el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Juan Antonio Coloma Alamos.





Del Servicio Nacional de Geología y Minería: la Fiscal, señora Adriana Pérez.




Además, concurrieron los asesores señora Sara Larraín y señor Gonzalo Astorquiza.
- - -





Hacemos presente que el proyecto debe ser aprobado en particular por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, por cuanto los artículos 4°, 6°, 7°, 9°, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 26, 27, 28, 31, 33, 37, 38, 41, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 55, 56, 57, 58, 59 y los artículos primero, segundo, tercero y cuarto transitorios del proyecto tienen el carácter de ley orgánica constitucional, en conformidad con lo prescrito en el párrafo séptimo del N° 24 del artículo 19, en relación con el inciso segundo del artículo 66, ambos de la Constitución Política de la República, por cuanto imponen nuevas obligaciones a las empresas mineras, algunas de las cuales podrían ser titulares de concesiones mineras.





Asimismo, los artículos 44, 45, y 46 también deben ser aprobados con quórum de ley orgánica constitucional, de conformidad a los artículos 66, inciso segundo y 77, de la Carta Fundamental, ya que establece una nueva atribución a los tribunales de justicia.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- 
Artículos que no fueron objeto de


indicaciones o de modificaciones: No hubo.

2.-
Indicaciones aprobadas

sin modificaciones: N° 1 (artículo 11, artículo 16, artículo 23, artículo 25, artículo 26, artículo 29, artículo 30, artículo 31, artículo 33, artículo 36, artículo 40, artículo 41, artículo 45, artículo 54, artículo tercero transitorio y artículo quinto transitorio).

3.-
Indicaciones aprobadas

con modificaciones: N° 1 (artículo 1°, artículo 2°, artículo 3°, artículo 4°, artículo 5°, artículo 6°, artículo 7°, artículo 8°, artículo 9°, artículo 10, artículo 12, artículo 13, artículo 14, artículo 15, artículo 17, artículo 18, artículo 19, artículo 20, artículo 21, artículo 22, artículo 24, artículo 27, artículo 28, artículo 32, artículo 34, artículo 35, artículo 37, artículo 38, artículo 39, artículo 42, artículo 43, artículo 44, artículo 46, artículo 47, artículo 48, artículo 49, artículo 50, artículo 51, artículo 52, artículo 53, artículo 55, artículo 56, artículo 57, artículo 58, artículo 59, artículo 60, artículo primero transitorio, artículo segundo transitorio y artículo cuarto transitorio).

4.-
Indicaciones rechazadas: N°s 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26.

5.-
Indicaciones retiradas: No hubo.
6.-
Indicaciones declaradas


inadmisibles: No hubo.

- - -

I. DISCUSIÓN EN PARTICULAR



La Comisión, antes de abocarse al estudio de las indicaciones presentadas al proyecto de ley, escuchó al Ministro de Minería, señor Golborne, quien se refirió a los objetivos estratégicos y contenidos del proyecto.




En lo que respecta a los objetivos estratégicos, su ámbito de aplicación es toda la faena de la industria extractiva minera, excluyendo la exploración.





Agregó que el objetivo es la integración y ejecución de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable.




Indicó que los dos pilares claves, que se mantienen del proyecto original, y constituyen la columna vertebral del cierre de faenas mineras, son los siguientes:





En primer lugar, el plan de cierre de faenas mineras que debe presentar todo proyecto actual o futuro.




En segundo lugar, la garantía de cumplimiento en función de plazo, monto y forma de constitución de los instrumentos.




Añadió que el plan de cierre se debe llevar a cabo antes del término de las operaciones.




En lo que respecta a los contenidos del proyecto, señaló el señor Ministro que el sujeto pasivo es quien realiza la actividad minera y desarrolla un proyecto o faena minera y efectúa las instalaciones.




Explicó que la Autoridad Competente es SERNAGEOMÍN, denominado en el proyecto “El Servicio”, en quien radican las facultades de revisar el plan de cierre, verificar las suficiencias técnicas, fiscalizar el cumplimiento de la normativa y aplicar las sanciones. Asimismo, se debe pronunciar sobre la idoneidad del plan de cierre, en un máximo de 60 días.





En lo que dice relación con los procedimientos del plan de cierre, distinguió varios aspectos:




- Procedimiento de aplicación general: Existe obligación de constituir garantía cuando se supere la producción de 10.000 toneladas mensuales (“beneficio del mineral”).





- Simplificado: No existe obligatoriedad de la garantía cuando la capacidad de producción es inferior a las 10.000 toneladas mensuales.





- Obligatoriedad: Una vez aprobado el plan la empresa debe ejecutar todas las medidas, en el plazo fijado y con las condiciones establecidas en el mismo.





- Auditorías: Los planes auditados de aplicación general serán auditados cada 5 años, por una empresa independiente inscrita en el Servicio.




En cuanto a los requisitos que debe cumplir el plan de cierre, señaló los siguientes: individualización de la sociedad; descripción de la faena minera; resolución de calificación ambiental; informe técnico elaborado por personas competentes; conjunto de medidas de cierre y acciones específicas establecidas por la empresa; estimación detallada de los costos del plan de cierre; estimación del costo de las medidas post-cierre, y monto garantizado por período.




Enseguida, se refirió a la resolución del plan de cierre, siendo el Servicio el órgano competente para aprobar el mencionado plan presentado, si lo rechazare debe indicar precisamente las modificaciones a efectuar.




Agregó que la resolución debe contener: la identificación de la empresa; la vida útil estimada del proyecto; el conjunto y listado concreto de medidas técnicas necesarias para llevar a cabo el plan de cierre, y el valor de los costos que debe garantizar la empresa para implementar el citado plan.




Seguidamente se refirió el señor Ministro a la auditoría del plan de cierre que es de cargo de la empresa y que debe realizarse obligatoriamente cada 5 años o cada vez que se produjera una modificación sustancial del proyecto. También debe realizarse cuando el Servicio así lo disponga por situaciones graves que cambian el cierre. Esta auditoría debe efectuarse por personas competentes con al menos 10 años de experiencia laboral o sociedades registradas en el Servicio.




Indicó que otras materias que debe considerar el plan de cierre son: el tiempo máximo de cierre temporal de faenas antes de ejecución de garantías; la regulación de servidumbres; la liberación gradual de la garantía; las responsabilidades, sanciones y multas, y la fiscalización del mismo.




El Ministro explicó que el sistema de garantía de cumplimiento, tiene las siguientes características:




- Es obligatorio, pues toda empresa, actual o futura, deberá constituir una garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre. Se constituye a partir del inicio de operaciones de explotación minera.





- Tiene un monto, determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos del plan de cierre





- Posee un plazo, dos tercios de la vida útil de la faena cuando el plazo es menor a 20 años. Cuando la vida útil excediere de 20 años el plazo máximo será de 15 años.





- Tasa de descuento, BCU de al menos 10 años (tasa real expresada en UF)





En cuanto a los instrumentos para asegurar la garantía de cumplimiento, indicó que pueden utilizarse los siguientes instrumentos: A1, depósitos a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, carta de crédito stand by con riesgo al menos A; A2, instrumentos de captación o deuda comprendidos en el artículo 45 del DL 3.500; y A3, cesión de contratos de venta, prenda sobre retorno de exportación, fianza solidaria con riesgo al menos A.





En cuanto a la constitución de la garantía de cumplimiento, señaló el señor Ministro que debe integrarse el 20% el primer año y después a prorrata.





A fin de aclarar la integración de la Garantía puso el siguiente ejemplo:
	
	
	

	
	vida útil (años)
	15

	
	plazo garantía
	10

	
	1er año
	20%

	
	2º al 10º
	8,9%






Enseguida, el señor Ministro indicó que a medida que transcurre el tiempo va aumentando la seguridad de la composición de los instrumentos de la garantía. A manera ejemplar mostró el siguiente cuadro:
	Instrumento/Plazo
	1/3 Plazo
	2/3 Plazo
	Fin Plazo

	A1 (Mínimo)
	40%
	60%
	100%

	A2 (Máximo)
	40%
	40%
	0%

	A3 (Máximo)
	20%
	0%
	0%

	Total
	100%
	100%
	100%

	 
	 
	 
	 






Aclaró que en materia de tributos, se considera gasto necesario para producir la renta, y el crédito fiscal del IVA en la adquisición de bienes asociados al plan de cierre.




En lo que respecta a los proyectos en actual explotación, y que se regulan en los artículos transitorios, indicó que actualmente utilizan un sistema de plan de cierre determinado el en Reglamento de Seguridad Minera. Añadió que tendrán un plazo de dos años para la regularización, a fin de actualizar el plan de cierre: vida útil, costos, etc. El Servicio debe revisar en 60 días, y el aporte de garantías será igual al sistema antes señalado.




Finalmente, en lo que respecta al fondo de post cierre, precisó que tiene como finalidad: asegurar en el tiempo estabilidad física y química del lugar del plan de cierre; garantizar la viabilidad del plan de cierre en el tiempo (una vez ejecutado); está integrado por: aportes obligatorios de la empresa (determinados en el citado plan), multas de beneficio fiscal y donaciones, y es administrado por una institución profesional de activos financieros acreditada ante la Superintendencia de Valores y Seguros, bajo licitación del Servicio.




El Honorable Senador señor Prokurica manifestó su preocupación por las nuevas obligaciones que se le asignan a SERNAGEOMIN, que ya está atrasada en dos años en sus informes, porque no tiene recursos. Añadió que ha ocurrido con muchas entidades, entre ellas las municipalidades, a las cuales se les otorgan muchas facultades pero no los fondos para llevarlas a cabo. En este caso es preciso modificar la planta de personal. También sugirió considerar la responsabilidad del dueño de la pertenencia, no sólo de la empresa que la explota, ya que pueden ser distintos.





Consultado por el Honorable Senador señor Gómez, acerca de las diferencias en los cambios de fondos, señaló el señor Ministro que el valor presente es lo que se estima que va a costar al cierre y la flexibilidad en mecanismos de garantía, incluso se permite garantizar con la pertenencia minera y esa garantía va evolucionando en el desarrollo del proyecto, para llegar a la liquidez casi absoluta al término del mismo.





La Comisión solicitó un análisis por capítulos de los principales cambios que introduce la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo.





Al realizar el análisis solicitado, el señor Subsecretario explicó que la indicación pretende, en primer lugar, acotar la ley porque hay otros cuerpos legales como la ley N° 19.300, que regulan áreas asociadas a la calificación ambiental, por ello fue necesario efectuar ajustes.





En segundo lugar, excluye la exploración, porque ya está sujeta a la ley N° 19.300 cuando se efectúa en áreas protegidas. Agregó que se desea fomentar la exploración y porque es una actividad riesgosa en cuanto a sus resultados, se estimó que debería quedar exenta de garantía y en general genera muy pocas alteraciones del terreno. Agregó que Chile ha retrocedido cinco lugares en exploración en el mundo.





Señaló también que esta normativa pretende crear un marco jurídico especial y se estimó conveniente que sea autosuficiente y no se remita a otras normas, que de todas maneras se complementan.





La Honorable Senadora señora Rincón, refiriéndose a la exclusión de la exploración, señaló que en ocasiones el área de sondaje es muy extensa. Asimismo, señaló que pueden producirse colisiones con normas relativas a la salud de los trabajadores, derechos laborales, etc.





El Honorable Senador señor Gómez indicó que normalmente la referencia a otras leyes es una frase sacramental que se pone especialmente en las leyes que regulan una materia nueva.





También manifestó sus dudas en cuanto al ámbito de aplicación, ello porque aún cuando el proyecto original también dejaba fuera la exploración, en este caso se hace explícito. Agregó que en la mayoría de los casos no habrá daño, pero si se pide la pertenencia en un lugar habitado o con algo valioso en la superficie habrá que calificarla.





El Honorable Senador señor Orpis recordó que si la exploración es exitosa se pasará a la explotación que está cubierta por el cierre de faenas, el problema planteado puede producirse sólo cuando la exploración es negativa y queda algún daño. Añadió que la mayoría de las exploraciones no generan pasivos, y si hay algunas que se teme puedan producirlo, se revisará caso a caso y se solicitarán las garantías necesarias.





El señor Subsecretario acotó que toda empresa de cualquier rubro, puede tener pasivos ambientales, no solamente la minería. Agregó que la experiencia internacional saca la exploración, para no hacerles exigibles las garantías.





Explicó que las exploraciones no son enormes extensiones, son racionales, porque los sondajes son muy caros y sólo cuando hay indicios claros de la existencia de minerales se intensifica y se transforman en explotaciones y ya caen en las garantías.





El Honorable Senador señor Prokurica indicó que es difícil a priori dimensionar el efecto que la exploración puede generar. Agregó que se debe buscar una forma de conciliar ambos intereses sin desincentivar la exploración.





Agregó el Honorable Senador señor Gómez que se pueden establecer criterios para que la empresa que vaya a explorar en la misma solicitud de exploración determine la magnitud de ella.





El señor Subsecretario se comprometió a estudiar alguna opción que compatibilice estos intereses. Agregó que las grandes empresas están sometidas a control de impacto ambiental y eso es un resguardo, el problema son las faenas más pequeñas. Asimismo dice relación con los montos de inversión y áreas de exploración, porque generalmente se asocian a costos de inversión.





En cuanto a la exclusión de la mención expresa de instalaciones mineras, éstas se consideran incluidas en las faenas y así lo señala la definición de la letra f) del artículo 3° del proyecto y de la indicación.





En lo que respecta al artículo 2°, indicó el señor Subsecretario que las normas del Grupo de Río y de otras entidades internacionales fijan ciertos estándares.





Agregó que se asocia el concepto de vida útil de faena, es racional, y va cambiando de acuerdo a las nuevas tecnologías.





El Honorable Senador señor Gómez objetó la redacción de la norma, porque el objetivo es prevenir ciertos efectos. Al respecto, aclaró que la norma original era más adecuada, pues en la nueva no aparece claro si pretende mitigar el resultado o es solamente declarativa.





El señor Subsecretario precisó que se le dio un orden distinto, para hacerlo más extensivo, y se concentró en los efectos físicos y químicos, ya que las otras consecuencias están consideradas más adelante en el proyecto.





Agregó que el artículo 2° que se propone, pretende definir a qué tienen que dedicarse las empresas y los modelos de vida útil de las faenas. Indicó que está organizado de una manera distinta pero recoge los mismos elementos.





En lo que dice relación a las definiciones del artículo 3° indicó el señor Subsecretario que se precisan algunos conceptos asociándolo al riesgo que provocan.





Sobre la letra a) que define el abandono, el Honorable Senador señor Gómez observó que se reemplaza la expresión “hacer dejación” por “cesar”, lo que a su juicio es distinto, porque la cesación puede ser eterna, en su opinión, es más claro el concepto de abandono.





El señor Subsecretario discrepó de esta apreciación al estimar que el hacer dejación no marca un punto, en cambio cesar es un momento preciso. Estimó que también debe verse fortalecida la regulación para la paralización temporal. Recordó que es preciso relacionar esta norma con la cláusula que tiene asociada la paralización de aceleración de la garantía.


El Honorable Senador señor Orpis estimó que el cese es más exigente que la dejación, porque puede que físicamente esté ahí pero no ejecute faenas.


Indicó el señor Subsecretario que la idea que sustenta esta norma es que el cese al determinar un momento en el tiempo, fija con mayor precisión cuando operan las garantías y sanciones, es un criterio más objetivo, sin perjuicio de lo cual, por razones fundadas, pueden pedir una suspensión temporal.


Agregó que es para hacer más restrictivo el término de la faena, sobre todo en empresas pequeñas que salen del negocio cuando baja el precio de los metales. Recordó que en 2008 salieron 700, y se reincorporan cuando sube nuevamente el precio.


El Honorable Senador señor Prokurica resaltó que el objetivo del proyecto es evitar que en una faena que se inicia o termina desaparezca el responsable, está en concordancia con la legislación minera y medioambiental y recoge una realidad en la minería que es el abandono de las faenas dejando muchos daños ambientales y de peligro para la comunidad.


El Honorable Senador señor Gómez observó que si se relaciona con el artículo anterior, puede darse que el cese sea más restrictivo en las instalaciones permanentes, no en las exploraciones.


Señaló el señor Subsecretario que se ha tratado de objetivar la norma, de lo contrario se hace más compleja la fiscalización. Indicó que se trató de objetivar por dos vías, una por el momento de cese, y otra, en los artículos 40 y siguientes, que gatilla la ejecución de la garantía. 


El Honorable Senador señor Orpis observó que mediante la indicación se trata de precisar el momento en que se produce el pasivo ambiental, porque puede que deje de producir sin abandonar el sitio y no se podría hacer efectiva la garantía.


En la siguiente sesión, la Comisión, en conjunto con los representantes del Ejecutivo, acordaron la formación un grupo de trabajo técnico, a fin de que estudiasen las discrepancias surgidas en la discusión del proyecto y formularen una proposición conjunta.


Una vez evacuado el informe de la comisión técnica, el Subsecretario señor Wagner, que la dirigió, informó acerca de los resultados de su cometido.


En lo que dice relación con los objetivos estratégicos, señaló el Subsecretario que se espera lograr la recuperación de los terrenos en donde estuvieron instaladas las faenas.


Consultó el Honorable Senador señor Prokurica si se consideran los daños que provocan las faenas mineras en los predios sirvientes o adyacentes a la explotación, donde muchas veces es necesario crear una nueva servidumbre para instalar la faena de cierre. Aquí hay una colisión de intereses, es cierto que Chile es un país minero y que se debe privilegiar esa actividad, pero el resto de las personas también tienen derecho a tener una actividad, una propiedad y a no verse perjudicado en el ejercicio de sus derechos.


El señor Devillaine señaló que no se innovó en esta materia y se mantuvo la norma del artículo 26 del proyecto y en lo no previsto en él se hace la referencia a los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.


El señor Astorquiza observó que si ya existe servidumbre se mantiene igual, no hay más daño por lo que no correspondería indemnización extra, si se amplía la servidumbre o se constituye una nueva debe haber pago, sea establecido por acuerdo de las partes o por determinación del tribunal. Añadió que si se quiere ampliar habría que plantearlo.


El Honorable Senador señor Orpis consultó por qué razón había un título especial para los hidrocarburos.


Explicó el señor Ministro que el tema de los hidrocarburos no estaba claro, por lo que se decidió incorporarlo. Sin embargo, indicó que es complicado el tratamiento minero de los hidrocarburos, especialmente de los gases.


Observó el Honorable Senador señor Prokurica que debe quedar meridianamente claro que estas normas se aplican tanto a las empresas públicas como a las privadas, porque las empresas públicas han tenido preferencias en el tema medioambiental y debe existir igualdad ante la ley.


Aclaro el señor Subsecretario que el ámbito de aplicación considera a toda la faena de la industria extractiva minera, excluyendo la exploración. Eso incluye a ENAP y a las demás empresas públicas mineras también.


La Honorable Senadora señora Rincón indicó que es parte del acuerdo incluir a los hidrocarburos, y que rige tanto para el sector público como el sector privado. Aclaró que habrá un reglamento especial para regular el sector hidrocarburos.


La asesora señora Larraín señaló que el tipo de contratos es diferente también en el sector de los hidrocarburos, pero éstos dejan enormes pasivos ambientales, por lo cual deben ser considerados.


Señaló el señor Subsecretario que el objetivo del proyecto consiste en: “La integración y ejecución de medidas y acciones, destinadas a mitigar efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable.”.


Agregó que los dos pilares claves se mantienen del proyecto original y constituyen la columna vertebral del cierre de faenas mineras: plan de cierre de faenas mineras que debe presentar todo proyecto actual o futuro y la garantía de cumplimiento en función de plazo, monto o forma de constitución de los instrumentos. Aclaró que antes del término de las operaciones se debe llevar a cabo el plan de cierre.


Indicó que las garantías conservan el modelo pero a toda modificación se le da un plazo breve de tres días para informar.


El Honorable Senador señor Prokurica preguntó si se aplican las normas del silencio administrativo.


Respondió el señor Devillaine que esas disposiciones están en la ley N° 19.880, y se aplican también en este caso, porque es la regla general.


En cuanto a los contenidos del proyecto, señaló el señor Subsecretario que el sujeto pasivo es quien realiza la actividad minera y desarrolla un proyecto o faena minera y efectúa las instalaciones.


Destacó que es la inversión más grande que realizará un sector de la economía en el medio ambiente.


La asesora señora Larraín señaló que este es un paso muy importante. Advirtió que el país está muy atrasado en este tema y el costo de los pasivos es muy grande, por lo que el sector debe asumir la reparación.


Agregó que se rescataron aspectos importantes del proyecto anterior. Asimismo el proyecto va a señalar las obras necesarias para el plan de cierre y eso dará mayor certeza en los costos.


El Honorable Senador señor Prokurica valoró el acuerdo a que llegó la mesa de trabajo y agradeció la buena disposición del Gobierno. Agregó que esta Comisión siempre ha privilegiado los grandes acuerdos y una buena forma de hacerlo es agregar a los equipos técnicos.


Indicó también que este tema está pendiente y si se quiere estar a la cabeza de los países mineros se debe realizar, porque hay una mancha que deben soportar las regiones en que se producen las faenas mineras.


El señor Ministro agradeció la participación del equipo técnico y destacó la necesidad de fomentar la minería sustentable con el medio ambiente y también con las comunidades en las que se inserta.


Añadió que ha existido falta de previsión en quienes operaron en esta área, especialmente por los tranques de relaves, aunque ha habido empresas que se han preocupado voluntariamente del cierre de faenas como es el caso de El Indio, que invirtió US$ 70 millones y muestra a un sector de la minería más responsable.


El asesor señor Carabantes manifestó que el proyecto también toca a SERNAGEOMÍN, en quien radican facultades de revisión del plan de cierre, verificar suficiencias técnicas, fiscalizar cumplimiento de normativa y aplicar sanciones.


Explicó el señor Ministro que es necesario fortalecer el Servicio para que asuma estas nuevas responsabilidades, para lo cual se está estudiando la forma de reforzar su institucionalidad.


El Honorable Senador señor Gómez destacó el trabajo del equipo técnico que se formó para perfeccionar el proyecto.


Agregó que este es un buen proyecto para el futuro, pero falta solucionar el problema de los pasivos mineros anteriores que ya quedaron. Al respecto, entregó un documento al señor Ministro que da cuenta de los casos más graves.


Enseguida, manifestó la necesidad de instar a la pronta ratificación del Convenio 176 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), sobre salud y seguridad en las minas, a raíz de la creciente cifra de accidentes en la minería, y a la necesidad de que Chile, por su importancia mundial en materia de explotación minera, pueda ratificar este instrumento para contar con normas internacionales que ayuden a mejorar la legislación laboral chilena.


En lo que respecta a SERNAGEOMIN, indicó que es preciso presentar una estructura, pues hay escasez de personal, existen problemas de fiscalización, materias por las cuales es necesario reforzar dicho Servicio.


El señor Ministro respondió que respecto de los pasivos ambientales, no hay un proyecto redactado sobre el tema. Aclaró que se está trabajando en un informe previo que hizo el Ministerio en el año 2007, y se publicó un libro que está en la Biblioteca del Congreso, y que será necesario actualizar.


En lo que respecta a SERNAGEOMIN indicó que es un Servicio que ha estado menoscabado y es difícil contratar personal especializado porque los sueldos son bajos.

- - -




A continuación, la Comisión procedió a discutir las indicaciones recaídas sobre el proyecto aprobado en general por el Senado.


En primer lugar, y dado que la mencionada mesa técnica llegó a un acuerdo en virtud del cual el Ejecutivo presentó una nueva indicación sustitutiva, la Comisión se abocó al estudio de ésta, discutiendo cada uno de sus artículos separadamente. La Comisión deja constancia que el Ejecutivo reemplazó todas las demás indicaciones que presentó por la nueva indicación sustitutiva, fruto del trabajo conjunto de los equipos técnicos de Gobierno y oposición.





La indicación N° 1, de S. E. el Presidente de la República para sustituir el proyecto de ley aprobado en general por el siguiente:
“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas de la industria extractiva minera, sin perjuicio de lo establecido en las demás normas que resulten aplicables en los ámbitos específicos de su competencia.”.


Se acordó mantener la frase del proyecto original “se regirá por esta ley” a continuación de la palabra “minera”, con el fin de destacar el ámbito de aplicación de la norma.

La Comisión acordó también incorporar en los artículos 1 a 9 la “o volada” correspondiente.

Con la modificación antedicha y otra de carácter meramente formal, el artículo 1° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.


“Artículo 2.- Objeto del plan de cierre. El objeto del plan de cierre de faenas mineras es la integración y ejecución del conjunto de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que esta se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable.


El plan de cierre de las faenas de la industria extractiva minera es parte del ciclo de vida útil de aquel.


El cierre de faenas mineras se planificará e implementará de forma progresiva, durante las diversas etapas de operación de la faena minera, por toda la vida útil.


El plan de cierre de faenas mineras debe ser ejecutado por la empresa minera, antes del término de sus operaciones, de manera tal que al cese de éstas se encuentren implementadas y creadas las condiciones de estabilidad física y química en el lugar que operó la faena.”.


El Honorable Senador señor Gómez manifestó que en el objeto de la ley también debía quedar establecido el respeto a la vida, a la salud y a la seguridad de las personas. En su opinión, la no inclusión de la frase podía llevar a equívocos.





El señor Subsecretario indicó que se había recogido en el texto. Agregó que el objetivo del proyecto es la estabilización química y física, la que una vez lograda garantiza, consecuencialmente, la salud y la seguridad de las personas.





La fiscal de SERNAGEOMIN, señora Pérez, coincidió que siempre la finalidad última es proteger la vida e integridad física de las personas.





Discrepó el Honorable Senador señor Gómez, quien estimó que debe haber una referencia prioritaria a la vida y salud de las personas, como parte del objetivo central del proyecto, no sólo a la protección al medio ambiente, sino que también a las personas.


La Comisión acordó agregar antes del punto final del inciso primero la siguiente frase: “, así como el resguardo de la vida, la salud y la seguridad de las personas, de acuerdo a la ley vigente”.


El artículo 2° fue aprobado, con la enmienda citada y otra de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.


“Artículo 3.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a) Abandono: El acto por el cual la empresa minera cesa las operaciones de una o más faenas o instalaciones mineras, sin cumplir con las obligaciones que le impone esta ley y su reglamento;


b) Cierre Parcial: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de una faena minera, efectuada durante la operación, y cuya implementación íntegra se acredita mediante un certificado otorgado por el Servicio;


c) Cierre Final: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de todas las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre, respecto de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, efectuado al término de la operación minera y cuya implementación se acreditará mediante un certificado otorgado por el Servicio;


d) Director: El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


e) Empresa Minera: La persona natural o jurídica que a título propio o por cuenta de un tercero, ejecuta operaciones propias de la industria extractiva minera, sujetas a la obligación de cierre de faenas;


f) Estabilidad Física: Situación de seguridad estructural, mejora de resistencia y disminución de las fuerzas desestabilizadoras, que pueden afectar obras o depósitos de una faena minera, para la cual se utilizan medidas con el fin de evitar fenómenos de falla, colapso o remoción.


Para los efectos de esta ley, se consideran medidas para la estabilización física, aquellas como, la estabilización y perfilamiento de taludes, reforzamiento o sostenimiento de estos, compactación del depósito y otras que permitan mejorar las condiciones o características geotécnicas que componen las obras o depósitos mineros. La estabilidad física comprende asimismo, el desmantelamiento de las construcciones que adosadas permanentemente a la faena minera la aseguren;


g) Estabilidad Química: Situación de control de las características químicas que presentan los materiales contenidos en las obras, depósitos de una faena minera, cuyo fin es evitar, prevenir o eliminar si fuere necesario, la reacción química que causa acidez, evitando el contacto del agua con los residuos generadores de ácidos que se encuentren en obras y depósitos masivos mineros, tales como depósitos de relaves, botaderos, depósitos de estériles y ripios de lixiviación;


h) Faena minera e industria extractiva minera: Se entenderá por Faena Minera el conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, puertos de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.


Para los efectos de esta ley, se considerará industria extractiva minera, el conjunto de actividades relacionadas con la exploración, prospección, extracción, explotación, procesamiento, transporte, acopio, transformación, disposición de sustancias minerales, sus productos y subproductos; las sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos, en las condiciones específicas que se señalan en el Título XII. La industria extractiva minera incluirá el conjunto de obras destinadas a abrir, habilitar, desarrollar, instalar, adosar permanentemente en su caso; las excavaciones, construcciones, túneles, obras civiles y maquinarias que tengan estrecha relación con las actividades antes señaladas;


i) Garantía: Las obligaciones que se contraen e instrumentos que se otorgan para asegurar el cumplimiento de las cargas que derivan del plan de cierre, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;


j) Modificación sustancial del proyecto minero: Para los efectos de esta ley, constituye una modificación sustancial del proyecto, las variaciones que excedan de diez por ciento de la estimación de la vida útil del proyecto minero, así como las variaciones que se originaren por cambios importantes de ritmo de explotación, en las tecnologías o diseños de los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados, así como, nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, producidos por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, y en general cualquier cambio en las técnicas utilizadas, que envuelven más que una simple ampliación de tratamiento para colmar las capacidades del proyecto;


k) Operación minera: Las actividades que incluyen las fases de exploración, en los casos que se encuentre sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a las disposiciones de la Ley 19.300, y las actividades de prospección, construcción, explotación y beneficio de minerales, de una faena minera;


l) Paralización temporal: El cese transitorio de la operación de una faena minera, el cual podrá ser total o parcial, según afecte instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


m) Plan de Cierre: El documento que especifica el conjunto de medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar desde el inicio  de la operación minera, y el programa de detalle conforme al cual deben implementarse, de manera que tienda a prevenir, minimizar y/o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar en la vida e integridad de las personas que  se encuentran relacionadas directa e inmediatamente a las misma, así como mitigar los efectos de la operación minera en los componentes medio ambientales comprometidos, tendientes a asegurar la estabilidad física y química de los lugares en que esta se realice;


n) Post cierre: Es la etapa que sigue a la ejecución del plan de cierre, que comprende las actividades de monitoreo y verificación de emisiones y efluentes, y en general, el seguimiento y control de todas aquellas condiciones que resultan de la ejecución de las medidas y actividades del plan de cierre, para garantizar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar;


o) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería;


p) Vida útil del proyecto minero: Aquel cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la Ley 20.235, en relación con los niveles anuales de extracción de mineral.”.


El Honorable Senador señor Gómez indicó que la definición de área de influencia, que tenía el proyecto aprobado en general, es muy relevante como para ser eliminada, ya que son zonas que pueden verse afectadas en su medio ambiente.


El señor Wagner observó que se suprimió porque en el proyecto inicial no se hacía referencia a la ley de medioambiente, a la cual ahora se remite expresamente la letra k). Reiteró que el sistema de evaluación de impacto ambiental ya queda recogido, y se hace referencia expresa a la Ley de Bases del Medio Ambiente, que es columna vertebral de este proyecto, por eso se eliminó la letra b) del proyecto original.




El Honorable Senador señor Gómez insistió en la necesidad de reponer la letra b) del texto aprobado en general, haciendo referencia, además a la ley N° 19.300.


La Comisión acordó incorporar la letra b) del proyecto aprobado en general, agregando la frase “, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.300”. En consecuencia, las letras b) a p) pasan a ser letras c) a q), respectivamente, y la letra b) queda de la siguiente forma:


“b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera, de acuerdo a lo establecido en la ley N° 19.300;”.


Asimismo, la Honorable Senadora señora Rincón solicitó reemplazar, en la letra j) (que pasa a ser k) la frase “así como las variaciones que se originaren” por “sin perjuicio de las que se originaren”.


Con algunas correcciones de redacción y puntuación, se aprobó el artículo 3° por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica. A su vez, la enmienda de la letra b) fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.


“Artículo 4.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio, al plan de cierre, en  conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales.


La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera, sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.”.


El artículo 4° fue aprobado con modificaciones gramaticales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE


Artículo 5.-Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como, asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. Tendrá las facultades de supervigilancia y fiscalización que establece la ley.


Al Servicio, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Aprobar, en conformidad a la resolución de calificación ambiental, las medidas que serán implementadas y actividades que serán ejecutadas para el cumplimiento de los planes de cierre de faenas mineras y sus modificaciones, de acuerdo a la presentación que hicieren los interesados;


b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;


c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;


d) Disponer o evaluar modificaciones y actualizaciones a los planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimenten los proyectos y su vida útil, en los términos del procedimiento establecidos en esta ley y su reglamento;


e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren  de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;


f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;


g) Preparar guías metodológicas para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados;


h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre;


j) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título X de esta ley.”.


El artículo 5° fue aprobado con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO III

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales


Artículo 6.- Plan de Cierre. Elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá presentar, para la aprobación del Servicio, un plan de cierre de sus faenas mineras, elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto minero, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera, establecidos en esta ley y el reglamento.


Los requisitos formales para el otorgamiento de esta aprobación, así como, los contenidos técnicos y económicos que deberá contener el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y el reglamento.”.


Con algunos ajustes de redacción el artículo 6° se aprobó con la misma unanimidad precedente.


“Artículo 7.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar íntegramente todas las medidas y actividades contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado, y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


El artículo 7° se aprobó con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

Artículo 8.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de la exploración, explotación de una faena minera o de la operación de un  establecimiento de beneficio, según correspondiere.”.

El artículo 8° fue aprobado con una enmienda formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 9.- Elementos del plan de cierre. La empresa minera deberá presentar un plan de cierre que deberá contemplar  la totalidad de la faena minera, el que contendrá y especificará todas las medidas y actividades de cierre contempladas. Podrá asimismo, presentar planes de cierre parcial, los que deberán ejecutarse durante la operación minera, de acuerdo a la programación global y de detalle aprobada por el Servicio, de acuerdo a lo dispuesto por esta ley.


Los Planes de Cierre que se sometan a aprobación del Servicio, tendrán carácter público, y se regirán por las disposiciones de la ley 20.285.”.

La Comisión aprobó el artículo 9° con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del plan de cierre


Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. El plan de cierre de faenas mineras, se someterá a aprobación del Servicio, a través del procedimiento de aplicación general o simplificado.


La exploración minera, sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental de la ley 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado. 


Se sujetará al procedimiento de aplicación general, la empresa minera cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas (10.000 t) mensuales.


Resultará aplicable el procedimiento simplificado, a la empresa minera cuya capacidad de extracción o beneficio de mineral sea igual o inferior  a la señalada en el inciso anterior.

Lo dispuesto en el inciso anterior, rige para efectos de esta ley, y no modifica las normas establecidas en la ley 19.300, para el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.”.


La Honorable Senadora señora Rincón solicitó reponer el texto sugerido por el grupo de trabajo técnico para el inciso segundo, del siguiente tenor:


“La exploración minera, de la forma establecida en la ley N° 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado.”.


El artículo 10 fue aprobado, con el reemplazo propuesto al inciso segundo y otros ajustes formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“1. Del procedimiento de aplicación general


Artículo 11.- Efectos del procedimiento de aplicación general. La empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general quedará sujeta a la obligación establecida en el Título XIII de esta ley.”.


El artículo 11 se aprobó sin observaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 12.- Pronunciamiento sobre el plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse sobre el plan de cierre de la empresa minera,  dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su  presentación.


El Servicio podrá solicitar, dentro del plazo de treinta días, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, que se estimaren necesarias, o que referidas a información esencial del plan de cierre, sirvieren para complementar o salvar omisiones en su presentación. Las mismas deberán presentarse dentro del término de treinta días. El ejercicio de esta facultad suspenderá al Servicio el transcurso del plazo legal para pronunciarse.


Cuando la empresa minera hiciere entrega de la información requerida, o dejare transcurrir el plazo sin hacerlo, el Servicio emitirá pronunciamiento en los términos antes señalados.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio, previa resolución fundada, y atendido los nuevos antecedentes presentados por la empresa minera, podrá ampliar el plazo para pronunciarse sobre el plan de cierre, hasta por diez días.”.


Se observó un problema de redacción en la frase final del inciso segundo que dificulta su comprensión, por lo que se acordó suprimir los vocablos “al Servicio”, de manera de dejar claro que lo que se suspende es el transcurso del plazo legal.

Con esta modificación se aprobó el artículo 12 propuesto, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 13.- Requisitos del plan de cierre. El plan de cierre deberá, a lo menos, contener los antecedentes y acompañar, los documentos  que se señalan a continuación:


a) Individualización completa de la empresa minera, escrituras sociales de constitución, con especificación de su RUT y de su representante legal;


b) Descripción de la faena minera, con indicación de sus instalaciones, sus características, procesos y productos, la enunciación de las áreas que comprende y de los depósitos e insumos que utilizará. De la misma forma deberá considerar los aspectos geológicos y atmosféricos del área en que se encuentra;


c) Resolución de calificación ambiental, aprobatoria, cuando corresponda, de acuerdo a la ley 19.300.


d) Informe técnico elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras de aquellas  señaladas en la ley 20.235, que se pronuncie acerca de la vida útil del proyecto minero;


e) El conjunto de medidas y actividades propuestas por la empresa minera para obtener la estabilidad física y química del lugar donde se encuentra la faena minera;


f) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya a la unidad de fomento, y la programación global y de detalle de ejecución de las medidas de cierre contempladas en él;


g) Un programa y una estimación de costos de las medidas de post cierre, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya dicha unidad, y la programación de su ejecución;


h) La cantidad de dinero o monto representativa del costo del plan de cierre que será garantizado, el período por el cual esa caución se otorgará, de acuerdo a la vida útil del proyecto establecida en la forma descrita en la letra d), y los instrumentos que se utilizarán; 


i) Cualquier otro documento que sirva de fundamento al plan de cierre o de base para su elaboración.”.


El artículo 13 se aprobó, con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 14.- Aprobación o rechazo del plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de cierre, mediante la dictación de una resolución fundada, de aprobación o rechazo del mismo dentro del plazo legal.


El plan de cierre será aprobado cuando cumpla los requisitos establecidos por esta ley y de acuerdo a la resolución de calificación ambiental cuando correspondiere.


Si el Servicio rechazare el plan de cierre, indicará las correcciones, rectificaciones y modificaciones precisas y específicas que estimare procedentes, al plan de cierre, a efectos de ajustar el mismo, a las medidas técnicas necesarias  conforme a la presente ley. Los aspectos que no fueren observados se tendrán por aprobados.”.


La Honorable Senadora señora Rincón observó que faltaba un inciso que figuraba en el acuerdo y que se incorporó en el artículo 12, que si bien es de carácter general, resulta conveniente repetirlo en esta norma.


Aclaró la asesora señora Larraín que no es lo mismo, porque el artículo 12 plantea un pronunciamiento sobre la suficiencia de los antecedente para aceptarlo a tramitación, en cambio el artículo 14 se refiere a la aprobación o rechazo del fondo del plan de cierre, de los aspectos técnicos.


Por ello, la Comisión acordó incorporar el siguiente inciso segundo, pasando los demás a ser tercero y cuarto, respectivamente:


“El Servicio podrá requerir a la empresa minera, en el plazo de treinta días a partir de la presentación del plan de cierre, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que fueren necesarias. El plazo legal para pronunciarse sobre él, se suspenderá por el tiempo que dure el ejercicio de esta facultad.”.

El artículo 14 fue aprobado, con la modificación antes citada y otras de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 15.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los planes de cierre de faenas mineras presentados por los interesados, la que deberá contener:


a) Identificación de la empresa minera, de la respectiva faena minera y su o sus representantes legales;


b) Mención de la vida útil estimada del proyecto minero;


c) El conjunto de medidas técnicas y actividades comprometidas para la ejecución del plan de cierre, y la programación global de su ejecución,

d) La estimación de los costos del plan de cierre, que serán garantizados por la empresa minera.”.


El artículo 15 fue aprobado con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“2. Del procedimiento simplificado


Artículo 16.- Presentación del plan de cierre. Las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, elaborarán su plan de cierre incluyendo en el mismo los antecedentes a que se refieren los literales a), b) y e) del artículo 13, y conforme a las guías metodológicas que preparará el Servicio. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de acompañar al mismo la resolución de calificación ambiental favorable si procediere.


El Servicio pondrá a disposición de los interesados las guías metodológicas que especifiquen los estándares técnicos aplicables  a las empresas mineras sometidas a este procedimiento, y que servirán para la elaboración y complementación de los proyectos de planes de cierre simplificado, conforme a lo establecido en la ley.”.


El artículo 16 fue aprobado sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 17.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. La resolución que se pronuncie sobre un plan de cierre de faenas mineras sometidas al procedimiento simplificado contendrá los siguientes antecedentes:


a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalaciones como, asimismo, de sus representantes legales;


b) Un listado de las medidas y actividades específicas a que quedará sujeta la ejecución del plan de cierre; y


c) La programación de su ejecución.”.

El artículo 17 fue aprobado con observaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO IV

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Objetivos


Artículo 18.- De las auditorias periódicas y extraordinarias. Finalidad, periodicidad y elección del auditor. Las empresas mineras que se encontraren sujetas al procedimiento de aplicación general, deberán hacer auditar su plan de cierre cada cinco años, a su costa y de acuerdo al programa de fiscalización que elaborará el Servicio.


El objeto de las auditorias es certificar al Servicio la adecuación y cumplimiento del contenido del plan de cierre y de su actualización, así como la sujeción a su programación de ejecución, de manera de velar por su implementación y avance efectivo en relación al proyecto minero específico.


El Servicio podrá, mediante resolución fundada, ordenar la elaboración de auditorías extraordinarias a costa de la empresa minera, cuando se trate de situaciones graves que relacionadas con la adecuación, modificación o rectificación del plan de cierre requieran mayor nivel de información o se encuentren específicamente asociadas a paralizaciones temporales o cierres parciales. 


La empresa minera podrá presentar al Servicio, auditoría voluntaria de su plan de cierre, cuando se produjere una modificación al proyecto minero, que pudiere incidir en la adecuación o modificación del plan de cierre.


Sobre la base del resultado de dichas auditorías, el Servicio podrá ordenar fundadamente la adecuación, cumplimiento parcial o actualización extraordinaria del plan de cierre.


La auditoria será efectuada por aquellos auditores que se encuentren inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


La empresa minera tendrá la facultad de elegir el auditor de entre los que figuren en el Registro antes señalado. De igual forma y en caso de auditorías extraordinarias, el Servicio podrá designar de entre los inscritos en el Registro, el auditor competente.”.


Observó el Honorable Senador señor Prokurica que entiende que este sistema de fiscalizadores externos es una opción a la falta de recursos del Servicio. No obstante, precisó que la minería es un medio pequeño en el que todos se conocen, por lo que este sistema puede prestarse para problemas. Añadió que prefiere una fiscalización directa del Servicio.


El asesor señor Astorquiza señaló que el Servicio no pierde su calidad fiscalizadora, la cual sigue ejerciendo. Agregó que, sin embargo, existen casos que son más largos o bien muy específicos, los cuales requieren de una asesoría especializada. Aclaró que finalmente el Servicio es el que evalúa la fiscalización.


El señor Devillaine manifestó que es una situación extraordinaria y muy acotada, basados en una resolución fundada para los casos de una paralización temporal o cierres parciales, que son situaciones riesgosas y urgentes.


Acotó la señora Pérez que son organismos auxiliares que actúan por decisión fundada del Servicio, el cual no pierde sus facultades.


Hizo presente la asesora señora Larraín que, en todo caso, el informe no es vinculante.


El artículo 18 fue aprobado con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 19.- Procedimiento y efectos de las auditorías. El Reglamento regulará las normas con arreglo a las cuales se elaborarán los informes técnicos de auditoría. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


La evaluación de los informes que efectúe el Servicio y las eventuales controversias que se generen, a ese respecto, se regirán, en lo no dispuesto en el presente artículo, por la ley 19.880.


Con el mérito de los informes de auditoría, presentados por la empresa y los actos que en el ejercicio de sus atribuciones de fiscalización realice el Servicio, procederá a resolver en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la referida auditoría, pronunciándose respecto de las medidas concretas y específicas que deberán adoptarse por la empresa minera en la actualización periódica o extraordinaria del plan de cierre aprobado.”.


El artículo 19 fue aprobado con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“Párrafo 2º

Normas particulares


Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera tales como ingenieros de minas, ingenieros de ejecución  en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos  diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas  constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría  de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los  requisitos señalados en el  numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido, durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley 18.045;


c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 Unidades de Fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren procesados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren procesados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva.”.


Indicó el Honorable Senador señor Prokurica que la enumeración del numeral 1 es muy taxativa, y que en su opinión deja fuera a profesionales que pueden tener una vasta experiencia en el área minera.


Por su parte, la Honorable Senadora señora Rincón indicó que debería ser causal de exclusión del Registro el incumplimiento grave de las obligaciones laborales, tal como se ha efectuado recientemente en varias disposiciones legales, por ejemplo, la modificación al Transantiago.


Agregó que la misma Dirección del Trabajo otorga certificados de no tener reclamos vigentes.


Acotó el Honorable Senador señor Prokurica que las infracciones deben ser reiteradas, no se trata de sancionar si es algo ocasional, pues de lo contrario muchos empresarios no podrían participar.


La Comisión resolvió en el punto 1. sustituir la palabras “tales como” por la expresión “, entre otras,”.


Asimismo, acordó agregar al punto final (que pasa a ser punto seguido) del último inciso, el siguiente párrafo: “Tampoco podrán ser incorporados y serán eliminados del Registro, aquellas sociedades que hayan sido condenadas, de manera grave y reiterada, por práctica antisindical o infracción a los derechos fundamentales del trabajador o registraren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social vigentes, lo que se acreditará mediante el correspondiente certificado.”.


El artículo 20 fue aprobado con la modificación al punto 1. antes citado y otras enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica. La enmienda al inciso final fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Los auditores externos al solicitar su inscripción en el Registro Público deberán acompañar en forma conjunta con su solicitud de inscripción, informe que incorpore la descripción específica y detallada de la metodología de trabajo, la que deberá contener a lo menos el desarrollo del plan de auditoría respecto de los contenidos mínimos señalados en las guías metodológicas confeccionadas por el Servicio. Sin perjuicio de lo anterior todo auditor deberá especificar:


a) Los estándares técnicos a que sujetará su plan de auditoría;


b) Los parámetros de certificación;


c) El procedimiento de control y verificación;


d) La política de confidencialidad y el manejo de la información privilegiada;


e) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.”.


El artículo 21 fue aprobado con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO V

ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación de ajustes a los planes de cierre


Artículo 22.- De la implementación de actualizaciones del plan de cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser actualizado durante la operación minera  en cuanto a su programación de ejecución, de manera de ser implementado progresiva e íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella de acuerdo al avance efectivo del proyecto.


Con el mérito del informe de auditoría y de lo resuelto a su respecto por el Servicio, la empresa minera deberá  proceder a la actualización de su plan de cierre.


Las modificaciones a la fase de cierre, que se consignaren en una resolución de calificación ambiental, obligan a la modificación del plan de cierre respectivo, en conformidad a lo establecido en la ley 19.300 y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Las actualizaciones de los planes de cierre incluirán, materializarán y concretarán progresivamente, para todos los efectos legales, los objetivos ambientales contenidos en la resolución de calificación ambiental del proyecto para la fase de cierre.”.


El artículo 22 fue aprobado con ajustes formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 23.- Procedimiento de actualización del plan de cierre. Dentro del plazo de noventa días contados desde la notificación de la resolución que se pronuncia respecto de la auditoría del plan de cierre, la empresa minera deberá presentar ante el Servicio el proyecto de actualización de su plan de cierre.


La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización, deberá dictarse dentro del plazo de treinta días, contados desde su ingreso al Servicio.


En contra de la resolución que se pronunciare sobre el proyecto de actualización del plan de cierre, procederá recurso de reposición dentro del término de diez días.”.

El artículo 23 fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones


Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Las empresas mineras podrán paralizar temporalmente sus operaciones mineras. Previo al cese temporal de sus operaciones mineras, deberán obtener la aprobación de un plan de cierre temporal que contenga las medidas destinadas a velar por el adecuado mantenimiento de sus instalaciones y mitigación de los efectos que con ello pudieren causar, durante el cese temporal, debiendo mantener vigentes todas las garantías constituidas.


El proyecto de cierre temporal, deberá especificar el plazo propuesto de paralización, el que no podrá exceder de dos años, así como los detalles de su plan de cierre temporal y de las medidas antes señaladas.


El proyecto de cierre temporal y el plazo de paralización serán autorizados y calificados por resolución debidamente fundada del Director.


Antes del término del plazo de paralización autorizado, la empresa minera podrá solicitar, con causa justificada, la ampliación del mismo hasta por un máximo de tres años adicionales.


Al término del periodo de paralización autorizado, la empresa podrá solicitar al Servicio, por razones calificadas, una ampliación excepcional de la paralización, el que podrá autorizarlo por resolución fundada, previa puesta a disposición del mismo de un monto adicional de garantía equivalente al 30% del total de la garantía, la que deberá ser  constituida en instrumentos tipo A.1., cualquiera que fuese la situación que la obligare por aplicación de las reglas establecidas en el Título XIII.

Si no se efectuare reanudación de la faena en los plazos referidos y concluidos que fueren los períodos de paralización autorizados  el Servicio procederá conforme a lo dispuesto en el Título XI, con el objeto de hacer efectiva y ejecutar la totalidad de la garantía.”.


El artículo 24 fue aprobado con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 25.- Sanción en caso de abandono. Los representantes legales de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.”.


El artículo 25 fue aprobado sin observaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO VI

DE LAS SERVIDUMBRES


Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Los predios superficiales y las concesiones mineras que comprendan o estén comprendidas por una faena minera estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución del plan de cierre, conservándose a su respecto las servidumbres que existan al tiempo  de la operación minera, incluso hasta después de que ella esté concluida y por todo el tiempo que deba ejecutarse el plan de cierre, pero limitado sólo al área que se requiera para tal ejecución. En caso de no existir dichas servidumbres u otros derechos sobre los predios superficiales o concesiones mineras  que permitan ejecutar  el plan de cierre a la empresa minera, ésta podrá obtener, en su favor, una servidumbre para tales efectos, quedando ella limitada al área necesaria y con el propósito exclusivo de dar cumplimiento al plan de cierre.


En todo lo no previsto en el presente título, resultarán aplicables las normas de los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.”.


El artículo 26 fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO VII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE


Artículo 27.- Del cumplimiento del plan de cierre. El plan de cierre deberá ser implementado íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella, durante la operación minera.


Implementada la totalidad de las medidas y actividades comprometidas en el plan de cierre en cumplimiento del objeto de esta ley, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio de la faena minera, así como demás antecedentes que den cuenta del cumplimiento del plan de cierre de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El contenido del informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo resolver dentro del plazo de treinta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.


El Servicio mediante resolución fundada, se pronunciará respecto al cumplimiento de plan de cierre.”.


El artículo 27 fue aprobado con enmiendas meramente formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas  contempladas en el plan de cierre.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, esta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Una vez iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre  se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;


b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.”.


El artículo 28 fue aprobado, con ajustes gramaticales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 29.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Ejecutado el plan de cierre conforme al mismo instrumento, incluidas sus actualizaciones, el Servicio emitirá uno o más certificados que acreditarán el cierre de la faena minera de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.”.


El artículo 29 fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 30.- Tipos de certificado de cumplimiento. El Servicio otorgará dos tipos de certificados de cumplimiento:


a) Certificado de cierre parcial, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de la faena minera;


b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren ejecutadas la totalidad de las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera y se haya materializado el aporte al fondo de post cierre de acuerdo a lo establecido en el Título XIV de la presente ley.”.


El artículo 30 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 31.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará  a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


La emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El Servicio ordenará la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.”.


El artículo 31 fue aprobado sin observaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 32.- Efectos de los certificados. Los certificados acreditarán el cumplimiento íntegro de los deberes y obligaciones de la empresa minera establecidos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.”.


Como resultado de la discusión del artículo 57 la Comisión acordó agregar en el artículo 32 un nuevo inciso segundo del siguiente tenor:


 “El que maliciosamente otorgare u obtuviere un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.”.

El artículo 32 fue aprobado, con la enmienda citada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“TÍTULO VIII

RESPONSABILIDAD


Artículo 33.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es responsable del cumplimiento del plan de cierre, ya sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros.”.

El artículo 33 fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 34.- Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales de la empresa minera o quienes resulten responsables de incumplir negligentemente la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.”.


La Comisión acordó suprimir la expresión “negligentemente”, ya que, de lo contrario, obligaría al Servicio a probar dicha circunstancia.


Con la salvedad antedicha, se aprobó el artículo 34 por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 35.- Quiebra de la empresa minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Servicio o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El valor del plan de cierre debidamente aprobado por el Servicio, constituirá un crédito de primera clase, de aquellos establecidos en el número noveno del Artículo 2472 del Código Civil.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.”.


El artículo 35 fue aprobado con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TÍTULO IX

FISCALIZACIÓN y SUPERVIGILANCIA


Artículo 36.- Fiscalización. Será de competencia exclusiva del Servicio fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado dentro del ámbito de sus competencias.”.


El artículo 36 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 37.- Facultades fiscalizadoras. En virtud de las atribuciones conferidas por esta ley, el Servicio podrá:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos  efectos, contratar servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.”.


La Comisión observó que la contratación mencionada en la frase final de la letra b), podría ser a título gratuito u oneroso, pero al no mencionarlo expresamente pareciera que se excluye la gratuidad en la asesoría.


La Comisión hizo suya la observación y la incorporó al texto.


Con la modificación antedicha y algunos ajustes formales, el artículo 37 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 38.- Ejercicio de la fiscalización. Las facultades de fiscalización deberán ser ejercidas de acuerdo al principio de probidad administrativa y con racionalidad.


Los fiscalizadores del Servicio estarán facultados para recabar la información necesaria para el ejercicio de las competencias establecidas en esta ley.


En casos de impactos no previstos  en los planes de cierre y a propósito del ejercicio de la facultad contemplada en la letra (d) del artículo 37, los fiscalizadores podrán requerir, a costa de la empresa, la realización de los estudios pertinentes.

Los fiscalizadores del Servicio, están facultados para inspeccionar y evaluar las condiciones de funcionamiento de la totalidad de las instalaciones que formen parte de las faenas mineras, con el objeto de controlar el cumplimiento del plan de cierre.


Para tales efectos, la empresa minera, o quienes actúan en su representación les facilitarán el acceso a la faena, las veces que el Servicio estimare necesario, debiendo proporcionar en forma oportuna la información necesaria a los fines específicos de la fiscalización.


En caso de negativa de acceso a la faena minera, el Director podrá solicitar, previa resolución fundada, el auxilio de la fuerza pública.


Los funcionarios del Servicio, tendrán el carácter de ministros de fe, respecto de los hechos que constataren dentro del ámbito de sus competencias y en ejercicio de las facultades fiscalizadoras establecidas en este Título. Para dar fe de los hechos que constataren, en ejercicio de sus facultades, se requerirá la concurrencia a la faena de al menos dos funcionarios del Servicio, quienes deberán autorizar las actas de fiscalización en que consten las correspondientes actuaciones.


Los funcionarios del Servicio deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización. La infracción a esta obligación podrá ser sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que procediere.”.

El Honorable Senador señor Prokurica objetó el inciso sexto del artículo propuesto porque, en su opinión, la fuerza pública sólo debe proceder previa orden judicial. Precisó que se puede transformar en una fuente de conflicto el que la autoridad administrativa pueda decretarla unilateralmente.


Observó el Subsecretario señor Wagner que en este caso no es discrecional, ya que se exige la negativa de acceso y la resolución fundada del Servicio. Agregó que se trata de situaciones urgentes que pueden generar riesgo.


Sometida a votación el artículo 38, fue aprobada con algunas modificaciones formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica, con excepción del inciso sexto que fue aprobado por dos votos a favor, de la Honorable Senadora señora Rincón y del Honorable Senador señor Orpis, y uno en contra del Honorable Senador señor Prokurica.
“TÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las Infracciones a esta Ley


Artículo 39.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente y sancionar a quienes incurrieren en las infracciones a la presente ley y su reglamento, resultando aplicable el procedimiento administrativo establecido en la ley 19.880.


En contra de la resolución del Servicio procederá recurso de reposición el que podrá deducirse dentro del plazo de diez días contados desde la notificación por carta certificada de la misma.

Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento de la justicia ordinaria.”.


La Comisión reparó que la referencia a la justicia ordinaria debía ser realizada al Ministerio Público.

El artículo 39 fue aprobado con la modificación antes citada y otras de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y podrán ser objeto de sanción, las siguientes conductas:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma  establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas y/o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía durante la vida útil de la faena;


h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


i) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


j) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


k) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley;


l) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.”.


El artículo 40 fue aprobado sin modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 41.- Sanciones. El Servicio, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:


a) Multas de 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Constitución y puesta a disposición, de la totalidad de la garantía, en instrumento tipo A.1 en el plazo de treinta días;


d) Multa desde 50 UTM hasta 300 UTM respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior. 


La sanción contemplada en la letra c) del presente artículo sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras j) y k) del artículo anterior.”.


El artículo 41 fue aprobado sin observaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la Ley 19.880.”.


El artículo 42 fue aprobado con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

“Artículo 43.- Sanciones pecuniarias. Las multas que esta ley establece, y que corresponda aplicar al Servicio, serán impuestas administrativamente por el Director. Las mismas deberán ser enteradas al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente y aquellas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


La multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone y la responsabilidad por infracciones a esta ley se extinguirá en el plazo de tres años.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIV de esta ley.”.

Consultado por el plazo especial de tres años para la prescripción de la multa, señaló el señor Subsecretario que se optó por poner el mismo plazo de los impuestos, ya que de lo contrario tendría la prescripción ordinaria del Código Civil que es de cinco años, lo que parece excesivo.

El Honorable Senador señor Prokurica señaló que no le parece conveniente que sea el mismo Servicio quien reciba las multas.


El asesor señor Astorquiza aclaró que estas multas van a un fondo post cierre, el que además se financia con otros ingresos como señala los artículos 55 y siguientes.


El Subsecretario señor Wagner indicó que el modelo del plan de cierre está planteado con revisiones obligatorias y periódicas, por lo que no es muy probable que se produzca un excesivo gasto para el estado en la etapa de post cierre. Agregó que debiera tratarse de algún proceso no contemplado en el plan de cierre que se detecte posteriormente.


La Comisión acordó reemplazar en el inciso primero la expresión “Las mismas deberán ser enteradas” por “El pago de las mismas deberá ser acreditado”.


El artículo 43 fue aprobado, con la modificación antes citada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
“TITULO XI

DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE CIERRE Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN


Artículo 44.- Declaración del incumplimiento. Constituirán causales de incumplimiento de la obligación de cierre de faenas mineras:


1. La falta de implementación de la totalidad de medidas y actividades contempladas en el plan de cierre aprobado, o sus respectivas actualizaciones.


2. La implementación parcial, inadecuada o inoportuna de las medidas de cierre contempladas en el plan aprobado.


En caso que el plan de cierre no fuere implementado íntegra y oportunamente, en conformidad a su programación global y de detalle, el Servicio, mediante resolución fundada, declarará el incumplimiento del plan de cierre.


Si el incumplimiento versare sobre materias cuya calificación estuvieren contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental e incidiere en la determinación del incumplimiento total o parcial  del Plan de Cierre, el Servicio deberá resolver previa consulta vinculante a la Superintendencia de Medio Ambiente, la que deberá informar dentro del plazo de quince días.


El Servicio resolverá el incumplimiento y notificará dicha resolución a la empresa minera mediante carta certificada.


En contra de la resolución que resuelva el incumplimiento total o parcial del plan de cierre, procederá, recurso de reposición, el que deberá deducirse  dentro del término de diez días de notificada la referida resolución.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las sanciones que en ejercicio de sus facultades legales el Servicio imponga.


Respecto de la resolución que rechazare total o parcialmente la reposición deducida por la empresa minera, procederá reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en la forma establecida por los artículos siguientes.”.

El artículo 44 fue aprobado con observaciones formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 45.- La empresa minera que estimare que la resolución del Servicio que declare el incumplimiento no se ajusta a la ley o al reglamento, podrá reclamar de la misma, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al emplazamiento físico de la faena.”.


El artículo 45 fue aprobado sin enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 46.- La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio y éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Servicio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte de Apelaciones podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte de Apelaciones dictará sentencia dentro del término de quince días. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.


Si se solicitare orden de no innovar la Corte deberá requerir informe al Servicio dentro del plazo de 24 horas a efectos que el mismo justificare la negativa a su otorgamiento fundado en los riesgos inminentes que su otorgamiento podría ocasionar daño a la salud de las personas o al medio ambiente.”.


El artículo 46 fue aprobado con modificaciones formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 47.- De la aplicación de la garantía. Determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al Servicio en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.

En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos, el Servicio, deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.”.


El artículo 47 fue aprobado, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“TITULO XII

DE LOS PLANES DE CIERRE DE FAENAS DE HIDROCARBUROS


Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.

Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley  19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.”.

La Comisión fue de parecer de suprimir, en el inciso tercero la expresión “cuando correspondiere” y la coma que la sigue, porque será la propia ley N° 19.300 la que determine cuando corresponde.

El artículo 48 fue aprobado, con la modificación precedente y ajustes formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“TÍTULO XIII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO


Artículo 49.- Obligatoriedad y objeto de la garantía. Toda empresa minera que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso anterior.


La puesta a disposición al Servicio del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo, para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, este mandato tendrá carácter gratuito.”.

La Comisión acordó, por razones de redacción, suprimir en el inciso primero la palabra minera.

El artículo 49 fue aprobado, con la enmienda antes citada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 50.- Determinación de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre, contempladas para el período de operación de la faena hasta al término de su vida útil, así como las medidas de seguimiento y control requeridas para la etapa de post cierre.


El cálculo de la vida útil se efectuará en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una persona competente en recursos y reservas mineras, lo que se determinará de acuerdo a los niveles anuales de extracción de mineral, y en conformidad a lo establecido en la ley 20.235.


La actualización a valor presente considerará la tasa de descuento de los Bonos en Unidades de Fomento publicada por el Banco Central (BCU) de al menos diez años, o el instrumento financiero emitido por dicho Banco que lo reemplace.

El monto deberá incluir, además, el valor presente de los costos de administración del entero plan de cierre de faenas, ejecutado directamente por la empresa minera o por un tercero contratado al efecto, por la misma, o por el Servicio, en su nombre y representación, de acuerdo con el procedimiento señalado en el presente Título.


Las actualizaciones y ajustes al monto de la garantía, que se produzcan una vez iniciadas las operaciones de explotación, se efectuarán dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación de la aprobación de las actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en esta ley y el reglamento.”.


El artículo 50 fue aprobado con observaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

Artículo 51.- Integridad, estabilidad y suficiencia de la garantía. La empresa minera deberá velar por la integridad,  suficiencia y estabilidad de la garantía durante toda la vida útil de la faena.


Toda contingencia que afectare a la empresa, y pudiere afectar los instrumentos otorgados en garantía, deberá ser informada al Servicio, en el plazo de tres días hábiles, a efecto que el mismo, en el  plazo de treinta días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


En el caso de fusiones, transformaciones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique un cambio total o parcial del dominio, la forma, composición o naturaleza jurídica de la empresa minera sujeta a la obligación de cierre, la misma o la continuadora, seguirá afecta a las obligaciones que se hubieren determinado de acuerdo a la presente ley.


En caso que las operaciones anteriores importaren la enajenación del  activo de la empresa minera o la cesión del mismo a cualquier título, a un tercero, le será oponible a éste, la obligación de cierre, así como la de garantía, la que subsistirá de forma indivisible en el adquirente o sucesor, que se considerará la empresa minera, para todos los  efectos previstos en la presente ley.

Todas las modificaciones y operaciones, contenidas en los incisos anteriores deberán informarse al Servicio, en el plazo de diez días hábiles contados, en su caso, desde la última formalidad requerida, con el objeto que el Servicio dentro del plazo de 30 días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.”.


La Comisión consideró excesivo el plazo de diez días del inciso final para informar al Servicio, por lo que acordó reducirlo a tres.


El artículo 51 fue aprobado, con la modificación mencionada y otras formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancaria de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del D.L. 3.500, de noviembre de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.

A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. “.


El Subsecretario señor Wagner informó que en los artículos siguientes se indica la forma en que se compone cada tipo de garantía.


Agregó que la empresa tiene la obligación de informar constantemente de los activos y su calificación y por su parte el Servicio debe también permanentemente certificar el cambio de composición de los mismos. Añadió que la liquidez está definida en proporción al grado de avance del proyecto, que en el último tercio sólo puede estar constituido por instrumentos A1.


La Comisión acordó suprimir en el numeral A2) la referencia al mes en que se dictó el decreto ley que allí se indica.


El artículo 52 fue aprobado con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 53.- Plazo y forma de otorgar y poner a disposición la garantía. El plazo para extender y poner a disposición el monto de la garantía, es el que resulte de aplicar las reglas siguientes:


1. Cuando la vida útil estimada de la faena fuere menor a veinte años, el total de la misma  deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro de los dos tercios de esa vida útil estimada.


2. Cuando la vida útil estimada de la faena excediere de veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro del plazo de quince años.


La empresa minera comenzará a constituir la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.


En el plazo de treinta días contados a partir de esa comunicación, y durante el primer año, deberá constituir una garantía que no podrá ser inferior al veinte por ciento del valor presente del costo total de las medidas de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título. Su composición será equivalente a la señalada en el numeral (1.) del siguiente inciso.


A partir del segundo año de operaciones, la garantía se otorgará en forma proporcional y a prorrata del plazo establecido para constituirla o ponerla a disposición íntegramente. La composición de ésta, será la siguiente:


1. Hasta completar el primer tercio del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo de la siguiente forma: Cuarenta por ciento, al menos, en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento, en instrumentos A.2; y hasta veinte por ciento en instrumentos A.3.


2. Entre el final del primer tercio y hasta completar el segundo tercio, del mismo plazo, de la siguiente forma: sesenta por ciento, al menos en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento en instrumentos A.2.


3. Entre el final del segundo tercio y hasta completar el plazo total para su constitución o puesta a disposición, la totalidad de la garantía deberá estar compuesta por instrumentos del tipo A.1.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en el tiempo, cuando se produzcan actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en el Título V; cambios en los costos de implementación del plan de cierre, cierres progresivos y parciales contemplados en el plan de cierre; otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Servicio, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los ajustes que importen aumentos en el monto de la garantía, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, quedarán sujetos al régimen general de constitución de garantías establecidas en el presente Título, y deberán ejecutarse dentro del plazo de treinta días, a partir de su notificación.


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía accederán a los instrumentos, incrementando el monto garantizado.”.

La Comisión observó que la redacción del inciso final no es clara.


El Subsecretario señor Wagner explicó que los instrumentos entregados en garantía generarán utilidades, y como los instrumentos son indivisibles, estas rentabilidades accederán a la garantía salvo que la empresa decida reemplazar el instrumento por otro del monto original.


La Comisión, con el objeto de una mejor redacción, sustituyó la frase “accederán a los instrumentos, incrementando” por “incrementarán”.


El artículo 53 fue aprobado, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 54.- Facultades respecto a la garantía. La idoneidad y suficiencia de la garantía, será calificada en conjunto por el Servicio y la Superintendencia de Valores y Seguros y de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos, quienes podrán delegar dicha función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.”.


El artículo 54 fue aprobado sin observaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“TÍTULO XIV

DE LA ETAPA DE POST CIERRE


Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas,  municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos y demás características definidos por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.”.


El Honorable Senador señor Gómez solicitó dejar constancia de que el resguardo a la vida y salud de las personas se encuentra comprendido dentro del espíritu de esta norma, de conformidad al objeto de la ley.


El artículo 55 fue aprobado, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.


“Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, el dinero o los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.”.

El asesor señor Astorquiza observó que el aporte en un principio se consideraba que ascendería al 10%, sin embargo finalmente se optó por hacer el cálculo para definirlo caso a caso.


En el inciso primero se corrigió la frase “el dinero o los instrumentos financieros” por “en dinero o en los instrumentos financieros”.


El artículo 56 fue aprobado, con la modificación señalada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.”.

Consultó el Honorable Senador señor Gómez por la responsabilidad de quien entrega el certificado de cierre.


El Subsecretario señor Wagner respondió que no importa tanto que haya procesos inconclusos en tanto esos procesos estén garantizados y los recursos se hayan integrado al fondo.


Agregó el asesor señor Astorquiza que el Servicio debe emitir una resolución fundada en que se precise que cumplió con el aporte al fondo y si se entrega el certificado es porque se usaron las garantías.


El Honorable Senador señor Gómez señaló que entiende que hay sanciones administrativas, pero su preocupación es que los montos involucrados son muy altos y podría haber colusión.


La Comisión acordó agregar en el artículo 32 un nuevo inciso segundo del siguiente tenor:


 “El que maliciosamente otorgare u obtuviere un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.”.

El artículo 57 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“TÍTULO XVI

OTRAS DISPOSICIONES


Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley 824 de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida.  En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse  durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.”.


El artículo 58 fue aprobado, con modificaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo 59.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad al artículo 23, 28 y 36 del Decreto Ley N°825 de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres  meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita, corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.”.

El artículo 59 fue aprobado, con observaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“DISPOSICION FINAL


La presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año luego de su publicación en el Diario Oficial de la República de Chile.


El Presidente de la República, dentro de ese plazo, dictará el reglamento  de la presente Ley.”.

La Comisión procedió a numerar como artículo 60 a esta disposición. Asimismo se reemplazó el inciso segundo por el siguiente:


“Dentro del plazo de entrada en vigencia ya señalado, deberán dictarse los reglamentos.”.

El artículo 60 fue aprobado, con las modificaciones antes citadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
“ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Las empresas mineras y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren en operación, y quedaren afectas al procedimiento de aplicación general, deberán determinar, otorgar y poner a disposición del Servicio la garantía de su plan de cierre, en la forma que se señala en los artículos siguientes.


Lo anterior no será aplicable a los contratistas de contratos especiales de operación vigentes que se hayan suscrito con el Estado de Chile. Respecto de ellos se mantendrá el régimen de garantías por cierre o abandono establecidas en los respectivos contratos.


El Servicio será competente para fiscalizar el cumplimiento de los planes de cierre o abandono de faenas de hidrocarburos y ejecutar en caso de incumplimiento y por cuenta de la misma empresa la correspondiente garantía.”.


El artículo primero transitorio fue aprobado con observaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo Segundo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la valorización de los planes de cierre aprobados por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, deberá efectuarse mediante la aprobación ambiental de la fase de cierre del mismo, cuando procediere obtenerla, de acuerdo a las normas de la Ley º19.300.


El proceso de valorización respecto de la fase de cierre, deberá efectuarse en el plazo de dos años, de manera que integre los aspectos ambientales y sectoriales aprobados por las autoridades competentes.”.


El artículo segundo transitorio fue aprobado con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo Tercero.-Luego de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente o inmediatamente a la entrada en vigencia de esta ley, la empresa minera y de hidrocarburos deberá presentar su Resolución de Calificación Ambiental aprobatoria de la fase de Cierre y elplan de cierre aprobado por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, en conjunto con la propuesta de valorización que contenga, la determinación circunstanciada del costo de ejecución del plan de cierre, y los instrumentos en que se otorgará la garantía en conformidad a lo establecido en el Título XIII de la ley. El Servicio resolverá sobre esta presentación en el plazo de sesenta días.”.


El artículo tercero transitorio fue aprobado sin modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo Cuarto.- Aprobada la valorización por el Servicio, la empresa minera y de hidrocarburos, otorgará y pondrá la garantía, a disposición del mismo, a partir del primer día hábil posterior al sexto mes de aprobada esta, en la forma dispuesta en el título XIII de la presente Ley.”.


El artículo cuarto transitorio fue aprobado con observaciones formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

“Artículo Quinto.- En contra de la resolución del Servicio que rechace, o apruebe parcialmente, la solicitud de valorización, procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse, dentro del plazo de diez días, contados desde la notificación por carta certificada de dicha resolución.”.

El artículo quinto transitorio fue aprobado sin enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.

- - - -


Como consecuencia de la aprobación de la indicación sustitutiva, la Comisión rechazó el resto de las indicaciones formuladas al proyecto aprobado en general, que son las siguientes:

Artículo 3°
Letra f)


La indicación N° 2, del Honorable Senador señor Bianchi, para sustituirla por la siguiente:


“f) Empresa Minera: la persona natural o jurídica que se dedique a la actividad de exploración, explotación o beneficio de las sustancias minerales, en los términos establecidos en el inciso sexto del número 24° del artículo 19 de la Constitución Política de la República;”.


La Comisión rechazó la indicación N° 2, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 10°

La indicación N° 3, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la frase “superior a cinco mil toneladas mensuales”, por “superior a diez mil toneladas mensuales”.


La Comisión rechazó la indicación N° 3, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 12°

La indicación N° 4, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir la frase “superior a cinco mil toneladas mensuales”, por “superior a diez mil toneladas mensuales”.


La Comisión rechazó la indicación N° 4, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 17°

La indicación N° 5, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar en el inciso primero la frase “inferior a cinco mil toneladas mensuales”; por “inferior a diez mil toneladas mensuales”.

La Comisión rechazó la indicación N° 5, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 18°

La indicación N° 6, de la Honorable Senadora señora Allende, para agregar las siguientes letras, nuevas:


“c) Un informe técnico-ambiental, a nivel de pre-factibilidad, que contenga la descripción del área de influencia de la faena o instalación, y que proyecte los efectos ambientales acumulativos mediante una metodología que permita prever la situación al término de su actividad productiva, según lo establecido en el reglamento.


d) Un informe técnico-económico, a nivel de pre-factibilidad, con la descripción pormenorizada de las medidas de cierre que se proponen, las que deberán ajustarse a los objetivos de esta ley y a las características de la faena minera y su entorno, de acuerdo con lo establecido en el reglamento.”.

La Comisión rechazó la indicación N° 6, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 19°

La indicación N° 7, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir en el inciso primero el vocablo “cinco” por “tres”.

La Comisión rechazó la indicación N° 7, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 20°

La indicación N° 8, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar en la letra a), del inciso tercero, la palabra “doce” por “treinta y seis”.

La Comisión rechazó la indicación N° 8, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadoras señoras Allende y Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 25°

La indicación N° 9, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 25.- Sanción en caso de abandono encubierto. Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que hubieren informado falsamente al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de las faenas o instalaciones mineras, serán sancionados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.


Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que con ocasión del abandono de las faenas o instalaciones mineras provocaren grave daño ambiental o para la salud de las personas, serán castigados con presidio menor en su grado medio a máximo, y con multa de cinco mil a quince mil unidades tributarias mensuales.


Si el delito a que se refiere el inciso precedente se cometiere entregando información falsa sobre la paralización temporal de las operaciones, se aumentará la pena en un grado.”.

La Comisión rechazó la indicación N° 9, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 26°

La indicación N° 10, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el artículo.

La Comisión rechazó la indicación N° 10, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 29°

La indicación N° 11, del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar el artículo.

La Comisión rechazó la indicación N° 11, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 30°

La indicación N° 12, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el artículo 30.


La Comisión rechazó la indicación N° 12, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 31°

La indicación N° 13, del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar el artículo 31.

La Comisión rechazó la indicación N° 13, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 38°

La indicación N° 14, de la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, a continuación de “por cuenta”, la expresión “y responsabilidad”.


La Comisión rechazó la indicación N° 14, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 39°

La indicación N° 15, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el artículo 39.

La Comisión rechazó la indicación N° 15, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 40°

La indicación N° 16, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir, en el inciso primero, la frase “El plan de cierre será considerado un crédito verificado y privilegiado de primera clase para estos efectos”.

La Comisión rechazó la indicación N° 16, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 47°

La indicación N° 17, del Honorable Senador señor Horvath para reemplazar la letra a), por la siguiente:

“a) Abandonar una faena o instalación minera sujeta a cumplimiento de plan de cierre previamente aprobado”.

La Comisión rechazó la indicación N° 17, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

La indicación N° 18, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir la letra e).

La Comisión rechazó la indicación N° 18, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 48°

La indicación N° 19, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la letra a), por la siguiente:

“a) Con Multas de 10 a 1.000 UTM”;


La Comisión rechazó la indicación N° 19, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

La indicación N° 20, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir la letra b).

La Comisión rechazó la indicación N° 20, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 49°

La indicación N° 21, del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar en el inciso segundo la frase “correspondiente al domicilio del Director” por “del lugar en que se encuentran las faenas mineras”.

La Comisión rechazó la indicación N° 21, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

La indicación N° 22, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el inciso tercero.

La Comisión rechazó la indicación N° 22, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.

La indicación N° 23, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar, en el inciso cuarto, los vocablos “tres” por “cinco” y “seis” por “diez”, respectivamente.

La Comisión rechazó la indicación N° 23, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Rincón y Honorables Senadores señores Orpis y Prokurica.
Artículo 61°

La indicación N° 24, de la Honorable Senadora señora Allende, para eliminar el inciso segundo.

La Comisión rechazó la indicación N° 24, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
Artículo 62°

La indicación N° 25, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el inciso segundo.


La Comisión rechazó la indicación N° 25, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
Artículo 63°

La indicación N° 26, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el artículo 63.


La Comisión rechazó la indicación N° 26, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Gómez, Orpis y Prokurica.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados precedentemente, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros el siguiente texto sustitutivo modificatorio del proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas de la industria extractiva minera se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo establecido en las demás normas que resulten aplicables en los ámbitos específicos de su competencia.


Artículo 2°.- Objeto del plan de cierre. El objeto del plan de cierre de faenas mineras es la integración y ejecución del conjunto de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que ésta se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable, así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.


El plan de cierre de las faenas de la industria extractiva minera es parte del ciclo de su vida útil.


El cierre de faenas mineras se planificará e implementará de forma progresiva, durante las diversas etapas de operación de la faena minera, por toda la vida útil.


El plan de cierre de faenas mineras debe ser ejecutado por la empresa minera, antes del término de sus operaciones, de manera tal que al cese de éstas se encuentren implementadas y creadas las condiciones de estabilidad física y química en el lugar que operó la faena.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a) Abandono: El acto por el cual la empresa minera cesa las operaciones de una o más faenas o instalaciones mineras, sin cumplir con las obligaciones que le impone esta ley y su reglamento;


b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.300;


c) Cierre Parcial: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de una faena minera, efectuada durante la operación, y cuya implementación íntegra se acredita mediante un certificado otorgado por el Servicio;


d) Cierre Final: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de todas las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre, respecto de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, efectuado al término de la operación minera y cuya implementación se acreditará mediante un certificado otorgado por el Servicio;


e) Director: El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


f) Empresa Minera: La persona natural o jurídica que a título propio o por cuenta de un tercero, ejecuta operaciones propias de la industria extractiva minera, sujetas a la obligación de cierre de faenas;


g) Estabilidad Física: Situación de seguridad estructural, que mejora la resistencia y disminuye las fuerzas desestabilizadoras, que pueden afectar obras o depósitos de una faena minera, para la cual se utilizan medidas con el fin de evitar fenómenos de falla, colapso o remoción.


Para los efectos de esta ley, se consideran medidas para la estabilización física, aquellas como, la estabilización y perfilamiento de taludes, reforzamiento o sostenimiento de éstos, compactación del depósito y otras que permitan mejorar las condiciones o características geotécnicas que componen las obras o depósitos mineros. La estabilidad física comprende asimismo, el desmantelamiento de las construcciones que adosadas permanentemente a la faena minera la aseguren;


h) Estabilidad Química: Situación de control de las características químicas que presentan los materiales contenidos en las obras, depósitos de una faena minera, cuyo fin es evitar, prevenir o eliminar si fuere necesario, la reacción química que causa acidez, evitando el contacto del agua con los residuos generadores de ácidos que se encuentren en obras y depósitos masivos mineros, tales como depósitos de relaves, botaderos, depósitos de estériles y ripios de lixiviación;


i) Faena minera e industria extractiva minera: Se entenderá por Faena Minera el conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, puertos de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.


Para los efectos de esta ley, se considerará industria extractiva minera, el conjunto de actividades relacionadas con la exploración, prospección, extracción, explotación, procesamiento, transporte, acopio, transformación, disposición de sustancias minerales, sus productos y subproductos; las sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos, en las condiciones específicas que se señalan en el Título XII. La industria extractiva minera incluirá el conjunto de obras destinadas a abrir; habilitar; desarrollar; instalar; y adosar permanentemente, en su caso, las excavaciones, construcciones, túneles, obras civiles y maquinarias que tengan estrecha relación con las actividades antes señaladas;


j) Garantía: Las obligaciones que se contraen e instrumentos que se otorgan para asegurar el cumplimiento de las cargas que derivan del plan de cierre, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;


k) Modificación sustancial del proyecto minero: Para los efectos de esta ley, constituye una modificación sustancial del proyecto, las variaciones que excedan de diez por ciento de la estimación de la vida útil del proyecto minero, sin perjuicio de las que se originaren por cambios importantes de ritmo de explotación, en las tecnologías o diseños de los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados, así como nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, producidos por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, y en general cualquier cambio en las técnicas utilizadas, que envuelven más que una simple ampliación de tratamiento para colmar las capacidades del proyecto;


l) Operación minera: Las actividades que incluyen las fases de exploración, en los casos que se encuentre sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.300, y las actividades de prospección, construcción, explotación y beneficio de minerales, de una faena minera;


m) Paralización temporal: El cese transitorio de la operación de una faena minera, el cual podrá ser total o parcial, según afecte instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


n) Plan de Cierre: El documento que especifica el conjunto de medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar desde el inicio  de la operación minera, y el programa de detalle conforme al cual deben implementarse, de manera que tienda a prevenir, minimizar o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar en la vida e integridad de las personas que se encuentran relacionadas directa e inmediatamente a las mismas, así como mitigar los efectos de la operación minera en los componentes medio ambientales comprometidos, tendientes a asegurar la estabilidad física y química de los lugares en que ésta se realice;


o) Post cierre: Es la etapa que sigue a la ejecución del plan de cierre, que comprende las actividades de monitoreo y verificación de emisiones y efluentes, y en general, el seguimiento y control de todas aquellas condiciones que resultan de la ejecución de las medidas y actividades del plan de cierre, para garantizar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar;


p) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería, y


q) Vida útil del proyecto minero: Aquel cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, en relación con los niveles anuales de extracción de mineral.


Artículo 4°.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio al plan de cierre, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales.


La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE


Artículo 5°.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. Tendrá las facultades de supervigilancia y fiscalización que establece la ley.


Al Servicio, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Aprobar, en conformidad a la resolución de calificación ambiental, las medidas que serán implementadas y actividades que serán ejecutadas para el cumplimiento de los planes de cierre de faenas mineras y sus modificaciones, de acuerdo a la presentación que hicieren los interesados;


b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;


c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;


d) Disponer o evaluar modificaciones y actualizaciones a los planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimenten los proyectos y su vida útil, en los términos del procedimiento establecido en esta ley y su reglamento;


e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;


f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;


g) Preparar guías metodológicas para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados;


h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre, y


j) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título X de esta ley.

TÍTULO III

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales


Artículo 6°.- Plan de Cierre, elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá presentar, para la aprobación del Servicio, un plan de cierre de sus faenas mineras, elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto minero, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera, establecidos en esta ley y el reglamento.


Los requisitos formales para el otorgamiento de esta aprobación, así como, los contenidos técnicos y económicos que deberá contener el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y el reglamento.


Artículo 7°.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar íntegramente todas las medidas y actividades contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado, y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


Artículo 8°.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de la exploración, explotación de una faena minera o de la operación de un establecimiento de beneficio, según correspondiere.


Artículo 9°.- Elementos del plan de cierre. La empresa minera deberá presentar un plan de cierre que contemplare la totalidad de la faena minera, el que contendrá y especificará todas las medidas y actividades de cierre contempladas. Podrá asimismo, presentar planes de cierre parcial, los que deberán ejecutarse durante la operación minera, de acuerdo a la programación global y de detalle aprobada por el Servicio, de acuerdo a lo dispuesto por esta ley.


Los Planes de Cierre que se sometan a aprobación del Servicio, tendrán carácter público, y se regirán por las disposiciones de la ley N° 20.285.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del plan de cierre


Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. El plan de cierre de faenas mineras, se someterá a aprobación del Servicio, a través del procedimiento de aplicación general o simplificado.


La exploración minera, de la forma establecida en la ley N° 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado. 


Se sujetará al procedimiento de aplicación general, la empresa minera cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas (10.000 t) mensuales.


Resultará aplicable el procedimiento simplificado, a la empresa minera cuya capacidad de extracción o beneficio de mineral sea igual o inferior a la señalada en el inciso anterior.


Lo dispuesto en el inciso anterior, rige para efectos de esta ley, y no modifica las normas establecidas en la ley N° 19.300, para el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.

1. Del procedimiento de aplicación general


Artículo 11.- Efectos del procedimiento de aplicación general. La empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general quedará sujeta a la obligación establecida en el Título XIII de esta ley.


Artículo 12.- Pronunciamiento sobre el plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse sobre el plan de cierre de la empresa minera, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación.


El Servicio podrá solicitar, dentro del plazo de treinta días, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, que se estimaren necesarias, o que referidas a información esencial del plan de cierre, sirvieren para complementar o salvar omisiones en su presentación. Las mismas deberán presentarse dentro del término de treinta días. El ejercicio de esta facultad suspenderá el transcurso del plazo legal para pronunciarse.


Cuando la empresa minera hiciere entrega de la información requerida, o dejare transcurrir el plazo sin hacerlo, el Servicio emitirá pronunciamiento en los términos antes señalados.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio, previa resolución fundada, y atendido los nuevos antecedentes presentados por la empresa minera, podrá ampliar el plazo para pronunciarse sobre el plan de cierre, hasta por diez días.


Artículo 13.- Requisitos del plan de cierre. El plan de cierre deberá, a lo menos, contener los antecedentes y acompañar, los documentos que se señalan a continuación:


a) Individualización completa de la empresa minera, escrituras sociales de constitución, con especificación de su RUT y de su representante legal;


b) Descripción de la faena minera, con indicación de sus instalaciones, sus características, procesos y productos, la enunciación de las áreas que comprende y de los depósitos e insumos que utilizará. De la misma forma deberá considerar los aspectos geológicos y atmosféricos del área en que se encuentra;


c) Resolución de calificación ambiental, aprobatoria, cuando corresponda, de acuerdo a la ley N° 19.300;

d) Informe técnico elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras de aquellas señaladas en la ley N° 20.235, que se pronuncie acerca de la vida útil del proyecto minero;


e) El conjunto de medidas y actividades propuestas por la empresa minera para obtener la estabilidad física y química del lugar donde se encuentra la faena minera;


f) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya a la unidad de fomento, y la programación global y de detalle de ejecución de las medidas de cierre contempladas en él;


g) Un programa y una estimación de costos de las medidas de post cierre, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya dicha unidad, y la programación de su ejecución;


h) La cantidad de dinero o monto representativa del costo del plan de cierre que será garantizado, el período por el cual esa caución se otorgará, de acuerdo a la vida útil del proyecto establecida en la forma descrita en la letra d), y los instrumentos que se utilizarán, e 


i) Cualquier otro documento que sirva de fundamento al plan de cierre o de base para su elaboración.


Artículo 14.- Aprobación o rechazo del plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de cierre, mediante la dictación de una resolución fundada, de aprobación o rechazo del mismo dentro del plazo legal.


El Servicio podrá requerir a la empresa minera, en el plazo de treinta días a partir de la presentación del plan de cierre, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que fueren necesarias. El plazo legal para pronunciarse sobre él, se suspenderá por el tiempo que dure el ejercicio de esta facultad.


El plan de cierre será aprobado cuando cumpla los requisitos establecidos por esta ley y de acuerdo a la resolución de calificación ambiental cuando correspondiere.


Si el Servicio rechazare el plan de cierre, indicará las correcciones, rectificaciones y modificaciones precisas y específicas que estimare procedentes al plan de cierre, a efectos de ajustar el mismo a las medidas técnicas necesarias conforme a la presente ley. Los aspectos que no fueren observados se tendrán por aprobados.


Artículo 15.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los planes de cierre de faenas mineras presentados por los interesados, la que deberá contener:


a) Identificación de la empresa minera, de la respectiva faena minera y su o sus representantes legales;


b) Mención de la vida útil estimada del proyecto minero;


c) El conjunto de medidas técnicas y actividades comprometidas para la ejecución del plan de cierre, y la programación global de su ejecución, y


d) La estimación de los costos del plan de cierre, que serán garantizados por la empresa minera.

2. Del procedimiento simplificado


Artículo 16.- Presentación del plan de cierre. Las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, elaborarán su plan de cierre incluyendo en el mismo los antecedentes a que se refieren los literales a), b) y e) del artículo 13, y conforme a las guías metodológicas que preparará el Servicio. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de acompañar al mismo la resolución de calificación ambiental favorable si procediere.


El Servicio pondrá a disposición de los interesados las guías metodológicas que especifiquen los estándares técnicos aplicables a las empresas mineras sometidas a este procedimiento, y que servirán para la elaboración y complementación de los proyectos de planes de cierre simplificado, conforme a lo establecido en la ley.


Artículo 17.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. La resolución que se pronuncie sobre un plan de cierre de faenas mineras sometidas al procedimiento simplificado, contendrá los siguientes antecedentes:


a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalaciones como, asimismo, de sus representantes legales;


b) Un listado de las medidas y actividades específicas a que quedará sujeta la ejecución del plan de cierre, y


c) La programación de su ejecución.

TÍTULO IV

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Objetivos


Artículo 18.- De las auditorías periódicas y extraordinarias. Finalidad, periodicidad y elección del auditor. Las empresas mineras que se encontraren sujetas al procedimiento de aplicación general, deberán hacer auditar su plan de cierre cada cinco años, a su costo y de acuerdo al programa de fiscalización que elaborará el Servicio.


El objeto de las auditorías es certificar al Servicio la adecuación y cumplimiento del contenido del plan de cierre y de su actualización, así como la sujeción a su programación de ejecución, de manera de velar por su implementación y avance efectivo en relación al proyecto minero específico.


El Servicio podrá, mediante resolución fundada, ordenar la elaboración de auditorías extraordinarias a costa de la empresa minera, cuando se trate de situaciones graves que relacionadas con la adecuación, modificación o rectificación del plan de cierre requieran mayor nivel de información o se encuentren específicamente asociadas a paralizaciones temporales o cierres parciales. 


La empresa minera podrá presentar al Servicio auditoría voluntaria de su plan de cierre, cuando se produjere una modificación al proyecto minero, que pudiere incidir en la adecuación o modificación del plan de cierre.


Sobre la base del resultado de dichas auditorías, el Servicio podrá ordenar fundadamente la adecuación, cumplimiento parcial o actualización extraordinaria del plan de cierre.


La auditoría será efectuada por aquellos auditores que se encuentren inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


La empresa minera tendrá la facultad de elegir el auditor de entre los que figuren en el Registro antes señalado. De igual forma y en caso de auditorías extraordinarias, el Servicio podrá designar de entre los inscritos en el Registro, el auditor competente.


Artículo 19.- Procedimiento y efectos de las auditorías. El Reglamento regulará las normas con arreglo a las cuales se elaborarán los informes técnicos de auditoría. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


La evaluación de los informes que efectúe el Servicio y las eventuales controversias que se generen, a ese respecto, se regirán, en lo no dispuesto en el presente artículo, por la ley N° 19.880.


Con el mérito de los informes de auditoría, presentados por la empresa y los actos que en el ejercicio de sus atribuciones de fiscalización realice el Servicio, procederá a resolver en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la referida auditoría, pronunciándose respecto de las medidas concretas y específicas que deberán adoptarse por la empresa minera en la actualización periódica o extraordinaria del plan de cierre aprobado.

Párrafo 2º

Normas particulares


Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, entre otros, ingenieros de minas, ingenieros de ejecución en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los requisitos señalados en el numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, y


c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 unidades de fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. Tampoco podrán ser incorporados y serán eliminados del Registro, aquellas sociedades que hayan sido condenadas, de manera grave y reiterada, por práctica antisindical o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador o registraren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, lo que se acreditará con el correspondiente certificado.


Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Los auditores externos, al solicitar su inscripción en el Registro Público, deberán acompañar en forma conjunta con su solicitud de inscripción, informe que incorpore la descripción específica y detallada de la metodología de trabajo, la que deberá contener a lo menos el desarrollo del plan de auditoría respecto de los contenidos mínimos señalados en las guías metodológicas confeccionadas por el Servicio. Sin perjuicio de lo anterior, todo auditor deberá especificar:


a) Los estándares técnicos a que sujetará su plan de auditoría;


b) Los parámetros de certificación;


c) El procedimiento de control y verificación;


d) La política de confidencialidad y el manejo de la información privilegiada, y


e) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO V

ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación de ajustes a los planes de cierre


Artículo 22.- De la implementación de actualizaciones del plan de cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser actualizado durante la operación minera en cuanto a su programación de ejecución, de manera de ser implementado progresiva e íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella de acuerdo al avance efectivo del proyecto.


Con el mérito del informe de auditoría y de lo resuelto a su respecto por el Servicio, la empresa minera deberá proceder a la actualización de su plan de cierre.


Las modificaciones a la fase de cierre, que se consignaren en una resolución de calificación ambiental, obligan a la modificación del plan de cierre respectivo, en conformidad a lo establecido en la ley N° 19.300 y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Las actualizaciones de los planes de cierre incluirán, materializarán y concretarán progresivamente, para todos los efectos legales, los objetivos ambientales contenidos en la resolución de calificación ambiental del proyecto para la fase de cierre.


Artículo 23.- Procedimiento de actualización del plan de cierre. Dentro del plazo de noventa días contados desde la notificación de la resolución que se pronuncia respecto de la auditoría del plan de cierre, la empresa minera deberá presentar ante el Servicio el proyecto de actualización de su plan de cierre.


La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización, deberá dictarse dentro del plazo de treinta días, contados desde su ingreso al Servicio.


En contra de la resolución que se pronunciare sobre el proyecto de actualización del plan de cierre, procederá recurso de reposición dentro del término de diez días.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones


Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Las empresas mineras podrán paralizar temporalmente sus operaciones mineras. Previo al cese temporal de sus operaciones mineras, deberán obtener la aprobación de un plan de cierre temporal que contenga las medidas destinadas a velar por el adecuado mantenimiento de sus instalaciones y mitigación de los efectos que con ello pudieren causar durante el cese temporal, debiendo mantener vigentes todas las garantías constituidas. 


El proyecto de cierre temporal, deberá especificar el plazo propuesto de paralización, el que no podrá exceder de dos años, así como los detalles de su plan de cierre temporal y de las medidas antes señaladas.


El proyecto de cierre temporal y el plazo de paralización serán autorizados y calificados por resolución debidamente fundada del Director.


Antes del término del plazo de paralización autorizado, la empresa minera podrá solicitar, con causa justificada, la ampliación del mismo hasta por un máximo de tres años adicionales.


Al término del periodo de paralización autorizado, la empresa podrá solicitar al Servicio, por razones calificadas, una ampliación excepcional de la paralización, el que podrá autorizarlo por resolución fundada, previa puesta a disposición del mismo de un monto adicional de garantía equivalente al 30% del total de la garantía, la que deberá ser constituida en instrumentos tipo A.1, cualquiera que fuese la situación que la obligare por aplicación de las reglas establecidas en el Título XIII.  


Si no se efectuare reanudación de la faena en los plazos referidos, y concluidos que fueren los períodos de paralización autorizados, el Servicio procederá conforme a lo dispuesto en el Título XI, con el objeto de hacer efectiva y ejecutar la totalidad de la garantía.


Artículo 25.- Sanción en caso de abandono. Los representantes legales de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VI

DE LAS SERVIDUMBRES


Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Los predios superficiales y las concesiones mineras que comprendan o estén comprendidas por una faena minera estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución del plan de cierre, conservándose a su respecto las servidumbres que existan al tiempo de la operación minera, incluso hasta después de que ella esté concluida y por todo el tiempo que deba ejecutarse el plan de cierre, pero limitado sólo al área que se requiera para tal ejecución. En caso de no existir dichas servidumbres u otros derechos sobre los predios superficiales o concesiones mineras que permitan ejecutar el plan de cierre a la empresa minera, ésta podrá obtener, en su favor, una servidumbre para tales efectos, quedando ella limitada al área necesaria y con el propósito exclusivo de dar cumplimiento al plan de cierre.


En todo lo no previsto en el presente Título, resultarán aplicables las normas de los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.

TÍTULO VII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE


Artículo 27.- Del cumplimiento del plan de cierre. El plan de cierre deberá ser implementado íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella, durante la operación minera.


Implementada la totalidad de las medidas y actividades comprometidas en el plan de cierre en cumplimiento del objeto de esta ley, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio de la faena minera, así como los demás antecedentes que den cuenta del cumplimiento del plan de cierre de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El contenido del informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo resolver dentro del plazo de treinta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.


El Servicio mediante resolución fundada, se pronunciará respecto al cumplimiento de plan de cierre.


Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas contempladas en el plan de cierre.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, ésta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Una vez iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;


b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.


Artículo 29.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Ejecutado el plan de cierre conforme al mismo instrumento, incluidas sus actualizaciones, el Servicio emitirá uno o más certificados que acreditarán el cierre de la faena minera de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.


Artículo 30.- Tipos de certificado de cumplimiento. El Servicio otorgará dos tipos de certificados de cumplimiento:


a) Certificado de cierre parcial, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de la faena minera;


b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren ejecutadas la totalidad de las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera y se haya materializado el aporte al fondo de post cierre de acuerdo a lo establecido en el Título XIV de la presente ley.


Artículo 31.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


La emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El Servicio ordenará la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.


Artículo 32.- Efectos de los certificados. Los certificados acreditarán el cumplimiento íntegro de los deberes y obligaciones de la empresa minera establecidos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.


El que maliciosamente otorgare u obtuviese un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.

TÍTULO VIII

RESPONSABILIDAD


Artículo 33.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es responsable del cumplimiento del plan de cierre, ya sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros.


Artículo 34.- Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales de la empresa minera o quienes resulten responsables de incumplir la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 35.- Quiebra de la empresa minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Servicio o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El valor del plan de cierre debidamente aprobado por el Servicio, constituirá un crédito de primera clase, de aquellos establecidos en el número noveno del artículo 2472 del Código Civil.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO IX

FISCALIZACIÓN y SUPERVIGILANCIA


Artículo 36.- Fiscalización. Será de competencia exclusiva del Servicio fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado dentro del ámbito de sus competencias.


Artículo 37.- Facultades fiscalizadoras. En virtud de las atribuciones conferidas por esta ley, el Servicio podrá:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos efectos, contratar, a título gratuito u oneroso, servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.


Artículo 38.- Ejercicio de la fiscalización. Las facultades de fiscalización deberán ser ejercidas de acuerdo al principio de probidad administrativa y con racionalidad.


Los fiscalizadores del Servicio estarán facultados para recabar la información necesaria para el ejercicio de las competencias establecidas en esta ley.


En casos de impactos no previstos en los planes de cierre y a propósito del ejercicio de la facultad contemplada en la letra d) del artículo 37, los fiscalizadores podrán requerir, a costa de la empresa, la realización de los estudios pertinentes. 


Los fiscalizadores del Servicio, están facultados para inspeccionar y evaluar las condiciones de funcionamiento de la totalidad de las instalaciones que formen parte de las faenas mineras, con el objeto de controlar el cumplimiento del plan de cierre.


Para tales efectos, la empresa minera, o quienes actúan en su representación, les facilitarán el acceso a la faena las veces que el Servicio estimare procedente, debiendo proporcionar en forma oportuna la información necesaria a los fines específicos de la fiscalización.


En caso de negativa de acceso a la faena minera, el Director podrá solicitar, previa resolución fundada, el auxilio de la fuerza pública.


Los funcionarios del Servicio tendrán el carácter de ministros de fe, respecto de los hechos que constataren dentro del ámbito de sus competencias y en ejercicio de las facultades fiscalizadoras establecidas en este Título. Para dar fe de los hechos que constataren, en ejercicio de sus facultades, se requerirá la concurrencia a la faena de al menos dos funcionarios del Servicio, quienes deberán autorizar las actas de fiscalización en que consten las correspondientes actuaciones.


Los funcionarios del Servicio deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización. La infracción a esta obligación podrá ser sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que procediere.

TÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las Infracciones a esta Ley


Artículo 39.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente y sancionar a quienes incurrieren en las infracciones a la presente ley y su reglamento, resultando aplicable el procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.


En contra de las resoluciones del Servicio procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse dentro del plazo de diez días contados desde la notificación por carta certificada de la misma.

Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento del Ministerio Público.


Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y podrán ser objeto de sanción, las siguientes conductas:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía durante la vida útil de la faena;


h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


i) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


j) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


k) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley, y


l) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.


Artículo 41.- Sanciones. El Servicio, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:


a) Multas de 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Constitución y puesta a disposición, de la totalidad de la garantía, en instrumento tipo A.1 en el plazo de treinta días;


d) Multa desde 50 UTM hasta 300 UTM respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior. 


La sanción contemplada en la letra c) del presente artículo sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras j) y k) del artículo anterior.


Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la ley N° 19.880.


Artículo 43.- Sanciones pecuniarias. Las multas que esta ley establece, y que corresponda aplicar al Servicio, serán impuestas administrativamente por el Director. El pago de las mismas deberán ser acreditado al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente y aquellas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


La multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone y la responsabilidad por infracciones a esta ley se extinguirá en el plazo de tres años.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIV de esta ley.

TITULO XI

DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE CIERRE Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN


Artículo 44.- Declaración del incumplimiento. Constituirán causales de incumplimiento de la obligación de cierre de faenas mineras:


1. La falta de implementación de la totalidad de medidas y actividades contempladas en el plan de cierre aprobado, o sus respectivas actualizaciones.


2. La implementación parcial, inadecuada o inoportuna de las medidas de cierre contempladas en el plan aprobado.


En caso que el plan de cierre no fuere implementado íntegra y oportunamente, en conformidad a su programación global y de detalle, el Servicio, mediante resolución fundada, declarará el incumplimiento del plan de cierre.


Si el incumplimiento versare sobre materias cuya calificación estuvieren contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental e incidiere en la determinación del incumplimiento total o parcial del Plan de Cierre, el Servicio deberá resolver previa consulta vinculante a la Superintendencia de Medio Ambiente, la que deberá informar dentro del plazo de quince días.


El Servicio resolverá el incumplimiento y notificará dicha resolución a la empresa minera mediante carta certificada.


En contra de la resolución que resuelva el incumplimiento total o parcial del plan de cierre, procederá recurso de reposición, el que deberá deducirse dentro del término de diez días de notificada la referida resolución.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las sanciones que en ejercicio de sus facultades legales el Servicio imponga.


Respecto de la resolución que rechazare total o parcialmente la reposición deducida por la empresa minera, procederá reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en la forma establecida por los artículos siguientes.


Artículo 45.- La empresa minera que estimare que la resolución del Servicio que declare el incumplimiento no se ajusta a la ley o al reglamento, podrá reclamar de la misma, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al emplazamiento físico de la faena.


Artículo 46.- La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio y éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Servicio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte de Apelaciones podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte de Apelaciones dictará sentencia dentro del término de quince días. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.


Si se solicitare orden de no innovar la Corte deberá requerir informe al Servicio dentro del plazo de 24 horas a efectos que el mismo justificare la negativa a su otorgamiento fundado en los riesgos inminentes del daño que éste podría ocasionar a la salud de las personas o al medio ambiente.


Artículo 47.- De la aplicación de la garantía. Determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al Servicio en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.


En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos, el Servicio deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.

TITULO XII

DE LOS PLANES DE CIERRE DE FAENAS DE HIDROCARBUROS


Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.

Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.

TÍTULO XIII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO


Artículo 49.- Obligatoriedad y objeto de la garantía. Toda empresa que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso anterior.


La puesta a disposición al Servicio del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo, para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, este mandato tendrá carácter gratuito.


Artículo 50.- Determinación de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre, contempladas para el período de operación de la faena hasta al término de su vida útil, así como las medidas de seguimiento y control requeridas para la etapa de post cierre.


El cálculo de la vida útil se efectuará en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una persona competente en recursos y reservas mineras, lo que se determinará de acuerdo a los niveles anuales de extracción de mineral, y en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.235.


La actualización a valor presente considerará la tasa de descuento de los Bonos en Unidades de Fomento publicada por el Banco Central (BCU) de al menos diez años, o el instrumento financiero emitido por dicho Banco que lo reemplace. 


El monto deberá incluir, además, el valor presente de los costos de administración del entero plan de cierre de faenas, ejecutado directamente por la empresa minera o por un tercero contratado al efecto, por la misma, o por el Servicio, en su nombre y representación, de acuerdo con el procedimiento señalado en el presente Título.


Las actualizaciones y ajustes al monto de la garantía, que se produzcan una vez iniciadas las operaciones de explotación, se efectuarán dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación de la aprobación de las actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en esta ley y el reglamento.


Artículo 51.- Integridad, estabilidad y suficiencia de la garantía. La empresa minera deberá velar por la integridad, suficiencia y estabilidad de la garantía durante toda la vida útil de la faena.


Toda contingencia que afectare a la empresa, y pudiere afectar los instrumentos otorgados en garantía, deberá ser informada al Servicio, en el plazo de tres días hábiles, a efecto que el mismo, en el plazo de treinta días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


En el caso de fusiones, transformaciones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique un cambio total o parcial del dominio, la forma, composición o naturaleza jurídica de la empresa minera sujeta a la obligación de cierre, la misma o la continuadora, seguirá afecta a las obligaciones que se hubieren determinado de acuerdo a la presente ley.


En caso que las operaciones anteriores importaren la enajenación del activo de la empresa minera o la cesión del mismo, a cualquier título a un tercero, le será oponible a éste, la obligación de cierre, así como la de garantía, la que subsistirá de forma indivisible en el adquirente o sucesor, que se considerará la empresa minera, para todos los efectos previstos en la presente ley.


Todas las modificaciones y operaciones, contenidas en los incisos anteriores deberán informarse al Servicio, en el plazo de tres días hábiles contados, en su caso, desde la última formalidad requerida, con el objeto que el Servicio dentro del plazo de 30 días, a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.


A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. 


Artículo 53.- Plazo y forma de otorgar y poner a disposición la garantía. El plazo para extender y poner a disposición el monto de la garantía, es el que resulte de aplicar las reglas siguientes:


1. Cuando la vida útil estimada de la faena fuere menor a veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro de los dos tercios de esa vida útil estimada.


2. Cuando la vida útil estimada de la faena excediere de veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro del plazo de quince años.


La empresa minera comenzará a constituir la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.


En el plazo de treinta días contados a partir de esa comunicación, y durante el primer año, deberá constituir una garantía que no podrá ser inferior al veinte por ciento del valor presente del costo total de las medidas de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título. Su composición será equivalente a la señalada en el numeral (1.) del siguiente inciso.


A partir del segundo año de operaciones, la garantía se otorgará en forma proporcional y a prorrata del plazo establecido para constituirla o ponerla a disposición íntegramente. La composición de ésta, será la siguiente:


1. Hasta completar el primer tercio del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo de la siguiente forma: Cuarenta por ciento, al menos, en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento, en instrumentos A.2; y hasta veinte por ciento en instrumentos A.3.


2. Entre el final del primer tercio y hasta completar el segundo tercio, del mismo plazo, de la siguiente forma: sesenta por ciento, al menos en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento en instrumentos A.2.


3. Entre el final del segundo tercio y hasta completar el plazo total para su constitución o puesta a disposición, la totalidad de la garantía deberá estar compuesta por instrumentos del tipo A.1.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en el tiempo, cuando se produzcan actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en el Título V; cambios en los costos de implementación del plan de cierre, cierres progresivos y parciales contemplados en el plan de cierre; otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Servicio, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los ajustes que importen aumentos en el monto de la garantía, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, quedarán sujetos al régimen general de constitución de garantías establecidas en el presente Título, y deberán ejecutarse dentro del plazo de treinta días, a partir de su notificación.


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía incrementarán el monto garantizado.


Artículo 54.- Facultades respecto a la garantía. La idoneidad y suficiencia de la garantía, será calificada en conjunto por el Servicio y la Superintendencia de Valores y Seguros y de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos, quienes podrán delegar dicha función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.

TÍTULO XIV

DE LA ETAPA DE POST CIERRE


Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos, y demás características definidas por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.


Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, en dinero o en los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.


Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.

TÍTULO XVI

OTRAS DISPOSICIONES


Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley 824, de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida.  En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.


Artículo 59.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad a los artículos 23, 28 y 36 del decreto ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita, corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.


Artículo 60.- La presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año luego de su publicación en el Diario Oficial de la República de Chile.


Dentro del plazo de entrada en vigencia de la ley, deberán dictarse los reglamentos necesarios.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Las empresas mineras y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren en operación, y quedaren afectas al procedimiento de aplicación general, deberán determinar, otorgar y poner a disposición del Servicio la garantía de su plan de cierre, en la forma que se señala en los artículos siguientes.


Lo anterior no será aplicable a los contratistas de contratos especiales de operación vigentes que se hayan suscrito con el Estado de Chile. Respecto de ellos se mantendrá el régimen de garantías por cierre o abandono establecidas en los respectivos contratos.


El Servicio será competente para fiscalizar el cumplimiento de los planes de cierre o abandono de faenas de hidrocarburos y ejecutar, en caso de incumplimiento, y por cuenta de la misma empresa, la correspondiente garantía. 


Artículo Segundo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la valorización de los planes de cierre aprobados por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, deberá efectuarse mediante la aprobación ambiental de la fase de cierre del mismo, cuando procediere obtenerla, de acuerdo a las normas de la ley N° 19.300.


El proceso de valorización respecto de la fase de cierre, deberá efectuarse en el plazo de dos años, de manera que integre los aspectos ambientales y sectoriales aprobados por las autoridades competentes.


Artículo Tercero.- Luego de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente o inmediatamente a la entrada en vigencia de esta ley, la empresa minera y de hidrocarburos deberá presentar su Resolución de Calificación Ambiental aprobatoria de la fase de Cierre y el plan de cierre aprobado por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, en conjunto con la propuesta de valorización que contenga, la determinación circunstanciada del costo de ejecución del plan de cierre, y los instrumentos en que se otorgará la garantía en conformidad a lo establecido en el Título XIII de la ley. El Servicio resolverá sobre esta presentación en el plazo de sesenta días.


Artículo Cuarto.- Aprobada la valorización por el Servicio, la empresa minera y de hidrocarburos, otorgará y pondrá la garantía, a disposición del mismo, a partir del primer día hábil posterior al sexto mes de aprobada esta, en la forma dispuesta en el título XIII de la presente ley.


Artículo Quinto.- En contra de la resolución del Servicio que rechace, o apruebe parcialmente, la solicitud de valorización, procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse, dentro del plazo de diez días, contados desde la notificación por carta certificada de dicha resolución.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


De aprobarse las modificaciones anteriores, el proyecto de ley quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas de la industria extractiva minera se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo establecido en las demás normas que resulten aplicables en los ámbitos específicos de su competencia.


Artículo 2°.- Objeto del plan de cierre. El objeto del plan de cierre de faenas mineras es la integración y ejecución del conjunto de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que ésta se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable, así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.


El plan de cierre de las faenas de la industria extractiva minera es parte del ciclo de su vida útil.


El cierre de faenas mineras se planificará e implementará de forma progresiva, durante las diversas etapas de operación de la faena minera, por toda la vida útil.


El plan de cierre de faenas mineras debe ser ejecutado por la empresa minera, antes del término de sus operaciones, de manera tal que al cese de éstas se encuentren implementadas y creadas las condiciones de estabilidad física y química en el lugar que operó la faena.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a) Abandono: El acto por el cual la empresa minera cesa las operaciones de una o más faenas o instalaciones mineras, sin cumplir con las obligaciones que le impone esta ley y su reglamento;


b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.300;


c) Cierre Parcial: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de una faena minera, efectuada durante la operación, y cuya implementación íntegra se acredita mediante un certificado otorgado por el Servicio;


d) Cierre Final: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de todas las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre, respecto de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, efectuado al término de la operación minera y cuya implementación se acreditará mediante un certificado otorgado por el Servicio;


e) Director: El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


f) Empresa Minera: La persona natural o jurídica que a título propio o por cuenta de un tercero, ejecuta operaciones propias de la industria extractiva minera, sujetas a la obligación de cierre de faenas;


g) Estabilidad Física: Situación de seguridad estructural, que mejora la resistencia y disminuye las fuerzas desestabilizadoras, que pueden afectar obras o depósitos de una faena minera, para la cual se utilizan medidas con el fin de evitar fenómenos de falla, colapso o remoción.


Para los efectos de esta ley, se consideran medidas para la estabilización física, aquellas como, la estabilización y perfilamiento de taludes, reforzamiento o sostenimiento de éstos, compactación del depósito y otras que permitan mejorar las condiciones o características geotécnicas que componen las obras o depósitos mineros. La estabilidad física comprende asimismo, el desmantelamiento de las construcciones que adosadas permanentemente a la faena minera la aseguren;


h) Estabilidad Química: Situación de control de las características químicas que presentan los materiales contenidos en las obras, depósitos de una faena minera, cuyo fin es evitar, prevenir o eliminar si fuere necesario, la reacción química que causa acidez, evitando el contacto del agua con los residuos generadores de ácidos que se encuentren en obras y depósitos masivos mineros, tales como depósitos de relaves, botaderos, depósitos de estériles y ripios de lixiviación;


i) Faena minera e industria extractiva minera: Se entenderá por Faena Minera el conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, puertos de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.


Para los efectos de esta ley, se considerará industria extractiva minera, el conjunto de actividades relacionadas con la exploración, prospección, extracción, explotación, procesamiento, transporte, acopio, transformación, disposición de sustancias minerales, sus productos y subproductos; las sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos, en las condiciones específicas que se señalan en el Título XII. La industria extractiva minera incluirá el conjunto de obras destinadas a abrir; habilitar; desarrollar; instalar; y adosar permanentemente, en su caso, las excavaciones, construcciones, túneles, obras civiles y maquinarias que tengan estrecha relación con las actividades antes señaladas;


j) Garantía: Las obligaciones que se contraen e instrumentos que se otorgan para asegurar el cumplimiento de las cargas que derivan del plan de cierre, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;


k) Modificación sustancial del proyecto minero: Para los efectos de esta ley, constituye una modificación sustancial del proyecto, las variaciones que excedan de diez por ciento de la estimación de la vida útil del proyecto minero, sin perjuicio de las que se originaren por cambios importantes de ritmo de explotación, en las tecnologías o diseños de los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados, así como nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, producidos por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, y en general cualquier cambio en las técnicas utilizadas, que envuelven más que una simple ampliación de tratamiento para colmar las capacidades del proyecto;


l) Operación minera: Las actividades que incluyen las fases de exploración, en los casos que se encuentre sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.300, y las actividades de prospección, construcción, explotación y beneficio de minerales, de una faena minera;


m) Paralización temporal: El cese transitorio de la operación de una faena minera, el cual podrá ser total o parcial, según afecte instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


n) Plan de Cierre: El documento que especifica el conjunto de medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar desde el inicio  de la operación minera, y el programa de detalle conforme al cual deben implementarse, de manera que tienda a prevenir, minimizar o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar en la vida e integridad de las personas que se encuentran relacionadas directa e inmediatamente a las mismas, así como mitigar los efectos de la operación minera en los componentes medio ambientales comprometidos, tendientes a asegurar la estabilidad física y química de los lugares en que ésta se realice;


o) Post cierre: Es la etapa que sigue a la ejecución del plan de cierre, que comprende las actividades de monitoreo y verificación de emisiones y efluentes, y en general, el seguimiento y control de todas aquellas condiciones que resultan de la ejecución de las medidas y actividades del plan de cierre, para garantizar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar;


p) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería, y


q) Vida útil del proyecto minero: Aquel cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, en relación con los niveles anuales de extracción de mineral.


Artículo 4°.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio al plan de cierre, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales.


La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE


Artículo 5°.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. Tendrá las facultades de supervigilancia y fiscalización que establece la ley.


Al Servicio, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Aprobar, en conformidad a la resolución de calificación ambiental, las medidas que serán implementadas y actividades que serán ejecutadas para el cumplimiento de los planes de cierre de faenas mineras y sus modificaciones, de acuerdo a la presentación que hicieren los interesados;


b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;


c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;


d) Disponer o evaluar modificaciones y actualizaciones a los planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimenten los proyectos y su vida útil, en los términos del procedimiento establecido en esta ley y su reglamento;


e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;


f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;


g) Preparar guías metodológicas para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados;


h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre, y


j) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título X de esta ley.

TÍTULO III

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales


Artículo 6°.- Plan de Cierre, elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá presentar, para la aprobación del Servicio, un plan de cierre de sus faenas mineras, elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto minero, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera, establecidos en esta ley y el reglamento.


Los requisitos formales para el otorgamiento de esta aprobación, así como, los contenidos técnicos y económicos que deberá contener el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y el reglamento.


Artículo 7°.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar íntegramente todas las medidas y actividades contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado, y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


Artículo 8°.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de la exploración, explotación de una faena minera o de la operación de un establecimiento de beneficio, según correspondiere.


Artículo 9°.- Elementos del plan de cierre. La empresa minera deberá presentar un plan de cierre que contemplare la totalidad de la faena minera, el que contendrá y especificará todas las medidas y actividades de cierre contempladas. Podrá asimismo, presentar planes de cierre parcial, los que deberán ejecutarse durante la operación minera, de acuerdo a la programación global y de detalle aprobada por el Servicio, de acuerdo a lo dispuesto por esta ley.


Los Planes de Cierre que se sometan a aprobación del Servicio, tendrán carácter público, y se regirán por las disposiciones de la ley N° 20.285.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del plan de cierre


Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. El plan de cierre de faenas mineras, se someterá a aprobación del Servicio, a través del procedimiento de aplicación general o simplificado.


La exploración minera, de la forma establecida en la ley N° 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado. 


Se sujetará al procedimiento de aplicación general, la empresa minera cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas (10.000 t) mensuales.


Resultará aplicable el procedimiento simplificado, a la empresa minera cuya capacidad de extracción o beneficio de mineral sea igual o inferior a la señalada en el inciso anterior.


Lo dispuesto en el inciso anterior, rige para efectos de esta ley, y no modifica las normas establecidas en la ley N° 19.300, para el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.

1. Del procedimiento de aplicación general


Artículo 11.- Efectos del procedimiento de aplicación general. La empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general quedará sujeta a la obligación establecida en el Título XIII de esta ley.


Artículo 12.- Pronunciamiento sobre el plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse sobre el plan de cierre de la empresa minera, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación.


El Servicio podrá solicitar, dentro del plazo de treinta días, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, que se estimaren necesarias, o que referidas a información esencial del plan de cierre, sirvieren para complementar o salvar omisiones en su presentación. Las mismas deberán presentarse dentro del término de treinta días. El ejercicio de esta facultad suspenderá el transcurso del plazo legal para pronunciarse.


Cuando la empresa minera hiciere entrega de la información requerida, o dejare transcurrir el plazo sin hacerlo, el Servicio emitirá pronunciamiento en los términos antes señalados.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio, previa resolución fundada, y atendido los nuevos antecedentes presentados por la empresa minera, podrá ampliar el plazo para pronunciarse sobre el plan de cierre, hasta por diez días.


Artículo 13.- Requisitos del plan de cierre. El plan de cierre deberá, a lo menos, contener los antecedentes y acompañar, los documentos que se señalan a continuación:


a) Individualización completa de la empresa minera, escrituras sociales de constitución, con especificación de su RUT y de su representante legal;


b) Descripción de la faena minera, con indicación de sus instalaciones, sus características, procesos y productos, la enunciación de las áreas que comprende y de los depósitos e insumos que utilizará. De la misma forma deberá considerar los aspectos geológicos y atmosféricos del área en que se encuentra;


c) Resolución de calificación ambiental, aprobatoria, cuando corresponda, de acuerdo a la ley N° 19.300;

d) Informe técnico elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras de aquellas señaladas en la ley N° 20.235, que se pronuncie acerca de la vida útil del proyecto minero;


e) El conjunto de medidas y actividades propuestas por la empresa minera para obtener la estabilidad física y química del lugar donde se encuentra la faena minera;


f) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya a la unidad de fomento, y la programación global y de detalle de ejecución de las medidas de cierre contempladas en él;


g) Un programa y una estimación de costos de las medidas de post cierre, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya dicha unidad, y la programación de su ejecución;


h) La cantidad de dinero o monto representativa del costo del plan de cierre que será garantizado, el período por el cual esa caución se otorgará, de acuerdo a la vida útil del proyecto establecida en la forma descrita en la letra d), y los instrumentos que se utilizarán, e 


i) Cualquier otro documento que sirva de fundamento al plan de cierre o de base para su elaboración.


Artículo 14.- Aprobación o rechazo del plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de cierre, mediante la dictación de una resolución fundada, de aprobación o rechazo del mismo dentro del plazo legal.


El Servicio podrá requerir a la empresa minera, en el plazo de treinta días a partir de la presentación del plan de cierre, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que fueren necesarias. El plazo legal para pronunciarse sobre él, se suspenderá por el tiempo que dure el ejercicio de esta facultad.


El plan de cierre será aprobado cuando cumpla los requisitos establecidos por esta ley y de acuerdo a la resolución de calificación ambiental cuando correspondiere.


Si el Servicio rechazare el plan de cierre, indicará las correcciones, rectificaciones y modificaciones precisas y específicas que estimare procedentes al plan de cierre, a efectos de ajustar el mismo a las medidas técnicas necesarias conforme a la presente ley. Los aspectos que no fueren observados se tendrán por aprobados.


Artículo 15.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los planes de cierre de faenas mineras presentados por los interesados, la que deberá contener:


a) Identificación de la empresa minera, de la respectiva faena minera y su o sus representantes legales;


b) Mención de la vida útil estimada del proyecto minero;


c) El conjunto de medidas técnicas y actividades comprometidas para la ejecución del plan de cierre, y la programación global de su ejecución, y


d) La estimación de los costos del plan de cierre, que serán garantizados por la empresa minera.

2. Del procedimiento simplificado


Artículo 16.- Presentación del plan de cierre. Las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, elaborarán su plan de cierre incluyendo en el mismo los antecedentes a que se refieren los literales a), b) y e) del artículo 13, y conforme a las guías metodológicas que preparará el Servicio. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de acompañar al mismo la resolución de calificación ambiental favorable si procediere.


El Servicio pondrá a disposición de los interesados las guías metodológicas que especifiquen los estándares técnicos aplicables a las empresas mineras sometidas a este procedimiento, y que servirán para la elaboración y complementación de los proyectos de planes de cierre simplificado, conforme a lo establecido en la ley.


Artículo 17.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. La resolución que se pronuncie sobre un plan de cierre de faenas mineras sometidas al procedimiento simplificado, contendrá los siguientes antecedentes:


a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalaciones como, asimismo, de sus representantes legales;


b) Un listado de las medidas y actividades específicas a que quedará sujeta la ejecución del plan de cierre, y


c) La programación de su ejecución.

TÍTULO IV

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Objetivos


Artículo 18.- De las auditorías periódicas y extraordinarias. Finalidad, periodicidad y elección del auditor. Las empresas mineras que se encontraren sujetas al procedimiento de aplicación general, deberán hacer auditar su plan de cierre cada cinco años, a su costo y de acuerdo al programa de fiscalización que elaborará el Servicio.


El objeto de las auditorías es certificar al Servicio la adecuación y cumplimiento del contenido del plan de cierre y de su actualización, así como la sujeción a su programación de ejecución, de manera de velar por su implementación y avance efectivo en relación al proyecto minero específico.


El Servicio podrá, mediante resolución fundada, ordenar la elaboración de auditorías extraordinarias a costa de la empresa minera, cuando se trate de situaciones graves que relacionadas con la adecuación, modificación o rectificación del plan de cierre requieran mayor nivel de información o se encuentren específicamente asociadas a paralizaciones temporales o cierres parciales. 


La empresa minera podrá presentar al Servicio auditoría voluntaria de su plan de cierre, cuando se produjere una modificación al proyecto minero, que pudiere incidir en la adecuación o modificación del plan de cierre.


Sobre la base del resultado de dichas auditorías, el Servicio podrá ordenar fundadamente la adecuación, cumplimiento parcial o actualización extraordinaria del plan de cierre.


La auditoría será efectuada por aquellos auditores que se encuentren inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


La empresa minera tendrá la facultad de elegir el auditor de entre los que figuren en el Registro antes señalado. De igual forma y en caso de auditorías extraordinarias, el Servicio podrá designar de entre los inscritos en el Registro, el auditor competente.


Artículo 19.- Procedimiento y efectos de las auditorías. El Reglamento regulará las normas con arreglo a las cuales se elaborarán los informes técnicos de auditoría. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


La evaluación de los informes que efectúe el Servicio y las eventuales controversias que se generen, a ese respecto, se regirán, en lo no dispuesto en el presente artículo, por la ley N° 19.880.


Con el mérito de los informes de auditoría, presentados por la empresa y los actos que en el ejercicio de sus atribuciones de fiscalización realice el Servicio, procederá a resolver en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la referida auditoría, pronunciándose respecto de las medidas concretas y específicas que deberán adoptarse por la empresa minera en la actualización periódica o extraordinaria del plan de cierre aprobado.

Párrafo 2º

Normas particulares


Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, entre otros, ingenieros de minas, ingenieros de ejecución en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los requisitos señalados en el numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, y


c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 unidades de fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. Tampoco podrán ser incorporados y serán eliminados del Registro, aquellas sociedades que hayan sido condenadas, de manera grave y reiterada, por práctica antisindical o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador o registraren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, lo que se acreditará con el correspondiente certificado.


Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Los auditores externos, al solicitar su inscripción en el Registro Público, deberán acompañar en forma conjunta con su solicitud de inscripción, informe que incorpore la descripción específica y detallada de la metodología de trabajo, la que deberá contener a lo menos el desarrollo del plan de auditoría respecto de los contenidos mínimos señalados en las guías metodológicas confeccionadas por el Servicio. Sin perjuicio de lo anterior, todo auditor deberá especificar:


a) Los estándares técnicos a que sujetará su plan de auditoría;


b) Los parámetros de certificación;


c) El procedimiento de control y verificación;


d) La política de confidencialidad y el manejo de la información privilegiada, y


e) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO V

ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación de ajustes a los planes de cierre


Artículo 22.- De la implementación de actualizaciones del plan de cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser actualizado durante la operación minera en cuanto a su programación de ejecución, de manera de ser implementado progresiva e íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella de acuerdo al avance efectivo del proyecto.


Con el mérito del informe de auditoría y de lo resuelto a su respecto por el Servicio, la empresa minera deberá proceder a la actualización de su plan de cierre.


Las modificaciones a la fase de cierre, que se consignaren en una resolución de calificación ambiental, obligan a la modificación del plan de cierre respectivo, en conformidad a lo establecido en la ley N° 19.300 y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Las actualizaciones de los planes de cierre incluirán, materializarán y concretarán progresivamente, para todos los efectos legales, los objetivos ambientales contenidos en la resolución de calificación ambiental del proyecto para la fase de cierre.


Artículo 23.- Procedimiento de actualización del plan de cierre. Dentro del plazo de noventa días contados desde la notificación de la resolución que se pronuncia respecto de la auditoría del plan de cierre, la empresa minera deberá presentar ante el Servicio el proyecto de actualización de su plan de cierre.


La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización, deberá dictarse dentro del plazo de treinta días, contados desde su ingreso al Servicio.


En contra de la resolución que se pronunciare sobre el proyecto de actualización del plan de cierre, procederá recurso de reposición dentro del término de diez días.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones


Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Las empresas mineras podrán paralizar temporalmente sus operaciones mineras. Previo al cese temporal de sus operaciones mineras, deberán obtener la aprobación de un plan de cierre temporal que contenga las medidas destinadas a velar por el adecuado mantenimiento de sus instalaciones y mitigación de los efectos que con ello pudieren causar durante el cese temporal, debiendo mantener vigentes todas las garantías constituidas. 


El proyecto de cierre temporal, deberá especificar el plazo propuesto de paralización, el que no podrá exceder de dos años, así como los detalles de su plan de cierre temporal y de las medidas antes señaladas.


El proyecto de cierre temporal y el plazo de paralización serán autorizados y calificados por resolución debidamente fundada del Director.


Antes del término del plazo de paralización autorizado, la empresa minera podrá solicitar, con causa justificada, la ampliación del mismo hasta por un máximo de tres años adicionales.


Al término del periodo de paralización autorizado, la empresa podrá solicitar al Servicio, por razones calificadas, una ampliación excepcional de la paralización, el que podrá autorizarlo por resolución fundada, previa puesta a disposición del mismo de un monto adicional de garantía equivalente al 30% del total de la garantía, la que deberá ser constituida en instrumentos tipo A.1, cualquiera que fuese la situación que la obligare por aplicación de las reglas establecidas en el Título XIII.  


Si no se efectuare reanudación de la faena en los plazos referidos, y concluidos que fueren los períodos de paralización autorizados, el Servicio procederá conforme a lo dispuesto en el Título XI, con el objeto de hacer efectiva y ejecutar la totalidad de la garantía.


Artículo 25.- Sanción en caso de abandono. Los representantes legales de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VI

DE LAS SERVIDUMBRES


Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Los predios superficiales y las concesiones mineras que comprendan o estén comprendidas por una faena minera estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución del plan de cierre, conservándose a su respecto las servidumbres que existan al tiempo de la operación minera, incluso hasta después de que ella esté concluida y por todo el tiempo que deba ejecutarse el plan de cierre, pero limitado sólo al área que se requiera para tal ejecución. En caso de no existir dichas servidumbres u otros derechos sobre los predios superficiales o concesiones mineras que permitan ejecutar el plan de cierre a la empresa minera, ésta podrá obtener, en su favor, una servidumbre para tales efectos, quedando ella limitada al área necesaria y con el propósito exclusivo de dar cumplimiento al plan de cierre.


En todo lo no previsto en el presente Título, resultarán aplicables las normas de los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.

TÍTULO VII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE


Artículo 27.- Del cumplimiento del plan de cierre. El plan de cierre deberá ser implementado íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella, durante la operación minera.


Implementada la totalidad de las medidas y actividades comprometidas en el plan de cierre en cumplimiento del objeto de esta ley, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio de la faena minera, así como los demás antecedentes que den cuenta del cumplimiento del plan de cierre de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El contenido del informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo resolver dentro del plazo de treinta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.


El Servicio mediante resolución fundada, se pronunciará respecto al cumplimiento de plan de cierre.


Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas contempladas en el plan de cierre.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, ésta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Una vez iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;


b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.


Artículo 29.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Ejecutado el plan de cierre conforme al mismo instrumento, incluidas sus actualizaciones, el Servicio emitirá uno o más certificados que acreditarán el cierre de la faena minera de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.


Artículo 30.- Tipos de certificado de cumplimiento. El Servicio otorgará dos tipos de certificados de cumplimiento:


a) Certificado de cierre parcial, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de la faena minera;


b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren ejecutadas la totalidad de las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera y se haya materializado el aporte al fondo de post cierre de acuerdo a lo establecido en el Título XIV de la presente ley.


Artículo 31.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


La emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El Servicio ordenará la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.


Artículo 32.- Efectos de los certificados. Los certificados acreditarán el cumplimiento íntegro de los deberes y obligaciones de la empresa minera establecidos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.


El que maliciosamente otorgare u obtuviese un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.

TÍTULO VIII

RESPONSABILIDAD


Artículo 33.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es responsable del cumplimiento del plan de cierre, ya sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros.


Artículo 34.- Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales de la empresa minera o quienes resulten responsables de incumplir la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 35.- Quiebra de la empresa minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Servicio o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El valor del plan de cierre debidamente aprobado por el Servicio, constituirá un crédito de primera clase, de aquellos establecidos en el número noveno del artículo 2472 del Código Civil.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO IX

FISCALIZACIÓN y SUPERVIGILANCIA


Artículo 36.- Fiscalización. Será de competencia exclusiva del Servicio fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado dentro del ámbito de sus competencias.


Artículo 37.- Facultades fiscalizadoras. En virtud de las atribuciones conferidas por esta ley, el Servicio podrá:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos efectos, contratar, a título gratuito u oneroso, servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.


Artículo 38.- Ejercicio de la fiscalización. Las facultades de fiscalización deberán ser ejercidas de acuerdo al principio de probidad administrativa y con racionalidad.


Los fiscalizadores del Servicio estarán facultados para recabar la información necesaria para el ejercicio de las competencias establecidas en esta ley.


En casos de impactos no previstos en los planes de cierre y a propósito del ejercicio de la facultad contemplada en la letra d) del artículo 37, los fiscalizadores podrán requerir, a costa de la empresa, la realización de los estudios pertinentes. 


Los fiscalizadores del Servicio, están facultados para inspeccionar y evaluar las condiciones de funcionamiento de la totalidad de las instalaciones que formen parte de las faenas mineras, con el objeto de controlar el cumplimiento del plan de cierre.


Para tales efectos, la empresa minera, o quienes actúan en su representación, les facilitarán el acceso a la faena las veces que el Servicio estimare procedente, debiendo proporcionar en forma oportuna la información necesaria a los fines específicos de la fiscalización.


En caso de negativa de acceso a la faena minera, el Director podrá solicitar, previa resolución fundada, el auxilio de la fuerza pública.


Los funcionarios del Servicio tendrán el carácter de ministros de fe, respecto de los hechos que constataren dentro del ámbito de sus competencias y en ejercicio de las facultades fiscalizadoras establecidas en este Título. Para dar fe de los hechos que constataren, en ejercicio de sus facultades, se requerirá la concurrencia a la faena de al menos dos funcionarios del Servicio, quienes deberán autorizar las actas de fiscalización en que consten las correspondientes actuaciones.


Los funcionarios del Servicio deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización. La infracción a esta obligación podrá ser sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que procediere.

TÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las Infracciones a esta Ley


Artículo 39.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente y sancionar a quienes incurrieren en las infracciones a la presente ley y su reglamento, resultando aplicable el procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.


En contra de las resoluciones del Servicio procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse dentro del plazo de diez días contados desde la notificación por carta certificada de la misma.

Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento del Ministerio Público.


Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y podrán ser objeto de sanción, las siguientes conductas:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía durante la vida útil de la faena;


h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


i) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


j) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


k) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley, y


l) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.


Artículo 41.- Sanciones. El Servicio, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:


a) Multas de 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Constitución y puesta a disposición, de la totalidad de la garantía, en instrumento tipo A.1 en el plazo de treinta días;


d) Multa desde 50 UTM hasta 300 UTM respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior. 


La sanción contemplada en la letra c) del presente artículo sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras j) y k) del artículo anterior.


Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la ley N° 19.880.


Artículo 43.- Sanciones pecuniarias. Las multas que esta ley establece, y que corresponda aplicar al Servicio, serán impuestas administrativamente por el Director. El pago de las mismas deberán ser acreditado al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente y aquellas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


La multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone y la responsabilidad por infracciones a esta ley se extinguirá en el plazo de tres años.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIV de esta ley.

TITULO XI

DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE CIERRE Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN


Artículo 44.- Declaración del incumplimiento. Constituirán causales de incumplimiento de la obligación de cierre de faenas mineras:


1. La falta de implementación de la totalidad de medidas y actividades contempladas en el plan de cierre aprobado, o sus respectivas actualizaciones.


2. La implementación parcial, inadecuada o inoportuna de las medidas de cierre contempladas en el plan aprobado.


En caso que el plan de cierre no fuere implementado íntegra y oportunamente, en conformidad a su programación global y de detalle, el Servicio, mediante resolución fundada, declarará el incumplimiento del plan de cierre.


Si el incumplimiento versare sobre materias cuya calificación estuvieren contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental e incidiere en la determinación del incumplimiento total o parcial del Plan de Cierre, el Servicio deberá resolver previa consulta vinculante a la Superintendencia de Medio Ambiente, la que deberá informar dentro del plazo de quince días.


El Servicio resolverá el incumplimiento y notificará dicha resolución a la empresa minera mediante carta certificada.


En contra de la resolución que resuelva el incumplimiento total o parcial del plan de cierre, procederá recurso de reposición, el que deberá deducirse dentro del término de diez días de notificada la referida resolución.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las sanciones que en ejercicio de sus facultades legales el Servicio imponga.


Respecto de la resolución que rechazare total o parcialmente la reposición deducida por la empresa minera, procederá reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en la forma establecida por los artículos siguientes.


Artículo 45.- La empresa minera que estimare que la resolución del Servicio que declare el incumplimiento no se ajusta a la ley o al reglamento, podrá reclamar de la misma, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al emplazamiento físico de la faena.


Artículo 46.- La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio y éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Servicio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte de Apelaciones podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte de Apelaciones dictará sentencia dentro del término de quince días. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.


Si se solicitare orden de no innovar la Corte deberá requerir informe al Servicio dentro del plazo de 24 horas a efectos que el mismo justificare la negativa a su otorgamiento fundado en los riesgos inminentes del daño que éste podría ocasionar a la salud de las personas o al medio ambiente.


Artículo 47.- De la aplicación de la garantía. Determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al Servicio en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.


En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos, el Servicio deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.

TITULO XII

DE LOS PLANES DE CIERRE DE FAENAS DE HIDROCARBUROS


Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.

Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.

TÍTULO XIII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO


Artículo 49.- Obligatoriedad y objeto de la garantía. Toda empresa que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso anterior.


La puesta a disposición al Servicio del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo, para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, este mandato tendrá carácter gratuito.


Artículo 50.- Determinación de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre, contempladas para el período de operación de la faena hasta al término de su vida útil, así como las medidas de seguimiento y control requeridas para la etapa de post cierre.


El cálculo de la vida útil se efectuará en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una persona competente en recursos y reservas mineras, lo que se determinará de acuerdo a los niveles anuales de extracción de mineral, y en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.235.


La actualización a valor presente considerará la tasa de descuento de los Bonos en Unidades de Fomento publicada por el Banco Central (BCU) de al menos diez años, o el instrumento financiero emitido por dicho Banco que lo reemplace. 


El monto deberá incluir, además, el valor presente de los costos de administración del entero plan de cierre de faenas, ejecutado directamente por la empresa minera o por un tercero contratado al efecto, por la misma, o por el Servicio, en su nombre y representación, de acuerdo con el procedimiento señalado en el presente Título.


Las actualizaciones y ajustes al monto de la garantía, que se produzcan una vez iniciadas las operaciones de explotación, se efectuarán dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación de la aprobación de las actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en esta ley y el reglamento.


Artículo 51.- Integridad, estabilidad y suficiencia de la garantía. La empresa minera deberá velar por la integridad, suficiencia y estabilidad de la garantía durante toda la vida útil de la faena.


Toda contingencia que afectare a la empresa, y pudiere afectar los instrumentos otorgados en garantía, deberá ser informada al Servicio, en el plazo de tres días hábiles, a efecto que el mismo, en el plazo de treinta días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


En el caso de fusiones, transformaciones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique un cambio total o parcial del dominio, la forma, composición o naturaleza jurídica de la empresa minera sujeta a la obligación de cierre, la misma o la continuadora, seguirá afecta a las obligaciones que se hubieren determinado de acuerdo a la presente ley.


En caso que las operaciones anteriores importaren la enajenación del activo de la empresa minera o la cesión del mismo, a cualquier título a un tercero, le será oponible a éste, la obligación de cierre, así como la de garantía, la que subsistirá de forma indivisible en el adquirente o sucesor, que se considerará la empresa minera, para todos los efectos previstos en la presente ley.


Todas las modificaciones y operaciones, contenidas en los incisos anteriores deberán informarse al Servicio, en el plazo de tres días hábiles contados, en su caso, desde la última formalidad requerida, con el objeto que el Servicio dentro del plazo de 30 días, a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.


A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. 


Artículo 53.- Plazo y forma de otorgar y poner a disposición la garantía. El plazo para extender y poner a disposición el monto de la garantía, es el que resulte de aplicar las reglas siguientes:


1. Cuando la vida útil estimada de la faena fuere menor a veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro de los dos tercios de esa vida útil estimada.


2. Cuando la vida útil estimada de la faena excediere de veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro del plazo de quince años.


La empresa minera comenzará a constituir la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.


En el plazo de treinta días contados a partir de esa comunicación, y durante el primer año, deberá constituir una garantía que no podrá ser inferior al veinte por ciento del valor presente del costo total de las medidas de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título. Su composición será equivalente a la señalada en el numeral (1.) del siguiente inciso.


A partir del segundo año de operaciones, la garantía se otorgará en forma proporcional y a prorrata del plazo establecido para constituirla o ponerla a disposición íntegramente. La composición de ésta, será la siguiente:


1. Hasta completar el primer tercio del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo de la siguiente forma: Cuarenta por ciento, al menos, en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento, en instrumentos A.2; y hasta veinte por ciento en instrumentos A.3.


2. Entre el final del primer tercio y hasta completar el segundo tercio, del mismo plazo, de la siguiente forma: sesenta por ciento, al menos en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento en instrumentos A.2.


3. Entre el final del segundo tercio y hasta completar el plazo total para su constitución o puesta a disposición, la totalidad de la garantía deberá estar compuesta por instrumentos del tipo A.1.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en el tiempo, cuando se produzcan actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en el Título V; cambios en los costos de implementación del plan de cierre, cierres progresivos y parciales contemplados en el plan de cierre; otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Servicio, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los ajustes que importen aumentos en el monto de la garantía, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, quedarán sujetos al régimen general de constitución de garantías establecidas en el presente Título, y deberán ejecutarse dentro del plazo de treinta días, a partir de su notificación.


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía incrementarán el monto garantizado.


Artículo 54.- Facultades respecto a la garantía. La idoneidad y suficiencia de la garantía, será calificada en conjunto por el Servicio y la Superintendencia de Valores y Seguros y de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos, quienes podrán delegar dicha función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.

TÍTULO XIV

DE LA ETAPA DE POST CIERRE


Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos, y demás características definidas por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.


Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, en dinero o en los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.


Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.

TÍTULO XVI

OTRAS DISPOSICIONES


Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley 824, de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida.  En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.


Artículo 59.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad a los artículos 23, 28 y 36 del decreto ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita, corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.


Artículo 60.- La presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año luego de su publicación en el Diario Oficial de la República de Chile.


Dentro del plazo de entrada en vigencia de la ley, deberán dictarse los reglamentos necesarios.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Las empresas mineras y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren en operación, y quedaren afectas al procedimiento de aplicación general, deberán determinar, otorgar y poner a disposición del Servicio la garantía de su plan de cierre, en la forma que se señala en los artículos siguientes.


Lo anterior no será aplicable a los contratistas de contratos especiales de operación vigentes que se hayan suscrito con el Estado de Chile. Respecto de ellos se mantendrá el régimen de garantías por cierre o abandono establecidas en los respectivos contratos.


El Servicio será competente para fiscalizar el cumplimiento de los planes de cierre o abandono de faenas de hidrocarburos y ejecutar, en caso de incumplimiento, y por cuenta de la misma empresa, la correspondiente garantía. 


Artículo Segundo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la valorización de los planes de cierre aprobados por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, deberá efectuarse mediante la aprobación ambiental de la fase de cierre del mismo, cuando procediere obtenerla, de acuerdo a las normas de la ley N° 19.300.


El proceso de valorización respecto de la fase de cierre, deberá efectuarse en el plazo de dos años, de manera que integre los aspectos ambientales y sectoriales aprobados por las autoridades competentes.


Artículo Tercero.- Luego de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente o inmediatamente a la entrada en vigencia de esta ley, la empresa minera y de hidrocarburos deberá presentar su Resolución de Calificación Ambiental aprobatoria de la fase de Cierre y el plan de cierre aprobado por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, en conjunto con la propuesta de valorización que contenga, la determinación circunstanciada del costo de ejecución del plan de cierre, y los instrumentos en que se otorgará la garantía en conformidad a lo establecido en el Título XIII de la ley. El Servicio resolverá sobre esta presentación en el plazo de sesenta días.


Artículo Cuarto.- Aprobada la valorización por el Servicio, la empresa minera y de hidrocarburos, otorgará y pondrá la garantía, a disposición del mismo, a partir del primer día hábil posterior al sexto mes de aprobada esta, en la forma dispuesta en el título XIII de la presente ley.


Artículo Quinto.- En contra de la resolución del Servicio que rechace, o apruebe parcialmente, la solicitud de valorización, procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse, dentro del plazo de diez días, contados desde la notificación por carta certificada de dicha resolución.”.
- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 28 de julio, 4 de agosto, 10 de noviembre y 23 de diciembre de 2010, y 12 y 17 de enero de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Orpis Bouchon (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón González y señores José Antonio Gómez Urrutia y Baldo Prokurica Prokurica.




Sala de la Comisión, 20 de enero de 2011.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario

8
INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, QUE REGULA EL CIERRE DE FAENAS E INSTALACIONES MINERAS

(6415-08)
HONORABLE SENADO:



Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet.





A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron los siguientes invitados: 





Del Ministerio de Minería, el Subsecretario, señor Pablo Wagner; el Jefe de la División Jurídica, señor Franco Devillaine; y el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Juan Antonio Coloma.





Del Ministerio de Hacienda, el asesor, señor Cristóbal Gigoux.





Del Servicio de Impuestos Internos, el Jefe de Gabinete del Director Nacional, señor Gerardo Montes.





Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Egle Zavala.





De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.





De la Corporación de Estudios para América Latina (CIEPLAN), la asesora, señorita Macarena Lobos.





El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Gabriel de la Fuente.


- - -

Cabe hacer presente que el presente proyecto de ley fue analizado previamente por la Comisión de Minería y Energía, en segundo informe.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al afecto, a lo expresado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda sólo realizó enmiendas sobre los artículos 28, 34, 37, 40, 41 y 42 del proyecto aprobado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe. En todos los casos, en virtud de la indicación sustitutiva formulada por Su Excelencia el Presidente de la República.

Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, y sólo dice relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -





Previo a la discusión de los asuntos de su competencia, la Comisión escuchó la presentación realizada por el Subsecretario de Minería, señor Pablo Wagner, quien señaló que los fundamentos del proyecto de ley se encuentran en la necesidad de poder efectuar recuperaciones o reconversiones de terrenos en los que se ha verificado una explotación minera, una vez que su vida útil expire, por el impacto en el medio ambiente que ello supone. Se trata, indicó, de iniciativas que ya se han materializado en el extranjero e incluso de manera incipiente en nuestro país, cuyo objetivo es la integración y ejecución de medidas y acciones destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable.

Los dos pilares en que la iniciativa se sustenta, añadió, son, de un lado, el plan de cierre de faenas mineras que debe presentar todo proyecto actual o futuro; del otro, la garantía financiera de cumplimiento de dicho plan, entregada en función de plazo y monto determinado, y de acuerdo con una forma de constitución de los instrumentos. De esta forma, el Estado no incurre en gasto alguno, salvo los propios de fiscalización de los procedimientos. 

En cuanto al ámbito de aplicación del proyecto de ley, indicó que se extiende a las faenas mineras que superen las 10.000 toneladas mensuales de mineral, a los hidrocarburos de cualquier magnitud, y a toda exploración, prospección y explotación minera.

El contenido del proyecto, dio a conocer a continuación, se extiende a las siguientes materias:

- Procedimiento de Aplicación General: obligación de constituir garantía cuando se supere la producción de 10.000 toneladas mensuales (“beneficio del mineral”).

- Procedimiento Simplificado: no existe obligatoriedad de la garantía cuando la capacidad de producción es inferior a las 10.000 toneladas mensuales. En la actualidad, el Reglamento de Seguridad Minera contiene el deber de establecer un plan de cierre, pero como no contempla sanciones, en la práctica es letra muerta.

- Obligatoriedad: una vez aprobado el plan, la empresa debe ejecutar todas las medidas, en el plazo fijado y con las condiciones establecidas.

- Auditorías: los planes auditados de aplicación general serán auditados cada 5 años, por una empresa independiente inscrita en el Servicio. 

- Auditoría del plan de cierre (de cargo de la empresa): debe efectuarse obligatoriamente cada 5 años, cada vez que se produzca una modificación sustancial del proyecto y cuando el Servicio así lo disponga por situaciones graves que supongan cambios. Debe ser realizada por personas competentes con, al menos, diez años de experiencia laboral, o por sociedades registradas en el Servicio

Los requisitos que debe satisfacer el plan de cierre, prosiguió, son los siguientes: individualización de la sociedad, descripción de la faena minera, resolución de calificación ambiental, informe técnico elaborado por personas competentes, conjunto de medidas de cierre y acciones específicas establecidas por la empresa, estimación detallada de los costos del plan de cierre, estimación del costo de las medidas post cierre y monto garantizado por período.

Para la resolución del plan de cierre, en tanto, será SERNAGEOMIN, en adelante “el Servicio”, el órgano competente para prestar la aprobación. Si lo rechazare, deberá indicar precisamente cuáles son las modificaciones que se deben efectuar. En su resolución, deberá expresar la identificación de la empresa, vida útil estimada del proyecto. conjunto y listado concreto de medidas técnicas necesarias para llevar a cabo el plan de cierre, y valor de los costos que debe garantizar la empresa para la implementación del mismo. 

Enseguida, agregó que la garantía de cumplimiento que se otorgue deberá ceñirse a los siguientes parámetros:

- Obligatoriedad: toda empresa (actual o futura) deberá constituir una garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre. Se constituye a partir del inicio de operaciones de explotación minera.

- Monto: será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos del plan de cierre.

- Plazo: 2/3 de la vida útil de la faena cuando el plazo es menor a 20 años. Cuando la vida útil excediere de 20 años, el término máximo será de 15. Esto, debido a la importancia que tiene el plazo para el cálculo del valor presente, en el que los flujos de los últimos años pesan muy poco en relación con el valor final. 

- Tasa de descuento: tasa BCU (del Banco Central) de al menos 10 años (tasa real expresada en UF).

Dichas garantías, en tanto, más riesgosas e ilíquidas al comienzo, podrán materializarse en alguno de los siguientes instrumentos: A1 (instrumentos líquidos, como depósitos a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, carta de crédito stand by con riesgo al menos A); A2 (instrumentos de renta fija de captación o deuda, comprendidos en el artículo 45 del decreto ley 3.500); y A3 (cesión de contratos de venta, prenda sobre retorno de exportación, fianza solidaria con riesgo al menos A). Al afecto, graficó la constitución y composición que debe tener la garantía de cumplimiento:  


[image: image1.emf]Contenido
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

Garantía de Cumplimiento: Constitución 



20% el primer año y después a prorrata



Ejemplo: 



Composición:



Tributos:



Gasto necesario para producir la renta



Crédito fiscal del IVA en la adquisición de bienes

Vida Util (años) 15

Plazo Garantía 10

1er año 20%

2º al 10º 8,9%

Instrumento/Plazo 1/3 P 2/3 P Fin P

A1 (Mínimo) 40% 60% 100%

A2 (Máximo) 40% 40% 0%

A3 (Máximo) 20% 0% 0%

Total 100% 100% 100%


Donde P representa los respectivos períodos

Resaltó, además, los alcances tributarios de estas operaciones: por una parte, el hecho de que se puedan provisionar para constituir gasto necesario para producir la renta, pues se ha seguido la lógica de que el plan de cierre es parte de la operación minera; por otra, el derecho al crédito fiscal del Impuesto al Valor Agregado (IVA) en la adquisición de bienes y servicios, utilizada principalmente en los proyectos que tiene fases de construcción profundas.

Refirió, a continuación, el contenido de los artículos de la indicación sustitutiva aprobada por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, que constituyen materias del informe financiero.
En primer lugar, el artículo 55, relativo a la creación, administración y formación de fondo de post-cierre, destinado al financiamiento de actividades para asegurar la estabilidad físico-química del lugar con posterioridad a la ejecución del plan de cierre, es decir, cuando la respectiva empresa ya no se encuentre en el lugar o se encuentre incluso disuelta. Deberá estar integrado sólo con aportes de las empresas mineras, las funciones a que de lugar deberán realizarse previa licitación, y será administrado por una institución profesional especializada en manejo de activos financieros acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros (SVS). Resaltó el hecho que, al ser financiado por las propias empresas, no existirá efecto fiscal.

En relación con el artículo 58, sobre provisiones y gastos, hizo ver que se podrá provisionar financieramente en el balance el monto de la garantía constituida cada año, de acuerdo al plan de cierre, pero sólo podrá deducirse como gasto durante el último año de vida útil. Se prevé, asimismo, para efectos del cálculo de la garantía, la posibilidad de ajuste en caso de cambio de la vida útil. Finalmente, destacó que no es deducible para efectos de calcular el Impuesto Específico a la Minería (IEM), y que el efecto fiscal estimado asciende a $6.000 millones anuales a partir del tercer año de aplicación de la ley.

Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, señaló que el efecto tributario se verificará una vez que comience a materializarse el cierre de una faena. El año en que esto ocurra variará según el caso, por cuanto en algunos se efectuarán cierres parciales de los yacimientos, lo que dará derecho al antedicho efecto sólo respecto de la misma porción, no así del resto de la obra.  

El Honorable Senador señor Lagos advirtió sobre la necesidad de llevar a cabo una fiscalización sobre aquellas empresas mineras que, aduciendo preocupación por el medioambiente, pero con el objetivo de acceder a un tratamiento tributario más conveniente, puedan efectuar sobreestimaciones de los costos de sus planes de cierre. Esto, hizo ver, podría tener impacto sobre la recaudación fiscal.

El Honorable Senador señor Escalona preguntó a quién cabe la utilización y explotación de un terreno que fue objeto de un plan de cierre y que ha sido posteriormente reconvertido para algún otro uso. Existe el riesgo, observó, de que quien ejecute dicho plan vea la posibilidad de proyectar en el tiempo una inversión, por ejemplo con fines turísticos, que le reporte beneficios tributarios.

El señor Subsecretario de Minería manifestó que existe un efecto económico que no se puede soslayar: nadie sobreestima los planes de cierre de faenas mineras, porque son demasiado onerosos. De todos modos, al Servicio corresponde su evaluación y eventual rechazo, por ejemplo, fundado en que una sociedad filial pretende utilizarlo como medio para obtener ventajas tributarias para su matriz.

Por otra parte, manifestó que siendo el Estado el propietario de las minas, si la concesión minera concedida ya no es objeto de explotación, supuesto en el que procede la ejecución de un plan de cierre,  dicha concesión ya ha terminado, caso en el que debe volver a manos de su dueño. Lo expuesto, añadió, sin perjuicio que éste determine, o acuerde con privados, desarrollar alguna actividad de otro tipo, pero eso resultaría bastante difícil, por cuanto lo habitual es que un terreno que ha sido objeto de explotación minera no tenga mayor utilidad.

El Honorable Senador señor Escalona acotó que si bien es el Estado el dueño de las minas, las superficies de los terrenos en que ellas se encuentran pertenecen a sus propietarios personas naturales o jurídicas. Y será precisamente esa superficie, en el caso de las explotaciones a tajo abierto, las que serán reconvertidas. 

El señor Subsecretario de Minería indicó que la gran mayoría de las explotaciones son en la actualidad subterráneas o en altura, y prácticamente no quedan de las superficiales.

Agregó que la mayoría de las minas medianas del país, cuya profundidad no debe superar los 40 metros, no van a calificar para la aplicación de la ley cuyo proyecto se está analizando.

El Honorable Senador señor García expresó que el hecho de que ni la provisión de la garantía ni el gasto sean deducibles para efectos del cálculo del IEM, podría importar el pago de impuestos sobre impuestos, porque se pagaría dicho impuesto específico por algo que estrictamente es gasto necesario para producir la renta.

El señor Subsecretario de Minería indicó que siendo las materias impositivas, como la señalada por Su Señoría, muchas veces opinables, los efectos del presente proyecto no van a afectar el régimen general de impuestos.

El Honorable Senador señor Escalona expresó que, de todos modos, el tratamiento tributario propuesto en el proyecto va a afectar indirectamente al IEM, pues al constituir las provisiones gasto que se podrá descontar del impuesto a la renta, disminuirán las utilidades de la empresa de que se trate.

El señor Subsecretario de Minería afirmó que no habrá incidencia específica sobre el IEM, por cuanto la que se calcula es una utilidad tributaria, en la que no se consideran como gasto tributado las provisiones realizadas.

El Honorable Senador señor García observó que, a su juicio, no debiera producirse la referida incidencia, por cuanto la base imponible del IEM difiere de la del impuesto a la renta.

Continuando con su exposición, el señor Subsecretario de Minería dio a conocer que el artículo 59 del proyecto, sobre el crédito fiscal, contempla el derecho al crédito fiscal del IVA recargado en la adquisición o contratación de bienes o servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la ley, de acuerdo con los artículo 23, 28 y 36 del decreto ley N° 825, de 1974. Del mismo modo, hizo hincapié en que no existirá efecto fiscal, pues la ley ya estipula mecanismos de imputación de dichos remanentes

Concluyó su presentación poniendo de manifiesto que la materialización del presente proyecto de ley supondrá un impacto muy relevante en el desarrollo de la minería y de la sustentabilidad medio ambiental. Las inversiones que por este concepto de verifiquen, sostuvo, deberían superar los US$ 5.000 millones. Se logra, de esta forma, un acuerdo amplio que recoge las líneas matrices del Gobierno anterior, autor del mensaje que dio origen a la iniciativa, que perfecciona ciertos aspectos del procedimiento del plan de cierre y  de las garantías, que fue unánimente consensuado en la Comisión de Minería y Energía del Senado, y que constituye un primer gran paso para que el sector minero invierta en la protección y el cuidado del medio ambiente.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las letras b), c), e), f), h) e i) del artículo 5°; los artículos 20; 25; 28; 31; 34; 37; 40; 41; 42; 43; 47; 48, inciso segundo; 49; 52; 54; 55; 56; 57; 58 y 59 del proyecto, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

El Honorable Senador señor Lagos hizo ver que sin perjuicio de los específicos asuntos en cuyo conocimiento debe entrar la Comisión de Hacienda, y del estudio del proyecto que en cuanto instancia técnica cupo a la Comisión de Minería y Energía, existe una serie de disposiciones que, para una cabal comprensión de la iniciativa, requieren ser abordadas en la discusión que se lleve a cabo en el seno de la Comisión de Hacienda, más allá de que no vayan a ser objeto de pronunciamiento. Esto pues, en general, se confieren diversas atribuciones al SERNAGEOMIN, respecto de las que no necesariamente existe claridad acerca de la forma en que se van a financiar. 

Otra materia que despierta dudas, agregó, es el artículo 4° de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo, que refiere el carácter sectorial del plan de cierre, estableciendo, en su inciso segundo, que la empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en la ley. Señaló que si dentro del concepto de faena minera se encuentra incluida la exploración de una mina, de acuerdo con el artículo 3° de la indicación sustitutiva aprobada, cabe preguntarse si es que debe entenderse que a quien se conceda un derecho de exploración, debe presentar asimismo un plan de cierre.

El señor Subsecretario de Minería manifestó que el proyecto original del Ejecutivo planteaba que el plan de cierre debía presentarse a partir de la fase de explotación, pero el actual Gobierno optó por fijarlo en la de exploración, atendido que igualmente pueden verificarse impactos ambientales, si bien no de la misma entidad, en esta última etapa y durante la prospección. Se ha tomado como base, para estos efectos, lo que, en lo pertinente, dispone la ley N° 19.300, sobre bases generales del medioambiente. De esta forma, una empresa que se encuentre en fase de exploración sometida al sistema de impacto ambiental, deberá presentar plan de cierre respecto de dicha específica fase.  Distinto es el caso de las explotaciones, pues, excediendo las 10.000 toneladas mensuales, procederá siempre el plan de cierre.

El Honorable Senador señor Frei observó que en el caso de la geotermia se da una situación inversa, en el sentido que la etapa de mayor riesgo ambiental es la de exploración, por cuanto al momento de la operación ya se encuentran controlados los peligros.

El señor Subsecretario de Minería indicó que el proyecto recoge una regulación especial para los hidrocarburos, que tienen una fase de exploración distinta a la de la minería tradicional.

A continuación se describen o reproducen, según el caso, los artículos de competencia de la Comisión de Hacienda. Se sigue para estos efectos, en primer lugar, el orden del articulado de la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia el Presidente de la República ante la Comisión de Minería y Energía en trámite de segundo informe. Enseguida, se da cuenta de las indicaciones formuladas por las señoras y los señores Senadores a la presente iniciativa, así como de los acuerdos que respecto de los diferentes artículos e indicaciones se han adoptado.


De acuerdo con lo señalado, la Comisión conoció las disposiciones de su competencia que forman parte de la indicación número 1, sustitutiva del texto aprobado en general por el Senado, formulada por Su Excelencia el Presidente de la República ante la Comisión de Minería y Energía en trámite de segundo informe.

Artículo 5°


Este artículo prescribe, en su inciso primero, que las obligaciones del Servicio Nacional de Geología y Minería (SERNAGEOMIN) serán revisar y aprobar, sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como, asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. 


En su inciso segundo, a su vez, da cuenta de sus funciones y atribuciones, entre ellas las de sus letras b), c), e), f), h) e i), cuyo respectivo tenor literal es el siguiente:

Letra b)


“b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;”.


El Honorable Senador señor García solicitó conocer el alcance de la supervigilancia, que deberá llevar el Servicio, de la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía.


El señor Subsecretario de Minería explicó que la supervigilancia consiste en constatar que el riesgo del instrumento certificado previamente por un clasificador y que el emisor y las condiciones de dicho instrumento, sean los que se señalan en los balances y estados financieros auditados por una institución inscrita en la SVS, de acuerdo a lo establecido en la categoría A.2 del artículo 52 de la indicación sustitutiva.


Del mismo modo, los cambios de instrumentos que se realicen, deberán ser comunicados al SERNAGEOMIN.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, agregó que las empresas de mayor tamaño deberán informar de la existencia de los antes referidos instrumentos a través de la Ficha Estadística Codificada Uniforme (FECU), en tanto que las que extraen menos de 10.000 toneladas mensuales, deberán expresarlo anualmente en los respectivos balances. Sin perjuicio de ello, mensualmente, siguiendo el modelo utilizado por la Superintendencia de Administradoras de Fondos de Pensiones, cada vez que se cambien los instrumentos deberá reflejarse en una planilla enviada al Servicio. 


A mayor abundamiento, resaltó que el artículo 54 aprobado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, dispone que la idoneidad y suficiencia de la garantía sea calificada en conjunto por el SERNAGEOMIN y la SVS, que podrán delegar dicha función en organismos técnicos públicos o privados.


Puesta en votación la letra b) del artículo 5°, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Lagos.
Letra c)


“c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;”.


Puesta en votación la letra c) del artículo 5°, fue aprobada por la misma unanimidad antedicha.
Letra e)


“e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren  de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;”.


El Honorable Senador señor Lagos consultó cuáles son las acciones necesarias para que la garantía otorgada sea aplicada a la ejecución del plan de cierre.


El señor Subsecretario de Minería respondió que la acción más importante es el aceleramiento de las garantías, si existiesen dudas sobre si el plan de cierre se va ejecutar en la forma prevista. Otras acciones pueden ser la imposición de multas o la adopción de medidas administrativas, como revisiones, fiscalizaciones, cierres generales o parciales, etc. Se trata, en todo caso, de posibilidades cuya responsabilidad recae sobre SERNAGEOMIN. 


Puesta en votación la letra e) del artículo 5°, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.
Letra f)


“f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;”.


Puesta en votación la letra f) del artículo 5°, fue aprobada por la misma unanimidad antedicha.
Letra h)


“h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;”.


El Honorable Senador señor Lagos preguntó cómo llevará a cabo el SERNAGEOMIN esta atribución.


El señor Subsecretario de Minería afirmó que la auditoría de los planes de cierre supone la creación de una nueva industria, distinta de las hasta ahora existentes, que son las de gestión, financieras y de procesos. Dicha nueva industria, que tendrá incidencia sobre el método de explotación a implementarse en una mina, requerirá de un modelo de auditores, cuyos requisitos se establecen en el mismo proyecto de ley, que certificarán las condiciones de los planes de cierre. El rol de SERNAGEOMIN será revisar el plan de cierre, cuestión que ya viene haciendo a la fecha, y verificar la idoneidad de los nuevos auditores.


Puesta en votación la letra h) del artículo 5°, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.
Letra i)


“i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre;”.


La letra i) del artículo 5° fue aprobada con enmiendas, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la misma unanimidad antedicha.

Artículo 20


El artículo 20 establece la regulación de los auditores externos que podrán llevar a cabo las auditorías de los planes de cierre de faenas mineras. Su tenor literal es el siguiente:


“Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera tales como ingenieros de minas, ingenieros de ejecución  en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos  diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas  constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría  de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los  requisitos señalados en el  numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido, durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley 18.045;

c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 Unidades de Fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren procesados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren procesados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva.”.


El artículo 20 fue aprobado con enmiendas, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos. 
Artículo 25


Este artículo dispone que los representantes legales de una empresa minera que falsamente y a sabiendas, hubieren informado al SERNAGEOMIN sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.


El Honorable Senador señor Lagos consultó si las 10.000 toneladas mensuales que prescribe el artículo 10 de la indicación sustitutiva, como tope a partir del cual una empresa minera deberá someterse a la aprobación del plan de cierre a través del procedimiento de aplicación general, se consideran en función del rol único tributario (RUT) de aquella, o por cada yacimiento que se explota.


El señor Subsecretario de Minería indicó que la contabilización se realiza por cada yacimiento del que se extrae mineral.


Por otra parte, aclaró que la sanción que el artículo 25 contempla, recae sobre los representantes legales de la empresa, vale decir, sobre las personas naturales asociadas a ella. Por lo que en ningún caso obstaría a que, por ejemplo, el Estado pudiera acelerar la garantía otorgada.


El artículo 25 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadores señores Escalona, Frei y Lagos.


Enseguida, el Honorable Senador señor Escalona preguntó si todas las nuevas atribuciones que el proyecto confiere a SERNAGEOMIN, cuentan con un correlato en el aumento de su planta o en la entrega de nuevos recursos que permitan su financiamiento.


El Honorable Senador señor Frei consultó, a su vez, por la diferencia entre el costo fiscal de la iniciativa expresado en el informe financiero que acompañó a la presentación del proyecto de ley, de 25 de febrero de 2009, y el último informe financiero sustitutivo, emitido el 11 de enero de 2011. En el primero, dicho costo, asociado a una menor recaudación tributaria por el anticipo en el reconocimiento del gasto de las empresas, se estima en $18.500 millones anuales durante cinco años, a partir del cuarto año de vigencia de la ley; en el segundo, en $6.000 millones anuales, a partir del tercer año de vigencia de la ley.


El Honorable Senador señor Lagos agregó que en los mismos informes financieros citados por el Honorable Senador señor Frei, se observa que originalmente se contemplaron recursos para el SERNAGEOMIN por $367 millones durante el primer año de aplicación de la ley, y $440 millones anuales a partir del segundo año; hoy, en cambio, se proyectan $363 millones y $262 millones, respectivamente. 


El señor Subsecretario de Minería señaló que el presupuesto del SERNAGEOMIN para el año 2010, fue, aproximadamente, de $12.000 millones. Para 2011, es de alrededor de $21.000 millones, lo que ha supuesto un incremento de un 62%. Con estos recursos será posible emprender diversas iniciativas, como, a vía ejemplar, contar con una dotación de unas 100 personas dedicadas a la fiscalización de seguridad minera, mensura y planes de cierre, que implicará un aumento desde 2.500 a unas 4.000 actividades de fiscalización; capacitar a cerca de 1.000 monitores de seguridad minera durante el año; colaborar en unos 1.000 procesos de regularización; y llevar a cabo el Plan Nacional de Geología, muy relevante para la prospección minera.


A futuro, añadió, los objetivos se orientan a perfeccionar la institucionalidad vigente, dividiendo las actuales funciones del Servicio en dos áreas: una unidad de estudios y planes geológicos, que incluya el referido Plan Nacional de Geología y el monitoreo de volcanes; y una Superintendencia de Minería que incorpore procesos de fiscalización, de información pública y privada, de seguridad, de regularización de propiedad minera, etc., que permitan, en su momento, la realización de enmiendas al Reglamento de Seguridad Minera y a la ley.


Sostuvo, por otra parte, que los principales nuevos gastos en que el Servicio deberá incurrir en los años sucesivos, se encuentran asociados a cambios en equipamientos y vehículos. El gasto operativo en personal, en tanto, se mantendrá.


En lo que a la recaudación tributaria respecta, las diferentes estimaciones de los informes financieros se explican por dos motivos: el primero, que el proyecto originalmente concebido fijaba en 5.000 toneladas mensuales el tope a partir del cual surgía la obligación de presentar plan de cierre, límite que ha sido ampliado a 10.000 toneladas mensuales en el curso de la tramitación legislativa, lo que desde luego ha significado que varias empresas queden fuera del ámbito de aplicación. El segundo, el hecho que la deducción del gasto necesario para producir la renta sólo pueda hacerse durante el último tercio de la vida útil de la faena minera, lo que genera que en los primeros años no se produzca efecto en la recaudación.


El Honorable Senador señor Escalona dejó expresa constancia de que, en su momento, a raíz de los por todos conocidos antecedentes del lamentable accidente que el año 2010 afectó a la mina San José en la Región de Atacama, existió consenso en aumentar el presupuesto del SERNAGEOMIN para el año 2011, ante la evidente necesidad de contar con más y mejores fiscalizadores del cumplimiento de la normativa vigente sobre seguridad minera. El hecho de que el presente proyecto de ley confiera nuevas atribuciones y responsabilidades al Servicio, sin embargo, conlleva el riesgo de que el pretendido fortalecimiento de la actividad fiscalizadora de la seguridad de las faenas se vea amenazado, pues puede significar que las mismas personas llamadas a fiscalizar se vean obligadas a dedicarse a las distintas nuevas tareas que la institución deberá asumir. Si una situación de este tipo se hiciese realidad, hizo hincapié, no será el Congreso Nacional el responsable.


El señor Subsecretario de Minería manifestó que en relación con el personal del Servicio que el proyecto, en los términos en que se está discutiendo, prevé, no existe ninguna diferencia con el contenido del proyecto originalmente presentado por el Ejecutivo. Además, quienes se desempeñen como fiscalizadores de materias como planes mineros, modelos de explotación o seguridad al interior de las faenas, serán distintos del personal especializado que se dedicará a la fiscalización de los planes de cierre. A mayor abundamiento, hizo ver que la labor en las faenas de los nuevos auditores de los planes mineros que la iniciativa establece, y las consecuentes auditorías que realicen, tendrán impacto sobre la frecuencia y alcance de las fiscalizaciones que se lleven a cabo. Este modelo de auditoría de los planes de cierre, culminó, fue incorporado al proyecto de ley fruto del consenso técnico entre equipos del Gobierno y la oposición.  

Artículo 28


El tenor textual de este artículo, que alude a la liberación gradual de la garantía que una empresa debe otorgar para asegurar el cumplimiento de las cargas derivadas del plan de cierre, es el siguiente:


“Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas  contempladas en el plan de cierre.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, esta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Una vez iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre  se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;


b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.”.


El Honorable Senador señor Escalona llamó la atención sobre que mientras el inciso primero de este artículo establece una facultad general de liberación de la garantía entregada, sólo el inciso segundo viene a establecer las reglas conforme a las cuales dicha liberación se podrá efectuar. Tal redacción de la norma, advirtió, podría generar el no deseado efecto de que alguna empresa pudiera alegar la liberación parcial de la garantía por efectuar correcta y oportuna ejecución de las medidas del plan de cierre, sin atender a las reglas que el inciso segundo contiene.    

El señor Subsecretario de Minería señaló que el objetivo del artículo 28 es fortalecer las facultades del Servicio para vigilar la implementación del plan de cierre. Para ello, efectivamente el inciso primero confiere la posibilidad de liberar parcialmente la garantía, cuestión que, conforme al inciso segundo, sólo será posible una vez que ha comenzado la ejecución de faenas de dicho plan, oportunidad en que se podrá autorizar para liberar hasta el 30% de la garantía, para que la empresa pueda satisfacer sus necesidades de liquidez para la compra de maquinarias o la contratación de servicios. Posteriormente, cuando se han cumplido los hitos más relevantes detallados en el plan, se libera hasta un 30% adicional. El inciso primero, añadió, se justifica porque permite al Servicio siempre impedir que se libere o se siga liberando lo que quede de la garantía.


El Honorable Senador señor García expresó que si bien resulta atendible la inclusión, en el inciso primero, de la facultad de liberar parte de la garantía, no acontece lo mismo con la oración que alude a haberse efectuado correcta y oportuna ejecución de las medidas del plan de cierre. Esto pues, de acuerdo con el tenor de la letra a) del inciso segundo, basta con que se inicie la ejecución para que dicha liberación pueda operar, sin que sea posible entonces evaluar dicha correcta y oportuna ejecución.


El Honorable Senador señor Lagos hizo notar que en las letras a) y b) se utiliza el verbo rector “podrá”, lo que significa que la liberación parcial de la garantía no es a todo evento.


El Honorable Senador señor Novoa indicó que el artículo 27 prescribe el deber de íntegra implementación del plan de cierre por parte de la empresa minera. Sólo después de eso se puede comenzar a liberar la garantía, por lo que parece razonable que se permita a la autoridad contar con ciertos grados de discernimiento.


El Honorable Senador señor Escalona consultó, por otra parte, si para liberar el porcentaje que refiere la letra b) del inciso segundo, se precisa la ejecución de 2/3 de los hitos significativos consignados en el plan de cierre.


El señor Subsecretario de Minería sostuvo que el propósito es que iniciada la ejecución del plan, se libere hasta el 30% que permita contar con capital de trabajo, y sólo satisfecha prácticamente la totalidad de los hitos significativos, hasta un 30% adicional. De esta forma, a la empresa le va a restar, al menos, un 40% de la garantía por recuperar, para lo que requerirá del certificado de cierre final. Todos estos porcentajes, agregó, responden a lo que se estimó como cargas razonables que deben asumir las empresas.


 El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Minería, señor Franco Devillaine, precisó que en el caso de la letra a), se trata de evitar que opere una novación por cambio de deudor, de modo que no sea el Fisco quien deba soportar el costo del inicio de implementación del plan de cierre, sino la propia empresa a través de los fondos de la garantía. Se genera así un incentivo para que sea la misma empresa, que se encontrará en la fase final del proyecto y ya no contará con la misma liquidez de sus inicios, la que comience a ejecutar su plan de cierre.


El Honorable Senador señor Escalona señaló que a su juicio no se trata de un incentivo, por cuanto la garantía ya se encuentra establecida previamente.


Observó, por otra parte, que la definición de plan de cierre contemplada en la letra n) del artículo 3 del texto aprobado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, no menciona en parte alguna los hitos significativos y permanentes a que la letra b) del artículo 28 expresamente considera. Esto puede importar que la autoridad no quede facultada para calificar cuáles son los referidos hitos, pues la ley no la va a autorizar expresamente.


El señor Subsecretario de Minería explicó que la definición a que alude Su Señoría se refiere explícitamente al “programa de detalle” conforme al cual deben implementarse las medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar. Adicionalmente, el artículo 6° se explaya sobre la elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales del plan; el artículo 9° contiene los elementos que debe incluir; y el artículo 13, los requisitos que debe satisfacer.


Lo que hace al programa de detalle, destacó, son  precisamente los hitos del plan de cierre, porque opera como una carta gant que desde luego incluye toda la información de actividades y medidas contempladas.  


El Honorable Senador señor Novoa solicitó puntualizar cuál es el nivel de detalle cuya ejecución se precisa en la implementación de los planes de cierre. Al hablarse de hitos significativos, pareciera que se trata tan solo de algunos detalles, no de todos.


El señor Subsecretario de Minería hizo ver que la letra b) se justifica como una etapa intermedia que permita no hacer entrega, en forma inmediata, del remanente de 70% que debiera seguir a la liberación de hasta el 30% de la letra a), una vez que se hubieran ejecutado todos los detalles del plan de cierre.


Lo central, resaltó, es que para que se liberen porcentajes con arreglo a la letra b), se encuentre ejecutado el grueso del plan.


En cuanto a la letra c), añadió, el porcentaje mínimo del remanente será 40% contra la entrega del certificado de cierre final, según los porcentajes que se hubieran liberado con anterioridad.


Y si el plan de cierre fuese más oneroso que la garantía, finalizó, el costo no sería nunca de cargo fiscal, pues el modelo de auditoría contemplado en el proyecto prevé el recálculo en forma quinquenal o cuando hubiese más de un 10% de estimación de variación del costo asociado a la garantía.  


La Comisión acordó suprimir, en el inciso primero, la oración que sigue a la voz “otorgada”; y realizar enmiendas formales en la letra a) del inciso segundo, como se indicará en su oportunidad. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.


Con idéntica votación resultó aprobado el resto del artículo 28, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe.

Artículo 31


El artículo 31, relativo a los certificados de cierre y garantías, preceptúa en su inciso primero que la emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará  a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


Su inciso segundo añade que la emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El SERNAGEOMIN deberá ordenar la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.


El artículo 31 fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 34


Este artículo establece que los representantes legales de la empresa minera, o quienes resulten responsables de incumplir negligentemente la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Lagos, el señor Subsecretario de Minería explicó que, en todo caso, el eventual incumplimiento de la ejecución del plan de cierre dará lugar a una investigación que determine quiénes y en qué medida han sido los responsables. Respecto de ciertos aspectos, será la empresa, pero puede ocurrir también que se trate de servicios externalizados. 


El Honorable Senador señor Novoa advirtió una contradicción entre el artículo 33, que fija en la empresa minera la responsabilidad del cumplimiento del plan de cierre, sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros, y el tenor del artículo 34. Jurídicamente más adecuado para este último, consignó, resultaría hacer siempre responsable a la empresa, y a quienes además también lo sean.


La Comisión acordó sustituir la conjunción “o” por “y”. En consecuencia, el artículo 34 fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 37


Este artículo contiene, en sus cinco literales, las facultades fiscalizadoras del SERNAGEOMIN, a saber:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos  efectos, contratar servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.


El Honorable Senador señor Lagos consultó a quién corresponde asumir los costos por la contratación de servicios de asesores externos especializados, a que autoriza la letra b), y a quién, con arreglo a las letras d) y e), puede impartir órdenes el Servicio.


El señor Subsecretario de Minería señaló que los costos de fiscalización no se cargan sobre el fiscalizado, sino que se insertan en el presupuesto del Servicio, que habitualmente contemplan la contratación de servicios externos. No representan, en consecuencia, un gasto adicional para la institución. Las órdenes, en tanto, recaen sobre las empresas para que efectúen adecuaciones.  


El Honorable Senador señor Lagos expresó que si se trata de cuestiones habituales, no se entiende por qué se incluyen, esta vez, de manera expresa en la ley.


El señor Subsecretario de Minería explicó que consagrar la posibilidad de contratar estudios específicos se justifica porque en relación con los planes de cierre, materia objeto de la presente iniciativa de ley, nunca se han realizado, sin perjuicio que el universo de quienes puedan ser contratados sea el mismo, pues quienes se dedican a los métodos de explotación lo harán también, con certeza, a los planes de cierre.


El Honorable Senador señor Lagos manifestó que, entonces, debe entenderse que las obligaciones nuevas que para estos efectos asume el SERNAGEOMIN, por más que se trate de una nueva industria, se encuentran cubiertas por su presupuesto.


El Honorable Senador señor Escalona recordó la existencia de experiencias que demuestran la inconveniencia de que sea la entidad fiscalizada quien solvente, o contribuya a hacerlo, a su fiscalizador, por lo cooptación de que este último suele ser objeto. Así, por ejemplo, en la actividad acuícola, donde acciones del Servicio Nacional de Pesca eran financiadas por los interesados. En este sentido, puso de manifiesto que la posibilidad, prevista en la letra b), de efectuar contrataciones a título gratuito, abra espacios para que ciertas instituciones, a favor o en contra de la actividad minera, se ofrezcan para, sin costo, emitir informes o estudios, pues podría conllevar una manera encubierta de promoción de sus particulares e interesados puntos de vista.


El Honorable Senador señor Novoa coincidió con la opinión del Honorable Senador señor Escalona, agregando que puede producirse una situación incómoda para el Servicio si, no obstante recibir ofrecimientos de estudios gratuitos, decide pagar al contratar uno diverso. La referencia en el artículo a que se pueda contratar gratuita u onerosamente, sintetizó, no se justifica.


El señor Subsecretario de Minería destacó la plena concordancia del Ejecutivo con la inconveniencia de que sea el mismo fiscalizado quien concurra al pago de los gastos de su fiscalizador.


La Comisión acordó suprimir, en la letra b), la frase “, a título gratuito u oneroso,”.  Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Con la misma unanimidad fue aprobado el resto del 37, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe. 

Artículo 40


El artículo 40 da cuenta, a través de sus 12 literales, de aquellas conductas que constituyen objeto de sanción, saber:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma  establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas y/o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía durante la vida útil de la faena;


h) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


i) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


j) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


k) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley;


l) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.”.


La Comisión acordó incluir en este artículo, entre las conductas que pueden ser objeto de sanción, la no constitución de la garantía a que, en virtud del presente proyecto, quedan obligadas las empresas mineras que correspondan. Al efecto, intercaló una letra g), como se señalará en su oportunidad. Del mismo modo, efectuó enmiendas en la letra g), que pasó a ser letra h). Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.  

Artículo 41

Prescribe este artículo, en su inciso primero, las sanciones que el SERNAGEOMIN, en atención a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo 40 de la misma indicación sustitutiva, que establece cuáles son las conductas que constituirán infracción a la ley que el presente proyecto propone. Dichas sanciones son:


a) Multas de 10 UTM, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 UTM;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Constitución y puesta a disposición, de la totalidad de la garantía, en instrumento tipo A.1 en el plazo de treinta días;


d) Multa desde 50 UTM hasta 300 UTM respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior.


Agrega en el inciso segundo que la sanción contemplada en la letra c) sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras j) y k) del antes citado artículo 40, relativas al incumplimiento de la obligación de auditar el plan de cierre e informar de las modificaciones sustanciales al proyecto, y a la no presentación, ejecución o actualización de dicho plan de cierre, respectivamente.

La Comisión acordó sustituir en el artículo 41, todas las veces que aparece, la abreviatura “UTM” por “unidades tributarias mensuales”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.  


Del mismo modo, acordó sustituir la letra c) por la que se dará a conocer en su oportunidad, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Tuma.


Finalmente, en virtud de la enmienda que intercaló una letra g), nueva, en el artículo 40, sustituyó la referencia que en el inciso segundo del artículo 41 se realiza a las letras “j)” y “k)” de aquel artículo, por otra a las letras “g)”, “k)” y “l)”. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.  


Puesto en votación el resto del artículo 41, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.  

Artículo 42


El tenor literal de este artículo es el siguiente:


“Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la Ley 19.880.”.


La Comisión acordó introducir una enmienda en el inciso primero de este artículo, como se indicará en su oportunidad, con el objeto de dejar claramente establecido que la posibilidad de deducir recurso de reposición se entiende respecto de las resoluciones que establezcan sanciones de las previstas en el presente proyecto de ley. Lo hizo por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Tuma. 

En votación el resto del artículo 42, fue aprobado, por la misma unanimidad antedicha, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe. 

Artículo 43


Este artículo, relativo a las sanciones pecuniarias, preceptúa en su primer inciso que las multas que el proyecto de ley establece, y que corresponda aplicar al SERNAGEOMIN, serán impuestas administrativamente por el Director. Deberán, asimismo, ser enteradas al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


El inciso segundo señala que las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente, y no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


Dispone, en el inciso tercero, que la multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone. La responsabilidad por infracciones a la ley, en tanto, se extinguirá en el plazo de tres años.


El inciso cuarto indica que los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el SERNAGEOMIN inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras, pasará a integrar el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, o fondo de post cierre, que este mismo proyecto propone.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Tuma, el señor Subsecretario de Minería reiteró que el fondo de post cierre pretende hacerse cargo de los gastos que, con posterioridad a la finalización del plan de cierre, pudiesen producirse en el lugar en que éste se verificó. Dichos gastos serán ejecutados por el Servicio, pero con recursos financiados por las empresas mineras más el producto de las multas cursadas.


El artículo 43 fue aprobado, con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.  
Artículo 47


Establece el inciso primero de este artículo que determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al SERNAGEOMIN, en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.


En virtud de lo señalado, añade el inciso segundo, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.


El artículo 47 fue aprobado, con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.  

Artículo 48


El tenor textual de este artículo es el que sigue:


“Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.

Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley  19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.”.


Ante una pregunta formulada por el Honorable Senador señor García, el señor Subsecretario de Minería aclaró que el presente proyecto de ley se aplica sobre los actuales y futuros proyectos mineros en los que corresponda la presentación de un plan de cierre, tanto en lo que a la garantía como al fondo de post cierre se refiere. Respecto de tales proyectos, cualquiera sea la cantidad de años que reste por ejecutar, resultará aplicable el flexible modelo que el proyecto de ley propone.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Tuma, en tanto, hizo hincapié en que el proyecto no será aplicable a las faenas mineras ya finalizadas, conocidas como pasivos. Para éstas deberá diseñarse una matriz de riesgos distinta, que permita identificar cuáles son aún explotables, cuáles requieren de algún cierre perimetral o cuáles exigen la dictación de una normativa.  


El fondo de post cierre de la presente iniciativa, prosiguió, sólo tiene el propósito de complementar los recursos ya existentes en el plan de cierre, si es que se hiciese necesario utilizarlos después que las empresas mineras han abandonado las faenas.


En cuanto al específico plan de cierre para hidrocarburos, culminó, se ha previsto siguiendo la misma lógica que el que opera para los yacimientos mineros, no obstante tratarse de una actividad menos desarrollada.


La Comisión se pronunció respecto del inciso segundo del artículo 48, que fue aprobado en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.  

Artículo 49


Este artículo, que refiere la obligatoriedad y objeto de la garantía, ordena en su inciso primero que toda empresa minera que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, de acuerdo con el inciso segundo, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso primero.


El último inciso indica que la puesta a disposición al SERNAGEOMIN del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, dicho mandato tendrá carácter gratuito.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Tuma, el señor Subsecretario de Minería explicó que la garantía que está obligada a constituir toda empresa que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general que contiene el presente proyecto, se determina a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre. Deberá constituirse dentro de los 2/3 del período para yacimientos cuya vida útil es de 20 años, y hasta en 15 años cuando dicha vida útil excede los 20 años. El expresado valor presente se descuenta a la tasa de BCU (bono con cupones del Banco Central, a largo plazo, que se transa en unidades de fomento).


La garantía, agregó, puede conformarse de tres tipos de instrumentos (A.1, A.2 y A.3), descritos en el artículo 52, que se van haciendo más líquidos en el tiempo en la medida que se acerca el período del plan de cierre. En el primer tercio del período, los instrumentos A.1 deben ser al menos 40%, los A.2 como máximo 40%, y los A.3 como máximo 20%. A los dos tercios del período, a su vez, los A.3 desaparecen, el 60% debe corresponder a A.1, y el 40% a A.2. Al finalizar el período, todos los instrumentos deben ser A.1, a objeto de que al inicio de la ejecución de la garantía, pueda la empresa contar con caja suficiente para contratar servicios.


Al SERNAGEOMIN, prosiguió, corresponde la responsabilidad de los instrumentos, que han sido previamente aprobados y certificados por la SVS. Figuran, dichos instrumentos, en el balance de la empresa, en una institución financiera aprobada por la SVS, y materialmente en custodia en el Depósito Central de Valores. De manera que, en concreto, deberá SERNAGEOMIN certificar que lo que le informe la SVS se ajuste a lo expresado en los balances respecto de la garantía constituida por la empresa.


El Honorable Senador señor Escalona previno acerca del riesgo de que alguna de las grandes empresas que, por su tonelaje de extracción, deban someterse al procedimiento de aplicación general que el proyecto establece, alegue que puede haber otros procedimientos específicos no recogidos en la ley.


El artículo 49 fue aprobado con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los  miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Novoa y Tuma.  

Artículo 52

Este artículo prescribe, literalmente, lo siguiente:


“Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancaria de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del D.L. 3.500, de noviembre de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.


A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. “.


El señor Subsecretario de Minería manifestó que el modelo propuesto se compone de un portafolio de instrumentos probados, de instituciones sólidas, cuyo riesgo será diverso en distintos períodos de tiempo. Admite, por cierto, flexibilidad, pero si operan cambios en la composición deberán ser puestos en conocimiento del Servicio, a objeto de llevar a cabo un control exhaustivo de los mismos.


Ante una consulta del Honorable Senador señor Novoa, afirmó que la empresa que no constituya la garantía a que se encuentra obligada, se expone a la aplicación de altísimas multas, y si la hubiera constituido sólo parcialmente, a la aceleración de esa parte. En cualquier caso, resaltó, si una empresa de las que extraen más de 10.000 toneladas mensuales simplemente hace abandono de las faenas sin haber constituido la garantía, la autoridad lo va a notar en forma inmediata, debiendo sucederse entonces las sanciones que correspondan.


Ante una consulta del Honorable Senador señor García en relación con el caso de una empresa embarcada en un proyecto cuya vida útil alcanza a 12 años, que en consecuencia deberá constituir su garantía dentro de los 8 primeros años, explicó que, de conformidad con el artículo 53 aprobado por la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, durante el primer año deberá poner a disposición no menos del 20% del valor presente del costo total de las medidas de cierre, debiendo otorgar el saldo en forma proporcional y a prorrata el resto de los años, en la forma en que el mismo artículo se detalla. En el ejemplo propuesto, deberá dividirse en 7 años el 80% faltante. 


El artículo 52 fue aprobado con enmiendas, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.
Artículo 54


Prescribe este artículo que la idoneidad y suficiencia de la garantía será calificada en conjunto por el SERNAGEOMIN y la Superintendencia de Valores y Seguros, de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos. Podrán, dichos organismos, delegar esta función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.


El artículo 54 fue aprobado por la unanimidad de de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.
Artículo 55


Este artículo, que es el que crea el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, es del siguiente tenor:


“Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas,  municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.


Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos y demás características definidos por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.”.


Ante una pregunta del Honorable Senador señor García, el señor Subsecretario de Minería precisó que el fondo que establece el presente artículo, será administrado por una institución dedicada a la administración de servicios financieros, acreditada por la SVS, que será elegida por medio de una licitación que llevará adelante el SERNAGEOMIN. Y será este Servicio el que determinará cuándo y para qué serán utilizados los recursos que se encuentren disponibles. 

El Honorable Senador señor Escalona consultó por el tratamiento tributario que recibirán los aportes de las empresas mineras al Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, por una parte, y por el de las rentabilidades que obtendrán las instituciones financieras que administren tales recursos, por otra.





El Jefe de Gabinete del Director Nacional del Servicio de Impuestos Internos (SII), señor Gerardo Montes, indicó que se aplicará a los aportes el tratamiento general, esto es, tributación de impuesto de primera categoría. Como no van a existir retiros del referido fondo, no se gatillará ni impuesto global complementario ni adicional.


Para las administradoras del fondo, a su turno, también la regla general: impuesto de primera categoría por sus rentas, impuesto global complementario o impuesto adicional por sus retiros, e impuesto al valor agregado por el pago de las comisiones.


El artículo 55 fue aprobado con modificaciones formales, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.
Artículo 56


Dispone, textualmente, lo siguiente:


“Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, el dinero o los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.”.


El Honorable Senador señor García preguntó cuál es la obligación que tienen las empresas mineras de aportar al fondo de post cierre, y si dichos aportes constituyen gasto necesario para producir la renta.


El Honorable Senador señor Novoa observó que no siendo reembolsable el aporte al fondo, conforme al artículo 56, debe dilucidarse si se considera o no como gasto. 


El señor Jefe de Gabinete del Director del SII explicó que para la empresa aportante se trata de un aporte no reembolsable, al tenor expreso del inciso primero del artículo en análisis, por lo que cumple con todos los requisitos establecidos en el artículo 31 de la ley sobre impuesto a la renta para ser considerado como gasto.


El Honorable Senador señor Escalona hizo ver que si la empresa de que se trate ya ha constituido un garantía para cubrir el plan de cierre, no se advierte por qué debe, además, realizar un nuevo aporte al fondo.


El señor Subsecretario de Minería manifestó que las medidas de post cierre serán las mitigaciones posteriores que sea necesario hacer, cuya entidad, si el plan de cierre fue convenientemente ejecutado, debiera ser menor. Para que se puedan realizar es que se constituye un fondo, cuya justificación estriba en que la empresa, una vez obtenido su certificado final del plan de cierre y cumplidas sus obligaciones, lógicamente va a dejar de operar en relación con esa faena. Se hace cargo, entonces, el Estado de las eventuales medidas, pero sin tener que financiarlas, sino con cargo a los aportes que las propias empresas deben realizar.


El Honorable Senador señor Tuma advirtió sus reparos al hecho de que deba existir un fondo para la ejecución de medidas sobre cuya necesidad no existe certeza. Se abre, cuestionó, una interrogante respecto del carácter de definitivo del plan de cierre, pues no queda entonces claro si es que ha finalizado por completo o no.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que pueden ser perfectamente necesarias actividades posteriores al cierre de las faenas, como, por ejemplo, la constante presencia de un cuidador del perímetro del lugar.


El Honorable Senador señor Escalona consultó qué acontece si una empresa que ha finalizado su explotación y ha cumplido con ejecutar su plan de cierre, se niega a aportar al Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas.


 El señor Subsecretario de Minería expresó que la situación expuesta por Su Señoría se previene por el hecho que el certificado final del plan de cierre, sólo se obtiene una vez que se ha realizado la contribución al referido fondo. No puede, en consecuencia, verificarse tal escenario.


El Honorable Senador señor García añadió que la liberación del remanente de garantía sólo contra la entrega del certificado de cierre final, en los términos del artículo 28, actuará como desincentivo para que una empresa no aporte al fondo. Además, el propio artículo 56 contempla la posibilidad de que se libere parte de la garantía para aportar al mismo.  


El artículo 56 fue aprobado con modificaciones, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.
Artículo 57


El tenor literal de este artículo es el que sigue:


“Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.”.


El artículo 57 fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.
Artículo 58


El artículo 58 se refiere a las provisiones y gastos, siendo su contenido literal el que sigue:


“Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del Decreto Ley 824 de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida. En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse  durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.”.


El Honorable Senador señor García manifestó que el hecho de que la provisión de la garantía deba verificarse dentro de los dos primeros tercios de vida útil de la faena minera, y sin embargo sólo pueda deducirse como gasto necesario para producir la renta durante el último tercio de dicha vida útil, carece de lógica financiera. Lo apropiado, sin perjuicio del efecto fiscal que se genere, sería hacerlos coincidentes.


El señor Subsecretario de Minería sostuvo que, efectivamente, hay un efecto fiscal que no se puede soslayar. Pero el principal aspecto tenido en cuenta ha sido el empresarial, por cuanto el comportamiento esperado de las empresas mineras, particularmente de los yacimientos que en la actualidad comienzan a operar, es que obtengan la mayor parte de sus utilidades hacia el último tercio de la vida útil del proyecto, pues en las etapas previas sólo acumulan pérdidas. De esta manera, se hace coincidente el tratamiento tributario con el ciclo del negocio. 


El Honorable Senador señor Tuma señaló ver que para el Fisco no resulta relevante la conveniencia empresarial que pueda o no existir al establecer una preceptiva de alcance impositivo. El rol de la autoridad, más bien, debiera extenderse a reconocer el gasto necesario para producir la renta cuando se hace, y el empresario decidirá cuándo imputarlo.


El Honorable Senador señor Novoa observó que en materia tributaria los ciclos económicos no inciden. Se generaría, por lo demás, un problema, pues si el contribuyente cuenta con un activo que le genera ingresos, deberá tributar por éstos, pero no podrá descontarlos como gasto necesario. No debe perderse de vista, resaltó, el objetivo de no distorsionar las reglas generales que operan en materia tributaria.


Del mismo modo, hizo ver la conveniencia de analizar si el IEM debiera ser o no reconocer como gasto las provisiones que con arreglo a la garantía se realicen.


Consultó, finalmente, si el gasto al tomar una boleta de garantía, por ejemplo, se deduce como tal en el momento en que se hace o debe ser diferido hacia el final de la vida útil de la faena de que se trate. 


El Honorable Senador señor Escalona preguntó en qué oportunidad se deben tributar los intereses que devengue la garantía.


El señor Jefe de Gabinete del Director del SII explicó que la ley de la renta sí contiene disposiciones que consideran la importancia de los ciclos económicos. Así, por ejemplo, el artículo 15, que permite que en ciertos proyectos de largo plazo, en que existe diferencia sustancial entre el momento en que se verifican los costos y los ingresos, se pueda generar un sistema que respete ese ciclo. Se trata, añadió, de una prerrogativa que no ha sido muy utilizada anteriormente por el SII, cuestión que se pretende variar de ahora en más, habida consideración de algunas consultas sobre el particular formuladas por contribuyentes.


Por otra parte, indicó que si no existiese una disposición como la que el proyecto propone, no podría deducirse el gasto sino cuando efectivamente se incurriese en él, lo que sólo vendría a acontecer con posterioridad al inicio del último tercio de la vida útil de la faena, más cercano al cierre final de la misma. Esto pues, en realidad, la garantía sigue siendo una inversión, que se hace deducible sólo una vez materializado el reembolso de cierre de faenas. Esto último, hizo hincapié, si es que se pudiese deducir, porque en algunos casos podría considerarse que las construcciones son más bien activos fijos.


Los gastos amortizables, prosiguió, no constituyen una novedad en la ley de la renta. Es así, graficó, como los gastos de organización y puesta en marcha de una empresa, en que se incurre el día uno, se pueden deducir en un período de hasta seis años. Existe, además, el caso de los gastos de colocación de nuevos productos, que tienen un límite de tres años. No se verifica, en consecuencia, un quiebre con la habitual aplicación de la ley de la renta, con el matiz de que, normalmente, el gasto debe ser amortizado, en los ejemplos, en los tres o seis años. Por la aplicación de la ley que el proyecto propone, en tanto, en atención a la envergadura de los proyectos, aun no existiendo un gasto se permite al contribuyente amortizar la garantía (que es bastante presumible llegue a se su gasto), en el último tercio de la vida útil de la faena, con un ajuste final.


Finalmente, se refirió a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo en análisis, en orden a que el gasto no será deducible para los efectos de la determinación del IEM establecido en la ley sobre impuesto a la renta. Aclaró que, para el SII, el objetivo es que funcione tal cual los agregados en el cálculo del IEM. La base de cálculo de este impuesto, explicó, está constituida por una renta líquida imponible a la que se hacen ciertas deducciones y agregados. La idea es que el gasto a que se alude en este artículo sea uno de estos últimos, de manera que cuando corresponda el cálculo del impuesto, se transforme en un desembolso que quede gravado con el IEM, como si nunca se hubiese efectuado para efectos de dicho impuesto. En síntesis, el total del gasto se agrega completamente, y el impuesto se aplica como si ese gasto no hubiese existido nunca. 


El Honorable Senador señor Novoa consignó que en el caso de los gatos amortizables, es voluntario para el contribuyente decidir en qué momento realiza la deducción como gasto, si en el año uno o en el seis.


El Honorable Senador señor Tuma distinguió entre los costos en que efectivamente ha incurrido una empresa, y la existencia de una garantía que en realidad no ha significado un gasto. Si la mantención de esta garantía importa costos, lo razonable sería que estos fuesen considerados en el período en que se realizan.


El señor Jefe de Gabinete del Director del SII puntualizó que los costos asociados a la toma de los instrumentos vinculados a la garantía, son deducibles como gasto necesario para producir la renta del período en que se incurrió en el gasto, y no incrementan la garantía.


El Honorable Senador señor García señaló que, conforme a la consideración del ciclo económico para establecer la posibilidad de deducir el monto de la garantía como gasto necesario en el último tercio de vida útil de la faena, pierde relevancia el momento en que se deducen las provisiones de la tasa imponible, por cuanto, si se hace al inicio, aumentan las pérdidas, que como se trasladan de un ejercicio a otro, llegan también a los períodos de utilidades, lo que permite pagar menos impuestos.


El Honorable Senador señor Tuma sostuvo que debiera precisarse que se podrán deducir como gastos necesarios para producir la renta, en el período que corresponda, los costos que suponga la mantención de la garantía.


El señor Subsecretario de Minería indicó que, al tenor de la ley sobre impuesto a la renta, se opera en los términos señalados por Su Señoría, por lo que no resulta necesaria una precisión. 


El Honorable Senador señor Tuma estuvo conteste en que la regla general de la ley sobre impuesto a la renta permite la deducción de los antes referidos gastos. Sin embargo, insistió, una aclaración sería conveniente ante la posibilidad de que, en virtud del inciso segundo del artículo 58, erróneamente se pudiera interpretar que sólo se podrá deducir como gasto el monto de la garantía efectivamente constituida. 

En relación con el artículo 58 del proyecto de ley, atendido lo señalado por los representantes del Ejecutivo, en especial por lo expresado por el representante del Servicio de Impuestos Internos, la Comisión acordó dejar constancia que la norma no contraría el espíritu general de la legislación tributaria, en mérito del cual se podrán deducir como gasto los costos que sean necesarios para mantener la garantía de cumplimiento establecida en el proyecto de ley, en los términos de las normas generales de la ley sobre impuesto a la renta.



El artículo 58 fue aprobado con modificaciones formales, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.

Artículo 59


El inciso primero de este artículo establece que el  Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere el presente proyecto de ley, dará derecho a crédito fiscal.

El inciso segundo, a su turno, dispone que las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad al artículo 23, 28 y 36 del Decreto Ley N° 825 de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres  meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar ante dicho Servicio, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.


El artículo 59 fue aprobado, con modificaciones formales, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión de Minería y Energía en su segundo informe, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.



Enseguida, la Comisión tomó conocimiento del resto de las indicaciones formuladas al proyecto aprobado en general por el Senado, relativas a asuntos de su competencia. Cabe señalar que dichas indicaciones se dieron por rechazadas en el segundo informe de la Comisión de Minería y Energía, a causa de la aprobación de la indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República



A continuación se da cuenta de las antedichas indicaciones, correspondientes a los números 8, 9, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26.

Artículo 20°


Este artículo disponía la responsabilidad, para el SERNAGEOMIN, de llevar un Registro Público de Empresas de Auditoría Externa. En sus literales, señalaba las situaciones en que debía entenderse que una persona natural o jurídica carecía de independencia en relación con una empresa auditada. Fue objeto de la indicación número 8, de la Honorable Senadora señora Allende, para reemplazar en la letra a), del inciso tercero, la palabra “doce” por “treinta y seis”.

Artículo 25°


Este artículo establecía la sanción para el caso de abandono encubierto de las faenas o instalaciones mineras. Fue objeto de la indicación número 9, de la Honorable Senadora señora Allende, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 25.- Sanción en caso de abandono encubierto. Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que hubieren informado falsamente al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de las faenas o instalaciones mineras, serán sancionados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.


Los representantes, directores y gerentes de la empresa minera que con ocasión del abandono de las faenas o instalaciones mineras provocaren grave daño ambiental o para la salud de las personas, serán castigados con presidio menor en su grado medio a máximo, y con multa de cinco mil a quince mil unidades tributarias mensuales.


Si el delito a que se refiere el inciso precedente se cometiere entregando información falsa sobre la paralización temporal de las operaciones, se aumentará la pena en un grado.”.

Artículo 48°


Este artículo contenía una serie de sanciones que podían ser aplicadas a los infractores de la ley. Sobre él recayeron las indicaciones números 19 y 20, ambas del Honorable Senador señor Horvath.


La indicación número 19, para reemplazar la letra a), por la siguiente:


“a) Con Multas de 10 a 1.000 UTM”;


La indicación número 20, para suprimir la letra b).

Artículo 49°


Este artículo refería la imposición, reclamo y prescripción de las multas. Fue objeto de las indicaciones números 21 y 22, ambas del Honorable Senador señor Horvath, y 23, de la Honorable Senadora señora Allende.


La indicación número 21, para reemplazar en el inciso segundo la frase “correspondiente al domicilio del Director” por “del lugar en que se encuentran las faenas mineras”.


La indicación número 22, para suprimir el inciso tercero.


La indicación número 23, para reemplazar, en el inciso cuarto, los vocablos “tres” por “cinco” y “seis” por “diez”, respectivamente.

Artículo 61°


Este artículo disponía la creación, administración y formación de un fondo para la implementación de medidas de seguimiento y control. Sobre él recayó la indicación número 24, de la Honorable Senadora señora Allende, para eliminar el inciso segundo.

Artículo 62°



Este artículo establecía el deber de aportar al fondo antes aludido, por parte de la empresa minera. Fue objeto de la indicación número 25, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimir el inciso segundo.

Artículo 63°



Este artículo liberaba de responsabilidad a aquellas empresas mineras que hicieran entrega de los recursos requeridos por el fondo. Fue objeto de la indicación número 26, del Honorable Senador señor Horvath, para suprimirlo.


En consecuencia, las indicaciones números 8, 9, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 26 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa y Tuma.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 25 de febrero de 2009,  señala, de manera textual, lo siguiente:

“El presente proyecto de ley regula el cierre de faenas e instalaciones mineras. En cuanto a los efectos fiscales del mismo, en primer lugar, permite deducir de la renta bruta, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley de Impuesto a la Renta, los gastos efectivamente pagados o adeudados por causa del cumplimiento del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras debidamente aprobado por la autoridad competente. Asimismo, en los casos en que se hayan constituido garantías para asegurar al Estado la disponibilidad de fondos para cubrir los costos de cierre, se podrá deducir como gasto el monto garantizado. Para el caso de los proyectos mineros actualmente en operación, se establece un sistema de aplicación progresiva que otorga un plazo de tres años para presentar un proyecto de plan de cierre de faenas y la posibilidad de enterar la garantía en cinco cuotas anuales. El costo fiscal de lo anterior se asocia a una menor recaudación tributaria, debido al anticipo en el reconocimiento de gasto por parte de las empresas. Esta menor recaudación se estima en $18.500 millones anuales, durante cinco años, a partir del cuarto año de vigencia de la ley.

En segundo lugar, el proyecto otorga derecho a la devolución de los remanentes de IVA originados en la adquisición de bienes y servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas e instalaciones mineras. Se estima que esta medida no tendrá costo fiscal significativo, por cuanto la legislación vigente ya contempla mecanismos de imputación de tales remanentes.

Finalmente, el proyecto de ley otorga al Servicio Nacional de Geología y Minería una serie de funciones y atribuciones para la adecuada implementación de la ley. Para ello, este servicio requerirá contar con recursos adicionales estimados en $367 millones durante el primer año de aplicación de la ley y $440 millones anuales desde el segundo año en adelante. Este mayor gasto será financiado con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Geología y Minería.”.

Con posterioridad, el 14 de junio de 2010, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Sustitutivo del siguiente tenor:

El presente proyecto de ley, que regula el cierre de las faenas e instalaciones mineras, establece dos incentivos tributarios. En primer lugar, permite deducir de la renta bruta, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley de Impuesto a la Renta, las garantías que se hayan constituido para asegurar al Estado la disponibilidad de fondos para cubrir los costos de cierre de faenas. Esta deducción se hará en forma proporcional, durante el plazo que medie entre la constitución final de la garantía y el término de la vida útil del proyecto, conforme a los procedimientos y metodología que el Servicio de Impuestos Internos determine.

Para el caso de los proyectos mineros actualmente en operación, las disposiciones transitorias establecen un procedimiento para presentar un proyecto de plan de cierre de faenas y enterar la garantía en un plazo aproximado de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la ley. El costo fiscal de esta medida corresponde exclusivamente al anticipo en el reconocimiento del gasto, que ahora podrá hacerse de manera proporcional entre la fecha en que se entere la garantía y el momento efectivo del cierre de faenas, y provendrá principalmente de los proyectos en operación, estimándose en $6.000 millones anuales, a partir del tercer año de vigencia de la ley. 

En segundo lugar, el proyecto otorga derecho a la devolución de los remanentes de IVA originados en la adquisición de bienes y servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas e instalaciones. Se estima que esta medida tendrá un costo fiscal cercano a cero, por cuanto la legislación vigente prevé mecanismos de imputación de tales remanentes. 

Por otra parte, se crea como órgano consultivo un Consejo de Expertos denominado Panel Técnico Minero, al que podrán recurrir las empresas mineras que sientan afectados sus derechos. Este Panel estará conformado por 5 profesionales del área minera más un abogado especialista, cuyos honorarios serán determinados por un reglamento.

Adicionalmente, se crea un Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, para financiar las actividades tendientes a asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre. Su financiamiento provendrá de los aportes de las empresas mineras, de donaciones y de erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado. 

Finalmente, el proyecto de ley otorga al Servicio Nacional de Geología y Minería las facultades de supervigilancia y fiscalización, asignándole una serie de funciones y atribuciones para su implementación. Para ello, este servicio requerirá contar con recursos adicionales estimados en $363 millones durante el primer año de aplicación de la ley y $262 millones anuales desde el segundo año en adelante. Este mayor gasto será financiado con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Geología y Minería. 

Más tarde, con fecha 11 de enero de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo Informe Financiero Sustitutivo, que acompañaba a la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia el Presidente de la República. Su tenor literal es el que sigue:

“El presente proyecto de ley, que regula el cierre de las faenas e instalaciones mineras, establece dos incentivos tributarios. En primer lugar, permite deducir de la renta bruta, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 31 de la Ley de Impuesto a la Renta, las garantías que se hayan constituido para asegurar al Estado la disponibilidad de fondos para cubrir los costos de cierre de faenas. Esta deducción se hará en forma proporcional, durante el plazo que medie entre la constitución final de la garantía y el término de la vida útil del proyecto, conforme a los procedimientos y metodología que el Servicio de Impuestos Internos determine.

Para el caso de los proyectos mineros actualmente en operación, las disposiciones transitorias establecen un procedimiento para presentar un proyecto de plan de cierre de faenas y enterar la garantía en un plazo aproximado de dos años, a contar de la fecha de entrada en vigencia de la ley. El costo fiscal de esta medida corresponde exclusivamente al anticipo en el reconocimiento del gasto, que ahora podrá hacerse de manera proporcional entre la fecha que se entere la garantía y el momento efectivo del cierre de faenas y provendrá principalmente de los proyectos en operación, estimándose en $6.000 millones anuales, a partir del tercer año de vigencia de la ley.

En segundo lugar, el proyecto otorga derecho a la devolución de los remanentes de IVA originados en la adquisición de bienes y servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas e instalaciones. Se estima que esta medida tendrá un costo fiscal cercano a cero, por cuanto la legislación vigente prevé mecanismos de imputación de tales remanentes.

Adicionalmente, se crea un Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, para financiar las actividades tendientes a asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre. Su financiamiento provendrá de los aportes de las empresas mineras, de donaciones y de erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado, Este Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros y elegida por medio de licitación.
Finalmente, el proyecto de ley otorga al Servicio Nacional de Geología y Minería las facultades de supervigilancia y fiscalización, asignándole una serie de funciones y atribuciones para su implementación. Para ello, este servicio requerirá contar con recursos adicionales estimados en $363 millones durante el primer año de aplicación de la ley y $262 millones anuales desde el segundo año en adelante. Este mayor gasto será financiado con los recursos contemplados en el presupuesto del Servicio Nacional de Geología y Minería.”. 
En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -

MODIFICACIONES

De conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley despachado por la Comisión de Minería y Energía:

Artículo 28

Inciso primero


Eliminar la siguiente oración: “cuando se efectuare una correcta y oportuna ejecución de las medidas contempladas en el plan de cierre”. (Unanimidad 5x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Inciso segundo

Letra a)


Suprimir las palabras “Una vez”, comenzar con mayúscula la palabra “iniciada”, y agregar una coma (“,”) a continuación del sustantivo “cierre”. (Unanimidad 5x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Artículo 34


Reemplazar la conjunción “o” por “y”. (Unanimidad 5x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Artículo 37
Letra b)


Eliminar la expresión “, a título gratuito u oneroso,”. (Unanimidad 5x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Artículo 40


Intercalar la siguiente letra g), nueva: 


“g) No constituir o no poner a disposición del Servicio la garantía de cumplimiento establecida en el Título XIII de la presente ley, en los plazos y forma indicados en dicho Título;”.  (Unanimidad 4x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Letra g)


Pasó a ser letra h), reemplazada por la siguiente:


“h) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía de cumplimiento, establecida en el Título XIII de la presente ley, durante la vida útil de la faena;”. (Unanimidad 4x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Letras h), i), j) k) y l)


Pasaron a ser letras i), j), k), l) y m), respectivamente, sin otra enmienda.

Artículo 41

Inciso primero


Reemplazar, todas las veces que aparece en el texto, la abreviatura “UTM” por la expresión “unidades tributarias mensuales”. (Unanimidad 5x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).

Letra c)


Sustituirla por la siguiente:


“c) Disponer la constitución y puesta a disposición de la totalidad de la garantía de cumplimiento, en instrumentos tipo A.1, en el plazo de treinta días, y”. (Unanimidad 3x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).
Inciso segundo


Sustituir las expresiones “j) y k)” por “g), k) y l)”. (Unanimidad 4x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).
Artículo 42

Inciso primero


Intercalar entre la palabra sanciones y la coma (“,”) que la sigue, las expresiones: “de las previstas en esta ley”. (Unanimidad 3x0. Indicación sustitutiva de Su Excelencia el Presidente de la República).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO 


De ser aprobadas las modificaciones propuestas, el texto del proyecto quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Ámbito de aplicación. El cierre de las faenas de la industria extractiva minera se regirá por esta ley, sin perjuicio de lo establecido en las demás normas que resulten aplicables en los ámbitos específicos de su competencia.


Artículo 2°.- Objeto del plan de cierre. El objeto del plan de cierre de faenas mineras es la integración y ejecución del conjunto de medidas y acciones, destinadas a mitigar los efectos que se derivan del desarrollo de la industria extractiva minera, en los lugares en que ésta se realice, de forma de asegurar la estabilidad física y química de los mismos, en conformidad a la normativa ambiental aplicable, así como el resguardo de la vida, salud y seguridad de las personas, de acuerdo a la ley.


El plan de cierre de las faenas de la industria extractiva minera es parte del ciclo de su vida útil.


El cierre de faenas mineras se planificará e implementará de forma progresiva, durante las diversas etapas de operación de la faena minera, por toda la vida útil.


El plan de cierre de faenas mineras debe ser ejecutado por la empresa minera, antes del término de sus operaciones, de manera tal que al cese de éstas se encuentren implementadas y creadas las condiciones de estabilidad física y química en el lugar que operó la faena.


Artículo 3°.- Definiciones. Para los efectos de esta ley y su reglamento, se entenderá por:


a) Abandono: El acto por el cual la empresa minera cesa las operaciones de una o más faenas o instalaciones mineras, sin cumplir con las obligaciones que le impone esta ley y su reglamento;


b) Área de influencia: el área o espacio geográfico, cuyos componentes ambientales podrían verse afectados luego del cese de las operaciones de la faena o instalación minera, de acuerdo a lo establecido en la ley N°19.300;


c) Cierre Parcial: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de la totalidad de las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de una faena minera, efectuada durante la operación, y cuya implementación íntegra se acredita mediante un certificado otorgado por el Servicio;


d) Cierre Final: La etapa de un proyecto minero que corresponde a la ejecución de todas las medidas y actividades contempladas en el plan de cierre, respecto de la totalidad de instalaciones que conforman una faena minera, efectuado al término de la operación minera y cuya implementación se acreditará mediante un certificado otorgado por el Servicio;


e) Director: El Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería;


f) Empresa Minera: La persona natural o jurídica que a título propio o por cuenta de un tercero, ejecuta operaciones propias de la industria extractiva minera, sujetas a la obligación de cierre de faenas;


g) Estabilidad Física: Situación de seguridad estructural, que mejora la resistencia y disminuye las fuerzas desestabilizadoras, que pueden afectar obras o depósitos de una faena minera, para la cual se utilizan medidas con el fin de evitar fenómenos de falla, colapso o remoción.


Para los efectos de esta ley, se consideran medidas para la estabilización física, aquellas como, la estabilización y perfilamiento de taludes, reforzamiento o sostenimiento de éstos, compactación del depósito y otras que permitan mejorar las condiciones o características geotécnicas que componen las obras o depósitos mineros. La estabilidad física comprende asimismo, el desmantelamiento de las construcciones que adosadas permanentemente a la faena minera la aseguren;


h) Estabilidad Química: Situación de control de las características químicas que presentan los materiales contenidos en las obras, depósitos de una faena minera, cuyo fin es evitar, prevenir o eliminar si fuere necesario, la reacción química que causa acidez, evitando el contacto del agua con los residuos generadores de ácidos que se encuentren en obras y depósitos masivos mineros, tales como depósitos de relaves, botaderos, depósitos de estériles y ripios de lixiviación;


i) Faena minera e industria extractiva minera: Se entenderá por Faena Minera el conjunto de instalaciones y lugares de trabajo de la industria extractiva minera, tales como minas, plantas de tratamiento, fundiciones, refinerías, maestranzas, talleres, casas de fuerza, puertos de embarque de productos mineros, campamentos, bodegas, lugares de acopios, pilas de lixiviación, depósitos de residuos masivos mineros, depósitos de relaves, de estériles, ripios de lixiviación y, en general, la totalidad de las labores, instalaciones y servicios de apoyo e infraestructura que existen respecto a una mina o establecimiento de beneficio para asegurar el funcionamiento de las operaciones mineras.


Para los efectos de esta ley, se considerará industria extractiva minera, el conjunto de actividades relacionadas con la exploración, prospección, extracción, explotación, procesamiento, transporte, acopio, transformación, disposición de sustancias minerales, sus productos y subproductos; las sustancias fósiles e hidrocarburos líquidos o gaseosos, en las condiciones específicas que se señalan en el Título XII. La industria extractiva minera incluirá el conjunto de obras destinadas a abrir; habilitar; desarrollar; instalar; y adosar permanentemente, en su caso, las excavaciones, construcciones, túneles, obras civiles y maquinarias que tengan estrecha relación con las actividades antes señaladas;


j) Garantía: Las obligaciones que se contraen e instrumentos que se otorgan para asegurar el cumplimiento de las cargas que derivan del plan de cierre, de acuerdo a lo establecido en la presente ley;


k) Modificación sustancial del proyecto minero: Para los efectos de esta ley, constituye una modificación sustancial del proyecto, las variaciones que excedan de diez por ciento de la estimación de la vida útil del proyecto minero, sin perjuicio de las que se originaren por cambios importantes de ritmo de explotación, en las tecnologías o diseños de los métodos de explotación, ventilación, fortificación o de tratamiento de minerales determinados, así como nuevos lugares de ubicación, ampliación o forma de depósitos de residuos mineros, producidos por alteraciones en el tipo de roca, leyes o calidad de los minerales, y en general cualquier cambio en las técnicas utilizadas, que envuelven más que una simple ampliación de tratamiento para colmar las capacidades del proyecto;


l) Operación minera: Las actividades que incluyen las fases de exploración, en los casos que se encuentre sometida al sistema de evaluación de impacto ambiental, de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 19.300, y las actividades de prospección, construcción, explotación y beneficio de minerales, de una faena minera;


m) Paralización temporal: El cese transitorio de la operación de una faena minera, el cual podrá ser total o parcial, según afecte instalaciones específicas o al conjunto de instalaciones que constituyen la faena minera;


n) Plan de Cierre: El documento que especifica el conjunto de medidas técnicas y actividades que la empresa minera debe efectuar desde el inicio  de la operación minera, y el programa de detalle conforme al cual deben implementarse, de manera que tienda a prevenir, minimizar o controlar los riesgos y efectos negativos que se puedan generar en la vida e integridad de las personas que se encuentran relacionadas directa e inmediatamente a las mismas, así como mitigar los efectos de la operación minera en los componentes medio ambientales comprometidos, tendientes a asegurar la estabilidad física y química de los lugares en que ésta se realice;


o) Post cierre: Es la etapa que sigue a la ejecución del plan de cierre, que comprende las actividades de monitoreo y verificación de emisiones y efluentes, y en general, el seguimiento y control de todas aquellas condiciones que resultan de la ejecución de las medidas y actividades del plan de cierre, para garantizar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar;

p) Servicio: el Servicio Nacional de Geología y Minería, y


q) Vida útil del proyecto minero: Aquel cálculo que se efectúa en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una Persona Competente en Recursos y Reservas Mineras de acuerdo a las disposiciones de la ley N° 20.235, en relación con los niveles anuales de extracción de mineral.


Artículo 4°.- Carácter sectorial del plan de cierre. La aprobación que realizare el Servicio al plan de cierre, en conformidad a lo dispuesto en la presente ley, constituirá un permiso sectorial para todos los efectos legales.


La empresa minera no podrá iniciar la operación de la faena minera sin contar, previamente, con un plan de cierre aprobado en la forma prescrita en esta ley.

TÍTULO II

AUTORIDAD COMPETENTE


Artículo 5°.- Autoridad competente y funciones. El Servicio es el órgano de la Administración del Estado encargado de revisar y aprobar sectorialmente, los aspectos técnicos de los planes de cierre de faenas mineras y sus actualizaciones, como asimismo, velar por el cumplimiento de las obligaciones de la empresa minera causadas por los planes de cierre aprobados. Tendrá las facultades de supervigilancia y fiscalización que establece la ley.


Al Servicio, le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Aprobar, en conformidad a la resolución de calificación ambiental, las medidas que serán implementadas y actividades que serán ejecutadas para el cumplimiento de los planes de cierre de faenas mineras y sus modificaciones, de acuerdo a la presentación que hicieren los interesados;


b) Aprobar la valorización del plan de cierre, y la correspondiente cantidad de dinero o monto, que será garantizada durante la vida útil del proyecto minero, supervigilar la suficiencia de los instrumentos otorgados en garantía, autorizar las rebajas que provengan de la ejecución de cierres parciales de faenas mineras, así como, efectuar la liberación de la garantía a medida que se ejecutare el plan de cierre;


c) Elaborar el programa de fiscalización de los planes de cierre aprobados, y fiscalizar su cumplimiento;


d) Disponer o evaluar modificaciones y actualizaciones a los planes de cierre aprobados, de acuerdo con las variaciones que experimenten los proyectos y su vida útil, en los términos del procedimiento establecido en esta ley y su reglamento;


e) Disponer, en caso que las medidas comprometidas en el plan de cierre no fueren ejecutadas o lo fueren de manera imperfecta, las acciones necesarias para que la garantía otorgada se aplique íntegramente a la ejecución del plan de cierre;


f) Ordenar la ejecución de medidas correctivas para los casos de incumplimiento del plan de cierre;


g) Preparar guías metodológicas para la elaboración de los proyectos de planes de cierre simplificados;


h) Verificar las competencias específicas de los auditores de planes de cierre, para los efectos de informar sobre la adecuación y cumplimiento de los mismos, y llevar el Registro correspondiente, de acuerdo con lo que dispone la presente ley y su reglamento;


i) Inspeccionar las faenas o instalaciones mineras a fin de asegurar el cumplimiento de las medidas y actividades comprometidas por la empresa minera, según lo establecido en el plan de cierre, y


j) Aplicar sanciones administrativas, según lo dispuesto en el Título X de esta ley.

TÍTULO III

APROBACIÓN DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Requisitos generales


Artículo 6°.- Plan de Cierre, elaboración, contenidos, objetivos y requisitos formales. Toda empresa minera deberá presentar, para la aprobación del Servicio, un plan de cierre de sus faenas mineras, elaborado en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto minero, cuando correspondiere, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena minera, establecidos en esta ley y el reglamento.


Los requisitos formales para el otorgamiento de esta aprobación, así como, los contenidos técnicos y económicos que deberá contener el plan de cierre son los que se señalan en la presente ley y el reglamento.


Artículo 7°.- Obligatoriedad del plan de cierre. Una vez aprobado, el plan de cierre obliga a la empresa minera a ejecutar íntegramente todas las medidas y actividades contempladas en dicho documento, dentro del plazo fijado, y de la manera y condiciones previstas en el mismo.


Artículo 8°.- Oportunidad de la aprobación del plan de cierre. Todo plan de cierre deberá ser aprobado por el Director previo al inicio de la exploración, explotación de una faena minera o de la operación de un establecimiento de beneficio, según correspondiere.


Artículo 9°.- Elementos del plan de cierre. La empresa minera deberá presentar un plan de cierre que contemplare la totalidad de la faena minera, el que contendrá y especificará todas las medidas y actividades de cierre contempladas. Podrá asimismo, presentar planes de cierre parcial, los que deberán ejecutarse durante la operación minera, de acuerdo a la programación global y de detalle aprobada por el Servicio, de acuerdo a lo dispuesto por esta ley.


Los Planes de Cierre que se sometan a aprobación del Servicio, tendrán carácter público, y se regirán por las disposiciones de la ley N° 20.285.

Párrafo 2°

De los procedimientos de aprobación del plan de cierre


Artículo 10.- Tipos de procedimientos de aprobación. El plan de cierre de faenas mineras, se someterá a aprobación del Servicio, a través del procedimiento de aplicación general o simplificado.


La exploración minera, de la forma establecida en la ley N° 19.300, se sujetará al procedimiento de aprobación simplificado. 


Se sujetará al procedimiento de aplicación general, la empresa minera cuyo fin sea la extracción o beneficio de uno o más yacimientos mineros, y cuya capacidad de extracción de mineral sea superior a diez mil toneladas (10.000 t) mensuales.


Resultará aplicable el procedimiento simplificado, a la empresa minera cuya capacidad de extracción o beneficio de mineral sea igual o inferior a la señalada en el inciso anterior.


Lo dispuesto en el inciso anterior, rige para efectos de esta ley, y no modifica las normas establecidas en la ley N° 19.300, para el ingreso al sistema de evaluación de impacto ambiental.

1. Del procedimiento de aplicación general


Artículo 11.- Efectos del procedimiento de aplicación general. La empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general quedará sujeta a la obligación establecida en el Título XIII de esta ley.


Artículo 12.- Pronunciamiento sobre el plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse sobre el plan de cierre de la empresa minera, dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de su presentación.


El Servicio podrá solicitar, dentro del plazo de treinta días, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, que se estimaren necesarias, o que referidas a información esencial del plan de cierre, sirvieren para complementar o salvar omisiones en su presentación. Las mismas deberán presentarse dentro del término de treinta días. El ejercicio de esta facultad suspenderá el transcurso del plazo legal para pronunciarse.


Cuando la empresa minera hiciere entrega de la información requerida, o dejare transcurrir el plazo sin hacerlo, el Servicio emitirá pronunciamiento en los términos antes señalados.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio, previa resolución fundada, y atendido los nuevos antecedentes presentados por la empresa minera, podrá ampliar el plazo para pronunciarse sobre el plan de cierre, hasta por diez días.


Artículo 13.- Requisitos del plan de cierre. El plan de cierre deberá, a lo menos, contener los antecedentes y acompañar, los documentos que se señalan a continuación:


a) Individualización completa de la empresa minera, escrituras sociales de constitución, con especificación de su RUT y de su representante legal;


b) Descripción de la faena minera, con indicación de sus instalaciones, sus características, procesos y productos, la enunciación de las áreas que comprende y de los depósitos e insumos que utilizará. De la misma forma deberá considerar los aspectos geológicos y atmosféricos del área en que se encuentra;


c) Resolución de calificación ambiental, aprobatoria, cuando corresponda, de acuerdo a la ley N° 19.300;


d) Informe técnico elaborado y suscrito por una o más Personas Competentes en Recursos y Reservas Mineras de aquellas señaladas en la ley N° 20.235, que se pronuncie acerca de la vida útil del proyecto minero;


e) El conjunto de medidas y actividades propuestas por la empresa minera para obtener la estabilidad física y química del lugar donde se encuentra la faena minera;


f) Una estimación de los costos del plan de cierre propuesto, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya a la unidad de fomento, y la programación global y de detalle de ejecución de las medidas de cierre contempladas en él;


g) Un programa y una estimación de costos de las medidas de post cierre, expresado en unidades de fomento, o el sistema de reajuste fijado por el Banco Central que sustituya dicha unidad, y la programación de su ejecución;


h) La cantidad de dinero o monto representativa del costo del plan de cierre que será garantizado, el período por el cual esa caución se otorgará, de acuerdo a la vida útil del proyecto establecida en la forma descrita en la letra d), y los instrumentos que se utilizarán, e 


i) Cualquier otro documento que sirva de fundamento al plan de cierre o de base para su elaboración.


Artículo 14.- Aprobación o rechazo del plan de cierre. El Servicio deberá pronunciarse acerca de los aspectos técnicos del plan de cierre, mediante la dictación de una resolución fundada, de aprobación o rechazo del mismo dentro del plazo legal.


El Servicio podrá requerir a la empresa minera, en el plazo de treinta días a partir de la presentación del plan de cierre, las aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que fueren necesarias. El plazo legal para pronunciarse sobre él, se suspenderá por el tiempo que dure el ejercicio de esta facultad.


El plan de cierre será aprobado cuando cumpla los requisitos establecidos por esta ley y de acuerdo a la resolución de calificación ambiental cuando correspondiere.


Si el Servicio rechazare el plan de cierre, indicará las correcciones, rectificaciones y modificaciones precisas y específicas que estimare procedentes al plan de cierre, a efectos de ajustar el mismo a las medidas técnicas necesarias conforme a la presente ley. Los aspectos que no fueren observados se tendrán por aprobados.


Artículo 15.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. El Director dictará la resolución aprobatoria de los planes de cierre de faenas mineras presentados por los interesados, la que deberá contener:


a) Identificación de la empresa minera, de la respectiva faena minera y su o sus representantes legales;


b) Mención de la vida útil estimada del proyecto minero;


c) El conjunto de medidas técnicas y actividades comprometidas para la ejecución del plan de cierre, y la programación global de su ejecución, y


d) La estimación de los costos del plan de cierre, que serán garantizados por la empresa minera.

2. Del procedimiento simplificado


Artículo 16.- Presentación del plan de cierre. Las empresas mineras sometidas al procedimiento simplificado, elaborarán su plan de cierre incluyendo en el mismo los antecedentes a que se refieren los literales a), b) y e) del artículo 13, y conforme a las guías metodológicas que preparará el Servicio. Lo anterior, sin perjuicio de la obligación de acompañar al mismo la resolución de calificación ambiental favorable si procediere.


El Servicio pondrá a disposición de los interesados las guías metodológicas que especifiquen los estándares técnicos aplicables a las empresas mineras sometidas a este procedimiento, y que servirán para la elaboración y complementación de los proyectos de planes de cierre simplificado, conforme a lo establecido en la ley.


Artículo 17.- Contenido de la resolución aprobatoria del plan de cierre. La resolución que se pronuncie sobre un plan de cierre de faenas mineras sometidas al procedimiento simplificado, contendrá los siguientes antecedentes:


a) Identificación de la empresa minera y de la respectiva faena o instalaciones como, asimismo, de sus representantes legales;


b) Un listado de las medidas y actividades específicas a que quedará sujeta la ejecución del plan de cierre, y


c) La programación de su ejecución.

TÍTULO IV

AUDITORÍA DE LOS PLANES DE CIERRE

Párrafo 1°

Objetivos


Artículo 18.- De las auditorías periódicas y extraordinarias. Finalidad, periodicidad y elección del auditor. Las empresas mineras que se encontraren sujetas al procedimiento de aplicación general, deberán hacer auditar su plan de cierre cada cinco años, a su costo y de acuerdo al programa de fiscalización que elaborará el Servicio.


El objeto de las auditorías es certificar al Servicio la adecuación y cumplimiento del contenido del plan de cierre y de su actualización, así como la sujeción a su programación de ejecución, de manera de velar por su implementación y avance efectivo en relación al proyecto minero específico.


El Servicio podrá, mediante resolución fundada, ordenar la elaboración de auditorías extraordinarias a costa de la empresa minera, cuando se trate de situaciones graves que relacionadas con la adecuación, modificación o rectificación del plan de cierre requieran mayor nivel de información o se encuentren específicamente asociadas a paralizaciones temporales o cierres parciales. 


La empresa minera podrá presentar al Servicio auditoría voluntaria de su plan de cierre, cuando se produjere una modificación al proyecto minero, que pudiere incidir en la adecuación o modificación del plan de cierre.


Sobre la base del resultado de dichas auditorías, el Servicio podrá ordenar fundadamente la adecuación, cumplimiento parcial o actualización extraordinaria del plan de cierre.


La auditoría será efectuada por aquellos auditores que se encuentren inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio de conformidad con la presente ley y su reglamento.


La empresa minera tendrá la facultad de elegir el auditor de entre los que figuren en el Registro antes señalado. De igual forma y en caso de auditorías extraordinarias, el Servicio podrá designar de entre los inscritos en el Registro, el auditor competente.


Artículo 19.- Procedimiento y efectos de las auditorías. El Reglamento regulará las normas con arreglo a las cuales se elaborarán los informes técnicos de auditoría. 


El informe que emita el auditor deberá ser entregado al Servicio de acuerdo con el procedimiento que establecerá el reglamento.


La evaluación de los informes que efectúe el Servicio y las eventuales controversias que se generen, a ese respecto, se regirán, en lo no dispuesto en el presente artículo, por la ley N° 19.880.


Con el mérito de los informes de auditoría, presentados por la empresa y los actos que en el ejercicio de sus atribuciones de fiscalización realice el Servicio, procederá a resolver en el plazo de sesenta días contados desde la presentación de la referida auditoría, pronunciándose respecto de las medidas concretas y específicas que deberán adoptarse por la empresa minera en la actualización periódica o extraordinaria del plan de cierre aprobado.

Párrafo 2º

Normas particulares


Artículo 20.- De los auditores y del Registro Público de auditores externos. Podrán desempeñarse para los fines establecidos en este Título, los auditores inscritos en el Registro Público de Auditores Externos que llevará el Servicio, quienes estarán sujetos al cumplimiento de los requisitos exigidos por esta ley y su reglamento.


El Servicio sólo podrá inscribir en el Registro a quienes acrediten cumplir con los siguientes requisitos:


1. Persona natural que cuente con título profesional relacionado con las ciencias vinculadas a la industria minera, entre otros, ingenieros de minas, ingenieros de ejecución en minas o geólogos, y que acreditaren experiencia en el área de a lo menos diez años.


2. Sociedades de profesionales o personas jurídicas constituidas en conformidad a la ley, cuyo objeto contemple la auditoría de planes de cierre de faenas mineras y que fueren participadas o integradas por profesionales que cumplan con los requisitos señalados en el numeral anterior.


En ningún caso podrán efectuar auditorías quienes carezcan de independencia de juicio en relación con las operaciones mineras auditadas debiendo presentar declaración jurada de independencia e imparcialidad.


Para los efectos de la presente ley, se entenderá que carecen de independencia de juicio respecto de una empresa minera auditada, las siguientes personas naturales y jurídicas:


a) Las que personalmente, su cónyuge o parientes por consanguinidad hasta el tercer grado inclusive, tengan o hayan tenido durante los últimos tres años, vínculo ya sea como profesional independiente o bajo subordinación o dependencia, o quienes, en el mismo periodo, hubieren prestado servicios a la empresa minera auditada, o a cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, en su caso;


b) Las que directa o indirectamente posean acciones o participaciones sociales en la empresa minera auditada o en cualquier otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045, y


c) Las que tengan una relación de negocios significativa, esto es que hayan percibido directa o indirectamente ingresos brutos, derivados de dichas relaciones, por una cantidad superior a 500 unidades de fomento o el equivalente en el sistema de reajuste del Banco Central que sustituya la unidad de fomento, con la empresa minera auditada o cualquiera otra entidad relacionada en los términos del artículo 100 de la ley N° 18.045.


No podrán ser registrados, y serán eliminados del Registro Público de auditores externos quienes se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. No serán registradas y serán eliminadas, aquellas sociedades de profesionales o las personas jurídicas en las cuales algún socio o alguno de sus trabajadores, se encuentren acusados o hayan sido condenados por delito que merezca pena aflictiva. Tampoco podrán ser incorporados y serán eliminados del Registro, aquellas sociedades que hayan sido condenadas, de manera grave y reiterada, por práctica antisindical o por infracción a los derechos fundamentales del trabajador o registraren saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social, lo que se acreditará con el correspondiente certificado.


Artículo 21.- Contenido de la solicitud de inscripción en el Registro. Los auditores externos, al solicitar su inscripción en el Registro Público, deberán acompañar en forma conjunta con su solicitud de inscripción, informe que incorpore la descripción específica y detallada de la metodología de trabajo, la que deberá contener a lo menos el desarrollo del plan de auditoría respecto de los contenidos mínimos señalados en las guías metodológicas confeccionadas por el Servicio. Sin perjuicio de lo anterior, todo auditor deberá especificar:


a) Los estándares técnicos a que sujetará su plan de auditoría;


b) Los parámetros de certificación;


c) El procedimiento de control y verificación;


d) La política de confidencialidad y el manejo de la información privilegiada, y


e) La forma de verificar y garantizar la independencia de juicio e idoneidad técnica del personal encargado de la dirección y ejecución de la auditoría externa.

TÍTULO V

ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE CIERRE Y PARALIZACIÓN TEMPORAL DE OPERACIONES

Párrafo 1°

Implementación de ajustes a los planes de cierre

Artículo 22.- De la implementación de actualizaciones del plan de cierre. Todo plan de cierre aprobado por el Servicio deberá ser actualizado durante la operación minera en cuanto a su programación de ejecución, de manera de ser implementado progresiva e íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella de acuerdo al avance efectivo del proyecto.


Con el mérito del informe de auditoría y de lo resuelto a su respecto por el Servicio, la empresa minera deberá proceder a la actualización de su plan de cierre.


Las modificaciones a la fase de cierre, que se consignaren en una resolución de calificación ambiental, obligan a la modificación del plan de cierre respectivo, en conformidad a lo establecido en la ley N° 19.300 y el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental.


Las actualizaciones de los planes de cierre incluirán, materializarán y concretarán progresivamente, para todos los efectos legales, los objetivos ambientales contenidos en la resolución de calificación ambiental del proyecto para la fase de cierre.


Artículo 23.- Procedimiento de actualización del plan de cierre. Dentro del plazo de noventa días contados desde la notificación de la resolución que se pronuncia respecto de la auditoría del plan de cierre, la empresa minera deberá presentar ante el Servicio el proyecto de actualización de su plan de cierre.


La resolución que se pronuncie sobre el proyecto de actualización, deberá dictarse dentro del plazo de treinta días, contados desde su ingreso al Servicio.


En contra de la resolución que se pronunciare sobre el proyecto de actualización del plan de cierre, procederá recurso de reposición dentro del término de diez días.

Párrafo 2°

De la paralización temporal de operaciones


Artículo 24.- Paralización. Duración y deberes durante la misma. Las empresas mineras podrán paralizar temporalmente sus operaciones mineras. Previo al cese temporal de sus operaciones mineras, deberán obtener la aprobación de un plan de cierre temporal que contenga las medidas destinadas a velar por el adecuado mantenimiento de sus instalaciones y mitigación de los efectos que con ello pudieren causar durante el cese temporal, debiendo mantener vigentes todas las garantías constituidas. 

El proyecto de cierre temporal, deberá especificar el plazo propuesto de paralización, el que no podrá exceder de dos años, así como los detalles de su plan de cierre temporal y de las medidas antes señaladas.


El proyecto de cierre temporal y el plazo de paralización serán autorizados y calificados por resolución debidamente fundada del Director.


Antes del término del plazo de paralización autorizado, la empresa minera podrá solicitar, con causa justificada, la ampliación del mismo hasta por un máximo de tres años adicionales.


Al término del periodo de paralización autorizado, la empresa podrá solicitar al Servicio, por razones calificadas, una ampliación excepcional de la paralización, el que podrá autorizarlo por resolución fundada, previa puesta a disposición del mismo de un monto adicional de garantía equivalente al 30% del total de la garantía, la que deberá ser constituida en instrumentos tipo A.1, cualquiera que fuese la situación que la obligare por aplicación de las reglas establecidas en el Título XIII.  


Si no se efectuare reanudación de la faena en los plazos referidos, y concluidos que fueren los períodos de paralización autorizados, el Servicio procederá conforme a lo dispuesto en el Título XI, con el objeto de hacer efectiva y ejecutar la totalidad de la garantía.


Artículo 25.- Sanción en caso de abandono. Los representantes legales de la empresa minera que, falsamente y a sabiendas, hubieren informado al Servicio sobre la paralización temporal de operaciones, encubriendo un abandono de la faena minera o de ciertas instalaciones de la misma, serán castigados con multa de mil a diez mil unidades tributarias mensuales.

TÍTULO VI

DE LAS SERVIDUMBRES


Artículo 26.- De las servidumbres para la ejecución de los planes de cierre. Los predios superficiales y las concesiones mineras que comprendan o estén comprendidas por una faena minera estarán afectas al gravamen de permitir la ejecución del plan de cierre, conservándose a su respecto las servidumbres que existan al tiempo de la operación minera, incluso hasta después de que ella esté concluida y por todo el tiempo que deba ejecutarse el plan de cierre, pero limitado sólo al área que se requiera para tal ejecución. En caso de no existir dichas servidumbres u otros derechos sobre los predios superficiales o concesiones mineras que permitan ejecutar el plan de cierre a la empresa minera, ésta podrá obtener, en su favor, una servidumbre para tales efectos, quedando ella limitada al área necesaria y con el propósito exclusivo de dar cumplimiento al plan de cierre.


En todo lo no previsto en el presente Título, resultarán aplicables las normas de los artículos 122 a 125 y 234 y 235 del Código de Minería.

TÍTULO VII

DEL CUMPLIMIENTO DEL PLAN DE CIERRE


Artículo 27.- Del cumplimiento del plan de cierre. El plan de cierre deberá ser implementado íntegramente por la empresa minera o por un tercero por cuenta de ella, durante la operación minera.


Implementada la totalidad de las medidas y actividades comprometidas en el plan de cierre en cumplimiento del objeto de esta ley, la empresa minera sometida al procedimiento de aplicación general deberá presentar al Servicio un informe final de auditoría que contendrá una descripción de las obras que permanecerán en el sitio de la faena minera, así como los demás antecedentes que den cuenta del cumplimiento del plan de cierre de acuerdo al procedimiento que se establecerá en el reglamento.


El contenido del informe final de auditoría será revisado por el Servicio, debiendo resolver dentro del plazo de treinta días y según el procedimiento que para estos efectos será establecido en el reglamento.


El Servicio mediante resolución fundada, se pronunciará respecto al cumplimiento de plan de cierre.


Artículo 28.- De la liberación gradual de la garantía. El Servicio, a petición de la empresa minera y a medida que se ejecute el plan de cierre, podrá liberar parte de la garantía otorgada.


Una vez aprobada la solicitud de liberación gradual de la garantía por parte del Servicio, ésta se sujetará a las reglas siguientes:


a) Iniciada la ejecución efectiva del plan de cierre, se podrá liberar hasta el treinta por ciento del valor de la garantía enterada;

b) Luego de ejecutada la totalidad de los hitos significativos y permanentes señalados por la empresa minera en su plan de cierre, se podrá liberar hasta un treinta por ciento adicional del valor de la garantía enterada;


c) El remanente se liberará contra la entrega del certificado de cierre final.


El Reglamento determinará la forma y condiciones a las que se ajustará el procedimiento de liberación gradual.


Artículo 29.- Certificado de cumplimiento del plan de cierre. Ejecutado el plan de cierre conforme al mismo instrumento, incluidas sus actualizaciones, el Servicio emitirá uno o más certificados que acreditarán el cierre de la faena minera de acuerdo con las disposiciones de la presente ley y su reglamento.


Artículo 30.- Tipos de certificado de cumplimiento. El Servicio otorgará dos tipos de certificados de cumplimiento:


a) Certificado de cierre parcial, que se otorgará una vez implementadas las medidas comprometidas en el plan de cierre respecto de una instalación o parte de la faena minera;


b) Certificado de cierre final, que será otorgado una vez que se encuentren ejecutadas la totalidad de las medidas comprometidas en el plan de cierre de la faena minera y se haya materializado el aporte al fondo de post cierre de acuerdo a lo establecido en el Título XIV de la presente ley.


Artículo 31.- Certificados de cierre y garantías. La emisión de los certificados de cierre parcial de instalaciones o partes de una faena minera, facultará a la empresa minera para solicitar la reducción proporcional del monto de la garantía, así como la liberación de los excedentes financieros a prorrata de la garantía liberada, si los hubiere.


La emisión del certificado final importará el fin de la obligación de mantener la garantía vigente. El Servicio ordenará la liberación de la misma, de su saldo y de los excedentes que existieren en el plazo máximo de treinta días.


Artículo 32.- Efectos de los certificados. Los certificados acreditarán el cumplimiento íntegro de los deberes y obligaciones de la empresa minera establecidos en esta ley y su reglamento, respecto de la instalación, grupo de instalaciones o faena a cuyo respecto se otorga, sin perjuicio de las responsabilidades que otras normas legales establezcan.


El que maliciosamente otorgare u obtuviese un certificado de los señalados en el artículo 30 sin cumplir con los requisitos que esta ley exige para su otorgamiento, será sancionado con las penas previstas en los artículos 193 y 196 del Código Penal.

TÍTULO VIII

RESPONSABILIDAD


Artículo 33.- Responsables del cumplimiento del plan de cierre. La empresa minera es responsable del cumplimiento del plan de cierre, ya sea que lo ejecute directamente o por intermedio de terceros.


Artículo 34.- Responsabilidad de los representantes legales. Los representantes legales de la empresa minera y quienes resulten responsables de incumplir la ejecución del plan de cierre, serán sancionados con multa de cien a mil unidades tributarias mensuales.


Artículo 35.- Quiebra de la empresa minera. En caso de quiebra de la empresa minera, el Servicio o quien éste designe participará de las Juntas de Acreedores. El valor del plan de cierre debidamente aprobado por el Servicio, constituirá un crédito de primera clase, de aquellos establecidos en el número noveno del artículo 2472 del Código Civil.


Siempre que ocurra una quiebra que involucre una faena o instalación minera, el Síndico deberá informar de la misma al Director antes de la celebración de la primera Junta de Acreedores.


En todo lo demás se aplicarán las reglas comunes dispuestas en el Libro IV del Código de Comercio.

TÍTULO IX

FISCALIZACIÓN y SUPERVIGILANCIA


Artículo 36.- Fiscalización. Será de competencia exclusiva del Servicio fiscalizar y supervigilar el cumplimiento de esta ley y de su reglamento, sin perjuicio de las facultades legales de otros órganos de la Administración del Estado dentro del ámbito de sus competencias.

Artículo 37.- Facultades fiscalizadoras. En virtud de las atribuciones conferidas por esta ley, el Servicio podrá:


a) Ingresar a toda faena, instalación o establecimiento asociado a ella, con excepción de aquellos que sean utilizados como vivienda o morada;


b) Realizar todas las inspecciones, exámenes, indagaciones o pruebas técnicas que sean consideradas necesarias para determinar la naturaleza y extensión de los riesgos, existentes o potenciales, sobre la faena a que se refiere el plan de cierre. El Servicio podrá, para estos efectos, contratar servicios de asesores externos especializados;


c) Inspeccionar la implementación de las medidas comprometidas en el plan de cierre que sean necesarias para completar un informe al Director;


d) Ordenar la actualización de los planes de cierre aprobados, de acuerdo a las observaciones e informes elaborados por sus fiscalizadores;


e) Ordenar la ejecución de medidas correctivas, causadas por incumplimientos a la obligación de cierre, en la oportunidad fijada por el Director, de acuerdo al procedimiento establecido en el reglamento.


Artículo 38.- Ejercicio de la fiscalización. Las facultades de fiscalización deberán ser ejercidas de acuerdo al principio de probidad administrativa y con racionalidad.


Los fiscalizadores del Servicio estarán facultados para recabar la información necesaria para el ejercicio de las competencias establecidas en esta ley.


En casos de impactos no previstos en los planes de cierre y a propósito del ejercicio de la facultad contemplada en la letra d) del artículo 37, los fiscalizadores podrán requerir, a costa de la empresa, la realización de los estudios pertinentes. 


Los fiscalizadores del Servicio, están facultados para inspeccionar y evaluar las condiciones de funcionamiento de la totalidad de las instalaciones que formen parte de las faenas mineras, con el objeto de controlar el cumplimiento del plan de cierre.


Para tales efectos, la empresa minera, o quienes actúan en su representación, les facilitarán el acceso a la faena las veces que el Servicio estimare procedente, debiendo proporcionar en forma oportuna la información necesaria a los fines específicos de la fiscalización.


En caso de negativa de acceso a la faena minera, el Director podrá solicitar, previa resolución fundada, el auxilio de la fuerza pública.


Los funcionarios del Servicio tendrán el carácter de ministros de fe, respecto de los hechos que constataren dentro del ámbito de sus competencias y en ejercicio de las facultades fiscalizadoras establecidas en este Título. Para dar fe de los hechos que constataren, en ejercicio de sus facultades, se requerirá la concurrencia a la faena de al menos dos funcionarios del Servicio, quienes deberán autorizar las actas de fiscalización en que consten las correspondientes actuaciones.


Los funcionarios del Servicio deberán guardar reserva de aquellos antecedentes que conocieren en el ejercicio de sus funciones, relativos a los negocios de las personas sujetas a su fiscalización. La infracción a esta obligación podrá ser sancionada en la forma establecida en el inciso primero del artículo 247 del Código Penal, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que procediere.

TÍTULO X

INFRACCIONES Y SANCIONES

Párrafo 1°

De las Infracciones a esta Ley


Artículo 39.- Competencia administrativa. El Director será competente para conocer administrativamente y sancionar a quienes incurrieren en las infracciones a la presente ley y su reglamento, resultando aplicable el procedimiento administrativo establecido en la ley N° 19.880.


En contra de las resoluciones del Servicio procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse dentro del plazo de diez días contados desde la notificación por carta certificada de la misma.

Toda vez que las infracciones revistan los caracteres de delito, el Director denunciará tales hechos y pondrá los respectivos antecedentes en conocimiento del Ministerio Público.

Artículo 40.- Infracciones. Constituyen infracciones a esta ley y podrán ser objeto de sanción, las siguientes conductas:


a) Aquellas que, por incumplimiento de las obligaciones establecidas en el plan de cierre, causaren como consecuencia directa la muerte o lesión grave de una o más personas;


b) El daño a la propiedad pública o privada que fuere consecuencia directa de la ejecución o falta de implementación del plan de cierre;


c) Abandonar total o parcialmente una faena minera;


d) Entregar información falsa, manifiestamente incompleta u ocultarla en forma tal que pudiere afectar la determinación y ejecución de las obligaciones que establece la presente ley;


e) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en esta ley y su reglamento, con las obligaciones específicas, acciones concretas o parte de las medidas establecidas en el plan de cierre;


f) Iniciar la explotación de faenas mineras sin dar el aviso establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera;


g) No constituir o no poner a disposición del Servicio la garantía de cumplimiento establecida en el Título XIII de la presente ley, en los plazos y forma indicados en dicho Título;


h) Incumplir la obligación de mantener la suficiencia e integridad de la garantía de cumplimiento, establecida en el Título XIII de la presente ley, durante la vida útil de la faena;


i) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley y su reglamento, con las instrucciones establecidas por el Servicio;


j) Resistir o dificultar un acto de fiscalización;


k) No cumplir dentro del plazo y en la forma establecida en la presente ley con la obligación de auditar el plan de cierre e informar al Servicio de las modificaciones sustanciales al proyecto;


l) No presentar, ejecutar o actualizar su plan de cierre cuando procediere de acuerdo a las causales establecidas en la ley, y


m) Impedir o dificultar, mediante vías de hecho, la ejecución de un plan de cierre aprobado por el Servicio.


Artículo 41.- Sanciones. El Servicio, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de las infracciones, podrá imponer a quienes incurran en las conductas establecidas en el artículo anterior, las siguientes sanciones:


a) Multas de 10 unidades tributarias mensuales, por cada día de infracción, con un máximo total de 10.000 unidades tributarias mensuales;


b) Suspensiones temporales de operación de faenas e instalaciones mineras;


c) Disponer la constitución y puesta a disposición de la totalidad de la garantía de cumplimiento, en instrumentos tipo A.1, en el plazo de treinta días, y


d) Multa desde 50 unidades tributarias mensuales hasta 300 unidades tributarias mensuales respecto de las infracciones contempladas en las letras a) y b) del artículo anterior. 


La sanción contemplada en la letra c) del presente artículo sólo podrá ser aplicable a las infracciones establecidas en las letras g), k) y l) del artículo anterior.


Artículo 42.- Procesos sancionatorios. Respecto de las resoluciones que establezcan sanciones de las previstas en esta ley, podrá deducirse recurso de reposición en el plazo de diez días ante el Director. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, serán aplicables las disposiciones contempladas en el Capítulo IV de la ley N° 19.880.


La reclamación administrativa interrumpirá el plazo para ejercer la acción judicial a que se refiere el artículo siguiente. Una vez que se notifique el acto que resuelva dicha reclamación administrativa, el plazo volverá a contarse íntegramente, de acuerdo al artículo 54 de la ley N° 19.880.


Artículo 43.- Sanciones pecuniarias. Las multas que esta ley establece, y que corresponda aplicar al Servicio, serán impuestas administrativamente por el Director. El pago de las mismas deberán ser acreditado al Servicio dentro del plazo de diez días contados desde que se notifique la resolución respectiva.


Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables ante el juzgado de letras competente y aquellas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. El juicio se sustanciará de acuerdo con las disposiciones del procedimiento sumarísimo a que alude el artículo 235 del Código de Minería.


La multa prescribirá en el plazo de tres años contados desde la notificación de la resolución que la impone y la responsabilidad por infracciones a esta ley se extinguirá en el plazo de tres años.


Los referidos plazos de prescripción se suspenderán desde el momento en que el Servicio inicie la investigación de la que derive la aplicación de la multa respectiva.


El producto de las multas que se apliquen a las empresas mineras pasará a integrar el Fondo a que alude el Título XIV de esta ley.

TITULO XI

DEL INCUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE CIERRE Y DEL PROCEDIMIENTO DE RECLAMACIÓN


Artículo 44.- Declaración del incumplimiento. Constituirán causales de incumplimiento de la obligación de cierre de faenas mineras:


1. La falta de implementación de la totalidad de medidas y actividades contempladas en el plan de cierre aprobado, o sus respectivas actualizaciones.


2. La implementación parcial, inadecuada o inoportuna de las medidas de cierre contempladas en el plan aprobado.


En caso que el plan de cierre no fuere implementado íntegra y oportunamente, en conformidad a su programación global y de detalle, el Servicio, mediante resolución fundada, declarará el incumplimiento del plan de cierre.


Si el incumplimiento versare sobre materias cuya calificación estuvieren contenidas en la Resolución de Calificación Ambiental e incidiere en la determinación del incumplimiento total o parcial del Plan de Cierre, el Servicio deberá resolver previa consulta vinculante a la Superintendencia de Medio Ambiente, la que deberá informar dentro del plazo de quince días.


El Servicio resolverá el incumplimiento y notificará dicha resolución a la empresa minera mediante carta certificada.


En contra de la resolución que resuelva el incumplimiento total o parcial del plan de cierre, procederá recurso de reposición, el que deberá deducirse dentro del término de diez días de notificada la referida resolución.


Lo dispuesto en el inciso anterior es sin perjuicio de las sanciones que en ejercicio de sus facultades legales el Servicio imponga.


Respecto de la resolución que rechazare total o parcialmente la reposición deducida por la empresa minera, procederá reclamación ante la Corte de Apelaciones respectiva, en la forma establecida por los artículos siguientes.


Artículo 45.- La empresa minera que estimare que la resolución del Servicio que declare el incumplimiento no se ajusta a la ley o al reglamento, podrá reclamar de la misma, dentro del plazo de diez días hábiles contados desde su notificación, ante la Corte de Apelaciones correspondiente al emplazamiento físico de la faena.


Artículo 46.- La Corte de Apelaciones dará traslado de la reclamación al Servicio, notificándolo por oficio y éste dispondrá del plazo de diez días hábiles contado desde que se notifique la reclamación interpuesta, para formular observaciones.


Evacuado el traslado por el Servicio, o vencido el plazo de que dispone para formular observaciones, el tribunal ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. La Corte de Apelaciones podrá, si lo estima pertinente, abrir un término probatorio que no podrá exceder de siete días, y escuchar los alegatos de las partes.


La Corte de Apelaciones dictará sentencia dentro del término de quince días. En contra de la resolución de la Corte no procederá recurso alguno.

Si se solicitare orden de no innovar la Corte deberá requerir informe al Servicio dentro del plazo de 24 horas a efectos que el mismo justificare la negativa a su otorgamiento fundado en los riesgos inminentes del daño que éste podría ocasionar a la salud de las personas o al medio ambiente.


Artículo 47.- De la aplicación de la garantía. Determinado que fuere el incumplimiento de la obligación de cierre y no existiendo recurso pendiente en contra de la resolución que lo declarare, corresponderá al Servicio en ejercicio de su mandato legal e irrevocable, realizar las gestiones tendientes a obtener, a través de la garantía, por cuenta y riesgo de la empresa minera, el cumplimiento de la obligación de cierre.


En virtud de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio podrá disponer la liquidación de los instrumentos otorgados en garantía por la empresa. Para estos efectos, el Servicio deberá, por cuenta de la empresa minera, celebrar los actos y suscribir los contratos que en derecho correspondan para la ejecución por parte de terceros del plan de cierre.

TITULO XII

DE LOS PLANES DE CIERRE DE FAENAS DE HIDROCARBUROS


Artículo 48.- Del Plan de Cierre de Faenas de Hidrocarburos. Quedarán sujetos a la obligación de presentar plan de cierre de sus faenas, las personas naturales o jurídicas que efectúen exploración, explotación o beneficio de yacimientos de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título.

Serán titulares de esta obligación, las personas naturales o jurídicas que fueren concesionarios del respectivo decreto de concesión, contratista en el contrato especial de operación que se haya suscrito con el Estado de Chile, y la Empresa Nacional del Petróleo, cuando ejecutare directamente sus operaciones en el territorio nacional.


Los planes de cierre que deberán ser presentados a la aprobación del Servicio, serán elaborados en conformidad con la resolución de calificación ambiental que se pronuncie favorablemente sobre el proyecto de hidrocarburos líquidos o gaseosos, de acuerdo a la ley N° 19.300.


El plan de cierre contemplará los objetivos propios y adecuados a las características de la faena de hidrocarburos. El reglamento contemplará las especificaciones técnicas a que deberán sujetarse el cierre de las faenas contenidas en este Título.


Los planes de cierre que se formulen para la exploración, explotación y beneficio de hidrocarburos, se sujetarán al procedimiento de aplicación general, y deberán constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre, en la forma establecida por el Título XIII.

TÍTULO XIII

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO


Artículo 49.- Obligatoriedad y objeto de la garantía. Toda empresa que efectúe operaciones mineras sujetas al procedimiento de aplicación general, deberá constituir garantía que asegure al Estado el cumplimiento íntegro y oportuno de la obligación de cierre establecida en la presente ley.


Constituye objeto de la garantía, el resguardo de la ejecución de la obligación de cierre por parte de la empresa minera, en los términos señalados en el inciso anterior.


La puesta a disposición al Servicio del conjunto de instrumentos que constituyen la garantía, importará el otorgamiento por el solo ministerio de la ley de mandato legal e irrevocable al mismo, para liquidarla, cobrarla y percibirla por cuenta de la empresa, a efectos de aplicarla al cumplimiento íntegro del plan de cierre. Para todos los efectos legales, este mandato tendrá carácter gratuito.


Artículo 50.- Determinación de la garantía. El monto de la garantía será determinado a partir de la estimación periódica del valor presente de los costos de implementación de todas las medidas de cierre, contempladas para el período de operación de la faena hasta al término de su vida útil, así como las medidas de seguimiento y control requeridas para la etapa de post cierre.


El cálculo de la vida útil se efectuará en función de las reservas demostradas, probadas más probables, certificadas por una persona competente en recursos y reservas mineras, lo que se determinará de acuerdo a los niveles anuales de extracción de mineral, y en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.235.


La actualización a valor presente considerará la tasa de descuento de los Bonos en Unidades de Fomento publicada por el Banco Central (BCU) de al menos diez años, o el instrumento financiero emitido por dicho Banco que lo reemplace. 

El monto deberá incluir, además, el valor presente de los costos de administración del entero plan de cierre de faenas, ejecutado directamente por la empresa minera o por un tercero contratado al efecto, por la misma, o por el Servicio, en su nombre y representación, de acuerdo con el procedimiento señalado en el presente Título.


Las actualizaciones y ajustes al monto de la garantía, que se produzcan una vez iniciadas las operaciones de explotación, se efectuarán dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación de la aprobación de las actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en esta ley y el reglamento.


Artículo 51.- Integridad, estabilidad y suficiencia de la garantía. La empresa minera deberá velar por la integridad, suficiencia y estabilidad de la garantía durante toda la vida útil de la faena.


Toda contingencia que afectare a la empresa, y pudiere afectar los instrumentos otorgados en garantía, deberá ser informada al Servicio, en el plazo de tres días hábiles, a efecto que el mismo, en el plazo de treinta días a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


En el caso de fusiones, transformaciones, divisiones, disoluciones o cualquier otro acto jurídico u operación que implique un cambio total o parcial del dominio, la forma, composición o naturaleza jurídica de la empresa minera sujeta a la obligación de cierre, la misma o la continuadora, seguirá afecta a las obligaciones que se hubieren determinado de acuerdo a la presente ley.


En caso que las operaciones anteriores importaren la enajenación del activo de la empresa minera o la cesión del mismo, a cualquier título a un tercero, le será oponible a éste, la obligación de cierre, así como la de garantía, la que subsistirá de forma indivisible en el adquirente o sucesor, que se considerará la empresa minera, para todos los efectos previstos en la presente ley.


Todas las modificaciones y operaciones, contenidas en los incisos anteriores deberán informarse al Servicio, en el plazo de tres días hábiles contados, en su caso, desde la última formalidad requerida, con el objeto que el Servicio dentro del plazo de 30 días, a partir de esa notificación, resolviere acerca de su mantención, sustitución o complementación.


Artículo 52.- Instrumentos elegibles como garantía y administración. El monto de la garantía, en virtud de las disposiciones de esta ley, deberá ser integrado por los siguientes niveles de instrumentos, de acuerdo a las siguientes categorías:


A.1) Certificados de depósito a la vista, boletas bancarias de garantía a la vista, certificados de depósitos de menos de trescientos sesenta días, carta de crédito stand by emitida por un banco cuya clasificación de riesgo sea a lo menos A o su equivalente.


Los instrumentos señalados precedentemente deberán ser tomados a nombre y favor de la empresa minera, y puestos a disposición del Servicio, debidamente endosados en garantía, cuando corresponda atendida su naturaleza, para caucionar el cumplimiento de la obligación de cierre.


Los instrumentos categoría A.1), que hubieren sido propuestos por la empresa minera, y aprobados por el Servicio, deberán ser entregados en custodia al Deposito Central de Valores, cuando corresponda, o depositarse en una institución financiera autorizada para tales efectos. La administración, renovación, sustitución y reemplazo de los mismos corresponderán a la empresa minera, la que deberá informar al Servicio, su identidad y vigencia, mediante la remisión de copias digitales de los certificados de las instituciones antes descritas, que acrediten, las características y montos de los instrumentos respectivos.


A.2) Instrumentos financieros representativos de captaciones o de deuda comprendidos en el artículo 45 del decreto ley N° 3.500, de 1980, con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional.


A efectos de acreditar la adquisición y existencia de estos instrumentos en el patrimonio, la empresa minera deberá exhibir copia auténtica de sus balances y estados financieros, auditados por alguna institución de aquellas inscritas en la Superintendencia de Valores y Seguros.


A.3) Otros instrumentos, tales como: cesión del contrato de venta de minerales celebrado con la Empresa Nacional de Minería u otro poder comprador que cumpla los requisitos de suficiencia que determinará el Servicio; prenda sobre el retorno de exportación; fianza solidaria de un socio controlador con clasificación de riesgo de a lo menos clase A nacional, o equivalente internacional, anualmente certificada.


No obstante lo anterior, respecto de los instrumentos A.2 y A.3, las modificaciones en la composición de dichos instrumentos deberán ser informadas al Servicio mensualmente. 

Artículo 53.- Plazo y forma de otorgar y poner a disposición la garantía. El plazo para extender y poner a disposición el monto de la garantía, es el que resulte de aplicar las reglas siguientes:


1. Cuando la vida útil estimada de la faena fuere menor a veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro de los dos tercios de esa vida útil estimada.


2. Cuando la vida útil estimada de la faena excediere de veinte años, el total de la misma deberá ser puesta a disposición del Servicio, dentro del plazo de quince años.


La empresa minera comenzará a constituir la garantía a partir del aviso al Servicio del inicio de las operaciones de explotación minera, en conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Reglamento de Seguridad Minera.


En el plazo de treinta días contados a partir de esa comunicación, y durante el primer año, deberá constituir una garantía que no podrá ser inferior al veinte por ciento del valor presente del costo total de las medidas de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas por este Título. Su composición será equivalente a la señalada en el numeral (1.) del siguiente inciso.


A partir del segundo año de operaciones, la garantía se otorgará en forma proporcional y a prorrata del plazo establecido para constituirla o ponerla a disposición íntegramente. La composición de ésta, será la siguiente:


1. Hasta completar el primer tercio del plazo establecido en el inciso primero del presente artículo de la siguiente forma: Cuarenta por ciento, al menos, en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento, en instrumentos A.2; y hasta veinte por ciento en instrumentos A.3.


2. Entre el final del primer tercio y hasta completar el segundo tercio, del mismo plazo, de la siguiente forma: sesenta por ciento, al menos en instrumentos A.1; hasta cuarenta por ciento en instrumentos A.2.


3. Entre el final del segundo tercio y hasta completar el plazo total para su constitución o puesta a disposición, la totalidad de la garantía deberá estar compuesta por instrumentos del tipo A.1.


El monto de la garantía deberá ser ajustado en el tiempo, cuando se produzcan actualizaciones del plan de cierre, de acuerdo a las reglas establecidas en el Título V; cambios en los costos de implementación del plan de cierre, cierres progresivos y parciales contemplados en el plan de cierre; otra circunstancia debidamente calificada y fundamentada por el Servicio, según los criterios que se establecerán en el reglamento.


Los ajustes que importen aumentos en el monto de la garantía, de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, quedarán sujetos al régimen general de constitución de garantías establecidas en el presente Título, y deberán ejecutarse dentro del plazo de treinta días, a partir de su notificación.


Los ingresos por rentabilidad que generen los instrumentos otorgados en garantía incrementarán el monto garantizado.


Artículo 54.- Facultades respecto a la garantía. La idoneidad y suficiencia de la garantía, será calificada en conjunto por el Servicio y la Superintendencia de Valores y Seguros y de acuerdo a la naturaleza de los instrumentos propuestos, quienes podrán delegar dicha función en los organismos técnicos públicos o privados que determinen para tales efectos.

TÍTULO XIV

DE LA ETAPA DE POST CIERRE


Artículo 55.- Creación, Administración y Formación del Fondo. Créase el Fondo para la Gestión de Faenas Mineras Cerradas, adscrito al Servicio, que será administrado en la forma señalada en el presente Título y cuya finalidad será financiar las actividades determinadas de acuerdo a esta ley, para asegurar en el tiempo la estabilidad física y química del lugar en que se ha efectuado un plan de cierre.


El Fondo estará integrado por los aportes de las empresas mineras, en la forma establecida por esta ley, por el producto de las multas que se paguen por infracciones a esta, por las donaciones o asignaciones que le hicieren, y por las erogaciones y subvenciones que obtenga de personas naturales o jurídicas, municipalidades o del Estado.


Las donaciones que se efectúen estarán exentas del trámite de la insinuación, a que se refiere el artículo 1401 del Código Civil.

Las funciones del Fondo, se cumplirán mediante licitación de acuerdo a normas objetivas y públicas que contemplen la materia, contenidos, y demás características definidas por esta ley.


El Fondo será administrado por una institución profesional en la administración de activos financieros, acreditada por la Superintendencia de Valores y Seguros, elegida por medio de licitación efectuada por el Servicio. La política de inversiones y sus obligaciones de reporte serán consignadas en el reglamento respectivo.


Artículo 56.- Del deber de aportar al Fondo. Antes del otorgamiento del certificado de cierre final, la empresa minera deberá efectuar un aporte no reembolsable al Fondo, en dinero o en los instrumentos financieros establecidos en el artículo 52, A.1, representativos de los recursos necesarios para financiar las actividades de post cierre de la faena o instalación minera de la forma que establece el inciso siguiente. Para estos efectos el Director podrá autorizar que se libere parte de la garantía para integrar el fondo.


El monto de dichos recursos corresponderá al valor presente del costo total de las medidas de post cierre por el plazo que el plan establezca, incluyendo los costos de administración de contratos con un tercero, y ajustes correspondientes.


Artículo 57.- Efectos del aporte al Fondo. La entrega íntegra de los recursos y la consecuente obtención por parte de la empresa minera del certificado de cierre final a que alude esta ley, liberará a la empresa minera de la responsabilidad por la implementación de las medidas de post cierre.


La ejecución de las medidas de post cierre, serán efectuadas con cargo al Fondo, por el Servicio o quien éste designe, de acuerdo a la ley.


Ejecutadas que fueren las acciones asociadas al post cierre, el Servicio emitirá una resolución fundada que declarará el cumplimiento del mismo.

TÍTULO XVI

OTRAS DISPOSICIONES


Artículo 58.- Provisiones y gastos. La empresa minera podrá provisionar financieramente la cantidad equivalente al monto de la garantía efectivamente constituida en cada uno de los años determinado según la ley por las sumas que correspondan al plan de cierre.


Para efectos de lo establecido en el artículo 31 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, contenida en el artículo 1° del decreto ley 824, de 1974, sólo podrá deducirse como gasto necesario para producir la renta, el monto de la garantía efectivamente constituida.  En este caso, la deducción sólo podrá efectuarse durante el plazo que corresponda al último tercio de la vida útil de la faena minera. La deducción anual autorizada será equivalente al resultado de dividir la garantía efectivamente constituida por la cantidad de años correspondientes al último tercio de vida útil de la faena.  Al término de la vida útil y ejecución del plan de cierre, se harán los ajustes que corresponda para reconocer los gastos efectivamente incurridos por la empresa. Este gasto no será deducible para los efectos de la determinación del Impuesto Específico a la Actividad Minera establecido en la Ley sobre Impuesto a la Renta.


En el evento que se amplíe el plazo de vida útil de la faena minera la diferencia entre los gastos efectivamente incurridos en el plan original y la garantía constituida, debidamente actualizado por la ampliación del plazo de vida útil, deberán agregarse a la renta líquida imponible del año en que se determine la ampliación y deducirse en los periodos tributarios correspondientes de conformidad a lo señalado en el inciso precedente.


Artículo 59.- Crédito fiscal. Dará derecho a crédito fiscal, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes o contratación de servicios necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se refiere la presente ley.


Las empresas mineras que por cesar en su actividad no puedan recuperar en conformidad a los artículos 23, 28 y 36 del decreto ley N° 825, de 1974, y su Reglamento, el Impuesto al Valor Agregado recargado en la adquisición de bienes y servicios utilizados que sean necesarios para la ejecución del plan de cierre de faenas mineras a que se encuentren obligados, podrán obtener su reembolso dentro de los tres meses siguientes a la aprobación del término de giro de la empresa por parte del Servicio de Impuestos Internos.  Las empresas mineras deberán acreditar al Servicio de Impuestos Internos, en la forma que éste determine, que el Impuesto al Valor Agregado cuyo reembolso se solicita, corresponde al soportado en la ejecución del plan de cierre de faenas mineras.


Artículo 60.- La presente ley, entrará en vigencia en el plazo de un año luego de su publicación en el Diario Oficial de la República de Chile.


Dentro del plazo de entrada en vigencia de la ley, deberán dictarse los reglamentos necesarios.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo Primero.- Las empresas mineras y de hidrocarburos que a la época de entrada en vigencia de esta ley, se encontraren en operación, y quedaren afectas al procedimiento de aplicación general, deberán determinar, otorgar y poner a disposición del Servicio la garantía de su plan de cierre, en la forma que se señala en los artículos siguientes.


Lo anterior no será aplicable a los contratistas de contratos especiales de operación vigentes que se hayan suscrito con el Estado de Chile. Respecto de ellos se mantendrá el régimen de garantías por cierre o abandono establecidas en los respectivos contratos.


El Servicio será competente para fiscalizar el cumplimiento de los planes de cierre o abandono de faenas de hidrocarburos y ejecutar, en caso de incumplimiento, y por cuenta de la misma empresa, la correspondiente garantía. 


Artículo Segundo.- Para efectos de lo establecido en el artículo anterior, la valorización de los planes de cierre aprobados por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, deberá efectuarse mediante la aprobación ambiental de la fase de cierre del mismo, cuando procediere obtenerla, de acuerdo a las normas de la ley N° 19.300.


El proceso de valorización respecto de la fase de cierre, deberá efectuarse en el plazo de dos años, de manera que integre los aspectos ambientales y sectoriales aprobados por las autoridades competentes.


Artículo Tercero.- Luego de transcurrido el plazo señalado en el artículo precedente o inmediatamente a la entrada en vigencia de esta ley, la empresa minera y de hidrocarburos deberá presentar su Resolución de Calificación Ambiental aprobatoria de la fase de Cierre y el plan de cierre aprobado por el Servicio, en virtud del Título X del Reglamento de Seguridad Minera, en conjunto con la propuesta de valorización que contenga, la determinación circunstanciada del costo de ejecución del plan de cierre, y los instrumentos en que se otorgará la garantía en conformidad a lo establecido en el Título XIII de la ley. El Servicio resolverá sobre esta presentación en el plazo de sesenta días.


Artículo Cuarto.- Aprobada la valorización por el Servicio, la empresa minera y de hidrocarburos, otorgará y pondrá la garantía, a disposición del mismo, a partir del primer día hábil posterior al sexto mes de aprobada esta, en la forma dispuesta en el título XIII de la presente ley.


Artículo Quinto.- En contra de la resolución del Servicio que rechace, o apruebe parcialmente, la solicitud de valorización, procederá recurso de reposición, el que podrá deducirse, dentro del plazo de diez días, contados desde la notificación por carta certificada de dicha resolución.”.

- - -





Acordado en sesiones celebradas los días 2, 8 y 9 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Camilo Escalona Medina (Presidente), Eduardo Frei Ruiz-Tagle, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber (Eugenio Tuma Zedán) y Jovino Novoa Vásquez. 






Sala de la Comisión, 15 de marzo de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA MECANISMO TRANSITORIO DE ADOPCIÓN DE ACUERDOS DE LOS COPROPIETARIOS EN LOS SECTORES MEDIOS

(7320-14)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción los Honorables Diputados señores Jorge Burgos Varela, Aldo Cornejo González, Joaquín Godoy Ibáñez, Carlos Montes Cisternas, José Miguel Ortiz Novoa, Jorge Ulloa Aguillón y Mónica Zalaquett Said, con urgencia calificada de “suma”.
A la sesión en que se trató el proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el abogado asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Juan Pablo González, y la analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Verónica de la Paz.

- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: no hay.

2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 1. 

4.- Indicaciones rechazadas: no hay.

5.- Indicaciones retiradas: no hay.

6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa, en el orden del articulado del proyecto -que se transcribe-, una relación de la indicación presentada al texto aprobado en general por el Honorable Senado, así como de los acuerdos adoptados al respecto.

Artículo único


Dispone lo siguiente:



 

"Artículo único.- En los condominios gravemente afectados por el terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, y en que se hubiese ordenado su evacuación transitoria o permanente, los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de le ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, serán adoptados por los copropietarios que representen la mayoría absoluta de los derechos en el condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea. Igual exigencia, será respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar los quórum establecidos anteriormente, bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.".

 
La indicación número 1, del Honorable Senador señor Larraín,  es para sustituirlo por el siguiente:

 

“Artículo único.- Los copropietarios de aquellos condominios que fueron evacuados permanentemente como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley No. 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria,  por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea, tanto en primera como en segunda citación.
 
Lo dispuesto en inciso anterior se aplicará a los condominios afectados por la citada catástrofe, aun cuando no se hubiere ordenado su evacuación permanente, sólo en el caso que la Dirección de Obras Municipales respectiva determine, por resolución fundada, que el edificio no ofrece las debidas garantías de salubridad. 
 
Lo dispuesto en esta ley será también aplicable a los condominios emplazados en zonas respecto de las cuales el Presidente de la República hubiere decretado estado de catástrofe, por un plazo de tres años contado desde la dictación del respectivo decreto.”. 



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo expresó que la Cartera que representa comparte el contenido de la indicación en estudio, y propuso utilizar en su texto un criterio similar al del artículo 159 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el objeto de determinar quién ordenará la evacuación permanente o transitoria de los condominios afectados por el terremoto. Explicó que el precepto entrega a las Direcciones de Obras Municipales la facultad de determinar las mejoras o reparaciones que deben hacer los propietarios de establecimientos industriales, comerciales o de edificios de cualquier índole, que no ofrezcan garantías de salubridad, higiene o seguridad.



El Honorable Senador señor Letelier resaltó las principales diferencias entre el texto del proyecto de ley aprobado en general y el de la indicación. Señaló que existen condominios que fueron evacuados sin haber sufrido daños importantes o graves, como las edificaciones situadas en zonas de riesgo.



Advirtió que, además, la indicación no establece cuál será el órgano encargado de ordenar la evacuación permanente de un condominio afectado y, por otra parte, se otorga una nueva atribución a las Direcciones de Obras Municipales, que es la relativa a determinar si el edificio no ofrece las debidas garantías de salubridad para los casos de los condominios en los que no se hubiese decretado la evacuación permanente. Acotó que la autoridad sanitaria es la llamada a emitir un pronunciamiento especializado en esta materia.



Consultó cuáles son las regiones emplazadas en las zonas que el Presidente de la República decretó en estado de catástrofe.



El asesor del Ministerio de Vivienda y Urbanismo respondió que en el Decreto N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior, fueron incluidas las Regiones V, VI, VII, VIII, IX y Metropolitana.


El Honorable Senador señor Letelier sugirió identificar en el articulado de la iniciativa las regiones que fueron declaradas en dicho estado de excepción constitucional, para dejar establecido claramente las zonas en que se aplicará la iniciativa.



Posteriormente, la Comisión lo consideró innecesario, por cuanto están individualizadas en el decreto N° 150, de 2010, del Ministerio del Interior.



El Honorable Senador señor Letelier aconsejó obviar la diferencia que hace la indicación en cuanto a los condominios que fueron evacuados permanentemente y aquellos que no lo fueron, reemplazándola por la declaración de inhabitabilidad. Recomendó, además, por las razones ya consignadas, eliminar la calificación por parte de la Direcciones de Obras Municipales cuando los condominios, en los que no se hubiese ordenado su evacuación permanente, no ofrezcan las debidas garantías de salubridad, por cuanto se estaría confiriendo una nueva función a estas reparticiones.


Precisó que en la actualidad no existe ninguna entidad que posea la facultad de ordenar la evacuación permanente o transitoria de un edificio en las circunstancias señaladas en la iniciativa.


Aclaró que sólo con una orden de demolición se puede ordenar evacuar una edificación, y que la declaración de habitabilidad no identifica el grado del daño sufrido por una propiedad. 



El Honorable Senador señor Tuma propuso considerar la terminología utilizada en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que alude a un “estudio de riesgo”, para  determinar qué condominios podrán acogerse a la ley.



El Honorable Senador señor García recomendó conservar las frases finales del proyecto de ley aprobado en general por el Senado, relativas a las materias administrativas sobre liquidación de seguros, y a la protocolización del acta notarial firmada por los copropietarios asistentes para acreditar el quórum requerido.


Los miembros de la Comisión estuvieron contestes en extender los beneficios de este proyecto de ley a los condominios que fueron declarados inhabitables por la Dirección de Obras Municipales respectiva, sin entrar a diferencias entre aquellos que fueron evacuados permanentemente de aquellos que no lo fueron, como lo propone la indicación. 

 
Lo anterior, tomando en consideración lo expresado por el Honorable Senador señor Letelier, en cuanto a que en la actualidad dicha repartición municipal posee la atribución de declarar inhabitable una edificación y, además, porque con esta propuesta se obvia la calificación de las garantías de salubridad por parte de esas Direcciones, dispuesta en la indicación, lo cual tiene los inconveniente ya señalados.


Conforme al fundamento anterior, la Comisión acordó eliminar el inciso segundo de la indicación. Además, resolvió sustituir su inciso tercero con el fin de contemplar un plazo de vigencia de la ley.

- Puesta en votación la indicación número 1, fue aprobada, con las modificaciones señaladas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier, Tuma y Uriarte.

 - - -

MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único


Reemplazarlo por el siguiente:


 


“Artículo único.- Los copropietarios de aquellos condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar estos quórum bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.

Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”. (Indicación número 1, unanimidad 3x0).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO DE LEY


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


 


“Artículo único.- Los copropietarios de aquellos condominios cuyas propiedades fueron declaradas inhabitables como consecuencia del terremoto y maremoto de 27 de febrero de 2010, podrán adoptar los acuerdos a que se refieren los números 1 a 7 del artículo 17 de la ley N° 19.537, sobre copropiedad inmobiliaria, por la mayoría absoluta de los derechos del condominio, quórum que también será suficiente para la constitución de la respectiva asamblea, tanto en primera como en segunda citación. Lo anterior también será aplicable respecto de aquellas presentaciones de naturaleza administrativa que digan relación con la liquidación de los seguros comprometidos sobre los bienes comunes. Para acreditar estos quórum bastará el acta suscrita por todos los copropietarios asistentes a la asamblea que se cite al efecto, protocolizada ante notario.


Esta ley tendrá una vigencia de tres años, contados desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.”.

- - - 


Acordado en sesión celebrada el día 8 de marzo  de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), José García Ruminot, Eugenio Tuma Zedán y Gonzalo Uriarte Herrera.
 
Sala de la Comisión, a 10 de marzo de 2011.

(Fdo.): Milena Karelovic Ríos,

Secretario de la Comisión
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NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL DE DISCAPACIDAD Y EL ADULTO MAYOR, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA UN BONO A LOS CÓNYUGES QUE CUMPLAN CINCUENTA AÑOS DE MATRIMONIO

(7074-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor tiene el honor de presentaros su nuevo segundo informe en relación al proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”, a contar del día 8 de marzo del año 2011.


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, y sus asesores, señora Alejandra Candia y señor Jaime Salas. Por la Biblioteca del Congreso Nacional concurrió la analista señora Irina Aguayo.

- - -

ANTECEDENTES


Cabe consignar que en sesión de fecha 1 de marzo de 2011, el Senado acordó retirar esta iniciativa de la tabla y devolverla a esta Comisión, abriendo un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el día 7 de marzo del año en curso. Se resolvió, además, que si fuere procedente, el proyecto también debería volver a la Comisión de Hacienda.


Las indicaciones presentadas recaen en el texto que fuera despachado por la Comisión de Hacienda en su nuevo segundo informe. Por ello, las modificaciones propuestas en este informe son complementarias de aquellas contenidas en el nuevo segundo informe de esa Comisión.

- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1º, 2º, 3º, 4º, 5º, 6º, 7º y 8º permanentes.

2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1) y 3).

3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4. Indicaciones rechazadas: no hay.

5. Indicaciones retiradas: no hay.

6. Indicaciones declaradas inadmisibles: 2).


Es dable hacer presente que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en este trámite reglamentario fueron acompañadas por un informe financiero complementario. Por esta razón, y atendiendo a que dichas indicaciones fueron aprobadas e inciden en la Administración Financiera del Estado, la Comisión estimó que la iniciativa deberá ser conocida nuevamente por la Comisión de Hacienda, según lo dispuesto en los artículos 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, y 27 del Reglamento del Senado.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Antes de iniciar el estudio pormenorizado de las indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, ofreció la palabra al Ministro de Hacienda, señor Felipe Larraín, para que efectuara una relación sucinta de las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el último plazo abierto por la Sala del Senado para tal propósito.


El mencionado Secretario de Estado explicó que el proyecto de ley en estudio establece que se entregará un bono ascendente a $250.000 a los cónyuges que cumplan 50 años de matrimonio, y que para lograr este beneficio se requiere el cumplimiento copulativo de las siguientes condiciones:


a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010.


b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal, o que los cónyuges no se encontraren separados o divorciados.


c) Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles de la población, de acuerdo con la Ficha de Protección Social.


d) Que los cónyuges compartan el mismo hogar o acrediten residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente.


e) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.

Expresó que el proyecto original contemplaba beneficiar con el denominado Bono Bodas de Oro sólo a quienes cumplieran 50 años de matrimonio, y que en una primera modificación, propuesta por el Ejecutivo a través de una indicación presentada a solicitud de diversos señoras y señores Diputados durante el primer trámite constitucional, se decidió entregar el bono también a quienes durante 2010 hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio. De esta forma, todos los matrimonios que hubiesen cumplido más de 50 años, recibirían el bono en algún momento dentro de los próximos diez años. 


Indicó que durante el segundo trámite constitucional, y por medio de una indicación del Ejecutivo presentada a solicitud de los Honorables señores Senadores que componen esta Comisión Especial, se benefició con “Medio Bono” a quienes cumplieron más de 50 años de matrimonio durante 2010, pero que al momento del pago se encontraran viudos. 

Añadió que en este trámite reglamentario, el Gobierno hizo llegar una última indicación que disminuye el plazo de pago para quienes ya cumplieron 50 años de matrimonio pero aún no alcanzan su celebración número 60, de forma tal que estas parejas puedan recibir también el beneficio, según el calendario que a continuación se señala:

	Cónyuges que cumplieron 50 años de matrimonio el año 2010 ó 2011 antes de la publicación de la ley.
	Cobran su bono desde la publicación de la ley.

	Cónyuges que cumplan 58, 59 ó 60 años de matrimonio el 2012 (Hoy con 57, 58 ó 59 años de matrimonio).
	Cobran su bono el año 2012, dentro de los doce meses siguientes a su aniversario de matrimonio.

	Cónyuges que cumplan 57 ó 58 años de matrimonio el 2013 (Hoy con 55 ó 56 años de matrimonio).
	Cobran su bono el año 2013, dentro de los doce meses siguientes a su aniversario de matrimonio.

	Cónyuges que cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio el 2014 (Hoy con 52, 53 ó 54 años de matrimonio).
	Cobran su bono el año 2014, dentro de los doce meses siguientes a su aniversario de matrimonio.



El señor Ministro señaló que desde la fecha de publicación de la ley hasta el año 2015, se estima que esta iniciativa beneficiará a 450.286 personas, distribuidas cronológicamente según el siguiente cuadro:

	
	2011
	2012
	2013
	2014
	2015 a perpetuidad

	Matrimonios
	62.357 
	43.050
	41.292
	55.528
	14.707

	Viudos (personas)
	1.038
	3.999
	4.574
	6.807
	0

	Total Personas
	125.751
	90.099
	87.158
	117.864
	29.414



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, agradeció la buena disposición del Gobierno para acoger las propuestas de los miembros de la Comisión, que en un primer momento se abocaron a la situación de las personas que habían enviudado después de cumplir 50 años de matrimonio pero antes de que entrara en vigencia la ley, asunto que fue tratado y acordado en el informe anterior. Agregó que posteriormente centraron su atención en la disminución de los plazos para obtener el beneficio que le correspondería a las parejas que ya cumplieron 50 años de casadas pero que aún les faltan años para llegar a su 60º aniversario.


Connotó que las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en esta oportunidad recogen nuevamente los planteamientos de la Comisión, razón por la cual reiteró su satisfacción. Puso de relieve, además, que la iniciativa excedió su propósito original y pasó a representar una política permanente, que se aplicará en un plazo razonable, lo que refleja que se comprendieron y acogieron cabalmente las inquietudes de esta Comisión.


El Honorable Senador señor Longueira se sumó a los agradecimientos del Presidente de la Comisión Especial, y agregó que es una buena señal que una iniciativa puntual, como era lo que se pretendía al inicio de la tramitación de este proyecto, se transformara en una política de largo plazo que da una señal pública clara de valorización de la institución del matrimonio.


El Honorable Senador señor Ruiz-Esquide también estimó pertinente dar las gracias al Secretario de Estado presente en la sesión, pues reconoció no sólo ha acogido los aspectos concretos de las peticiones planteadas por los miembros de la Comisión, sino que también ha considerado los términos, tonos y tiempos empleados para la discusión política sobre este tema.


El Honorable Senador señor García señaló que los miembros de la Comisión Especial plantearon originalmente un calendario escalonado para otorgar el beneficio a las parejas que ya cumplieron 50 años de matrimonio pero aún no llegan a su aniversario 60, porque explicó que  se entendía que no era posible que todas estas situaciones se resolvieran de una vez. Agregó que esta misma visión está contenida en las indicaciones presentadas en esta oportunidad, por lo cual agradeció la actuación del Ejecutivo en la materia. 


El Ministro señor Larraín manifestó que las indicaciones presentadas efectivamente respondían a los planteamientos formulados por los miembros de esta Comisión y que, en virtud de ellos, la espera para recibir el beneficio en estudio se torna más razonable.
- - -


A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, puso en votación las indicaciones presentadas, las cuales, como se señaló, recaen en el texto aprobado en particular en el segundo informe de esta Comisión Especial y en el nuevo segundo informe de la Comisión de Hacienda.

Artículo primero transitorio


El texto aprobado en general por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el periodo de matrimonio mencionado en este inciso. 


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.


Cabe hacer presente que en el segundo trámite reglamentario, esta Comisión Especial y la de Hacienda acordaron proponer las siguientes dos modificaciones al artículo primero transitorio:


- Suprimir, en el inciso segundo, su segunda oración. 


- Intercalar como incisos cuarto y quinto, nuevos, los siguientes, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.”.


Respecto de este precepto, se presentaron dos indicaciones.


La indicación Nº 1), de Su Excelencia el Presidente de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que a partir del primero de enero de 2010, hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio y reúnan los demás requisitos establecidos en esta ley, tendrán derecho al bono, por una única vez, de acuerdo a las siguientes reglas:


a) Los cónyuges que durante el año 2010, hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley.


b) Los cónyuges que durante el año 2011, cumplan 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados o a contar de la fecha de publicación de la ley, si ésta fuese posterior a aquélla.


c) Los cónyuges que durante el año 2012, cumplan 58, 59 y 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


d) Los cónyuges que durante el año 2013, cumplan 57 y 58 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


e) Los cónyuges que durante el año 2014, cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.”.


La indicación Nº 2), del Honorable Senador señor Horvath, agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo primero transitorio, del siguiente tenor:


“Los cónyuges que a partir del 1 de Enero de 2010 hayan cumplido entre 50 y 59 años de matrimonio, recibirán el bono contemplado en la presente ley, de acuerdo a un orden de prelación y los fondos disponibles para tal efecto. Dicho orden se establecerá según la antigüedad del vínculo, dándose preferencia a los que cumplan más años dentro del tramo establecido en el presente inciso.”.


El Presidente de la Comisión Especial, Honorable Senador señor Letelier, explicó que la indicación Nº 1) contiene el calendario de pago antes explicado por el señor Ministro de Hacienda para las parejas que ya cumplieron 50 años de matrimonio pero aún no llegan a su aniversario 60º, y propuso aprobarla de la misma forma en que está planteada.


- Sometida a votación la indicación Nº 1), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Honorables Senadores señores Bianchi, García, Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide.



- Luego, la indicación Nº 2) fue declarada inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según lo dispone el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Artículo segundo transitorio


La indicación Nº 3, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, tiene el propósito de incorporar, como artículo segundo transitorio, el que a continuación se indica, pasando los actuales artículos segundo y tercero transitorios a ser tercero y cuarto, respectivamente. El texto propuesto es del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- En caso que, en alguna de las situaciones descritas en el artículo primero transitorio, uno de los cónyuges falleciera, habiendo cumplido 50 años de matrimonio, pero antes de cumplir el número de años que le da derecho a cobrar el bono consagrado en esta ley, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que le hubiese correspondido cobrarlo de acuerdo al artículo primero transitorio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con lo dispuesto en la letra f) del mismo artículo.


Asimismo, si cumplidos los años de matrimonio que dan derecho al bono, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo de 12 meses contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del bono, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en  la letra e), en cuanto al umbral de focalización, y f) del artículo 1°.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.


El Honorable Senador señor Longueira explicó que esta indicación se relaciona con la modificación propuesta en el trámite reglamentario anterior, que incluyó dentro del beneficio a las personas que enviudaron después de cumplir 50 años de matrimonio pero antes de cobrar el bono, y le aplica a estos viudos el calendario de pago que establece el artículo transitorio anterior. En razón de ello, Su Señoría instó a aprobar la indicación en los mismos términos en que fue planteada.


- Sometida a votación la indicación Nº 3), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Honorables Senadores señores Bianchi, García, Letelier, Longueira y Ruiz-Esquide.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al texto del proyecto de ley aprobado en el segundo informe de esta Comisión Especial y en el nuevo segundo informe de la de Hacienda:

Artículo primero transitorio


- Reemplazarlo por el siguiente:



“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que a partir del primero de enero de 2010, hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio y reúnan los demás requisitos establecidos en esta ley, tendrán derecho al bono, por una única vez, de acuerdo a las siguientes reglas:



a) Los cónyuges que durante el año 2010, hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley.



b) Los cónyuges que durante el año 2011, cumplan 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados o a contar de la fecha de publicación de la ley, si ésta fuese posterior a aquélla.



c) Los cónyuges que durante el año 2012, cumplan 58, 59 y 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.



d) Los cónyuges que durante el año 2013, cumplan 57 y 58 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.



e) Los cónyuges que durante el año 2014, cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.



Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 



En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.”. 
(Indicación Nº 1), unanimidad 5x0).
Artículo segundo transitorio, nuevo


- Incorporar como tal el siguiente, pasando los actuales artículos segundo y tercero transitorios a ser tercero y cuarto, respectivamente: 



“Artículo segundo.- En caso que, en alguna de las situaciones descritas en el artículo primero transitorio, uno de los cónyuges falleciera, habiendo cumplido 50 años de matrimonio, pero antes de cumplir el número de años que le da derecho a cobrar el bono consagrado en esta ley, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que le hubiese correspondido cobrarlo de acuerdo al artículo primero transitorio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con lo dispuesto en la letra f) del mismo artículo.



Asimismo, si cumplidos los años de matrimonio que dan derecho al bono, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo de 12 meses contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del bono, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en  la letra e), en cuanto al umbral de focalización, y f) del artículo 1°.



Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”. 
(Indicación Nº 3), unanimidad 5x0).
Artículos segundo y tercero transitorios


Pasan a ser tercero y cuarto transitorios, sin modificaciones.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:


a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;


b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;


c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;


d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;


e) Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y


f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.


Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.


Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.


El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

 
El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el  Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre  del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.


Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.


Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.


Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.

 
Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.


Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.


Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

 
Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.


El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias



Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que a partir del primero de enero de 2010, hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio y reúnan los demás requisitos establecidos en esta ley, tendrán derecho al bono, por una única vez, de acuerdo a las siguientes reglas:



a) Los cónyuges que durante el año 2010, hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley.



b) Los cónyuges que durante el año 2011, cumplan 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados o a contar de la fecha de publicación de la ley, si ésta fuese posterior a aquélla.



c) Los cónyuges que durante el año 2012, cumplan 58, 59 y 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.



d) Los cónyuges que durante el año 2013, cumplan 57 y 58 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.



e) Los cónyuges que durante el año 2014, cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.



Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 



En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


Artículo segundo.- En caso que, en alguna de las situaciones descritas en el artículo primero transitorio, uno de los cónyuges falleciera, habiendo cumplido 50 años de matrimonio, pero antes de cumplir el número de años que le da derecho a cobrar el bono consagrado en esta ley, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que le hubiese correspondido cobrarlo de acuerdo al artículo primero transitorio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con lo dispuesto en la letra f) del mismo artículo.



Asimismo, si cumplidos los años de matrimonio que dan derecho al bono, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo de 12 meses contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del bono, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en  la letra e), en cuanto al umbral de focalización, y f) del artículo 1°.



Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo cuarto.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.".

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 9 de marzo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, José García Ruminot, Pablo Longueira Montes y Mariano Ruiz-Esquide Jara.

Valparaíso, 10 de marzo de 2011.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME COMPLEMENTARIO DEL NUEVO SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA UN BONO A LOS CÓNYUGES QUE CUMPLAN CINCUENTA AÑOS DE MATRIMONIO

(7074-05)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentar  informe complementario de su nuevo segundo informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el señor  Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”.


Cabe destacar que el proyecto fue conocido previamente, en nuevo segundo informe, por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, en virtud de lo acordado por la Sala del Senado en sesión celebrada el día 1 de marzo de 2011, oportunidad en que se acordó retirar esta iniciativa de la tabla y devolverla a dicha Comisión, abriendo un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el día 7 de marzo del año en curso. Se resolvió, además, que si fuere procedente, el proyecto también debería volver a esta Comisión de Hacienda.


Las indicaciones presentadas recaen en el texto que fuera despachado por la Comisión de Hacienda en su nuevo segundo informe. Por ello, este informe es complementario de ese nuevo segundo informe y sólo se pronuncia respecto de las nuevas indicaciones presentadas ante la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, y las modificaciones por ella acordadas.

- - -

CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS

Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda no efectuó enmiendas al texto aprobado por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor en su nuevo segundo informe.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe mencionar que en este informe complementario del nuevo segundo informe, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre el texto aprobado en el nuevo segundo informe de la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, como reglamentariamente corresponde.


A continuación se describen los artículos del proyecto, en los cuales recayeron las indicaciones presentadas en el último plazo otorgado por la Sala del Senado, así como los acuerdos adoptados a su respecto.


El texto aprobado en general por el Senado para el artículo primero transitorio es del siguiente tenor:


“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que cumplan 60 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010, y reúnan los demás requisitos establecidos en el artículo 1°, tendrán derecho a impetrar, por una sola vez, el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido 60 años de matrimonio. En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


De igual forma, los cónyuges que durante el año 2010 cumplan 61 o más años de matrimonio y reúnan los demás requisitos exigidos, podrán impetrar, por una sola vez, el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley. Con todo, aquellos cónyuges que cumplan 61 años de matrimonio entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre de 2010, tendrán derecho a impetrar el bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido el periodo de matrimonio mencionado en este inciso. 


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 ó 60 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.


Cabe hacer presente que en el segundo trámite reglamentario, la Comisión Especial de la Discapacidad y del Adulto Mayor y la de Hacienda, acordaron proponer las siguientes dos modificaciones al artículo primero transitorio:


- Suprimir, en el inciso segundo, su segunda oración. 


- Intercalar como incisos cuarto y quinto, nuevos, los siguientes, pasando el actual inciso cuarto a ser sexto:


“Con todo, si cumplidos 50, 60 o más años de matrimonio durante el año 2010, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del monto señalado en el artículo 2°, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.


Los cónyuges que a partir del 1° de enero de 2010, cumplan más de 50 años de matrimonio y cualquiera de ellos falleciera antes de cumplir 60 años de matrimonio, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono consagrado en esta ley y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiese cumplido 60 años de matrimonio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicha disposición.”.


Respecto de este precepto, se presentaron dos indicaciones.


La indicación Nº 1), de Su Excelencia el Presidente de la República, lo reemplaza por el siguiente:


“Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que a partir del primero de enero de 2010, hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio y reúnan los demás requisitos establecidos en esta ley, tendrán derecho al bono, por una única vez, de acuerdo a las siguientes reglas:


a) Los cónyuges que durante el año 2010, hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley.


b) Los cónyuges que durante el año 2011, cumplan 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados o a contar de la fecha de publicación de la ley, si ésta fuese posterior a aquélla.


c) Los cónyuges que durante el año 2012, cumplan 58, 59 y 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


d) Los cónyuges que durante el año 2013, cumplan 57 y 58 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


e) Los cónyuges que durante el año 2014, cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.”.


La indicación Nº 2), del Honorable Senador señor Horvath, agrega un inciso tercero, nuevo, al artículo primero transitorio, del siguiente tenor:


“Los cónyuges que a partir del 1 de Enero de 2010 hayan cumplido entre 50 y 59 años de matrimonio, recibirán el bono contemplado en la presente ley, de acuerdo a un orden de prelación y los fondos disponibles para tal efecto. Dicho orden se establecerá según la antigüedad del vínculo, dándose preferencia a los que cumplan más años dentro del tramo establecido en el presente inciso.”.


La indicación N°1, de S.E. el Presidente de la República, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, García y Lagos.


La Comisión no se pronunció sobre  la indicación N°2, del Honorable Senador señor Horvath, que fue declarada inadmisible por la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor, según consta en su nuevo segundo informe. 


Enseguida la Comisión analizó la indicación Nº 3, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para incorporar, como artículo segundo transitorio, el que se transcribe a continuación, pasando los actuales artículos segundo y tercero transitorios a ser tercero y cuarto, respectivamente. El texto propuesto es del siguiente tenor:


“Artículo segundo.- En caso que, en alguna de las situaciones descritas en el artículo primero transitorio, uno de los cónyuges falleciera, habiendo cumplido 50 años de matrimonio, pero antes de cumplir el número de años que le da derecho a cobrar el bono consagrado en esta ley, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que le hubiese correspondido cobrarlo de acuerdo al artículo primero transitorio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con lo dispuesto en la letra f) del mismo artículo.


Asimismo, si cumplidos los años de matrimonio que dan derecho al bono, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo de 12 meses contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del bono, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en  la letra e), en cuanto al umbral de focalización, y f) del artículo 1°.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.”.


La indicación N°3, de S.E. el Presidente de la República fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona,  García y Lagos.

- - -

INFORME FINANCIERO SUSTITUTIVO


El informe financiero sustitutivo, elaborado  por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha  02 de marzo de 2011,  que dice relación con las indicaciones presentadas por el Ejecutivo en el último plazo abierto para ello, señala, de modo textual, lo siguiente:

“1.- El presente proyecto de ley, tiene por objeto otorgar un bono extraordinario, por única vez, de $ 250.000 a quienes cumplan 50 años de matrimonio a partir del 1° de enero de 2010.  A este beneficio accederán todos aquellos matrimonios que integren un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace y que cumplan los demás requisitos señalados en el proyecto de ley.

2.- El valor del Bono se reajustará el 1° de Octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo, realizándose el primer reajuste el primero de octubre de 2011.

3.- Además, el proyecto de ley considera para el caso de los cónyuges que a partir del primero de enero de 2010, hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio y reúnan los demás requisitos establecidos en  la presente iniciativa legal, el derecho al bono, por única vez, de acuerdo a las siguientes reglas:

Los cónyuges que durante 2010 hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley.

Los cónyuges que durante 2011 cumplan 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados o a contar de publicación de la ley, si esta fuese posterior a aquélla.

Los cónyuges que durante el 2012, cumplan 58, 59 y 60 años de matrimonio podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.

Los cónyuges que durante el 2013, cumplan 57 y 58 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.

Los cónyuges que durante el 2014, cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.

4.- Por otra parte el proyecto de ley en su artículo segundo transitorio establece, los casos en que los viudos o viudas pueden impetrar el bono en la parte que le correspondan, siempre que hubieren cumplido, a lo menos, 50 años de matrimonio y se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo primero y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo. En este caso el cónyuge sobreviviente tendrá derecho a la mitad del valor del bono, por una sola vez. 

5.- Esta iniciativa legal presenta los siguientes efectos fiscales para el período 2011-2015, siendo las cifras para el año 2015 el costo en régimen del proyecto: 


Año
MM$2011


2011
 15.625


2012
 11.232


2013
 10.920


2014
 14.716


2015
   3.692

6.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la partida presupuestaria Tesoro Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.


En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda propone la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos que lo hiciera la Comisión Especial de la Discapacidad y el Adulto Mayor en su nuevo segundo informe, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario a todos los cónyuges que reúnan los siguientes requisitos:


a) Cumplir 50 años de matrimonio a partir del 1 de enero de 2010. El matrimonio podrá haber sido celebrado en Chile o en un país extranjero, en cuyo caso deberá haber sido inscrito en el registro señalado en el inciso segundo del artículo 135 del Código Civil;


b) Que el matrimonio no hubiese terminado por cualquier causa legal;


c) Que los cónyuges no se encontraren separados de conformidad con lo dispuesto en el Capítulo III de la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil;


d) Que los cónyuges no se encontraren divorciados de conformidad con la Ley de Matrimonio Civil del 10 de enero de 1884;


e) Integrar un hogar perteneciente a los cuatro primeros quintiles, de acuerdo al umbral de focalización que resulte de la aplicación de la Ficha de Protección Social o el instrumento que la reemplace. Los cónyuges deberán pertenecer al mismo hogar o acreditar residencia, ambos o cualquiera de ellos, en un establecimiento de larga estadía para adultos mayores reconocido por la autoridad competente, y


f) Acreditar residencia en el territorio de la República de Chile por un lapso no inferior a cuatro años en los últimos cinco años inmediatamente anteriores a la fecha de presentación de la solicitud para acogerse a los beneficios que otorga esta ley.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Hacienda y suscrito además por el Ministro de Planificación, señalará la forma de acreditar la residencia en común. Dicho reglamento también fijará el umbral de focalización que determinará quiénes cumplen con el requisito consagrado en la letra e), y establecerá las demás normas necesarias para la aplicación de esta ley.


Lo establecido en las letras anteriores, no obsta a que puedan ser beneficiarios del bono los cónyuges que, en un segundo o posterior matrimonio, celebrado conforme al ordenamiento jurídico vigente, cumplan con los requisitos señalados precedentemente.


Artículo 2°.- El bono establecido en esta ley ascenderá a $250.000, por matrimonio, y se pagará en iguales partes a cada uno de los cónyuges.


El bono no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno.

 
El monto del bono se reajustará el 1 de octubre de cada año, en el 100% de la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el  Instituto Nacional de Estadísticas o el organismo que lo reemplace, entre el mes de septiembre  del año precedente y el mes de agosto del año en que opere el reajuste respectivo.


Artículo 3°.- Para impetrar el derecho al bono establecido en esta ley, los cónyuges, sea personalmente o debidamente representados, a partir de la fecha del cumplimiento del requisito de la letra a) del artículo 1° y hasta los doce meses siguientes a la verificación de dicha exigencia, deberán presentar conjuntamente su solicitud ante el Instituto de Previsión Social. Se entenderá que renuncian al bono los beneficiarios que no lo soliciten en el plazo antes señalado.


Sin embargo, si cualquiera de los cónyuges falleciera dentro del plazo establecido en el inciso anterior, el viudo o viuda podrá impetrar la parte del bono que le corresponda, en la misma oportunidad señalada en el inciso precedente, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con el requisito de la letra f) de dicho artículo.


Artículo 4°.- El Instituto de Previsión Social verificará el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono y ordenará su pago, con todos los antecedentes que disponga el Sistema de Información contenido en el artículo 56 de la ley N° 20.255. Además, el Instituto estará facultado para solicitar al Servicio de Registro Civil e Identificación, al Ministerio de Planificación, a la Policía de Investigaciones de Chile y otros organismos públicos, los datos personales y la información necesaria para verificar el cumplimiento de los requisitos para acceder al bono.

 
Artículo 5°.- El bono será de cargo fiscal y se pagará por el Instituto de Previsión Social, por una sola vez, en la parte que corresponda a cada cónyuge. Al efecto, el Instituto de Previsión Social podrá celebrar convenios directos de pago con una o más entidades que garanticen la cobertura nacional. El plazo para el cobro del bono será de seis meses contado a partir de la fecha en que fue ordenado su pago por el mencionado Instituto.


Artículo 6°.- El Instituto de Previsión Social conocerá y resolverá los reclamos relacionados con las materias del bono de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.880, y de acuerdo a las normas que imparta la Superintendencia de Seguridad Social, sin perjuicio de las facultades de esta última.


Artículo 7°.- A quienes perciban indebidamente el bono extraordinario que otorga esta ley, ocultando datos o proporcionando datos falsos, se les aplicarán las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles. Además, el infractor deberá restituir las sumas indebidamente percibidas, reajustadas de conformidad con la variación que experimente el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas, entre el mes anterior a aquel en que se percibió y el que antecede a su restitución.

 
Artículo 8°.- Corresponderá a la Superintendencia de Seguridad Social la supervigilancia y fiscalización del otorgamiento y pago del bono. Para estos efectos, se aplicarán las disposiciones orgánicas de la Superintendencia y esta ley. Además, la Superintendencia podrá requerir a los órganos señalados en el artículo 4° los datos personales y la información que fuere necesaria para el ejercicio de las funciones precedentemente indicadas.


El personal del Instituto de Previsión Social y de la Superintendencia de Seguridad Social deberá guardar reserva y secreto absoluto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en virtud del artículo 4°; sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Asimismo, dicho personal deberá abstenerse de usar los datos recopilados en beneficio propio o de terceros. Para efectos de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 125 de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, se estimará que los hechos que configuren infracciones a esta disposición vulneran gravemente el principio de probidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones y responsabilidades que procedan.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- No obstante lo dispuesto en la letra a) del artículo 1°, los cónyuges que a partir del primero de enero de 2010, hubiesen cumplido más de 50 años de matrimonio y reúnan los demás requisitos establecidos en esta ley, tendrán derecho al bono, por una única vez, de acuerdo a las siguientes reglas:


a) Los cónyuges que durante el año 2010, hubiesen cumplido 60 o más años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de la publicación de esta ley.


b) Los cónyuges que durante el año 2011, cumplan 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados o a contar de la fecha de publicación de la ley, si ésta fuese posterior a aquélla.


c) Los cónyuges que durante el año 2012, cumplan 58, 59 y 60 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


d) Los cónyuges que durante el año 2013, cumplan 57 y 58 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


e) Los cónyuges que durante el año 2014, cumplan 55, 56 y 57 años de matrimonio, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que hubiesen cumplido los años de matrimonio señalados.


Aquellos cónyuges que hubiesen cumplido 50 años de matrimonio, entre el 1 de enero de 2010 y la fecha de publicación de esta ley, podrán impetrar el derecho al bono dentro de los doce meses siguientes a la fecha de dicha publicación, siempre que reúnan los requisitos para tener derecho a él. 


En ningún caso tendrán derecho al bono aquellos cónyuges que hubiesen sido beneficiarios del mismo al cumplir 50 años de matrimonio, o que habiendo tenido derecho a impetrar el mencionado beneficio, en dicha oportunidad, no lo hubiesen solicitado dentro del plazo establecido al efecto.


Artículo segundo.- En caso que, en alguna de las situaciones descritas en el artículo primero transitorio, uno de los cónyuges falleciera, habiendo cumplido 50 años de matrimonio, pero antes de cumplir el número de años que le da derecho a cobrar el bono consagrado en esta ley, el viudo o viuda tendrá derecho, por una sola vez, a la mitad del bono y podrá impetrarlo dentro de los doce meses siguientes a la fecha en que le hubiese correspondido cobrarlo de acuerdo al artículo primero transitorio, siempre que se encuentre dentro del umbral de focalización que establece la letra e) del artículo 1° y cumpla con lo dispuesto en la letra f) del mismo artículo.


Asimismo, si cumplidos los años de matrimonio que dan derecho al bono, cualquiera de los cónyuges fallece, con posterioridad a dicha fecha y antes del término del plazo de 12 meses contemplado para impetrar el derecho a bono, el viudo o viuda mantendrá su derecho a solicitar y cobrar el equivalente a la mitad del bono, siempre que cumpla con los requisitos establecidos en  la letra e), en cuanto al umbral de focalización, y f) del artículo 1°.


Se entenderá que renuncian al bono aquellos beneficiarios que no lo soliciten en el plazo respectivo.


Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Instituto de Previsión Social, y en lo que faltare, con los recursos que se traspasen de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo cuarto.- El primer reajuste al monto del bono se efectuará el 1 de octubre de 2011.".


Acordado en sesión celebrada el día 9 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Camilo Escalona Medina (Presidente), y señores José García Ruminot y Ricardo Lagos Weber.


Sala de la Comisión a 11 de marzo de 2011.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,
Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, APROBATORIO DEL “CONVENIO INTERNACIONAL PARA LA PROTECCIÓN DE LAS OBTENCIONES VEGETALES”

(6426-10)

I
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República, de fecha 3 de marzo de 2009.

Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 12 de mayo de 2009 donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A las sesiones en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, el Director de Relaciones Económicas Bilaterales, señor Rodrigo Contreras; la Directora de Asuntos Económicos Multilaterales señora Ana Novik; la Jefa del Departamento de Propiedad Intelectual, señora Luz Sosa; el abogado del Departamento de Propiedad Intelectual, señor Martín Correa, y el Asesor, señor Patricio Balmaceda. Del Ministerio de Agricultura, el Fiscal, señor Mauricio Caussade.




Asimismo, también concurrieron del Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA), el Director, señor Guillermo Donoso, y el Coordinador de Propiedad Intelectual, señor Carlos Fernández, y de la Asociación Nacional de Productores de Semillas de Chile (ANPRO), el Gerente Ejecutivo, señor Mario Schindler.

- - -


Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

II. ANTECEDENTES GENERALES


1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:


a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".


b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.




c) Ley Nº 19.342, que regula el derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales.





d) Convenio para la Protección de las Obtenciones Vegetales y Actas de 1972 y 1978, promulgados por el decreto supremo Nº 18, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de enero de 1996 y publicado en el Diario Oficial el 23 de marzo de 1996.

2.- Mensaje de S.E. la ex Presidenta de la República.- Señala el Mensaje que la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV) es una Organización Internacional de carácter intergubernamental, de la que Chile es Parte desde 1996. Añade que dicho organismo fue establecido en el año 1961 por el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales.


Indica el Ejecutivo que, por su parte, el Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (Convenio UPOV) es un acuerdo internacional que data de 1961, el cual ha sido modificado en tres oportunidades: 10 de noviembre de 1972, 23 de octubre de 1978 y 19 de marzo de 1991.




De esta forma, agrega, y como consecuencia de las modificaciones realizadas desde su creación, hoy en día el Convenio UPOV cuenta con tres diferentes Actas vigentes: “Acta 1961/1972”; “Acta de 1978” y “Acta de 1991”. Indica que los países que deseen adherir al Convenio UPOV deben suscribir el Acta de 1991, sin embargo, la adhesión a esta última Acta no es obligatoria para aquellos países que han adherido previamente a un Acta anterior del Convenio. 





Señala el Mensaje que, a la fecha, 43 de los 67 miembros de UPOV han adherido al Acta de 1991, encontrándose entre sus miembros países tan diversos como Australia, Albania, China, Corea, Finlandia, Italia, Jordania, Marruecos, Turquía, Singapur y Vietnam. Añade que, en el ámbito latinoamericano, son Estados Parte del Convenio UPOV, además de Chile, Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, República Dominicana y Uruguay.





Manifiesta que nuestros principales socios comerciales, China, Estados Unidos, Japón y la Comunidad Europea también son miembros de UPOV 1991.





Agrega que Chile es Parte desde 1996 de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, fecha en la cual adhirió al Convenio y a las Actas de 1972 y 1978, instrumentos internacionales estos últimos que fueron promulgados por decreto supremo Nº 18, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 5 de enero de 1996, publicado en el Diario Oficial el 23 de marzo de 1996.




Informa que de forma previa a la adhesión de Chile al Acta 1978 del Convenio UPOV, y como un requisito necesario para permitir nuestra membresía a dicho organismo internacional, nuestro país estableció a nivel nacional un marco jurídico que reguló la protección de los derechos de los obtentores de nuevas obtenciones vegetales y creó, para estos efectos, un registro nacional de variedades protegidas dependiente de la División Semillas del Servicio Agrícola y Ganadero.





Lo anterior se materializó mediante la ley Nº 19.342, que regula el derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales, la cual fue promulgada el 17 de octubre del año 1994, y publicada en el Diario Oficial el día 3 de noviembre del mismo año.




Añade que de forma precursora, esta ley incorporó varios de los estándares del Acta 1991 del Convenio UPOV.





Señala que a la fecha, el registro cuenta con aproximadamente seiscientas variedades registradas, tanto de titulares chilenos como del resto del mundo, lo que representa un incremento respecto de las registradas en el año 1996, que era aproximadamente de doscientos cincuenta variedades. Añade que se espera que con la incorporación de nuevas tecnologías en el sector agroalimentario y forestal chileno se incrementen las solicitudes de registro de nuevas variedades vegetales.




Manifiesta el Ejecutivo que los beneficios derivados de la implementación de los estándares del Acta 1978 del Convenio UPOV han contribuido a la transformación de Chile en uno de los principales países exportadores de productos agrícolas, forestales y de semillas en la región. Sin embargo, los nuevos desafíos que enfrenta el sector agrícola y la competencia en los mercados internacionales exigen la incorporación de nuevos elementos en el sistema de protección a los derechos de quienes innovan creando nuevas variedades vegetales, salvaguardando el acceso y los usos permitidos a los agricultores, de conformidad al Acta 1991 del Convenio UPOV.




Indica el Mensaje que el principal objetivo del Convenio UPOV es establecer un marco jurídico que permita garantizar al obtentor de una nueva variedad vegetal y un adecuado reconocimiento al derecho sobre la variedad que es de su creación. 




Señala que el presente proyecto de acuerdo, en que se propone la adhesión de Chile al Acta 1991 del Convenio UPOV, permitirá elevar de forma equilibrada las garantías a la protección de estos derechos e incorporar a nuestro país al grupo de 43 países que ya han adherido al acta más actualizada de este tratado internacional.




Agrega el Mensaje que, de forma complementaria al presente proyecto, se ha enviado al Congreso Nacional un proyecto de ley que deroga la ley N° 19.342 y regula los derechos sobre las nuevas variedades vegetales.





Puntualiza que dicho proyecto de ley, respondiendo a las necesidades actuales del sector agrícola nacional, incorpora en la legislación chilena los estándares y las excepciones obligatorias y facultativas establecidas en el Acta 1991 del Convenio UPOV.




Destaca el Ejecutivo que este nuevo marco normativo permitirá consolidar el objetivo de posicionar a Chile como una potencia agroalimentaria y forestal; y fortalecer la industria de investigación, desarrollo e innovación asociada a la producción de nuevas variedades vegetales. Asimismo, ayudará a atraer inversión extranjera al país, con equipamiento de punta y un consecuente mejoramiento de las competencias y capacidad de gestión de nuestros investigadores y productores.




En cuanto a la relación entre el Acta 1991 del Convenio UPOV y los acuerdos de Chile en materia de propiedad industrial, el Mensaje expresa que, consistentemente con lo acordado en los Tratados de Libre Comercio (TLC) suscritos durante la última década, Chile ha reafirmado sus compromisos internacionales en materia de propiedad intelectual en la Organización Mundial de Comercio (OMC) y en la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).




Ello se ha materializado mediante la adhesión a múltiples acuerdos internacionales sobre propiedad intelectual, siempre manteniendo el necesario balance entre los legítimos intereses de los titulares de derechos y los legítimos intereses de consumidores, usuarios y la comunidad en general.




Agrega el Ejecutivo que, en este contexto, si bien las variedades vegetales no se encuentran dentro de las categorías de propiedad industrial expresamente referidas en el Párrafo II del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (Acuerdo sobre los ADPIC) de la Organización Mundial de Comercio, es indudable que respecto de las nuevas variedades vegetales existe a nivel internacional un estatuto especial para protegerlas.




Así, la adhesión al Acta 1991 del Convenio UPOV representa un paso adicional en la estrategia de Chile de participación en el sistema multilateral de propiedad intelectual, que permitirá otorgar mayor seguridad jurídica tanto a los inversionistas extranjeros que quieran registrar sus variedades vegetales en Chile, como a los obtentores y creadores de nuevas variedades nacionales.





Destaca el Mensaje que la adhesión al Acta 1991 del Convenio UPOV, al igual que otros tratados internacionales que forman parte del sistema multilateral de propiedad industrial, fue comprometida internacionalmente por Chile en diversos acuerdos bilaterales de libre comercio (TLC). En particular, tanto el TLC sucrito por Chile con los Estados Unidos de Norteamérica, el TLC Chile – Japón y el Acuerdo de Asociación entre Chile y la Comunidad Europea establecen compromisos respecto a la adhesión o incorporación en la legislación nacional del Acta 1991.





En el caso del Tratado de Libre Comercio Chile-Estados Unidos, en las Disposiciones Generales del Capítulo 17 de “Propiedad Intelectual”, las Partes se han comprometido a ratificar o adherir al Acta 1991 del Convenio UPOV antes del 1º de enero de 2009.




Por su parte, de conformidad al Título VI de “Derechos de Propiedad Intelectual”, artículo 170.a).v) del Acuerdo de Asociación entre Chile y la Unión Europea, ambas Partes se comprometen a seguir asegurando una ejecución adecuada y efectiva de las obligaciones derivadas del Convenio UPOV, Acta 1978 o Acta 1991.





En el caso del TLC Chile - Japón, el artículo 162 establece que ambas Partes deberán adherir al Acta 1991 de UPOV, antes del 1º de enero de 2009.





En consecuencia, concluye el Mensaje, la adhesión al Acta 1991 de UPOV además de formar parte del proceso de modernización de la legislación chilena a las normas más completas del sistema internacional de propiedad intelectual e industrial, permitirá dar cumplimiento a compromisos asumidos por Chile con dos de sus más importantes socios comerciales.

3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 31 de marzo de 2009, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.


Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 7 de abril de 2009 y aprobó, por la unanimidad de los miembros presentes, el proyecto en informe. 

Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 7 de mayo de 2009, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (75 votos a favor).




4.- Instrumento Internacional.- El Tratado consta de X Capítulos que, a su vez, contienen 42 artículos. Los Capítulos son: definiciones; obligaciones generales de las Partes Contratantes; las condiciones para la concesión del derecho del obtentor; la solicitud de concesión del derecho de obtentor; los derechos de obtentor; la denominación de la variedad; la nulidad y caducidad del derecho de obtentor; la organización institucional de la Unión; la aplicación del Convenio y otros acuerdos, y las cláusulas finales propias de este tipo de instrumentos.




En este contexto, el Acta 1991 del Convenio UPOV incorpora estándares más específicos que los existentes en el Acta del año 1978. A modo ejemplar, amplía los derechos relativos al material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida y aumenta los plazos mínimos de protección. 





De forma paralela, en esta Acta se reafirma la facultad de los países para establecer excepciones al derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales, en particular lo referido al uso con el fin de propagación que los agricultores pueden realizar con una variedad protegida, en su propia explotación.




a) Requisitos y plazos de protección.




El Acta 1991 de Convenio UPOV mantiene inalterados los requisitos que debe cumplir una nueva variedad para ser susceptible de protección, es decir, debe tratarse de una variedad nueva, homogénea, estable, distintiva y que cuente con una denominación adecuada.




En lo relativo a los plazos, el Acta 1991 del Convenio UPOV aumenta los plazos de protección de las nuevas obtenciones vegetales de 18 a 25 años en el caso de las variedades de árboles y vides, y de 15 a 20 años para el resto de éstas. Estos plazos son considerados estándares mínimos de protección, pues existen en el derecho comparado ejemplos de plazos de protección más extensos.





b) Derechos concedidos y ámbito de aplicación.




Al igual que en Actas anteriores del Convenio UPOV, se conceden al obtentor de una nueva variedad vegetal derechos exclusivos respecto de los actos que se realicen con el material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida.




En el Acta 1991 se detallan con precisión las conductas que se encuentran protegidas mencionando la producción, la preparación para los fines de reproducción, la oferta, la venta, la exportación, la importación y toda otra forma de comercialización. Esto implica que, para ejecutar cualquiera de los actos señalados con material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida, se requiere la autorización del titular. Sin embargo, es en el ámbito de la extensión de los derechos del obtentor de una nueva variedad vegetal a material distinto del de reproducción o multiplicación donde el Acta 1991 de UPOV presenta las mayores diferencias respecto de las Actas anteriores de este Convenio. 





En particular, el Acta 1991 establece que los derechos del obtentor se extienden no sólo a los actos relativos al material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida, sino que también al producto de la cosecha, incluidas plantas enteras y partes de plantas. Lo anterior será aplicable cuando el producto de la cosecha ha sido obtenido por una utilización no autorizada del material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida, a menos que el obtentor haya podido ejercer razonablemente su derecho con relación a dicho material.





De esta forma, se extienden los derechos del obtentor respecto de productos obtenidos por el uso ilegal del material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida.





Otra diferencia del Acta 1991 respecto del Acta 1978 de UPOV, se encuentra en que esta última exigía que la protección se extendiera al menos a veinticuatro géneros o especies botánicas después de ocho años de ingreso al Acta, mientras que el Acta 1991 exige su aplicación a todos los géneros o especies transcurridos diez años desde el ingreso al Acta.





Sobre este punto, la legislación chilena vigente desde el año 1994 extiende la protección a todas las especies y géneros, que sean nuevas, estables, homogéneas y distintivas, sin exclusiones, por lo que el estándar del Acta 1991 de UPOV ya se encuentra incorporado en nuestro ordenamiento interno.




c) Protección provisional.




Por otra parte, el Acta 1991 del Convenio UPOV establece que los Estados Parte deben conceder una protección provisional en el período comprendido entre la presentación de una solicitud de protección de una nueva variedad o su publicación y la fecha en que se concede la inscripción ante el registro nacional de nuevas variedades vegetales. Este tipo de protección representa un cambio adicional respecto de Actas anteriores del Convenio UPOV, donde este tipo de protección estaba prevista solamente de forma facultativa.





Esta protección provisional consiste en que el solicitante de una nueva variedad tendrá derecho a obtener una remuneración equitativa de quien realice, en el período comprendido entre la solicitud o publicación y la concesión del derecho, alguno de aquellos actos que una vez concedido el derecho requieren de la autorización del titular. Lo anterior, condicionado a que el solicitante acredite haber notificado la existencia de una solicitud en trámite respecto de la variedad en cuestión y sujeto, en todo caso, a que la variedad sea finalmente concedida.





d) Variedad Esencialmente Derivada.




Adicionalmente, el Acta 1991 del Convenio UPOV incorpora el concepto de variedad esencialmente derivada, extendiendo respecto de ellas los derechos que se conceden al obtentor.




Para estos efectos define las variedades esencialmente derivadas como aquellas que (i) se derivan principalmente de la variedad inicial, o de una variedad que a su vez se deriva principalmente de la variedad inicial, conservando al mismo tiempo las expresiones de los caracteres esenciales que resultan del genotipo o de la combinación de genotipos de la variedad inicial; (ii) que se distinguen claramente de la variedad inicial; y, (iii) que salvo por lo que respecta a las diferencias resultantes de la derivación, son conformes a la variedad inicial en la expresión de los caracteres esenciales que resulten del genotipo o de la combinación de genotipos de la variedad inicial.




e) Excepciones al derecho del obtentor.




El Acta 1991 del Convenio UPOV, manteniendo la excepción a los derechos de obtentor establecida en el Acta 1978, explicita situaciones que quedaban fuera del ámbito de protección, como, por ejemplo, los usos privados, los usos a títulos experimentales y los realizados con la finalidad de crear una nueva variedad a partir de variedades protegidas.




Además el Convenio UPOV añade, expresamente, una excepción facultativa que permite, dentro de un marco de respeto al derecho concedido, que los agricultores utilicen a fines de reproducción o multiplicación en su propia explotación el producto de la cosecha que hayan obtenido por el cultivo de la variedad protegida.





Finalmente, el Acta 1991 de UPOV permite que por razones de interés público se limite el ejercicio de los derechos de obtentor, sujeto a una remuneración equitativa para éste en los casos en que la limitación sea para que un tercero pueda realizar alguno de los actos que requerirían autorización.




f) Agotamiento del derecho.




De forma coherente con el sistema de agotamiento de derechos de propiedad intelectual vigente actualmente en Chile, el Acta 1991 de UPOV establece que el derecho concedido al obtentor se extingue una vez que el material de reproducción o multiplicación, o, en su caso, el producto de la cosecha de la variedad protegida ha sido vendido o comercializado en el territorio de una de las Partes contratantes.


5.- Opiniones recibidas.- Durante el debate del proyecto se acordó solicitar información, por escrito, a diferentes entidades. El texto de sus comentarios es el siguiente:


a) Ministerio de Agricultura.

“Por medio del presente, me dirijo a Ud. y por su intermedio a los H. Senadores integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores, para manifestarles que e! proyecto que se encuentra en estudio en la Comisión para la aprobación del Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales, de 2 de Diciembre de 1951, revisado en Ginebra según Acta de 19 de Marzo de 1991, es del mayor interés para el Ministerio de Agricultura, razón por lo cual se solicita a los H. Senadores su posible despacho en el mayor breve plazo.

En relación con el referido acuerdo internacional, puedo señalar que Chile es parte desde 1996 de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV), fecha en la cual adhirió al Convenio y a las Actas de 1972 y 1978, instrumentos internacionales que fueran promulgados por Decreto Supremo N° 18, de fecha 5 de Enero de 1996, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 23 de Marzo de 1996.

De forma previa a la adhesión de Chile al Acta de 1978 del Convenio UPOV y como requisito para permitir nuestra integración a dicho Organismo Internacional, nuestro país estableció a nivel nacional un marco jurídico que regula la protección de los derechos de los obtentores de nuevas variedades vegetales protegidas, y creó para estos efectos, un Registro Nacional de Variedades Protegidas, dependiente del Servicio Agrícola y Ganadero. Lo anterior se materializó, mediante la rey N° 19.342, que regula el derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales.

A la fecha el referido registro cuenta con aproximadamente 670 variedades inscritas, tanto de titulares chilenos como extranjeros, lo que representa un incremento constante desde la creación del Registro en el año 1996.

En un contexto de mayores exigencias internacionales para la protección de los derechos de propiedad intelectual, la necesidad de un fortalecimiento de los programas de fitomejoramiento y creación de variedades y el desafío de constituir a Chile en Potencia Alimentaria exige, entre otras medidas, consolidar los mercados de exportación y elevar los estándares de protección de los derechos de obtentor, para favorecer nuestra competencia sectorial.

En forma paralela a la tramitación de! proyecto de acuerdo internacional, la H Comisión de Agricultura del Senado está conociendo en segundo tramite constitucional el proyecto de ley que sustituye la ley N° 19.342, estableciendo una regulación acorde con el Acta de la UPOV de 1991, por lo que ambos proyectos constituyen un paquete normativo que esperamos se transformen en leyes de la República durante el año en curso.

Por lo último, hago presente que la aprobación del tratado y la ley, son compromisos adquiridos en tratados comerciales suscritos por nuestro país con los Estados Unidos, Unión Europea, Japón y Australia.”.




b) Servicio Agrícola y Ganadero.





“El Servicio Agrícola y Ganadero viene en manifestar su interés en que sea aprobado en el país el "Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales", de fecha 2 de Diciembre de 1961, revisado en Ginebra según Acta de 19 de Marzo de 1991, pues a través de él se perfecciona el régimen jurídico en esta materia, permitiendo acceder a nuevas variedades vegetales y otorgando mayor competitividad a nuestro mercado.





El Servicio Agrícola y Ganadero, a través de su División de Semillas, es el encargado y responsable de llevar en el país el Registro de Variedades Protegidas, pudiendo señalarse que en la actualidad un 20% de las plantas frutales que se venden, se encuentran inscritas en este Registro, esperándose que con la ratificación del Convenio ÜPOV '91 en un plazo de 10 años, ello se incrementará hasta un 80%, con los beneficios consiguientes para el país de contar con variedades de punta.





Es importante señalar que ya con la Ley 19.342 y la adhesión del país al Acta de 1978 de UPOV en el año 1996, permitió que los fitomejoradores contaran con mayor seguridad jurídica para ingresar sus materiales a nuestro país, lo que se reflejó en la creación de nuevos negocios como la exportación de bulbos de flores, el cual alcanzó en el año 2009 más de US$ 25 millones. Tal ha sido el interés de los obtentores de inscribir sus nuevas variedades en el Registro de Variedades Protegidas en Chile, que anualmente se incrementa en un 10% el número de solicitudes recibidas en este Servicio, a su vez, se han incorporado nuevas especies como la murtiila, quínoa, avellanos, eucaliptus, tenga, entre otras especies, lo que permite ir creando nuevos polos de producción y desarrollo para el país.




El nuevo marco jurídico de la UPOV '91, tiene por objeto estimular e incentivar la producción de nuevas variedades que constituyen la base para mantener y expandir la competitividad del sector agroalimentario.





Otro propósito, es fomentar la generación, el desarrollo y el acceso a las nuevas variedades vegetales en el país que se están liberando a nivel internacional, sobre la base de un ordenamiento que privilegie la protección de la propiedad de! derecho del obtentor sobre una variedad vegetal, lo cual va asociada a la generación de tecnología e innovación, lo que permitirá impulsar y fortalecer su desarrollo en el país.





Con la aprobación del Convenio de 1991 de UPOV (Unión Internacional para Protección de las Obtenciones Vegetales), no sólo nos hará cumplir con lo establecido en los diferentes Tratados de Libre de Comercio que se han suscrito, sino que también Chile será visto como un país más confiable y seguro para la oferta de nuevas variedades vegetales y adelantos científicos, protegiendo eficazmente la propiedad intelectual.”.




c) Fundación Terram.





“I- Introducción





Chile posee una economía abierta, lo que queda claramente reflejado en la gran cantidad de tratados de libre comercio (TLC) multilaterales y bilaterales que ha suscrito con otros países. En base al desarrollo de una economía abierta y la promoción de ésta, el sector exportador se ha consagrado como líder de la economía, muchas veces desprotegiendo el patrimonio natural que pertenece a todos los chilenos.





Son muchos los tratados bilaterales y multilaterales suscritos por Chile, entre ellos el TLC suscrito por nuestro país con Estados Unidos, que fue firmado el 6 de junio de 2003 y entró en vigencia el 1° de enero de 2004.





El capítulo 17 de este TLC contiene una serie de obligaciones para Chile referidas a los derechos de propiedad intelectual. Entre otras medidas, dicho capítulo señala:





“1.- Cada parte aplicará las disposiciones de este capítulo y podrá prever en su legislación interna, aunque no estará obligada a ello, una protección más amplia que la exigida por este capítulo, a condición que tal protección no infrinja las disposiciones del mismo.





2.- Antes del 1° de enero de 2007, las partes deben ratificar o adherir al tratado de cooperación en materia de patentes.





3.- Antes del 1° de enero de 2009, las Partes deben ratificar o adherir a:





a. La Convención Internacional sobre la Protección de Nuevas Variedades de Plantas (UPOV 1991)




b. El Tratado sobre Derechos de Marcas (1994)




c. El Convenio sobre la Distribución de Señales Portadoras de Programas Trasmitidos por Satélite (1974)





4- Las Partes harán esfuerzos razonables para ratificar o adherir a los siguientes acuerdos, de conformidad con su legislación interna:




a. El Tratado sobre Derechos de Patentes (2000)




b. El Acuerdo de la Haya sobre Depósito Internacional de Diseños Industriales (1999)





c. El Protocolo referente al arreglo de Madrid relativo al Registro Internacional de Marcas (1989)





5- Ninguna disposición de este capítulo relativo a los derechos de propiedad intelectual irá en detrimento de las obligaciones y derechos de una Parte respecto de la otra en virtud del acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (ADPIC) o tratados multilaterales de propiedad intelectual concertados o administrados bajo los  auspicios de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI).”.




El Artículo 17.9 número 2 del Tratado con EE.UU., que se refiera a Patentes, señala:





"Cada parte realizará esfuerzos razonables, mediante un proceso transparente y participativo, para elaborar y proponer una legislación dentro de cuatro años desde la entrada en vigor de este Tratado, que permita disponer de protección mediante patentes para plantas a condición de que sean nuevas, entrañen una actividad inventiva y sean susceptibles de aplicación industrial".





II- Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales o nuevas Variedades de Plantas UPOV





En cuanto a la protección de variedades vegetales, además del Acuerdo sobre los ADPIC, existe otro sistema de tratados aplicables: los acuerdos establecidos bajo los auspicios de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV).





Según se señala en la pagina web www.upov.int, el Convenio fue adoptado en París en 1961, y fue revisado en 1972, 1978 y 1991. El objetivo del Convenio es la protección de las obtenciones vegetales por un derecho de propiedad intelectual. El Convenio UPOV prevé una forma sui generis de protección de la propiedad intelectual, adaptada específicamente al proceso de fitomejoramiento y elaborada para alentar a los obtentores a crear nuevas variedades vegetales.





Los tratados de la UPOV adoptan un sistema de protección "sui géneris" diseñado para cubrir las necesidades de los obtentores, es decir de los creadores de variedades vegetales provenientes de países desarrollados.





La primera "Acta" de la UPOV fue redactada en 1961, principalmente por gobiernos de países industrializados que deseaban proteger a los obtentores tanto en sus mercados locales como externos. El Convenio UPOV fue posteriormente revisado por las "Actas" de 1972, 1978 y 1991. La versión de 1991 del Convenio de la UPOV entró en vigor en abril de 1998. Desde entonces, UPOV 1978 ha quedado oficialmente cerrado a nuevas adhesiones.





Estos acuerdos bilaterales a menudo exigen que el Estado en desarrollo se adhiera a la UPOV en un plazo señalado y que haga efectivos sus estándares, ya sea miembro del Acuerdo sobre los ADPIC, o se incluyen niveles más estrictos de protección de la propiedad intelectual que los incluidos en el Acuerdo sobre los ADPIC. Ejemplo de esto son los acuerdos bilaterales celebrados entre Estados Unidos y Nicaragua (enero de 1998); entre Estados Unidos y Jordania (octubre de 2000) y el Acuerdo de Libre Comercio entre EE.UU. y Chile.





Si bien Chile suscribió el Tratado UPOV 1978, a partir del cual de promulgó la ley N°19.342, el TLC con EE.UU exige la adhesión a UPOV 1991. El Acta o Convenio de 1991 tiene distintos alcances a la versión anterior (UPOV 78), debido a cambios en el contexto mundial; a modo de ejemplo, en 1978 no existía el mismo desarrollo actual de la biotecnología, ni tampoco la transgenia a nivel comercial e industrial, por tanto el desarrollo de nuevas variedades estaba limitado a cultivadores más que a grandes empresas transnacionales, y el patentamiento de nuevas variedades era mucho más limitado.





Es en este contexto en que se enmarca la discusión del proyecto de ley (boletín N°6426) que ratifica el Convenio UPOV 1991. Respecto a este proyecto de ley es necesario aclarar ciertos aspectos:





1- Al 15 de enero de 2011 el Convenio UPOV, en cualquiera de sus versiones (1972, 1978 y 1991) ha sido suscrito por 68 países. Sin embargo países como Argentina, Bolivia, Brasil, Bulgaria, Canadá, China, Colombia, Ecuador, Francia, Irlanda, Italia, México, Nicaragua, Noruega, Panamá, Paraguay, Portugal, Uruguay, entre otros sólo han adherido a UPOV 1978.





Comentario: es importante destacar que muchos países de Latinoamérica no han adherido a UPOV y los que han suscrito el Convenio sólo lo han efectuado en la versión de 1978.





2- La diferencia entre UPOV 1978 y UPOV 1991 radica fundamentalmente en que el Acta o Convenio de 1991 estipula que se requiere la autorización del obtentor para la producción o reproducción de semillas para cualquier otro fin. Al establecer la preferencia para la protección del obtentor se está restringiendo el llamado "privilegio del agricultor".





3- El artículo 7 del Convenio establece que: "se considerará distinta la variedad si se distingue claramente de cualquier otra variedad cuya  existencia, en la fecha de presentación  de   la  solicitud, sea notoriamente conocida".





Comentario: ¿Cómo puede saber un campesino si una variedad es notoriamente conocida, es decir si es de propiedad de un obtentor?





4- Articulo 10 N° 3) [Independencia de la protección] Ninguna  Parte Contratante  podrá denegar la concesión de un derecho de obtentor o limitar su duración por el motivo de que la protección para la misma variedad no ha sido solicitada, se ha denegado o ha expirado en otro Estado o en otra organización intergubernamental.





Comentario: este artículo pone en desigualdad de condiciones y desprotege a los pequeños campesinos y comunidades indígenas que han desarrollado variedades para su uso, pues éstas pueden ser inscritas por personas naturales o jurídicas, nacionales y extranjeras, sin respetar al verdadero obtentor.





5- Articulo 14 N° 1 sobre Alcance del derecho de Obtentor [Actos respecto del material de reproducción o de multiplicación].





Letra a) A reserva de lo dispuesto en los Artículos 15 y 16, se requerirá la autorización del obtentor para los actos siguientes realizados respecto de material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida: la producción o la reproducción (multiplicación), la preparación a los fines de la reproducción o de la multiplicación, la oferta en venta, la venta o cualquier otra forma de comercialización, la exportación, la importación, la posesión para cualquiera de los fines mencionados en los puntos i) a vi), supra.





Letra b) El obtentor podrá subordinar su autorización a condiciones y a limitaciones.





Comentario: se prohíbe la reproducción de semillas o de la variedad protegida sin autorización. Es decir un campesino no puede guardar semillas o reproducir plantas patentadas ¿pero cómo puede enterarse de esto?





6- Artículo 14 N° 2) [Actos respecto del producto de la cosecha] A reserva de lo dispuesto en los Artículos 15 y 16, se requerirá la autorización del obtentor para los actos mencionados en los puntos i) a vii) del párrafo 1) a) realizados respecto del producto de la cosecha, incluidas plantas enteras y partes de plantas, obtenido por utilización no autorizada de material de reproducción o de multiplicación de la variedad protegida, a menos que el obtentor haya podido ejercer razonablemente su derecho en relación con dicho material de reproducción o de multiplicación.





Comentario: este artículo pone en riesgo a la agricultura familiar campesina y la agricultura indígena y sus usos tradicionales, puesto que variedades que han sido desarrolladas por comunidades indígenas o campesinos pueden ser patentados por otros y además prohibirles el uso a quienes tradicionalmente han ejercido este derecho.





7- Artículo 15 sobre excepciones al derecho de Obtentor N° 2) [Excepción facultativa] No obstante lo dispuesto en el Artículo 14, cada Parte Contratante podrá restringir el derecho de obtentor respecto de toda variedad, dentro de límites razonables y a reserva de la salvaguardia de los intereses legítimos del obtentor, con el fin de permitir a los agricultores utilizar a fines de reproducción o de multiplicación, en su propia explotación, el producto de la cosecha que hayan obtenido por el cultivo, en su propia explotación, de la variedad protegida o de una variedad cubierta por el Artículo 14.5)a)i) o ii).





Comentario: este artículo permite establecer excepciones o salvaguardias, las cuales permiten proteger en algún grado la agricultura familiar campesina y los usos tradicionales. Estas deben ser propuestas por el país que suscribe el convenio y quedar anotados en éste.





III- En Conclusión:





Considerando la trascendencia de los temas que aborda la ratificación de este Convenio, así como la falta de información y debate con los sectores involucrados, en el contexto del Tratado de Libre Comercio con Estados Unidos, los Convenios UPOV 78, UPOV 91, la Convención de Biodiversidad, el Convenio N° 169 de la OIT, Fundación Terram considera indispensable:





- Realizar un análisis comparativo entre los Convenios UPOV 78 y UPOV 91, destacando los cambios entre uno y otro y como éstos podrían afectar a los pequeños campesinos y comunidades indígenas.





- Identificar las modificaciones o incorporación de nuevas restricciones establecidas en el Convenio UPOV 91 respecto de UPOV 78.





- Establecer claramente los marcos restrictivos y de movilidad del Convenio UPOV 91, y determinar de qué manera es posible asegurar la adecuada protección de la biodiversidad del país, incluyendo las especies vegetales chilenas y la biodiversidad agrícola, en el marco de esta nueva legislación.





- Realizar un análisis de la Convención de Biodiversidad, convenio suscrito por Chile en 1994, en relación a la protección de especies nativas, especies y variedades vegetales usadas tradicionalmente por campesinos y comunidades indígenas con fines agrícolas, medicinales, rituales u otros.





- Establecer una comparación entre el Convenio de Biodiversidad y los Convenios UPOV 78 y 91 en relación al acceso y utilización de los recursos vegetales.





- Establecer una relación entre las disposiciones de la Convención sobre la Biodiversidad, suscrita por Chile, y sus posibles puntos de conflicto con el Convenio UPOV 91.





- Establecer una comparación entre el Convenio N° 169 de la OIT y los Convenios UPOV 78 y 91 en relación al acceso y utilización de los recursos vegetales por comunidades indígenas.





- Solicitar al Ejecutivo que aclare cada uno de los puntos contenidos en esta minuta, y proponga salvaguardias para el patrimonio vegetal nativo y los recursos fitogenéticos utilizados tanto para fines agrícolas como medicinales por comunidades indígenas y pequeños campesinos.”.
----------

III. DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Pizarro puso en discusión el proyecto.

La Directora de Asuntos Económicos Multilaterales de la DIRECON, señora Ana Novik, señaló que el Convenio UPOV es un tratado internacional acordado en 1961, cuyo principal objetivo consiste en armonizar los requisitos para la protección de las nuevas variedades vegetales, regulando para estos efectos y de manera balanceada los derechos que se confieren a quienes las obtienen y las excepciones permitidas.
Agregó que Chile forma parte de UPOV desde 1994. Añadió que el Convenio ha sido actualizado en distintas oportunidades, de hecho, al día de hoy cuenta con 3 distintas actas vigentes; la de 1972, la de 1978 (a la cual Chile se adhirió) y el acta de 1991. Precisó que el proceso de actualización y los nuevos retos del sector explican la adhesión a la última versión del Acuerdo.

Estimó que los beneficios derivados de la implementación de los estándares del Acta 1978 del Convenio UPOV, han contribuido a la transformación de Chile en uno de los principales países exportadores de productos agrícolas, forestales y de semillas de la región.

Indicó que los nuevos desafíos que enfrenta el sector agrícola, y la competencia en los mercados internacionales, recomiendan incorporar en el marco nacional de obtenciones vegetales los últimos estándares internacionales del sistema de protección a los derechos de quienes innovan, creando nuevas variedades vegetales, lo que hace necesario, por tanto, la adopción del Acta de 1991.

En términos generales, aclaró que el Acta UPOV de 1991 incorpora estándares más precisos a los que se aplican actualmente en Chile. A modo ejemplar, el acta UPOV de 1991 amplía los derechos de los obtentores de nuevas variedades no sólo al material de reproducción o multiplicación de la variedad protegida, sino que también al producto de la cosecha, vale decir: no sólo a la semilla del árbol, sino que también a la fruta directamente obtenida de él.
Asimismo, informó que extiende los plazos mínimos de protección de 18 a 25 años para árboles y vides y de 15 a 20 años para las demás especies.

Además, explicó que reafirma la facultad de los países para establecer excepciones al derecho de los obtentores de nuevas variedades vegetales, explicitando situaciones que quedan fuera del ámbito de protección, como por ejemplo, los usos privados, los usos a títulos experimentales e incorpora de forma expresa una excepción facultativa que permite, dentro de un marco de respeto al derecho concedido, que los agricultores utilicen para fines de reproducción o multiplicación en su propia explotación el producto de la cosecha que hayan obtenido por el cultivo de la variedad protegida.

Manifestó que existe una fuerte tendencia a formar parte de UPOV y de adherir al Acta de 1991, ya que países como Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, México y República Dominicana, entre otros, son miembros del Convenio y actualmente 46 de los 68 miembros de UPOV se han adherido al Acta de 1991, encontrándose dentro de sus miembros países diversos como Australia, Albania, Corea, Finlandia, Italia, Turquía y Singapur.
Destacó que nuestro país, a través de los Acuerdos de Libre Comercio, ha buscado la incorporación de disposiciones tendientes a nivelar la legislación chilena con los estándares internacionales comúnmente aceptados en materia de propiedad intelectual. En este contexto, expresó que la adhesión a la última versión del Convenio UPOV (la de 1991), antes del 1 de enero de 2009, corresponde a un compromiso asumido por Chile con 3 importantes socios comerciales: EEUU, Japón y Australia.
Estimó que este nuevo marco normativo permitirá consolidar el objetivo de posicionar a Chile como una potencia agroalimentaria y forestal, al mismo tiempo que fortalecerá la industria de investigación, desarrollo e innovación asociada a la producción de nuevas variedades vegetales. Asimismo, precisó que ayudará a atraer inversión extranjera al país, con equipamiento de punta y un consecuente mejoramiento de las competencias y capacidades de gestión de nuestros investigadores y productores.

Por último, señaló que, paralelamente a este proyecto, se está discutiendo un proyecto de ley que incorpora el Acta UPOV de 1991 y que regula los derechos sobre obtenciones vegetales derogando la ley Nº 19.342. (Boletín 6355-01), el cual es importante apoyar de forma de dar cabal cumplimiento a lo dispuesto en el Acta de 1991.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Kuschel consultó por la situación genética de las papas originarias de Chiloé, las que muchas veces son usadas como base de semillas, que luego son vendidas al país.

La señora Novik respondió que en ésta área los registros son básicamente de chilenos. Agregó que, de 150 registros, 90 corresponden a efectuados por nacionales, principalmente del INIA. Indicó que este proyecto se aplica a variedades distintas a las naturales.

El Fiscal del Ministerio de Agricultura, señor Caussade, aclaró que no se pueden patentar los patrimonios biológicos naturales, sino las nuevas variedades que sean producto de un desarrollo. Agregó que el INIA es la institución nacional que tiene una mayor cantidad de registros.

Indicó que ha sido una constante la preocupación que diversos gobiernos, desde la época del ex Presidente Frei, han manifestado para tener el acceso a los recursos vegetales, a fin de hacer obligatorio el chequeo del material utilizado. Añadió que desde el año 1994 Chile cuenta con la ley N° 19.342, sobre obtenciones vegetales, la cual pretendió lograr un equilibrio entre el privilegio del agricultor que lo creó y los demás que deseen utilizar las semillas, considerando que al cabo de tres años las semillas pierden valor y deben ser reemplazadas.

A continuación, el Honorable Senador señor Letelier planteó que, en general, es contrario al exceso de patentes, hasta ahora concentradas mayoritariamente en el área farmacéutica, porque generan una brecha cada vez mayor entre los países ricos respecto de los más pobres. Advirtió que ahora el ámbito se amplía a otros sectores como el agrícola. Agregó que otros países tienen un sistema de protección más fuerte que nosotros, ya que a veces es muy difícil distinguir entre lo modificado por la naturaleza y lo modificado por el ser humano.

El Honorable Senador señor Walker por su parte, estimó que Chile debió aprobar antes este Acuerdo ya que nos comprometimos a ello en Tratados anteriores. Agregó que ello nos permite incorporamos a estándares más altos, necesarios para un mejor desarrollo.

La señora Novik explicó que la demora obedece a que existen muchas visiones sobre este tema. Añadió que muchas veces los asuntos nuevos son difíciles de entender.

Indicó que la propiedad intelectual ha sido un tema que ha ganado creciente importancia en el país, hecho que fue asumido por los Gobiernos anteriores y que se ha reforzado en el actual. Aclaró que no se trata de seguir el parecer de algún país, sino de tomar medidas que convengan a nuestros intereses, sin dejar de cumplir nuestros compromisos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Larraín coincidió con el Honorable Senador señor Walker y agregó que Chile se ha propuesto metas de primer nivel, como quedó demostrado con su ingreso a la OCDE. En ese sentido, observó que Chile, si quiere ser un país desarrollado, debe actuar con estándares altos. Agregó que también forma parte de compromisos asumidos en su momento y que deben ser honrados.





El Honorable Senador señor Letelier solicitó recabar más opiniones respecto al proyecto. Reiteró que tiene inquietudes que no han sido resueltas en este debate, por ejemplo, la protección de la biodiversidad nacional, las transformaciones a partir de especies nativas, etc.





En su opinión, este es un tema sumamente importante para el país, para su desarrollo, y para la protección de su biodiversidad.





Agregó que quienes lideran la protección intelectual son los países más desarrollados, quienes tienen recursos y tecnología. Por tanto, para mejor resolver, solicitó requerir a distintos actores su opinión sobre el proyecto en estudio.

La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, solicitar la opinión al Ministerio de Agricultura, el Servicio Agrícola y Ganadero (SAG), la Fundación TERRAM, el Instituto de Investigaciones Agropecuarias (INIA), y la Asociación Nacional de Productores de Semillas A.G. (ANPROS).





En la siguiente sesión hizo uso de la palabra el Gerente Ejecutivo, de la Asociación Nacional de Productores de Semillas de Chile (ANPROS), señor Mario Schindler, quien manifestó que la adhesión de Chile a este Convenio es crucial para el desarrollo y competitividad de nuestra agricultura, en especial en este momento, en que el proyecto de ley que regula derechos sobre obtenciones vegetales y deroga la ley N° 19.342 pasará prontamente a discusión en segundo trámite legislativo en el Senado.





Añadió que su aprobación permitirá a Chile velar por sus exportaciones agrícolas, asegurar el acceso fluido a genética de última generación, incentivar la investigación y el desarrollo de genética nacional y cumplir con los compromisos adquiridos con la firma del TLC con Estados Unidos, en el cual se establecía como requisito la adhesión por parte de Chile, antes del 01 de enero del 2009, al "Acta de la Convención internacional sobre la Protección de Nuevas Variedades de Plantas (1991)" emanada del organismo intergubernamental UPOV (International Unión for the Protection of New Varieties of Plants), del cual nuestro país es miembro integrante desde el año 1996.




Agregó que todos los elementos anteriormente expuestos son decisivos para mantener y potenciar la competitividad de la agricultura chilena. Añadió que el respeto a la propiedad intelectual es uno de los elementos centrales de la globalización de la economía mundial y Chile no puede quedarse atrás en el desarrollo de su institucionalidad en esta materia.




Indicó que Chile es miembro de UPOV desde el año 1996. Añadió que de los treinta y tres miembros de la OCDE, treinta y uno están en UPOV, con la excepción de Grecia y Luxemburgo. Añadió que además define elementos muy importantes para la competitividad de la agricultura chilena, porque significa entrar a la modernidad de las protecciones vegetales.

Señaló que el Acuerdo estimula el desarrollo de la genética nacional, la cual requiere de una protección eficaz, para no depender de la producción extranjera, que alcanza, por ejemplo, a alrededor del 90% en materia frutícola. Asimismo, explicó que es importante cautelar que los agricultores chilenos tengan acceso al material extranjero, a objeto de que nuestros productores mantengan su competitividad en los mercados internacionales.





El Director del INIA, señor Donoso, expresó que el principal beneficio del Acuerdo dice relación con la competitividad que otorga al sector agrícola y a la agroindustria nacional.





Recordó que Chile adquirió el compromiso de adherir a UPOV 91 en el artículo 17 del Tratado de Libre Comercio firmado con los Estados Unidos, el cual debía cumplirse con anterioridad al 1 de enero de 2009.




Explicó que la adhesión a UPOV 91 pone a disposición de Chile un marco regulador que estimula el desarrollo de los programas de mejoramiento vegetal nacionales, componente esencial en nuestra estrategia de transformar a Chile en potencia agroalimentaria.




Indicó también que la adhesión a UPOV 91, le permite a Chile ganar en credibilidad y respeto en los derechos de la propiedad intelectual con los países generadores de nuevas y mejores variedades vegetales.




Agregó que tiene múltiples beneficios, pues en el corto plazo los productores accederán a nuevas variedades. Además que en el mediano y largo plazo, Chile requiere de variedades propias para mejorar la calidad de nuestras especies.




Agregó que tanto el sistema convencional como la biotecnología necesitan del uso de la genética existente. Por tanto, sin el sistema UPOV no se tendría acceso a la genética original, dado que UPOV 78 no reconoce variedades originales, cosa que si ocurre en UPOV 90, lo que es importante para los genes, no sólo para la variedad.




A vía ejemplar, recordó que la última variedad que lanzó el INIA fue el denominado “trigo bicentenario”, el cual permite la reducción de pesticidas.





El Honorable Senador señor Tuma señaló que en el debate se ha dicho que este Tratado nos favorece. Sin embargo, expresó que el que más interés muestra es Estados Unidos. Al respecto, preguntó cuál es el interés que tienen las naciones más desarrolladas para que se apruebe este Tratado.





El señor Schindler indicó que los tratados de patentes favorecen a ambos, ello porque en Chile la producción de semillas también ha aumentado e involucran mucha masa laboral. A vía ejemplar, señaló que en Arica cerca del 20% de la mano de obra trabaja en estos proyectos.





Agregó que genera confianzas mutuas para la salida al exterior del rubro agropecuario chileno y también para que las empresas extranjeras adquieran nuestras semillas.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier consultó si el mayor volumen de semillas exportadas corresponde a los granos. Además inquirió si hay empresas chilenas de producción de granos que no tengan vinculación con empresas extranjeras.





La primera inquietud la respondió el señor Schindler, quien señaló que por muchos años fue así pero que las últimas estadísticas indican un alto crecimiento de las semillas de hortalizas, que en cinco años pasaron de US$ 60 millones a US$ 116 millones, lo que significa el 20% de la exportación de semillas. Añadió que ello reviste gran importancia por la alta ocupación de mano de obra.





En lo que respecta a la segunda inquietud, el señor Donoso señaló que la participación extranjera depende de la variedad de semillas, por ejemplo, en materia de trigo la mayoría son originarias y los productores más importantes son chilenos como Von Baer y el propio INIA.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores señores Larraín, Kuschel, Letelier y Tuma.
----------


En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





"Artículo único.- Apruébase el “Convenio Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales”, de 2 de diciembre de 1961, revisado en Ginebra según el Acta de 19 de marzo de 1991.”.

----------





Acordado en sesiones celebrada los días 1 y 8 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Ignacio Kuschel Silva, Juan Pablo Letelier Morel, Eugenio Tuma Zedán e Ignacio Walker Prieto.




Sala de la Comisión, a 8 de marzo de 2011.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,
Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR BIANCHI, SEÑORAS ALVEAR Y RINCÓN Y SEÑORES FREI, GÓMEZ, HORVATH, KUSCHEL, LAGOS, LARRAÍN (DON HERNÁN), NAVARRO, PÉREZ VARELA, PROKURICA, TUMA Y ZALDÍVAR (DON ANDRÉS), CON EL QUE SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY SOBRE FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE GENDARMERÍA DE CHILE

(S 1323-12)

OFICIO N° CL/32/2011

Valparaíso, 15 de marzo de 2011.





Tengo a honra comunicar a Vuestra Excelencia que, en sesión celebrada el día de hoy, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tomó conocimiento del proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señor Bianchi, señoras Alvear y Rincón y señores Frei, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Tuma y Zaldívar, mediante el cual solicitan a S.E el Presidente de la República que envíe un proyecto de ley de fortalecimiento y modernización de Gendarmería de Chile, que incluya medidas tales como el otorgamiento de una asignación de riesgo para su personal y el reconocimiento de la Escuela de Gendarmería como establecimiento de educación reconocido oficialmente (Boletín N° S 1.323-12).





Luego de considerar el contenido de este proyecto, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear, y señores Chadwick y Larraín, informar a Vuestra Excelencia que no tiene reparos u observaciones respecto del mismo.




Lo que pongo en conocimiento de Su Señoría en cumplimiento del referido acuerdo.




Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias,
Secretario de la Comisión

AL EXCELENTÍSIMO

SEÑOR PRESIDENTE DEL SENADO

DON JORGE PIZARRO SOTO

PRESENTE
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GÓMEZ Y PIZARRO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY RELATIVO AL MECANISMO PARA PROVEER EL CARGO VACANTE DE ALCALDE

(7535-06)

Honorable Senado:

A continuación se presenta un proyecto de ley por el cual se modifica el sistema de reemplazo de alcaldes, estableciendo dos posibilidades: por una parte que se realice una nueva elección de alcalde, cuando faltan dos o más años para que se realicen las elecciones de alcalde o bien, cuando falta menos de dos años para las elecciones, que éste sea reemplazado por el concejal que haya obtenido la mayor votación y que pertenezca al mismo partido o pacto que haya declarado la candidatura a alcalde.

Fundamentos

Teniendo presente que el sistema democrático implica que los electores decidan libremente la tendencia política con la que se sientan más representados, es necesario que todo sistema de reemplazo de aquellas autoridades elegidas por votación directa busque asegurar que los sucesores compartan su “misma línea ideológica”.

El núcleo de la democracia es la voluntad popular y, por consiguiente, la ley debe tender a respetarla. Por ello, un mecanismo de reemplazo que desatienda esa voluntad estaría alterando la vocación democrática del país y su núcleo más fundamental.

Por lo anterior, es que se propone el siguiente proyecto de ley, por el cual, cuando se produzca una vacancia en el cargo de alcalde, cualquiera sea su causa, se llame a nuevas elecciones en el caso que falten dos o más años para las nuevas elecciones y, para el caso que falte menos de dos años para las elecciones, quien lo reemplace sea el concejal que haya obtenido la más alta votación dentro de la coalición del alcalde que ha cesado en su cargo, siendo el que más se acerca a la ideología y a la visión que el electorado privilegió al momento de decidir sobre el candidato que más lo representa.

En consideración a estos antecedentes presentamos ante el Honorable Senado el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Sustituyese el inciso cuarto del artículo 62 de la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el Decreto con Fuerza de Ley Nº 1 del año 2006 del Ministerio del Interior, Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, por el siguiente:

“En caso de vacancia del cargo de alcalde, se aplicarán las siguientes reglas:

a) Si la vacancia se produjere faltando dos años o más para la próxima elección de alcalde y concejales, el Concejo, dentro de los diez días siguientes a que se produzca la vacancia, convocará a los ciudadanos a elección de alcalde para el sexagésimo día después de la convocatoria, si ese día correspondiere a un domingo. Si así no fuere, ella se realizará el domingo inmediatamente siguiente. En este caso, la declaración de candidaturas podrá hacerse hasta las 24 horas del trigésimo día anterior a la fecha de las elecciones. Quien resulte electo, asumirá diez días después de su proclamación. En lo demás, se aplicará lo establecido en el Título V.

b) En caso que la vacancia se produjere faltando menos de dos años para la próxima elección, la vacante se proveerá con el concejal que haya obtenido la mayor votación y que pertenezca al mismo partido político o pacto, cualquiera sea su composición, que haya declarado la candidatura a alcalde. Si la vacancia se refiere a un alcalde cuya candidatura fue declarada como independiente el concejo procederá a elegir un nuevo alcalde, que complete el período, de entre sus propios miembros y por mayoría absoluta de los concejales en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto. De no reunir ninguno de ellos dicha mayoría, se repetirá la votación, circunscrita sólo a los dos concejales que hubieren obtenido las dos mayorías relativas. En caso de no lograrse nuevamente la mayoría absoluta en esta segunda votación, o produciéndose empate, será considerado alcalde aquél de los dos concejales que hubiere obtenido mayor número de preferencias ciudadanas en la elección municipal respectiva. El mismo mecanismo de las preferencias ciudadanas se aplicará también para resolver los empates en la determinación de las mayorías relativas en la primera votación.”.

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES BIANCHI, CANTERO, CHAHUÁN, ESPINA, GARCÍA, NAVARRO, PROKURICA, ROSSI Y RUIZ-ESQUIDE, MEDIANTE EL CUAL SOLICITAN EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY EN MATERIA DE DISCAPACIDAD AUDITIVA

(S 1338-12)
Considerando:

1.- Lo establecido en el Artículo 1° de la Ley 20.422: “El objeto de esta ley es asegurar el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad, con el fin de obtener su plena inclusión social, asegurando el disfrute de sus derechos y eliminando cualquier forma de discriminación fundada en la discapacidad.”
2.-Que los integrantes de la comunidad sorda que acuden o recurren a diversos servicios públicos no tienen una adecuada atención, debido precisamente a su discapacidad.

3.-Que no existen, en los servicios públicos, en las instancias de emergencia, en los establecimientos educacionales, medios ni intérpretes de lenguaje de señas para mantener una comunicación fluida con los miembros de la comunidad sorda.

4.-Que la comunidad sorda ocupa el tercer lugar entre los discapacitados de nuestro país, según el siguiente cuadro (Encuesta Casen 2009, Mideplan)

	Discapacidad: Condiciones de larga duración
	

	
	
	

	
	Número
	%

	Ceguera o dificultad para ver aún usando lentes
	472.246
	2,8%

	Sordera o dificultad auditiva aún usando audífonos
	153.717
	0,9%

	Mudez o dificultad en el habla
	39.831
	0,2%

	Dificultad física y/o movilidad
	446.406
	2,6%

	Dificultad mental o intelectual
	110.476
	0,7%

	Dificultad psíquica o psiquiátrica
	61.832
	0,4%

	No tiene ninguna de estas condiciones de estas de larga duración
	15.687.555
	92,4%

	No sabe
	5.332
	0,0%

	Total
	16.977.395
	100%


Fuente: Encuesta CASEN 2009, MIDEPLAN

Venimos en presentar el siguiente

Proyecto de acuerdo
Otorga a la comunidad sorda facilidades para acceder en igualdad de condiciones a distintas actividades.
El Senado acuerda solicitar a S. E, el Presidente de la República el patrocinio de una iniciativa para modificar la Ley 20.422 que “Establece normas sobre Igualdad de Oportunidades e Inclusión Social de Personas con Discapacidad”, que contenga al menos los siguientes aspectos:

1.-Las instituciones públicas (Salud, Educación. Justicia, del Trabajo, Gobiernos Regionales) deberán velar porque toda la información que tenga carácter masivo llegue a la comunidad sorda a través de la televisión local interpretada en lenguaje de señas con una frecuencia de a lo menos 3 veces al día en diferentes horarios.

2.-Los hospitales, consultorios de salud y servicios públicos en general deberán mantener en sus salas de espera pantallas de información que permitan a las personas sordas conocer el momento en que serán atendidos, ya que actualmente el sistema utilizado por altoparlantes no les permite informarse al respecto.

3.-Los números de emergencia, como el 131, 132, 133, 134 deben ser acondicionados a las personas sordas, por ejemplo con un sistema de mensajes de texto, al igual que en caso de ocurrencia de catástrofes naturales y otras situaciones que deban ser informadas a toda la población, el Estado debe velar que organismos como la ONEMI incluyan a un intérprete en lenguaje de señas para la difusión de estos eventos.

4.-Los servicios públicos deben mantener un sistema de avisos luminosos tipo semáforo con una simbología adecuada que indique alertas de emergencia para informar a los sordos, sugiriéndose para ello los estados de “Alerta”, “Seguridad”, “Emergencia”.

5.-Cada servicio público deberá contar entre sus funcionarios con un intérprete de lenguaje de señas para que, con una comunicación fluida con las personas sordas, entreguen toda la información que éstas requieren, de manera clara y precisa.

6.-Los Tribunales de Justicia deberán tener entre sus funcionarios un profesional capacitado que, mediante lenguaje de señas, mantenga contacto con la comunidad sorda para informarle respecto de los distintos pasos de un determinado procedimiento, litigio o juicio sustanciado en ellos.

7.-Las municipalidades deberán contar con un intérprete en lenguaje de señas que pueda mantener contacto en los Juzgados de Policía Local con los sordos, cuyos derechos hayan sido vulnerados.

8.-Los programas de televisión (culturales, informativos, políticos, sociales y otros) deben ser difundidos con simbología nacional para sordos, a fin de que éstos puedan reconocer la importancia de lo que se entrega.

9.-Las bibliotecas públicas deben contar con un funcionario intérprete en lenguaje de señas capaz de dar información necesaria a los sordos, y contar en sus puertas de acceso un sistema tipo semáforo similar al indicado en el numeral 4.

10.-El Ministerio de Educación deberá incluir en sus políticas de evaluación, como la Prueba SIMCE la adecuación de la misma en atención a los alumnos, sugiriéndose prueba mediante lenguaje de señas y, al momento de su evaluación, un sistema especial de medición.

11.-La ley contempla la inclusión de personas sordas dentro de las aulas, por lo cual el coeducador debe necesariamente pasar por una especialización pedagógica para tener una comunicación fluida con los sordos.

12.-Los sordos deberán poseer una credencial que los identifique como tales y deberá informar respecto de algunos beneficios a los cuales podrán tener acceso, tales como descuentos en farmacias, equipos médicos, espectáculos públicos de tipo cultural.

13.-El lenguaje de señas debe ser considerado en la Constitución Política de la República, como un derecho adquirido y respetado por los ciudadanos del país.

 (Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.-Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- José García Ruminot, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide Jara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES BIANCHI, CHAHUÁN, ESPINA, GIRARDI, NAVARRO, ROSSI Y RUIZ-ESQUIDE, SOBRE MEDIDAS EN MATERIA DE ENERGÍA NUCLEAR EN CHILE

(S 1339-12)

Considerando:

1.-El inminente riesgo de la central nuclear de Fukushima, a raíz del fuerte terremoto y tsunami que afectó a Japón el día viernes 11 de Marzo del presente año. En dicha central ya se han registrado tres explosiones que han dañado la estructura que recubre los reactores y la empresa que opera las instalaciones, Tokyo Electric Power (TEPCO), ya reconoció fugas radiactivas. Esto ha producido un desplazamiento de cientos de miles de personas para alejarlas del lugar de mayor riesgo.

2.-El alto grado de sismicidad de nuestro país, similar al de Japón, que ha producido que ambos países hayan tenido los sismos más intensos de la historia contemporánea.

3.-La alta posibilidad de que la nube radiactiva se expanda hacia otras latitudes, provocando el que comunidades muy alejadas del lugar donde se originó el accidente sean afectadas gravemente en su salud, incluso con riesgo de extenderse hacia futuras generaciones.

4.-El que dicho evento ha demostrado -a pesar de la gran preparación y tecnología que tiene Japón- lo difícil que es controlar este tipo de centrales.

5.-El que ninguna central nuclear está preparada para soportar un sismo de magnitud 8,8 y un tsunami.

6.- La declaración “Energía Nuclear, No Gracias” firmada en el año 2006 por importantes personas de distintos ámbitos de nuestro país (adjunta)

7.-La alta diversidad de fuentes de Energías Renovables No Convencionales (ERNC)- limpias y no vulnerables- con que cuenta nuestro país (cuadro adjunto que contiene potencial técnicamente aplicable)

8.-El costo cada vez más alto del petróleo.

Es que venimos en presentar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO

POR UNA MATRIZ LIMPIA SIN ENERGÍA NUCLEAR

El Senado acuerda:

1.-Solicitar a S. E. el Presidente de la República el que disponga las medidas necesarias para detener toda acción que pretenda implementar la energía nuclear en Chile. Y que los esfuerzos del estudio estén contrapesados con una proporción significativamente mayor en Energías Renovables No Convencionales y una matriz limpia.
2.-Asegurar el cumplimiento del compromiso denominado 20-20, consistente que al año 2020 el 20% de la energía producida en nuestro país provenga de las Energías Renovables No Convencionales.
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Guido Girardi Labín, Senador.- José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Mariano Ruiz-Esquide, Senador.
DECLARACIÓN PÚBLICA

ENERGÍA NUCLEAR, NO GRACIAS

Ante intenciones de que en Chile se iniciará un Programa de Energía Nuclear, queremos señalar el que nos parece inconveniente centrar el esfuerzo político y económico ante esta opción que tiene altos costos y graves riesgos asociados y el que además Chile tiene claras y atractivas alternativas de energía limpia y renovable.

Entre los riesgos de la energía nuclear se pueden señalar:

1.- No existe solución técnica apropiada ni segura para el depósito de los  residuos.

2.- El peligro que significa transportar el material radiactivo.

3.- El riesgo que significan las centrales mismas.

4.- La posibilidad de falla humana o atentado.

5.- El que la energía nuclear necesita un piso mínimo de producción sin flexibilidad.

6.- Alta sismicidad de Chile.

En cambio, las energías limpias y renovables tienen una gran oportunidad de desarrollarse en Chile, en forma armónica con la comunidad y el medio ambiente.

Los potenciales de las energías limpias son:

1.- Geotérmica, con más de 5.000 MW,

2.- Las pequeñas y medianas centrales hidroeléctricas con 33.000 MW,

3.- Centrales hidroeléctricas adaptadas, con 8.340 MW.

4.- La mareomotriz con sobre 50.000 MW a partir de las corrientes, canales y fiordos de la Zona Austral

5.- La solar con 937.000 MW.

6.- La eólica con sobre 5.000 MW.

7.- La biomasa, sólo aprovechando los residuos forestales, da para generar 6.984.986 MWh/año.

Listado de personas que firmaron declaración energía nuclear, No gracias.

Senadores
Antonio Horvath 

Guido Girardi L.

Carlos Bianchi

Mariano Ruiz Esquide

Alejandro Navarro

Roberto Muñoz Barra

Hosain Sabag

Diputados

Roberto Delmastro

Rosauro Martínez

Roberto Sepúlveda

Marta Isasi

Ximena Valcarce

Carla Rubilar

Osvaldo Palma

René Manuel García

Alfonso de Urresti

Joaquín Godoy

Amelia Herrera

Germán Verdugo

Francisco Chahuán

Guido Girardi B.

René Aedo

Personalidades y Organizaciones

Sebastián Piñera

Sara Larraín

Adriana Hoffmann

Flavia Liberona

Rodrigo García

Andrei Tchernitchin

Christof Horn

Juan Francisco Troncoso

Andrés Baretnín

Jessica Mualim

Alberto Cortés

Roberto Lástrico

Javier García
Jenny Jofré

Guillermo Donoso

Isabel Lincolao

Eduardo Medina-Riesco

Susana Silva

Rodrigo Pizarro

Andrés Barentin

Rolf Fiebig
Mario Manríquez
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE MEDIO AMBIENTE Y BIENES NACIONALES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE ESTABELCE UN PROGRAMA DE INTERVENCIÓN EN ZONAS CON PRESENCIA DE POLIMETALES EN LA COMUNA DE ARICA

(6810-12)





Certifico que en sesión de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, celebrada el día martes 15 de marzo de 2011, se discutió en general, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica. (Boletín N° 6.810-12).



A las sesiones en que se trató la iniciativa,  asistieron además de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi.




- Puesta en votación la idea legislar, la Comisión acordó rechazarla, por la unanimidad de sus miembros, Honorable Senadora señora Alvear y los Honorables Senadores señores Horvath, Longueira, Navarro y Rossi.



A continuación, se transcribe el texto del proyecto de ley aprobado en su primer trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados:

PROYECTO DE LEY:

"Artículo 1°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los que también deberán ser suscritos por los Ministerios de Hacienda, de Salud, de Educación, de Vivienda y Urbanismo  y de Bienes Nacionales, según corresponda, un programa de intervención en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica.

Artículo 2°.- El o los decretos con fuerza de ley que se dicten deberán contener las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) La determinación de la zona geográfica o territorio específico que se encuentra contaminado con polimetales y aquellos que se encuentran en situación de riesgo de contaminación.


2) El conjunto de acciones medio ambientales que deban ser ejecutadas en la zona geográfica o territorio específico contaminado o en situación de riesgo de contaminación, para los efectos de su remediación, mitigación o recuperación.


3) El conjunto de acciones de salud destinadas a procurar la evaluación, diagnóstico, mitigación y tratamiento de los posibles daños ocasionados en la salud de la población afectada, a consecuencia de su exposición a metales en las zonas o terrenos específicos declarados con presencia de polimetales en la comuna de Arica. Dichas acciones deberán garantizar el acceso universal, gratuito, oportuno y continuo a todas las prestaciones de salud disponibles en los establecimientos del sistema público de salud. 


4) El conjunto de acciones destinadas a procurar la atención en todos los niveles del sistema educacional, disponiendo, para tales efectos, de los recursos necesarios tanto del Ministerio de Educación como de sus servicios dependientes, para llevar a cabo su implementación, a favor de quienes sean declarados beneficiarios de las acciones del programa de intervención en la zona con presencia de polimetales en la comuna de Arica.


5) El conjunto de acciones habitacionales, ejecutadas a través del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota, en favor de quienes sean declarados beneficiarios de las acciones del programa de intervención en la zona con presencia de polimetales en la comuna de Arica.


6) Facultar al Fisco, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, para adquirir inmuebles cualquiera sea su destino, emplazados en la zona a que se refiere el numeral 1 de este artículo, vía compra o permuta, de conformidad a lo señalado en el decreto ley N° 1.939, de 1977.


La facultad señalada  con anterioridad sólo podrá referirse a la adquisición de inmuebles que deban ser remediados y para ser recuperados al uso urbano no habitacional, cuyos actuales propietarios sean personas naturales o bien personas jurídicas que no hayan causado todo o parte de la contaminación que impide actualmente el uso normal de dichos territorios.


7) Los instrumentos que se utilizarán para identificar a la población beneficiaria de las acciones a que se refieren los numerales anteriores, así como también los procedimientos que serán empleados para su selección.



Artículo 3°.-  El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones que se implementen de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° de esta ley, será financiado con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y el Ministerio de Bienes Nacionales.


Artículo transitorio.- El Presidente de la República, dentro del plazo de 120 días contado desde la publicación de esta ley, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el que deberá ser suscrito por el Ministro de Salud, declarará como inhabitables las zonas o terrenos específicos ubicados en la comuna de Arica que se encuentren contaminados por la presencia de polimetales.


La declaratoria a que se refiere el inciso anterior quedará sin efecto, si mediante decreto expedido por los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Salud, se establece que la contaminación de las referidas zonas o terrenos específicos ubicados en la comuna de Arica ha sido remediada o recuperada en sus propiedades básicas.".


- - -

En consecuencia vuestra Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales os propone rechazar en general el proyecto de ley antes transcrito.

Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2011, con asistencia del Honorable Senador señor Pablo Longueira Montes (Presidente), la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta Accidental), la Honorable Senadora señora Isabel Allende Bussi (Fulvio Rossi Ciocca) y de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss y Alejandro Navarro Brain.

Sala de la Comisión, a 15 de marzo de 2011.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa,
Secretario
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